ñ sa pe É E A 
A Fa cam _ E 


. 
ul 
. y te 


AN , E e a 
! k . de E 
e E Ra 
A ¡ae "=u AN z - 
A A 
A 4 a Pra - 
A 
al yn o 
plc) a e - 
E Ly B E - a 
Ls - = 
) PA a 
e - E . a na 2 
L - PA] y = 
ha AL: Ez a a] 
A pa 
1 Pa E a 3 7 
+ A ml 
a e a! 
A Dr 
A ; E 
1 
. > 
3 
, 


NICOLAS DE VICARIO Y PEÑA 


Los Conciertos Económicos 
de las Provincias Vascongadas 


Introducción y edición 
del Dr. Eduardo Alonso Olea 


Foru Ogasunaren Klasikoak 
Clásicos de la Hacienda Foral 


Euskal Herriko Zuzenbide 


pes Bizkaiko Foru Diputación Foral sal” : cimas zu 0 
M 7 Aldundia de Bizkaia historikorako Institutua 
pt, Ogasun era Finaniza Departamento de Hacienda Instituto de Derecho Histórico de 

z Sala y Finanzas 


Euskal Herria (UPV-EHU) 


Bilbao 
1997 


VICARIO Y PEÑA, Nicolás de 


Los Conciertos Económicos de las Provincias Vascongadas / Introducción y edición 
de Eduardo J. Alonso Olea. -- Bilbao : Bizkaiko Foru Aldundia, Ogasun eta Finantza 
Salla = Diputación Foral de Bizkaia, Departamento de Hacienda y Finanzas. -- XL, 
597 p. -- (Clásicos de la Hacienda Foral = Foru Ogasunaren Klasikoak ; 2) 

Introducción en castellano y euskara. -- Reproducción facsímil de la publicada en : 
Bilbao : Andrés Cardenal, 1909 

D.L. BI 978-1998. -- ISBN 84-7752-242-] 


|. Hacienda pública - País Vasco - S. XIX-XX 2. País Vasco - Historia - S, XIX-XX 
l. Alonso Olca, Eduardo J. IM. Bizkaia. Diputación Foral HL Serie 


CDU: 3531.72 (460.15/.16) “XIX-XX” 


Fotocomposición: Ikur, S.A. 
Cuevas de Ekain, 3, 1.2 - 48005 Bilbao 


Impresión: A.G. Rontegut, S.A.L. 
Avda. Ribera de Erandio, 4 - 48950 Erandio (Bizkata) 


ISBN: 84-7752-242-1 
Depósito Legal: BI-978-98 


INDICE GENERAL 


Prólogo. HItzaurTCa .....o.oooococoooorerno VII 
Sarrera. Eduardo Alonso Olea .......o.o.oooco.ooooocmcooomo.m..oo. IX 
l. Introducción .....oo.oooocooo xn 
2. Elautor o... xIV 
BLa obra. XxX 
A. CoMclusiÓón ... o... o... XXXVI 
Bibliografía ....o.oo.oooococcoono rre XXXVII 
Los Conciertos Económicos de las Provincias Vascongadas 

(Apéndice) o... XLI 
Indice de la Obra .......o.oo.ooooccoooo oo 587 


Prólogo 


El particular régimen político y administrativo de los territorios forales y su 
manifestación más evidente en nuestros días, el Concierto Económico, ha mere- 
cido, desde que se comenzara a fraguar la abolición de los fueros, la atención y 
el estudio de autores eminentes que alumbraron algunas obras muy notables, de 
reseña forzosa, aún hoy, en lo tocante a los extremos histórico, jurídico y eco- 
nómico de la peculiaridad foral. 

En el elenco de estos trabajos destaca con méritos sobresalientes, refrenda- 
dos por la reiteración en la cita y en la referencia de casi todos los que se han 
ocupado de la materia después de él, el trabajo de D. Nicolás de Vicario y Peña 
que ahora presentamos. 

Tiene la obra de Vicario un valor documental intrínseco evidente, en tanto 
que meticulosa recopilación de la prolija normativa a través de la cual, a partir 
de la infausta Ley de 1876, se fue configurando el régimen de Concierto 
Económico. Pero, sobre él, es de destacar el mérito de Vicario al dejarnos un tes- 
timonio sistematizado y fidedigno de las opiniones, actitudes, y posicionamien- 
tos frente al Concierto de muchos de los autores y personalidades que influye- 
ron de forma decisiva o que desempeñaron un protagonismo indiscutido en 
aquellos primeros escarceos en pos de la recuperación si no de lo inexorable- 
mente arrebatado, sí al menos de su espíritu y esencia en forma de autonomía 
financiera y capacidad de autoorganización del régimen político y administrati- 
vo provincial. 

Esta reedición facsímil de “Los Conciertos Económicos de las Provincias 
Vascongadas”, admirablemente introducida por el trabajo que la precede del Dr. 
Alonso Olea, verdaderamente digno de destacarse, contribuirá, sin duda, a ilus- 
trar el criterio de muchos de los que, a veces sólo por desconocer el origen, ante- 
cedentes y esencia de nuestro Concierto Económico, no alcanzan a comprender 
su razón de ser. 


EL DIPUTADO FORAL DE HACIENDA Y FINANZAS 
Fernando Olmos Barrio 
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1. Introducción 


Entre las obras fundamentales que han tenido como eje el Concierto 
Económico -o los Conciertos Económicos- sin duda una de las más importantes 
es la presentada seguidamente. No sólo por su contenido concreto, de evidente 
utilidad para el investigador e interesante para el curioso, sino porque se publi- 
có en un momento especialmente importante para el desarrollo del Concierto y 
de la autonomía económica y administrativa de las Provincias vascongadas. 

S1 bien se trata de una segunda edición marca un hito en la producción sobre 
este tema porque durante los escasos siete años que mediaron entre la publica- 
ción de la primera y de la segunda edición se sucedieron no sólo una renovación 
del propio Concierto -la de 1906- sino también de uno de los principales con- 
flictos entre Diputaciones y Gobierno -el conflicto de los alcoholes de 1904- y 
uno de los intentos más prometedores de consolidación de las atribuciones admi- 
nistrativas de las Diputaciones, como fue el desencadenado tras la llegada de 
Maura al Gobierno a comienzos de 1907 y su intento de reforma de la 
Administración local. 

Por todo ello no extrañe que la segunda edición, que ahora se reproduce fac- 
similarmente, tenga mucha más enjundia que la primera. No sólo porque el tiem- 
po había pasado y se había producido un hecho ya previsto -como era la reno- 
vación del Concierto de 1906- sino porque todos los sucesos ocurridos alrede- 
dor provocaron una gran abundancia de opiniones, escritos, artículos, folletos, 
etc. que Vicario integró en la segunda edición. 

Cualquier lector asiduo de libros de historia contemporánea del País Vasco - 
no hace falta que sea un especialista- se podrá percatar de que este volumen de 
Vicario, junto con la recopilación legislativa de Estecha -también presentada en 
esta colección-, son las fuentes fundamentales de cualquier autor que trate más 
o menos directamente el tema del Concierto Económico y la autonomía admi- 
nistrativa vasca durante la Restauración y la 11 República. Ello no es extraño si 
se tiene en cuenta que, frente al trabajo de José M* Estecha que contiene una 
recopilación legislativa sin comentario alguno, no sólo relaciona la legislación 
del tema sino también la comenta e introduce comentarios y citas de otros auto- 
res del momento que nos ilustran claramente la visión de los contemporáneos 
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sobre un asunto tan fundamental para las provincias como era el Concierto 
Económico. 

La obra de Vicario, por todo ello, tiene un especial interés puesto que comen- 
ta y analiza no sólo aspectos puramente legislativos sino también por la imagen 
que nos da de la idea que se tenía en ese momento del Concierto vascongado y 
del Convenio navarro, al que ocupa un par de capítulos aunque el eje vertebra- 
dor del libro, como su título bien a las claras indica, es el régimen especial vas- 
congado. 


2. El autor' 


Nuestro autor, nació en un barrio del valle de Carranza, Soscaño, el 8 de 
mayo de 1866. Era hijo de labradores, como se incluye en todas sus biografías, 
aunque de labradores con posibles. Su abuelo paterno, nacido en Madrid de 
familia procedente de Ciudad Real”, era médico y casó con una carranzana de 
Soscaño en 18112. 

La madre de Nicolás Vicario -Teresa de la Peña- procedía de una familia del 
barrio de Aedo*, también situado en el valle de Carranza. Sus tíos paternos fue- 
ron clérigos (dos), médico y jurista, quedando su padre -Francisco Javier 
Vicario- en Carranza para el cuidado de las propiedades rústicas familiares. Un 
hermano de Nicolás, Maximino Vicario, fue médico del Ferrocarril de la Robla, 
construyó una plaza de toros -una de las aficiones de la familia- en Carranza 
cuyos terrenos traspasó, tiempo después a su hermano Nicolás. 

Se casó con María Magdalena Calvo Cano, nacida en 1867, de familia aco- 
modada de origen alavés. Tenía propiedades en Vitoria, donde murió su madre 
Mariana Cano en 1892, y en Carranza -más de 17 hectáreas repartidas entre 174 
pertenecidos para 6 fincas*-, con la que tuvo Nicolás cinco hijos: Teresa (reli- 


' Agradecemos a la familia Vicario, en especial a José Lorenzo y Manuel Vicario Negrete, 
nietos de Nicolás Vicario, por todas las facilidades que nos han brindado para la realización 
de este apartado. 

* Inscripción de bautismo de Manuel Eustario Ramón Vicario. | de abril de 1778. 
Parroquia de San Sebastián. Madrid. libro 47, fol. 398. 

* Inscripción de matrimonio de Manuel Vicario y Juliana de Herboso. 24 de mayo de 
1811. Archivo Histórico Eclesiástico de Vizcaya. Carranza-Soscaño. 22117, 03-01, fol. 116 
voy 117 y, ] 

' Inscripción de bautismo de Josefa Angela Valentina Adelaida Vicario y Peña. 4 de 
noviembre de 1855. Archivo Histórico Eclesiástico de Vizcaya. Carranza-Soscaño. 22117, 
01-05, fols 108 r? y v?. 

* Tnstancia solicitando la inscripción de varias fincas radicantes en el Valle de Carranza a 
fabvor de M? Magdalena Calvo Cano. 20 de julio de 1902. Archivo familiar Vicario. 
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glosa Esclava del Sagrado Corazón de Jesús), Nicolás, Francisco, José (aboga- 
dos) y Angel (médico). 

Sus primeras letras las hizo en su pueblo natal, en los soportales de la 
Iglesia de Sierra. Luego cursó el bachillerato en el Instituto de Santander y 
posteriormente estudio la carrera de Derecho en Oviedo y Valladolid, donde 
obtuvo el Premio Extraordinario de la Licenciatura. Pasó luego a Madrid a 
cursar el doctorado en la Universidad Central, consiguiendo igualmente el 
Premio Extraordinario de Doctorado. Fue fundamental ayuda para sus estudios 
la figura de su tío, Francisco de Paula Vicario y Herboso, nacido en 1829, 
jurista que llegó hasta la presidencia de la Audiencia de Oviedo y de Jaén, 
quien ayudó y acogió en su casa no sólo a Nicolás Vicario, sino también a 
otros tres sobrinos. 

A los 25 años aprobó las oposiciones a Notarías, Judicatura y Registros. Fue 
uno de los 50 opositores aprobados en la 9* promoción, de 1891, por un tribunal 
formado por Antonio Molleda, Javier Castejón, Felipe Sánchez, Rafael Conde, 
Gabino Bugallal -que sería Ministro de Hacienda treinta años más tarde- y 
Rafael de la Escosura, recibiendo su nombramiento el 23 de mayo de 1893 como 
Registrador de la Propiedad de Ramales. Fue también Juez de primera Instancia 
de Villalcampo, Castro Urdiales y Colmenar Viejo, y Registrador de la 
Propiedad de Ramales, Nájera, Markina, Gernika, Durango, Ubeda, Valladolid 
y San Sebastián, donde estaba destinado cuando le llegó la edad de jubilación - 
70 años-, en 1936, 

Fue un personaje bastante peculiar. Cuando estuvo destinado en Nájera 
como registrador, organizó un sindicato agrícola y una caja rural. En su 
Carranza natal financió a su costa varias obras públicas (traídas de aguas, el 
Hospital asilo de Soscaño y la carretera de Ranero). Disfrutaba de largos 
paseos por el valle a caballo, armado con escopeta, aunque nunca disparaba 
porque gustaba más de la vista y del paseo que de la sangre. Tenía una gran 
afición a la geología, por lo que recogía continuamente en sus paseos mues- 
tras de minerales. Derivada directamente de esta afición fue su costumbre de 
denunciar minas, en Carranza, en Bilbao y en otros lugares, hasta un total que 
se acercaba a la veintena, aunque en ningún caso las puso en plena explota- 
ción. 

También se preocupó por las mejoras agrícolas y del arbolado, plantando per- 
sonalmente muchos arboles durante sus largos paseos campestres « caballo, 
acompañado de un empleado y en ocasiones con alguno de sus nietos ya en su 
vejez. 

Cuando andaba por la noche camino de su casa de San Esteban parece que 
tuvo un incidente -no se sabe si con un vulgar ratero o con algún vecino- que le 
empujó a construir una nueva casa que estuviera más cerca de su vida cotidiana. 
A resultas de este atentado, en 1911, encargó a Manuel M* Smith la construcción 
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de una nueva casa en el barrio también carranzano de Concha”, para así evitar 
los peligros de la noche en los caminos solitarios. 

En cuanto a su actividad política cabe decir que no militó en partido alguno, 
aunque desde luego como ferviente católico se le presupone cierta simpatía a las 
fuerzas dinásticas. De hecho fue preso ya anciano en la Cárcel de Larrínaga unos 
meses durante la Guerra Civil. 

Tras el fin de la guerra volvió a su casa de Carranza, con la que alternaba 
domicilio con la de Bilbao, y continuó atareado en sus prospecciones mineras, 
sus litigios jurídicos, y en sus operaciones de compra venta y permutas de terre- 
nos en el valle. 

Como abogado tuvo algunos casos que le dieron notoriedad en su época, 
como la defensa de la fundación de Sáinz de Indo y la causa de Icaza Aguirre. 
La primera era una fundación caritativa establecida por Miguel Sáinz Indo, rico 
propietario de Madrid nacido en Carranza. Tenía como objeto, además de pro- 
mover escuelas y capellanías, equipar y pagar el viaje a veinte muchachos cada 
año que desearan emigrar a Madrid o a América, para dedicarse al comercio o 
aprender un oficio. También financió diversas obras de utilidad pública y de 
beneficencia dentro del Valle de Carranza”. 

Fue también académico correspondiente de la Real Academia de la Historia 
y Caballero de España. 

Falleció en su Carranza natal el 22 de junio de 1941, a los 75 años de edad. 

En cuanto a su obra cabe decir que tuvo como centro los estudios jurídicos, 
aunque también otros derivados de sus aficiones e incluso del amor hacia su 
patria chica. 

En 1897 presentó una memoria para el primer concurso sobre Derecho con- 
suetudinario y economía popular, convocado por la Real Academia de Ciencias 
Morales y Políticas. Con este trabajo. Derecho Consuetudinario de Vizcaya, 
obtuvo el segundo premio y fue publicado en 1901 en Madrid. La obra se basa- 
ba en la recopilación de variedad de costumbres de derecho público y privado, 
dividida en cuatro partes: derecho de familia, derecho de propiedad, derecho 
hereditario y derecho de contratación. 

En 1899 envió unas Observaciones al Proyecto de Apéndice del código clvil 
de 1900, inéditas hasta 1995*, que presentó a la comisión especial de 


Foral de Bizkaia, 1988. pp. 41-42, 84-85 y 536-537. 

' Sobre los dos pleitos acerca de esta fundación y los detalles de su constitución y 
fines, vid. LOPEZ GIL, Manuel. Valle de Carranza. Bilbao, 1975. pp. 136-140. 

* VICARIO Y PEÑA, Nicolás. Derechos Consuetudinario de Vizcaya. Observaciones 
al proyecto de Apéndice del Código civil para Vizcaya y Alava. Diputación foral de 
Bizkaia. Universidad de Deusto. Bilbao, 1995. 
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Codificación de Vizcaya, encargada en principio en establecer la codificación 
del derecho civil foral, respetado por el Código Civil de 1890. Parece que a raíz 
de estas observaciones, y de los contactos posteriores con los miembros de la 
comisión de codificación trabó amistad con Gregorio Balparda, con el que su 
hijo José Vicario Calvo compartió cautiverio en el “Cabo Quilates” durante la 
Guerra Civil”. 

En 1902, como veremos, publicó su memoria sobre los Conciertos 
Económicos que en este volumen se reproduce en su segunda edición, y que 
logró el premio especial de la sociedad El Sitio en los primeros Juegos Florales 
de Bilbao en 1901, recibiendo como trofeo dos hermosos candelabros de fundi- 
ción, posiblemente elaborados por Santa Ana de Bolueta. 

En 1903 publicó otra obra importante, Costumbres administrativas de la 
autonomía vascongada, que logró el primer premio en el cuarto concurso sobre 
Derecho consuetudinario, también convocado por la Real Academia de Ciencias 
Morales y Políticas el año anterior. Esta es otra obra básica sobre el tema de la 
autonomía administrativa vasca, por cuanto se sale del común y partiendo no de 
los textos normativos sino de las prácticas administrativas esclarece mucho la 
realidad de la, muchas veces ensalzada pero poco analizada en su funciona- 
miento, administración provincial que el Concierto Económico hizo posible. 
También es novedosa en el tiempo su visión del Concierto -que ya detallaremos 
más abajo- , no como un fuerito o migaja del Fuero sino como un acuerdo entre 
partes que consolida las especialidades forales, las transforma y consolida para 
poder continuar en el tiempo. 

En 1905 se publicó su participación en un ciclo de conferencias organizada 
por la Academia de Ciencias Sociales de Bilbao, en la que mantuvo sus tesis 
sobre el Concierto que luego detallaremos. 

Posteriormente publicó otros trabajos como El Servicio Militar en las pro- 
vincias Vascongadas, La historia de la beneficencia en Vizcaya, El caserío 
vasco, Roturaciones y problemas agrícolas, Lo que tributan los vascos, Tesoros 
inextinguibles de Vizcaya, etc. 

Entre 1933 y 1935 escribió la que fue su última obra publicada, en 1975 por 
la Junta de Cultura de Vizcaya, El Noble y Leal Valle de Carranza. 


"CANGAS DE ICAZA, Javier. Gregorio de Balparda (Forja y destino de un liberal) 
Laida, Bilbao-1990. pp. 374 y ss. 
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Retrato de Nicolás Vicario con ocasión de su 
licenciatura. 


Candelabros de fundición. 

Trofeos entregados por la Sociedad el Sitio + 
pagados por Benigno Chávarri a Nicolás Vicario 
como premio por su obra en los Juegos Florales 
de 1901. 


Retrato de Nicolás Vicario en su madurez 


Foto familtar. Década de los 30. 
En el centro Nicolás Vicario. ya anciano, acompañado de sus hijos tde izquierda a derecha) 
Nicolás, Francisco, Angel y José (padre de José Lorenzo y Manuel Vicarto). 
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3. La obra 


Como se ha indicado en la introducción la obra reproducida es una segunda 
edición de una memoria presentada por el autor a los primeros Juegos Florales 
celebrados en Bilbao en agosto de 1901, obteniendo el Premio especial de la 
Sociedad El Sitio, siendo publicada al año siguiente. 

Estos Juegos Florales, convocados a ejemplo de los catalanes, fueron una ini- 
ciativa en la que participó la Sociedad El Sitio junto con otras instituciones y 
particulares. Era una Sociedad recreativa fundada en 1875 por cuarenta defen- 
sores de la villa de Bilbao durante el reciente sitio -de ahí su nombre- a la que 
estuvo sometido por las tropas carlistas. Al comienzo de su existencia organizó 
tertulias en un local de la calle Jardines. Tras varios años de traslados, en 1890 
inauguraron un magnífico edificio -también conocido como el “Palacio de la 
Libertad”- en la calle Bidebarrieta, obra del arquitecto Severino de Achúcarro, 
con un coste de 650.000 pts más otras 100.000 pts. de mobiliario. Este centro 
fue el núcleo del liberalismo militante bilbaíno y su auténtico símbolo. Tanto es 
así que tras la Guerra Civil les fue expropiado -su magnífica biblioteca expolia- 
da- y convertido en Biblioteca Municipal, dedicación que todavía mantiene. En 
1901 la Sociedad El Sitio contaba con 1.250 socios de número y 82 accidenta- 
les. 

Los Juegos Florales organizados en Bilbao por el Sitio y otras entidades aun- 
que desde luego ajustados a su definición como competición poética, constaron 
de veinte apartados de lo más variopintos, desde composiciones musicales, poe- 


mas, ensayos técnicos, alfarería, poesía en euskera, y un largo etcétera" 


. Si por 
algo han pasado a la historia de este país fue por el discurso de clausura pro- 
nunciado por su mantenedor, el entonces Rector de la Universidad de 
Salamanca, el bilbaíno Miguel de Unamuno. 

En su largo discurso", tras las alabanzas a Iparraguirre, cantaba la extinción 
del “vascuence” sin que hubiera fuerza humana capaz de evitarlo. Había que 
olvidarlo para entrar en el castellano y hacerlo español. El euskera quedaría 
como un “hermoso monumento de estudio”, al que habría que enterrar santa- 


mente. Esta especie de eutanasia fue duramente criticada por los ambientes 


1 Entre las entidades que financiaron galardones en temas concretos se encontraron 
la Diputación Provincial de Vizcaya (Cartilla de agricultura), el Ayuntamiento de Bilbao 
(Higiene de Bilbao), Cámara de Comercio (Memoria sobre las relaciones mercantiles 
entre Bilbao y los puertos hispano-americanos), el Centro Industrial de Vizcaya 
(Memoria sobre el desarrollo de la industria del hierro en Vizcaya), etc. “Programa de 
los primeros Juegos Florales de Bilbao en agosto de 1901”. Euskal-Erria, 1901, p. 524- 
529, 

1! “Discurso del Señor Unamuno”. El Liberal. 27 de agosto de 1901. 
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nacionalistas, que directamente se vieron criticados por la demanda de 
Unamuno de eliminar el término maketo. 

Pero volvamos a nuestro tema. La justificación de la obra se encuentra expli- 
cada por cl autor en la introducción. A raíz de la celebración de los Juegos 
Florales no sólo se convocó en concurso literario sino también un certamen de 
reflexiones sobre diversos temas. En este caso fue el de “Consideraciones sobre 
un asunto económico social, de libre elección” a sugerencia, en palabras de 
Vicario de un “patricio vizcaíno”, Benigno Chávarri, Diputado en Cortes en ese 
momento". El autor, sobre estas bases, justifica ocuparse de la autonomía admi- 
nistrativa vasca no sólo por la importancia del tema, que la tenía a nivel gene- 
ral, sino también por la falta de una “historia económica moderna de esta 
Provincia” [Vizcaya]. 

Y es que Vicario fue uno de los primeros en destacar públicamente la falta de 
asidero concreto de esta autonomía, así como de la trascendencia del Concierto 
que la había hecho posible. Se habían sucedido desde la abolición foral de 1876- 
T7 multitud de decretos y disposiciones legislativas acerca de la autonomía 
vasca, incluso contradictorias unas con otras, pero no se había recogido en nin- 
gún sitio cuáles eran. Esta carencia fue también la que originó el trabajo de 
Estecha -hay que tener en cuenta que ambas obras se prepararon simultánea- 
mente y se publicaron con poco tiempo de diferencia- por lo que, aunque el deto- 
nante de la publicación de ambos fuera distinto -uno lo fue para uso de las 
Diputaciones y el otro para presentar en un concurso literario- los móviles de las 
dos son semejantes: recopilar y comentar -en el caso de Vicario- la legislación 
administrativa que amparaba y regulaba en cierta forma anárquicamente la auto- 
nomía administrativa y económica de las Diputaciones vascongadas. 

El método seguido fue cronológico. Se partía de la base de las disposiciones 
legales, fuera dictadas por el gobierno por su propia iniciativa, fuera resultantes 
de un “pacto” con las Diputaciones (cl Concierto). Antes se contenía una intro- 
ducción explicativa, con un apartado bibliográfico bastante exhaustivo, y se 
comenzaba con el resumen del proceso de abolición foral que llevó al “primer 
Concierto económico”. Seguidamente se daba una idea de los contenidos de las 
sucesivas renovaciones -según el autor los sucesivos conciertos económicos- 
pero también de las leyes y decretos que, durante la vigencia de cada uno, los 
fueron reformando, aclarando o contradiciendo. 


* Las iniciativas individuales en la propuesta de temas o en la financiación de sus pre- 
mios fue también muy variada. Así enconiramos junto a la propuesta de Chávarri, otra 
sobre la marina mercante vizcaína desde la Edad Media (Marqués de Berriz), Lo que es 
Bilbao y lo que podrá ser a fines de siglo (Federico Echevarría), la educación en sus dife- 
rentes aspectos (Martín de Zabala), etc. “Programa de los primeros Juegos Florales de 
Bilbao en agosto de 1901”. Euskal-Erria, 1901, p. 524-529, 
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Hemos aludido a la bibliografía que el autor presenta en su introducción. 
tanto en la primera como en la segunda edición. En el caso de la primera se resu- 
mía a breves observaciones sobre su “casi nula” existencia. Se reducía, además 
de los de Angulo y Arístides de Artiñano, a diversas memorias publicadas por 
las Diputaciones con ocasión de los renovaciones del Concierto, como fueron 
fas publicadas por las Diputaciones de Vizcaya y Alava en 1887, 1894 y 1900, 
y terminada con un folleto de Sánchez de Toca'”. 

Este apartado bibliográfico es uno de los más indicativos de lo que había 
cambiado la situación entre 1900 y 1909. Sí en la primera edición ocupa este 
apartado dos páginas, para la segunda este epígrafe se había doblado. No sólo 
recogía memortas de las Diputaciones. sino también folletos anónimos. confe- 
rencias, con participación de Balparda. Arriandiaga, Florencio de Arana - alcal- 
de de Elantxobe-, Arturo Campión'', además de diversas noticias de prensa. 

Este capítulo, aunque escaso en extensión habida cuenta de lo poco que sor- 
prendentemente se había tratado el tema del Concierto, tiene un indudable mite- 
rés puesto que no sólo relaciona las obras sino que Vicario las intenta agrupar 
por grandes sectores de opinión para finalmente dar su visión de lo bueno y lo 
malo de cada una de ellas. Estas consideraciones previas eran. aunque muchas 
veces implícitas, ignoradas por los autores que se limitaban a argumentar en pro 
o en contra del Concierto, o de sus efectos, pero sin ir más allá. 

Puede llamar la atención que en velnticinco años de vigencia del Concierto 
hubiera concitado tan pocas plumas, en su pro o en su conira, pero hay que 
tener en cuenta que el horizonte manejado por los contemporáneos eran siem- 
pre los Fueros perdidos y añorados, con lo que siempre quedaban los 
Concrertos como si premio de consolidación fueran. Eso sí, con ocasión de una 


* DIPUTACIÓN DE VIZCAYA. Memoria sobre el Concierto Económico. Bilbao: 
Imprenta Provincial, 1887. MEMORIA. Memoria presentada a la Excma. Diputación de 
Alava por la Comisión especial designada para representar a la corporación ante el 
Excmo. Ministro de Hacienda sobre el cumplimiento del art. 41 de la ley de presupues- 
tos de 15 de Agosto de 1893 y acuerdos recaídos acerca de la misma. Vitoria: Impr. de 
la Diputación de Alava, 1894. SANCHEZ DE TOCA, J. Discurso en la Real Academia 
de Ciencias Morales y Políticas. 1899. 

''' ARANA, Floreneio. Los Conciertos Económicos municipales. Bilbao: Elexpuru 
Hnos.. 1908. ARRIANDIAGA, José. Los Fueros y el Concierto Econóntico, Bilbao: 
Conferencia en la Academia de Derecho, 1905. BALPARDA Y DE LAS HERRERIAS, 
Gregorio de. La autonomía municipal y la Asamblea de los Ayuntamientos. Bilbao, 1908. 
BALPARDA Y DE LAS HERRERIAS. Gregorio de. La reforma del régimen local en 
Vizcava. Conferencia. Bilbao: Casa de Misericordia, 1908. “Conferencia de Wenceslao 
Orbca en el Casino Liberal de Eibar.” 1 Porvenir Vasco, 16 de abril de 1906. El Con- 
cierto Económico y las aspiraciones de los trabajadores de Vizcaya. Bilbao: Tipografía 
popular, 1906. 
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renovación de Concierto, o problemas de su aplicación, el tema salía a la pales- 
tra pero con escasos análisis en profundidad quedando en la mayoría de las oca- 
siones en meras referencias sobre lo bueno o lo malo que resultaba el 
Concierto, sobre cuestiones tácticas o de negociación, críticas a los comisona- 
dos de las Diputaciones -como aquella famosa en su momento acusación de 
traidores de Sabino Arana en 1894- pero. repetimos, no se realizaban análisis 
en profundidad sobre la virtualidad real del Concierto, más allá de una relación 
de guarismos. 

Una vez que Vicario entra en materia continúa con la interpretación fuerista 
del momento. Desde la abolitoria y malhadada Ley de 21 de Julio de 1876 que 
trajo la pérdida de sus “organismos y sus derechos históricos”, las Diputaciones 
provinciales interinas nombradas manu militari por Cánovas habían conseguido 
formar “otros nuevos y en absoluto distintos de los anteriores”. 

Desde «aquí continúa la narración de los sucesos ocurridos durante 1876 y 
1877: resistencia de las Diputaciones a cumplir la Ley de 21 de Julio, igual nega- 
tiva por parte de las respectivas Juntas Generales, sucesivas negociaciones y 
final eliminación de las Diputaciones y Juntas Forales debido a la intransigencia 
de sus dirigentes. Este esquema está claro en el caso vizcaíno, cuya Diputación 
foral fue climinada en mayo de 1877, persistiendo las de Alava y Guipúzcoa seis 
meses más en que se sucedieron -con igual falta de éxito- contactos con Cánovas 
para llegar a un arreglo. Pero finalmente, las Diputaciones Forales fueron pros- 
eritas y se nombraron Diputaciones interinas formadas por personas con expe- 
riencia en la administración foral pero con mayor proclividad al pacto con el 
Gobierno. 

En este paso es interesante destacar la referencia que Vicario hace a una Real 
Orden de diciembre de 1877 por la que se reconocían a las Diputaciones atribu- 
ciones especiales, para poder así cumplir con los cupos marcados unilateral- 
mente por el Gobierno por otro Real Decreto de 13 noviembre de ese mismo 
año. En esta Real Orden de 12 de diciembre fija Vicario “la raíz y primera fuen- 
te de las atribuciones especiales que disfrutan las Diputaciones”. Este decreto 
pasará casi desapercibido para la crítica posterior, puesto que se ha primado, en 
consideración a la autonomía administrativa, el de 13 de noviembre de ese 
mismo año, que fijó los primeros cupos. 

El capítulo segundo de la obra de Vicario se abre con la definición del con- 
cepto de "los conciertos económicos”. Este punto es, aunque pueda parecer bala- 
dí, de especial relevancia puesto que parte de la base de la definición del 
Concierto como ajuste o convenio -definición puramente automática cogiendo 
el diccionario- pero de forma interesada. El sentido original de concierto como 
la entrada de las provincias vascongadas en “el concierto económico” de la 
Nación tenía poco que ver con la definición de la Academia. Esta visión de 
Vicario no es que fuera nueva, puesto que las Diputaciones desde 1887 mantu- 
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vieron la equivalencia entre el Concierto y un pacto entre partes, pero sí es una 
de las primeras definiciones como tal que se publicaron. 

Hasta la última década del siglo XIX el Concierto fue siempre definido en 
contraposición de la época foral -más o menos arcádica- por lo que los distintos 
autores que trataron del asunto lo vieron como migaja o fuerito (Serdán'*) y por 
lo tanto no iban tanto a su definición en sí como a destacar la pérdida de la feli- 
cidad foral. En definitiva se definía no en sí mismo sino como contraste de otra 
situación anterior. Vicario insiste en la bondad de la norma foral y define el 
Concierto Económico como un acuerdo o contrato entre las partes (Gobierno y 
Diputaciones). Pero también va más allá, puesto que aunque lo reconoce como 
arreglo provisional y transitorio en las relaciones entre las Diputaciones y el 
Estado no lo hace en la idea de que pueda ser eliminado sino que lo entiende 
transitorio en su duración, y como fase previa hacia otra nueva época, que en el 
momento se suponía sería la reintegración foral y por lo tanto la recuperación de 
la autonomía perdida. 

Vicario, por su formación jurídica no es extraño teniendo en cuenta los ante- 
cedentes, participó en un ciclo de conferencias organizada por la Academia de 
Derecho y demás Ciencias Sociales de Bilbao durante 1905'* -año previo a la ya 
establecida renovación de cupos desde 1894- en el que junto a él concurrieron 
personajes como el Marqués de Casa Torre'” o José de Arriandiaga. Pues bien, 
incluye en este libro una memoria sobre las opiniones que habían merecido los 
Conciertos. 

Este apartado es interesante porque recopila muy diversas opiniones sobre el 
Concierto en un momento como era aquél en que se preveía cercana ya -y difi- 
cultosa- la renovación de los cupos. Reconoce que el Concierto no nace por sí, 
como un sistema de relación tributaria estricto, sino que lo hace por la vía prác- 
tica. Si Cánovas optó por un camino intermedio entre la reclamada por muchos 
abolición foral completa y su continuación, fue precisamente el desarrollo de 
este camino lo que desembocó en el Concierto. Ello lo funda Vicario en un par 
de fragmentos de sendos discursos en Cánovas en las Cortes durante la tramita- 
ción de la Ley de 21 de julio de 1876, cuando todavía ni se habían derogado los 
organismos forales, y se preveía -por lo menos desde el Gobierno- que pudiera 


'* SERDAN Y AGUIRREGAVIRIA, Eulogio. La cuestión vascongada desde la Ley 
de 21 de Julio de 1876 hasta la Real Orden de $8 de Agosto de 1891. Vitoria: Impr. Galo 
Barrutia, 1891, p. 137. 

' VICARIO Y PEÑA, Nicolás de. Información sobre el Concierto Económico. 
Bilbao, 1905. 

17 LIZANA Y DE LA HORMAZA, Jose María. Marqués de Casa Torre. Los 
Conciertos Económicos. Bilbao: Casa de Misericordia, 1905. 
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haber un arreglo que permitiese la continuidad foral con la novedad de la apor- 
tación fiscal y militar. 

Desde aquí hace una clasificación taxonómica entre las opiniones particula- 
res, a su vez divididas entre las que tratan directamente de los conciertos y las 
que los comparaban con los principios forales, y las opiniones oficiales. Dentro 
de las primeras cita a diversos primates de los partidos dinásticos (Sanz y 
Escartín, Sánchez de Toca o Silvela) pero también a los nacionalistas de los que 
destaca el cambio que habían observado desde su profunda animadversión al 
Concierto -calificado como mijaga- de los años 90 del siglo XIX a la más mucho 
más práctica de los primeros años del presente en los que se habían transmuta- 
do en defensores a ultranza del Concierto, si bien aspiraban a un acuerdo mucho 
más largo en el tiempo y mucho menos variable. Y es que, desde los “traidores” 
de Sabino Arana de 1894 hasta la firme defensa de un acuerdo por 25 años y con 
variación única por fluctuaciones de la moneda (inflación) en 1906 habían pasa- 
do muchas cosas en el Partido Nacionalista Vasco, entre ellas la muerte del fun- 
dador del propio partido. Vicario en este aspecto es especialmente sagaz desde 
luego. 

También es importante destacar la reseña que hace de la ambición de los 
catalanistas de concertar los tributos con el Estado, a manera de las 
Vascongadas. Este aspecto, marginalmente aludido en ciertas monografías, lo 
creemos de especial relevancia puesto que Vicario fue el primero en publicar 
fuera de su contexto estas ambiciones catalanas en pos de un concierto”*, que sin 
embargo también tuvieron su eco en otras provincias, como en Valencia, 
Asturias, etc. 

A todas las opiniones expresadas Vicario les acusa de los mismos vicios, de 
parcialidad porque no se examinaba la cuestión globalmente. Su diagnóstico de 
esta diversidad de opiniones es acertado por cuanto en casi todos los casos des- 
taca un concepto de Concierto como medio de recuperación foral; sería en la 
intensidad o grado del deseo de conservación del Fuero en lo que la mayoría de 
las opiniones estarían en contradicción. 

Para Vicario no era tan importante el sistema de organización de 
Diputaciones y Ayuntamientos como-su funcionamiento real. Aquí estaba la vir- 
tud del Concierto que habría permitido a las instituciones administrativas conti- 
nuar su labor mediante normas alejadas del derecho común pero con la forma 


'* Especialmente indicativas son las causas que para Sánchez de Toca tuvo este movi- 
miento catalán en pos del Concierto, relacionándolo, irónicamente, con el desembarco de 
“una nube de investigadores” de Hacienda en Barcelona. Vid. SANCHEZ DE TOCA, J. 
Centralización y regionalismo ante la política unitaria de Patria mayor. Madrid: Ímp 
hijos de M.G. Hernández, 1899, p. 26. 
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organizativa común. Esta conexión entre Fuero y Concierto es de especial utili- 
dad para entender la virtualidad del segundo puesto que permitió que las activi- 
dades reales de las Diputaciones permanecieran con pocos cambios. Otro extre- 
mo apuntado por Vicario, en este contexto, es la negación de que el Concierto 
luera un estímulo al nacionalismo puesto que, insistía, Vizcaya no había dejado 
de apoyar a la nación en momentos apurados, como en la reciente guerra cuba- 
na a la que había aportado abundantes recursos. Esta visión estaba en contradic- 
ción con la mantenida desde diversos foros políticos cortesanos, que señalaban 
el peligro “de dar cuerpo al regionalismo sobre la base de los llamados concier- 
tos económicos” 

Respecto al segundo grupo de opiniones acerca del Concierto, las que Vicario 
denomina oficiales, se hacía eco de las vertidas desde el Ministerio de 
Hacienda” acerca de lo discrecional que era para el Gobierno renovar el 
Concierto o no, principio que los altos cargos de Hacienda mantuvieron genc- 
ralmente. La postura más intransigente fue la del mismísimo Cambó -durante su 
estancia en el Ministerio de Hacienda a comienzos de la década de los 20- que 
anunció a los comisionados vascongados que llegado el momento, si él estaba 
todavía en el Ministerio, no firmaría ninguna renovación del acuerdo. Por 
supuesto que el autor negaba radicalmente tal planteamiento puesto que la pro- 
pia redacción de los Conciertos establecía sus condiciones de renovación (varia- 
ción de riqueza o de las bases de imposición). Otro apoyo a su idea era la pro- 
pia redacción del proyecto de reforma de la Administración local de Maura en 
que se reconocía la inalterabilidad de las especialidades de las provincias vas- 
congadas y Navarra. 

Otro aspecto que se discutió mucho, sobre todo en los momentos de renova- 
ción del Concierto y sus preparativos. era la calidad de los datos estadísticos que 
tanto la representación gubernamental como las de las Diputaciones aportaban 
para calcular los cupos concertados. Hay que partir de la base previa de que la 
justificación primera de Cánovas para llegar a una solución intermedia entre la 
abolición foral plena y dejar las cosas como estaban -el Concierto- fue precisa- 
mente la falta de datos de la Hacienda a la hora de establecer la recaudación de 
los tributos. Por ello estos datos -o su ausencia- eran fundamentales para que la 


" SANCHEZ DE TOCA, J. Centralización y regionalismo ante la política unitaria 
de Patria mayor. Madrid: Imp hijos de M.G. Hernández, 1899, p. 8. 

Era corriente en el Ministerio, y por parte de reputados hacendistas del momento, 
partir de la idea de que el Concierto cra un favor gracioso. Piernas Hurtado, uno de los 
principales hacendistas del momento, incluso decía no entender cómo se le confería tal 
privilegio a unas provincias causantes de dos guerras civiles. PIERNAS HURTADO. J. 
Tratado de Hacienda pública y examen de la española. 5 ed. Madrid: Victoriano Suarez, 
1900-1901. y. H, p. 519. 
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solución fuera conveniente a los vascongados y no escandalosa para los procli- 
ves de la eliminación total de los Fueros. En principio, en 1878, se alcanzaron 
acuerdos en las sumas por medio de cálculos promediados por habitante y Km”. 
de cada provincia en comparación con otras semejantes. Pues bien, si se partía 
de la base de que la renovación de cupos se habría de hacer con cálculos de 
aumento de la riqueza -sobre aquella original calculada en 1878- es fácil adivi- 
nar la importancia que tendría para ambas partes no sólo disponer de datos pro- 
pios con los que argumentar sino también los precisos para rebatir las ambicio- 
nes de la otra parte. Esto por supuesto en principio, puesto que la práctica segui- 
da desde 1857 fue, tras los primeros escarceos, llegar a un acuerdo a tanto alza- 
do que luego se ajustaba en función de la coherencia interna de los distintos tri- 
butos. Vicario, por todo ello, destaca la importancia de que las Diputaciones ela- 
boraran las estadísticas precisas para desmentir los sin duda erróneos -para 
Vicario- datos del Ministerio”. 

Este planteamiento conecta directamente con otro lugar común en todos estos 
procesos, que no era otro que desmentir la riqueza de las provincias vasconga- 
das, especialmente de Vizcaya. Estos lamentos de pobreza, esgrimidos directa- 
mente en el caso alavés, en Vizcaya tenían que matizarse puesto que era claro y 
palpable el gran desarrollo industrial que experimentaba -basado en la masiva 
extracción de mineral de hierro de sus minas- por lo que partía de la base de la 
temporalidad de esta prosperidad -superficial por supuesto- vizcaína. Tanto 
Vicario aquí, come otros autores (Alzola) insistían en que además de la vida lán- 
guida de las industrias se tenía que reconocer que las minas estaban en proceso 
de agotamiento por lo que no era posible acordar cifras encabezadas muy altas 
durante periodos prolongados puesto que sería la ruina de la provincia. 

Otro aspecto interesante de este apartado es el llamamiento que Vicario hace 
a la unidad entre todos los vascongados para apoyar a las Diputaciones en sus 
gestiones. Hay que partir de la base de que durante su vigencia hasta 1937 hubo 
una gran unanimidad de las fuerzas políticas acerea del Coneterto. Salvo los pri- 


Y Especialmente indicativas son unas cartas envidadas por un inspector fiscal. man- 
dado de “incógnito” al País Vasco, en 1906. Nos señalan esa especie de juego del ratón 
y el gato entre unos y otros, Ministerio y Diputaciones, por obtener u ocultar datos esta- 
dísticos sobre los que fijar las cifras concertadas. Vid. ALONSO OLEA, Eduardo J. El 
Concierto Económico (1878-1937). Orígenes y formación de un Derecho histórico. 
Oñate: Instituto Vasco de Administración Pública, 1995. pp. 211 y ss. Y es que, como 
dijo uno de los protagonistas de la negociación de 1906. “mienten Vds [los comisiona- 
dos en Madrid], mentimos nosotros [las Diputaciones]. miente el gobierno, y miente todo 
el mundo”. Vid. ALONSO OLEA, Eduardo J. El Concierto Económico (1878-1937). 
Orígenes y formación de un Derecho histórico. Oñate: instituto Vasco de Administración 
Pública, 1995. p. 220. 
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meros años de su vigencia, en que los foralistas más acérrimos lo rechazaban 
como resto, migaja o fuerito -más en contraposición a situaciones pasadas que 
en sí mismo- y los primeros tiempos del nacionalismo sabiniano, hubo un con- 
senso completo en la necesidad de mantenerlo, ampliarlo a más tributos y desde 
luego se juzgaba conveniente para las provincias. Otro problema era que las 
Diputaciones, controladas por elementos dinásticos hasta la llegada de los nacio- 
nalistas en 1917, ejercieran de mejor o peor forma sus atribuciones especiales. 
Aquí sí venían los conflictos y las críticas pero en referencia directa al 
Concierto no hubo materia de discusión interna, salvo las estrictamente tácti- 
cas”. 

Dentro de las conclusiones con que terminaba esta memoria de 1905 Vicario 
destacaba no solo la constitucionalidad del Concierto, sino también que “prácti- 
camente subsiste el antiguo sistema foral administrativo”, y lo hacía como depu- 
rado cjemplo de descentralización administrativa. Especialmente significativa, 
por los sintomática, era el reconocimiento del autor de que la supresión del 
Concierto significaría la vulneración de la Ley de 21 de julio de 1876. Esta ley, 
tan denostada, se había convertido en el aval jurídico primero del régimen con- 
certado. Esta relación fue la primera causa de rechazo al Concierto, pero luego 
pasó a significar -según los años fueron pasando y las renovaciones se fueron 
sucediendo- una medida de adaptación de la foralidad a los nuevos tiempos que 
había permitido el mantenimiento, si no en sus aspectos más directamente for- 
males, de las especialidades administrativas vascongadas. Más lejos fueron otros 
al decir que precisamente Cánovas no había derogado los fueros sino que los 
había modificado para hacerlos compatibles con los tiempos”. Una de las para- 
dojas precisamente de la reconstrucción ideal de la foralidad (en la época de 
Vicario y en otras mucho más recientes) es precisamente esta: si se derogaba la 
“nefanda” Ley de 21 de julio, el Concierto se quedaba sin fundamento legal. 

Esta autonomía administrativa era especialmente valorada por Vicario, y por 
otros muchos, porque permitía a las élites locales tener unas cuotas de poder que 
en otras Diputaciones de régimen común tenían difícil aplicación. Cuando 


” Un complemento a esta unanimidad interna respecto al Concierto lo encontramos 
en cl papel de la prensa que en distintas negociaciones acordó, de común acuerdo con las 
Diputaciones, mantener el tema en el ámbito de la discreción para no perjudicar a los 
negociadores. Tras la firma del acuerdo sí habría críticas más o menos furibundas acer- 
ca del acuerdo conseguido (plazos, cupos. tributos concertados, etc.), que a su vez irrita- 
ban a algunos comisionados porque estos hacían lo que podían y si no conseguían más 
frutos en Madrid era porque no podían, que no por no intentarlo. 

* Tal es la visión de Esteban Bilbao en sus tiempos de Presidente de la Diputación 
vizcaína. TAXONERA, Luciano de. “Los problemas de Vizcaya. Declaraciones de su 
Presidente Esteban Bilbao.” Vida Vasca (1928). 
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Vicario trata de las ventajas del Concierto reconoce que ha favorecido - no orl- 
ginado- la prosperidad y niega, por su puesto, que esta prosperidad se debiera a 
pagar menos. Recoge las palabras de Orueta cuando alude a que la única venta- 
ja que ha traído el Concierto es la lejanía del Fisco y de la Administración espa- 
ñola en el país, citando unos jugosos párrafos en los que se canta los desastres 
de la ineficaz, farragosa, uniformizadora, ruinosa e imbécil burocracia central, 
frente al Concierto que permitía la iniciativa privada y las innovaciones indivi- 
duales, que en realidad significaba que las Diputaciones mantenían un control 
administrativo más tenue y más eficaz. Este aspecto, la eficiencia administrati- 
va, era -y es- uno de los asideros más efectivos para mantener el sistema priva- 
tivo, lo que a su vez justificaba su continuidad. 

Tras cste gran apartado introductorio Vicario comienza a analizar el 
Concierto siguiendo un esquema cronológico utilizando como hitos las distintas 
renovaciones del mismo. Dentro de cada apartado introduce no sólo el texto 
legal de renovación sino también la legislación complementaria entre una y otra 
que modificase en mayor o menor medida el acuerdo original. Sin embargo este 
esquema genérico lo adapta a cada uno de los momentos según las necesidades. 

Lógicamente comienza por el primer Concierto, el de 1878. Este acuerdo 
como Vicario indica fue negociado por las nuevas Diputaciones interinas nom- 
bradas por Real Orden directamente por cada Gobernador Civil, previo visto 
bueno de Cánovas. Nos transcribe el mensaje que la Diputación de Vizcaya 
publicó haciendo hincapié en la necesidad de conservar todo lo posible del derri- 
bado edificio foral, por lo que se había hecho el sacrificio de aceptar los nom- 
bramientos como mal menor”. Tras esta consideración previa copia a la letra el 
Decreto de 28 de febrero de 1878, clasificando posteriormente su articulado. 

Sin embargo, más relevante que la simple transcripción del texto, es el juicio 
crítico que hace del Decreto -más allá de su mera glosa- puesto que emite un jul- 
cio desfavorable, a pesar de la buena fe que reconoce a las Diputaciones, porque 
el resultado estuvo muy lejos de la conservación o mantenimiento legal de los 
Fueros, admitiendo sin embargo que fue lo menos malo que pudo suceder “dado 
el estado de la opinión y la tenacidad del vascótobo Sr. Cánovas”. 

Como decimos Vicario establece tras cada Concierto los hitos más importan- 
tes entre una renovación y otra, entendidas como las disposiciones complemen- 
tarias que desarrollaron, cambiaron o matizaron cada uno de los acuerdos de 


2 Los nombrados eran personas ya con experiencia en la administración toral -fuera 
en Ayuntamientos o en la propia Diputaciuón Foral- como Manuel M* de Gortázar y 
Antonio López de Calle, Presidente y Vicepresidente, respectivamente, de la Diputación 
Provicial Interina de Vizcaya. 
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renovación”. Dentro del periodo de ticmpo que discurrió entre 1878 y 1887 (pri- 
mera renovación o segundo Concierto Económico) nuestro autor destaca acerta- 
damente sus dos momentos fundamentales como son la Circular de 9 de octubre 
de 1880 y la Ley Provincial de 29 de agosto de 1882. 

Hasta 1880 relaciona la normativa acerca del tema, como es la autorización 
ala Diputación a emitir Deuda pública con aval en el Ferrocarril de Triano, o las 
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reglas marcadas para el pago del Culto y Clero”, etc. Pero sin duda la norma más 
importante fue la Real Orden de 8 de junio de 1878 por la que se fijaban las com- 
petencias de las Diputaciones sobre los municipios y el procedimiento a seguir 
para el establecimiento de tributos por parte de las Diputaciones, que en princi- 
pio debían comunicarse al Gobernador y eran ejecutivos si éste no se oponía a 
los tres días. Decimos en principio porque nos consta que las Diputaciones eje- 
cutaron sus acuerdos con entera libertad y eran escasos los acuerdos que envia- 
ban a los Gobernadores. Otro aspecto fundamental de esta Real Orden era que 
remitía -en línea de continuidad con los acostumbrado desde 1853- a las 
Diputaciones el papel de controlar las cuentas y presupuestos municipales. 

Estos dos aspectos -libertad tributaria dentro del Concierto y control munici- 
pal- serían dos aspectos fundamentales del Concierto y prueba inmejorable de 
que las Diputaciones no funcionaban como meras subrogadas del Ministerio 
sino que obraban por su propia cuenta dentro del marco de los tributos concer- 
tados. Pero Vicario va más allá cuando dice que tendría rango de Ley -aunque 
fuera derogado el Concierto- por cuanto en el R. D. de 4 de noviembre de 1879, 
que levantaba cl estado excepcional de las Provincias Vascongadas, dio valor de 
ley y con eficacia todas las disposiciones emitidas para el cumplimiento de la 
Ley de 21 de julio mientras que expresamente no fueran derogadas. 

Este fue un gran salto en la “cotización” legal de la normativa referente al 
Concierto y sus anejos por cuanto de simples Decretos o Reales Ordenes ya se 
podía decir que se habían convertido el Leyes y teniendo una mayor jerarquía no 
podían en principio ser modificadas unilateralmente por el gobierno. Esta visión 
de la “legalidad” del Concierto desde lucgo se derivaba más de su funciona- 
miento que de su texto literal, pero fue tremendamente operativa y las Dipu- 


* Este esquema, reducido a la recopilación legislativa es el mismo que utilizan auto- 
res más modernos (BADIA LA CALLE,J. £1 Concierto Económico con Alava y su legis- 
lación complementaria. 2 ed. Vitoria: Diputación de Alava, 1975.) 

“El Culto y clero era una vieja obligación de las Diputaciones que la abonaban en 
equivalencia al Donativo foral. Tras la abolición [oral se reconoció como un descuento 
de cantidad imprecisa al cupo concertado. Es por mor de este descuento- junto con los 
cuantificados en el Decreto de 1878- por el que el cupo vizcaíno teóricamente superior 
al millón de pesetas se quedaba reducido a efectos prácticos en poco más de 300.000 pts. 
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taciones la utilizaron con largueza. De hecho no será hasta la II República cuan- 
do el Ministro de Hacienda -Indalecio Prieto con experiencia en estas lides por 
su elección como Diputado Provincial en la segunda década del siglo XX- firmó 
un Decreto por el cual el Concierto Económico pasó a tener rango de Ley. 

Otro hito consolidador del Concierto -aunque superficialmente pudiera pure- 
cer lo contrario- fue la Circular de 9 de octubre de 1880. En esencia venía a 
decir que en las Vascongadas se habían de cumplir las Leyes Municipal y 
Provincial como en el resto del país. Vicario no ahorra epítetos contra esta “omi- 
nosa” Circular, que razona con acierto come originada por un móvil particular 
del demiurgo electoral del momento como era Romero Robledo. También seña- 
la acertadamente Vicario que su eficacia real -más allá de los resultados electo- 
tales- fue más bien escasa si bien no dice que parte de las funciones de control 
municipal en Vizcaya fueron ejercidas por el Gobernador Civil en tugar que por 
la Diputación. 

Culmina este apartado con la referencia a la Ley Provincial de 1882 en cuya 
disposición transitoria cuarta se reconocían las atribuciones especiales ejercidas 
por las Diputaciones desde 1876, además de las comunes a las del país. Este artí- 
culo conseguido por las Diputaciones tras incesantes gestiones en Madrid con la 
colaboración de diputados y senadores, reconocía, sin citarlas, las extrañas atri- 
buciones administrativas y económicas de las Diputaciones por lo que se desac- 
tivaba la Circular de 1880. Desde ese momento -como dijo Castelar- les tocaba 
a las Diputaciones ejercerlas como el sabio griego demostraba el movimiento, 
moviéndose. 

Tras el estudio del Decreto de 1878 y la legislación posterior, Vicario aborda 
el acuerdo de 1887, fundamental por dos motivos. El primero porque Jue la prt- 
mera renovación del acuerdo de 1878, en principio provisional”. Ya en su con- 
tenido, que Vicario transcribe, fue importante porque mantuvo los descuentos - 
además de los de recaudación también los correspondientes al mantenimiento de 
las carreteras- que continuaron fosilizados hasta 1937. Otra novedad fue la apa- 
rición del acuerdo no por medio de un Decreto sino como un artículo de la Ley 
de Presupuestos por lo que por primera vez -hasta 1931- el Concierto alcanzó el 
rango de Ley. 

Como en Jos demás casos el autor continúa repasando el contenido y el sig- 
nificado de las diferentes novedades normativas que siguieron a cada acuerdo. 
Así se centra en la Real Orden de 8 de agosto de 1891, que aprobó -con escán- 


* Esta echa (1886) no es arbitraria sino que fue debida a que así coincidían la vigen- 
cia del Concierto y el fin la de las exenciones Jiscales autorizadas por la Ley de 21 de 
julio de 1876 en favor de los liberales afectados por al guerra carlista, Como se Mijaban 
descuentos en el primero por las segundas ambos debían de caducar al unísono. 
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dalo de las Diputaciones- el presupuesto extraordinario del Ayuntamiento de San 
Sebastián del ejercicio de 1890-91. Enlaza seguidamente con la modificación 
del Concierto de 1893 en la que se adaptó el Concierto a las reformas tributarias 
de Gamazo insertas en el presupuesto para el ejercicio 1892-93. Sin embargo, 
esta modificación fue el preámbulo de la segunda renovación del mismo. pues- 
to que Gamazo dejó claro a los representantes de las Diputaciones que el reto- 
que de 1893 era lo mínimo que podía admitir y que se prepararan para otra reno- 
vación. 

Lo que Vicario denomina como tercer Concierto Económico (o segunda 
renovación) también es objeto de relato, tanto en sus precedentes como esque- 
máticamente en su proceso de negociación, incluyendo finalmente el texto lite- 
ral del Real Decreto de renovación del Concierto. Es interesante destacar, como 
hace Vicario, la participación de los Marqueses de Urquijo y de Aldama, junto 
con Víctor Chávarri en la solución final del problema, que no era otro que la 
negativa de las Diputaciones a pagar la cantidad que Gamazo exigía, mientras 
éste se oponía a aceptar los ofrecimiento de aumento de los primeros. 

El aspecto más relevante para Vicario de este acuerdo fue la fijación indefi- 
nida de las cuotas a pagar, incluso pasados los 13 años de vigencia, si no era 
denunciado por alguna de las partes, en base al incremento o descenso de rique- 
za. Fútil esperanza porque en el Ministerio de Hacienda se partió de la base 
inversa. Otro aspecto nodal fue sin duda el reconocimiento de las atribuciones 
de las Diputaciones, al incluir además de las económicas las administrativas que 
vinieran ejerciendo. Por supuesto sin indicar, como fue norma, cuáles eran tanto 
unas como otras. 

Y de aquí arranca uno de los objetos de la obra de Vicario, complementada 
con otra posterior”, como era explicar el origen y el ejercicio de las atribuciones 
de las Diputaciones. La disposición de 1894, que conectaba directamente con la 
transitoria 4* de la Ley Provincial y con el acuerdo de 1887, si tenía la ventaja 
de que englobaba y respetaba de forma confusa las atribuciones ejercidas por las 
Diputaciones, también abría la puerta a conflictos administrativos. Vicario alude 
a las prácticas administrativas de las Diputaciones y las une al desconocimiento 
de éstas por los funcionarios ministeriales para explicar la sucesión de resolu- 
ciones contradictorias, “en pugna muchas veces con el estado de derecho, y casi 
siempre con el de hecho”. En definitiva, por tanto, establece la necesidad de 
determinar el uso de las atribuciones de las Diputaciones vascas siguiendo el uso 
y la costumbre, materializadas en sus expedientes y actas. Así se podría generar 
una base jurídica que solucionase la endeblez de cimientos de la actividad de las 


* VICARIO Y PEÑA, Nicolas de. Costumbres administrativas de la autonomia 
vascongada. Madrid: Imprenta del Colegio del Sagrado Corazón, 1903. 
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Diputaciones. Este presupuesto puede resultar difícil de entender (unas 
Diputaciones con un campo de actividades difuso e indefinido) pero no hubo 
ninguna intención seria de cambiar la situación por miedo a perder atribuciones 
concretas. Un diputado provincial, en una fecha tan tardía como 1926, lo dijo 
claramente: si hacían una lista de atribuciones y, por cualquier motivo, se olvi- 
daban de alguna, quedaría definitivamente perdida, así que era mejor dejar las 
cosas como estaban, en una nebulosa. Esta indefinición de atribuciones incide 
directamente, por lo tanto, en lo que se entiende actualmente como Derechos 
Históricos, así que no deja de tener su importancia incluso en los momentos más 
actuales que cualquiera pueda imaginar. 

Tras repasar diversas disposiciones promulgadas tras el acuerdo de 1894, y 
antes de continuar, Vicario resalta el efecto que tuvo, a fines de 1897 y comien- 
zos de 1898, la concesión de autonomía a Cuba y Puerto Rico el 24 de noviem- 
bre de 13597. Lo más obvio fue volver a la discusión sobre la reintegración foral, 
y en general alimentar las aspiraciones autonomistas catalanas. 

A continuación de este interludio nuestro autor recoge las sucesivas disposi- 
ciones que afectaron al régimen privativo vascongado. La primera de ellas, y 
desde luego importante, la Real Orden de 15 de diciembre de 1897, sobre 
Contadores provinciales y municipales. La idea del Gobierno era centralizar el 
nombramiento de estos funcionarios, que hasta entonces eran designados por su 
cuenta por Diputaciones y Ayuntamientos vascongados. Tras diversas gestiones 
de las Diputaciones se logró, si no excepcionalizar completamente a las 
Vascongadas, sí que las Diputaciones continuaran con su política de nombra- 
mientos puesto que se respetó la “doctrina” vigente en las provincias. Este apar- 
tado del personal fue fundamental para entender el funcionamiento de las 
Diputaciones y Ayuntamientos vascos. Aunque estuvieran organizados de la 
misma manera que los de régimen común mantenían muchos esquemas funcio- 
nales previos y era importante que el personal estuviera al tanto de sus usos y 
costumbres. Pero más allá, en el caso de los Contadores de fondos, la cuestión 
era fundamental por, como hemos visto, el celo de las autoridades provinciales 
en mantener lo más secretos posibles sus números ante miradas indiscretas. Esta 
perspectiva se generalizó en el cumplimiento - o mejor dicho incumplimiento- 
de las normas que afectaban a Cuerpos de funcionarios como Archiveros y 
bibliotecarios, Médicos titulares, Secretarios, etc. Otro efecto que tuvo el celo 
vascongado en controlar su propio personal fue el continuo conflicto entre auto- 
ridades locales y centrales respecto a las distintas versiones de la Ley de 
Sargentos, ley de destinos civiles a personal militar que fue continuamente 
incumplida en el País Vasco. Más allá de una formalidad y además de las consi- 
deraciones que se puedan o quieran hacer sobre las especialidades administrati- 
vas vascas, en este caso nos encontramos también con el interés por parte de las 
élites locales de nombrar en puestos de funcionarios a determinadas personas 
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que no a otras. Los cargos de responsabilidad administrativa (Secretarios o 
Contadores provinciales y municipales, etc.) eran básicos para el mantenimien- 
to de las redes locales del caciquismo fundamental durante la Restauración, por 
lo que no extraña que las Diputaciones tuvieran motivos para mantener sus pre- 
rrogativas y las de los ayuntamientos, con argumentos más o menos retóricos 
como la defensa del euskera. 

Vicario, frente a una cierta meticulosidad a la hora de relacionar Decretos y 
Ordenes, pasa como de puntillas sobre el problema del Donativo voluntario de 
1898, en equivalencia a los distintos recargos fijados para el pago de los gastos 
de guerra. La justificación de Vicario concuerda con la mantenida por las 
Diputaciones de acendrado patriotismo pero inamovilidad de cifras, avalada por 
las disposiciones del acuerdo de 1894. Los pocos deseos de aclarar este asunto 
del Donativo, por parte de Vicario, pueden residir en la penosa sensación que 
podría dar la resistencia de las Diputaciones en aportar fondos a la guerra. En el 
preámbulo del decreto que recogió el Donativo encontramos el reconocimiento, 
por parte de la Hacienda central, de una de las causas del mantenimiento del 
Concierto: el elevado gasto en que tendría que incurrir para establecer la legis- 
lación fiscal común en unas provincias que pagaban puntualmente sus cupos. 

Volvemos a aludir a la meticulosidad de Vicario cuando analiza la modifica- 
ción parcial del Concierto de 1900, por el que se integraron las principales nove- 
dades de la reforma fiscal de Villaverde, como fue el Impuesto de Utilidades - 
origen de continuos conflictos entre las Diputaciones y el Ministerio de 
Hacienda durante los 30 años siguientes- además de las variaciones en otros 
impuestos ya concertados. En este apartado, además de la reproducción del 
Decreto, especifica las gestiones hechas por las Diputaciones para conseguir 
evitar la aplicación plena de la reforma de Fernández Villaverde, incluyendo 
además de las conferencias entre las Diputaciones los contactos mantenidos con 
los delegados del Ministerio de Hacienda. 

Frente a esta relación meticulosa de normativa y sus causas, Vicario pasa 
también rápidamente por el problema de la Contribución sobre el alcohol de 
1904 (Ley Osma). Caso realmente desgraciado -para las Diputaciones- que se 
estrellaron con la firmeza tanto del Ministro de Hacienda Osma como de su aval 
último, Antonio Maura. Fue el primer caso de “desencabezamiento” de un tri- 
buto vigente y más allá de las cifras, que por otro lado no fueron importantes, 
resultó un precedente funesto para la renovación del Concierto que se veía pró- 
xima. El motivo por que creemos que Vicario no detalla en exceso este momen- 
to es doble. Por una parte la negociación de 1906 había sido altamente positiva 
para las Diputaciones y, en segundo lugar, cuando escribió estas páginas estaba 
en pleno centro de la discordia la discusión de la reforma de la Admunistración 
Local de Maura en donde las Diputaciones, sin éxito, intentaron integrar la rein- 
tegración foral. 
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Por contra, dedica dos capítulos al problema de los médicos municipales, 
materializado en el nombramiento por el Gobierno del médico de Elantxobe. 
Este conflicto, de poca monta superficialmente pero generador de muchos pro- 
blemas para las Diputaciones, hizo fortuna en la medida en que fue otro antece- 
dente valioso -junto con el caso de los Contadores de 1897- para mantener la 
libertad de nombramiento de sus funcionarios tanto para las Diputaciones como 
para los Ayuntamientos. 

En este caso no sólo influye el deseo gubernamental de normalizar el nom- 
bramiento de funcionarios municipales sino también entran en juego los deseos 
corporativos de los médicos, puesto que actuaban activamente los colectivos de 
médicos -la Junta de Patronato de Madrid- en el ingreso en el Cuerpo de facul- 
tativos. Tras varios meses de gestiones las Diputaciones lograron la excepción 
en el cumplimiento de la norma general a las Provincias Vascongadas. Este pro- 
ceso, incluso, para algún autor ha significado una vuelta al pase foral”. 

Desde el capítulo XXVI Vicario entra en profundidad en el proceso de reno- 
vación del Concierto de 1906. Refiere las conferencias de las Diputaciones, los 
puntos tratados, relata la despedida en loor de multitudes, y su regreso de la pri- 
mera fase, hasta mayo de 1906 en que se renovó automáticamente por seis 
meses, según el Gobierno, para tener tiempo de preparar los datos y anteceden- 
tes pertinentes. De nuevo relata las comitivas y manifestaciones de apoyo que se 
hicieron a la partida de los Comisiones en el definitivo viaje a Madrid, en 
noviembre de 1906. 

Además de las idas y venidas de los comisionados por Madrid, Vicario tam- 
bién alude a la postura mantenida en ciertos medios periodísticos de la capital, 
la prensa del trust (El Imparcial, El Liberal y El Heraldo), o de la cercana cliu- 
dad de Santander manteniendo posturas contra el Concierto Económico. 

Tras, como decimos, dedicar dos capítulos tanto a las gestiones como al 
resultado de la renovación del Concierto de 1906, en el capitulo XXX entra 
Vicario en un aspecto interesante como es el de las posturas y Opiniones acerca 
del acuerdo, recogiendo las publicadas en la Gaceta del Norte, El Globo o el 
Aberri -no demasiado clemente por distintos motivos-, O la manifestada por 
Orueta que lo trató como “aceptable”. 

Siguen dos interesantes capítulos en los que se trata del intento de reintegra- 
ción fora] que hubo con ocasión de la reforma de la Administración local de 
Maura. Todo este proceso, entre 1907 y 1909, tuvo su origen remoto en las aspi- 
raciones más O menos bien intencionadas de los comisionados de las 
Diputaciones que fueron en noviembre de 1906 a Madrid a negociar la renova- 


* CLAVERO, Bartolomé. Fueros vascos. Historia en tiempo de Constitución. 
Barcelona: Ariel, 1985. p. 82. 
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ción del Concierto Económico. Estimulados por unas palabras de apoyo del libe- 
ral Segismundo Moret -Presidente del Gobierno en ese momento de continuos 
cambios de gobierno- en sus confusas aspiraciones de reintegración foral la 
incluyeron en los objetivos de renovación del Concierto de 1906. Una vez solu- 
cionado este asunto, se suponía que volverían al poco tiempo a la Corte para 
conseguirla. Con la llegada de Maura a la presidencia del Gobierno en los pri- 
meros días de 1907, las Diputaciones retomaron las gestiones en pos de la rein- 
tegración foral pero ya forzados a intentar integrarla de alguna manera en la 
reforma administrativa de Maura. Estos intentos de consolidación de la autono- 
mía provincial se vieron acompañados por movimientos municipales en pos de 
su propia autonomía frente a las Diputaciones, sobre todo en Vizcaya. En Alava 
derivaron a la formación de una Junta de Hermandades encargada en principio 
de residenciar la actividad de la Diputación provincial”, 

Como capítulo conclusivo -aunque quedan otros tres capítulos finales dedi- 
cados en exclusiva al caso navarro- Vicario resume los defectos del cúmulo de 
legislación descrita, según él nacidos de dos vicios previos. El primero que se 
había legislado sin tener un marco de referencia genérico y el segundo que se 
habían promulgado multitud de normas que se habían ido yuxtaponiendo for- 
mando un autentico caos normativo. Como no se había legislado con alusión a 
la derogación de normas previas o bien con la aceptación explícita de legislación 
anterior se llegaba a resoluciones contradictorias. Tras este principio Vicario 
hace una clasificación de disposiciones en generales (Ley de 21 de julio, los tex- 
tos del Concierto y sus renovaciones, etc.) y especiales, clasificadas a su vez 
entre favorables y adversas a la autonomía vasca. 

Como ya hemos indicado los dos últimos capítulos tratan de especial status 
navarro, con la idea clara de separar la situación del antiguo reino y la de las pro- 
vincias vascongadas. En el caso navarro, cuyo arreglo data de la Ley pacciona- 
da de 1841 no había, por contraste al Concierto, desglose interno de tributos sino 
se fijó un cupo indefinido por equivalencia a la contribución directa. Tampoco 
tenía una fecha límite, sino que se fijaba indefinidamente por lo que las varla- 
ciones fueron mucho más espaciadas (1841, 1876, 1927). 


4. Conclusión 


En conclusión cabrían diversas valoraciones de esta obra de Vicario. Para 
empezar es una obra básica para entender el proceso económico y político vasco 
de la Restauración. De hecho, si vemos la historiografía vasca, éste es precisa- 


'* ARANA PEREZ, Ignacio. “Las Juntas de Procuradores de Hermandades de Alava, 
1909-1927.” en Los Derechos Históricos vascos. Oñate: 1.V.A.P., 1988, pp. 85-110. 
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mente uno de los libros más citados. Pero además de ello es pionero en la medi- 
da en que intenta explicar el por qué de la autonomía vasca, basándolo no sólo 
en una relación normativa, a modelo de Estecha, sino que también implica a las 
personas que intervinieron en el proceso (diputados provinciales, diputados a 
Cortes, senadores, etc.). 

Por supuesto siendo un fuerista entendía el Concierto como un mal menor 
pero desde luego valioso y útil para conseguir el objetivo final de todo buen vas- 
congado como era la reintegración foral, aunque lejano de la “pureza” propues- 
ta por los nacionalistas. Lo entendía más como un medio de actualización de los 
derechos forales a unos distintos tiempos, muy en la onda de otros observadores 
de la época. Desde este fundamento explicaba la creación de unos nuevos fue- 
ros, no de menor calado que los formalmente abolidos en 1876-77. Esta pers- 
pectiva de que el Concierto Económico había permitido -a pesar de la abolición 
de las Diputaciones Forales y Juntas Generales- a las Diputaciones Provinciales 
no sólo mantener sino incrementar sus atribuciones también la manifestaron 
autores con amplia experiencia práctica en este asunto como fueron Pablo de 
Alzola y Manuel Lasala*. 

Este libro es un producto de su tiempo, como casi todos. Durante la primera 
década de este siglo se sucedieron los problemas alrededor del Concierto. Tras 
la adaptación obligada a la reforma de Villaverde, se sucedieron los problemas 
con la normativa de Alcoholes del gobierno Maura y el de los médicos titulares. 
Si la renovación del Concierto de 1906 parecía haber consolidado el régimen 
especial vascongado, la iniciativa de Maura de reforma administrativa -de des- 
cuaje del caciquismo- no hizo más que dar alas a los deseos de reintegración 
foral. El problema era que en ese momento no se sabía ya muy bien qué enten- 
der por “reintegración foral”. Esta indefinición de demandas, o mejor confusión 
de diversas lecturas de lo que realmente era -desde la vuelta a la legitimidad pre- 
via a 1839 a una ampliación del Concierto pasando por todas las posibles etapas 
intermedias- provocó una eclosión de publicaciones que, desde diversas postu- 
ras y temáticas, tenían como eje o centro de discusión el régimen administrati- 
vo especial vascongado”, Dentro de esta oleada se situaría, entonces, la segun- 


" ALZOLA Y MINONDO, Pablo de. El régimen económico-administrativo antiguo y 
moderno de Vizcaya y Guipúzcoa. Bilbao: Casa de Misericordia, 1910, p. 17. LASALA 
Y COLLADO, Fermín de. Ultima etapa de la unidad nacional. Los Fueros vascongados 
en 1876. Madrid: Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, 1924, v. IL, p. 315. 

* ALZOLA Y MINONDO, Pablo de. El régimen económico-administrativo antíguo 
y moderno de Vizcaya y Guipúzcoa. Bilbao: Casa de Misericordia, 1910. IZAGA Y 
OJEMBARRENA, G. Arsenio de. “Los Conciertos Económicos vascongados.” Estudios 
de Deusto, n”. MMEVI (1910), MIGOYA, Juan y Eliseo. La nueva tributación directa en 
Vizcaya. 2 vols. Bilbao: Casa de Misericordia, 1910 
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da edición de Vicario. Tratarse de una segunda edición sitúa a Vicario, precisa- 
mente, entre los pioneros de los estudiosos del Concierto, puesto que hasta 
entonces había sido normal despreciarlo o contemplarlo como un mero mal 
menor. 

También, desde otra perspectiva, entronca con otros estudios que tomaron 
como centro la organización administrativa del Estado en su ámbito local”, 
causa para muchos precisamente de su ineficiencia y objeto de continua crítica 
de los regeneracionistas”*. 

Asimismo intenta ir más allá de argumentos finalistas en el sentido de que 
trata de desentrañar los mecanismos de renovación del Concierto frente a las 
visiones de otros autores que parten de perspectivas mas automáticas de las 
renovaciones por imperiosidad de la propia norma o inexorabilidad histórica. 
Los procesos negociadores, en mayor o menor grado, fueron complejos y foco 
de incesantes gestiones oficiales y oficiosas en los centros del poder del momen- 
to (Presidencia del Gobierno, Palacio de Oriente o Ministerio de Hacienda). 
Gestiones que Vicario, dentro del alcance de las fuentes que tenía a su disposi- 
ción -de hecho bien recientes- intentó aclarar. 

Por ello, el principal valor de la obra de Vicario es su fundamento práctico, 
es decir, no se queda sólo en el texto normativo sino que deja bien claro que 
cualquier análisis de la actividad de las Diputaciones debía pasar forzosamente 
por la revisión de sus actas y expedientes, reflejo directo de su labor. Con ello 
va más allá de la pura técnica jurídica en la que figuras indefinidas -la doctrina, 
el legislador, etc.- establecen una forma de funcionar que luego, en la práctica, 
se ven corregidas por la cruda realidad, por el hecho. Esta vía de estudio prácti- 
co es especialmente útil incluso hoy mismo. Esta es la razón por la que la obra 
de Nicolás Vicario, noventa años más tarde, tenga un especial valor. 


Eduardo J. Alonso Olea 
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PRÓIOGO DE 14 SEGUNDA EDICIÓN 


Al publicar de nuevo este trabajo, cumplo gustoso el 
fin que me propuse al darle a luz, por vez primera, de 
que sirviese: de punto de partida á ulteriores investi- 
gaciones; de sucinta historia administrativa de Vasco- 
nia, desde la abolición de sus fueros; y de medio de po- 
pularizar las especialidades del régimen concertado, 
para que conocido y practicado por los moradores del 
Pais, como resto de la antigua autonomía, lo amasen y 
conservasen, sin perjuicio de la natural y noble aspira- 
ción de obtener mayores ventajas de distintos órdenes, 
hasta lograr la reintegración foral, ideal bendito que 
todos debemos acariciar, siquiera nos hallemos distan- 
tes de alcanzar. 

La aceptación inmerecida que tuvo este libro en todo 
el Pais vascongado, tanto por parte de las Excmas. Di- 
putaciones, como por los Letrados y particulares, el 
juicio unánime favorable que le dispensó la Prensa, me 
tienen obligado á profunda gratitud y me han servido 
de estimulo poderoso para que haya procurado mejo- 
rarle en esta nueva edición, dirigiendo la investigación 
á nuevos temas y completándole con una breve reseña 
de las disposiciones dictadas después de su publicación. 

Más aún; como la existencia de un tratado especial 
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acerca de los Conciertos económicos, produjo el deseo 
de profundizar su asunto y aquilatar ciertos puntos en 
él someramente esbozados, ha sido preciso ahora en- 
sanchar los límites del estudio para comprender en las 
páginas de la nueva edición, bajo distintos capitulos, 
algunos trabajos posteriores. 

Asi bien, la renovación del Concierto económico 
vigente determinó en la Prensa de dentro y fuera de 
las Provincias vascongadas, una controversia del régi- 
men concertado, que no puede pasarse por alto, si se 
ha de conocer la opinión pública, tanto de Vasconia 
cómo del resto de España, acerca de la institución dis- 
cutida. Esta parte del trabajo nos reservamos tratarla, 
como en lugar apropiado, en el tomo 3.*, destinado á es- 
tudiar las relaciones del régimen común y el concertado. 

Como observará el lector, el preserte tomo es un es- 
tudio donde después de indicar su objeto, su método, 
su bibliografía y el tránsito del sistema foral al del 
Concierto económico, se da una idea del concepto cien- 
tifico de éste, de las diversas opiniones acerca de él, 
para examinar á continuación las fases del período le- 
gal genuino del territorio vasco, según los conciertos 
estipulados, allegando cuantas disposiciones y juicios 
hemos podido reunir para dar noticia completa, y, en 
lo posible, exacta, como reflejo de la realidad, á cuyo 
fin nos hemos servido de los documeñtos oficiales y au- 
ténticos y de las opiniones de los partidarios y enemi- 
gos de la autonomía económico-administrativa de las 
Diputaciones vascongadas, ratificando unas opiniones 
y tefutando otras, con sujeción al juicio personal, que 
no dudo consideren apasionado ó sospechoso algunos 
y nulo todos, por falta de suficiente ilustración, aunque 
sincero é inspirado en el acendrado amor que profeso á 
mi tierra y á sus venerandas instituciones, 
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Los lectores serán indulgentes con quien, á falta de 
otros méritos, está animado de rectitud de propósitos; 
y el País juzgará si, como modesto autor de esta obra y 
otras referentes al mismo, ha prestado algún servicio á 
la cultura vascongada, objeto predilecto de sus aficio- 
nes y estudios. 

Reconociendo la deficiencia de los trabajos propios, 
desea y encarecidamente suplica á cuantos se ocupen 
de ellos, que, sin reparo, pública ó privadamente, le 
dirijan cuantas observaciones contribuyan á hacerlos 
más provechosos. 

Si contribuye á facilitar el conocimiento y la aplica- 
ción de la legislación concertada, é interesa en su estu- 
dio, en su explicación ó en su mejora á otras inteligen- 
más aventajadas, verá satisfechos sus deseos. 


INTRODUCCION 


Objeto de la presente obra.—Su método,—Bibliografía anterior á la pri- 
mera edición. —Bibliografía posterior. 


Objeto de la presente obra 


Ahora y siempre, en Vizcaya y fuera de ella, está 
intimamente enlazada su prosperidad material con su 
vida intelectual y moral, como, bajo otro aspecto, su 
bienestar social está unido al sistema tributario y al 
derecho vigente. 

Por las numerosas relaciones sociales que mantiene 
Vizcaya, en la actualidad, con el resto de la Nación y 
del mundo, se impone más que nunca el perfecto cono- 
cimiento de la situación legal económica de esta pro- 
vincia, para evitar contrarios prejuicios y salvar los in- 
convenientes que acarrea el desconocimiento ó el olvi- 
do de las leyes vigentes. 

La determinación del especial modo de ser del régi- 
men económico vascongado, encierra problemas tras- 
cendentales, de cuya acertada resolución depende, en 
mucha parte, la tranquilidad social, el adelantamiento 
industrial y mercantil de esta comarca, no menos qui.- 
zás que de aquellos otros de carácter tecnológico que 
se refieren ála explotación de la industria ó al desen- 
volvimiento po) comercio. 


to 

Entre los problemas que encierra el especial modo 
de ser de la administración vascongada, ocupa lugar 
preferente el de saber las disposiciones por que se re- 
gula, donde tiene su lógico asiento el asunto que cons- 
tituye el objeto de esta memoria ó sea el Planteamiento 
y vicisitudes del regimen económico vascongado, 

Las razones en que se ha inspirado el autor de este 
modesto trabajo para preferir ese tema como asunto 
económico social á cualquiera otro, son las siguientes: 

1.2 Que así como en la esfera individual la vida 
del cuerpo es base y sostén de la intelectual y moral, 
en la vida colectiva ó social, la fisiología sociológica 
encuentra y distingue una vida material y un fin mate- 
rial en la vida de los pueblos, tan digno de estudio 
como el fin intelectual y cuantos la sociedad necesita 
llenar para cumplir su cometido. 

2." Que comprendiéndolo asi los iniciadores de este 
certamen, al lado de los temas que trátan de cultivar el 
sentimiento de lo bello, colocaron otro, secundando la 
feliz iniciativa de un patricio vizcaino para que se emi- 
tieran reflexiones sobre un hecho económico social: 
tema desde luego grato, oportuno y transcendental. 

3? Que ante la variedad infinita de hechos econó- 
mico-sociales que á nuestra consideración sugiriese el 
examen de la historia vizcaina y las numerosas vicisi- 
tudes de su administración, ninguno tenia la trascen- 
dencia y oportunidad que el que ha de ser objeto de 
nuestra modesta labor. 

En efecto, ninguno como él reunia tanta importancia 
y generalidad. Su importancia la prueba el hecho de 
que el planteamiento del nuevo régimen económico 
produjo la abolición de los fueros vascongados y la 
sustitución del antiguo sistema rentístico por el actual. 

Su generalidad la acredita la circunstancia de que 
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por igual afecta a todas lás corporaciones y clases so- 
ciales de está provincia. 

4 Que por ser Bilbao, la capital vizcaina, el pue- 
blo, donde -este certamen cientifico tiene lugar y por 
la especialidad que los demás temas señala, era lógi- 
co presumir en el iniciador del que nos ocupa, igual 
deseo de que el asunto que hubiera de analizarse, te- 
uniendo las dos condiciones de económico y social, 
afectase primordialmente á la sociedad vizcaina, mejor 
que cualquiera otro tratado y discutido por economis- 
tas y sociólogos. Dentro, pues, de la especialidad, en- 
tre los distintos que ofrece la historia, ninguno reúne 
ambos requisitos en el grado que el nuevo régimen 
económico vascongado, ocasionado por los Conciertos 
económicos. 

Difícil era la empresa impuesta, y esta dificultad se 
agranda por la circunstancia de no hallarse escrita la 
historia económica moderna de esta Provincia, y que 
los hechos y disposiciones legales que la representan 
están dispersos en numerosos volúmenes, Gacetas, Bo- 
letines y Revistas de distintos años, exigiendo no peque: 
ño esfuerzo el ordenar los hechos y clasificar las dispo- 
siciones, distinguir lo vigente de lo que está derogado, 
penetrar su espiritu, aclarar su inteligencia y aplicar- 
las con acierto. 

Únese á esto la carencia de obras vascongadas des- 
tinadas á la exposición de esta parte de la vasta legis- 
lación administrativa modernisima, á veces contradic- 
toria y en algunos puntos oscurecida, más que aclara- 
da, por las resoluciones del Poder Central. Por lo cual 
elestudio que motiva este trabajo tiene cierta impor- 
tancia como elemento de cultura y por la parte practi- 
ca que representa, 

Alsometer este humilde estudio al sapientisimo jui- 
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cio del Jurado de los Juegos Florales de Bilbao, no te- 
nemos la pretensión de haber escrito un trabajo com- 
pleto sobre el nuevo régimen económico vizcaino, ni 
haber llenado el vacio por la carencia de obras que 
traten de él, 

Nuestro intento ha sido bosquejar, en este modesto 
ensayo, las vicisitudes que atraviesa la moderna legis- 
lación de Hacienda, en lo relativo á las provincias vas- 
congadas, apuntando de paso las disposiciones de los 
diferentes Ministerios, juntamente con la jurispruden- 
cia administrativa que la pueda servir de precedente 
en unos casos, de comparación en otros y de aplicación 
en los más. 


Su método 


El método que seguimos consiste en exponer crono- 
lógicamente las disposiciones legales, ya sean dicta- 
das por propia iniciativa del Grobierno, como conse- 
cuencia de un pacto con la representación de estas 
Provincias, de una reclamación colectiva de ellas ó de 
un recurso de alzada de un particular. 

Precede un capitulo preliminar en el cual se resume 
el periodo de transición entre la abolición de los fueros 
el 21 de Julio de 1876 y el primer Concierto económico; 
á continuación, en varios capitulos, se da idea de lo 
que son los Conciertos económicos, de su fundamento 
legal, del contenido de cada uno, de su duración, de 
las leyes, reales decretos, reales órdenes y circulares 
dictadas durante la vigencia de los mismos, para refor- 
marlos, aclararlos ó contradecirlos. Para ello se pre- 
senta clasificada en periodos la legislación sobre los 
Conciertos, conforme á la duración de cada uno. 


Bibliografía anterior á la primera edición 


Antes de pasar adelante, procede hacer una indica- 
ción bibliográfica para orientar al lector en ulteriores 
estudios. Séame permitido advertir que esta es la pri- 
mera y única publicación de su índole, porque antes de 
ella no se hizo el estudio jurídico, al par que histórico, 
de los Conciertos económicos de las Provincias vas- 
congadas, en sus variadas manifestaciones y en todas 
sus relaciones. Es verdad que se diserta y discute en 
periódicos, revistas y folletos sobre cuestiones aisla- 
das, ó determinados aspectos del Concierto económico, 
pero en totalidad no se estudia esta novisima institu- 
ción, nacida del derecho positivo y regulada en su ma- 
yor parte por las prácticas consuetudinarias de Ayun- 
tamientos y Diputaciones. 

Por eso al dar á luz este tomo, en la primera edición 
la bibliografía existente era casi nula. Se reducía á dos 
trabajos de carácter general: el uno sobre la Abolición 
de los Fueros y el otro sobre £l Señorío de Bizcaya histó- 
rico y foral. En el primero, debido al ilustrado publicis- 
ta D. José María de Angulo, se recopilan disposiciones 
legales, abundantes noticias y juicios de la prensa 
acerca de la abolición de los fueros é implantaclón del 
nuevo régimen, hasta el año 1886. 

En el segundo, su autor, el esclarecido D. Arístides 
de Artíñano, sintetiza la historia y antigua organiza- 
ción foral. 

Respecto á las vicisitudes de la organización con- 
certada, lo publicado consistia en una breve Memoria 
de la sesión pública de la Excma. Diputación Provin- 
cial de Vizcaya, celebrada el día 12 de Noviembre de 
1887, en la que se trató del Concierto económico-admi- 


14 
nistrativo. Fué impresa en Bilbao en la Imprenta Pro- 
vincial, 1887. 

Otra Memoria presentada á la Excma. Diputación 
Provincial de Alaya, por la Comisión Especial encar- 
gada de gestionar ante los Poderes supremos solucie- 
nes favorables para la Provincia en el orden adminis- 
“trativo y económico y acuerdos recaidos acerca de la 
misma. Vitoria, Imprenta de la Diputación Provincial 
de Alava, 1887. 

Un folleto publicado en Madrid por el Excelentisi- 
mo Sr. D. Joaquin Sánchez de Toca, el año 1892, con- 
teniendo los informes y disposiciones legales que sir- 
vieron para dictar la R. O. de 8 de Agosto de 1891. 

Otro folleto publicado en Vitoria, por orden de la 
Diputación, en que se inserta el escrito presentado por 
-los Diputados D. Benito de Guinea y D. Tomás Sala- 
zar, aprobado por la Diputación de Alava el 14 de 
Mayo de 1892, conteniendo el particular del acta de la 
sesión de 4 de Diciembre de 1891. 

Elaño 1894 se publicó en Vitoria una Memoria pre- 
sentada á la Excma. Diputación Provincial de Alava 
por la Comisión especial designada para representar á 
la Corporación ante el Excmo. Sr. Ministro de Hacien- 
da sobre cumplimiento del artículo 41 de la Ley de 
Presupuestos de 5 de Agosto de 1893 y acuerdos re- 
caidos acerca de la misma. 

En 1900, en la Imprenta Provincial de Vitoria, se im- 
primió otra Memoria presentada á las Excmas. Dipu- 
taciones Provinciales de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya 
por las Comisiones especiales designadas para repre- 
sentar á las Corporaciones ante el Excmo. Sr. Ministro 
-de Hacienda sobre cumplimiento de las Reales Orde- 
nes de 2 y s de Julio de 1900 y acuerdos recaídos acer- 
ca de las mismas. 
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Bibliografía posterior 


Apenas fué publicado nuestro trabajo sobre los Con- 
ciertos económicos, el año 1902, vió la luz en Bilbao un 
volumen de completa recopilación de las disposiciones 
legales acerca del régimen político-administrativo de 
las Provincias Vascongadas, escrito por D. José Maria 
Estecha, Vice-Secretario de la Excma. Diputación, im- 
preso á expensas de ésta. 

También se imprimió en 1901,en Tolosa, el apéndice 
á la obra Noticia de las cosas memorables de Guipúzcoa, de 
don Pablo de Gorosabel, porel cronista de las Provin- 
cias Vascongadas don Carmelo de Echegaray. Tomo VI. 

Tan erudito escritor, con su incomparable estilo, 
prosigue la obra de Gorosabel, exponiendo la historia 
de los Conciertos económicos y las últimas vicisitudes 
de la vida foral con sujección á documentos oficiales 
que reproduce. Algunas ideas del señor Echegaray se 
mencionarán en el presente tomo. 

La aparición de la primera edición de este compen- 
dio de los Conciertos, la proximidad de tener que ha- 
cer la renovación del Concierto económico en 1906, las 
aspiraciones de algunos municipios á obtener la auto- 
nomía económico-administrativa, la implantación de un 
nuevo plan tributario y ciertas discusiones cientificas 
del asunto, determinaron él examen de muchos parti- 
culares de los Conciertos económicos en folletos, dis- 
cursos y periódicos que proporcionan materiales abun- 
dantes para ilustrarse en cuanto se relaciona con el 
asunto. 

En el año 1905 la Academia de Derecho y demás 
Ciencias Sociales, de Bilbao, abrió una información 
sobre el Concierto económico, y con tal motivo se im- 
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primió por dicha Academia la Memoria leida en la se- 
sión pública del día 2 de Marzo de 1905 sobre el Exa- 
men de las diversas opiniones acerca del Concierto económico, 
su extensión, duración y base para estipularle. 

También se imprimió en Bilbao, imprenta y encua- 
dernación de la Casa de Misericordia, 1905, con el ti- 
tulo Conciertos Económicos, otra Memoria, leida por don 
José M.* de Lizana y de la Hormaza, Marqués de Casa- 
Torre, Diputado á Cortes por Durango, en la sesión pú- 
blica celebrada por la Academia de Derecho y demás 
Ciencias Sociales, de Bilbao, el 7 de Octubre de 1905. 

Otra conferencia de don José de Arriandiaga, dada 
en la Academia de Derecho, acerca de Los Fueros y el 
Concierto económico. 

El folleto titulado 4¿ Concierto económico y las aspira- 
ciones de los trabajadores en Vizcaya. Bilbao, Imprenta y 
Encuadernación de la Tipográfica Popular, 1906. 

El 8 de Noviembre de 1906, dió otra conferencia, en 
el Circulo Republicano de Bilbao, don Vicente Fatrás. 

El día 15 de Abril de 1906, pronunció una conferen- 
cia, en el Casino Liberal de Eibar, el distinguido abo- 
gado don Wenceslao Orbea, sobre el tema Ni reacción 
ni revolución, en la que trató muy detenidamente de las 
ventajas del Concierto económico, Esta conferencia se 
publicó en El Pueblo Vasco, de San Sebastián, del dia 
16 de Abril de 1906. 

Otra monografía, impresa en Tolosa, 1906, sobre Na- 
cionalismo, Fuerismo y Separatismo, conferencia dada en 
el Centro Vasco de San Sebastián, la noche del 7 de 
Enero de 1906, por don Arturo Campión. 

En Julio de 1907, publicó un importante trabajo so- 
bre las negociaciones del último Concierto y la tributa- 
ción vascongada, el Diputado de Guipúzcoa don Fran- 
cisco Grascue. 
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En 1907 la conferencia dada en el Centro Vasco de 
Bilbao el 2 de Febrero por el Diputado don Francisco 
de Urizar, sobre Reintegración foral. 

La monografia Ante el Problema regionalista, El País 
Vasco, Consideraciones de José Orueta, Madrid, 1907, 
Imprenta y estereotipia de £1 Mundo. 

Un folleto del Alcalde de Elancheve, don Florencio 
de Arana, sobre el asunto de los Medicos titulares, im- 
preso en Bilbao en Noviembre de 1907. 

El Compendio del régimen económico administrativo de la 
Provincia de Vizcaya, publicado en Bilbao, 18 de Marzo 
de 1908, por el Gremio de almacenistas de vinos por 
mayor de Bilbao, La Directiva. 

Tres conferencias pronunciadas por don Gregorio de 
Balparda; una en la Sociedad £l Sitio, el dia 6 de Mayo 
de 1908, sobre £l sentido liberal del fuero de Vizcaya; otra 
en la Academia de Derecho y demás Ciencias sociales, 
el día 23 de Abril de 1908, sobre las Relaciones entre el 
Estado y la Iglesia en Vizcaya durante el regimen foral, y la 
otra, más pertinente á nuestro estudio, en el Círculo Re- 
publicano de Bilbao, el día 24 de Marzo de 1908, sobre 
La reforma del régimen local en Vizcaya. 

Un folleto publicado por el Alcalde de Elanchove, 
sebre La Autonomía Municipal, el 31 de Julio de 1908. 

La Moción presentada á la Excma. Diputación Pro- 
vincial de Vizcaya, proponiendo un nuevo sistema con- 
tributivo y que se otorgue á los Pueblos autonomía 
económica. Año 1908, mes de Julio. 

Otro folleto titulado Zos Conciertos económicos munici- 
pales, firmado en Elanchove, 31 de Julio de 1908, por 
el Ayuntamiento de Elanchove, Florencio de Arana, 
impreso en este año en Bilbao, imprenta, librería y en- 
cuadernación de Eléxpuru Hermanos. 

Otro folleto del mismo Alcalde de Elanchove, fecha- 
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do el 24 de Septiembre de 1908, titulado El Alcalde de 
Elanchove 4 don Isidoro León, € impreso, igualmente, 
en 1908, en la imprenta de Eléxpuru Hermanos. 

Un artículo titulado Preparándose, que publicó Zi 
Noroeste, periódico de la Coruña, en su número corres- 
pondiente al martes 6 de Marzo de 1906, sirvió: para 
iniciar una verdadera controversia periodística, en la 
que tomaron parte diarios y revistas de las Provincias 
Vascongadas, Madrid, Barcelona, Santander y otras 
poblaciones, emitiéndose juicios opuestos acerca del 
carácter privilegiado del Concierto Económico, de la 
cantidad que tributaban las Provincias Vascongadas 
al erario nacional y la que pagaban otras provincias 
españolas, similares en población, riqueza y extensión. 
De las ideas expuestas me haré cargo en el tomo ter- 
cero de esta obra, 

Hago mención de todas estas fuentes de conoci- 
miento para que el lector acuda á ellas, cuando lo juz- 
gue conveniente, á fin de depurar los juicios Ó ampliar 
los datos que desee obtener del punto que investigue. 

Si en la presente nota bibliográfica hemos padecido 
alguna omisión, ha sido por ignorancia ú olvido; no lo 
tome á desaire ó descortesía el autor del trabajo omi- 
tido. En el curso de la exposición, procuraremos reco- 
nocer á cada uno la paternidad de sus ideas, para que 
el lector se incline del lado que estime más en armo- 
nía con sus convicciones. Con sinceridad exponemos 
las ideas propias, con el modestísimo deseo de satisfa- 
cer la necesidad de reunir en una obra cuanto esencial 
se ha escrito sobre los Conciertos económicos del País 
vascongado. 


CAPÍTULO 1 


PRELIMINAR 


Necesidad de estudiar el psríodo de transición entre la Ley 
de 21 de Julio de 1876 y el primer 


Goncierto económico. 


Aeontecimientos que sucedieron á la Ley de 1876.— Acuerdos de las 
Juntas generales. —Gestiones y conferencias de las Diputaciones.— 
Prohibición de celebrar conferencias, decretada por el Gobierno. — 
Línea de conducta seguida por Alava y Guipúzcoa.——Altivez y con- 
secuencia de Vizcaya, —Suspensión del régimen foral, —Comisión de 
señores Jueces, —Disposiciones legales posteriores. 


Acontecimientos que sucedieron á la Ley de 1876 


Si en el orden físico es una verdad axiomática que 
natura non factt saltum, en el orden moral, también lo 
es que las transiciones rápidas son ocasionadas á tras- 
tornos y perjuicios, máxime si con el cambio repentino 
trata de sustituirse radicalmente el sistema adminis- 
trativo secular de un pueblo. 

Así lo comprendió el autor de la Ley del año 1876, 
que, aunque abolitoria del régimen foral vascongado, 
no lo fué en absoluto, ni sus preceptos tan radicales 
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que las provincias hermanas, en un solo instante, per- 
dieran sus organismos y sus derechos históricos, para 
encontrarse con otros nuevos, y en absoluto distintos 
de los anteriores. 

Cierto es que la funesta Ley de 21 de Julio del 76, 
fué radical é intensísima para nuestra autonomía, pero 
no tanto que nos nivelara en todo y por todo á las de- 
más regiones. Más que una Ley abolitoria del régimen 
autónomo, vino á convertirse en Ley reformadora; pues 
al extender á los habitantes de las Provincias Vascon- 
gadas la obligación de acudir al servicio de las “armas, 
cuando la Ley los llame, y de contribuir en proporción 
á sus haberes á los gastos del Estado, reservó al Go- 
bierno la autorización contenida en el art. 4.9, para que, 
dando en su día cuenta á las Cortes, y teniendo pre- 
sente la Ley de 19 de Septiembre de 1837 y la de 16 
de Agosto de 1841 y el Decreto de 29 de Octubre del 
mismo año, proceda á acordar, con audiencia de las 
provincias de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya, si lo juzga 
oportuno, todas las reformas que en su antiguo régimen 
foral lo exijan, asi el bienestar de los pueblos vascon- 
gados, como el buen gobierno y la seguridad de la 
Nación. 

Esta fué la base legal en que el Gobierno apoyó su 
conducta para aplicar lenta y gradualmente la Ley, sin 
que el cambio fuera tan brusco y la medida tan sensi- 
ble. Así es que, publicada dicha Ley, siguen funcio- 
nando los organismos forales, se suceden una serie de 
hechos, hasta que se constituyeu las Diputaciones pro- 
vinciales con arreglo al derecho común, que interesa 
conocer, porque este periodo sirve de anillo de tránsito 
que une la autonomía secular con la nueva, nacida al 
amparo de los Conciertos económicos, al propio tiempo 
que explica la razón de ser de éstos. 


Veamos, pues, los acontecimientos que se suceden 
desde 21 de Julio de 1876 al 28 de Febrero de 1878, 
fecha del primer Concierto económico. 


Acuerdos de las Juntas generales 


La publicación de la ley de 21 de Julio de 1876, 
creó una situación difícil á las instituciones autonómi- 
cas del País vascongado, porque la política sagaz del 
Sr. Cánovas del Castillo le hizo sospechar que no su- 
primieudo los organismos autónomos, por algún medio 
lograría obtener de ellos el asentimiento y conformidad 
á una ley impolítica que destruía todo el régimen que 
ellos representaban. 

Asi es que subsistieron por algún tiempo las Di- 
putaciones forales y las Juntas, habiéndose reunido 
en tan críticos momentos, no para suscribir la obra 
destructora del Gobierno nacional, sino para afirmar y 
defender el legítimo derecho en que se basaba la auto- 
nomía secular del país. 

Veamos las vicisitudes que atraviesan los organis- 
mos autonómicos hasta el establecimiento de las Dipu- 
taciones provinciales. 

Perspicaces los vascongados y amantes de sus ins- 
tituciones, con conocimiento del Gobierno y á presen- 
cia de sus Delegados reunidos en Juntas generales, 
tomaron varios acuerdos contrarios á la Ley de 21 de 
Julio de 1876, pretendiendo solamente el (Gobierno 
que las autoridades forales encargadas de cumplirlos, 
se negaran á ello, alegando que el juramento de guar- 
dar los fueros se habia de entender sin perjuicio de la 
Ley de 21 de Julio. 

Candidez tal, era absurdo suponer en nuestros com- 
patriotas. Lejos de ello, las Diputaciones de las tres 
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Provincias hermanas celebran conferencias en Vitoria, 
como siempre habían hecho en momentos difíciles, para 
marchar de acuerdo. En ellas se fijó, como linea de con- 
ducta, la necesidad de gestionar la reunión de Juntas 
generales, en la forma de uso y costumbre, para que en 
ellas el Pais resolviese si las Diputaciones habian de 
cesar, ó qué conducta debieran seguir, y, en caso de 
que el Gobierno no permitiese tal reunión, dejarían 
todos sus cargos, con las salvedades y reservas recla- 
madas por los derechos del País. 

Como resultado de este acuerdo, convocáronse Jun- 
tas generales en las tres Provincias, y por más que, con- 
forme á la Real Orden de 6 de Abril de 1876, las ciu- 
dades de San Sebastián y Vitoria y la villa de Bilbao 
conservarian el caracter de capitalidad para celebrar 
los actos y reuniones forales, Vizcaya solicitó permiso, 
en 20 de Julio, para la celebración de esta Junta en 
Guernica, como siempre se acostumbró, y no en Bil- 
bao, pero le fué denegado. 

Por fin se reunieron sucesivamenie en Guipúzcoa, 
Alava y Vizcaya, las Juntas, y su acuerdo fué: que, 
«tristemente impresionados por la lectura de la Ley de 
21 de Julio de 1876, y teniendo presente que dicha ley, 
hablando con el acatamiento debido, es contraria al 
estado foral que han disfrutado estas Provincias vas- 
congadas y derogatoria de sus fueros, instituciones y 
libertades, acordaron, haciendo de estos sentimientos 
la declaración más solemne y respetuosa, debía de acu- 
dirse reverentemente á S. M. y á los altos poderes del 
Estado, ahora y en todos tiempos, solicitando la dero- 
gación de aquélla, y que para esto y cuanto sea con- 
veniente, se conceda á las Diputaciones un voto de 
confianza y una autorización amplísima, para que den- 
tro del Fuero y de conformidad con la Ley de 25 de 


== 
Octubre «de 1839, puedan gestionar y resolver sobre 
todo lo que juzguen más útil y conveniente para los 
intereses de estas Provincias, quedando siembre incó- 
lumes nuestros sagrados derechos, lo que debe ser el 
objeto primordial de todos sus actos, en la gestión de 
los cuales deben marchar de acuerdo las tres Provin- 
cias hermanas. 

Vizcaya hizo aún más; convocáronse en ella Juntas 
en el Salón de actos del Instituto vizcaíno, y el acuer- 
do de los apoderados asistentes, fué una interpretación 
auténtica del acuerdo tomado el solemne dia 4 de Oc- 
tubre de 1876, y un mandato imperativo para la Dipu- 
tación general. En esta nueva Junta se resolvió «que 
la Diputación no debía cooperar ni directa ni indirec- 
tamente al establecimiento de la Ley de 21 de Julio 
de 1876.» 


Gestiones y conferencias de las Diputaciones 


Como legitima consecuencia de estos acuerdos, que 
marcaban á las Diputaciones la pauta de sus actos, en 
las nuevas conferencias celebradas en Vitoria los días 
17 y 18 de Octubre, para mejor cumplir los deberes 
impuestos por las Juntas de quienes eran mandatarios, 
hicieron lo posible para obtener el aplazamiento de la 
ejecución de la Ley; expusieron al Gobierno de la Na- 
ción que se apresurarian á obrar en su obsequio y ser- 
vicio del Estado con toda la generosidad que las Dipu- 
taciones y el País entero deseaban, siempre que no 
fuese preciso renunciar para este fin los principios se- 
culares de sus fueros, porque en tal caso, no les in- 
cumbia hacer otra cosa que resignarse y dejar que sin 
su cooperación foral se cumpliera la Ley. Con esto 
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quedó definida la situación y la actitud de las Autori- 
dades forales, resueltas á no cooporar á la ejecución 
de la Ley de 21 de Julio y la obstinada del Grobierno de 
querer ejecutar dicha Ley por medio de las Diputa- 
ciones. 

Como quiera que para ahogar cualquier grito de 
protesta del País, éste se hallaba ocupado militarmente 
por fuerzas del Ejército, las necesidades del suministro 
de pán al mismo vinieron á complicar más la situación 
de las entidades autonómicas de Vasconia. 

Antes de la promulgación de la Ley abolitoria, el 
Gobierno, por Real orden de 14 de Abril de 1876, 
mandó que las Provincias con sus propios recursos, 
atendiesen al gasto del pan del Ejército de ocupación; 
y por más que el País accedió á hacer el suministro, 
pero sólo como donativo voluntario, no como carga obli- 
gada, por no estar comprendido entre las prestaciones 
obligatorias, el Gobierno insistió por medio de otra 
Real orden de 19 de Febrero de 1877, en que «de con- 
formidad con lo establecido en otro Real decreto dado 
para Navarra, que lleva la misma fecha, las cantida- 
des que las Provincias de Alava, Guipúzcoa y Viz- 
caya hayan satisfecho y sigan satisfaciendo por la 
contribución de pan para el Ejército, que venía exi- 
giéndose en virtud de lo preceptuado en Reales órde- 
nes de 14 y 3o de Abril de 1876, sería en concepto de 
equivalencia de la contribución ya establecida por la 
Ley de 21 de Julio». 

En vista de esta actitud, las Diputaciones expusie- 
ron, en reclamaciones formuladas ante el General en 
Jefe y el Gobierno, su situación por los acuerdos de 
las Juntas, que las impedía cooperar á nada que fuese 


cumplimiento de los preceptos de la Ley derogatoria 
de los fueros. 
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No satisfechos con estas gestiones, celebraron con- 
ferencias en Vitoria (el 25, 26 y 27 de Noviembre) para 
elevar un recurso colectivo, acordando: 

1.2 Que no podía satisfacerse en ningún concepto 
por el Pais el suministro de pan para el Ejército, que, 
si era como castigo, se oponía á la ley fundamental, y 
si era como tributo, se hallaba en contradicción con 
las privativas de estas Provincias. 

No cooperar, de un modo directo ni indirecto, á 
la ejecución de la Ley de 21 de Julio de 1876. 

Desairado una vez más el (Gobierno, y tenaz en su 
empeño de ejecutar la Ley abolitoria, ordenó que se lle- 
vara á efecto la llamada incautación de las arcas pro- 
vinciales, apoderándose de la mitad de sus productos 
para atender á este tributo, y dejándoles la otra mitad 
para atender á sus necesidades, con lo cual, dicho se 
está, se cercenaban sus escasos medios y se creaba 
una intervención en las cajas provinciales á favor del 
Gobierno, que hacía insostenible la situación por mu- 
cho tiempo; á la vez el Corregidor politico ordenaba á 
la Junta permanente de fueros de Vizcaya «que no se 
volviese á usar el calificativo de foral en ninguna co- 
municación oficial», y se añadia que el Gobierno no ad- 
mitía más fueros que los que fuesen compatibles con la 
Ley del 76. En vista de dicha comunicación, reunióse la 
Junta y acordó contestar que carecía de competencia 
para resolver, en los términos que se exigía, porque 
sus atribuciones emanaban de los acuerdos de la Junta 
general, única que podía modificarlos. 

Tal iba siendo el estado de cosas, que el rompimien- 
to entre las Diputaciones forales y los delegados del 
Gobierno, se creía inevitable, por cuyo motivo el 7 de 
Diciembre, las tres Provincias hermanas, convocadas 
por la de Alava, celebraron conferencias en Bilbao, 
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acordando que las Diputaciones generales resignaran 
sus cargos, si fuese posible, en manos de las Juntas ge- 
nerales, de quienes recibieron su investidura, y, de no 
poder ser asi, respectivamente, en manos de la Diputa- 
ción extraordinaria de Guipúzcoa, de la Comisión de 
Fueros de Vizcaya y de la Junta particular de Alava, 


Prohibición de celebrar conferencias, decretada 
por el Gobierno 


A fin de evitar el perfecto acuerdo en que hasta en- 
tonces venían marchando las tres Diputaciones, el Gro- 
bierno trató de impedir la celebración de nuevas con- 
ferencias, para que en ellas no se tomaran los acuerdos 
colectivos y unánimes que venían aceptándose. 

Pero el Gobierno, no sólo por los medios menciona- 
dos, sino por la prolongación del estado de sitio, de la 
ocupación militar y la suspensión de las garantías cons- 
titucionales, quiso se ejecutase la ley abolitoria; resta- 
bleciendo en Enero de 1877 las garantías constitucio- 
nales para las demás provincias del Reino, exceptuó 
de esta medida á las Vascongadas, no obstante la ati- 
nada defensa de nuestro derecho á la igualdad de con- 
diciones con los demás españoles, hecha en las Cortes 
por los Diputados Sres. Zavala y Conde de Llobregat. 

La intención del Gobierno quedó más evidenciada 
con esta nueva medida; se queria, á todo trance, ejecu- 
tar la Ley del 76, ya que no con la fuerza de la razón 
y la justicia, de que carecía, con la razón de la fuerza, 
de que disponía el Gobierno central. 
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Linea de conducta seguida por Alava y Guipúzcoa 


En tan críticas circunstancias, y bajo la impresión de 
los males que sufría Euskaria, y los mayores con que 
se la amenazaba, las Diputaciones, privadas de sus con- 
ferencias, aceptan cada una su especial línea de con- 
ducta, respecto al acuerdo unánimemente adoptado, 
para no cooperar al planteamiento de la Ley del 76. 

Alava y Guipúzcoa convocaron Juntas generales ex- 
traordinarias, «con el fin de tratar y resolver, en la for- 
ma conveniente, los asuntos conexionados con la Ley 
de 21 de Julio de 1876». Reunidas dichas Juntas, modi- 
ficaron el primer acuerdo, relativo á la Ley del 76, 
abriendo el camino á transacciones y acomodamientos 
con el Gobierno, tomando por punto de partida la Ley 
de 23 de Octubre de 18309, y no la de 21 de Julio 
de 1876. Es decir que en Alava y Guipúzcoa, ante la 
superioridad del mal, las Juntas se reunieron, creyendo 
en las halagadoras promesas que se les hacian. 


Altivez y consecuencia de Vizcaya 


Vizcaya no siguió el ejemplo de sus hermanas; ella, 
que en las memorables Juntas del 4 de Octubre de 
1877 tuvo el acierto de designar, por aclamación, pri- 
meros Diputados generales á los Sres. D. Fidel de Sa- 
garminaga y D. Antonio López de Calle y Caballero, 
Síndico procurador general á D. Cesáreo de Cerrajería, 
contaba con una figura de primer orden, el Sr. Sagar- 
minaga, tanto por su saber y talento, como por su en- 
tereza y dignidad de carácter; «y á él, en particular, 
cabe la gloria de haber sabido interpretar fielmente el 
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sentimiento, dignidad y convicción de todos los vizcaí- 
nos; él supo levantarse á lo que deben todos los gran- 
des hombres, como dice un distinguido escritor (1), to- 
dos aquellos que han recibido del cielo una centella de 
genio, y enarboló la gloriosa y salvadora bandera de 
O todo ó nada, que ha sido siempre la misma divisa de 
nuestros padres. O todo 6 nada. Todo con lá verdad, que 
es intransigente por naturaleza; fodo con la justicia, 
que es de suyo inflexible; todo con el derecho, que es 
sacratisimo; nada cediendo y transigiendo con nues- 
tros verdugos; rada buscando acomodamientos, arre- 
glos y transacciones con nuestros enemigos, con men- 
gua de la verdad, en perjuicio del derecho, en daño de 
la justicia y sin honra ni provecho para el País. Non 
possumus, fué la palabra estereotipada en los labios del 
Sr. Sagarminaga; «no podemos intentar siquiera la me- 
nor transacción con el Gobierno que ha labrado nues- 
tra ruina». 

El digno Sr. Sagarminaga, á cuantos, en nombre de 
los pueblos, le consultaban acerca de la conducta que 
debían seguir, les contestaba: «Ya saben ustedes cuál 
fué el acuerdo unánime del País acerca de la Ley de 21 
de Julio. Procedan ustedes con arreglo á su con- 
ciencia.» 

Con un proceder tan consecuente para la fiel obser- 
Vancia del acuerdo de las Juntas de Vizcaya de 4 de 
Octubre de 1876, el Señorio no siguió el ejemplo de 
Guipúzcoa y Alava, y, para hacer cambiar de línea de 
conducta al País, habiéndose tratado de convocar Jun- 
tas generales extraordinarias, el Gobernador de Vizca- 
ya, Sr. Aranda, publicó en el Boletín Oficial una circu- 


(1) Manuel Azcárraga, pág. 1.035 de la Historia de Vizcaya, por 
Iturriza, 
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lar, manifestando que el Gobierno de S. M. había dis- 
puesto «que no habia inconveniente en que se celebra- 
sen, siempre que en la convocatoria se haga constar 
que el objeto de ellas será discutir y buscar los medios 
de cumplir y ejecutar la Ley de 21 de Julio de 1876, au- 
torizando á las actuales Diputaciones ó Comisionados 
que nombren al efecto para tratar y resolver con el Gro- 
bierno acerca del modo de llevar á debido cumplimien- 
to dicha Ley y con prohibición absoluta de ocuparse de 
cualquier otro asunto en que, directa ó indirectamente, 
se pretendiese ventilar si es ó no obligatoria dicha Ley 
para las provincias». 

Entonces fué cuando, dentro de la Diputación viz- 
calna, sonó, por vez primera, la palabra conveniencia, 
que fué el motivo de división y discordias. Hasta en- 
tonces todos habían marchado unánimes y conformes, 
pero la reunión de las Juntas extraordinarias dió mo- 
tivo á empeñados debates, entre unos que creían que 
ese era el medio de obtener aplazamientos y ventajas, 
como las que se habian prometido á los Alaveses y 
Guipuzcoanos, y otros que entendian que la reunión 
implicaba acceder á los deseos del Grobierno y contra: 
riar el acuerdo de las Juntas generales. 

En el seno del Regimiento, el acuerdo negativo, 
tomado por 16 votos contra 13 (1), fué medida previso- 
ra que el tiempo no tardó en aclarar, destruyendo el 
sofisma de que debía dejarse al pais resolver por si 
propio el gravísimo asunto pendiente, como se hizo en 
Alava y Guipúzcoa, pues que no podía resolver com- 
petentemente resolviendo sin libertad. 

Si la voluntad del Pais hubiera asentido á lo que se 
le pedía, que era la ejecución de la Ley con el concur- 


(1) Memorias de Vizcaya, por D. Fidel de Sagarminaga. Pág. 245. 
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so de las Corporaciones forales, no hubiera conseguido 
más que agravar su estado, haciéndose responsable de 
su propia ruina. 

En cuanto al Sr. Quesada, General en Jefe del Ejér- 
cito del Norte, se le comunicó el resultado de la vota- 
ción, por el cual se acordó que no procedía la convoca- 
ción de nuevas Juntas generales extraordinarias, tele- 
grafió amenazando al Grobernador con pedir para Viz- 
caya la aplicación integra, inmediata y sin contempla- 
ción alguna, Ó sea con todo rigor y en los términos más 
desfavorables, de la Ley de 21 de Julio, si de ahi no 
viene un acuerdo que lo evite. 


Suspensión del régimen foral 


Ante esta amenaza, la Diputación, consecuente siem- 
pre en su conducta de no cooperar á la ejecución de la 
Ley, y no queriendo que por ella resultase el país cas- 
tigado, acudió al Trono en respetuosa súplica, pero la 
instancia no llegó á manos del Monarca, porque el se- 
ñor Cánovas decía que se pedian en ella cosas contra- 
rias á las leyes, porque se reclamaba la derogación de 
la abolitoria de los fueros. 

En vista de lo infructuoso de sus gestiones——dice el 
Sr. Angulo (1) —y una vez intentados todos los medios 
decorosos sin resultados y bajo el imperio de la fuerza, 
para salvar su honra y los derechos del País la Dipu- 
tación decide retirarse, y para ello se reúne, y se con- 
vino por unanimidad en la Junta permanente, como 
afirma Trueba, que la Diputación no podía «continuar 
funcionando digna y libremente, y por tanto acordó 


(0) La abolición de los Fueros. Pág. 140. 
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que una Comisión de su seno, nombrada por la Dipu- 
tación general, pasase en el acto á poner en conoci- 
miento del Sr. Corregidor el acuerdo que se acababa 
de tomar, para que se sirviese proceder á lo que cre- 
yese más oportuno, declarando el Sr. Presidente que 
desde aquel momento quedaban disueltas y dejaban 
de funcionar, tanto la Junta permanente, como la Di- 
putación general.» Al retirarse de sus puestos la no- 
che memorable del 17 de Marzo de 1877, quedó en sus- 
penso el régimen foral. 

'Ocupándose de este hecho, dice el Sr. Azcárraga: 

«Quizás esta diversidad de pareceres y de opinio- 
nes en compañeros suyos de la Diputación, que debie- 
ron proporcionar algunos disgustos al primer Diputado 
foral en ejercicio, pues con su extraordinario talento 
el Sr. Sagarminaga abarcó desde el primer instante 
toda la magnitud del problema foral, y trazó la única 
solución decorosa y salvadora que debia dársele, con- 
tribuyera á que se retirara en la noche del 17 de Marzo 
del año 1877, sin aguardar á que el Sr. Gobernador, ó 
el mismo Marqués de Miravalles, ó algún delegado 
suyo, se hubiesen acercado á él, á arrancarle á viva 
fuerza de la mano el bastón de mande de la provincia, 
acto que, en nuestro concepto, habría coronado su glo- 
ria y sublimado su nombre.» 

Contra los que censuraban esta retirada de la Dipu- 
tación, decia el Sr. Sagarminaga en defensa de su con- 
ducta (1). «Fué el único remedio que cabía, y hubiera 
concluido hasta la posibilidad de su restablecimiento, 
si los mismos vascongados se prestaran, como se Ínt- 
tentó, á coadyuvar al aniquilamiento de sus principios 
seculares, y parece absurdo que se pensase en recu- 


(1) Memorias históricas, página 337. 
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perar nuestras abolidas instituciones por virtud de la 
ley que las deroga.» 

Nació de esa disensión del seno de nuestra Diputa- 
ción general una secta de utilitarios ó afectos á la con- 
veniencia y mayores ventajas del Pais, que la Prensa 
ministerial calificó con el nombre de ¿transigencia, de 
quien, en parte, se sirvió el Sr. Cánovas para el logro 
de sus tenaces empeños. Esa parte de nuestra repre- 
sentación conocida por los transigentes, creyó hace- 
dera una reforma foral fundada en la ley abolitoria de 
los fueros, y «se conformó con los propósitos declara- 
dos del Gobierno de abolir nuestra autonomía, trasfor- 
mándola en régimen administrativo particular, otor- 
gado, mantenido y dependiente de su voluntad.» 

Para reducir á esa parte del Pais, el Sr. Cánovas se 
sirvió de las autorizaciones del art. 4.” de la Ley del 76 
como medio para la ofrecida reforma de la autonomía 
vascongada con una ley que la mataba; y lo único po- 
sible y hacedero dentro de dicha ley, era la sustitu- 
ción de la autonomía por un sistema más ó menos des- 
centralizador. 


Comisión de señores Jueces 


Como Vizcaya quedó sin las autoridades forales, el 
Corregidor político, ó Gobernador, sustituyó á la Dipu- 
tación general foral con una Comisión compuesta de 
los Sres. Jueces de Bilbao, Durango y Valmaseda, que 
ya entendían en lo relativo al reemplazo del Ejército, y 
el día 29 de Marzo les dió posesión del cargo que les 
había conferido. 

La Comisión de Sres, Jueces acordó, el 2 de Abril 
de 1877, convocar á Juntas generales extraordinarias 
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para el 18 del mismo mes, á fin de tratar de la creación 
de la Diputación, Regimiento general y Comisión per- 
manente de fueros y de asuntos conexionados con las 
disposiciones de la Ley de 21 de Julio de 1876. Concu- 
rrieron representantes de todos los pueblos del Seño- 
río para esas Juntas, y el General en Jefe del Ejército 
del Norte, vista la imposibilidad de llegar á un acuer- 
do, dió orden para disolverlas, sin que dictaminaran 
siquiera sobre el objeto de la convocatoria. 


Disposiciones legales posteriores 


En 5 de Mayo publicóse un Real decreto, expresión 
de odio y animadversión hacia Vizcaya, que con su 
conducta altiva rechazó las impolíticas disposiciones 
de la Ley de 1876, para cuyo cumplimiento se dió 
este nuevo decreto más radical que ella, por ser nive- 
lador é igualitario, cuando aquella Ley aparece sólo 
como reformista, mandando que el gobierno y adminis- 
tración de la provincia de Vizcaya se ajustase á las 
leyes generales de la Nación, y establecía en ella las 
contribuciones, rentas é impuestos como en las demás 
de la Monarquía. 

En el artículo 2.” de este Real decreto se autoriza al 
Ministro de la Gobernación para que provea á la susti- 
tución ó nombramiento de la Diputación provincial, 
ínterin no pueda elegirla el País como en el resto de la 
Península, y el Ministro, de Real orden, designó las 
personas que habían de formar la Diputación provin- 
cial interina. Los designados dudaron largo tiempo si 
aceptarian ó no esos cargos; pero después de consultar 
con personas respetables por el carácter de que se 
hallaban investidas, atendiendo á la felicidad de Viz- 
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caya y dispuestos á defender sus derechos, se resol- 
vieron, al fin, á aceptar sus cargos, sincerándose antes, 
explicando su actitud y definiendo su conducta, en un 
manifiesto que dirigieron al País. 

El 13 de Noviembre de 1877, dictóse otro decreto 
fijando las cantidades con que respectivamente debian 
contribuir al Estado las provincias de Alava, Vizcaya 
y Guipúzcoa por razón de la contribución de inmuebles, 
cultivo y ganaderia, computándose como parte de la 
misma lo que hayan satisfecho desde 1.” de Julio últi- 
mo por la contribución de pan para el Ejército, que 
dejará de percibirse en cuanto ingrese el cupo del 
primer trimestre de la contribución de inmuebles, y 
será también computable todo lo que desde 1.* de Julio 
último hayan satisfecho y satisfagan por obligaciones 
de culto y clero, las cuales corresponderán en adelante 
al Estado. 

Las Diputaciones, dentro del plazo de treinta días, 
propondrán, por escrito ó por medio de comisionados, 
a la Presidencia del Consejo de Ministros, la forma que 
estimen más en armonía con las circunstancias del País 
para realizar la contribución de que se trata (art. 4.”, 
cuyas propuestas serán aprobadas ó modificadas por 
el (zobierno (art. 5.”); y antes de establecerse las de- 
más contribuciones, impuestos ó rentas no planteadas 
ó sus equivalentes, el Gobierno oirá de nuevo y por 
separado á las Diputaciones, á fin de resolver sus re- 
clamaciones convenientemente, y procurando, si es po- 
sible, que lo sean de común acuerdo. (Art. 10). 

Flabla también de las exenciones de las poblaciones 
liberales y de la formación del padrón industrial por 
las Administraciones de Hacienda, para plantear lue- 
go la contribución de comercio é industrial. (Artícu- 
los 7, 3 vo, 
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Como se ve, este decreto era complemento del de 5 
de Mayo, y vino á abolir el régimen foral en Alava y 
Guipúzcoa, que aún subsistía, deshaciendo sus hala- 
gúeñas esperanzas, pues venía á hacer imposible su 
continuación, obligando á aquelláas Diputaciones, en 
tan duro trance, á abandonar sus puestos, como lo hizo 
anteriormente la de Vizcaya, según lo efectuaron, para 
no faltar á los acuerdos de la Juntas generales, siendo 
sustituidas por las Diputaciones provinciales nombra- 
das por el Gobierno. 

El 21 de Noviembre terminó el régimen foral en 
Alava, y en Guipúzcoa tuvo que cesar al poco tiempo 
su Diputación foral. 

Las nuevas Diputaciones de Real orden, que no te- 
nian los compromisos nui la significación que las forales, 
pudieron entrar en negociaciones con el Gobierno para 
lograr cierto ensanche en las facultades administrativas 
que habían de ejercer las Corporaciones provinciales 
del territorio vascongado, mediante el encabezamiento 
de las contribuciones, cuya aplicación directamente por 
el Grobierno podía originar mayores trastornos. 

Estas negociaciones se entablaron, y de ellas nació 
el primer Concierto económico y el régimen especial que 
vamos á estudiar. 

La primera en entablar estas reclamaciones fué la Di- 
putación interina de Vizcaya, á la que se unieron luego 
Alava y Guipúzcoa. Aprobados por las Cortes los pre- 
supuestos del Estado para el año de 1877-1878, llama- 
ron la atención de aquella Corporación, por lo exagera- 
das, las cuotas señaladas á Vizcaya por contribución 
de inmuebles, cultivo y ganadería. Con el fin de que se 
redujeran á los justos límites que los buenos principios 
de administración reclaman, nombró una Comisión de 
su seno que, acercándose al Gobierno de S. M.,, le ex- 


pusiera las razones en que fundaba su reclamación, la 
cual manifestó al Presidente del Consejo de Ministros 
que su misión era suavizar las asperezas inherentes al 
planteamiento de la Ley de 21 de Julio de 1876, y que, 
al efecto, consideraba de alta conveniencia política el 
que no se hiciera uso de las exenciones que la misma 
establece en favor del partido liberal vizcaino, autori" 
zando, al propio tiempo, á la Corporación para hacer 
efectivas, con sus propios recursos, las cantidades que 
por todos conceptos se exigieran á la Provincia, sin te- 
ner, por consecuencia, que acudir á derramas ó exac- 
ciones que vinieran á perturbar su marcha administra- 
tiva y á agobiar más las exhaustas arcas municipales. 
Mucho tuvo que luchar la Comisión para ver realiza- 
das, en parte, sus legítimas aspiraciones, en cuya con- 
secución tomaron parte importante los Diputados y 
Senadores del país, quedando conformes con el señor 
Cánovas en las cifras que habian de pagar las Provin- 
cias, según aparecería en un Real decreto que el Go- 
bierno quedó en publicar, y que al fin apareció en la 
Gaceta del 28 de Febrero de 1878. 

Antes de este Decreto para el planteamiento de la 
Ley de 21 de Julio de 1876, y haciendo uso de la auto- 
rización concedida al Gobierno para aplicar en las Pro- 
vincias vascongadas las leyes generales con las refor- 
mas que considere convenientes, dictóse por la Presi- 
dencia del Consejo de Ministros la Real orden de 12 
de Diciembre de 1877, en la que se reconoce la nece- 
sidad de revestir de atribuciones especiales á las Dipu- 
taciones y Municipios vascos, cercenando las que son 
propias de los Gobernadores en otras Provincias, aten- 
diendo á la antigua organización de dichas Corporacio- 
nes y á las necesidades á que deben acudir para llenar 
su cometido. 


—37= 

Dicha Real orden disponía, en sus resoluciones 1.* 
y 2.*, que para la creación y establecimiento de arbi- 
trios en los pueblos de esta Provincia, se estará á lo 
que ordene la Diputación, previa aprobación del Go- 
bernador, el cual podrá consultar al Gobierno, en los 
casos que ofrezcan duda, y que en la fecha que deter- 
mina el art. 150 de la ley Municipal, se remitan al Gro- 
bernador los presupuestos, para el solo efecto de que 
vea si se consignan en el de gastos todas las partidas 
obligatorias, y en el de ingresos las que hayan obte- 
nido la aprobación de que se ha hecho mérito. 

Esta soberana disposición es la raiz y primera fuente 
de las atribuciones especiales que disfrutan las Dipu- 
taciones Provinciales del territorio euskalduna, durante 
el tiempo que llevan en vigor los Conciertos económi- 
cos, según veremos en los capitulos sucesivos. 


[OS CONCIERTOS ECONÓMICOS 


CAPÍTULO 11 


Concepto de los Conciertos económicos.—Sus precedentes.—Memoria 
relativa á las opiniones sobre el Concierto económico: Examen de 
las diversas opiniones acerca del Concierto económico.— Opiniones 
particulares acerca de los Conciertos.— Nuestra opinión. 


Concepto de los Conciertos económicos 


Según el Diccionario de la lengua, concierto equivale 
á ajuste, convento; y según el Diccionario Enciclopédico, 
es lo mismo que «reunión de dos voluntades acerca de 
un mismo asunto»; es, por lo mismo, su significado aná- 
logo á contrato ó convenio, y el adjetivo económico vie- 
ne á añadir una nota distintiva, por la que el fin del 
contrato se circunscribe ó limita á la aplicación de me- 
dios materiales de las entidades contratantes, para el 
cumplimiento de sus fines propios. 

Asi es que son los Conciertos económicos otorgados 
entre el Gobierno de la Nación española y las Provin- 
cias vascongadas, contratos válidamente estipulados, 
entre los representantes respectivos, para regular el 
modo y forma de satisfacer á aquél las contribuciones 
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que, por virtud de la Ley de 21 de Julio de 1876, pu- 
dieran corresponder al País vascongado, confiriendo, 
al propio tiempo, á:sus Diputaciones las facultades ne- 
cesarias para llenar el fin propio y el especial objeto 
pactado. 

Son, como se dice en lenguaje moderno, verdaderos 
modus vivendi, O arreglo provisional y transitorio de la 
parte económica de las Provincias vascas en sus rela- 
ciones con el poder del Estado. 

Con ellos finaliza la decadencia de la vida autónoma 
del País, se inaugura el periodo transitorio, sirviendo 
como anillo de tránsito que une una edad que termina 
y Otra que comienza, la autonomia perdida con la rei- 
vindicación de las instituciones libres y propias del 
País, que con el tiempo recobrará, y, finalmente, ellos 
dan principio á esa serie de disposiciones, de ese cúmu- 
lo de Reales decretos y Reales órdenes que tienen en 
continuo vaivén las facultades administrativas y econó- 
micas de las Diputaciones Provinciales de Vasconia, 
cuyo embarazoso estudio nos proponemos realizar. 


Sus precedentes 


Si se buscan precedentes á los Conciertos económi- 
cos, no dejan de encontrarse, aun dentro de la vida 
autónoma de las Provincias euskaras. En realidad, la 
antigua concordia de los Estipulados, pactada en 1727, 
aprobada más tarde en la antigua Junta general de 13 
de Diciembre de 1828 y sancionada por Real cédula 
de 24 de Marzo de 1829, era muy semejante á los ac- 
tuales Conciertos económicos. Este pacto, cuyo fin era 
conservar la antigua libertad comercial que disfrutaban 
las tres Provincias, reconocía el libre tráfico con el ex- 
tranjero y la libre introducción y comercio, para los 
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naturales, del tabaco y demás géneros hasta entonces 
usados, evitando, al propio tiempo, el establecimiento 
de las Aduanas y Justicias extrañas, á pretexto de im- 
pedir la introducción de tabaco. 

Desaparecieron los Estipulados por la tiránica dis- 
posición del General Espartero, que desde Vitoria or- 
denó, en 1841, que las Aduanas de Vizcaya y sus Pro- 
vincias hermanas se trasladaran desde las fronteras 
con Castilla á los puertos. Sin embargo de esa dispo- 
sición, salvóse, por olvido más que por otra cosa, el 
tabaco, cuyo tráfico libre continúa hasta que la Ley 
abolitoria de 1876 dió término á este resto de la pasada 
libertad mercantil. 

Muy análogos á los Conciertos fueron, también, los 
proyectos de Bravo Murillo en 1846, que ya dejamos 
estudiados (1), entre los que figuraba el pensamiento 
de exigir como tributación á las Provincias cierta can- 
tidad, cuyo pago podrian realizar las mismas por en- 
cabezamiento general, fijando alzadamente el cupo de 
dos millones de reales. Pero el motivo legal que dió 
margen al primer Concierto y al régimen administra- 
tivo especial de las Provincias fué la ley de 21 de Julio 
de 1876, que, al derogar las antiguas instituciones que 
no habian desaparecido en el presente siglo, y al im- 
poner á los naturales la obligación del servicio militar 
y la de satisfacer las contribuciones, rentas é impues- 
tos que se consignasen en los presupuestos generales 
del Estado, sentó las bases de la nueva organización 
que el Gobierno, en uso de las facultades extraordina- 
rias por la misma ley concedidas, habia de establecer, 
de acuerdo con las Diputaciones de las tres Provincias 
vascongadas. 


(1) En la obra La Autonomía Vascongada. 
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Memoria relativa á las opiniones sobre el Concierto 
económico 


Por el caráter doctrinal que tiene, vamos á reprodu- 
cir la Memoria que leimos en la sesión pública cele- 
brada en la Academia de Derecho y demás Ciencias 
Sociales, de Bilbao, el dia 2 de Marzo de 1905: 


SEÑORES ACADÉMICOS: 


Al inaugurar hoy esta docta Corporación la serie de 
conferencias que se propone dar sobre el tema 21 Con- 
cierto económico, de tanta importancia, actualidad y tras- 
cendencia para el noble Solar vascongado, acredita la 
atención y patriotismo con que examina los problemas 
jurídicos palpitantes y lo que al Pais afecta. 

Por elección tan acertada del tema presente felicito 
cordialmente á todos los aquí reunidos. 

Al ser invitado yo, el más indigno de todos, á comen- 
Zar este estudio, pensé por el primer momento rehusar 
tan honrosa distinción: pero reflexionando luego en la 
atención que se me dispensaba, y con que todos, en la 
medida de muestras fuerzas, debemos coadyuvar al bien 
de la Patria, al de su ilustración y cultura, con deci- 
sión y entusiasmo acepté la dificil tarea de dar esta 
Conferencia; con la misma decisión y entusiasmo tortu- 
ré mi mente para elegir, entre los múltiples aspectos 
en que puede ser estudiado 42 Concierto econóntico, Uno 
que, sin ser impropio del carácter de la Academia, el 
fruto de su examen representara una labor de autori- 
dad y valia que las Diputaciones vascongadas pudieran 
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sumar á su importante obra preparatoria del futuro 
Concierto económico. 

Con esé fin tendí mi pensamiento hacia un asunto 
que proporcionase ancha base á la discusión académi- 
ca; que permitiera examinar á la luz de los principios 
político-administrativos y forales el tema del Concierto 
económico; y que á la vez consintiera investigar los ex- 
tremos que deben debatirse al estipular el nuevo Con- 
cierto económico con el poder central el día que expi- 
re el vigente. No hallé otro que reuniera esa triple ven- 
taja mejor que el Examen de las diversas opiniones acer- 
ca del Concierto económico, su extensión, duración y base 
para estipularle. 

Aqui tenéis, Señores, el asunto que me ha de ocupar 
esta noche; sobre él expondré breves, sencillas y mal 
hilvanadas consideraciones; vuestra generosa atención 
sabrá dispensar mis deficiencias y, sin más preámbulo, 
comienzo el trabajo. 


Examen de las opiniones sobre el Concierto económico 


Antes que la ciencia proclamase principio doctrinal 
el Concierto económico, como vínculo tributario de 
unión de las provincias con el Estado nacional, la idea 
del Concierto económico surge en la práctica, nace en 
el derecho, por obra de la política aplicada al régimen 
administrativo de las Provincias Vascongadas; como 
transacción entre su antiguo sistema foral y el aplica- 
ble en las demás del Reino; como una solución inter- 
media entre los que pedían la abolición total y comple- 
ta de todo lo especial existente y aquellos otros que 
clamaban por su total conservación en concepto de sis- 


tema de gobierno encarnado en las costumbres y supe- 
rior al que trataba de introducirse. 
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Y ocurrió entonces una cosa rara: que esa solución 
intermedia, esa nueva fórmula, se enuncia y realiza por 
los mismos enemigos del País, por aquellos que á todo 
trance querían nivelarle al resto de la Nación acabando 
con sus antiguas exenciones, denominadas privilegios; 
y esos gobernantes hablaron y trataron de la necesidad 
de respetar algo de los fueros, de ese espíritu adminis- 
trativo de estas provincias en que siempre han sido su- 
periorés á otras de la Nación; espíritu que, lejos de des- 
truirlo, era de necesidad extenderlo, por medio del pro- 
greso, de la instrucción y de las costumbres, á todas las 
demás Provincias. 

Con ocasión de explicar el alcance del Proyecto de 
ley para que las provincias de Vizcaya, Guipuzcoa y 
Álava contribuyan con arreglo á la Constitución del 
Estado á los gastos de la Nación y al servicio de las 
armas, decía un politico, D. Antonio Mena y Zorrilla, 
individuo de la Comisión parlamentaria, que dictaminó 
en sentido favorable á aquel proyecto: «Es un hecho 
con que hay que contar y de que no es lícito prescin- 
dir el amor entrañable con que esas Provincias viven 
bajo sus fueros, con que se sienta el vizcaino bajo la 
sombra del Arbol de Guernica; por eso no deseo yo que 
ese árbol se arranque ni se seque; viva largos siglos y 
derrame su sombra bienhechora por aquellas provin- 
cias. Indudablemente hay que respetar en los fueros lo 
que sea digno de respeto; pero hay que modificar en los 
fueros todo lo que sea menester para conciliar el bie- 
nestar de aquellas provincias con el bienestar de las 
demás de la Monarquia.» 

El mismo Cánovas del Castillo, tratando de lo que se 
reservaba á estas provincias, al defender el referido 
proyecto, se expresaba en estos términos: «Lo único 
que aqui se reserva es aquello que sin dañar los inte- 


— 44 — 
reses generales del País, aquello que sin contrariar las 
obligaciones que á todos los españoles les imponen los 
preceptos constitucionales, pueda mantener en aque- 
llas provincias el espiritu administrativo, en que indu- 
dablemente han sido superiores hasta ahora á otras de 
la Nación; espíritu que es de deplorar que en otras mu- 
chas no exista y que después de todo sería, á mi jui- 
cio, absurdo destruir cuando es y debe ser aspiración 
de todos nosotros, por medio del progreso, por medio 
de la instrucción, por medio de las costumbres, irlo lle- 
vando y aplicando á todas las demás Provincias, sin 
distinción, de la Nación española. Tener un ideal en la 
mente, perseguirle, como aquí se acaba de perseguir 
por todos, cualesquiera que sean nuestras opiniones so- 
bre las circunstancias, aproximarse una parte de terri- 
torio á este ideal y destruirlo alli para tener el gusto 
de crearlo luego, francamente, me parecería á mi un 
absurdo administrativo y económico.» (Sesión de 12 de 
Julio de 1876, Diario número 107, página 2.985). 

En otro discurso, insistiendo más en la defensa del 
proyecto, el propio Sr, Cánovas, después de hacer no- 
tar las diferencias que existian entre las disposiciones 
que reglan en la provincia de Navarra y otras del Rei- 
no, decía: «¿Pues qué motivo hay para que ahora no se 
consientan diferencias semejantes entre las condiciones 
administrativas de unas Provincias y otras Provincias? 
¿Es que á Navarra, á más de igualarse á la cuantía del 
impuesto con otras Provincias, se le quiere quitar el to- 
tal de su régimen administrativo? pues de eso en ver- 
dad no he oido yo hasta ahora decir á nadie nada. ¿Es 
que ha de quedar Navarra como una sola excepción, en 
esta materia, con cierto particularisimo administrativo? 
Pues esto es imposible»; agregando después: «Pero en 
cuanto á la descentralización puramente administrativa, 
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yo no he tenido nunca más que una sola opinión; yo 
no he tenido nunca más que un sólo sentimiento; y es, 
el dolor de ver la legislación francesa pesaudo, como 
ha pesado sobre este Pals y quitándonos, como nos ha 
quitado de esa manera, una escuela de administración, 
una escuela de libertad y grandes medios, que hoy mis- 
mo se aprovecharian para el establecimiento definitivo 
del régimen constitucional. 

«Donde quiera que haya españoles que de una manera 
clara demuestren que saben administrar sus propios in- 
tereses, como esa demostración no sea hija del interés 
del partido, como esa demostración sea hija de los he- 
chos, yo aunque inturrumpa la uniformidad administra- 
tiva de mi país, no trataré de destruir esa descentrali- 
zación provechosa. Bien conozco la dificultad de exten- 
der esta reforma á todo el País, cuando se trata de pro- 
vincias niveladas ya, y por lo mismo no pesaré sobre 
el Gobierno para que la realice inmediatamente, pero 
cuando hay provincias donde la descentralización ad- 
ministrativa existe, y cuando según dije el otro día debe 
ser este el ideal del Gobierno, ¿exige la lógica que lo 
destruyamos, á fin de tener que restablecerlo por un 
Real decreto mañana? Esto no puede ser.» (Diario de 
Sesiones, número 111, sesión de 17 de Julio de 1876, pá- 
gina 3.103). 

Conocida la opinión fundamental del Sr. Cánovas 
acerca del Concierto económico, pasaremos á estudiar 
otras 


Opiniones particulares acerca de los conciertos 


En dos categorías, ó de dos clases mejor dicho, son 
las opiniones emitidas hasta el día acerca del Concierto 
económico, como método administrativo de gobernarse 
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unas provincias y de relacionarse con el resto de la 
Nación. Una de esas categorías, llamada de opiniones 
particulares, se subdivide en otras dos: una, la de aque- 
llos que discuten los Conciertos económicos en el terre- 
no de los principios políticos generales; y, la otra, la de 
aquellos otros que discuten los Conciertos ante los prin- 
cipios forales esenciales del territorio vascongado. La 
otra categoría es la de opiniones oficiales. 

En la primera subclase de opiniones particulares in- 
cluímos las de los Sres Sanz y Escartín, Azcárate, Sil- 
vela y Sánchez de Toca, expuestas en las sesiones or- 
dinarias de la Real Academia de ciencias Morales y. 
Politicas al discutirse el tema del Regionalismo, el 
año 1899. 

En la segunda comprendemos otras cuatro diferen- 
tes consignadas en un periódico semanal del territorio 
vascongado. 

El Sr. Sanz y Escartín decía: «En principio es indu- 
dable que es mejor forma de ordenación de la Admi- 
nistración pública, la que concede iguales medios de 
acción á las diferentes partes de un País. Pero en la 
práctica, sería seguramente peligroso dar inmediata- 
mente iguales facultades á todas las regiones. Esindu- 
dable que abandonando en general á la Diputacion cier- 
tos servicios sería anularlos en un país donde los ser- 
vicios más esenciales de la beneficencia se postergan, 
produciéndose verdaderos actos de inhumanidad. Así 
cuando se otorgó á las Diputaciones el fomento de las 
Carreteras, muchas quedaron abandonadas » 

El mismo Sanz y Escartín, decía acerca del Concier- 
to económico: «Lo que se refiere á la gestión de los in- 
tereses de la hacienda del Estado en el supuesto regio- 
nalista, y á como deben contribuir las comarcas á los 
gastos generales, es una de las materias más delicadas: 
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no conozco lo suficiente estos puntos concretos de la 
Administración, pero creo que podría aceptarse el con- 
cepto de Concierto en determinadas condiciones. La 
idea de convenio económico parece que niega las facultades 
más esenciales de la soberanía, y así sucedería si tal convento 
coartara el derecho del Estado de crear nuevos impues- 
tos. No debe, por tanto, el Concierto destruir el princi- 
pio de la igualdad de los espeñoles ante las cargas ge- 
nerales del Estado; por eso quizás pudiera establecerse 
como base que, cuando las regiones no vengan á Con- 
cierto, ¿pso facto rija la regla general. «Una de las cau- 
sas que justifican el intento de reforma en nuestra 
Administración es la impotencia de los actuales orga- 
nismos provinciales, demasiado dependientes de la po- 
lítica y dominados por el espiritu de bandería; conse- 
cuencia en gran parte de la centralización de los inte- 
reses en manos del Gobierno general. 

«Así los Municipios se alzan de los acuerdos de las 
Diputaciones; éstas no obran en justicia y amparan á 
sus paniaguados, produciendo todo ello un estado de 
descontento y de excepticismo más grave aún que el 
riesgo, quizá infundando, de que se avive el rescolto de 
históricos antagonismos. 

«Dije también el día pasado que el concepto del Con- 
cierto económico era materia muy delicada, y que tal 
vez, en tesis general podía resolverse por medio del princi- 
pio de que la disposición general ha de ser aplicable, siempre 
que no vengan á Concierto los organismos provinciales 
ó regionales.» 

Contestando á las afirmaciones precedentes decia el 
Sr. Azcárate: «Por último, respecto del Concierto eco- 
nómico; sabe el Sr. Sanz y Escartín que me parecería 
conveniente volver al principio de la Constitución del 
año de 1812, Se puede aplicar el Concierto á unas re- 
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giones como se aplica ya á otras y puede alcanzar el 
Concierto algunas contribuciones, no á todas, Lo que sí 
creo es que, mientras impere el régimen actual, ó para 
los impuestos que corran á cargo del Estado, éste debe 
administrarlos por sí, sin mezclar en el asunto á las 
Provincias y á los Municipios. 

«Puede suceder que no sea posible, por motivos eco- 
nómicos, prescindir de esta mezcla de funciones, pues 
el perfecto deslinde llevaría consigo la necesidad de 
multiplicar los cargos públicos. Por eso, partiendo de 
que es inevitable esa confusión de funciones, creo que 
asi como hay que reconocer la autonomia local en las 
funciones propias de las regiones y de los municipios, 
hay que admitir la inspección en aquellas que ejercen 
por delegación de él.» 

Tratando del mismo asunto del Regionalismo el se- 
ñor Silvela al ocuparse de la situación de las Provincias 
vascongadas decía: «Pensar en restaurar instituciones 
muertas, es un absurdo; atacar ideas vivas, es una te- 
meridad. El respeto, por lo tanto, á lo que son las vigen- 
tes costumbres, las verdaderas energías, el dar elemen- 
tos y medios de que esas energías se traduzcan en he- 
chos prácticos, es, á mi juicio, la política que en este 
particular debe seguirse. 

«Asi pues, en lo que se refiere á las Provincias vas: 
congadas, la consagración de su régimen actual, respe- 
tando sus derechos y facultades y con amplitud para 
las funciones para que son aptos, debe ser el sentido de 
nuestro régimen local y provincial. 

«Las leyes civiles, en lo que se refieren 4 institucio: 
nes jurídicas, deben cuidadosamente respetarse, procu- 
rando que esas leyes reciban también en esas provin- 
cias, como ellas mismas desean, la forma moderna que 
haga práctica la vida de esas instituciones, y que encon- 
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trándonos frente al problema de dar una mayor estabili- 
dad, la existencia de esas instituciones debe ser obje- 
tivo de nuestros legisladores, siendo compatible que 
esas instituciones vivan con arreglo á las fórmulas mo- 
dernas de nuestro Código civil, y que se deben llevar 
á efecto sus apéndices, sin temor á que causen estado 
esas diferencias, que, después de todo, es preferible 
que se mantengan. Es esto tanto más necesario, cuan- 
to que no hay en la nacionalidad española central, di- 
gámoslo así, ninguno de esos ideales que, por ejem- 
plo, en Francia, pudieron en cierto modo hacer posible 
que la Revolución hiciera tabla rasa de costumbres, 
leyes, etc., animada de aquel espiritu que era una 
gran realidad. Creo yo que se cometió un error al ce- 
der á aquel entusiasmo por la unidad y por las ideas 
nuevas; pero por muy enemigo que de aquel movi- 
miento sea, no se puede negar que era un ideal extra- 
ordinario que movía todas las almas en Europa en- 
tera, y se concibe que á su calor, á su locura, si se 
quiere, se fundieran las diferencias. Pero ¿qué tenemos 
nosotros que á esto se parezca, si nos encontramos con 
una gran penuria de ideas? ¡Si no tenemos aqui con qué 
reemplazar todo lo que pedimos que nos entreguen! Lo 
que haríamos sería matarlas, y en tal caso producimos 
la disgregación y la muerte, cuyos efectos estamos sin- 
tiendo. Si todavía tuviéramos aquí aquellas ideas de la 
Revolución francesa; si tuviéramos un hombre de gran 
prestigio que representara la idea de la gloria, podría- 
mos intentarlo, pero cuando hemos vuelto al siglo XV 
¿cómo hemos de atentar á nada que represente espíri- 
tu regional sentido? 

»Creo, pues, que la situación de España es muy ex- 
cepcional, y que las más vulgar prudencia aconseja un 
gran respeto á las energías regionales, cuando tan esca- 
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sos estamos de todo linaje de energías. Claro que no ha 
de aplicarse esto á regiones, como Galicia, en que aquel 
movimiento no debe tomarse en consideración y que 
ninguna fuerza tiene en si, estando sólo en ellas mante- 
nido el espíritu á que hacemos referencia por elemen- 
tos intelectuales que de este modo buscan notoriedad. 
»No es lo mismo cuando se trata de regiones como 
Navarra, Cataluña y las Vascongadas, en que existen 
energías indudables; ¿cómo no se han de aprovechar 
éstas y se han de combatir cuando no tenemos con qué 
sustituirlas? En tal sentido, pues, el problema regional 
requiere hoy grande y meditada consideración por par- 
te de los gobiernos centrales en España, donde el res- 
peto á lo que son instituciones y leyes se impone, sien- 
do de interés el dar á esas instituciones medios y ele- 
mentos beneficiosos para la marcha del país.» 
Finalmente, el Sr. Sánchez de Toca exponía estas 
ideas: «En cuanto á las Provincias vascongadas, me li- 
mitaré á indicar que en la ocasión de las modificaciones 
que se hicieran después de la Restauración en las rela- 
ciones de aquellas tres Provincias con el poder central, 
hubiera sido más conveniente, á mi juicio, que, en vez 
de aplicar á su régimen administrativo el criterio uni- 
tario de nuestras leyes municipal y provincial, con sus 
rigorismos de un mismo molde para todas las situacio- 
nes de provincias y municipios, se hubiera dejado á los 
organismos locales la variedad de sus existencias sobre 
la base de su manera de ser histórica, que allí perma- 
necía viva, y respetando sobre todo la libertad orgá- 
nica de sus municipios, que era la característica prime- 
ra de su régimen especial. A cambio de estos respetos 
á los organismos administrativos vivos en aquella re- 
gión, y que nacidos de la identificación secular de la 
raza con el suelo, daban en aquel territorio resultados 
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de excelente administración, por propio gobierno, muy 
superiores á los de los mecanismos municipales de las 
leyes de la uniformidad centralizadora y simétrica; á 
cambio de estos respetos, digo, debieron, á la inversa 
en el orden tributario relacionado con la suprema uni- 
dad de la Patria, haberse puesto maydres miramientos, 
á fin de que con el régimen especial de los Conciertos 
para la vida económica no se corriera el peligro de 
crear insensiblemente con carácter permanente situa: 
ciones y estados de derecho sobre supuestos de leyes 
paccionadas en detrimento de las funciones de unidad 
esenciales á la soberanía del Estado » 

De otro lado tenemos la segunda categoría de opinio- 
nes expuestas por quienes toman parte activa en la lu- 
cha politica local, así como las consignadas más arriba 
las profesan hombres que han figurado y figuran en la 
política española. 

En un semanario (1) que ve la luz en Bilbao, corres- 
pondiente al 14 de Octubre de 1900, se escribia: «Mucho 
se ha hablado de la conveniencia para el país vasco de 
la existencia de los Conciertos económicos, y como en 
todas las cosas, las opiniones han sido distintas: algu- 
nos creen que estos Conciertos resultan perjudicales, 
porque con ellos se amortigua el espíritu del país en lo 
referente al amor y cariño de sus antiguas leyes, y que 
es preferible que en lo referente á la tributación nos 
nivelen también á España, como lo estamos en el or- 
den político. 

»Los que así opinan entienden que con la interven- 
ción directa de la desacreditada administración españo- 
la en nuestro país, el pueblo abrirá los ojos y verá más 
claro de lo que hoy ve, que la única regeneración que 


(1) Euskalduna. 
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tiene es conquistar lo que perdió y á este fin pondrá 
todo su empeño desoyendo esa argumentación que hoy 
se le hace, basada principalmente en estos Conciertos 
económicos. 

»Otros, por el contrario, por causas de distinto orden, 
aplauden los Conciertos económicos y desean á todo 
trance su. continuación. Los que principalmente asi opi- 
nan son los ricos, mejor dicho los explotadores de in- 
dustrias, porque ven en ellos manera de obtener mayo- 
res rendimientos, pero olvidándose siempre del carác- 
ter político de nuestro pais, del que nada les importa. 
Estos individuos se mueven siempre en el mismo am- 
biente, que, como es sabido, se encuentra como sobre- 
saturado de particulas metálicas; fuera de él la vida les 
es imposible y su criterio tiene que resultar en extre- 
mo egoista, y por consiguiente antipático á la masa del 
país, que prefiere respirar atmósfera más pura, y por 
efecto de su oxigeno, el concepto de sus juicios es más 
universal. 

»Existen otros que defienden los Conciertos econó- 
micos por aquello de del agua perdida la mitad cogida, y 
lo hacen con la mejor buena fe del mundo; sus ideas se 
hallan desprovistas del refinado egoismo de los indus- 
triales. 

»Nosotros (son palabras del mismo semanario) ya he- 
mos manifestado nuestra opinión respecto al particular; 
siempre hemos creido que los Conciertos económicos 
resultan lo que vulgarmente se dice música celestial, 
y que siempre su instrumentación suele desafinar tanto, 
que con frecuencia hiere los oídos de los buenos vas- 
congados, y que el único fin que con ello se persigue 
es el de entretener por algunos años á este desgraciado 


País y á la postre quitarle toda la música como artícu- 
lo de lujo. 
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»Con estas ideas nadie puede defender los Concier- 
tos económicos como beneficiosos al Pais; resultan 
nada más como una dedada de miel para desarrollar 
mejor sus planes nuestros enemigos. 

» Ved si no lo que ha acontecido desde el primer Con- 
cierto celebrado; en aquel tiempo todas fueron conce- 
siones: parecía no nos ibamos á resentir nada en nues- 
tra vida especial; vino el segundo Concierto y ya esta 
vez su exterisión es mermada considerablemente; llega 
el momento de crear nuevas tributaciones, y se estre- 
chan más los límites de la pretendida autonomia; vie- 
nen nuevas ocasiones como las presentes, y ya se apun- 
ta la idea de intervención directa del Gobierno. 

» Vivir de esta manera no es vivir con el decoro que 
en Otros tiempos viviamos; es vivir de prestado y por 
poco tiempo, y un pueblo que aprecia su historia, cual 
debía ser el nuestro, debe desechar esos mendrugos 
que le arrojan para que se entretenga y mientras los roe 
olvide su verdadera misión, que es la reconquista inte- 
gra de su verdadero pasado. 

»Los Conciertos económicos resultan para nosotros 
perjudiciales entretenimientos, y para el Gobierno feli- 
ces recursos para llegar sin tropiezo serio á nivelarnos 
con arreglo á su legislación.» 

El mismo partido vascongado denominado Naciona- 
lista que ha venido condenando los Conciertos econó- 
micos y llamando falsos patriotas á los partidarios de 
ellos, por considerar que esa concesión de los Grobier- 
nos de España era una migaja que se arrojaba á los pro- 
pietarios é industriales del País, sin que en realidad 
fuese provechoso el Concierto para la generalidad, 
al evolucionar sus miembros y aceptar la nueva fase 
que hoy ostentan, de vascos españolistas, ya han comen- 
zado á preocuparse de lo que antes no figuró, directa 
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ni indirectamente, en su programa, el problema eco- 
nómico. 

Sobre este particular escribía uno de sus órganos (1): 

»Ciertamente que los nacionalistas vaskos al hacer os- 
tensible su política, jamás se ocuparon para nada de tra- 
tar la cuestión económica; el nacionalista más que una 
manifestación de la inteligencia calculadora y reflexiva, 
parecía el riguroso impulso de un corazón apasionado; 
más que un acto de entendimiento parecía una manifes- 
tación de la afectividad. Todo era en ellos un amor en- 
trañable á sus antiguas instituciones, á su lengua, á su 
raza, á sus montes escarpados, á sus valles sombrios, á 
sus usos y costumbres, á su pasada independencia, sin 
preocuparse nunca del vil metal, de la cuestión económica.» 

El mismo partido aceptó el acuerdo electoral de apo- 
yar en las últimas elecciones de Diputados á Cortes al 
actual por el distrito de Bilbao, y bajo el número 6.* del 
apartado B (2) se exigia al candidato que ha de procurar 
cuanto le sea posible para 

»Que el actual Concierto económico, tan pronto como 
sea oportuno, se sustituya por un contrato ó convenio 
entre el Poder central y la Provincia, en virtud del cual 
ésta, por toda tributación, se obligue á entregar anual- 
mente á la Hacienda del Estado una cuota alzada, ha- 
biendo de ser ésta revisable sólo en plazos que no bajen 
de 25 años, y sólo variable conforme al valor de la mo- 
neda.» 

Veamos ahora el Concierto. económico tal como le 
conciben los catalanistas. 

De los diversos sistemas de gobierno, proclamados 
por la ciencia, y de los distintos partidos políticos co- 


(1) Euskalduna del 28 de Septiembre de 1902, 
(2) Euskalduna. Bilbao 5 de Abril de 1903. 
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nocidos en nuestra patria, el Catalanismo, como una de 
las modernas formas del Regionalismo, es el único en 
que se enuncia la existencia de los Conciertos económi- 
cos, en una de sus bases orgánicas. 

Prescindiendo de lo expuesto por sus mantenedores 
en los discursos parlamentarios, del Ateneo de Barce- 
lona y de propaganda, nos haremos cargo de las bases 
concretas acordadas en la Asamblea Catalanista cele- 
brada en la ciudad de Tarrasa el 26 y 27 de Máyo 
de 1900, sobre el segundo de los temas sometidos á su 
deliberación, cuyo texto, relativo al régimen tributario 
de Cataluña, es el siguiente: 


«TEMA I.-—£nterpretación y aclaración de los acuerdos de 
la Asamblea de Balaguer, que se refieren á la forma de 
tributación que se considera que ha de ser más beneficiosa 
para Cataluña mientras no sea autónoma. 


»I.2? 


Los Conciertos económicos han de ser siempre 
para la totalidad de Cataluña, y jamás para una parte 
cualquiera de la tierra catalana. 

»2.* En caso de llevarse á cabo dichos Conciertos, 
habrá de ser sin abdicar nunca del sistema tributario 
definido en los principios generales y bases especiales 
que se aprobaron en la Asamblea de Balaguer. Mien- 
tras no se realicen los trabajos preparatorios para lle- 
var á cabo cambio tan radical, se utilizarán los actua- 
les medios contributivos. 

»3." Ha de ser fundamento de los Conciertos eco- 
nómicos, que Cataluña se encargue del mayor número 
de servicios públicos, con el fin de imponerles el espe- 
Cial carácter de personalidad catalana, y de ponerlos 
en el grado de adelanto y de perfección en que se en- 
cuentran en los pueblos verdaderamente civilizados. 
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»4.4 Las cantidades fijadas como base de los Con- 
ciertos económicos, se ha de procurar que no sean el 
tipo de tributación actual, sino la cantidad que en jus- 
ticia y proporcionalmente á la extensión del territorio 
y densidad de población, con relación al Estado, co- 
rresponda á Cataluña, debiendo deducir, además, las 
cantidades que hayan de ser destinadas á los servicios 
públicos que queden á cargo de nuestro pueblo. 

25.  Habida cuenta de que el Catalanismo no acep- 
ta, en modo alguno, la actual y antinatural división de 
Cataluña en cuatro provincias, mientras no sea posible 
constituir la Diputación catalana única es conveniente 
trabajar para que se forme entre las cuatro Diputacio- 
nes provinciales un pacto ó tederación para recabar 
del poder central el establecimiento de Conciertos eco- 
nómicos, ajustados á los principios más comúnmente 
estatuidos. 

»6. Los Conciertos económicos que no estén ajus- 
tados á los acuerdos de la Asamblea de Balaguer y á 
las declaraciones de esta Asamblea no podrán ser con- 
siderados como aplicación de los principios del Catala- 
nismo, ni podrán ser apoyados explícitamente por las 
entidades adheridas á /' nió, porque se ha de consi- 
derar que vulneran el espíritu eminentemente catalán 
que inspira las bases de Manresa.» 


Nuestra opinión 


Hemos expuesto en su literal contexto, sin mixtih- 
caciones ni alteraciones que las desvirtuasen, las dis- 
tintas maneras de considerar el Concierto económico, 
en el terreno de los principios políticos y forales, para 
que no se juzgase esta labor parcial y apasionada; an- 
tes al contrario, para que se viese en esta conducta el 
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deseo de ofrecer al lector, en toda su pureza, las ideas 
de hombres superiores á nosotros. Mas no por esto 
hemos renunciado á exponer nuestro humilde parecer, 
en último término, como sintesis ó generalización de 
tan antitéticas opiniones. 

Como se deduce por la simple lectura y la más li- 
gera reflexión, ninguna de las opiniones emitidas re- 
presenta un estudio total y completo de los dos térmi- 
nos concertados, del Estado y de las provincias que 
han establecido ó pueden establecer ese pacto mutuo 
como regla práctica que fije las relaciones entre el po- 
der central y los organismos de la vida local. 

De ese vicio común procede la diversidad y contra- 
dicción de las opiniones reinantes. 

Todos los hombres de ciencia revistados han exami- 
nado la cuestión parcialmente, al calor de ideas d te- 
mores en ellos arraigados; los unos, como Sanz y Es- 
cartin, preocupados por el principio de la igualdad de 
todos los españoles ante las cargas generales del Es- 
tado, atribuyen á los Conciertos dos efectos que nunca 
tuvieron: el de negar las facultades más esenciales de 
la soberania y el de coartar el derecho del Estado de 
crear nuevos impuestos: los otros, como Azcárate, ena- 
morados de la Constitución de 1812, quieren aplicar el 
Concierto á algunas contribuciones, no á todas; á al- 
gunas regiones como se aplica en otras, aunque sin ab- 
dicar el Estado de la función de administrar los im- 
puestos, mientras impere el régimen actual, sin mez- 
clar en el asunto á las provincias y á los pueblos; 
otros, como el Sr. Silvela, respetuosos con el actual 
estado y con ideas más expansivas, defienden, en lo 
que se refiere á las Provincias vascongadas, la consa- 
gración de su régimen actual, respetando sus derechos 
y facultades con toda amplitud, para las funciones para 
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que son aptas; otros, Como Sánchez de Toca, mostrán- 
dose descentralizador y entusiasta, en cuanto al régi- 
men administrativo vascongado, es partidario de la 
conservación de la variedad de sus organismos locales, 
sobre la base de su manera de ser histórica, y sobre 
todo de la libertad orgánica de sus municipios; en 
cambio, en el orden tributario, es inconsecuente; influi- 
do por la más absorbente centralización, Ve con el ré- 
gimen concertado comprometida la suprema unidad 
de la Patria, creando insensiblemente, con Caracter 
permanente, situaciones y estado de derecho sobre su- 
puestos de leyes paccionadas, en detrimento de las fun- 
ciones de unidad esenciales á la soberanía del Estado. 

No suscribimos ninguna de tan autorizadas opinio- 
nes. En nuestro sentir, se equivoca el 5r. Sanz y Es- 
cartín, porque desde que los Conciertos económicos 
se estipularon y aplicaron á la región vascongada, el 
Estado español es, ha sido y sigue siendo el mismo, ha 
ejercitado y ejercita sus funciones, y en particular la 
generadora de nuevos impuestos, con prodigiosa fe- 
cundidad; por cierto con extraordinaria y mayor ampli- 
tud que antes. 

Tampoco vemos, como Azcárate, la dificultad de 
aplicar el Concierto económico á toda clase de impues- 
tos, si bien percibimos la mayor facilidad y convenien- 
cia de concertar unos tributos sobre otros, y, sobre 
todo, no vemos el reparo opuesto por tan docto maes- 
tro de que no se deben mezclar en las funciones de re- 
caudar impuestos las provincias y los municipios, por 
que siempre sjercitaron esta facultad los organismos 
provinciales y municipales del territorio vascongado, 
y, sin embargo, han sido y son modelo en la ciencia 
administrativa y económica. La experiencia dice lo 
que sucede en la vida práctica mejor que la ciencia. 
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Más próximos militamos del Sr. Silvela. Como él, en- 
tendemos necesaria la conservación y el respeto al re- 
gimen concertado, como institución práctica que da bue- 
nos resultados en el orden administrativo, en la región 
donde viene aplicándose; como él, no vemos inconve- 
niente en que se extienda á otras provincias que vayan 
demostrando capacidad para administrarse por si mis- 
mas; como él, somos partidarios fervientes de que se 
concedan al territorio vascongado, dentro de los Con- 
ciertos económicos, la mayor amplitud posible para 
aquellas funciones en que han demostrado sus natura- 
les ser aptos. 

En cambio de esta unión de opiniones, estamos dis- 
tantes de la contradictoria opinión de Sánchez de Toca, 
que quiere dar al régimen administrativo vascongado 
toda la variedad, toda la pureza, toda la típica y sim- 
bólica organización histórica; pero, en cambio, quiere 
negar y niega á los organismos provinciales las fun- 
ciones autónomas que siempre ejercitaron en el orden 
económico-administrativo, por el temor pueril de que 
la estabilidad en el ejercicio de funciones reconocidas 
por el Estado sirva para crear insensiblemente, con 
carácter permanente, situaciones y estados de derecho 
en esas Corporaciones sobre supuestos de leyes pac- 
cionadas. No estamos conformes con tan eminente 
hombre de ciencia; no vemos racional ni practico resu- 
citar la admirable organización municipal vascongada, 
acomodada á la historia de cada pueblo, á sus necesi- 
dades, su condición y hasta su topografía, para no con- 
cederle la libertad de acción y la multiplicidad de fun- 
ciones que integraban su gestión. Antes vemos contra- 
dictorio y ridiculo volver á aquellos tiempos en que se 
reunian Ayuntamientos generales, con ordenanzas di- 
ferentes en su constitución, convocados á tañido de 
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campana, tambor ó pregón, para que en ellos se escu- 
chara la lenta tramitación de un expediente adminis- 
trativo á la moderna, en vez de reunirse para tratar, 
discutir y decidir por propia cuenta todos los asuntos 
que dicen relación al procomún. 

Hacer lo que indica el Sr. Sánchez Toca es pedir la 
resurrección del cuerpo, sin el alma que lo informe; es 
pedir el traje y desechar al que le usó. 

Frente á esas opiniones de los no fueristas están, por 
decirlo. así, las de aquellos otros que comulgan en los 
principios regionalistas, forales, particulares ó tradicio- 
nales, igualmente exageradas. 

Asi es que hay quien condena los Conciertos por en- 
tender que amortiguan el espíritu del País en lo refe- 
rente al amor á las leyes y tradiciones pasadas; otros 
que los desechan considerándolos, como ellos dicen, 
música celestial, instrumentos para minar lentamente 
el edificio foral hasta llegar á su total derribo. Otros, 
por el contrario, aplauden los Conciertos económicos y 
desean su continuación, considerándolos medio seguro 
de obtener mayores rendimientos en el orden económi- 
co, mercantil é industrial sin importarles nada su tras- 
cendencia política, y otros que defienden los Conciertos 
económicos como sintesis de concesiones que se han 
podido conquistar y únicas que ha sido posible arran- 
car al poder central. 

Gran distancia media entre unas y otras opiniones, 
verdaderos abismos separan á fueristas y antifueristas, 
á los amantes de la tradición vascongada y á los parti- 
darios del progreso y del estado moderno; mas, sin em- 
bargo, en todos ellos hay algo común y general, en to- 
dos late una idea madre, el amor al pasado y la necesi- 
dad de su conservación. Igual siente el amor á la tradi- 
ción el que condena que el que aplaude los Conciertos; 
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lo mismo es entusiasta del régimen secular vascongado 
el que censura los Conciertos económicos, por conside- 
rarlos medio atentatorio contra aquél, y hasta destruc- 
tivo, que aquel que los conceptúa única cosa salvada 
en el naufragio de las instituciones forales. Lo que se- 
para á unos y otros es el grado de intensidad y de pu- 
reza con que cada uno quiere aplicar el régimen pasa- 
do al estado presente. Mientras unos consideran facti- 
ble, regular y conveniente volver en toda su integridad 
al régimen foral, otros no creen posible un retorno al 
pasado en su pristino estado. 

Pero unos y otros por igual se querellan, se ofenden 
y hasta se injurian si se les atribuye la idea de que se 
prescinda del régimen antiguo en lo que tenga de 
bueno. 

Los que podemos llamar tradicionalistas puros, quie- 
ren el pasado en todas sus manifestaciones; los tradi- 
cionalistas atenuados, consideran que no es aplicable á 
la vida y las necesidades modernas todo aquello que 
rigió en lo antiguo, y se contentan con lo que subsiste 
y Se conserva, con buenos resultados, al lado de los 
Conciertos económicos. 

Imparcialmente estudiado el asunto, forzoso es reco- 
nocer que el pueblo vasco, esencialmente amante de 
su tradición y su pasado, no es retrógrado, sino pro- 
gresista entusiasta; no se cristaliza en sus manifesta- 
ciones sociales; no se estanca en su manera de ser; se 
modifica en el decurso de la historia; evoluciona, con- 
servando lo esencial de su pasado; y si coleccionado 
su fuero, en pocos años de transcurso fué preciso mo- 
dificarle, no es extraño, sino natural y corriente, que 
hoy no rija el mismo sistema administrativo. Lo que 
ha ocurrido es que la modificación orgánica de los cen- 
tros politico-administrativos, con la abolición foral, se 


— 62 — 

ha efectuado por extraña imposición; pero al tomar 
existencia en la vida práctica, se han amoldado á la 
manera de ser del pueblo, se han librado de la corrup- 
ción general, y aunque nuestras Diputaciones y nues- 
tros Ayuntamientos estén constituidos a la española, 
funcionan á la vascongada, porque el amor á la tradi- 
ción, la fuerza de la costumbre, ha sido en ellos mas 
eficaz y valedero que el imperio de la ley común. Por 
eso los Conciertos económicos no han destruido el amor 
á la tradición y al régimen pasado; al contrario, hoy se 
mantiene tan vivo, sino más que en otro tiempo, aquel 
sentimiento patriótico; hoy, como nunca, en medio de 
esa hecatombe social producida por las malas doctri- 
nas modernas, se idealiza y santifica nuestro régimen; 
hoy, mejor que antes, se entiende y analiza cuanto 
bueno contienen los fueros, buenos usos y costumbres 
vascongados; hoy, sin antiguos apasionamientos, se 
respetan y admiran las instituciones jurídicas y las con- 
diciones administrativas del pueblo vascongado; y, 
finalmente, en el año pasado, por vez primera, se con: 
sagró, por acertadísimo acuerdo de la Excma. Dipu- 
tación de Guipúzcoa, una fiesta á La tradición del. pueblo 
vasco, entendida la tradición en el más amplio sentido, 
comprendiendo en ella todos los órdenes de la vida, 
como lo atestigua el detalladísimo programa anuncio 
de dicha fiesta, llevada á cabo por iniciativa del ilustre 
vascongado don Joaquin Pavía. 

No han producido tampoco los Conciertos económi- 
cos el efecto de amortiguar el amor patrio y de crear 
dificultades al Estado español. Vizcaya, en situaciones 
apuradas para el resto de la Nación, ha tomado parte 
en las desgracias nacionales, ayudando, con sus hom. 
bres y dinero, á aliviar la penuria del Estado español 
en los tristes días de las guerras coloniales. Baste recor- 
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dar que la suscripción nacional, para allegar recursos 
para la defensa de la patria, produjo en esta provincia 
el 15 por 100 de su total importe en España, 

En el orden industrial y mercantil, está interesada 
solidariamente, en muchos negocios, en diversas pro- 
vincias del territorio nacional, con mayores sumas que 
cualquiera otra. 

Mucho más pudiéramos exponer en pro de los Con- 
ciertos, de las facilidades y seguridad que proporcio- 
nan al Estado para la recaudación de los impuestos y 
de la buena administración que, merced á ellos, se dis- 
fruta en el Pais vasco, pero hacemos caso omiso, por 
considerarlo ocioso; basta la mera enunciación, sin per- 
juicio de examinar en otro capitulo las ventajas de los 
Conciertos económicos. 


CAPÍTULO Ill 


Continuación de la Memoria relativa á las opiniones sobre el Concierto 
económico; Opiniones oficiales. —Nuevas opiniones. 


Opiniones oficiales 


Estudiadas las opiniones particulares acerca de los 
Conciertos económicos, vamos á enumerar otras que 
pudiéramos llamar oficiales. 

A este efecto, no podemos prescindir de una, emitida 
incidentalmente en el momento de estipularse la refor- 
ma del Concierto vigente, en las conferencias celebra- 
das en Madrid, durante el mes de Octubre de 1900, en- 
tre la representación del Gobierno y los comisionados 
vascongados. 

Dice sobre este particular la Memoria aprobada por 
las Diputaciones vascongadas: «En las discusiones ha- 
bidas durante las conferencias, se ha emitido, por algu- 
no de los señores Delegados del Grobierno, la especie de 
que el Concierto vigente termina por completo en 1.* de 
Julio de 1906, y que, llegada esta fecha, es potestativo 
en el Gobierno renovar ó no dicho Concierto; y por más 
que en el acto fué rebatida esta especie, creemos con- 
veniente hacer constar que la fecha indicada, que se 
consignó en el articulo 11 del Real Decreto de 1.* de 
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Febrero de 1894, no tiene otro objeto que el de deter- 
minar que, hasta entonces, son inalterables las cuotas 
en el mismo sefialadas; pues, por lo demás, viene á re- 
conocerse que el Concierto es por tiempo indetermi- 
nado, y que lo único que puede sufrir alteración, des- 
pués de dicho plazo, son las cuotas en él fijadas, por- 
que el indicado articulo no preceptúa que, llegada 
dicha fecha, haya de verificarse la modificación de cuo- 
tas, sino que, por el contrario, dispone que, aun des- 
pués de transcurrido dicho plazo, deberán continuar 
las cuotas concertadas sin modificación, á no ser que 
alguna de las partes, por existir alteraciones sensibles 
en la riqueza de las provincias ó en las bases de impo- 
sición, solicite que serproceda á su revisión, ya que el 
referido artículo dispone que, pasada dicha fecha, po- 
drán modificarse las cuotas, con sujeción á lo dispuesto 
en el artículo 41 de la Ley de Presupuestos, oyendo, 
como en él se determina, á las Diputaciones Provin- 
ciales. Y estas reglas á que ha de ajustarse la revisión, 
según preceptúa el indicado artículo, son las conteni- 
das en el articulo 14 de la Ley de 29 de Junio de 1887, 
que dice asi: Las cuotas señaladas en el cuadro del 
párrafo 1.” podrán modificarse, oyendo á las Diputacio- 
nes, por alteraciones sensibles en la riqueza de las pro- 
vincias Ó en las bases de imposición consignadas en 
los presupuestos del Estado, en la proporción que co- 
rresponda á aquellas alteraciones. 

De manera que el Gobierno, respetando las leyes 
especiales que rigen en las Provincias vascongadas, 
tiene que continuar necesariamente el sistema de los 
Conciertos para exigir la tributación en aquellas pro- 
vincias, al menos por lo que se refiere á los cinco con- 
ceptos generales de territorial, industria y comercio, 
derechos reales, timbre y consumos; y lo que única- 
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mente podrá variarse será las cuotas señaladas, por 
razón de las alteraciones indicadas. 

Al darse cuenta en la Diputación de Vizcaya del 
contenido de esta Memoria, el Diputado de la misma 
don Sabino de Arana hizo uso de la palabra para cen- 
surar la conducta del representante del poder central 
frente al derecho indiscutible que nos asiste para con- 
servar el régimen concertado, como ley reguladora de 
nuestras relaciones tributarias con el poder central. 

Los comisionados de la propia Diputación que estu- 
vieron en Madrid aclararon entonces lo expuesto en la 
Memoria, diciendo que la opinión del miembro de la Co- 
misión gubernativa fué expuesta en conversación par- 
ticular, y no tuvo carácter oficial. 

No pudo tener otra trascendencia, ni tiene cabida en 
los centros oficiales la idea de destruir el régimen con- 
certado, como lo acredita, de una manera evidente, el 
proyecto de ley de Administración local, actualmente 
pendiente de discusión, y de informe de las Corporacio- 
nes provinciales. 

En dicho proyecto, que representa las opiniones ofi- 
ciales, se consigna la base vigésima cuarta, que á la le- 
tra dice: 

«Respecto de todas las materias que integran el ré- 
gimen y la administración de los Municipios y las Pro- 
vincias, no tratadas en las bases precedentes, se acomo- 
darán á lo estatuido en ellas, y se incorporarán al texto 
de la ley los preceptos que rigen en la actualidad, cuz- 
dando de que no resulien alteradas en las Provincias vascon- 
gadas y Navarra las especialidades subsistentes en ellas > 

Después de leida esta base, y especialmente sus 1l- 
timas palabras, no cabe duda racional de que el deseo 
del poder central no es destruir el régimen autonó- 
mico vascongado, nacido al amparo de los Conciertos 


económicos, sino el de reconocerle y consagrarle, con 
carácter estable, el día que el proyecto de bases de la 
administración quede aprobado y sea convertido en ley. 

Esto que ocurre en el elemento oficial de Madrid, 
acontece en las Corporaciones provinciales vasconga- 
das; su deseo de conservar el régimen concertado, de 
darle más extensión y fijeza, las preocupa, y ha hecho 
que tomen diversos acuerdos relacionados con este 
asunto, de capital interés para las mismas. 

La Diputación de Vizcaya, por acuerdo de 1o de No- 
viembre de 1900, creó, de su seno, una Comisión espe- 
cial, denominada del Concierto económico, encargada 
de estudiar y entender en todo lo relativo al Concierto 
que haya de estipularse el año 1906. 

Ocupándose de tan interesante asunto, El Noticiero 
Bilbaíno del 15 de Octubre de 1go1 escribía: «En los 
primeros dias de Noviembre pasado, aprobó la Dipu- 
tación la Memoria que presentaron los comisionados 
que fueron á Madrid á tratar acerca del encabezamien- 
to de impuestos creados por el (robierno, y á continua- 
ción el Sr. León dijo que había sido tal el recelo que le 
habian producido ciertas observaciones hechas con 
motivo del viaje de los comisionados á Madrid, y tan- 
tos los temores de que en cuestión tan importante 
como la de la descentralización administrativa se adop- 
ten por el poder central criterios que tendieran á me- 
noscabar los legítimos derechos de nuestra mermada 
autonomía, que consideraba de grandisima convenien- 
cia el nombramiento, por la Comisión de Hacienda, de 
otra especial, á la que auxiliarian, como es natural, los 
empleados de la Casa, para que desde luego comenzaran 
á estudiarse las múltiples cuestiones relacionadas con 
el Concierto económico, á fin de que se tuviera hecho 
un concienzudo y acabado estudio de todas ellas cuan- 
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do terminara el convenio acordado con el Gobierno. 
Añadía que la proposición pudiera, tal vez, parecer un 
poco prematura, porque aún faltaban seis años para 
que termine el Concierto, pero el asunto reviste ex- 
cepcional importancia, «y bueno será—decla—que nos 
vayamos preparando con tiempo.» 

Asi lo consideró también la Diputación. 

Firme en su creencia, el Sr. León, en la sesión última 
que celebró la Corporación provincial, insistió en sus 
manifestaciones, y el Sr. Carranza le contestó que la 
Comisión de Hacienda ha dado comienzo á sus traba- 
jos, aprovechando los escasos elementos con que cuen- 
ta, y utilizando los datos, á todas luces insuficientes, 
que obran en las oficinas de la Corporación. La esta- 
dística de la riqueza, asi urbana como rural, formada, 
por iniciativa del Diputado D. Victoriano Gáldiz, hace 
años, es muy deficiente, sobre todo si se tiene en cuen- 
ta que, en los años transcurridos desde la formación del 
catastro, la propiedad en Vizcaya ha sufrido una nota- 
ble alteración. 

Es necesario que esos trabajos se realicen en buenas 
condiciones, debiendo la Comisión de Hacienda pro- 
poner la Comisión ó Comisiones que considere necesa- 
rias para que la auxilien. 

No debe olvidarse que hay gente que demuestra su 
enemiga contra estas provincias, aprovechando todo mo- 
mento y ocasión y comparando nuestra riqueza rústica y 
urbana con la de provincias de mucha mayor extensión. 

El Gobierno, por su parte, prepara un arsenal de da- 
tos, muchos de ellos serán erróneos, y lo enriquece con 
otros nuevos. Los Diputados que en Madrid han tra- 
tado con los Ministros de Hacienda acerca de cuestio- 
nes de carácter económico, pueden certificar de la ver- 
dad de lo que decimos. 


La Diputación está en el deber de preparar los da- 
tos verdaderos, á fin de que no se tome por riqueza lo 
que en realidad no es tal. Desgraciadamente, el bien- 
estar de Bilbao y sus medios de vida han sido exage- 
rados por algunos, que si no están ya tocando las con- 
secuencias de sus optimismos, no pasará mucho tiempo 
sin que las aprecien. 

Las industrias arrastran una vida lánguida; la ex- 
portación del mineral va decreciendo, y, lo que es peor 
aún, se van acabando los filones. Por lo que á la cues- 
tión económica, en su totalidad, se refiere, mejor que 
cuanto nosotros dijéramos lo sabéis vosotros: la crisis 
general la estáis viendo, el fracaso de los negocios lo 
sufrís, y lo dicen los acuerdos de los Bancos, de las So- 
ciedades industriales y los artículos que los periódicos 
financieros del resto de España dedican al estado ac- 
tual de la plaza de Bilbao. 

Para demostrar, con datos irrefutables, la verdadera 
riqueza de Vizcaya, deben prepararse debidamente la 
Corporación y los vizcáainos; por nuestra parte, debe- 
mos prepararnos á apoyar las gestiones que la Dipu- 
tación realiza, agrupándonos como un solo hombre, 
como, con gran sentido práctica, proponía nuestro dis- 
tinguido colega D. Valentin Ozámiz en la notable car- 
ta que dirigió á los promovedores de la Unión Vas- 
congada. 

Dos son, pues, los trabajos que debemos realizar: 
Uno, á cargo de la Diputación, de preparar datos cier- 
tos, á fin de combatir los erróneos que el Gobierno po- 
sea, suministrados por determinados servidores suyos. 
Otro, á cargo de todos los buenos vascongados, de 
unirse para dar fuerza y autoridad á las gestiones que 
la Diputación realice, cuando sea llamada por el (Go- 
bierno, en 1906, para proceder á la revisión del actual 
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Concierto económico, á fin de que no se cumplan los 
temores, que abriga el Sr. León, de que, en cuestión 
tan importante como la descentralización administra- 
tiva, se adopten por el poder central criterios que ten- 
dieran á menoscabar los legítimos derechos de nuestra 
mermada autonomía. 

Y no se crea que sobrará mucho tiempo para reali- 
zar una labor tan grande y de tanta trascendencia para 
la vida futura de nuestro querido País. 

Pocos meses habian transcurrido cuando, ocupán- 
dose el mismo periódico (1) del referido asunto, se ex- 
presaba en estos términos acerca del Concierto econó- 
mico: «Hace algunos meses presentó el diputado pro- 
vincial Sr. Cruceño á la Diputación una moción verbal, 
encaminada á proponer el estudio de si es ó no atenta- 
toria á nuestra autonomía económico-administrativa la 
aplicación á estas provincias del Real decreto de 21 
de Octubre último, que en su artículo 3.* disponia que 
todos los actos y contratos en que intervengan el Es- 
tado, el Municipio ó los establecimientos de cualquier 
clase que de ellos dependen, se turnen entre los nota- 
rios residentes en el lugar en que deben ser formali- 
zados. 

La Comisión de Gobernación estudió el asunto, y re- 
conociendo la importancia que envuelve la consulta, y 
dada la relación que directa é inmediamente tiene con 
el modo de ser de nuestro régimen, propuso que, ha- 
biendo de nombrarse una Comisión especial, con carác- 
ter permanente, que se ocupe de los asuntos que di. 
recta é indirectamente afectan al Concierto económico, 
y que habrá de examinar cuantos antecedentes existen 
sobre los puntos sometidos á su estudio, debiera, igual- 


(1) £l Noticiero Bilbaíno. Sábado 8 de Marzo de 1902. 
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mente, informar respecto á la proposición de refe- 
rencia. 

En la última sesión, se dió cuenta de este informe, y 
el Sr. Ampuero propuso que inmediatamente se nom- 
bre la Comisión de referencia, para que los que la com- 
pongan se consagren al estudio de las cuestiones rela- 
cionadas con el Concierto económico. A su propuesta, 
se nombró la Comisión, que la componen los presiden: 
tes de las comisiones permanentes de Fomento, Gober- 
nación y Hacienda. 

Pidió el Sr. Galarza que se concretaran las atribucio- 
nes que tendrá la Comisión; si se limitará al Concierto 
económico y á la realización de los trabajos preparato- 
rios, para que no sorprenda al Pais la fecha en que ha 
de expirar el actual, ó si, además, podrá estudiar otros 
problemas interesantes para Vizcaya y para todo el País 
vasco, que hacen referencia á las leyes de 1876 y 1839; 
es decir, si se habrá de limitar únicamente al estudio 
de la prórroga del Concierto económico, ó si habrá de 
preocuparse de otros problemas importantes y cuya 
resolución es de verdadera urgencia para este desdi- 
chado Pais. 

El Presidente, Sr. Aresti, le contestó que el objeto 
principal de esa Comisión debe ser cuanto se relacione 
con el Concierto actual, sin perjuicio de que, en la mis- 
ma forma en que vienen haciéndolo todas las Comisio- 
nes que funcionan en la Corporación, proponga todo lo 
que se estime conveniente á los intereses del Señorio. 

Y el Sr. Galarza, en su réplica, recabó el derecho de 
presentar, en su día, una moción, para que se renuncie 
á nuevos Conciertos económicos, y se trate de recabar 
otros derechos. 

Tienen importancia las declaraciones del Sr. Galar- 
za, y las recogemos á reserva de estudiar oportuna- 
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mente su anunciada proposición, y aplaudimos la deci- 
sión de la Corporación provincial de nombrar la Comi- 
sión que ha de hacer estudios preparatorios relativos al 
Concierto económico, 

Hace falta llevar á cabo los trabajos detenidamente, 
con tiempo bastante, para evitar que sean nuevamente 
atropellados los derechos de los vascongados. 

El aludido Diputado Sr. (ralarza no se dió por satis- 
fecho, y presentó una proposición pidiendo se gestio- 
nase delos poderes públicos el establecimiento del sis- 
tema foral, dando así cumplimiento á lo acordado por 
las Juntas generales en 4 de Octubre de 1876. Dicha 
proposición fué tomada en consideración, y pasó á es- 
tudio de la Comisión del Concierto económico. 

Para la Diputación de Guipúzcoa también es asunto 
de vital interés lo relativo al Concierto económico, y 
para demostrar cuánto preocupa á la misma, y en par- 
ticular á alguno de sus miembros, no podemos menos 
de hacernos cargo de una proposición leida ante ella, 
en la sesión del día 14 de Octubre de 1902, que, en el 
fondo, coincide con la del Sr. Galarza, que acabamos 
de mencionar (1). 

Dicha proposición es como sigue: 


«Excma. Diputación de Guipúzcoa: 


»Excmo. Sr.: Al reunirse esta Corporación en el 
primer período de sesiones ordinarias después del día 
17 de Mayo, en que fué declarado mayor de edad y 
prestó juramento constitucional Alfonso XI, los di- 
putados que suscriben tienen el honor de proponer 
á V. E., previas breves consideraciones, la adopción 


(1) Eusktalduita del día 19 de Octubre de 1902. 
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de un importantisimo acuerdo, que no dudan ha de ser 
recibido en el Pais con unánime y entusiasta aplauso. 

»Es un deber para toda Corporación que se precie 
de ser representación genuina de un pueblo, interpre- 
tar fielmente sus deseos, trabajando sin descanso por 
la consecución de aquello á que constantemente as- 
pira, y el pueblo vascongado anhela, con las más vivas 
ansias, volver al goce de sus venerandas y seculares 
instituciones. 

»Bien penetradas de esta verdad las Juntas de las 
tres provincias hermanas, reuniéronse á raiz de la in- 
fausta ley de 21 de Julio de 1876, abolitoria de nues- 
tros fueros, y adoptaron el siguiente solemne acuerdo. 

» Tristemente impresionados por la lectura de la ley 
de 21 de Julio, y teniendo presente que dicha ley, ha- 
blando con el acatamiento debido, es contraria al es- 
tado foral que han disfrutado estas Provincias vascon- 
gadas y denegatoria de sus fueros, instituciones y li- 
bertades, acordaron, haciendo de estos sentimientos la 
declaración más solemne y respetuosa, debia de acu- 
dirse reverentemente á S. M. y á los altos poderes del 
Estado, ahora y en todos tiempos, solicitando la dero- 
gación de aquélla, y que para esto, y cuanto sea con- 
veniente, se conceda á las Diputaciones un voto de 
confianza y una autorización amplisima para que, den- 
tro del Fuero, y de conformidad con la ley de 25 de 
Octubre de 1839, puedan gestionar y resolver todo lo 
que juzguen más útil y conveniente para los intereses 
de estas provincias, quedando siempre incólumes nues- 
tros sagrados derechos, lo que debe ser el objeto pri- 
mordial de todos sus actos, en la gestión de los cuales 
deben marchar de acuerdo las tres provincias hermanas. 

»El respeto con que la Diputación de Guipúzcoa ha 
mirado siempre las resoluciones de sus Juntas, y la es- 
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crupulosidad con que ha seguido los pasos por ellas 
trazados, animan á los firmantes á proponer a V. E. 
que, dando una prueba más de su celo por los intere- 
ses de la provincia y de acatamiento y obediencia á 
las resoluciones de sus Juntas, se sirva adoptar el si- 
guiente acuerdo: 

»La Diputación de Guipúzcoa considera llegado el 
momento de practicar las conducentes gestiones con 
las provincias hermanas de Alava y. Vizcaya, á fin de 
elevar colectivamente á los altos poderes del Estado 
- un respetuoso y razonado mensaje, por el que se les 
haga saber que las Provincias vascongadas mantienen 
viva y permanente la protesta contra la ley de 21 de 
Julio de 1876, abolitoria de sus venerandos Fueros, 
buenos usos y costumbres. Y que las tres Diputacio- 
nes deben mantenerse firmes, resueltas y unidas como 
una sola entidad, trabajando sin descanso, con eficacia 
y con todos los medios legales, hasta conseguir la de- 
rogación de dicha ley, para devolver en justicia al so- 
lar vascongado el legitimo goce de su estado foral, con 
sus seculares y propias instituciones. 

»Sin embargo, V. E., como siempre, acordará lo que 
estime más acertado. 

»San Sebastián, 13 de Octubre de 1902. 

»/fuan Santo Domingo.— José de ltarte.—José María Al- 
berdi.-—foaquín Pavia.— Vicente Loidi.» 


Esta proposición fué desechada, por acuerdo de la 
mayoría, fundándose en que previamente no había sido 
discutida en sesión secreta, 


Opinión de «La Región Vasca» 


La Región Vasca decia que el País se halla cansado 

de las agitaciones periódicas motivadas por la renova- 
ción de los cupos contributivos, y fatigado del conti- 
nuo bregar para la defensa de una autonomía adminis- 
trativa que se pone á cada momento en tela de juicio 
por los gobernantes y por sus subordinados con cual- 
quier pretexto, el pueblo vasco pide: 
* Un Concierto económico con cuota única total, 
renovable con arreglo á las variaciones de las cuotas 
contributivas y á las variaciones posibles de la riqueza, 
pero en tal forma, que los aumentos ó disminuciones se 
calculen por medio de sencillas operaciones matemáti- 
cas que no admitan discusión siquiera. 

2" El reconocimiento, claro, explicito, terminante 
y detallado, de cuanto constituye la autonomía admi- 
nistrativa, en lo relativo á la fijación y cobro de tribu- 
tos á maestros, médicos, secretarios de Ayuntamiento, 
etcétera, etc. Quiere el pueblo vasco la completa auto- 
nomía administrativa, porque de este modo en que es- 
tamos no es posible seguir. Se necesita toda la cons- 
tancia de la raza para poder sostener la lucha que ve- 
nimos sosteniendo un día y otro día, sin cesar, con las 
insidias y perfidias de los politicos centralistas. 

3.” Que se complete el organismo autonómico con 
la restauración de las Asambleas provinciales, llámen- 
se así ó como se quiera. Esas Asambleas, formadas por 
los representantes de los municipios respectivos, harán 
los presupuestos, fijarán las líneas generales de la ad- 
ministración en cada provincia, en cuantos asuntos é 


I. 


, 


intereses le sean privativos y peculiares, y tomara 
cuenta á la Diputación de su gestión. 


Ni las Diputaciones actuales pueden seguir siendo 
de hecho un poder irresponsable, ni hay otro medio de 
disipar las desavenencias que asoman, con carácter 
bastante grave, entre determinadas Corporaciones mu- 
nicipales y las Diputaciones respectivas, más que con 
la restauración de las Asambleas forales, que repre- 
sentan el gobierno del Pais por el pueblo y la extirpa- 
ción del caciquismo en todas sus formas. 

Ya que no la reintegración foral, total, completa, ab- 
soluta, pues esa desde luego no es de esperar nos la 
concedan en el presente momento histórico, deben tra- 
bajar por que se nos otorgue la mayor suma de liberta- 
des. Ya que no podamos gobernarnos libremente, con 
aquella absoluta libertad que se gobernaba el Pais, por 
medio de sus Juntas, con anterioridad al año 1837, reca- 
bemos en nuestro favor una mayor autonomía. 

Y terminamos este trabajo con las mismas palabras 
que Kuskalduna dirige á los Comisionados: 

«Consigan para Euskeria la mayor suma de benefi- 
cios, de cualquier clase y orden que sean, que enton- 
ces el Pais, agradecido á los que con tanto celo é inte- 
rés miran por su bienestar moral y material, sabrá de- 
mostrarles y guardarles la gratitud á que se hacen 
dignos por sus gestiones y desvelos. 

»Esperamos que asi sea.» 


CAPÍTULO IV 


Conclusión de la Memoria relativa á las opiniones sobre el Concierto 
económico: Extensión del Concierto económico. —Impuestos no con- 
certados.—Su duración. —Base para estipularle—Ventajas del 
Concierto económico. 


Extensión del Concierto económico 


La extensión del Concierto económico, ó, lo que es 
lo mismo, el número de impuestos que debe compren- 
der, es otro punto esencial que debe preocupar vuestra 
atención. Si consultamos á los diversos Conciertos eco- 
nómicos estipulados entre las provincias y el Estado, 
no hay regla fija para determinarla; en todos la exten- 
sión ha sido distinta. En el Concierto de 1878, fueron 
objeto de encabezamiento la contribución de inmuebles, 
cultivo y ganaderia; la industrial y de comercio; el im- 
puesto de derechos reales; el de sello y timbre, y el de 
consumos y la sal. 

Entre las contribuciones no concertadas figuraban: 
el descuento sobre sueldos de empleados provinciales 
y municipales; el descuento sobre honorarios de los 
Registradores; el impuesto de cédulas personales; el de 
viajeros y mercancías; el de minas, y el de 25 por 100 
sobre cargas de justicia. 
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Los mismos impuestos fueron concertados en 1887, 
y en 16 de Febrero de 1893 fué adicionado el de 1 por 
100 sobre los pagos del Estado y el de patente de al- 
coholes. 

En 1894, se aumentó el tipo con que figuraban los 
impuestos precedentes, y se concertaron, por vez pri- 
mera, los impuestos siguientes: el de descuentos sobre 
sueldos provinciales y municipales; el de tarifas de via- 
jeros y mercancias; el de carruajes de lujo, y asigna- 
ciones de las empresas de ferrocarriles para gastos de 
inspección. 

Las demás contribuciones é impuestos que no fueron 
objeto de concierto, incluso la industrial que grava las 
Compañias de seguros y el 0,035 por 100 sobre la circu- 
lación de titulos, eran administrados directamente por 
la Hacienda pública, en la forma dispuesta por los res- 
pectivos reglamentos. 

Por virtud de la reforma de 25 de Octubre de 1900, 
se declaró comprendido en el Concierto de 1894 el im- 
puesto sobre transporte de viajeros y mercancías para 
las vías terrestre y fluvial, y que, en lo sucesivo se re- 
caudara directamente por la Hacienda el impuesto de 
transportes por la vía maritima, y se fijaron las canti- 
dades que habian de deducirse á Vizcaya y Guipúzcoa 
en compensación á los derechos que por tal concepto 
dejaran de percibir. 

Se concertó el impuesto sobre casinos y circulos de 
recreo, establecido por el articulo 10 de la Ley de 31 
de Marzo de 1900. 

Se declaró comprendido en el referido Concierto 
de 1894 el impuesto de derechos reales sobre conce- 
siones administrativas. 


impuestos no concertados 


Se convino en que se recaudarían directamente por 
la Hacienda pública los nuevos impuestos establecidos 
en los epigrafes 1.*, 2.*, 3.” y párrafo 2.” del epigrafe 4.” 
de la tarifa 2.* y los epigrafes 5.” y 6.” de la tarifa 3.* 
de la Ley sobre utilidades de la riqueza mobiliaria; el 
impuesto sobre la achicoria, y el de timbre, á que se 
refieren los artículos 174 y 175 de la Ley de 26 de 
Marzo de 1900. 

Se declararon comprendidos en el Concierto de 1894 
el impuesto á que se refieren el párrafo 1.* del epi- 
grafe 4. y los epigrafes 5.” y 6. de la tarifa 2.* de la 
Ley sobre utilidades de la riqueza mobiliaria, asi como 
los epigrafes 1.%, 2., 3." y 4. de la tarifa 3.* de la pro- 
pia Ley, por formar parte de la contribución industrial 
y de comercio, concertada antes. 

Se declararon no exigibles en las Provincias vas- 
congadas las décimas adicionales autorizadas como re- 
cargo de las contribuciones de inmuebles correspon- 
dientes á la riqueza urbana, á la industrial y de co- 
mercio, etc. 

Se consideraron sujetas al pago de las contribucio- 
nes del Estado las nuevas Sociedades que se domici- 
lien en las provincias exentas, constituidas para explo- 
tar industrias fuera del territorio de las mismas, 

Más tarde, por R. O, de la Presidencia del Consejo 
de Ministros, de 28 de Octubre de 1904, se consideró 
obligatoria en estas provincias la nueva Ley de Alco- 
holes de 19 de Julio de 1904, resolviendo: 

Primero. Que se declare subsistente, en toda su in- 
tegridad y plenitud de fuerza obligatoria, el Concierto 
basado en el Real decreto de 1.* de Febrero de 1894, 
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tal como existía 4 la promulgación é implantación de 
la Ley de 19 de Julio último. 

Segundo. Que la Real orden del Ministerio de Ha- 
cienda, fecha 26 de Septiembre último, habrá de enten- 
derse en el sentido de que no se alteran los cupos con- 
certados, y que la cantidad total que por ella resulta 
asignada á cada una de las Provincias vascongadas le 
será abonada en cuenta, como equivalencia de las per- 
cepciones fiscales alteradas por la nueva Ley. (R. O. 28 
Octubre 1904). 

De esa diversa extensión del Concierto económico, 
ha surgido, en la práctica, la división de los impuestos 
en concertados y no concertados, para demostrar que 
se hallaban Ó no comprendidos en el encabezamiento 
estipulado con el Gobierno. 

Además, conviene hacer notar que, en cuanto á al- 
gunos impuestos encabezados, el pacto sólo alcanza á 
los actos y contratos que se realizan dentro del territo- 
rio vascongado y mientras no tienen que salir del mis- 
mo, como acontece con el impuesto del timbre, el de 
transporte, etc., mientras que otros, como el de dere- 
chos reales, la estipulación y exención alcanza, en tota- 
lidad, á aquellos actos y contratos que, conforme á la 
legislación castellana, debieran liquidarse y pagarse 
en el territorio vascongado, aunque salgan y trascien- 
dan al de derecho común. 

Conviene extraordinariamente que el Concierto com- 
prenda todos los impuestos, y que para aquellos que 
sean objeto de concierto la exención sea total, de modo 
que no vuelvan á tributar, aunque su eficacia trascien- 
da á otras provincias, ó los documentos ó actos salgan 
del territorio exento. 

Asimismo, la extensión de los Conciertos económi- 
cos ha sido distinta por razón de las facultades es- 
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peciales que reconocían á las Diputaciones vascon- 
gadas. 

El Concierto de 28 de Febrero de 1878, decía en 
cuanto á ellas: 

«Las Diputaciones harán efectivos los cupos de con- 
tribuciones, rentas é impuestos concertados, por los 
medios autorizados para realizar el de la contribución 
de inmuebles, cultivo y ganadería del corriente año 
económico, y por cualquiera otro que el Gobierno les 
otorgue, en vista de las propuestas que las Diputacio- 
nes le dirijan. 

Completando esta disposición, la Real orden de 8 de 
Junio de 1878 dispuso: 

«1. Que los acuerdos de la Diputación y Comisión 
Provincial, inclusos los relativos á creación de arbi- 
trios y á los medios de cubrir los Ayuntamientos y 
Corporaciones provinciales sus atenciones, serán eje- 
cutorios si después de comunicado el acuerdo al Go- 
bernador de la provincia, éste no se opone, en el tér- 
mino del tercero día. 

»2. Si el Gobernador se opone á la ejecución de 
dichos acuerdos, y la Diputación no se conforma, se 
consultará el caso al Gobierno por conducto de su Pre- 
sidente, para que, en su vista, adopte la resolución que 
corresponda, 

»3."  Remitirán los Ayuntamientos sus presupues- 
tos á la Diputación provincial; aprobados que sean por 
esta Corporación, pasarán al Gobernador, dentro de los 
quince días siguientes, para el solo objeto de que esta 
autoridad 'vea si en éstos se han consignado todos los 
gastos obligatorios, y si la parte de ingresos está con- 
forme con lo aprobado por la Diputación. 

»4." Esta Corporación tendrá el derecho y el deber 
de obligar á los Ayuntamientos á remitirle sus cuen- 
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tas, en un periodo que no exceda de noventa días, des- 
pués de terminado cada ejercicio.» 

En el Concierto consignado en el artículo 14 de la 
Ley de presupuestos de 1887, se decía en su último 
párrafo: 

«Para el cumplimiento de las obligaciones anterior- 
mente consignadas, las Diputaciones vascongadas se 
considerarán investidas, no sólo de las atribuciones es- 
tablecidas en la Ley Provincial, sino de las que, con 
posterioridad al Real decreto de 28 de Febrero de 1878, 
han venido disfrutando.» 

Finalmente, en el Concierto estatuido en el Real de- 
creto de 1.” de Febrero de 1894, articulo 14, se esta- 
blecía que las Diputaciones de Vizcaya, Guipúzcoa y 
Alava continuaran investidas, asi en el orden adminis- 
trativo, como en el económico, de todas las atribucio- 
nes que vienen ejerciendo, 

Como se ve, todas han sido fórmulas breves, confu- 
sas y que han originado multitud de cuestiones en la 
práctica, que, con una sabia previsión, deben obviarse 
al estipularse el nuevo Concierto. 


Duración 


Si acudimos al derecho positivo, la duración del Con- 
cierto económico también ha sido diversa en cuantos 
han estado en vigor en estas provincias. 

El plazo de duración del primero, Ó sea el de 1878, 
fué de ocho años, que expiraron el 30 de Junio de 1886, 
y, por la Ley de 12 de Enero de 1886, se autorizó al 
Ministro de Hacienda para considerar prorrogado has- 
ta 30 de Junio de 1887 el estado actual de tributación 
de las provincias de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya. 


La duración del segundo Concierto fué de siete años, 
y, finalmente, el tercero, que pronto termina, se esti- 
puló por trece años, que terminarán en 3o de Junio 
de 1906. 

En- las conferencias preliminares celebradas por las 
Diputaciones vascongadas para tratar del Concierto 
económico de 1887, se acordó que la solución, en el 
orden económico, fuese estable y de carácter indefi- 
nido, acuerdo que se comunicó al Ministro de Hacien- 
da en la primera conferencia que con él celebraron los 
comisionados, contestando que estaba dispuesto á se- 
guir con el sistema de encabezamientos, en caso de 
que el nuevo arreglo abarcase un corto número de 
años; pero que si, por el contrario, se pretendia darle 
un carácter permanente, era preciso que el Gobierrio 
obtuviese, en cambio, ventajas que compensaran esta 
novedad, haciéndose cargo del papel sellado y los de- 
rechos reales. Por último, se aceptó el sistema de 
encabezamiento para las contribuciones é impuestos 
anteriores, y por un plazo indefinido. Sin embargo, la 
Ley de Presupuestos de 1893, en su articulo 41, im- 
puso al Gobierno el deber de revisar los Conciertos 
económicos de las Provincias vascongadas, y cum- 
pliendo ese mandato, se hizo el Concierto de 1.* de Fe- 
brero de 1894, fijando su duración en doce años eco- 
nómicos, más el corriente, plazo pedido por las pro- 
vincias, que fué aceptado por el Gobierno, teniendo 
principalmente en cuenta—decía el Sr. Gamazo en la 
exposición del Real decreto de aquella fecha—<«que la 
región vascongada, por natural inclinación apegada á 
sus tradiciones, necesita, más que ninguna otra de la 
Peninsula, el concurso del tiempo para aclimatar la 
reforma económica que ha de ser consecuencia nece- 
saria del mayor sacrificio que se le exige». 
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El examen del Derecho positivo no nos da la solu- 
ción, pero sí la orientación, clara, precisa y terminante, 
del deseo del País, de sus propias aspiraciones. El País 
vascongado, tradicional y progresivo por excelencia, 
tanto en su historia como en las manifestaciones todas 
de la vida, no quiere leyes, Concierto económico, ni 
nada que sea- efímero y pasajero; su deseo, su ansia, 
es la estabilidad y fijeza en las bases cardinales de la 
vida de familia, de la vida económica, y, en una pala- 
bra, de la vida social, para que, sirviéndole esa estabi- 
lidad de base firme, de seguro punto de apoyo, pueda 
el arriesgado y emprendedor vascongado lanzarse de- 
cidido á la vida de los negocios, á la conquista de ca- 
pital y á la consolidación del progreso, sin preocupar- 
se de la política, del orden de su casa y del buen go- 
bierno del pueblo, que sabe que está asegurado bajo 
la égida de su echeco-andria 6 del régimen secular de 
sus tradiciones. 

Por eso conceptuamos que las negociaciones del fu- 
turo Concierto económico debe presidirlas el deseo de 
hacerle estable y de duración indefinida, con cuotas 
fijas, si bien revisables periódicamente en un plazo ra- 
cional que debe estudiarse. 

Logrado esto, se evitaría esa intranquilidad, ese 
desasosiego que todos sentís, esa alarma, ¿por qué no 
decirlo?, que todos experimentamos cuando se aproxi- 
ma la funesta fecha de conclusión de cada Concierto. 

Y para no abusar más de vuestra grandísima aten- 
ción y benevolencia, no entro en otro orden de consi- 
deraciones, para estudiar el último punto. 


Base para estipularle 


Hasta el dia, viene siendo la base que se utiliza en 
la negociación de los Conciertos económicos-un estu- 
dio particular, que las respectivas Diputaciones hacen, 
de la riqueza de cada una de las tres provincias, frente 
á otro cúmulo de datos, relativo á la misma riqueza, 
que el Gobierno prepara previamente. Luego ocurre 
lo que siempre pasa en todo contrato: cada parte lucha 
y se defiende para sacar el mejor partido; entre las Co- 
misiones vascongadas y la gubernativa se establece un 
pugilato espinoso, erizado de serias dificultades. Para 
ello, el mismo Gobierno, al invitar á las Diputaciones 
para que designen las personas que se han de presen- 
tar en el Ministerio de Hacienda, competentemente 
autorizadas, les recomienda que lleven los datos y an- 
tecedentes, relativos al asunto, que obren en las respec- 
tivas Diputaciones, para resolver, en vista de ellos, lo 
que, respecto al sistema actual de tributación de las 
Provincias vascongadas, se considere más conveniente. 

Para probaros la importancia que concede nuestra 
dignisima Diputación y sus Hermanas á la obra del fu- 
turo Concierto económico, quedan más atrás menciona- 
dos algunos acuerdos adoptados, y en el mes último 
convocó la de Vizcaya á los Alcaldes en las cabezas de 
distrito, les entregó unas hojas estadisticas, les reco- 
mendó la mayor exactitud y celo y dictó otras medi- 
das encaminadas á averiguar la verdadera riqueza. 

Hay más: nuestros representantes tan maravillosa- 
mente han cumplido su cometido en las diversas oca- 
siones que han negociado un Concierto económico, que, 
para defender los intereses patrios con argumentos de 
peso, presentaban, no sólo el estado de la riqueza de 


él, sino que hacían sus cálculos comparativos por su- 
perficie y por habitante, tanto por regiones como por 
zonas del territorio nacional de análogas condiciones 
topográficas y climatológicas, estableciendo, igualmen- 
te, un detenido paralelo con las provincias limitrofes. 
En confirmación de que esto ocurre, ahi están las Me- 
morias en que constan las negociaciones de los Con- 
ciertos. 

Yo, meditando más de una vez acerca de la manera 
de evitar esas luchas y contiendas repetidas, he creido 
que las investigaciones de la riqueza provincial y la 
de sus similares no son suficientes; he entendido, y en- 
tiendo, que debe ser el análisis más minucioso: debe 
comprender, á la vez, el estudio de la base contribu- 
tiva de cada impuesto y de la suma recaudada, tanto 
por extensión territorial como por censo de población, 
de la riqueza total de España y de cada una de sus 
provincias. Investigada asi la riqueza y la recaudación 
total y parcial, podrían hacerse proporciones y hallar 
un promedio, que debiera ser la base, justa, matemá- 
tica é indiscutible, para señalar las cuotas totales y 
parciales de cada. provincia, en vez del regateo en uso. 

Con tal objeto, abundando las Diputaciones en sus 
loables propósitos, deben estudiar varias bases, acom- 
pañarlas de estados comparativos y de cálculos mate- 
máticos, no solamente para los impuestos estipulados 
hasta la fecha, sino para los demás que se recaudan 
por la Hacienda. Acaso me digáis que la empresa es 
ardua, diversa; yo también lo reconozco así; mas los 
grandes hombres, los héroes que legan su nombre glo- 
rioso á la posteridad no se destacan en las cosas pe- 
queñas y fáciles, sino en las difíciles y gigantescas. 

Sintetizando cuanto queda expuesto, paso á estable- 
cer las siguientes 


CONCLUSIONES 


PRIMERA 


El Concierto económico es la forma legal obligatoria 
de tributar al Erario nacional las Provincias vascon- 
gadas. 


SEGUNDA 


El Concierto económico es compatible con el articu- 
lo 3.* de la Constitución del Estado, que señala la igual- 


dad de los españoles en el levantamiento de las cargas 
del Estado. 


TERCERA 


Bajo el imperio del régimen concertado, práctica- 
mente subsiste el antiguo sistema foral administrativo. 


CUARTA 


La administración provincial de las Provincias vas- 
congadas, aun abolido el régimen foral, puede pre- 
sentarse como modelo acabado en la ciencia adminis- 
trativa. 


QUINTA 


El Concierto económico no cercena al Estado nin- 
guna de las atribuciones esenciales de la soberanía 
para crear, modificar ó suprimir impuestos ó inspeccio- 
nar la administración de los organismos inferiores, en- 
tendiendo, como entiende, en el conocimiento y reso- 
lución de los recursos contencioso-administrativos. 


SEXTA 


El Concierto económico representa, en la práctica, 
un grado tal de descentralización, que ofrece las gran- 
des ventajas preconizadas por la ciencia administrativa 
para la' autonomía local, y no causa ninguno de los ma- 
les de la centralización absorbente y burocrática. 


SÉPTIMA 


El Concierto económico no relaja los vínculos de 
afecto del territorio concertado con el resto de la 
Nación. 


OCTAVA 


El Concierto económico no amortigua, sino aviva, el 
ámor á la tradición y al espiritu administrativo pecu- 
liar, y capacita y habitúa a los pueblos para gobernarse 
por sí mismos. 


NOVENA 


La supresión del Concierto económico sería para el 
Pais vascongado una infracción manifiesta de la ley de 
21 de Julio de 1876, de los pactos posteriores, y repre- 
sentaría una transformación más honda y peligrosa 
que la sufrida en 1876, dando lugar á enormes recla- 
maciones de daños y perjuicios de los organismos pro- 
vinciales contra el Estado nacional. 


DÉCIMA 


El régimen concertado deben procurar las Diputa- 


ciones vascongadas que sea el sistema tributario esta: 
ble y duradero para este País. 
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UNDÉCIMA 


La extensión del Concierto debe comprender la tri- 
butación total ó el mayor número de impuestos, en sus 
distintas manifestaciones, sin que sobre los productos 
encabezados pueda exigir nuevas trabas y gabelas el 
Erario nacional. 


DUODÉCIMA 


La duración del Concierto que haya de estipularse 
debe ser indefinida, si bien periódicamente debe fijarse 
un plazo, razonablemente bastante, para modificar los 
impuestos, siempre que en el Pais haya alteración sen- 
sible de la riqueza, y se hayan modificado, igualmente, 
para el resto de la Nación, las cuotas contributivas. 


DÉCIMATERCIA 


La base para la estipulación del nuevo Concierto 
debe ser estudiada detenidamente, hasta hallar una 
matemática, fija, indiscutible y la misma para todos los 
impuestos que se concierten. 


Tal es, doctos compañeros é ilustrado lector, mi po- 
bre labor de esta noche. La abigarrada serie de ideas 
expuestas os proporcionará amplio campo de investi- 
gación doctrinal; las fases ó puntos de vista bajo los 
que he considerado el Concierto económico son toscos 
materiales que deposito en vuestras hábiles manos, son 
cortes hechos en la amplia tela, que quedan sin hilva- 
vanar; á vosotros, sabios obreros, inteligentes artistas, 
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queda confiada la unión y el adorno, hasta que resulte 
la labor de esta Academia una obra artistica y acabada, 
para bien del País. 

Yo, confiado en vuestra competencia y asiduidad 
para realizar obra tan meritoria, me despido de vos- 
otros; de mis soledades vine y á mis soledades vuelvo, 
hasta que me anunciéis la terminación de la obra, pero 
antes os despido desde aqui con un fraternal abrazo de 
gracias y afecto por vuestra benevolencia». 


Ventajas del Concierto económico 


Se dice erróneamente por algunos en Vasconia: 
«Puesto que durante el régimen de Concierto el Pais 
ha prosperado como nunca, y se han acrecentado su 
riqueza y bienestar, esta prosperidad y desarrollo son 
debidas al régimen de Conciertos.» Y en el resto de 
España se añade, con notoria injusticia: «Pues pagan- 
do menos, y merced á ese estado de privilegio, los 
vascongados prosperan á costa del resto de España.» 

«Estas afirmaciones --añade Orueta—, en su primer 
aspecto no son exactas sino en parte, y en su segundo 
son completamente erróneas, si no maliciosas. 

»El régimen de Conciertos ha tenido una sola ven- 
taja, y es la de evitar la intervención directa del Fisco 
y de la Administración española en el Pais vascongado, 
intervención que es y ha sido funesta desde los tiem- 
pos históricos conocidos, y aun debió serlo en los fabu- 
losos, en todas partes por donde ha pasado. 

»Ese fárrago de disposiciones contradictorias; ese 
sistema tributario absurdo; ese afán inmoderado de tu: 
tela opresora; esa manía de uniformarlo todo, hasta el 
más mínimo detalle; esa concepción desastrosa de los 
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burócratas y hacendistas españoles de que el pueblo, 
todo español, fuera de los seis ú ocho burócratas dicta- 
dores; es imbécil, y mira sólo por su ruina, y que cada 
ciudadano es sólo un presunto defraudador, que debe 
vivir encadenado á un expediente, necesitando, por 
tanto, que se le imponga cuanto tiene que hacer para 
administrarse, y que se le ate con cadenas de hierro 
para que no escape; ese constante deseo de exterminar 
la producción en todas sus manifestaciones y de matar 
en flor toda iniciativa individual y colectiva, para que 
sólo resplandezca, en toda majestad, la alta sabiduría, 
única é indiscutible, de los hacendistas, burócratas y 
gobernantes, y, sobre todo, eso de hacer y rehacer le- 
yes, disposiciones y reglamentos á millares, no para 
que se cumplan por todos, sino por los desgraciados 
que trabajan y callan, y no para que produzcan benefi- 
cios positivos al País, sino para mayor gloria y luci- 
miento, en el Parlamento y en la Prensa, de los go- 
bernantes. Ese, que es el mal mayor de España, y el 
que ha anticipado en siglos su decrepitud y su impo- 
tencia, es del que ha escapado, en gran parte, el Pais 
vascongado por los Conciertos, y-esa sí es una causa 
efectiva de prosperidad, en cuanto por si prepara y 
deja libre la actividad ó iniciativas individuales para 
los fines prácticos de la vida material. 

»En el País vascongado, donde el principio de auto- 
ridad y el del gobierno demoerático son sentimientos 
congénitos de raza, y el individualismo más exagerado 
es el carácter más distintivo de sus naturales, no cabía 
implantar, sin aniquilarlo, el sistema fiscal, despótico, 
autocrático, injusto y funesto, del Estado español; y á 
pesar de la enorme cantidad de circunstancias especia- 
les que en ese periodo de tiempo han confluído para el 
desarrollo de la riqueza, puede asegurarse que hubiese 
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sido todo inútil, y el Pais no llegara á lo que ha lle- 
gado, si aquí se implanta el sistema y procedimientos 
fiscales del resto de la Nación en el año 1876 y si- 
guientes. 

»¿Pero quiere decir esto que el régimen de Concier- 
tos, si bien nos ha defendido de las garras del Fisco, 
ha traído la prosperidad porque si? 

»En modo alguno. 

»A mayor suma de libertades, hubiese correspon- 
dido una prosperidad mayor, y el régimen anterior y 
principios que le informaban cuadraban mejor al movi- 
miento de progreso iniciado y acometido que el limi- 
tado de Concierto; pero de esto hemos de tratar más 
adelante, limitándonos á consignar aquí que, segura- 
mente, dado el conjunto de circunstancias que en esa 
época han concurrido, de haber habido régimen foral 
es indudable que el Pais, no sólo hubiese conseguido 
todas esas ventajas materiales, y aun muchas más, 
sino que hubiera conseguido otras en el orden moral y 
en el de las ideas; pues, doloroso es confesarlo, pero 
por ser verdad hay que decirlo, en el orden intelectual 
y moral y en el administrativo nuestro progreso no 
corre parejas con el material, y, por el contrario, acusa 
un sensible retroceso.» 

El distinguido letrado señor Orbea, ocupándose de 
este asunto, decía: 

«En el campo de la reacción y de la revolución hay 
quienes fingen desdenes y menosprecios del régimen 
vigente, por efímero ó porque solamente satisface el 
vil interés, y tampoco faltan quienes le combaten abier- 
tamente; séanos permitido abogar por su causa. 

»¿He de encarecer las ventajas del Concierto econó- 
mico? Tended una mirada sobre el País (refiriéndose á 
Guipúzcoa); observad la situación de esta microscópica 
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provincia: cien fábricas de electricidad distribuyen la 
energía hasta las aldeas más remotas; las industrias 
aumentan su capacidad productora; el valor de la pro- 
piedad sube; los depósitos en los Bancos y Cajas de 
Ahorros crecen como la espuma, y en todas partes se 
descubren señales inequívocas del progreso. De tal 
modo lisonjea nuestro amor á Vasconia este progreso, 
que muchas veces pienso que si todas las provincias 
de España fueran como la de Guipúzcoa, en el mapa 
de la Península ibérica no brillaría más que un solo 
color, y no se hubiera reunido la conferencia de Alge- 
ciras, porque nadie se hubiera atrevido á disputar á 
España sus preferentes derechos en Marruecos. 

» Yo ya sé que esto no es un fenómeno exclusiva- 
mente local, ni debido, en su totalidad, al Concierto 
económico; yo ya sé que el progreso realizado obedece, 
principalmente, á la actividad del pueblo vascongado, 
á su espiritu de asimilación y de propaganda, á su eco- 
nomía y su honradez. Pero, aun sabiéndolo y recono- 
ciéndolo, es indudable que alguna parte, y no pequeña, 
cabe al régimen administrativo del País, 

»Porque es menester decirlo. El Concierto económi- 
co no es un contrato árido, seco, de mera subrogación 
en las funciones recaudatorias de los cupos tributarios, 
como los encabezamientos de consumos de Castilla. Es 
algo más, es mucho más que esto; es todo un sistema 
de gobierno, que ilúmina, con vivos resplandores, la 
gestión provincial y municipal, animándolas, invistién- 
dolas con plenas atribuciones, para lo que es más im- 
portante en la vida de los pueblos, para acordar los tri- 
butos, tarifas, organizarlos y reglamentarlos; en suma, 
es la autonomía económica.» 


CAPÍTULO V 


«Puede el Gobierno oponerse á renovar el Concierto económico, á su 
terminación,-caso de que las Diputaciones vascongadas deseen con- 
tinuar:con dicho régimen?-—Fundamentos de la opinión que se sus- 
tente.—Opiniones de Orbea, del Marqués de Casa-Torre, del Conde 
de Urquijo y de Orueta.—Criterio legal de las Diputaciones para 
la revisión de los Conciertos. 


¿Puede el Gobierno oponerse á renovar el Concierto eco- 

nómico, á su terminación, caso de que las Diputaciones 

' vascongadas deseen continuar con dicho régimen?-— 
Fundamentos dela opinión que se sustente. 


La pregunta con que se encabeza el enunciado en- 
traña una cuestión fundamental, magna é importanti- 
sima, cuestión práctica, real y efectiva en la historia 
de los Conciertos, y no meramente fantástica, teórica é 
imaginaria. 

Por ser un problema de la realidad, se ha iniciado en 
diversas ocasiones, entre otras: a) al estipular los Con- 
ciertos económicos de 1887 y 1804; 5) al finalizar las 
gestiones de la reforma de 1900; c) al iniciarse y termi- 
narse las negociaciones para el Concierto vigente. 


De la resolución que se adopte de la duda, surgen 
opuestas conclusiones. 
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Si contestamos afirmativamente á la pregunta pro- 
puesta, es indudable que de la voluntad del Gobierno 
depende el Concierto económico; que éste es una gra- 
cia, revocable á voluntad del Poder central; que es un 
privilegio, y no un derecho. 

Por el contrario, si afirmamos latesis de que el Gro- 
bierno no puede oponerse á renovar el Concierto .eco- 
nómico, en el caso de que las Diputaciones vasconga- 
das deseen continuar con dicho régimen, por lógica 
consecuencia hay que afirmar que la existencia del 
Concierto no depende de la voluntad ó capricho del 
Gobierno de Madrid; que no es una gracia ó privilegio 
que conceda á los vascongados; es un derecho legítimo 
que asiste al pais vasco; es una forma especial de pa- 
gar los tributos, peculiar y exclusiva de esta Región, 
emanada de una ley sancionada por las Cortes y ratifi- 
cada por otras muchas posteriores; y que esa forma 
tributaria tiene que subsistir invariablemente para las 
Provincias vascongadas, mientras éstas no renuncien á 
tenerla. 

Veamos ahora los fundamentos en que se apoyan los 
que opinan que el Concierto económico es un privile- 
gio ó una gracia del Gobierno de Madrid hacia las Pro- 
vincias vascongadas. 

Aducen como supuestas razones las siguientes: 

1. El Concierto económico es un pacto voluntario 
entre el Gobierno de Madrid y los representantes de 
las Provincias vascongadas; luego, cuando la voluntad 
de una de las partes falta, ó es contraria á la estipula- 
ción del contrato, éste no puede existir. 

2." Los Conciertos económicos son á la- manera de 
los tratados entre dos naciones amigas, y, como tales, 
son denunciables á la conclusión del plazo fijado para 
su aplicación. 


3* Los Conciertos son unas gracias ó privilegios 
que el Gobierno otorga, por cierto plazo, al País vas- 
congado, á cuya conclusión puede dejar sin efecto la 
gracia ó concesión otorgada. 

4* Que siendo tales Conciertos contratos, pactos 
ó semi-tratados de carácter privilegiario, la parte favo- 
recida por ellos, ó sean las Provincias vascongadas, 
que disfrutan de ellos, aunque quieran continuar dis- 
frutándolo, no pueden obtenerlos, si la parte que gene- 
rosamente se los otorga se niega á ello. 

Los que asi opinan, ocioso es decir que son: muchos, 
gobernantes; otros, representantes del Gobierno; no 
pocos, partidarios de la centralización, del uniformismo; 
y todos, todos los enemigos del Pais vasco ó descono- 
cedores de sus legitimos derechos. 

El error fundamental de los que sustentan esta teoría 
parte de fijarse en la forma, en la parte accidental y 
secundaria del Concierto económico, prescindiendo de 
su esencia, de su alma, de su fundamento, y sacando 
la cuestión de su verdadero lugar, su argumentación 
es lógica, 

Para ellos, cerrando los ojos á la realidad y á la evi- 
dencia, los Conciertos económicos nacen de la volun- 
tad del Gobierno, que los pacta por el tiempo y con- 
diciones que le convienen; luego, siendo así, cuando no 
le convenga puede dejar de pactarlos. 

Los que asi discurren niegan la evidencia, olvidán- 
dose de que los Conciertos nacen de una ley constitu- 
cional, la de 21 de Julio de 1876, que al extender á los 
moradores de las Provincias vascongadas los deberes 
constitucionales, lo hizo en condiciones especiales, 
cuyo cumplimiento el Gobierno debe efectuar y las 
Provincias vascas reclamar. 

Nosotros militamos en el bando contrario; apoyados 
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en textos legales y en reiteradas disposiciones que los 
confirman, entendemos: que el Gobierno de Madrid, 4 
la terminación del Concierto económico, debe renovar- 
le, siempre que las Provincias vascongadas lo deseen; 
que el Concierto económico es una forma de pagar los 
tributos estable, permanente, que existe y tiene que 
subsistir, aunque al Gobierno le desagradase su con- 
servación; lo único variable, accidental y que puede 
cambiar, y cambia, á la conclusión de cada Concierto, 
es la cifra, cuota ó cuantía de cada tributo; que, al ter- 
minar cada Concierto, lo que se hace es revisar los cu- 
pos, fijar los impuestos; sobre esto versa y puede man- 
tenerse la discusión, toda vez que el encabezamiento, 
el pago mediante Concierto, es una cosa legalmente 
establecida y forzosamente respetada. 

Las razones que aducimos en apoyo de esa opinión 
son estas: 

1." Que los Conciertos económicos nacen de la Ley 
de 21 de Julio de 1876, reformadora, y no derogatoria, 
de los Fueros vascongados, en cuanto al pago de los 
tributos al erario nacional esa parte del Estado español. 

2,* Que dichos Conciertos surgen de la autorización 
contenida en el artículo 5.” de precitada Ley, que, al 
extender á los habitantes de estas provincias la obli- 
gación de acudir al servicio de las armas, cuando la 
Ley los llame, y de contribuir, en proporción á sus ha- 
beres, á los gastos del Estado, reservó al Grobierno la 
autorización contenida en el número 2.0, para que, dan- 
do, en su día, cuenta á las Cortes, proceda á acordar, 
con audiencia de las provincias de Alava, Guipúzcoa y 
Vizcaya, si lo juzga oportuno, todas las reformas que 
en su antiguo régimen foral lo exijan. Consecuencia de 
ese precepto, el (robierno oyó á las Diputaciones vas- 
congadas, y, de acuerdo con ellas, convino, como re- 
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forma del antiguo régimen tributario, el pago de los 
tributos mediante encabezamiento, en los términos que 
aparecen en el Real decreto de 28 de Febrero de 1878. 

3." Que el Real decreto de 4 de Noviembre de 1879, 
en su artículo 3.”, declaró que conservarán su valor y 
eficacia legal todas las disposiciones orgánicas y re- 
glamentarias acordadas por el Grobierno, en uso de las 
facultades discrecionales y extraordinarias. 

4.* Que el penúltimo párrafo del artículo 14 de la 
Ley de presupuestos de 29 de Junio de 1887 estableció, 
con carácter definitivo, en el Concierto sancionado por 
la misma, las reglas á que ha de ajustarse la revisión 
de las cuotas señaladas, que habrá de hacerse por el 
Gobierno, oyendo á las Diputaciones, por alteraciones 
sensibles en la riqueza de las Provincias ó en las ba- 
ses de imposición consignadas en los presupuestos del 
Estado, en la proporción que corresponda á aquellas 
alteraciones. 

5. Que el artículo 41 de la Ley de presupuestos 
del año 1893-94 determinó que las cuotas del Concierto 
eran revisables, cuando alguna de las partes lo solicite, 
por existir alteraciones sensibles en la riqueza del País 
ó en las bases de imposición, oyendo á las Diputacio- 
nes provinciales. 

6.2 Que análogo precepto se repitió en el art. 11 
del Real decreto de 1.” de Febrero de 1894, que, si 
bien dice que hasta 1906 las cuotas son inalterables, 
reconoce que el Concierto es por tiempo indeterminado, 
desde el momento que, transcurrido el plazo, declara 
potestativo el que puedan modificarse las cuotas, si una 
de las partes lo solicita, por existir alteraciones sensi- 
bles en la riqueza del Pais ó en las bases de imposi- 
ción. Obsérvese que dicho artículo concede igual de- 
recho á ambas partes para solicitar la alteración de 
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cuotas, ya que pudiera acontecer que, por una crisis, 
una guerra ú otro motivo económico, la riqueza de las 
provincias disminuyese, ó que, con la variación de las 
bases de imposición de los tributos, los contribuyentes 
saliesen beneficiados, en cuyos casos, aunque al Go- 
bierno le conviniese que continuasen las cuotas pacta- 
das, á los intereses de las provincias les convendría la 
alteración. 

7.2 Que el mismo mandato y procedimiento se ha 
establecido en el articulo 12 del vigente Concierto 
de 1906. 

8.* Que corroborando esta doctrina está la posesión 
constante y la prescripción de más de treinta años, no 
interrumpidos, en el uso del derecho de concertar la 
tributación directa, cuya prescripción, al finalizar el 
Concierto de 1906, la abonarán más de cuarenta y ocho 
años de lapso de tiempo. 

Al principio dijimos que el problema contenido en 
el enunciado envolvia úna cuestión trascendental que 
se había dado en la práctica en diversas ocasiones, y. 
para probarlo, expuesta queda, en la página 64, la opi- 
nión de la Comisión vascongada que pactó la reforma 
de 1go00. Ahora mencionaremos otras opiniones. 


Opinión de Orbea “? 


«Pero ¿tenemos derecho al Concierto? Lo tenemos, 
indudablemente, apoyado en la posesión, cuya fuerza 
ningún gobernante se atreverá á desconocer; en la pres- 
cripción, avalorada por una larga y feliz experiencia; 
en la tradición; en la capacidad, reconocida y procla- 


(1) Discurso de Eibar. 
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mada por todo el mundo; en la lealtad con que hemos 
cumplido nuestros compromisos... Derecho que tiene 
tan sólido asiento, tiene que ser respetado por el legis- 
lador, si no quiere hacer una obra de injusticia, y, po- 
seído de esta verdad, declaraba Silvela, con el asenti- 
miento de muchos políticos que le escuchaban, tratan- 
do del regionalismo: 

«Asi, pues, en lo que se refiere á las Provincias vas- 
»congadas, la consagración de su régimen actual, res- 
»petando sus derechos y facultades, y con amplitud 
»para las funciones para que son aptos, debe ser el 
»sentido de nuestro régimen local y provincial.» 

» Y este derecho se halla, además, asistido de un 
justo titulo, porque el Concierto económico es la per- 
ecuación de un régimen, el saldo que se nos reconoció 
en el balance que impuso la última desdichada guerra 
civil. Hé ahí el elevado origen, los altos títulos en que 
se funda nuestro derecho, ante los cuales se ha rendido 
el legislador, porque, señores, dentro del estado legal 
vigente, el Concierto es permanente, no está sujeto 
á plazo; lo que está sujeto á plazo es sólo la revisión 
de los cupos.» 


Opiniones del Marqués de Casa-Torre 


ES 


Que este sistema de Conciertos se establece de 
una manera definitiva ó estable, en virtud del art. 5.* 
de la Ley de 21 de Julio de 1876, y lo único alterable ó 
modificable son las cuotas. 

2.7 Que, respecto á las condiciones á que ha de su- 


jetarse esta modificación de las cuotas, ha habido un 


(1) Los Conciertos Económicos, 
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progreso evidente de un Concierto á otro. En el prime- 
ro se fija un plazo de ocho años para su revisión, y aun 
dentro de estos ocho años se alterarán las cuotas, á 
medida que se alteren las bases de su imposición en 
los presupuestos del Estado. En el de 1887 se fijan las 
cuotas de una manera permanente, para lo sucesivo, y 
sólo podrán modificarse, oyendo á las Diputaciones, 
por alteraciones sensibles en la riqueza de las provin- 
cias ó en las bases de imposición de los presupuestos 
del Estado. Y en el vigente de 1894 se mejoran las 
condiciones del plazo fijo del primer Concierto, am- 
pliándolo muy considerablemente, y perfeccionando, 
además, la inalterabilidad de las cifras, que, dentro de 
ese largo plazo, han de ser ¿nalterables en absoluto; y se 
combinan muy acertadamente estas ventajas con las 
de la permanencia racional de las cuotas para lo suce- 
sívo, puesto que, aun después de cumplido aquel largo 
plazo, únicamente pueden modificarse según las reglas 
de 1887, que confirma y ratifica el Concierto vigente. 

»3." Que el Gobierno que violentamente quisiera 
destruir este sistema de Conciertos, ó hipócritamente 
io hiciera imposible, elevando las cuotas de una ma- 
nera arbitraria, sin atenerse á las reglas establecidas 
en el Concierto del 87 y confirmadas en el del 94, fal- 
taria á lo convenido, solemne y repetidamente, entre 
el Poder Central y las Provincias vascongadas, y al 
respeto que estos acuerdos y el sistema de Conciertos, 
consagrado por ellos, han venido mereciendo de cuan- 
tos Gobiernos se han sucedido en el poder desde 1878 
hasta la fecha.» 
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Opinión del Conde de Urquijo “ 


«Dos asuntos llevábamos los comisionados vascon- 
gados á Madrid: uno era el Concierto económico. 

»La Diputación de Vizcaya, llamada por Real orden 
por el Gobierno de Su Majestad, nos dió el encargo de 
trasladarnos á Madrid, para tratar, con temperamentos 
de paz, con cortesía, siempre compatible con la ener- 
gía de fondo, y dentro del régimen actual, de la revi- 
sión de cifras del Concierto económico. 

»Tan pronto como llegamos, hicimos saber al (zo- 
bierno que no ibamos á concertar de nuevo, sino á re- 
visar las cifras que podrian ser modificadas, una vez 
denunciadas por el Poder Central ó por las Diputacio- 
nes vascongadas el año 1906, ya que el régimen de los 
Conciertos es un estado de derecho vigente, y que 
para proceder á esa revisión teniamos que atenernos á 
las dos bases establecidas en el Real decreto de 1894, 
y que son: 1.” Las modificaciones en las bases de im- 
posición ó tipos tributarios de España. 2.” El aumento 
sensible en la riqueza vascongada desde 1894 hasta la 
fecha. 

»Admitidos estos principios, el Ministro de Hacien- 
da hubo de exigir cifras que los comisionados vascos 
hallaron exageradas, y se dirigieron entonces al Presi- 
dente del Consejo, haciéndole ver se trataba de una 
verdadera cuestión de Estado.» 


(1) Discurso del 23 de Diciembre de 1906. 
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Opinión de Orueta “? 


«No hemos de detenernos mucho á contestar á la es- 
pecie de que el régimen de Conciertos es privilegiado, 
injusto y grava á los demás españoles. No; de derecho 
legitimo, por el más santo y legitimo de los derechos, 
natural, histórica, política y legalmente, nos corres- 
ponde y es debido mucho más que un Concierto eco- 
nómico; en eso no cabe discusión. En cuanto á que pa- 
gamos menos, basta con recordar que los Conciertos 
económicos son Reales decretos que llevan la firma de 
los Ministros de Hacienda, sancionados por las Cortes; 
que no son los vascongados los que fijan sus cupos, 
sino que los discuten y fijan los Grobiernos de la Na- 
ción, de acuerdo con las Diputaciones y después de 
largos debates, en que se estudia y aquilata cuanto es 
posible, y como tal vez no se aquilate, estudie ni dis- 
cuta ningún otro ingreso del Estado; se llega, por úl- 
timo, á una cifra, sobre la cual siempre los Ministros, 
que es la parte más fuerte de las contratantes, imponen 
un aumento, y las Diputaciones lo aceptan como mal 
menor, y esa es la cifra definitiva. 

»5e cree, sin embargo, en el resto de España, que 
las Provincias Vascongadas lo tienen todo concertado, 
y sólo pagan al Estado las cifras que aparecen en los 
Conciertos, y, por tal concepto, en los presupuestos. 
Ojalá fuera así, pero está lejos de serlo. Se ha demos- 
trado hasta la saciedad, y es inútil repetirlo, que, su- 
mando los conceptos, concertados y no concertados, 
cada vascongado paga 60 pesetas, por habitante y año, 


(1) £l País Vasco. 
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para las cargas del Estado, cantidad que es mayor que 
la del promedio de todos los españoles, que, siendo 20 
millones de habitantes, sostienen un presupuesto de 
1.000 millones de pesetas, -Ó sea 50 pesetas por habi- 
tante (1). 

»No es, pues, á costa de España, sino por el esfuerzo 
de sus hijos, por lo que prospera Euskeria en su rique- 
za, y nosotros, lejos de todo egoísmo, deseamos fer- 
vientemente que las demás regiones prosperen igual 
é individualmente, medio único posible de que prospe- 
re España entera.» 


Criterio legal de las Diputaciones para la revisión 
de los Conciertos 


Discutido el extremo importantísimo acerca del ca- 
rácter de derecho, y no de privilegio, del Concierto económico, 
toca examinar una secuela ó corolario de la doctrina 
expuesta, relativa al criterio sustentado por la Dipu- 
tación al renovar los Conciertos económicos. 

Si se examinan comparativamente las cláusulas de 
los distintos Conciertos, se advertirá, sin dificultad, la 
tendencia manifiesta de las Diputaciones provinciales 
á cristalizar el sistema tributario, á darle estabilidad y 
fijeza, mediante el avance sucesivo, y cada día más 
ventajoso, al estipular las condiciones. Comprobémoslo. 

El primer Concierto, más bien hecho por imposición 
del Sr. Cánovas que por libre estipulación de sus ba- 
ses por la representación vascongada, fué un compro- 


«(1) Recomiendo sobre el particular el reciente trabajo hecho para 
Guipúzcoa y publicado por el Sr, Gascue, que, con acopio de datos, 
demuestra una diferencia aún mayor,» 
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miso provisional ó de carácter transitorio, en el que se 
advierte la falta de fijeza de las cuotas pactadas y el 
estado de confusión en que quedan las Diputaciones 
provinciales con relación al Poder Central. 

Solamente comprendía aquel pacto cinco conceptos 
contributivos: por inmuebles, cultivo y ganadería; in- 
dustrial; Derechos reales; papel sellado; y consumos. 

Se decía en el artículo 9.” «Cualquiera otra contri- 
bución, renta ó impúesto que las leyes de presupuestos 
sucesivas establezcan, serán obligatorias á las Provin- 
cias vascongadas, y la cantidad que les corresponda 
satisfacer al Estado se hará efectiva, por los medios 
que el Grobierno determine, oyendo previamente á las 
respectivas Diputaciones provinciales.» 

En ese primer Concierto no se declararon las cifras 
inalterables durante su duración, pues en cuanto á dos 
de ellas, después de señalar la cuota por inmuebles 
para cada provincia, se añadia: «sin perjuicio del cupo 
que proceda asignarlas cuando se haya hecho la esta- 
distica territorial y pecuaria»; y en cuanto á la contri- 
bución industrial y de comercio, se dice: «sin perjuicio 
de las alteraciones que deban hacerse en este señala- 
miento cuando se conozcan los resultados del padrón 
industrial que ha de formarse», etc. 

Es verdad que las cuotas no se variaron durante los 
nueve años del primer Concierto, á pesar de haberse 
estipulado como reformables. 

En cambio, en el segundo Concierto no se estipula 
plazo de duración; se pacta por tiempo indefinido, di- 
ciendo: «Las provincias de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya 
contribuirán, en lo sucesivo, con arreglo al siguiente es- 
tado.» En cuanto á la posibilidad de nuevos impuestos, 
se repitió la misma previsión del anterior, y respecto á 


, 


la fijeza de las cuotas tributarias, aunque no se llegó á 
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ella, se estatuyeron las bases invariables para hacer 
las alteraciones, en estos términos: «Las cuotas señala- 
das..... podrán modificarse, oyendo á las Diputaciones, por 
alteraciones sensibles en la riqueza de las provincias 0 en las 
bases de imposición consignadas en los presupuestos del Es- 
tado, en la proporción que corresponda á aquellas alte- 
raciones.» 

Antes, las cuotas podrian modificarse, sin la audien- 
cia de las Diputaciones, por la mera resultancia del 
catastro ó del padrón industrial; desde 1887, la modifi- 
cación requiere la audiencia de las Diputaciones, alte- 
raciones sensibles en la riqueza ó variaciones de las 
bases de imposición; sin esos requisitos, la alteración 
no puede efectuarse, y los cupos resultan fijos. 

En el tercer Concierto se llega á declarar la fijeza é 
inalterabilidad de los tributos mientras el plazo de dura- 
ción del Concierto, doce años, hasta 1.” de Julio de 1906, 
y se repite la cláusula en cuanto á las nuevas contribu- 
ciones y al procedimiento para hacer las variaciones. 

Porque las cifras fuesen inalterables hasta 1." de 
Julio de 1906, no quiere decir que ese dia el Concierto 
termine; las Diputaciones, conforme á la doctrina que 
dejamos establecida como principio fundamental, con- 
sideran que el Concierto no finaliza, precisa y Jatalmente, 
en 1." de Julio de 19066 4 la terminación de cada Concierto, 
porque éste se hace por tiempo indefinido, y, pasada la 
fecha de duración, se establece que, pasada esa techa, 
Podrá modificarse. Es decir, que es potestativa la modi- 
ficación; depende de que cualquiera de ambas partes 
la crean necesaria. Si ninguna de las partes contratan- 
tes hubiera denunciado las cuotas tributarias, éstas hu- 
bieran seguido legalmente rigiendo en adelante, mien- 
tras que el Gobierno ó las Provincias vascas no hubie- 
ran pedido la alteración. 
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Llegado el momento de la modificación, por denuncia 
del Gobierno, se estipularon nuevas cuotas, concretas 
é invariables para veinte años, dentro del Concierto 
que venía rigiendo. 

Por esta razón, los comisionados vascos siempre sos- 
tuvieron, al pactar con el (robierno, desde 1887, que 
iban á tratar de la revisión, modificación ó alteración de 
las cifras contributivas, no á estipular nuevo Concierto; 
por eso también repetían siempre en los Conciertos las 
cláusulas comunes, y variaban las accidentales. 

Fijese bien, para mantener esta doctrina, que el ar- 
tículo 11 dice que las cuotas podrán modificarse; em- 
pleando el verbo mod: ficar, y no el de establecer, calcular 
Ó fijar, ú otro que indique que vaya á hacerse una cosa 
nueva. 

Al estipularse las cuotas del llamado tercer Concier- 
to, los comisionados se opusieron á los deseos de don 
Germán Gamazo, Ministro, á la sazón, de Hacienda, 
quien sostenía que, prescindiendo de todo lo hasta en- 
tonces convenido, había de hacerse un cálculo directo, 
fundado en la apreciación de la riqueza tributable, y no 
en las variaciones de dicha riqueza. 

Los comisionados, por el contrario, indicaron que 
solamente habia que estudiar las variaciones de rique- 
za y las nuevas bases de imposición, en vista de lo que 
el Ministro dijo que podía dejarse á un lado la cuestión 
de principio, ya que, probablemente, se llegaría á un 
acuerdo, respecto á las cifras tributarias, examinando 
las que una y otra parte estimasen justas y equitativas, 

En Noviembre de 1906, los comisionados plantea- 
ron, ante Navarro Reverter, Ministro de Hacienda, el 
problema fundamental, en los mismos términos que sus 
antecesores lo hicieron ante Gramazo, diciendo, en la 
primera conferencia, que noiban á hacer un nuevo con- 
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vento colocando el asunto de cifras en sus términos ini- 
ciales, ó sea prescindiendo de lo anteriormente esti- 
pulado, sino que, partiendo del statu quo, iban á exami- 
nar y discutir las variaciones que en los cupos antes 
concertados habian de introducirse, en relación con las 
variaciones de la riqueza desde 1.* de Julio de 1904 y 
con los cambios sufridos por los tipos tributarios para 
los diversos impuestos concertados desde aquella fecha. 

Los comisionados insistieron en que este era un prin- 
cipio fundamental para el examen de las cifras tribu- 
tarias que habian de abonar las provincias desde 1.” de 
Enero de 1907. 

El Ministro, Sr. Navarro Reverter, aceptó la opinión 
de los comisionados, verbal y oficiosamente; sin em- 
bargo, los Directores generales de Hacienda, que in- 
tervenian en las negociaciones, en las notas preparato- 
rias que cruzaron con los comisionados fundamentaron 
sus cifras sobre el criterio y doctrina de que se trataba 
de un convenio absolutamente nuevo, y no de la modi- 
ficación de cuotas en relación con las variaciones sen- 
sibles de la riqueza y con las modificaciones de los ti- 
pos contributivos. 

Los comisionados, contra esa conducta, sostuvieron 
enérgicamente el principio legal citado, y tuvieron la 
satisfacción de llegar, respecto á las cifras. á un acuer- 
do con el señor Ministro. 


PRIMERA PARTE 


[OS CONCIERTOS ECONÓMICOS 


PRIMER CONCIERTO ECONOMICO, 1878 


CAPÍTULO VI 


Las Diputaciones interinas.—Manifiesto de la Diputación de Vizcaya.— 
Diputación interina de Guipúzcoa.—El primer Concierto econó- 
mico.—Texto del Real decreto de 28 de Febrero de 1878.—Clasifi- 
cación y análisis de las disposiciones que contiene, — Facultades 


especiales que otorga á las Diputaciones vascongadas. —Juicio crí- 
tico del mismo. 


Las Diputaciones interinas 


Por virtud de la tenaz resistencia del Pais al preten- 
dido arreglo de los fueros, que motivó el interregno 
de 1876 á 1878, cuyos sucesos principales dejamos re- 
señados en los capítulos precedentes, y podemos resu- 
mir diciendo que disueltas las Diputaciones generales 
ó forales, suprimido el régimen local administrativo de 
estas provincias y creadas de R. O. las Diputaciones 
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provinciales, concediendo el cargo de Diputado á hijos 
del País, el único servicio que era dable conseguir á 
éstos en bien de su patria consistía en cierto ensanche 
de facultades administrativas á favor de las nuevas 
Corporaciones, mediante el encabezamiento de las con- 
tribuciones que al País pudieran corresponder. 

El móvil de los naturales que aceptaron entonces el 
cargo de Diputado, que por nombramiento de la Co- 
rona les era otorgado, fué salvar á la provincia de que 
su administración cayese en extrañas manos, y que al 
paso dejáramos de alcanzar la única ventaja que en tan 
tristes circunstancias era posible conseguir bajo un ré- 
gimen político que el País, solemnemente, había decla- 
rado incompatible con sus instituciones seculares. 


Manifiesto de la Diputación de Vizcaya 


Los designados para formar la Diputación provincial 
de Vizcaya se resolvieron á aceptar sus cargos, expli- 
cando su conducta y definiendo su actitud en el si. 
guiente manifiesto: 


«Vizcalnos: 


»El deber de consagrarse al servicio y á la defensa 
de los altos intereses del País vascongado, es más es: 
trecho é indeclinable que nunca en los momentos crí- 
ticos de la desgracia. Ese deber toma entonces el ca- 
rácter de absoluta necesidad, y su incumplimiento po- 
dría significar el menosprecio y el abandono de lo que 
más profundamente aman nuestros corazones. 

»Llamados á constituir la Diputación provincial en 
este periodo, el más triste, el más difícil y peligroso 
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que acaso registra la gloriosa historia de Vizcaya, he- 
mos vacilado un instante al pensar que, por causas de 
todos conocidas, acaban de desaparecer las institucio- 
nes especiales del Pais; pero en seguida se han pre- 
sentado á nuestra vista las consecuencias inmediatas é 
inevitables de tan lamentable suceso, si abandonára- 
mos á manos extrañas la gestión de los intereses de 
Vizcaya, y lo irreparable de esta desventura, si, con 
ánimo sereno, no procurásemos disminuir sus funestas 
consecuencias, ya que nosea dado evitarlas entera- 
mente. 

» Todo esto, que, en resumen, viene á formar nuestro 
convencimiento de que podemos evitar grandes males 
al Pais vizcaíno, y, además, la consoladora esperanza de 
consegutr ventajas, por fruto de nuestros esfuerzos, nos 
ha obligado á hacer, en aras de Vizcaya, el sacrificio 
de ocupar estos difíciles puestos, teniendo por norma 
de patriótica conducta que el bien y salvación de Viz- 
caya debe ser, en cada momento, el único criterio con 
que han de fijarse las ideas y determinarse los actos de 
sus buenos hijos. 

» Algunos de nosotros liemos intervenido en los asun- 
tos del País, y nuestros antecedentes son la mejor ga- 
rantía de nuestros propósitos; dentro del régimen foral 
y en momentos históricos determinados, hemos dado 
al País leales consejos, encaminados á la defensa de 
sus derechos, que ha sido y será siempre nuestra aspi- 
ración más ardiente y más inquebrantable. 

»Con ella venimos á formar parte de esta Corpora- 
ción, y podéis estar firmemente seguros de que, cual- 
quiera que sean los medios que las circunstancias pon- 
gan en nuestra mano, el fin á que siempre se encamina 
nuestra constante voluntad no será jamás otro que Ja 
salvación de los intereses y derechos del País vascongado, 
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»Todos hemos ocupado este puesto unidos en esta 
suprema aspiración; al aceptarlo, seguimos el Consejo 
unánime de las personas más autorizadas, é€ imitamos 
el ejemplo de los más distinguidos vascongados, que, 
en azarosos instantes, no negaron á Vizcaya el sacri- 
ficio de todo lo que pudiera privarla de sus relevantes 
servicios. 

»Con ellos venimos á servir, en esta aciaga crisis, 
los intereses de Vizcaya, y no á otra cosa alguna. Si 
se realizan nuestras esperanzas, Ofrecemos á nuestro 
querido Pais algunas ventajas, por fruto de nuestro 
empeño. En otro caso, volveremos á la vida privada, 
satisfechos de haber hecho el esfuerzo de que seamos 
capaces. Cualquiera que sea la suerte que la Providen- 
cia depare á nuestros designios, no ha de negarnos 
esta noble tierra el justo reconocimiento de la intención 
salvadora que nos dirige. 

»Bilbao, 15 de Mayo de 1877. 

»El Presidente, Manuel María de Gortázar.- El Vice. 
presidente, Eduardo Coste y Vildósola.—Comisión perma- 
nente: El Vicepresidente, Antonio L. de Calle: Los Vo- 
cales, Julián de Villabaso, Ricardo de Balparda, Vicente de 
Uhagón, Francisco N. de Igartua.—Los Diputados, José 
de Goiri, Lorenzo de Echevarría, Luciano de Urtezar, Do- 
mingo de Eguidazu, Ricardo Rochelt, Ecequiel de Urigiien, 
Fermán de Urcola, Pantaleón de Bárbara, Luis de Ansóte- 


gui, Leonardo de Landázuri.—Los Secretarios, José de 
Briñas, Ignacio de Arias.» 


Diputación interina de Guipúzcoa 


El día 10 de Diciembre de 1877, insertó el Goberna- 
dor civil de Guipúzcoa en el Boletín Oficial una circular, 
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en que publicaba los nombres de los llamados á cons- 
tituir la Diputación Provincial. El texto decía: 


«Haciendo uso de las facultades que me han sido con- 
cedidas, he nombrado para formar la Diputación provin- 
cial de Guipúzcoa á los señores siguientes: Excmo. Sr. 
don Fernando Colmenares, Ignacio de Zavala, José de 
Zumalacárregui, Gregorio Guisasola, Miguel Altube, 
Tadeo Ruiz de Ogarrio, Fermin Machimbarrena, Justo 
Ortiz, Ramón Londáiz, Ignacio de Ibarzábal, Manuel 
de Azcona, José Manuel de Larrañaga, Baldomero Ollo, 
Sebastián Uribe, Félix de Urtubi, José Antonio de 
Elorza, Francisco de Maiz, Melquiades de Ansuátegui, 
Lucas de Egoscozábal, Gregorio Vidaola.—Lo que he 
dispuesto se inserte en este periódico oficial, para co- 
nocimiento de los Ayuntamientos y habitantes de esta 
provincia, encargando á los señores Alcaldes den la 
debida publicidad á la presente circular en sus respec- 
tivos distritos municipales.—San Sebastián, 10 de Di- 
ciembre de 1877.—El Gobernador, Laureano Casado 
Mata.» 


El día siguiente, 11, se constituyó la Diputación, eli- 
giendo Presidente á D. Tadeo Ruiz de Ogarrio y Vice- 
presidente de-la Comisión Provincial á don Fernando 
Colmenares. 


El primer Concierto económico 


En 1878, las Diputaciones interinas pactaron con el 
Jefe del Gobierno, Sr. Cánovas del Castillo, y de este 
modo se llevó á cabo el llamado arreglo económico, con 
el cual salió triunfante la política y los deseos del Go- 
bierno Nacional. 
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El Presidente de la Diputación de Vizcaya, don Ma- 
nuel Maria de Gortázar, reclamó en Madrid que se exi- 
miera á Vizcaya de la renta de tabacos y Se conServa- 
sen las cigarrerias, pero el señor Cánovas se negó á 
ello, diciendo que Alava y Guipúzcoa habian accedido 
al establecimiento inmediato de los estancos, y que en 
Vizcaya se haría lo mismo, indemnizando á los intere- 
sados. 

La obra de los Diputados provinciales interinos la 
juzgaban desprovista de sólido fundamento los que en- 
tonces creian que no tenian capacidad legal, ni repre- 
sentación alguna para tratar de asuntos tan graves y 
peligrosos, porque no ocupaban su puesto por el voto 
del pueblo, sino por nombramiento de los Delegados 
de la Corona; pero, sea como quiera, el arreglo se hizo, 
y el pacto estipulado se promulgó por el R. D. de 28 
de Febrero de 1878, precedido de un extenso preám- 
bulo, en el que hace el Gobierno relación de su obra, y 
declara que, mediante él, «se da por terminada la eje- 
cución de la Ley de 21 de Julio». 

Del Real decreto de 28 de Febrero de 1878 arranca 
el régimen llamado de los Conciertos económicos, á que 
actualmente viven sometidas las Provincias vascon- 
gadas. «El Real decreto es, si se nos permite la frase, 
como la piedra angular del nuevo edificio» —dice Eche- 
garay.—De él se derivan los que posteriormente se han 
dictado para fijar las atribuciones y los deberes de las 
Diputaciones de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya y para 
regular la relativa autonomía de que disfrutan y las 
facultades de que se hallan investidas para la inspec- 
ción y aprobación de presupuestos y cuentas munici- 
pales. 


Por su excepcional importancia, le insertamos á con- 
tinuación. 
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Texto del Real Decreto de 28 de Febrero de 1878 


Articulo 1. Se fija el cupo de la contribución de 
inmuebles, cultivo y ganadería que las Provincias vas- 
congadas han de satisfacer al Tesoro, en cada uno de 
los ocho años económicos, que empezarán á contarse 
desde 1.” del próximo Julio, en las cantidades siguien- 
tes: Alava 540.000 pesetas, Guipúzcoa 727.362 y Viz- 
caya 846.718, sin perjuicio del que proceda asignarles 
cuando se haya hecho la estadistica territorial y pe- 
cuaria. 

Artículo 2.2 Se fija, asimismo, el cupo que por con- 
tribución industrial y de comercio han de satisfacer di- 
chas provincias, en cada uno de los ocho años expresa- 
dos en el artículo anterior, en 43.194 pesetas la de 
Alava, 54.798 la de Guipúzcoa y 94.983 la de Vizcaya, 
sin perjuicio de las alteraciones que deban hacerse en 
este señalamiento cuando se conozcan los resultados 
del padrón industrial, que ha de formarse en cumpli- 
miento de lo mandado por el art. 9.” del Real decreto 
de 13 de Noviembre de 1877. 

Artículo 3.2 Son computables al cupo de la contri- 
bución de inmuebles, cultivo y ganadería: 

1.7 Las cantidades que desde dicho día 1.* de Julio 
próximo deba satisfacer y satisfaga cada provincia á 
su respectivo clero parroquial, y para el sostenimiento 
del culto, hasta que el Estado se haga cargo de ambas 
obligaciones, según se previno en el art. 3.” del ya ci- 
tado Real decreto de 13 de Noviembre de 1877. 

2.2 El 40 por 100 en Alava, el 50 por 100 en Gui- 
púzcoa y el 35 por 100 en Vizcaya del importe de dicho 
cupo, por las exenciones locales y personales que el 
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Gobierno puede otorgar por las causas determinadas 
en el párrafo 4. del art. 5." de la Ley de 21 de Julio 
de 1876, y en virtud de la autorización concedida en el 
mismo artículo; y 

3." El 2,62 por 100, para gastos de recaudación, so- 
bre la cantidad que ha de satisfacer cada provincia por 
la contribución de que se trata, deducida, en cada año, 
la que importa el abono que se les hace por las exen- 
ciones á que se contrae el párrafo anterior. 

Artículo 4. Son, igualmente, computables al cupo 
de la contribución industrial y de comercio: 

1.” El6o por 100 en Alava, el 50 por 100 en Gui- 
púzcoa y el 75 por 100 en Vizcaya del importe del re- 
ferido cupo, por las exenciones locales y personales 
que, asimismo, pueden otorgarse por virtud de la auto- 
rización concedida en el artículo 5.” de la Ley antes ci- 
tada; y 

2.” El 3,40 por 100, para gastos de recaudación, so- 
bre la cantidad que ha de satisfacer cada provincia por 
esta contribución, deducida, en cada año, la que impor- 
ta el abono que se les hace por las exenciones á que 
se contrae el párrafo anterior. 

Artículo 5. También será de abono, con cargo al 
cupo de la contribución de inmuebles, cultivo y gana- 
dería, la suma que en cada año cueste al Estado el sos- 
tenimiento de 100 y 120 soldados de infantería, en 
equivalencia de igual número de hombres que, respec- 
tivamente, sostienen las provincias de Vizcaya y Gui- 
púzcoa, con el carácter de guardias provinciales, á com- 
pleta disposición del Gobierno. Dejará de hacerse este 
abono cuando la expresada fuerza sea sustituida por la 
guardia civil ó por la de cualquier otro instituto arma- 
do que se encargue de prestar el servicio que actual- 
mente desempeña la de que se trata, 
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Artículo 6.7 Las Provincias vascongadas, además 
de los cupos ya señalados por las contribuciones de 
inmuebles, cultivo y ganadería é: industria y comercio, 
satisfarán también al Estado, en cada uno de los ocho 
años á que se contrae el art. 1.” del presente decreto, 
las cantidades y por los conceptos que á continuación 
se expresan: 


Alava Quipúzcoa Vizcaya 


Pesetas Pesetas Pesetas 


Por la equivalencia del impuesto de 
derechos reales y transmisión de 
bienes . . . . . . . - -113.664 17.295 21.312 

Por la equivaleficia de la renta de| | 
papel sellado, con el recargo de 
de 50 por 100 que impuso la Ley 
de presupuestos de 11 de Julio 


de 1877... . .. . .. 19.683 24.940 30.721 
Por el impuesto de consumos y ce- 
reales. . . 183.239 140.008 144.167 


Por el de consumos sobre la sal . 


80.794,50 |134.100,75|139.180,50 
—. ms il 


Articulo 7.7 Desde el citado día 1.” de Julio próxi- 
mo, los descuentos sobre sueldos de empleados pro- 
vinciales y municipales, y sobre honorarios de los re- 
gistradores de la propiedad, se establecerán en las 
Provincias vascongadas, y el Estado percibirá su im- 
porte en la misma forma y por iguales medios que las 
realiza en las demás provincias del Reino. 

Artículo 8.7 Los impuestos de cédulas personales, 
minas y sobre tarifas de viajeros y mercancias, asi 
como el descuento de 25 por 100 sobre cargas de jus- 
ticia, ya establecidas en las Provincias vascongadas, 
seguirán realizándose como hasta aquí. 

Artículo 9. Cualquiera otra nueva contribución, 
renta ó impuesto que las leyes de presupuestos sucesi- 
vas establezcan, serán obligatorias á las Provincias 
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vascongadas, y la cantidad que les corresponda satis- 
facer al Estado se hará efectiva por los medios que el 
Gobierno determine, oyendo previamente á las respec- 
tivas Diputaciones provinciales. 

Artículo 10. Estas Corporaciones harán efectivos 
los cupos de las contribuciones, rentas é impuestos 
comprendidos en los artículos 1., 2. y 6. del presente 
decreto por los medios autorizados para realizar el de 
la contribución de inmuebles, cultivo y ganadería del 
corriente año económico, y por cualquier otro que el 
Gobierno les otorgue, en vista de las propuestas que 
las mismas Diputaciones le dirijan. 

Artículo 11. En consecuencia de lo acordado en cel 
precedente artículo, las Diputaciones provinciales vas- 
congadas responderán, en todo tiempo, al Estado, del 
importe de las cuotas que deben satisfacer. 1l ingreso 
y formalización de las mismas cuotas se verificará en 
la respectiva Administración económica, por Cuartas 
partes, dentro de los diez primeros días del mes si- 
guiente al del vencimiento de cada trimestre, quedan- 
do sujetas dichas Corporaciones, si retrasaran el cum- 
plimiento de esta obligación, a los procedimientos de 
apremio establecidos, ó que se establezcan, contra los 
deudores del Estado. 

Artículo 12. Las cuotas señaladas en los artículos 
1.7, 2." y Ó.%, así como los impuestos á que se contraen 
el 7. y 8.” del presente decreto, quedan, desde luego, 
sometidas á las alteraciones que las leyes sucesivas de 
presupuestos introduzcan en las bases de su imposi- 
ción, y serán, por tanto, rectificadas, cuando llegue cl 
caso, las cantidades que los determinan, en la propor- 
ción correspondiente. 

Artículo 13. El Estado dejará de percibir en las 
Provincias vascongadas, desde 1.” de Julio próximo, 
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los derechos procesales que vienen satisfaciendo. Los 
avecindados en dichas provincias podrán representar 
en papel blanco ante los Tribunales y autoridades cons- 
tituidas dentro de su respectiva demarcación, asi como 
realizar en el mismo todos los actos políticos, civiles y 
administrativos que se refieren á la vida pública y pri- 
vada de los ciudadanos, pero sin que esto se extienda, 
en manera alguna, á los actos y representaciones que 
tengan lugar fuera de aquellas provincias. 

Artículo 14. La renta de tabacos quedará estable- 
cida en las provincias de Alava, (ruipúzcoa y Vizcaya, 
desde el dia 1.” de Julio del año actual, como lo está 
en las demás de la Monarquía. 

Artículo 15. Desde el mismo día cesará la elabora- 
ción y venta de tabacos en rama y manufacturados, que 
vienen ejerciendo los particulares, y el Estado se hará 
cargo, para utilizarlas en sus fábricas, de todas las exis- 
tencias que de ambos artículos hubiere en las expen- 
dedurias y fábricas de particulares, y en los almacenes 
de las Diputaciones provinciales, al finalizar el 30 de 
Junio próximo, aplicando á este caso las reglas y los 
procedimientos del Real decreto é instrucción de 20 
de Marzo de 1875. 

Artículo 16. El Estado indemnizará á los expende- 
dores, fabricantes y almacenistas de tabacos en rama 
y elaborados, con arreglo á lo establecido en los articu- 
los 2,, 37, 4” y 6.” del decreto antes citado. 

Articulo 17. Por el Ministerio de Hacienda se ex- 
pedirán las órdenes necesarias para que tenga puntual 
y exacto cumplimiento lo mandado en este decreto, del 
cual dará el Gobierno cuenta á las Cortes oportunamente. 

Dado en Palacio á 28 de Febrero de 1878.—AL- 
FONSO.-—El Presidente del Consejo de Ministros, Anto- 
ato Cánovas del Castillo.—(Gac. 1. Marzo.) 
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Clasificación y análisis de las disposiciones 
que contiene 


Este Concierto contiene tres clases de disposiciones, 
las unas especiales, bien por las circunstancias de la 
época en que se dieron ó por la cantidad señalada al 
fijar los tributos de las provincias, y las otras comunes 
á los demás Conciertos. 

Según el modo de regular los tributos generales, 
puede hacerse una división de éstos en concertados y 
no concertados. Entre los primeros figuraban en dicho 
Concierto y los que le han seguido, los siguientes: la 
contribución de inmuebles, cultivo y ganaderia; la in- 
dustrial y de comercio; el impuesto de derechos reales; 
el de sello y timbre; el de consumos, y el de la sal. (Ar- 
tículos 1. 2.” y 6.” Entre las contribuciones no concer- 
tadas enumeraba: el descuento sobre sueldos de em- 
pleados provinciales y municipales; sobre honorarios 
de los Registradores; el de cédulas personales; tarifas 
de viajeros y mercancias; el de minas, y el de 25 por 100 
sobre cargas de justicia. De éstos hacía una distinción: 
los cinco últimos, que estaban ya establecidos al con- 
venirse el Concierto, continuarían después de él, y los 
dos primeros, que aún no regían, se estableceriían des- 
de 1.* de Julio de 1878, y se percibiría su importe en la 
misma forma y por iguales medios que los realiza el 
Estado en las demás provincias del Reino. 

Los tributos concertados corrían á cargo de las Di- 
putaciones. 

Tal división se ha conservado, y hasta el último Con- 
cierto de 1894 no se han modificado, y entonces lo fue- 
ron siendo objeto de él otros que no estaban incluidos. 
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Las disposiciones comunes á los demás Conciertos 
que contenía este, eran: 

1.* Que cualquiera contribución, renta Óó impuesto 
que las leyes sucesivas establecieran, serán obligato- 
rios en las Provincias vascongadas, y las cantidades. 
que les corresponda satisfacer se harán efectivas en la 
forma que el Gobierno determine, oyendo previamente 
á las respectivas Diputaciones. (Art. 9.” 

2." Las Diputaciones harán efectivos los cupos de 
contribuciones, rentas ó impuestos concertados, por 
los medios autorizados para realizar el de la contribu- 
ción de inmuebles, cultivo y ganaderia del corriente 
año económico, y por cualquier otro que el Gobierno 
les otorgue, en vista de las propuestas que las Dipu- 
taciones le dirijan. (Art. 10). 

3" Las Diputaciones responden al Estado de las 
cuotas que deben satisfacer. El ingreso de las mismas 
lo verificará en las respectivas administraciones de Ha- 
cienda, por cuartas partes, dentro de los diez primeros 
días de cada trimestre, quedando sujetas dichas Cor- 
poraciones, en caso de retraso, á los procedimientos 
establecidos, ó que se establezcan, contra los deudores 
al Estado. (Art. 11). 

4.* Las cuotas señaladas á los impuestos concerta- 
dos, quedan, desde luego, sometidas á las alteraciones 
que las leyes sucesivas de presupuestos introduzcan en 
la base de su imposición, y serán rectificadas, cuando 
llegue el caso, las cantidades que los determinan, en la 
proporción correspondiente. (Art. 12). 

Entre las disposiciones especiales por razón de la 
época de la promulgación del Concierto, figuraba la de 
quedar establecida la venta de tabacos en Vizcaya des- 
de el 1.* de Julio inmediato, mandando cesar la elabo- 
ración y venta de los tabacos en rama y manufactura- 
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dos, que venían disfrutando los particulares, y de las 
existencias que hubiere en poder de los mismos, y en 
los almacenes de la Diputación provincial, se haria car” 
go el Estado, al terminar el año económico corriente 
entonces, indemnizando previamente á los expendedo- 
res, fabricantes y almacenistas, con arreglo al Real 
decreto é instrucción de 20 de Marzo de 1875. (Articu- 
los 14, 15 y 10). 

Se fijó en ocho años el plazo de duración del Concier- 
to, y para cada uno de ellos se señaló el cupo que de- 
bería satisfacer cada provincia (arts. 2.” y 6.”), siendo 
computables en el cupo de la contribución de inmue- 
bles: 1." Las cantidades que cada provincia satisfaga al 
Clero Parroquial y para el sostenimiento del culto, 
mientras el Estado se haga cargo de ambas obligacio- 
nes. 2." El 40 por 100 en Alava, el 50 por 100 en (rui- 
púzcoa y el 35 por 100 del importe de dicho cupo en 
Vizcaya, por las exenciones locales y personales que 
el Gobierno puede otorgar por la Ley de 21 de Julio 
de 1876. 3." El 2,62 por 100, para gastos de recaudación, 
sobre la cantidad que ha de satisfacer cada provincia, 
deducida, en cada año, la que importa el abono que se 
les hace por las exenciones anteriores. 4.” La suma que 
cueste al Estado, en cada año, el sostenimiento de 100 
y 120 soldados de infantería, en equivalencia de igual 
número de hombres que sostienen Vizcaya y Guipúz- 
coa, respectivamente, con el carácter de guardias pro- 
vinciales, á disposición del Gobierno. (Arts. 3." y 5.” 

Según el R. D. que venimos examinando, son com- 
putables al cupo de la contribución industrial y de co- 
mercio: el 60 por 100 en Alava, el 50 en Guipúzcoa y 
el 75 por 100 en Vizcaya del referido cupo, por las 
exenciones locales y personales que otorgue el Gobier- 
no, haciendo uso de las facultades extraordinarias con- 
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cedidas por la Ley del 76, antes citada; y el 3,40 por 
Too, para gastos de recaudación, sobre la cantidad que 
ha de satisfacer cada provincia por esta contribución, 
deducido, en cada año, lo que importa el abono que se 
les hace por las exenciones antes mencionadas. (Ar- 
tículo 4.) 

Finalmente, como otra disposición propia de este 
Concierto, resta consignar que por él se declararon ex- 
tinguidos, desde 1.” de Julio, los derechos procesales, y 
se concedió el derecho de que los avecindados pudie- 
ran acudir en papel blanco á los Tribunales y Autori- 
dades constituidas, dentro de su respectiva demarca- 
ción; pero de ningún modo podrán ejercer actos y 
representación, fuera de los que tengan lugar en las 
provincias, sin cumplir las formalidades exigidas. (Ar- 
tículo 13). 

El Ministro de Hacienda quedó autorizado para dic- 
tar las órdenes necesarias para que tenga exacto cum- 
plimiento lo que queda establecido, (Art. 17). 

Tales eran las disposiciones del primer Concierto 
económico, poco plausibles para el Pais vascongado, 
puesto que venian á coronar la obra abolicionista de 
los fueros, de acuerdo con el pensamiento destructor 
del Sr. Cánovas del Castillo. 


Facultades especiales 
que otorga á las Diputaciones vascongadas 


El Concierto económico facultaba á las Diputaciones 
vascas para que ellas hicieran efectivas las respectivas cuo- 
tas concertadas, por los medios autorizados para realizar la 
contribución de inmuebles, cultivo y ganadería del año econó- 
mico de 1878 á 1879, y por cualesquiera otros que el CGobier- 
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no les otorgue. En esta autorización han venido apoyán- 
dose las facultades autonómicas en el período transito- 
rio que atravesamos, sucediéndose ese Hujo y reflujo 
de disposiciones favorables y adversas á la autonomía 
administrativa que han venido ejerciendo nuestras Cor- 
poraciones provinciales, en relación con las tendencias 
más ó menos centralistas de los Gobiernos de Madrid. 

Como tan insignificante fundamento se otorgó á 
nuestras Diputaciones, no en reconocimiento de su in- 
veterado derecho, sino como concesión, su vida autó- 
noma quedó colocada sobre la candente arena de la 
política, y sujeta á los tornadizos é inexplicables cam- 
bios de ésta; así es que fácil nos será observar las con- 
tinuas oscilaciones que sufre la nominal autonomía ad- 
ministrativa cada vez que se sucede en España un 
cambio de Gobierno. 


Juicio critico del mismo 


Juzgado este Concierto bajo el punto de vista de la 
autonomía que de derecho venían disfrutando las pro- 
vincias, no puede menos de serle desfavorable nuestro 
juicio; él disipó las esperanzas que se mantuvieron, por 
los llamados transigentes, sobre la posibilidad de con- 
servar la administración especial, dejándolas converti- 
das en vana ilusión, hija del estado precario á que se 
reducen los pueblos que piden por merced lo que siem- 
pre tuvieron por justicia. Dicho Concierto fué obra de 
las gestiones de Diputaciones interinas, cuya buena fe, 
rectitud de intención y patriotismo es preciso recono- 
cer, y aunque el Concierto representó un mal para el 
País, que no tuvo por sí, ni por representantes nombra- 
dos ad-hoc, intervención en tal obra, fué acaso el menor 
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mal que entonces pudimos sufrir, dado el estado de la 
opinión y la tenacidad del vascófobo Sr. Cánovas. 

Las únicas concesiones que contiene á favor de las 
provincias, son unas cuantas exenciones graciosas, 
odiosas y privilegiarias, de efimera existencia, que 
nada valen ni significan al lado de las venerandas ins- 
tituciones y numerosas libertades que el Pais disfru- 
taba desde la más remota antigúedad. 


CAPÍTULO VI! 


Disposiciones complementarias del primer Concierto económico 


División del período que comprende por las disposiciones aclaratorias 
del mismo.—Estudio de las dictadas en el primer período.—Atribu- 
ciones especiales de las Diputaciones según la R. O. de 8 de Junio 
de 1878: su eficacia legal. —Ley sobre la exención del servicio mi- 
litar.—Otras disposiciones de importancia secundaria, 


División del periodo que comprende por las disposiciones 
aclaratorias del mismo 


Desde que comenzó á regir el Concierto económico 
estudiado del año 78, tres momentos podemos señalar 
en la vida autónoma de las provincias: el primero com- 
prende el periodo de tiempo transcurrido desde el 
Real Decreto de 28 de Febrero de 1878 á la Circular 
de q de Octubre de 1880; el segundo, desde esta dispo- 
sición hasta la 4.2 transitoria de la Ley Provincial de 
29 de Agosto de 1882; y el tercero, desde esta Ley has- 
ta la de presupuestos de 29 de Junio de 1887. En cada 
uno de estos períodos dominaron espíritu y tendencia 
diversos en el Poder central, respecto á las atribucio- 
nes económico-administrativas que podían ejercer las 
Diputaciones vascongadas. 


Estudio de las dictadas en el primer periodo 


En el primer periodo dictáronse varias disposiciones, 
de escasa importancia para nuestro estudio, relativas 
al pago de los derechos procesales, á la renta de taba- 
cos, á las exenciones del servicio militar, al pago del 
Culto y Clero, á las garantías constitucionales, al sello 
de guerra y al servicio de estancos. Tales son las Rea- 
les órdenes de 4, 5 y 16 de Enero de 1878: autorizando 
á la Diputación de Vizcaya para emitir obligaciones 
con hipoteca del ferrocarril de Triano, señalando las 
condiciones de la emisión; fijando reglas para el pago 
de las atenciones del Culto y Clero de la Catedral de 
Vitoria por las Diputaciones provinciales vascongadas; 
mandando á las Administraciones económicas de las 
Provincias vascongadas exijan de las Diputaciones el 
pago de los cupos por el impuesto sobre la sal. 

También en el mismo año se dictaron las siguientes 
Reales órdenes: en 1.7 de Marzo, disponiendo que, 
para aliviar los perjuicios que ha de causar en las Pro- 
vincias vascongadas el estanco del tabaco, las expen- 
deduríias que se han de crear por la Hacienda, y las que 
queden vacantes, se provean en los industriales que 
se venian dedicando á la elaboración y venta de dicho 
artículo; en 1.? de Marzo, creando en Bilbao una fábrica 
de tabacos, por cuenta del Estado, en edificio cedido 
por la Diputación provincial, sirviéndose del personal 
que venía dedicándose á dicha industria: en 16 de 
Abril, fijando reglas para el tránsito del sistema de li- 
bertad de explotación del tabaco en las Provincias vas- 
congadas al de estanco, é indemnización á los industria- 
les que deben cesar en su tráfico; en 22 de Abril, de- 
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clarando que sólo se exija á las Provincias vasconga- 
das el importe de un semestre del impuesto sobre la 
sal, y forma de satisfacerlo; en 8 de Junio, modificando, 
en parte, la R. O. de 12 de Diciembre del año anterior 
sobre atribuciones de las Diputaciones y Comisiones 
provinciales de las Provincias vascongadas; en s5 de 
Julio, mandando se abone á las Diputaciones provin- 
ciales vascongadas el 2,62 por too del cupo de inmue- 
bles, cultivo y ganadería del año 1877-78, como gastos 
de repartimiento y cobranza de dicha contribución; en 
8 de Agosto, denegando á la Diputación provincial de 
Alava su petición de que ingresaran en sus arcas los 
productos de Alcabalas que algunos pueblos pagan en 
la Administración económica; en 18 de Agosto, Ley 
disponiendo que las exenciones del servicio militar 
que deban otorgarse á los habitantes de las Provincias 
vascongadas, se computen al cupo que á las mismas 
se señale, sin recargar al de las demás provincias; en 13 
de Septiembre, autorizando á la Diputación provincial 
de Alava para percibir é ingresar en sus arcas las Al- 
cabalas que los pueblos satisfacian al Tesoro; en 25 de 
Septiembre, disponiendo que se coloquen en las fábri- 
cas de tabaco de Bilbao y San Sebastián el mayor nú- 
mero de obreros, y que se permita en los estancos la 
venta de tabaco en rama al por menor, acomodándose, 
en cuanto sea posible, á la costumbre del País; en 5 de 
Noviembre, declarando que los haberes de los emplea- 
dos de las Diputaciones y Ayuntamientos de las Pro- 
vincias vascongadas están sujetos al descuento que 
establece la Instrucción de 24 de Julio de 1876; en 16 
de Noviembre, Sentencia del Tribunal Supremo resol- 
viendo que la Diputación de Navarra no tiene compe- 
tencia. para autorizar al Ayuntamiento de Arbizu la 
venta de dos molinos; en 23 de Noviembre, determi- 
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nando la forma en que las Provincias vascongadas han 
de hacer efectivas, en el año económico de 1878-79, 
las cantidades que fija el Concierto, en equivalencia de 
la Renta del papel sellado y del recargo del 50 por 100; 
en 20 de Diciembre, disponiendo que sean de cuenta 
del Estado los gastos del Culto y Clero de la Catedral 
de Vitoria, cuantía de los mismos y su pago; en 28 de 
Diciembre, la Ley electoral, electores en las Provincias 
vascongadas y Navarra como mayores contribuyentes. 


Atribuciones especiales de las Diputaciones 
según la R. 0. de 8 de Junio de 1878: su eficacia legal 


Pero entre todas las resoluciones del Poder central, 
se destaca una de excepcional importancia, relativa á 
las relaciones que deben mantener las Diputaciones con 
los respectivos Ayuntamientos y los Crobernadores de 
las mismas: la R. O. de 8 de Junio de 1878, que puede 
calificarse de disposición orgánica fundamental de las 
atribuciones que las Corporaciones provinciales han 
seguido ejerciendo, en el orden económico-administra- 
tivo, sobre sus Municipios. 

Por ella se dispuso: 

1. Que los acuerdos de la Diputación y Comisión 
provincial, inclusos los relativos á creación de arbitrios 
y a los medios de cubrir los Ayuntamientos y Corpo- 
raciones provinciales sus atenciones, serán ejecutorios, 
si después de comunicado el acuerdo al Grobernador 
de la provincia, éste no se opone en el término de ter- 
cero día. 

2.2 Si el Gobernador se opone á la ejecución de 
dichos acuerdos, y la Diputación no se conforma, se 
consultará el caso al Gobierno, por conducto de su Pre- 
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sidente, para que, en su vista, adopte la resolución que 
corresponda. 

3. En la fecha que determina el referido art. 150 de 
la Ley municipal, remitirán los Ayuntamientos sus pre- 
supuestos á la Diputación provincial. Aprobados que 
sean por esta Corporación, pasarán al (robernador, den- 
tro de los quince dias siguientes, para el sólo objeto de 
que esta Autoridad vea si en éstos se han consignado 
todos los gastos obligatorios, y si la parte de ingresos 
está conforme con lo aprobado por la Diputación; y 

4 Esta Corporación tendrá el derecho y el deber 
de obligar á los Ayuntamientos á rendirle sus cuentas, 
en un periodo que no exceda de noventa días, después 
de terminado cada ejercicio. 

Tal es el contexto de esta R. O., que modificó, en 
sentido más amplio, otra dictada por el (robierno de la 
Nación, haciendo uso de las autorizaciones de la ley 
de 21 de Julio de 1870, el 12 de Diciembre de 1877, en 
la cual se preceptuaba, en sus resoluciones 1.2 v 2.3, 
«que para la creación y establecimiento de arbitrios 
en los pueblos de estas provincias, se estará a lo que 
ordene la Diputación, previa aprobación del (roberna- 
dor, el cual podrá consultar al (robierno, en los casos 
que ofrezcan duda; y que en la fecha que determina el 
articulo 150 de la Ley Municipal, se remitan al Crober- 
nador los presupuestos, para el sólo efecto de que vea 
si se consignan en el de gastos todas las partidas obli- 
gatorias, y en el de ingresos los que hayan obtenido 
la aprobación de que se ha hecho mérito. 

Las disposiciones de la R. O. de 8 de Junio de 1578 
tienen el carácter de Ley, y están vigentes, aun pres- 
cindiendo de la subsistencia y validez del Concierto 
económico, por virtud de lo dispuesto en el art. 3.* del 


R. D, de 4 de Noviembre de 1879, que, al levantar el 
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estado de sitio y reintegrar al Pais vasco-navarro en 
el uso de los derechos constitucionales, puso término 
á las facultades discrecionales y extraordinarias que 
otorgaba al Gobierno la Ley de 21 de Julio, declarando 
en dicho artículo que conservarán su valor y eficacia legal 
todas las disposiciones orgánicas y reglamentarias (entre las 
que no puede menos de figurar la repetida R. O. de 8 
de Junio) gue hayan sido dictadas para la ejecución y cum- 
plimiento de la Ley de 21 de Julio de 1876, en virtud de las 
facultades concedidas al Crobierno por el art. 6., mien- 
tras no sean expresamente derogadas. 

Pues bien; dicha R. O. tiene carácter orgánico, fué 
dictada para ejecución de la Ley abolitoria y no ha 
sido expresamente derogada hasta el día, por cuyo 
motivo conserva pleno vigor. 


Ley sobre la exención del servicio militar 


El 18 de Agosto del mismo año 1878, se dictó una 
ley importantísima, referente á la exención del servi- 
cio militar concedida á favor de los hijos de los volun- 
tarios vascongados, disponiendo que las bajas que por 
tal motivo se causen, lo fueran en el cupo activo de las 
Provincias vascongadas. Á propósito de esta Ley, dice 
el señor Lizana: 

«La Ley de 21 de Julio de 1876 concedió á los libe- 
ralos exenciones tributarias y del servicio militar, que 
cedían en perjuicio de los demás vascongados, y las 
Diputaciones Ziberales rechazaron esta última condición. 

» Para que la dispensa del pago de tributos, conce- 
dida á personas y á localidades que hubieran sufrido 
por la causa de la libertad, beneficiara por igual á to- 
dos, á carlistas y á liberales, se convino en deducir su 
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importe de las cuotas concertadas por las Diputaciones; 
y respecto á las exenciones del servicio militar, se pi- 
dió, y obtuvo, la derogación, en este punto, del art. 5.” 
de la Ley de 21 de Julio, que, al librar del servicio de las 
armas á los que durante la guerra las hubieran tomado 
en defensa del Rey legítimo y de la Nación y á sus 
hijos, obligaba á los demás vascongados á cubrir sus bajas...» 

Politica generosa y prudente de las Diputaciones li- 
berales, que sería siempre digna de elogio, pero lo es 
más si se piensa que fué proclamada á raiz misma de 
la guerra civil, que había causado tantos estragos y 
habia removido tantos odios. 


Otras disposiciones de importancia secundaria 


Al lado de esa disposición tan saliente, en el año 1879 
dictáronse otras de más escasa importancia, que vamos 
á mencionar siguiendo á un ilustre escritor (1). 

«En 2 de Enero de 1879, se dió una Circular, sobre el 
servicio militar, para estas provincias, aclarando el pá- 
rrafo 2.” del artículo 17 de la J.ey de Reclutamiento y 
Reemplazo del Ejército, de 28 de Agosto de 1878, por 
el que se manda incluir en el alistamiento á todos los 
que, no habiendo jugado suerte en ningún reemplazo 
anterior, estén comprendidos en la edad de 20 á 25 
años, manifestando que la citada disposición no es aplica- 
ble á los mozos de las Provincias vascongadas que, al 
publicarse la Ley de 21 de Julio de 1876 sobre reforma 
del régimen foral de las mismas, excedieren ya de la 
edad prescrita en el art. 12 de la Ley de 10 de Enero 
de 1877, sin que, bajo ningún concepto, les hubiesen 


(1) D. José María Angulo. La abolición de los Fueros, pág. 195. 
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comprendido, hasta entonces, las disposiciones vigen- 
tes en el resto de la Pentnsula sobre reemplazo del Ejér- 
cito; una R. O., el 25 de Enero, en la que se ordena 
que en ningún caso se les exijan los derechos procesa- 
les, debiendo devolverse las cantidades que por estos 
derechos hubiesen satisfecho desde 1.* de Enero de 1878; 
en otras, de 16 y 31 de Julio, se dispone que los asun- 
tos de quintas relativos á ellas se despachen por el 
Ministerio de la Grobernación, y que deben presentar, 
antes de 1.* de Diciembre, las instancias documentadas 
en el Gobierno civil de la provincia los que se conside- 
ren con derecho á gozar de la exención del servicio mi- 
litar, bajo apercibimiento de que, si no lo hicieran, no 
podrán disfrutar, en lo sucesivo, ellos ni sus hijos, de 
esta exención. 

»A fin de que no se entendiese que estaban excep- 
tuados del servicio militar, no sólo los hijos de los que 
á ello tienen derecho y ya existian cuando se promulgó 
la Ley de 21 de Julio, sino todos los que puedan nacer 
en lo sucesivo, se resolvió, por R. O. de 29 de Octu- 
bre, que no pase de diez años la exención del servicio 
militar otorgada en el art. 5.” de la Ley antes citada, y 
que, por lo tanto, solamente hasta el reemplazo de 1887 
inclusive puedan utilizarse las declaraciones hechas. 

»El Presidente del Consejo de Ministros, D. Arsenio 
Martinez Campos, por KR. D. de y de Noviembre, resta- 
bleció las garantías constitucionales en las provincias 
de Alava, Gruipúzcoa y Vizcaya, renunciando á las fa- 
cultades extraordinarias y discrecionales que le fueron 
concedidas al Gobierno por el art. 6.” de la Ley de 21 
de Julio de 1876, para su exacta y cumplida ejecución; 
ordenó sustituyeran á las Diputaciones de R. O. otras 
elegidas por el Pais cuando tuviera lugar la renovación 
de las demás del Reino; conservó en su valor y efica- 
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cia las disposiciones dictadas para la ejecución y cum- 
plimiento de la Ley de 21 de Julio de 1876, y reservó, 
con respecto á Navarra, las facultades extraordinarias 
y discrecionales concedidas por el art. 6. de la Ley de 
21 de Julio y 5.” de la de 10 de Enero de 1877, exclu- 
sivamente en lo que se referia al orden económico y 
administrativo.» 

Atendida la importancia de este R. D., lo transcribi- 
remos en el apéndice que forma el tomo ll. 

Continuando el examen de las órdenes emanadas del 
Poder Central, relativas á las Provincias vascas, en el 
año 1880, hay que mencionar dos RR. OO. de impor- 
tancia secundaria y meramente circunstancial: una, en 
25 de Mayo, declarando que el impuesto del sello de 
guerra era obligatorio en estas provincias, porque no 
debió comprenderse en el encabezamiento del Real 
decreto de 28 de Febrero de 1878, cuando para nada se 
menciona en el preámbulo, es decir, por no estar con- 
certado; y otra R. O. también, de 23 de Septiembre, 
mandando que el servicio de estancos en las Provin- 
cias vascongadas se amolde á las disposiciones yenera- 
les vigentes en las demás del Reino, y que se limitase 
su provisión, cuando vaquen, porque al principio dice 
que se dieron con profusión, señalando, al efecto, las 
expendedurias que deben quedar definitivamente en 
cada provincia. 

Ambas RR. 00. las insertamos en el apéndice. 

También tenemos que mencionar, en breve sintesis, 
otras disposiciones, que forman la colección especial 
de las referentes al País vasco en el año 1879 y parte 
de 1880. Esas disposiciones son: 

1879.—En 25 de Enero, declarando que no se exijan 
á las Provincias vascongadas los derechos procesa- 
les, y se las devuelva Jo ingresado desde 1.“ de Julio 
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de 1878; en 10 de Febrero, la sentencia del Tribunal 
Supremo resolviendo que la Diputación de Navarra 
carece de competencia para autorizar á los Ayunta- 
mientos de Echarri-Aranaz y Valle Engoyena la venta 
de tres molinos harineros; en 15 de Febrero, estable- 
ciendo las formalidades que habrán de llenarse para 
gozar de la exención del servicio militar concedida en 
la Ley de 21 de Julio de 1876; en 26 de Abril, sobre 
uso del papel sellado en los documentos públicos otor- 
gados en las Provincias vascongadas y actuaciones ju- 
diciales, cuando hayan de surtir efecto legal fuera de 
su territorio; en 31 de Julio, declarando que los asun- 
tos de exención de quintas de las Provincias vascon- 
gadas se despaclien, en lo sucesivo, por el Ministerio 
de la Gobernación; en 4 de Agosto, Orden de la Direc- 
ción (reneral de Impuestos confirmando lo dispuesto 
en la K. O. de 28 de Mayo de 1877 sobre el impuesto 
de billetes de viajeros y derecho de registro de mer- 
canclas; en 11 de Octubre, R. O. confirmatoria de la 
precedente Orden de la Dirección General de Im- 
puestos. 

2880.-—En 3o de Enero, disponiendo que la exención 
del servicio militar para los mozos vascongados que 
marcharon al extranjero antes de la Ley de 21 de Julio 
de 1876, sólo alcanza á los de los reemplazos de 1877 
y 1878; en 9 de Marzo, admitiendo la sustitución entre 
mozos de las Provincias vascongadas, y que la exen- 
ción del servicio militar á que se refiere la Ley de 21 
de Julio de 1876 alcanza á los que prestaron servicios 
en los años 1871 á 1873 inclusives; en 27 de Marzo, 
suspendiendo el ingreso en Caja de los mozos del re- 
emplazo de 1880 que tengan expediente pendiente, 
como comprendidos en la Ley de 21 de Julio de 1876; 
en 3o de Abril, desestimando, por improcedente, un 
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recurso de alzada interpuesto contra acuerdo de la Di- 
putación provincial de Alava que denegó la preten- 
sión de que se suspendieran los procedimientos de 
apremio, contra bienes del recurrente, por descubier- 
tos de sus inquilinos en la liquidación de suministros; 
en 30 de Abril, desestimando, por improcedente, un 
recurso de alzada interpuesto contra acuerdo de la Di- 
putación provincial de Alava en un expediente autori- 
zando al Ayuntamiento de Salinas de Añana para su- 
bastar el impuesto de consumos sobre los vinos, aguar- 
dientes y licores, por el sistema de la exclusiva; en 4 
de Junio, declarando que el Ministro de la Goberna- 
ción puede autorizar á la Diputación provincial de Viz- 
caya para ampliar la emisión de obligaciones con ga- 
rantía del ferrocarril de Triano; en 26 de Junio, conce- 
diendo la autorización á que se refiere la R. O. anterior. 


CAPÍTULO VI 


Disposiciones complementarias del primer Concierto económico 


(Continuación) 


Enumeración de las del segundo perfodo de su vigencia 


Real orden circular de y de Octubre de 1880.—Resoluciones que con- 
tiene.—Fundamentos en que se apoya.—Circunstancias en que se 
dió.—Su eficacia jurídica.—Gestiones para su derogación. 


Real orden circular de 9 de Octubre de 1880 


Es la disposición más anárquica y arbitraria de cuan- 
tas adversas al régimen autónomo se han dictado, ha- 
biendo sido objeto de caprichosas interpretaciones, y 
de ella se han servido, como de ariete formidable, los 
enemigos del Pais vascongado para cimentar lo que 
en algo puede herir la mermada autonomía administra- 
tiva que disfrutamos. De tal modo ha ocurrido esto, 
que no hay disposición contraria á la administración 
actual en que no se evoque esta Circular. 

Estas son razones especialisimas para que la estudie- 
mos con algún detenimiento, mencionando las circuns- 
tancias en que se dió y los sucesos que la siguieron. 
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Resoluciones que contiene 


Dicha Circular fué dictada por el Ministro de la Go- 
bernación, D. Francisco Romero y Robledo: su ob- 
jeto no fué otro que nivelar por completo la adminis- 
tración de las Provincias vascas con las demás de la 
Nación, mandando para ello á los Gobernadores de las 
mismas que cuidasen, «con el mayor celo, de que las Leyes 
Municipal y Provincial vigentes sean aplicadas, en toda 
su integridad, en las provincias respectivas, debiendo 
usar los mismos Gobernadores de cuantas facultades 
se conceden por aquéllas á los Gobernadores civiles 
del resto de la Peninsula.» 


Fundamentos en que se apoya 


Para llegar á esta conclusión, se partía del supuesto 
de que, publicada la Ley de 21 de Julio, el Gobierno 
quedó autorizado, por su art. 4.%, para introducir en el 
régimen local de estas provincias, de acuerdo con sus 
Diputaciones, las reformas que creyesen necesarias 
para armonizar el bienestar de los pueblos vasconga- 
dos y el buen gobierno y la seguridad de la Nación, 
recibiendo, por el artículo 6.”, todas las facultades ex- 
traordinarias y discrecionales para cumplir aquella dis- 
posición, como las demás comprendidas en otros ar- 
tículos de la ley. 

En virtud de estas facultades extraordinarias, el Go- 
bierno mantuvo el estado excepcional de sitio y unas 
Corporaciones excepcionalmente formadas, sín llegar 4 
hacer uso de las expresadas facultades para el objeto de con- 
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venir ninguna reforma definitiva. En esto está precisamen- 
te el error ó la mala fe de esta Circular; en suponer que 
no se habia hecho uso de las facultades extraordina- 
rias, cuando se habia convenido, y estaba en vigor, el 
Concierto económico de 1578, que concedía á las Dipu- 
taciones provinciales de Euskeria las facultades nece- 
sarias para su cumplimiento, y cuando se había dicta- 
do, en corroboración y aclaración de este precepto, la 
R. O. de 8 de Junio de 1875, que modificó la de 12 de 
Diciembre de :577, otorgando á nuestras Corporacio- 
nes mayor suma de facultades, y cuando, finalmente, 
todas estas disposiciones orgánicas y de ejecución de 
la Ley de 21 de Julio de 1576 recibieron su sanción 
y reconocimiento por el RR. 1). de y de Noviembre 
de 1879. 

Mas aunque todo esto lo sabia el Sr. Romero Ro- 
bledo, le interesaba olvidarlo, ó no reconocerlo, porque 
era precisamente el óbice que contrariaba sus propó- 
sitos; asi es que sigue hablando en su Circular: 

«En esta situación, el Ministro que antecedió al ac- 
tual, oyendo el deseo de aquellas provincias de entrar 
en su régimen normal, dictó el Decreto de 4 de No- 
viembre de 1879, y considerando realizadas las modi- 
ficaciones económicas y administrativas que fueron el 
principal objeto de la ley de 21 de Julio, en las tres 
provincias, renunció, en el art. 1., á las facultades ex- 
traordinarias del art. 6.” de la l.ey. 

»Esta renuncia reconoce el Ministro que hace impo- 
sible que el Gobierno pueda usar de aquellas facultades 
con relación al régimen provincial y municipal de las 
Provincias vascongadas; que el examen de la necesi- 
dad de esas facultades corresponde al Poder legisla- 
tivo, único que puede otorgarlas al ejecutivo, que de 
ellas se desprendió.» 
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Sin embargo de este explícito reconocimiento, el 
propio Ministro viene á hacer uso de la máxima auto. 
rización que le hubieran podido otorgar, cuando, á ren- 
glón seguido, sienta que, «mientras tanto, el Gobierno 
de S. M., el más obligado al cumplimiento de las leyes, 
tiene que aplicar en esas provincias, como en todas, 
las leyes Provincial y Municipal en toda su extensión, 
quedando derogadas cuantas disposiciones transitorias 
se hubieran dictado que se opongan á esta medida.» 

Es decir, que el Ministro, que reconoce que han ce- 
sado las facultades extraordinarias, y que no se puede 
hacer nada en la cuestión vascongada sin el concurso 
de las Cortes, se erige inmediatamente en poder legis- 
lativo, y dicta una disposición de tal trascendencia, 
que nivela el régimen vascongado con el que tenian 
las demás provincias del Reino, y deroga cuantas dis- 
posiciones ordenaban lo contrario y constituían el es- 
tado de derecho en aquel entonces. 


Circunstancias en que se dió 


Pero ¿en qué circunstancias se dictó esta Circular? 
¿Cuál es su eficacia legal? 

Para abordar dos cuestiones de tanta trascendencia, 
hemos de evocar testimonios de ilustradas personas y 
de la prensa de entonces. 

Dictóse tan ominosa Circular siendo Ministro un vas- 
congado, el Sr. Lasala, quien obtuvo la investidura de 
diputado por su País cuando se discutía la Ley de 21 
de Julio de 1876, sin que se opusiese á la medida del 
Sr. Romero Robledo, sino que aceptó la responsabili- 
dad de la misma, pidiendo en la sesión del Senado de 
24 de Febrero de 1881 se le diese cuenta ó suspendie- 
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se la aplicación de cualquiera R. O. que la modificase. 
La historia, en sus fallos imparciales, hará recaer sobre 
ese vascongado el juicio que merece. 

El motivo á que obedeció la Circular, lo explicaba un 
periódico de Madrid, £/ Día, en los siguientes tér- 
minos: 

«Se trataba de que su amigo el Sr. Vicuña fuese Di- 
putado por un distrito de Vizcaya, y como la elección 
no salía, el Sr. Romero Robledo, con el desentfado que 
le es habitual, echó abajo, en una simple R. O. de y de 
Octubre, algunas de las disposiciones principales de un 
pacto tan solemne como el Concierto económico.» 

Los móviles electorales, y no el cumplimiento de los 
sagrados deberes de justicia, que deben guiar los actos 
de los gobernantes, fueron la causa de dicha Circular; 
se confirma porque, al gestionar las Diputaciones pro- 
vinciales vascongadas su derogación y dirigirse á sus 
representantes en Madrid para que presentaran al se- 
ñor Cánovas la sentida queja y justa reclamación contra 
tal.arbitrariedad, todos prestaron su apoyo á los comi- 
sionados, excepto el Sr. Vicuña, Diputado por Valma- 
seda, quien manifestó que no se hallaba dispuesto á 
acompañarles á conferenciar con el Sr. Cánovas, ni á 
cooperar á la derogación de la Circular, reclamada por 
la Diputación y por el País entero. 


Su eficacia juridica 


Si tan deleznable es el fundamento de la Circular, su 
eficacia jurídica ha de ser bien escasa. La opinión uná- 
nime de cuantos se han ocupado de ella le niega valor 
legal. El Sr. Angulo la juzga «una infracción patente y 
clarisima de la Ley de 21 de Julio de 1876, porque en 
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el art. 4. de dicha Ley se consignaba que quedaba vi- 
gente el régimen foral administrativo, con las modifi- 
caciones necesarias que, para el bienestar de estos pue- 
blos, con audiencia de las provincias interesadas, intro- 
dujese en él el Gobierno, porque esto en nada afectaba 
á la unidad constitucional.....; y esta Circular venía á 
borrar hasta el último resto de autonomía administra- 
tiva en las Provincias vascongadas.» 

Además, esa Circular es también manifiestamente 
contraria á la Constitución española, que no autoriza al 
Gobierno para modificar ni alterar el estado legal de 
ninguna provincia sin acudir á las Cortes, proponer una 
Ley y que ésta se apruebe (1). 

El mismo partido liberal, por mediación de uno de 
sus miembros (2), confesaba que, aunque al resolver la 
cuestión de los fueros lo hubieran hecho radicalmente, 
yendo á la entera unidad constitucional, á que no se 
llegó por la Ley del año 76, reconocía que la Circular, 
en virtud de la cual debían aplicarse á aquellas provin- 
cias las leyes Municipal y Provincial que rigen en el 
resto de la Peninsula, no tiene suficiente garantía y 
fuerza, como medida de gobierno, para llevarla desde 
luego á la práctica en aquellas provincias. La razón que 
daba era la ya apuntada de que, según la Ley del 76, 
la modificación de nuestro régimen había de hacerse 
de acuerdo con los representantes de las Provincias 
vascongadas, y este punto se resolvió sin ponerse de 
acuerdo con los Delegados de aquellas provincias. 

Finalmente, agregaremos que la Circular referida 
no podria crear un estado de derecho distinto al que 
planteó la repetida Ley; que dicha resolución ministe- 


(1) La abolición de los Fueros. Pág. 210. 
(2) El Diputado Sr, Rute, Sesión del Congreso, 31 Octubre 188 1. 
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rial no fué, ni pudo ser, eficaz para derogar y dejar sin 
efecto preceptos legislativos sancionados como leyes y 
en completa observancia entonces. 

«Es, por otra parte, inconcebible y absurdo que haya 
nadie que, con algún fundamento, sostenga que una 
simple R. O., expedida por el Ministerio de la Gober- 
nación, pueda anular y dejar sin efecto el art. 4. de la 
Ley de 21 de Julio de 1876 (1), que tan sólo autoriza 
para introducir reformas en el antiguo régimen foral 
de estas provincias, y las diferentes reformas emana- 
das del Gobierno con carácter legislativo, á virtud de 
las facultades que en la referida Ley se le concedieran; 
y si se concede eficacia á tal R. O., como por ella se 
derogan los preceptos legislativos mencionados, hay 
que deducir, en buena lógica, que un Ministro de la 
Corona goza de potestad y fuerzas suficientes para de- 
rogar y modificar las leyes. Esto sería un absurdo que 
derechamente nos había de llevar á declarar que las 
Cortes de la Nación eran completamente inútiles, y, 
por consiguiente, que estaban de más; porque, ó el Go- 
bierno había renunciado, en el Real decreto de 4 de 
Noviembre de 1879, á las autorizaciones que se le con- 
cedieron en la Ley de 21 de Julio, ó no. Si habia renun- 
ciado, estaba obligado á respetar, mientras un precepto 
legislativo no determinase lo contrario, el estado legal 
en que colocaban á esta provincia las disposiciones 
hasta el 4 de Noviembre; y si no había renunciado, no 
era el Ministro de la Gobernación el autorizado por la 
Ley para dictar disposiciones encaminadas á la ejecu- 
ción y cumplimiento de la de 21 de Julio, pues la com- 


(1) Como decían también los dignisimos é ilustrados Diputados 
provinciales de Vitoria D. Benito Guinea y D. Tomás Salazar, en un 
dictamen aprobado en la sesión de 4 de Diciembre de 1891. 
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petencia residía en el Presidente del Consejo de Mi- 
nistros, á nombre del Gobierno. Y aun éste no hubiera 
podido dictar una resolución poniendo á estas provin- 
cias á nivel de las demás del Reino en la parte admi- 
nistrativa, porque tal disposición no se hubiera dictado 
en uso de la autorización concedida, sino abusando de 
la misma, ya que la Ley de 21 de Julio no es deroga- 
toria de los Fueros vascongados, sino simplemente re- 
formatoria.» 

No puede emplearse argumentación más racional y 
templada que la expuesta, tomada del dictamen aludi- 
do de los ilustres Diputados alaveses. 


Gestiones para su derogación 


El Pais vascongado sufrió con resignación este nue- 
vo ultraje, obedeciendo á la autoridad; pero no dejó de 
formular la oportuna protesta en sumisa reclamación, 
llegando á negarse á tomar posesión de sus cargos los 
nuevos Diputados. provinciales, si no se les prometía la 
derogación de esa Real orden, como en efecto se les 
ofreció. 

En Vizcaya, los primeros Diputados de elección po- 
pular que sucedieron á las Diputaciones interinas, acu- 
dieron en consulta á tres distinguidos letrados (1) so- 
bre la linea de conducta que debieran seguir, respecto 
al artículo 4.” de la Ley de 21 de Julio de 1876; y el 
dictamen les aconsejó que la Diputación provincial 
debía velar y gestionar activa y enérgicamente, á fin 
de que se conserve todo cuanto pueda conservarse de 


(1) D. Manuel de Lecanda, D. José R, de Lámbarri y D. Pedro de 
Echevarría, en su dictamen de 22 de Diciembre de 1880. 
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nuestro antiguo régimen é instituciones, sin abdicación 
ni renuncias de ninguna clase, así como también que, 
rigiendo dicha Ley en lo desfavorable, se procure que 
se cumpla en aquello que pueda ser favorable, excitan- 
do á ello al Gobierno, por los medios que tiene á su 
alcance, como cosa impuesta y no aceptada, sin pactos, 
ni convenios, ni compromisos de ninguna clase, porque 
la nueva Diputación se ha encontrado una situación 
creada, y, dentro de ella, se halla en el deber de sacar 
el mejor partido posible. 

La Real orden de 4 de Marzo de 1881, vigente aún 
en materia electoral, dispone que, mientras en las Pro- 
vincias vascongadas no rijan las leyes de Hacienda 
generales, sean electores (á los efectos del art. 41 de la 
Ley Municipal) los que acrediten poseer, con la antici- 
pación establecida, en inmuebles, cultivo ó ganaderia, 
G en industria, comercio. profesión ú oficio, un capital 
por el que hubieran de pagar alguna cuota, silo poseye- 
ran en provincias en que se satisfacen los impuestos 
directos por cuotas individuales. Esta Real orden fué 
dictada, previo informe del Consejo de Estado en ple- 
no, evacuando la consulta clevada al Ministerio de la 
(Grobernación, por el (robernador de la provincia de 
Guipúzcoa, sobre la aplicación, en la misma provincia, 
del art. 40 de la Ley Municipal. 

Dicha disposición, inspirada en el especial modo de 
ser de la provincia de (tuipúzcoa y demás concertadas, 
ha sido admitida como aplicable para la elegibilidad 
de cargos concejiles, tanto por la Junta provincial del 
Censo electoral como por la Comisión provincial y Mi- 
nistro de la (+obernación en los recursos de elecciones, 
y por la Audiencia de Burgos en las reclamaciones so- 
bre listas de electores para compromisarios de >Sena- 
dores. 
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CAPÍTULO IX 


Disposiciones dictadas durante el interregno de 9 de Octubre de 1880 
á la Ley Provincial de 1882 


Carácter general del interregno hasta la Ley Provincial. —Reales órde- 
nes sobre el régimen administrativo.—Reales órdenes limitando la 
exención del servicio militar á favor de los hijos de voluntarios 
vascongados.—Conducta del Gobierno del Sr. Sagasta acerca de 
la Real orden de Octubre citada.—Reales órdenes de 3 de Abril 
de 1882.—-Dictamen del Consejo de Estado de 3 de Mayo de 1882. — 
Inobservancia de la Circular de yg de Octubre en las tres provincias, 


Carácter general 
del interregno hasta la Ley Provincial 


Las gestiones que las Diputaciones provinciales pu- 
sieron en juego fueron inútiles, y el interreyno que 
medió entre la Circular de yg de Octubre de 1880 y la 
Ley Provincial de 1882, puede calificarse del más des- 
favorable que atravesó el régimen especial administra- 
tivo de estas provincias. 

Para evidenciar este aserto, haremos, en el presente 
capítulo, una breve reseña del objeto de las resolucio- 
nes dictadas en los años 1880, 1881 y parte del 1882 
que menos afecten al ejercicio de las atribuciones de 
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las Diputaciones vascas, deteniéndonos algo á analizar 
aquellas otras que directamente se refieran á la auto- 
nomía de los organismos provinciales, que, con obsti- 
nado empeño, se pretende negar ó cercenar por las re- 
soluciones del Poder Central. 


Reales órdenes sobre el régimen administrativo 


Entre ellas merecen citarse la de 22 de Diciembre 
de 1880, declarando que á la Diputación de Navarra 
compete conocer en un expediente de apremio contra 
el Ayuntamiento de Peralta, dispuesto para solventar 
sus deudas de un préstamo hecho al mismo para aten- 
der á servicios públicos; y, en el año 1881, las que á con- 
tinuación se expresan: la de 4 de Marzo, declarando 
quiénes son electores en las Provincias vascongadas, 
como mayores contribuyentes, mientras rigen las Le- 
yes especiales en materia de tributación; la de 14 de 
Marzo, declarando que á la Diputación de Navarra 
compete conocer en un expediente sobre pago de die- 
tas á un comisionado nombrado por ella contra el 
Ayuntamiento de Lerga, que se resistía á cumplir 
acuerdos dictados para la recaudación de contribucio- 
nes; otra del mismo día, haciendo igual declaración 
en el expediente de reclamación hecha al Ayunta- 
miento de Azagra sobre admisión de un crédito de un 
particular que tenía contra dicho Municipio para pago 
de contribuciones; la de 21 de Marzo, con idéntica re. 
solución en expediente sobre pago de dietas á un co- 
misionado nombrado para el Ayuntamiento del valle 
de Romanzado, y que practicó una liquidación de su- 
ministros hechos á las tropas; otra del mismo día, de- 
clarando de competencia del Gobernador la resolución 
de un recurso interpuesto contra acuerdo del Ayunta- 
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miento de Salinillas (Alava) sobre pago del impuesto 
de Alcabalas correspondientes á la venta de una finca, 
por regir en las Provincias vascongadas las Leyes Pro- 
vincial y Municipal; la del 27 de Marzo, reconociendo 
el régimen especial administrativo de las Provincias 
vascongadas en materia de apremios por cobro de con- 
tribuciones, con motivo de un expediente resuelto por 
la Comisión provincial de Alava, y procedente del pue- 
blo de Navaridas; la del 13 de Abril, desestimando un 
recurso de alzada interpuesto por el Ayuntamiento de 
Ceberio contra acuerdo de la Comisión provincial de 
Vizcaya, que ordenó el pago de una cantidad con sus 
intereses, procedentes de un préstamo hecho á la muni- 
cipalidad; el R. D. de 19 de Mayo, relativo al arreglo 
y demarcación parroquial de la Diócesis de Vitoria y 
al pago de asignacionaciones al Culto y Clero; la R. O. 
de 14 de Junio, con el informe del Ministerio de la Go- 
bernación sobre disposiciones administrativas vigentes 
en las Provincias vascongadas; la del 18 de Agosto, 
confirmando la suspensión, decretada por el Goberna- 
dor de Vizcaya, de un acuerdo de la Diputación provin- 
cial sobre reconocimiento de la deuda carlista; la del 20 
de Octubre, reconociendo la competencia de la Dipu- 
tación de Navarra sobre un acuerdo en que ordenó el 
pago de cierta cantidad á uno que se constituyó fiador 
de un mozo que por suerte ingresó en el Ejétcito; la 
Ley del 31 de Diciembre, disponiendo que en el im- 
puesto sobre la sal, se acomoden las Provincias vas- 
congadas y Navarra á las disposiciones vigentes; el 
R. D. del mismo día, con el reglamento conteniendo 
idéntica declaración; la Ley del mismo día, declarando 
no ser de aplicación en las Provincias vascongadas la 
Ley del Timbre, sino cuando los documentos han de 
surtir sus efectos fuera de ellas; y el R. D. del mismo 
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día, sobre aplicación del Reglamento del impuesto de 
Derechos reales y transmisión de bienes en las Provin- 
cias vascongadas y Navarra. 

En este periodo dióse la Real orden de 21 de Marzo 
de 1881, disponiendo que, para que se entienda apura- 
da la via gubernativa, conforme á la Real orden de 26 
de Mayo de 1880, aplicable á las Provincias vasconga- 
das, es indispensable que recaiga resolución, no de la 
Comisión provincial, sino del Gobernador, y que contra 
ésta procede recurso contencioso. 

Como se deduce de su parte dispositiva, esta Real 
orden era confirmatoria de la Circular de y de Octubre, 
en cuanto confería facultad para entender, como último 
trámite, al Gobernador de la provincia, y no á la Comi- 
sión provincial. 


Reales órdenes limitando la exención del servicio militar 
á favor de los hijos de voluntarios vascongados 


También se dieron otras disposiciones de menos im- 
portancia, pero todas adversas á este Pais, tratando de 
limitar el alcance de la exención del servicio militar á 
favor de los vascongados que defendieron, con las ar- 
mas en la mano, la causa del Rey legítimo. Para ello 
fundábanse: la R. O. de 17 de Febrero de 1881, en que 
el que pretendía la exención estuvo armado en el Cuer- 
po de Peones Camineros, percibió sueldo de la Diputa- 
ción de Vizcaya, y en este concepto prestó los servicios 
que se le ordenaron, más que voluntariamente, á con- 
secuencia del destino que desempeñaba; la de 20 del 
mismo mes y año, relativa á los servicios que prestó 
un empleado del ferrocarril de Tudela á Bilbao, en 
que los servicios que prestó no pueden conceptuarse 


comprendidos terminantemente en la Ley, por más que 
consta que el interesado formó parte de las fuerzas 
navales del Norte, contribuyó al desembarque de tro- 
pas y municiones en San Sebastián, y asistió, como 
práctico, al ataque de las baterias carlistas de (ue- 
taria y de Motrico, recibiendo, por sus servicios, un 
grado y el abono de doble tiempo de servicios; la de 
23 del repetido mes y año, haciendo extensivo al re- 
emplazo de dicho año lo dispuesto en la R. O. de y de 
Marzo de 1880 sobre sustitución del servicio militar; 
la de 26 del mismo Febrero de 1880, denegando el be- 
neficio del servicio militar á un vecino de Bermeo, por- 
que, como patrón de la escampavia Nervión, ya recibió 
su recompensa; la de 28 de Febrero, desestimando Ja 
reclamación de un vecino de Carranza, que se incor- 
poró á los voluntarios de Ramales, porque este bene- 
ficio había sido otorgado á los vascongados, y él era 
natural de la provincia de Santander; la de 30 de Mar- 
zo, porque el padre era militar, estaba, en tal concepto, 
retribuido debidamente por la Nación, y no puede con- 
ceptuársele como voluntario; y la de 26 de Abril, dene- 
gando el beneficio por no haber justificado suficiente- 
mente un vecino de Motrico los servicios activos. 

Como si todo esto no fuese bastante, para justificar 
tales resoluciones y ahogar la voz de los vascongados 
dictóse el 30 de Abril un R. D. disponiendo que la de- 
negación de este beneficio es discrecional en quien ha 
de otorgarle, y no se admite reclamación, ni recurso 
contencioso-administrativo, contra la resolución defini- 
tiva que se adopte en el Ministerio de la Grobernación, 
que no lesiona ningún derecho. 

La R. O, de y de Enero de 1852, denegando la cxen- 
ción del servicio militar, según la Ley de 21 de Julio 
de 1876, á un vecino de Motrico, y declarando que el 
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Grobierno tiene derecho á reclamar los documentos y 
justificantes necesarios para acreditar los servicios 
prestados que se aleguen, sin que esto equivalga á 
ampliar los plazos de presentación de solicitudes; la 
de ¿de Marzo de 1882, declarando no ha lugar á la 
exención del servicio militar, como comprendida en 
la Ley del 76, por servicios prestados por los camine- 
ros, miñones, miqueletes, forales, carabineros, guardias 
civiles y Jefes y Oficiales del Ejército, naturales de las 
Provincias vascongadas; y la de 8 de Abril de 1882, 
declarando que todas las exenciones del servicio mili- 
tar otorgadas á los vascongados con arreglo á la Ley 
de 21 de Julio de 1876, se entiendan con la limitación 
de que no han de prevalecer cuando, con arreglo á la 
Ley de reemplazos, deban ser incluidos en el alista. 
miento de algún pueblo de las demás provincias del 
Reino. 

Dióse también, en 4 de Marzo de 1881, otra Real 
orden de carácter electoral, y otra en 27 del mismo 
mes y año, sobre prescripción de cuotas no reclama- 
das en el término de dos años, para los descubiertos 
anteriores al R. D. de 5 de Mayo de 1877. 


Conducta del Gobierno del Sr. Sagasta 
acerca de la Real orden de Octubre citada 


Asi continuaron las cosas, sin que se dictara una re- 
solución que anulase la Circular aludida, y habiendo 
ocurrido un cambio de Gobierno, sucediendo al partido 
conservador el partido liberal, esperóse, por algunos, 
que éste cumpliese mejor que lo hizo sus compromisos 
morales, contraidos durante la oposición. Las esperan- 
zas resultaron frustradas, pues por más que el Diputa- 
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do Sr. Rute, de dicho partido, habia declarado que la 
Circular era un acto de despecho y una ilegalidad, y que 
el Sr. Sagasta, jefe del mismo, prometió, al empuñar las 
riendas del Estado, ser esclavo de la Ley, que él siem- 
pre caería del lado de la libertad y que establecería 
la descentralización administrativa, lejos de cumplir sus 
promesas, pretendieron resolver tan flagrante ilegali- 
dad por la absorción de facultades ejercitadas por un 
Ministro, con perjuicio de las Cortes, acudiendo en 
consulta al Consejo de Estado, con el fin de buscar en 
los aplazamientos una solución al tan manoseado con- 
flicto; y por más que activos representantes del País 
vascongado redoblaron sus gestiones en la Corte y se 
les hizo concebir risueñas esperanzas, después de ha- 
ber emitido un dictamen favorable á la derogación de 
la citada Circular la Dirección de Administración, la 
triste realidad vino á confirmar más y más el criterio 
adverso y radical del Sr. Sagasta, relativo á estas pro- 
vincias, publicándose, en 3 de Abril de 1882, cuatro 
Reales órdenes, confirmando, en lugar de anular, la 
Circular de yg de Octubre de 1880. 


Reales órdenes de 3 de Abril de 1882 


Veamos la doctrina administrativa formulada en ta- 
les disposiciones. 

En la primera de ellas, publicada en la Gacefa del ; 
de Abril, se establece que la Diputación de Vizcaya 
carece de competencia para aprobar proyectos de cons: 
trucción de obras y contratación de empréstitos muni- 
cipales, por haber aprobado el proyecto presentado 
por el Ayuntamiento de la anteiglesia de Abando para 
la construcción de una casa consistorial, escuelas pú- 
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blicas, frontón y juego de bolos y contratar un em- 
préstito de doscientas mil pesetas con destino á las re- 
feridas obras; acuerdos que el Gobernador de esta pro- 
vincia suspendió, elevándose, como consecuencia, el 
expediente al Gobierno. 

La publicada en el mismo día 7 en la Gaceta de Ma- 
drid, reitera igual doctrina, confirmando la providen- 
cia del Grobernador que suspendió un acuerdo de la 
Diputación de Vizcaya aprobando el proyecto de las 
obras de un ramal de carretera que, desde (Gallarta, 
empalme con la de Portugalete á Sopuerta, del Ayun- 
tamiento de Abanto, estableciéndose, como doctrina, 
que dichas, Corporaciones carecen de competencia para 
aprobar proyectos de tales obras. Téngase en cuenta 
que la Real orden citada deja sin efecto el acuerdo de 
la Diputación, sin embargo de haberse dictado el del 
Gobernador suspendiéndole fuera del tiempo oportuno 
para ello, por lo cual, y como para subsanar este de- 
fecto y justificar la resolución, en la Gaceta del día 8 se 
publicó otra Real orden, de la misma fecha que la ante- 
rior, en la que se establece que el Gobernador, aunque 
está facultado para decretar la suspensión de los acuer- 
dos de las Diputaciones provinciales aprobando obras 
y empréstitos municipales, no puede hacerlo después 
de transcurridos los ocho dias dentro de los cuales se 
han comunicado los acuerdos, por impedirlo el art. 48 
de la Ley Provincial; pero que el retraso del Gober- 
nador no arguye que los repetidos acuerdos hayan de 
mantenerse, siendo notoriamente ilegales, puesto que 
el Gobierno, en virtud de la alta inspección que le 
otorga el art. 85, está facultado, y debe dejarlos sin 
efecto. 

La otra Real orden de 3 de Abril deja sin efecto 
otro acuerdo de la Diputación de Vizcaya autorizando 
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la contratación de un empréstito para atender á la aper- 
tura de un camino vecinal en Sestao, desde el pozo de 
San Pedro al barrio de Urbinaga, la cual termina di- 
ciendo que, «aun cuando no estuvo en su lugar la sus- 
pensión dictada por el Gobernador, procede dejar sin 
efecto los acuerdos de 17 de Marzo y 27 de Abril 
de 1881, haciendo uso de las facultades que le concede 
el artículo 85 de la Ley Provicial.» 

Finalmente, la otra Real orden, inserta en la Gaceta 
del 8 de Abril, repite la misma doctrina sentada por 
las anteriores, aprobando la suspensión, decretada por 
el Gobernador civil de Vizcaya, de un acuerdo de la 
Diputación por el que esta colectividad aprobó el pro- 
yecto de un edificio destinado á escuelas del pueblo de 
Miravalles. 

Como si aún se necesitase más para evidenciar la 
pasión política y el absoluto olvido de todo criterio" de 
justicia en las Reales órdenes que siguieron á la de y 
de Octubre de 1880, que quiso hacer entrar dentro del 
régimen común á las Provincias vascongadas, deter- 
minando, al propio tiempo, que todos los asuntos de 
ellas pasaran al Ministerio de la Gobernación, cesando 
de conocer en los mismos la Presidencia del Consejo, la 
provincia de Vizcaya, fiel y constante en su causa jus- 
ta, acudió de nuevo al Gobierno, pidiendo la deroga: 
ción ó una aclaración de la Real orden mencionada, y 
el Consejo de Estado emitió un extenso informe, con 
fecha 3 de Mayo de 1882, aprobando la revocación de 
la Real orden de 8 de Junio de 1878, y declarando de- 
finitivamente terminado todu régimen especial, en cuan- 
to á facultades de las Diputaciones vascas, mientras 
Otra cosa no dispusiera el poder legislativo, porque en- 
tiende que, restablecida la igualdad de derechos politi- 
cos y la normalidad constitucional, no había razón para 
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que las leyes Provincial y Municipal no se cumplieran 
en toda su integridad en aquel territorio. Es decir, que 
el Gobierno pidió del más alto Cuerpo consultivo de la 
Nación la aprobación de sus actos, y, efectivamente, la 
obtuvo en el informe á que aludimos, el cual, más tarde, 
lo hizo suyo el Gobierno, en una Real orden acordada 
en Consejo de Ministros, que no llegó á publicarse en 
la Gaceta, ni en los Boletines de las provincias, ni menos 
á observarse en el territorio vascongado. 


Inobservancia de la Circular de 9 de Octubre 
en las tres provincias 


Dicho esto, bueno será hacer constar que tan mal 
recibida fué por el Pais vasco la R. O. de 9 de Octubre 
de 1880, que no se publicó en las provincias, ni tuvo 
aplicación en ninguna de las tres, habiéndose utilizado 
sólo como arma electoral. En Alava ocurrió que ni se 
comunicó á la Diputación, ni siquiera se publicó en el 
Boletín Oficial de la provincia, y en su lugar, el Grober- 
nador civil á la sazón, como Delegado del Gobierno, 
comunicó verbalmente á los Diputados provinciales 
que dicha disposición quedaba en suspenso, y que no 
se publicaría en dicha provincia, y en virtud de esta 
promesa, que tuvo el más exacto cumplimiento, los Di- 
putados provinciales, que eran los primeros de elección 
popular, tomaron posesión de sus Cargos, cosa que no 
hubieran hecho, según tenían manifestado, si el Go- 
bierno hubiera insistido en publicar y aplicar en Alava 
la mencionada Real orden. 

Y aunque en el informe del Consejo de Estado de 3 
de Mayo de 1882, á que más arriba aludimos, tratando 
precisamente de la aplicación que tuvo la R. O. de y 
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de Octubre, se consigna gratuitamente que en Alava se 
observaban los artículos 9.” y 48 de la Ley Provincial, 
pero atemperándose y en armonía con la R. O. de 8 
de Junio de 1878, el hecho no es exacto. Ni la R. O. 
de o de Octubre, ni el articulo 9.”, hoy 28, de la Ley 
Provincial, han estado un solo momento en vigor en 
el territorio alavés, como lo acreditan elocuentemente 
los hechos, consignados en multitud de expendientes 
resueltos por la Diputación de aquella provincia. Tan 
verdad es esto, que contra lo que dice el Consejo de 
Estado en su referido informe están las palabras del 
Ministro de la Gobernación, D. Venancio Gronzález, 
que al contestar á una interpelación del Sr. Balparda, 
Diputado por Valmaseda, le decia entre otras cosas: 
«Si ese expediente no ha llevado un curso más rápido, 
es por la necesidad que ha habido de oir al Consejo de 
Estado, pues que la cuestión era grave para que el (zo- 
bierno la resolviera de plano. Que se habia encontrado 
con que su antecesor introdujo una modificación funda- 
mental en el régimen foral administrativo de las provin- 
cias vascongadas, y á la vez con las reclamaciones de 
estas provincias y con su resistencia pasiva al cumplimien- 
to de esta Circular en cada uno de los expedientes que iban 
surgiendo, y todo esto vino dá reunirse á otro expediente. 
Que este expediente siguió su curso, y emitió dicta: 
men sobre él la Dirección de Administración, dictamen 
favorable, hasta cierto punto, á la derogación de esta 
Circular.» (1) 

También comprueba la inobservancia de la precitada 
Circular el dictamen emitido por el Consejo de Estado 
el 3 de Mayo de 1882, en el que se evacuaba otra con- 
sulta del Ministerio de la (robernacion sobre si la 1) 


(1) Sesión del Congreso de 25 de Mayo de 1882. 
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putación y la Comisión provincial de Guipúzcoa tienen 
el deber de comunicar sus acuerdos en la forma pres- 
cripta por el art. 48 de la Ley Provincial vigente, y, en 
caso negativo, desde cuándo ó cómo ha de computarse 
el plazo fijado por el párrafo 3." del art. 51 para admi- 
tir á los Ayuntamientos y á los particulares las deman- 
das que entablen contra los acuerdos de aquellas Cor- 
poraciones. «/Dó origen á esta consulta el hecho de que la 
Comisión provincial se negó á comunicar al Gobernador sus 
acuerdos, fundada en que no debía aplicarse en Gui: 
púzcoa la R. O. de y de Octubre de 1880, que nunca se 
ha cumplido en esa parte, y que había seguido rigien- 
do.la de 8 de Junio de 1878.» (1) 

A las disposiciones estudiadas siguieron en 1882: el 
Real decreto sentencia de 15 de Junio, reconociendo 
la competencia de la Diputación de Navarra para re- 
solver las cuestiones sobre arbitrio al vino, establecido 
por el Ayuntamiento de Engúi; la R. O. de 7 de Julio, 
declarando que la Ley de 16 de Agosto de 1841 no ha 
sido modificada por la de Timbre de 31 de Diciembre 
de 1851; y la de 8 de Ayosto, declarando vacante 
la plaza de Contador de la Diputación provincial de 
Vizcaya. 


(1) Folleto publicado por cl Ministerio de la Gobernación, Pág. 20. 


CAPÍTULO X 


Tercer periodo en la vigencia del Concierto económico.—Cuarta dispo- 
sición transitoria de la Ley Provincial de 24 de Agosto de 1882.— 
Interpretación de su texto según las distintas opiniones y la prác- 
tica observada.— Resoluciones que la siguieron hasta 1887. 


Tercer periodo en la vigencia del Concierto económico 


La autonomia administrativa vascongada estaba con- 
denada á recorrer un calvario de tormentos, y después 
de los ya sufridos en e! año 1882, se la somete á otro 
nuevo, merced al precepto contenido en la cuarta dis- 
posición transitoria de la Ley Provincial de 29 de 
Agosto de 1882, que inaugura, como ya tenemos di- 
cho, el tercer periodo ó fase de la autonomía durante 
la aplicación del primer Concierto económico. 

Hemos estudiado el periodo más dificil y adverso de 
cuantos ha recorrido el régimen autónomo vasconga- 
do; y por más que Ministros, Centros consultivos y el 
Gobierno todo se empeñaron en atrofiarle por comple- 
to, verémosle renacer de sus propias cenizas, siquiera 
raquiticamente, cual otra ave fénix, mediante el nuevo 
precepto que vamos á estudiar y las Reales órdenes 
que le siguieron. 

Ya dejamos consignado cuál era el estado de dere- 
recho de dicho periodo el 3 de Mayo de 1882, cuando 
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la Ley Provincial vigente, sancionada en 29 de Agosto 
siguiente, había sido ya presentada, discutida y apro- 
bada en Cortes. En aquel entonces, el criterio del Con- 
sejo de Estado nos era desfavorable; entendía que la 
Real orden de 8 de Junio de 1878 había sido derogada 
por la Circular de y de Octubre de 1880, y ésta subsis- 
tía mientras una medida del Poder legislativo no acor- 
dase su derogación. 

En tal estado, las Diputaciones del País vascongado, 
de común acuerdo y con gran encarecimiento, encar- 
garon á los representantes en Cortes, y á cuantas perso- 
nas se interesaban en Madrid por el bien de Vasconia, 
que gestionasen, con la mayor eficacia, hasta conse- 
guir la derogación de la Real orden de y de Octubre; 
el encargo lo cumplieron con más exactitud que for- 
tuna. Aunque el digno Diputado entonces por el dis- 
trito de Valmaseda, D. Ricardo Balparda, explanó en 
el Congreso una interpelación contundente acerca del 
asunto, que fué contestada con evasivas por el Minis- 
tro, no se obtuvieron más que buenas palabras, y, por fin, 
en el mes de Julio se supo en las provincias hermanas 
que sus encargados habían conseguido una disposición 
especial para las Diputaciones vascongadas, que se 
escribió como cuarta transitoria de la vigente Ley Pro- 
vincial de 29 de Agosto. La importancia de ella es 
tanta, que la transcribimos á continuación. 


Cuarta disposición transitoria de la Ley Provincial 
de 29 de Agosto de 1882 


«Mieutras subsista el Concierto económico consig- 
nado en R. D. de 28 de Febrero de 1888, y las Dipu- 
taciones de las Provincias vascongadas hayan de cum- 
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plir las obligaciones que les imponen los artículos 10 
y 11 del mismo, se consideran investidas dichas Cor- 
poraciones, no sólo de las atribuciones consignadas en 
los capitulos 6 y 1o de la presente, sino de las que con 
posterioridad á dicho convenio hau venido ejercitando, 
en el orden económico, para hacerlo efectivo.» 


Interpretación de su texto según las distintas opiniones 
y la práctica observada 


Este artículo adicional de la Ley mereció diversos 
juicios, así de los hombres de administración como de 
la prensa del País vascongado; mientras unos la aplau- 
dían, y consideraban que había derogado la Circular 
de y de Octubre de 1880, otros la censuraban, creyen- 
do que confirmaba una vez más dicha Circular y cir- 
cunscribía las atribuciones especiales de las Diputacio- 
nes vascongadas al orden económico, y sólo en cuanto 
eran necesarias para el cumplimiento del Concierto 
económico. 

Decía, á esté propósito, El Noficiero Bilbafno, en su 
número de 1.* de Julio de 1882: 

«Lo que diremos, sin vacilación alguna, es que, si la 
Circular de yg de Octubre de 1880, de hecho, ya que no 
de derecho, anuló por completo nuestra autonomia ad- 
ministrativa, no tiene hoy razón alguna legal de exis- 
tencia; la tendría aún menos una vez aprobada la en- 
mienda, que será una sanción más del Concierto eco- 
nómico de 1878. La celebración de aquel Concierto 
tuvo por base la autonomia administrativa de las Pro- 
vincias vascongadas, que entonces existia de hecho y 
de derecho. La Circular de y de Octubre de 1880, al 
echar por tierra esta autonomía, echó también por tie- 
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rra la razón legal del Concierto. Si este Concierto se 
declara subsistente, con la solemnidad de una Ley 
como la que se está discutiendo en las Cortes, no con- 
cebimos que pueda concertarse con esta subsistencia 
la Circular canovista de y de Octubre, cuya nulidad 
estaba patentemente demostrada en la letra y en el es- 
píritu del artículo 4. de la Ley de 21 de Julio de 1876 
y el Concierto económico de 1878, y, por tanto, debió 
ser derogada por el actual Gobierno.» 

Otro diario, el Beti-Bat, del mismo día, decía: «La 
malhadada Circular de y de Octubre de 1880 ha sido, 
por fin, derogada por medio de un artículo adicional 
de la Ley Provincial.» 

El Norte del dia 2 de Julio afirmaba: «Por fin se ha 
hecho justicia á las legítimas reclamaciones de estas 
provincias, derogando la Circular del y de Octubre y de- 
volviendo integra al Pais la autonomía administrativa 
que nos arrebataron los autores de la Ley de 21 de Ju- 
lio..... El artículo adicional á la nueva Ley sobre Dipu- 
taciones provinciales, zanja satisfactoriamente este des- 
agradable asunto, haciendo que, en lo sucesivo, se 
resuelvan en la Diputación, sin necesidad de la aproba- 
ción del Gobierno, todos los expedientes de orden ad- 
ministrativo.» 

Por el contrario, La Unión Vasco Navarra, en su nú- 
mero del 4 de Julio, entendía que no quedaba deroga- 
da la Real orden de y de Octubre, cuando sostenía 
«que la Circular continuaría vigente en cuanto atañe á 
las atribuciones de los Ayuntamientos y aún de las Di- 
putaciones provinciales, en todo lo que no se oponga al 
cumplimiento del Concierto económico; las Diputacio- 
nes vascongadas tendrán las mismas atribuciones que las 
restantes del Reino, y además las que sean necesarias en 
el orden económico para hacer ejecutivo el Concierto.» 
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El Noticiero Blibatno del dia 11 de Julio volvió á ocu- 
parse de nuevo de este asunto, en los siguientes tér- 
minos, hablando de la felicitación hecha por las Dipu- 
taciones de Alava y Guipúzcoa á los Diputados y Se- 
nadores: 

«¿Justifican estas felicitaciones la adición de que se 
trata? Los representantes vascongados creen que sí, 
porque el Gobierno luchaba, para derogar por una sim- 
ple R. O. la de yg de Octubre, con varias dificultades: 
1.* Sus compromisos en la oposición (por supuesto de 
antifuerismo) que tenia contraídos. 2.* La actitud del 
Ministro de Estado. 3.* La de los canovistas; y 4.* El 
dictamen desfavorable del Consejo de Estado, 

«Los representantes de las Provincias vascongadas, 
acaso pecando algún tanto de optimistas, creen que el 
Gobierno ha salvado aquellas dificultades con la citada 
disposición legislativa, que debe satisfacer: 1.” Porque 
envuelve la derogación de la Circular de y de Octubre 
de 1880. 2.” Porque esta derogación se ha hecho por 
una Ley, y no por una R. O. 3.” Porque da á las Dipu- 
taciones amplias facultades administrativas y econó- 
micas. 4.” Porque reconoce la necesidad de una Admi- 
nistración especial en las Provincias vascongadas. 5.” 
Porque declara por medio de una Ley la existencia del 
Concierto económico de 28 de Febrero de 1878. 6.2 
Porque demuestra que el Gobierno, presidido por el 
Sr. Sagasta, noes sistemáticamente hostil álos vas- 
congados y sus instituciones, como el presidido por el 
Sr. Cánovas; y 7. Porque como no ha sido propuesta 
ni votada por los representantes de las Provincias vas- 
congadas, quedan éstos y las provincias hermanas en 
la plenitud de sus derechos y en aptitud para recabar 
todas las mejoras y ventajas que crean oportunas». 

En artículos de días sucesivos, Zi Noriciero Bilbatno 


— 163 — 
insistió en las ideas expuestas, pero La Unión Vasco- 
Navarra sustentó que no quedaba derogada, sino rati- 
ficada, la R. O. de y de Octubre, por el artículo adi- 
cional de la Ley Provincial. 

Al lado de estas opiniones encontradas de la prensa, 
está la muy autorizada del distinguido publicista vas- 
congado D. José María Angulo, que cree, de conformi- 
dad con La Unión Vasco-Navarra, que el único objeto 
de esta disposición (4.* transitoria de la Ley Provincial) 
es sacar á salvo el Concierto económico celebrado en- 
tte el Gobierno y la Diputación de R. O., y las dispo- 
siciones posteriores con él relacionadas. Se reduce á 
una sanción más del Concierto económico... En suma... 
confirma y ratifica la Circular de y de Octubre de 1880, 
en su parte administrativa y en la parte económico- 
administrativa que queda fuera del llamado Concierto 
económico, y las únicas facultades que á las Diputacio- 
mes vascongadas concede son las necesarias é indis- 
pensables para que rija el Concierto económico (1). 


Resoluciones que la siguieron hasta 1887 


La inteligencia del articulo adicional referido en el 
sentido expuesto, fué motivo para que la Diputación 
de Vizcaya, no imitando á sus hermanas, se retrajese 
de felicitar á sus representantes, y aunque más tarde 
otorgó el aplauso, fué contra la opinión de uno de sus 
miembros, el Sr. Cerrajería, que salvó su voto manifes- 
tando que «la Circular de y de Octubre no había sido 
derogada, ni mucho menos, por”la nueva Ley Pro- 
vincial.» 


(1) La abolición de los Fueros. Pág. 251. 
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En medio de tal diversidad de opiniones, fácil es 
percibir un nuevo estado de derecho en la disposición 
comentada: en su letra, si por una parte señala más am- 
plitud, por otra deja una vaguedad grande en el régi- 
men especial tributario de las Provincias vascas, cuyas 
prácticas difieren en gran parte de las vigentes por las 
Leyes Provincial y Municipal en las demás provincias 
del Reino; para aclarar las nuevas nebulosidades, estu- 
vo en su lugar una consulta del (robernador de Vizca- 
ya, sobre si, en virtud de la cuarta disposición transitoria de 
la Ley Provincial, corresponde á la Diputación el examen y 
aprobación de los presupuestos y cuentas municipales, 

Sobre tan importante asunto emitió informe el Con- 
sejo de Estado en 13 de Diciembre de 1882, y, aunque 
en 3 de Mayo del mismo año habia manifestado que, 
mientras el poder legislativo no dispusiera otra cosa, no ha- 
bía mérito para acceder á tal pretensión, aprovechó 
esta ocasión para examinar si habia llegado el caso 
previsto por el Consejo; es decir, si ya el poder legis- 
lativo había dictado alguna medida modificativa del 
régimen administrativo de las Provincias vasconyadas, 
ó lo que es lo mismo, si la Real orden de 9 de Octubre 
de 1880 está derogada por el articulo adicional de la 
Ley Provincial, como creia la Diputación de Vizcaya. 

Despúes de una luminosa exposición de motivos, en- 
tendía el Consejo, ejercitando su función propia de in- 
terpretar y aclarar los preceptos oscuros de la Ley, que 
las Diputaciones vascongadas han de entender, mientras sub- 
sista el Concierto económico, cn el examen y aprobación de los 
presupuestos y cuentas municipales de los pueblos respectivos, 
pero con estricta sujeción d los números 3 y 4." de la Real 
orden de 8 de Junio de 1878, 

A este informe siguió la KR. O. de la misma fecha 13 
de Diciembre de 1883, confirmatoria de la autonomia 
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vascongada, derogatoria, al mismo tiempo, de la R. O. 
de ¿de Mayo de 1882 y de la Circular de gy de Octu- 
bre de 1880, y confirmatoria de la R. O. de 8 de Junio 
de 1878, según vamos á ver. 

La R.O. de 13 de Diciembre de 1882 ya hemos di- 
cho que es confirmatoria de la de 8 de Junio de 1878, 
porque, á pesar de haber declarado el Consejo de Esta- 
do, en 3 de Mayo, que la R. O. de 1878 quedó deroga- 
da por la de Octubre de 1880, en el informe de Diciem- 
bre de 1882, y en la R. O. que le convirtió en precep- 
to legal, por el contrario, renovaba y reproducia los 
números 3." y 4” de dicha R O. de 8 de Junio de 1878. 

Las palabras del informe «con sujeción estricta á 
los números 3." y 4." de la R. O. de 8 de Junio de 1878», 
por más que parece que prescinden y derogan los de- 
más, no es en realidad así, y por consiguiente, no han 
dejado en Vasconia de ser ejecutivos los acuerdos de 
las Diputaciones y Comisiones provinciales. Aunque el 
texto del informe y de la R. O., al parecer autorizan 
para tal suposición, en realidad su espiritu es comple- 
tamente opuesto, porque es tal el enlace y trabazón 
que une á las disposiciones 3.2 y 4. con las 11 y 2% de 
la aludida R.O., que no se conciben aquéllas sin la 
subsistencia de éstas; y cuantas razones legales justi- 
fican la existencia y aplicación de las primeras en el 
nuevo estado legal, son igualmente aplicables, con tan- 
to 0 mayor motivo para las últimas. En efecto, prueba 
el enlace de dichas disposiciones el que asi unas 
como otras están consagradas á determinar el modo 
y forma de aplicar al cap. 1. tit. 4.1 de la Ley Mu- 
nicipal, y sobre todo, su art. 150, en las provincias 
concertadas; la disposición 2.* de dicha Real orden 
es complemento y consecuencia necesaria de la 1.*, asi 
como la 3.* y 4. son resultante forzada de las prece- 
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dentes, El derogar cualquiera de esas disposiciones de- 
jaría á las demás mutiladas y ocasionaría graves confu- 
siones en la práctica. 

Explicase el que la Real orden de 13 de Diciembre 
mencionase sólo los preceptos de la 3.2 y 4.* disposi- 
ción de la Real orden de Junio del 78, que mandan que 
los presupuestos y cuentas de los Municipios de las 
provincias de Vizcaya, Alava y Guipúzcoa sean apro- 
bados por sus Diputaciones respectivas, la indole mis- 
ma de la consulta formulada por el Gobernador de Viz- 
caya, que versaba precisamente sobre qué autoridad 
debía aprobar dichos presupuestos; y, por consiguien- 
te, no sería lógico de esto deducir que el Consejo de 
Estado, por esa natural omisión, estimase derogadas las 
otras partes de la repetida Real orden, cuando unas y 
otras vienen de hecho y de derecho observándose en 
las prácticas administrativas como base de las atribu- 
ciones que han venido ejerciendo despúes de la aboli- 
ción del antiguo régimen foral. De este modo se resta. 
bleció el orden de derecho, volviendo las corporacio- 
nes vascongadas á su anterior normalidad, sin que en 
lo sucesivo se alterase hasta el segundo Concierto eco- 
nómico, puesto que en los años posteriores dictáronse 
las diversas Reales órdenes, confirmatorias de sus atri- 
buciones, que á continuación mencionamos: 

1882.—La de 30 de Octubre, sobre pago de indemni- 
zaciones por daños causados en la guerra civil, y dero- 
gando la R. O. de 5 de Octubre de 1877, que centrali- 
zaba en la Presidencia del Consejo de Ministros los 
asuntos de las Provincias vascongadas y Navarra; la 
de 7 de Noviembre, declarando no puede impugnarse 
en via contenciosa la denegación del servicio militar, 
fundado en la Ley de 21 de Julio de 1876; y la de 13 
de Diciembre, disponiendo que las Diputaciones pro- 
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vinciales vascongadas han de entender en el examen 
y aprobación de los presupuestos y cuentas municipa- 
les con sujeción á los números 3 y 4 de la R. O. de 8 
de Junio de 1878. 

1883.— La de 1. de Febrero, dejando sin efecto la 
R. O. de 8 de Agosto de 1882, que declaraba vacante 
la plaza de Contador de la Diputación provincial de 
Vizcaya; la de 18 de Marzo, mandando formar el pa- 
drón de la contribución industrial y de comercio en las 
Provincias vascongadas; la de 3o de Marzo, disponien- 
do que rige en Navarra la Ley de Instrucción pública 
en todas sus partes; y la de y de Mayo, denegando á un 
vecino de Laguardia, perteneciente á la contraguerri- 
lla, el beneficio de exención del servicio militar á que 
se refiere la Ley de 12 de Julio de 1876, porque disfru- 
taba de haber y se le expidió licencia absoluta como á 
las demás clases del Ejército. 

1884.—L.a de 26 de Abril, declarando que en las Pro- 
vincias vascongadas es obligatorio el pago del impues- 
to transitorio sobre el azúcar peninsular. 

71885.—El R. D. 5. de 3 de Agosto, declarando que 
la Diputación provincial de Navarra ejerce facultades 
contenciosas, aun cuando no haya Diputados Letra- 
dos; y la KR. O. de 2 de Octubre, fijando reglas para 
la redención y sustitución del servicio militar en Na- 
varra, 

1886. —La de 8 de Encro, disponiendo que se apli- 
que la Ley de 16 de Agosto de 1841 en Navarra, en 
cuanto al modo de llenar el cupo de hombres para el 
servicio militar; la Ley de 12 de Enero, autorizando al 
Gobierno para prorrogar por un año el estado de tribu- 
tación de las Provincias vascongadas; y la R. O. de 12 
de Julio, desestimando el recurso de alzada interpuesto 
por el Ayuntamiento de Céanuri contra acuerdo de la 
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Diputación de Vizcaya que anuló el presupuesto de 
1884-85. 

1887.—La de 3 de Enero, invitando á las Diputacio- 
nes provinciales de las Provincias vascongadas á cele- 
brar conferencias con el Gobierno para concertar los 
impuestos y contribuciones; la de 25 de Enero, deses- 
timando como improcedente un recurso de alzada in- 
terpuesto contra acuerdo de la Comisión provincial de 
Guipúzcoa en un expediente sobre subasta del arriendo 
de puestos públicos de Villafranca; el R. D. S. de 21 
de Marzo, declarando que la Diputación provincial de 
Guipúzcoa no tiene derecho al abono de los aumentos 
de las obligaciones de Culto y Clero como computa- 
bles al cupo de la contribución territorial de los años 
1877 á 1879. 

La Real orden de 17 de Mayo de 1887, sobre un 
recurso de alzada promovido por el Ayuntamiento de 
Salinas, contra un acuerdo de la Diputación de Gruipúz- 
coa, que denegó el abono de setenta y cinco pesetas 
pagadas por aquella Corporación municipal á tres hom- 
bres de la inspección médico-sanitaria, establecida du- 
rante la epidemia colérica de 1885, en el punto de Ar- 
labán, «reconoce la independencia y autonomia de la 
Diputación en lo relativo á los asuntos económicos», y 
su texto se inserta en el apéndice, en lugar correlativo 
de fechas. 

La Real orden de 29 de Julio de 1887, referente al 
recursos de alzada promovido por D. José Herrasti, con- 
tra el acuerdo de la Comisión provincial de Guipúzcoa 
sobre imposición de una multa por introducción frau- 
dulenta de articulos de consumo. Es igualmente decla- 
ratoria de la autonomia de las Provincias vascongadas, 
puesto que declara que el Ministerio de la Grobernación 
no puede, ni debe conocer en el fondo del asunto, por 
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tratarse de una materia de impuestos, en la cual las Co- 
misiones provinciales vascongadas son las llamadas á 
resolverlo, según el Concierto económico. 

La R. O. de 27 de Agosto de 1887, relativa al recur- 
so de alzada interpuesto por Doña Isabel Carazatorre, 
contra un acuerdo de la Diputación, denegando la pen- 
sión solicitada por la recurrente en nombre de su her- 
mana Doña Micaela, como esposa que había sido del 
sargento de Miqueletes D. Julián Garmendia. En ella 
se declara, á propuesta de la Sección de Gobernación 
del Consejo de Estado, subsistente el acuerdo apelado, 
fundándose en la disposición 4.2 transitoria de la Ley 
Provincial de 29 de Agosto de 1882. 

También es digna de mencionarse la R. O. de 1.* de 
Febrero de 1883, reconociendo atribuciones en la Di- 
putación de Vizcaya para el nombramiento de Conta- 
dor provincial, por no regir en esta provincia, en toda 
su integridad, las Leyes Provincial y Municipal. 


CAPÍTULO XI 


SEGUNDO CONCIERTO ECONÓMICO 


Su historia.—Su texto literal, —Modificaciones principales que contiene 
y ventajas obtenidas. —Facultades que concede á las Diputaciones 
el último párrafo del art. 14 de la Ley de presupuestos de 1887-88.— 
Distintas interpretaciones del mismo.—Disposiciones complemen- 
tarias de dicho Concierto sobre el impuesto de consumos.—Juris- 
prudencia administrativa. 


Su historia 


En 3o de Junio de 1886 expiró el plazo fijado por 
el R. D. de 28 de Febrero de 1878 para el pago de las 
cnotas señaladas á las provincias de Vizcaya, Guipúz- 
coa y Alava, en sus encabezamientos con el Tesoro, 
por varias contribuciones é impuestos; y, dada la in- 
tranquilidad y desasosiego que reinaba en el país, ante 
el temor de perder los únicos restos de la autonomía 
secular, las Diputaciones se preocuparon del asunto, 
celebrando conferencias en Bilbao, San Sebastián, y 
Vitoria, en las que se decidió, por unanimidad, que, 
haciendo las oportunas reservas de los sagrados dere- 
chos del Pais, se gestione para lograr que la solución 
en el orden económico fuese estable y de carácter in- 
definido, ó sea sin señalamiento de plazo, y que en el 
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orden administrativo se pidiese la restauración de los 
organismos forales. 

A fines del año 1885 los comisionados acudieron á 
Madrid, llamados por el Excmo. Sr. Presidente del 
Consejo de Ministros; pero, habiendo manifestado el 
Ministro de Hacienda que no estaba preparado para 
tratar del asunto, se acordó prorrogar por un año más 
el Concierto económico de 1878. En este nuevo plazo 
los representantes de las Diputaciones adquirieron los 
datos para establecer comparaciones de la riqueza im- 
ponible del País vascongado y la de otras regiones si- 
milares, así como en el orden administrativo acerca de 
las facultades que conservaban las Diputaciones vas- 
cas en materia de obras públicas, beneficencia y con- 
tratos administrativos. 

En Diciembre de 1886 celebráronse nuevas confe- 
rencias en Bilbao, ratificándose en éstas los acuerdos 
anteriores, y por R. O. de 3 de Enero de 1887 se llamó 
á Madrid á los Comisionados de las tres Diputaciones, 
citándoles para el día 8 del mismo mes. En este día 
llegaron los Comisionados á Madrid, celebrando, á las 
pocas horas, entrevistas con el Excmo. Sr, Presidente 
del Consejo y los Mistros de Hacienda y Goberna- 
ción, conviniendo en que se verificasen las conferen- 
cias con el Sr. Puigcerver, Ministro de Hacienda, por 
la necesidad de presentar en breve los presupuestos 
de la Nación á las Cortes, á lo cual debiera preceder 
la resolución de los asuntos concernientes á la tributa- 
ción de las Provincias vascongadas. En la primera con- 
ferencia, el día 10 de Enero, el Sr. Ministro manifestó 
que se hallaba dispuesto á seguir con el sistema de 
encabezamientos, en caso de que el nuevo arreglo abar- 
case un corto número de años, pero que si, por el con- 
trario, se pretendia darle un carácter permanente, era 
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preciso que el Gobierno obtuviese en cambio ventajas 
que compensaran esta novedad, haciéndose cargo en 
lo sucesivo de dos de los conceptos por que actualmen- 
te estaban encabezadas las provincias, ó sean los de- 
rechos reales y el papel sellado, porque la tendencia 
es ir uniformando la administración. Los Comisionados 
se opusieron á cooperar á que de este modo se barre- 
nasen los restos de su autonomía provincial; mas el 
Sr. Ministro dijo que podian celebrarse nuevas confe- 
rencias con la representación de cada una de las tres 
provincias, para fijar los cupos de los demás conceptos 
objeto de los encabezamientos. En las conferencias 
parciales pedía el Ministro un aumento considerable 
en los encabezamientos, é insistía en hacerse cargo de 
los derechos reales y el timbre, así como los repre- 
sentantes presentaron sus cálculos comparativos por 
superficie y por habitante, tanto por regiones como por 
zonas del territorio nacional de análogas condiciones 
topográficas y climatológicas, haciendo igualmente un 
detenido paralelo con las provincias limitrofes. Tanta 
distancia mediaba entre las opuestas pretensiones de 
unos y otros, que fué preciso pedir nuevas autorizacio- 
nes á las Diputaciones, y que por parte del Ministro se 
llevara el asunto al Consejo de Ministros. 

Verificado el Consejo de Ministros el día 11 de Fe- 
brero, despúes de una larga discusión se acordó se 
siguiese para todas las contribuciones, rentas é impues- 
tos el mismo.sistema de encabezamientos establecido 
el año 1878 y por un plazo indefinido, aumentándose 
los cupos líquidos en un 50 por 1oo, en vez de un 42 
que habían ofrecido los Comisionados de Guipúzcoa y 
de Vizcaya, manifestando en cambio los de Alava que 
no les era posible, dada su angustiosa situación, recar- 
gar sus tributos. 
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Su texto literal 


Ley de presupuestos de 29 de Junio de 1887: 

«Artículo 14. Las provincias de Alava, Guipúzcoa 
y Vizcaya contribuirán, en lo sucesivo, con arreglo al 
siguiente estado: 
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»Las Diputaciones provinciales responderán, en todo 
tiempo, al Estado, del importe total de los cupos que 
cada provincia debe satisfacer. 

»El ingreso y formalización de las cantidades que 
deberán abonar las expresadas provincias se verificará 
en la respectiva Delegación de Hacienda, por cuartas 
partes, dentro del mes siguiente al vencimiento de 
cada trimestre, quedando sujetas dichas Corporaciones, 
si retrasaran el cumplimiento de esta obligación, á los 
procedimientos de apremio establecidos, ó que se esta- 
blezcan, contra deudores del Estado. 

» Los descuentos sobre sueldos de empleados provin- 
ciales y municipales, honorarios de los Registradores 
de la propiedad, cédulas personales, minas, tarifas de 
viajeros y mercancías y descuento de 25 por 100 sobre 
cargas de justicia, seguirán realizándose como hasta 
aqui. 

» Cualquiera otra nueva contribución, renta ó impues- 
to que las leyes de presupuestos sucesivas establezcan, 
obligarán también á las provincias referidas, en la can- 
tidad que les corresponda satisfacer al Estado, y se 
harán efectivas en la forma que el Gobierno determine, 
oyendo previamente á las respectivas Diputaciones 
provinciales. 

»Las cuotas señaladas en el cuadro del párrafo pri- 
mero podrán modificarse, oyendo á las Diputaciones, 
por alteraciones sensibles en la riqueza de las provin- 
cias, ó en las bases de imposición consignadas en los 
presupuestos del Estado, en la proporción que corres- 
ponda á aquellas alteraciones. 

»Para el cumplimiento de las obligaciones anterior- 
mente consignadas, las Diputaciones de las tres pro- 
vincias se considerarán investidas, no sólo de las atri- 
bucionss establecidas en la Ley provincial, sino de las 
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que, con posterioridad al Real decreto de 28 de Fe- 
brero de 1878, han venido disfrutando.» 


Modificaciones principales que contiene 
y ventajas obtenidas 


Convenida de esta manera la tributación ulterior, 
resultó un aumento moderado en la contribución de 
inmuebles de 58.290 ptas. y 3.072 en el papel sellado, 
pero en cambio muy importante para la de industria y 
comercio de 228.195, en derechos reales 14.200 y en con- 
sumos de 290.385, ascendiendo en conjunto los recargos 
por los cinco conceptos á 654.142 pesetas para Vizcaya. 

Pero es necesario tener en cuenta los motivos de 
este aumento. Era uno que las exenciones locales y 
personales concedidas por el art. 5.” de la Ley de 21 de 
Julio de 1876 cesaban á los ocho años (más el año de 
prórroga), y su importe, calculado en 367.585 pesetas 
75 céntimos, era necesario aumentarle en el nuevo en- 
cabezamiento. 

Las rebajas por gastos de recaudación se aumentan 
en 24.856,84 pesetas en el nuevo Concierto, agregando 
al 2,62 por 100 de recaudación de inmuebles, 0,47 por 
rectificación de amillaramientos, y el 3,40 por 100 por 
recaudación de Industria y Comercio se ha elevado á 
3:75 por 100. 

Aunque la cifra para el sostenimiento de los cuerpos 
de Miqueletes y Miñones se conserva la misma de 36.500 
pesetas, es necesario observar que, mientras en el Con- 
cierto de 1878 se decía que la-provincia de Vizcaya sos- 
tendría 100 guardias provincialesá completa disposición 
del Gobierno, computándose la suma que en cada año 
costaba al Estado el sostenimiento de igual número de 
soldados de infantería, en el nuevo no se determinó nú- 
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mero de Miñones, ni se dijo que quedaba á completa 
disposición del Gobierno, con el objeto de poder reorga- 
nizar el Cuerpo y poderle destinar á otros servicios pro- 
vinciales. 

Otra ventaja obtenida fué la de recabar la computa- 
ción relativa á la conservación de carreteras de servi- 
cio general y á la deuda contraída para su construc- 
ción, que, si bien en el R. D. de 5 de Mayo de 1877 se 
reconoció que fuese de cuenta del Estado, se omitió 
consignarlo en el R. D. 28 de Febrero de 1878. Hechos 
los cálculos de la red de carreteras de servicio gene- 
ral, resultó esta compensación de 567.990,20 pesetas. 

Además, se logró que las nuevas disposiciones tri- 
butarias adquiriesen caracteres de permanencia é inal- 
rabilidad, consignando en el comienzo del art. 14 de la 
Ley de presupuestos que «las provincias de Alava, Gui- 
púzcoa y Vizcaya contribuirian en lo sucesivo con arreglo 
al siguiente estado», sin señalar plazo de duración: 


Por 
Por Y ! 


Por derechos Por ! 
inmuebles, | industrial reales 
cultivo y transmi- payel Por TOTAL : 


: 
y de a 

y y “o sión ! 

ganadería] comercio | de bienes | sellado | consumos l 

: 

! 


Alava..... 575.000 58.194 15.030 21.651 207.000 876.875! 
Guipúzcoa. 789.254 — 229.139 60.564 24.552 478,175; 1 SRL ARS 
Vizcaya... 905.008 323.178 95.502 33,793 5737320 3,931,223 


TOTALES ..| 2.269.202 610,511 171.106 79.996 | 1,258,907 


Serán compensables con los respectivos cupos las 
cantidades que á continuación se expresan: 

Por recaudación y rectificación, á razón de 2,62 y 
0,47 por 100; por 3,75 sobre la cifra de la industria, 
por sostenimientos de miqueletes y miñones y por cons- 
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trucción y sostenimiento de carreteras que se hallan á 
cargo de las provincias, para Alava, 347.243; para Gui- 
púzcoa, 598.017; para Vizcaya, 644.574. 

Por esta disposición se conservó la clasificación de 
los impuestos concertados y no concertados, siendo 
unos y otros los mismos que fueron ó no objeto del 
anterior; establecióse la obligación de responder las 
Diputaciones de las cantidades que comprendía el en-. 
cabezamiento, y lo que únicamente se alteraba era el 
plazo para el ingreso en la Delegación de Hacienda, 
que, desde diez dias, se elevaba á un mes. 

Además, y para mayor claridad, al mismo tiempo 
que se establecia la cuota total de los impuestos, se 
fijaba la cantidad que habia de entenderse computable 
con los respectivos cupos. «Las cuotas señaladas en el 
cuadro del párrafo primero podrán modificarse, oyendo 
a las Diputaciones, por alteraciones sensibles en la ri- 
queza de las provincias ó en las bases de imposición 
consignadas en los presupuestos de Estado, en la pro- 
porción que corresponda á aquellas alteraciones.» 

Esta nueva redacción que sufrió el art. 12 del Real 
decreto de 28 de l'ebrero de 1878 era mucho más be- 
neficiosa, porque en éste se consignaba el plazo fatal 
de ocho años, y asimismo que las cuotas señaladas que- 
dan, desde luego, sometidas á las alteraciones sucesivas . 
que las leyes de presupuestos introduzcan en las bases 
de imposición, de modo que estaba á merced del Gro- 
bierno la variación del Concierto económico, mientras 
que en la nueva ley se previene que las cuotas podrán 
modificarse, oyendo á las Diputaciones, por alteraciones 
sensibles en la riqueza de /as provincias, ó en las bases 
de imposición consignadas en los presupuestos del Es- 
tado, en la proporción correspondiente á aquellas alte- 
raciones. 
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Es decir, que antes la reforma era obligatoria, y 
se hacía sin audiencia de las Diputaciones, y ahora es 
indispensable llenar este último requisito, y tampoco 
conserva el carácter imperativo, sino que podrá ó no 
intentarse la innovación, siendo requisito indispensa- 
ble para llevarla á cabo que haya una alteración sensi- 
ble en la riqueza del País ó en las bases de imposición. 

Ahora bien; en cuanto á la parte administrativa, si 
bien en la primera entrevista con el Sr. Ministro de la 
Gobernación, D. Fernando León y Castillo, los Comisio- 
nados le expusieron el deseo de retrotraer las cosas al 
ser y estado en que se encontraban á la publicación de 
la infausta Ley de 21 de Julio, con la restauración de su 
ponderada administración, con sus Juntas, su Diputado 
y demás Corporaciones forales, el Ministro contestó 
que le parecían excesivas las pretensiones aducidas y 
que las pondría en conocimiento del Consejo de Minis- 
tros, y que, en su opinión, habian caducado las autori- 
zaciones consignadas en dicha Ley. 

En la segunda conferencia declaró explicitamente 
el Sr. Ministro que el acuerdo unánime del Consejo 
había sido desestirnar las pretensiones contenidas en 
la nota que le entregaron los Comisionados, queriendo 
partir del statu quo, revistiendo á las Diputaciones 
vascongadas de las atribuciones necesarias para que 
siguieran administrando los intereses que se les han 
encomendado. También indicó que su pensamiento era 
expresar en un articulo de la Ley Provincial que las 
Diputaciones referidas siguieran disfrutando de las 
atribuciones que en 1878 les fueron concedidas, ha- 
cierido desaparecer la distinción establecida de que 
ellas se referían al orden económico, 
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Facultades que concede á las Diputaciones 
el último párrafo del art. 14 de la Ley de presupuestos 
de 1887-1888 


La redacción dada al último párrafo del artículo 14 
de la Ley de presupuestos de 1887, aunque parecida 
al precepto de la 4. disposicion transitoria de la Ley 
Provincial, discrepa, sin embargo, en algunos particu- 
lares, por más que no se ha reconocido así en los Cen- 
tros Ministeriales, en varios asuntos resueltos poste- 
riormente. La frase usada en el anterior Concierto 
«mientras subsista el Concierto económico», fué susti- 
tuída por las siguientes: «para el cumplimiento de las 
obligaciones anteriormente consignadas», que le han 
quitado el carácter de interinidad que llevaba consigo 
la palabra mientras, y en lugar de las palabras de la 
misma «sino de las que, con posterioridad á dicho con- 
venio, han venido ejercitando, en el orden económico, 
para hacerlo efectivo», se han puesto estas otras: «sino 
de las que, con posterioridad al R. D. de 28 de Febrero- 
de 1878, han venido disfrutando», abarcando de este 
modo tanto las atribuciones económicas como las ad- 
ministrativas. 


Distintas interpretaciones del mismo 


No fué más afortunado el noble solar vascongado 
con la nueva disposición. La suspicacia ó el descuido 
de sus redactores dió lugar á nuevas oscuridades, por 
falta de expresión en sus términos y por no decir de 
un modo claro y explicito las atribuciones propias y 
especiales de las Diputaciones, para que así quedara 
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bien definida la respectiva órbita de acción de ambas 
partes, el Poder central y los organismos provinciales 
vascongados, en sus relaciones, como vamos á compro- 
bar haciéndonos cargo del juicio que formaba de aquel 
articulo la Dirección de Administración local, en el 
informe emitido, que sirvió de base á la Real orden 
de 8 de Agosto de 1891. 

Decía la Dirección de Administración en su mencio- 
nado informe, hablando de la Ley de presupuestos de 
29 de Junio de 1887, que su artículo 14 es nuevo mo- 
tivo de oscuridades y dudas en las relaciones entre el 
régimen especial de las Provincias vascongadas y la 
legislación común (1). 

«El Real decreto de 28 de Febrero de 1878 había 
fijado en su art 1.”, como base del Concierto económi- 
co, el cupo que las Provincias vascongadas habian de 
satisfacer al Tesoro «en cada uno de los ocho años eco- 
nómicos, que empezarán á contarse desde 1.” de Julio 
próximo». Pero al renovar este Concierto la Ley de 
presupuestos de 29 de Junio de 1887, dice en su art. 14 
que «las provincias de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya 
contribuirán, en lo sucesivo», y esta frase, equivoca y 
ambigua, despierta, naturalmente, grandes vacilacio- 
nes, cuando se trata de determinar concretamente la 
extensión con que ha de ser entendida. Porque, de una 
parte, la naturaleza propia de las Leyes de presupuestos, ex- 
clusivamente destinadas á cubrir las atenciones del Estado du- 
rante un año económico, parece que obliga d entender limi- 
tados sus preceptos al año á que se refiere, único en que 
estas leyes rigen, y más aún si se tiene en cuenta que 
toda Ley de presupuestos es derogada por la inmedia- 


(1) Folleto publicado por el Ministerio de la Gobernación, en virtud: 
de la Real orden de 8 de Agosto de 1891. Pág. 25. 


— 181 — 

ta siguiente, y en la de 1890, última publicada, absolu- 
tamente nada se habla de tal Concierto económico; de 
donde podria colegirse que el precepto del art. 14 se 
había limitado al tiempo en que aquella Ley tuvo fuer- 
za de obligar. Pero al mismo tiempo, y de otra parte, 
la misma falta de límites en el tiempo con que la frase 
Se enuncia, la consideración de que se renovaba un 
Concierto establecido y practicado durante ocho años 
y el satisfactorio éxito con que por ambas partes se 
había visto planteado, parece que inclina á creer que 
el Concierto económico se viene renovando por la tá- 
cita, sin plazo definido.» 

Refutando esta doctrina, los ilustrados Diputados de 
Alava Sres. Guinea y Salazar exponían una argumen- 
tación tan clara, tan lógica, y con una brillantez de es- 
tilo tal, que, temerosos de que al resumirla pierda en su 
mérito, transcribimos sus palabras á continuación (1): 

«Permitasenos demostrar que la Dirección de Ad- 
ministración local ha incurrido en un craso y enorme 
error de simple concepto de derecho. No discutiremos 
el principio, tan controvertido, de si en las Leyes de 
presupuestos deben hacerse innovaciones ó legislar so- 
bre asuntos, que es más propio y adecuado tratarlos 
cuando de la misma materia se ocupa el legislador; 
pero es lo cierto que, no sólo en España, sino en otras 
naciones, se preceptúa en las Leyes de presupuestos 
sobre ramos muy diversos; preceptos que, como es na- 
tural, tienen el mismo carácter legislativo que cual- 
quiera otra l.ey hecha en Cortes; y estos casos no son 
raros, sino que, por el contrario, la excepción la cons- 
tituiría una sola Ley de presupuestos que no incurriera 


(1) Acuerdos de la Diputación de Alava, de 4 de Diciembre de 1891 
y 14 de Mayo de 1892, publicados en un folleto. Págs. 33 á 37. 
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en alguno de ellos. Tampoco es exacto, y sí completa- 
mente erróneo, el suponer que todos los preceptos que 
contienen las Leyes de presupuestos sólo se dictan 
para el año en que aquéllos han de regir, y á este pro- 
pósito podriamos citar millares de casos de diferentes 
épocas y anotar preceptos que se dictaron en presu- 
puestos de hace más de treinta años, que todavia hoy 
se hallan vigentes. El art. 14 de la Ley de presupues- 
tos de 1887 demuestra, por su simple lectura, que debe 
tener aplicación y regir, uo solamente durante el año 
económico á que se refiere, sino en los siguientes, has- 
ta tanto que sea expresamente derogado. 

»Empieza determinando las cantidades por que con- 
tribuirán, en lo sucesivo, estas provincias, y declara, des- 
pués, que las Diputaciones provinciales responderán, 
en todo tiempo, al Estado, del importe total de los cupos 
que cada provincia debe satisfacer, consignando, más 
adelante, que cualquiera otra nueva contribución, ren- 
ta ó impuesto que las leyes de presupuestos sucesivas esta- 
blezcan, obligarán también á las referidas provincias, 
en la cantidad que les corresponda satisfacer al Estado, 
y que se hagan efectivas, en la forma que el Grobierno 
determine, oyendo, previamente, á las respectivas Di- 
putaciones provinciales. En cumplimiento de este pre- 
cepto, y al tratarse, en 1888 y 1889, de imponer en este 
País la Ley de 4¿coholes, el Ministro de Hacienda llamó 
á una representación de las Diputaciones vascongadas, 
demostrando, con este hecho, que el Crobierno ha sido 
el primero en reconocer que el expresado articulo, como 
se desprende claramente de su letra y espíritu, se halla 
aún vigente, y, por lo tanto, que no estaban limitados 
sus preceptos al año económico de 1887-88, para el que 
se dictó, como supone, erróneamente, la Dirección de 
Administración local. 
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»Pues bien; el repetido artículo 14 establece otro pre- 
cepto importantísimo, de que no ha debido prescindir 
la Dirección de Administración local, ni la Real orden 
de 8 de Agosto último, puesto que modifica la cuarta 
disposición transitoria de la Ley provincial. Para con- 
vencerse de ello, basta leer una y otra disposición y 
tener una ligera noticia de los antecedentes que oca- 
sionaron el fijar en el último párrafo del mencionado 
articulo 14 lo siguiente: «Para el cumplimiento de las 
obligaciones anteriormente consignadas, las Diputacio- 
nes de las tres provincias se considerarán investidas, 
no sólo de las atribuciones establecidas en la Ley pro- 
vineial, sino de las que, con posterioridad al Real de- 
creto de 28 de Febrero de 1878, han venido disfru- 
tando.» 

» Y no se crea que este precepto fué consignado con 
ligereza y sin conocimiento de causa, porque, además 
de que este supuesto causaria una grave ofensa á los 
altos poderes de la Nación, existen, para asegurar lo 
contrario, los siguientes antecedentes: los comisiona- 
dos de las Diputaciones que en el año de 1887 fueron 
llamados por el Gobierno para tratar de la cuestión 
vascongada, llevaban limitados sus poderes, y entre 
las instrucciones que el Pals les dió, había la de reco- 
mendarles solicitaran con ahinco el reintegro de los 
organismos forales. Asi lo expresaron en la primera 
conferencia celebrada con el Sr. Ministro de la Groberna- 
ción (Sr. León y Castillo), á quien entregaron, al efecto, 
una nota. Dicho señor dió cuenta de la pretensión al 
Consejo de Ministros, que acordó no acceder á lo soli- 
citado, no queriendo dar un paso atrás en la cuestión 
vascongada, sino partir del síatu quo, y, dentro de la 
situación actual, revestir á las Diputaciones de las fa- 
cultades necesarias para regirse desembarazadamente, 
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administrando los intereses que se les habian encomen- 
dado, indicando, por su parte, el Sr. León y Castillo 
que su pensamiento era expresar, en un artículo de la 
Ley provincial, que las Diputaciones vascas siguieran 
disfrutando de las atribuciones que les habian confe- 
rido, haciendo desaparecer la distinción, consignada 
entonces en la Ley provincial vigente, de que aquéllas 
se referían al orden económico. Uno de los señores co- 
misionados de Guipúzcoa declaró, en nombre de -sus 
compañeros, que en la forma indicada, y no aceptán- 
dose las proposiciones expuestas, no podría entrar en 
discusión acerca de lo manifestado por el Sr. Ministro, 
el cual ofreció dar cuenta al Consejo, para que optase 
por la solución que estimara más acertada, siendo ésta 
la de consignar en el párrafo transcrito de la Ley de 
presupuestos las atribuciones que á estas Diputaciones 
corresponden; precepto que se incluiría en el párrafo 
de la Ley Provincial que estaba en proyecto y no llegó 
á ser sancionado en Cortes.» 

Al art. 14 de la Ley de presupuestos de 29 de Junio 
se le concedió valor, no sólo el año en que duró la ci- 
tada Ley en que figura, sino también en los posterio- 
res, pues en él se apoyó el R. D. de 16 de Julio de 1888, 
el de 24 de Septiembre de 1889, el de 16 de Febrero 
de 1893 y la Ley de presupuestos de 1893-94. 

La especial redacción del último párrafo del preci- 
tado art. 14 de la Ley de presupuestos de 1887, como 
acaba de verse, ha sido motivo para nuevas dudas. 
Mientras que algunos han creido que, sólo por su dis- 
posición, habrian de entenderse confirmadas las atribu- 
ciones económicas que el Concierto concedía á las Di- 
putaciones vascongadas, otros entienden que admite 
dichas facultades especiales, no solamente en el orden 
económico, sino también en el administrativo, sin rela- 
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ción á aquél. El motivo de tan diversas interpretacio- 
nes ha sido el diverso alcance concedido á las palabras 
empleadas en el artículo: «se considerarán investidas, 
no sólo de las atribuciones establecidas en la Ley Pro- 
vincial, sino de las que, con posterioridad al R. D. de 
28 de Febrero de 1878, han venido disfrutando»; que 
mientras unos han circunscrito y limitado á las facul- 
tades reconocidas por la 4.* disposición transitoria de 
la Ley Provincial vigente, interpretada por la R. O. 
de 13 de Diciembre de 1882, otros, á los cuales adhe- 
rimos nuestro humilde parecer, entienden que no sólo 
concede y confirma esas facultades, que deben enten- 
derse comprendidas en las primeras palabras transcri- 
tas, sino que reconoce, asimismo, las que, con poste- 
rioridad al X. D. de 28 de Febrero de 1878, han venido dis- 
Jfrutando, Y como éstas han sido, á más de económicas 
para el cumplimiento ó no del Concierto económico, 
también administrativas, de diversa indole (cualesquie- 
ra que hayan sido los obstáculos de hecho y de dere- 
cho que la arbitrariedad ministerial haya querido po- 
ner en frente), hoy las sanciona el precepto aludido, 
dándolas carácter de legalidad y firmeza, que sólo en 
parte tenían antes. Viene, pues, á resultar que la Ley 
de 21 de Julio de 1876 sanciona cuantas atribuciones, 
fundadas en el mismo, han venido ejerciendo los orga- 
nismos provinciales de Euskaria. Para corroborar este 
aserto, bastará abrir, por cualquiera de sus páginas, 
los libros de actas de las sesiones de la Diputación de 
cada una de las tres provincias, ó los expedientes ar- 
chivados en sus oficinas, y en ellos se encontrarán, tra- 
tados consecutivamente en los años transcurridos des- 
de 1876 hasta el actual, asuntos de indole económica 
y Otros meramente administrativos, unos propios de 
los Municipios y otros exclusivos de las provincias. 
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Con acreditar de un modo oficial el uso de esas facul- 
tades por las Diputaciones vascongadas, hay suficiente 
motivo para creer que ellas hayan obtenido el más ex- 
plicito y solemne reconocimiento que una Ley ha po- 
dido concederlas. Sin embargo de ser esta doctrina 
clara y lógica, en el tiempo que ha estado en vigor este 
segundo Concierto no siempre se entendió del mismo 
modo por el Gobierno de la Nación en las resoluciones 
aclaratorias dictadas, de las cuales pasamos á tratar. 

Corrobora la opinión sustentada por nosotros la Real 
orden de 8 de Noviembre de 1887, expedida por el 
Ministerio de la Gobernación y comunicada á la Di- 
putación provincial de Vizcaya en 14 del mismo mes, 
sobre el recurso de alzada interpuesto por D. Casimiro 
Gazmuri, contra un acuerdo de dicha Diputación que 
declaró improcedente la reclamación de honorarios he- 
cha por asistencia á niños expósitos. En virtud de los 
considerandos que contiene, y de los cuales el 3.” dice 
«que, según la Ley de 16 de Agosto de 1841, R. O. de 
1." de Junio de 1876 y convenio de Febrero de 1878, 
las Diputaciones, en las Provincias vascongadas y Na- 
varra, son las llamadas á resolver en las cuestiones admints- 
tralivas que se susciten en aquellos territorios», se confirma 
el acuerdo de la Diputación, desestimando el recurso 
de D. Casimiro Gazmuri, en razón á que en el acuerdo 
no se infringe, ni la Constitución, ni las leyes genera- 
les del Reino. 


Disposiciones complementarias de dicho Concierto 
sobre el impuesto de consumos 


Servian de adición y complemento al Concierto eco- 
nómico de 1887, hasta la promulgación del vigente, las 
siguientes disposiciones, referentes al impuesto sobre 
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el consumo de alcoholes: los Reales decretos de 16 de 
Julio de 1888, 24 de Septiembre de 1889 y 16 de Febre- 
ro de 1893, de cuyo sucinto examen pasamos á tratar. 

El Real decreto de 16 de Julio de 1888 ordenaba: 

:." Que el adeudo y cobro del impuesto, respecto á 
las importaciones de aguardientes, alcoholes y licores, 
que se verifiquen por las Aduanas habilitadas al efecto, 
de las enclavadas en estas provincias, se realizarán en 
la misma forma y condiciones que para las demás del 
Reino establecen la Ley y Reglamento del impuesto. 

2. La exacción del impuesto de las elaboraciones 
que se verifiquen en las fábricas situadas en las tres 
provincias, se verificará por las respectivas Diputacio- 
nes provinciales, con intervención de la Administra- 
ción de Hacienda, con sujeción á la Ley y al Regla- 
mento mencionados, en los que se harán las modifica- 
ciones que las circunstancias de localidad aconsejen y 
convenga establecer. Las Diputaciones provinciales 
ingresarán mensualmente en las arcas del Tesoro las 
sumas realizadas por este concepto. 

3. En equivalencia de las patentes de expendición 
que, con arreglo al art. 4." de la Ley, correspondería 
obtener á los expendedores al por menor de aguar- 
dientes, alcoholes y licores de las tres provincias, las 
respectivas Diputaciones satisfarán á la Hacienda, 
como aumento de los encabezamientos concertados por 
el art. 14 de la Ley de presupuestos de 1887 á 1888, 
las cantidades siguientes: Alava, 7.480 pesetas; (rui- 
púzcoa, 25.531, y Vizcaya, 29.379. Estas cantidades se 
entregarán á la Hacienda en la forma y plazos que el 
citado art. 14 determina. 

4. En cumplimiento de lo preceptuado en la dispo- 
sición primera de las transitorias de la Ley de 26 de 
Junio, se deducirán de los encabezamientos concerta- 
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dos por el impuesto de consumos las cantidades si- 
guientes: para Vizcaya, 82.125 pesetas; Alava, 39.777, 
y Guipúzcoa, 70.488. 

Según el art. 2.” las respectivas Diputaciones pro- 
vinciales determinarán los recargos que sobre las es- 
pecies expresadas han de imponerse para atenciones 
de los presupuestos provinciales y municipales. 

Por el art. 3.” se mandaba que el aforo de las existen- 
cias de aguardiente, alcohol y licores se verificará en 
la misma forma que en las demás provincias, abonán- 
dose á la Hacienda por los particulares la diferencia 
éntre el derecho de consumo que hubieran satisfecho 
las especies á las Diputaciones provinciales y el gra- 
vamen que, según la respectiva graduación, resulte 
adeudable, con arreglo á la Ley de 26 de Junio de 1888. 
Las Diputaciones practicarán el aforo y percibirán el 
importe exigible á las existencias, el cual abonarán á 
la Hacienda. 

Por el art. 4." se disponía que el importe de la cuota 
señalada á Vizcaya y demás provincias hermanas se 
modificará, oyendo á la Diputación provincial, siempre 
que sufra alteración sensible la tarifa que sirve de base 
para la clasificación de las mismas, reformándose los 
encabezamientos en la proporción que corresponda á 
las alteraciones que se produzcan. 

Vino á modificar el Real decreto precedente el de 24 
de Septiembre de 1889, en armonía con las variantes 
introducidas en el Reglamento sobre los alcoholes, por 
virtud de la Ley de 21 de Junio de 1889. 

Esta nueva disposición, en su artículo 1.*”, reproduce 
las dos reglas primeras del art. 1.” del R. D. anterior, y 
modifica las restantes en la siguiente forma: 

3." Los aguardientes y alcoholes procedentes del 
zumo de la uva se subordinarán á las reglas que la 
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Ley y el Reglamento establecen respecto de los 
mismos. 

4.2 Suprimidas las patentes de expendición, en equi- 
valencia de los derechos sobre los alcoholes, aguar- 
dientes y licores destinados al consumo personal las 
Diputaciones provinciales satisfarán á la Hacienda, 
como aumento á las sumas á que quedaron reducidos 
los encabezamientos por el impuesto de consumos por 
virtud de la regla 4.* del art. 1. del R. D. de 16 de 
Julio de 1888, las cantidades siguientes: Vizcaya, 74.003 
pesetas 50 céntimos; Alava, 42.163 pesetas 7 5 céntimos, 
y Guipúzcoa, 66.075 pesetas. Estas cantidades se entre- 
garán á la Hacienda en el modo y plazos que el citado 
art. 14 de la Ley de presupuestos de 1887 determina. 

Según el art. 2.”, las respectivas Diputaciones seña- 
larán el recargo para sus atenciones. 

Conforme al art. 3.”, se deducirán de los encabeza- 
mientos las cantidades que en equivalencia de las pa- 
tentes de expendición de alcoholes se asignaron á las 
mismas, ó sean: para Vizcaya, 29.379 pesetas; para Ála- 
va, 7.480, y para Guipúzcoa, 25.531, según la regla 3.* 
del articulo 1.” del R. D. de 16 de Julio de 1888. 


Jurisprudencia administrativa 


La jurisprudencia administrativa, relativa al País 
vasco-navarro, posterior al Concierto de 1887, la cons- 
tituyen las disposiciones siguientes: 

1887. —La R.O. de 29 de Julio, desestimando como 
improcedente un recurso de alzada interpuesto contra 
acuerdo de la Comisión provincial de Guipúzcoa en ex- 
pediente sobre imposición de multa por introducción 
fraudulenta de vino y petróleo para el consumo, en el 
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pueblo de Escoriaza; la de 27 de Agosto, desestimando 
un recurso de alzada interpuesto contra acuerdo de la 
Diputación provincial de Guipúzcoa que denegó una 
pensión á la viuda de un miquelete; y la de 8 de No- 
viembre, desestimardo el recurso de alzada interpues- 
to contra acuerdo de la Diputación de Vizcaya en ex- 
pediente de reclamación de honorarios por asistencia 
á los niños expósitos residentes en Bermeo. 

1888.—La R. O. de 6 de Mayo, revocando un acuer- 
do de la Comisión provincial de Guipúzcoa que enten- 
dió en expendiente sobre imposición de multa á un ve- 
cino de Villarreal por infracción del Reglamento de 
arbitrios municipales; la de 18 de Mayo, declarando 
que la Diputación provincial de Guipúzcoa tiene dere- 
cho á exigir de la de Guadalajara el importe de estan- 
cias causadas en la Casa de Misericordia de San Se- 
bastián por varios individuos de la citada provincia 
castellana; la Ley de alcoholes de 26 de Junio, dispo- 
niendo que en el impuesto especial sobre alcoholes y 
líquidos espirituosos, se atenga el Gobierno, respecto 
de las Provincias vascongadas, á lo dispuesto en la 
Ley de presupuestos de 1887-88; la R. O: de 1.” de 
Julio, confiriendo á la Junta de Caridad de Bilbao la 
gestión administrativa del Correccional y Cárcel de 
dicha villa; la de 5 de Julio, declarando que los indivi- 
duos que se consideren con derecho á disfrutar de la 
exención del servicio militar según la Ley de 21 de 
Julio de 1876, y aún no hubiesen conseguido, lo solici- 
ten del Ministro de la Grobernación dentro del año an- 
terior al de su alistamiento; la de 5 de Noviembre, otor- 
gando la exención del servicio militar, según la Ley 
de 21 de Julio de 1876,á los hijos de un vecino de Bil- 
bao, aunque natural de la provincia de Logroño, que 
prestó los servicios en el Batallón de Auxiliares de 
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Bilbao, y estableciendo diversas reglas para solicitar 
la exención; la de 6 de Noviembre, concediendo igual 
exención á dos hijos de un vecino de Bilbao, y dispo- 
niendo que, en lo sucesivo, para cada mozo se solicite 
la excepción en el periodo que fija la R. O. de 5 de Ju- 
lio de dicho año; y la de 16 de Noviembre, de la Pre- 
sidencia del Consejo de Ministros, declarando carece 
de facultades para revocar la R. O. de 6 de Mayo an- 
terior, por haber causado estado en la via gubernativa. 

1889.—La R. O. de 31 de Mayo, concediendo la exen- 
ción del servicio militar, según la Ley de 21 de Julio 
de 1876, á varios hijos de un vecino de Bilbao, y de- 
terminando lo que ha de hacerse con los mozos exen- 
tos en cada reemplazo para fijar el contingente y si: 
tuación de los que hayan de suplírles; la de 17 de Ju- 
nio, confirmando la gestión económica y administrativa 
de la Cárcel y Correccional de Bilbao en favor de su 
Junta de Caridad, y reservando á la Junta local de pri- 
siones el régimen, inspección y vigilancia; la Ley de 21 
de Junio, disponiendo que para la aplicación del im- 
puesto sobre alcoholes en las Provincias vascongadas, 
se atenga el Gobierno á lo dispuesto en la Ley de pre- 
supuestos de 1887-88; y la R. O. de 29 de Septiembre, 
declarando improcedente un recurso de alzada inter- 
puesto contra acuerdo de la Comisión provincial de 
Guipúzcoa, sobre creación, en Villafranca, de arbitrio 
de reconocimiento de géneros en el mercado y ocupa- 
ción de vía pública. 

En el mismo año 1889 dictóse una R. O., expedida 
el 14 de Junio por el Ministerio de Gracia y Justicia, á 
instancia de la Diputación de Vizcaya, por la que se 
dispone: 1.” Que continúe á cargo de la Junta de Cari- 
dad de Bilbao la gestión administrativa y económica, 
tanto del Correccional como de la Cárcel de dicha 
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capital, en la forma que establece su Reglamento; 
y 2.” Que á la Junta local de prisiones de la misma se 
reserven las funciones de régimen, inspección y vigi- 
lancia que le corresponden conforme á las disposicio- 
nes vigentes. 

En 1.” de Febrero de 1890 dióse una R. O. recono- 
ciendo el régimen especial de las provincias, dictada á 
consecuencia de la gestión colectiva practicada por las 
Diputaciones de las Provincias vascongadas en contra 
de la aplicación en las mismas del R. D. de 16 de Di- 
ciembre de 1889, el cual preceptuaba á las Comisiones 
provinciales y á los Ayuntamientos la obligación de 
remitir al Ministerio de la Gobernación, en el término 
de un mes, un inventario comprensivo de todos los 
bienes, valores y derechos pertenecientes á las provin- 
cias y municipios. Por dicha R. O. se obliga tan sólo 
á las Comisiones provinciales y Ayuntamientos de las 
Provincias vascongadas á la remisión de datos que 
vengan á completar la estadistica de los bienes de to- 
das las provincias y municipios del Reino, dándoseles 
una cumplida satisfacción en el terreno de los princi- 
pios, reconociendo nueva y categóricamente la autono- 
mía de que está en posesión este País, al declarar, sin 
vacilación de ningún género, que lo mismo las Provincias 
vascongadas que la de Navarra, se encuentran exentas de 
toda intervención que altere € interese de algún modo á su re. 
gimen especial. 

Poco tiempo después dictóse, en 16 de Abril del 
mismo año 1890, otra Real orden, en la que se hacían 
declaraciones importantes, favorables á la autonomía de 
las Diputaciones vascongadas en materia económico- 
administrativa, con motivo de un recurso de alzada 
elevado al Excmo. Sr. Ministro de Hacienda por don 
Marcelino Almeyda, D. Eustaquio Irureta y otros al- 
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macenistas y fabricantes de alcoholes, aguardientes y 
licores, de la ciudad de San Sebastián, contra un acuer- 
do de la Comisión provincial que, llevando á efecto 
otro de la Diputación, exigió á los recurrentes el pago 
de ciertas cantidades por las existencias en almacén el 
1." de Diciembre de 1889, cuyo recurso fué desestima- 
do, confirmando el acuerdo de la Corporación provin- 
cial y declarándole ejecutivo. 

Con posterioridad, dictáronse las disposiciones si- 
guientes: 

1890.—La Ley de sufragio universal de 26 de Junio, 
que determina la forma de constituirse en Navarra la 
Junta provincial del Censo electoral; y la R. O. de 23 
de Julio, dada sobre constitución de las Juntas provin- 
ciales del Censo electoral en las Provincias vascon- 
gadas. 

1891.-—La KR. O. de 28 de Febrero, disponiendo que 
se publique en los Boletines Oficiales la necesidad en que 
están los interesados en obtener la exención del servi- 
cio militar, según la Ley de 21 de Julio de 1876, de 
proveerse de documentos en que consten sus servicios 
en relación con las listas de revista, y que se suspenda 
el ingreso de los que tengan expediente pendiente; la 
de 11 de Julio, declarando exentos de satisfacer direc- 
tamente al Estado por los contribuyentes, en concepto 
de impuesto de Derechos reales, unas acciones del Banco 
de España domiciliadas en Vitoria, y transmitidas por 
título hereditario; y, finalmente, la de 12 de Julio, conce- 
diendo autorización al Ayuntamiento de San Sebas- 
tián, en la forma solicitada, para la emisión de obli- 
gaciones con destino á la construcción de una fábrica 
de gas. 

Con esto hemos terminado la exposición de las dis- 
posiciones del Poder central, aclaratorias ó complemen- 
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tarias del segundo Concierto económico, durante el pri- 
mer periodo de su aplicación; á seguida trataremos de 
la importantísima Real orden de 8 de Agosto de 1891, 
que puede considerarse como límite divisorio del pri- 
mer período y comienzo del segundo, así como de las 
disposiciones que la sucedieron hasta el Concierto eco- 
nómico vigente. 


CAPÍTULO Xi! 


Real orden de 8 de Agosto de 18391.-—Disposiciones capitales de la 
misma. —Impugnación parcial de la doctrina que sienta por la Di- 
putación de Vitoria. 


Real orden de 8 de Agosto de 1891 


En 1. de Septiembre de 1890 dictóse una Real or- 
den, en la cual se ordenaba al Sr. Gobernador civil de 
Guipúzcoa que aprobase el presupuesto extraordina- 
rio formado por el Ayuntamiento de San Sebastián, 
para el ejercicio económico de 1890-91, con destino 
á la realización y pago de numerosas é importantes 
obras de construcción, necesarias al engrandecimiento 
y ornato de dicha ciudad; y como tal Real orden lesio- 
naba los derechos de las Diputaciones vascongadas, 
que venian aprobando los presupuestos municipales 
en virtud de lo dispuesto en los números 3.” y 4.” de la 
Real orden de 8 de Junio de 1878, dictada por la Pre- 
sidencia del Consejo de Ministros, á propuesta del Ex- 
celentisimo Sr. General en Jefe del Ejército del Norte, 
y de acuerdo con los Grobernadores de las Provincias 
vascongadas, que era de perfecta y constante aplica- 
cación al caso resuelto, las Diputaciones de las tres 
provincias, á instancia de la de Gruipúzcoa, entablaron 
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el correspondiente recurso colectivo, en el mes de Oc- 
tubre de 1890, en solicitud de que se dictase una dis- 
posición aclaratoria preceptiva que dejase sin efecto la 
ya citada de 1.” de Septiembre. 


Disposiciones capitales de la misma 


La Real orden de 8 de Agosto de 1891, dictada á 
consecuencia de la solicitud elevada, en Octubre ante- 
rior, por las Diputaciones de las tres provincias, á la 
Presidencia del Consejo de Ministros, deseando evitar 
la contradicción de las publicadas con anterioridad, y 
dejar, en lo posible, establecida una norma y unidad 
de criterio para todos los casos que pudieran suscitarse 
en la práctica, resolvió: 

1. Que la Real orden de 8 de Junio de 1878 está 
vigente en todos sus extremos, por virtud de la dispo- 
sición 4.2 transitoria de la Ley Provincial, mientras 
dure el Concierto económico, y que, por consiguiente, 
la aprobación de los presupuestos y cuentas de los mu- 
nicipios de las Provincias vascongadas debe verificarse 
con arreglo á sus preceptos, lo mismo el 3." y 4, á 
que se refiere expresamente la Real orden de 13 de 
Diciembre de 1882, que el 1.* y 2.” enlazados de un 
modo inseparable con los demás. 

2 Que dicha Real orden de 13 de Diciembre 
de 1882, dictada de conformidad con el Consejo de Es- 
tado, aunque recayendo sobre expediente particular, 
incoado á instancia de la Diputación de Vizcaya, y 
tan sólo comunicada reservadamente á ésta, es precep- 
tiva para la aplicación é inteligencia de la disposición 
cuarta transitoria de la Ley Provincial, no puede me- 
nos de tener carácter general para las tres provincias, 
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á cuyo régimen se refiere, y debe publicarse en la Ga- 
ceta, á tenor de lo mandado en el Real decreto de 7 de 
Marzo (debe decir 9) de 1831. 

Y 3. Que, con sujeción á los artículos 85 de la Ley 
Municipal y párrafo 2.” del 77 de la Provincial, que 
desenvuelven el principio del art. 84 de la Constitución 
de la Monarquía, los Ayuntamientos y Diputaciones 
provinciales de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya necesitan 
obtener la aprobación del Gobierno para la enajena- 
ción de bienes, derechos reales ó títulos de la Deuda 
pública ó la contratación de empréstitos que pudieran 
comprometer los recursos de los presupuestos munici 
pales y provinciales, relacionados necesariamente con 
el cumplimiento de los intereses permanentes y las 
obligaciones generales del Estado. 

Esta Real orden, conocida comúnmente por la Real 
orden de Silvela, por haber sido dada siendo Ministro 
de la Gobernación el distinguido jurisconsulto D. Fran- 
cisco Silvela, va precedida de extensos informes y dic- 
támenes, emitidos por los altos Cuerpos de la Adminis- 
tración Central, como son la Dirección de Administra- 
ción local y la sección de (robernación y Fomento del 
Consejo de Estado, aunque al parecer se inspira en un 
criterio imparcial, y, pretendiendo hacer una historia 
completa de la cuestión vascongada desde la restaura- 
ción del 76 hasta su publicación, menciona numerosas 
resoluciones ministeriales, da cuenta de los criterios 
distintos en que se han inspirado y de las dudas sur- 
gidas en la práctica, cuya solución radical para el por- 
venir anhela, no es en el fondo tan imparcial y favora- 
ble como en la forma. De tal importancia y tan satura- 
da de doctrina se la creyó en el Ministerio donde salía, 
que, juzgándose como la última palabra, se publicó en 
el folleto en que se insertan los informes por disposi- 
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inde la KK. O. de 8 de Agosto de 1891, para que sir- 
viese como de norma al Centro gubernativo en las du- 
das posteriores. 


impugnación parcial de la doctrina que sienta 
por la Diputación de Vitoria 


Sensible es decirlo; la obra, como resolución minis- 
terial y trabajo histórico, tiene algún mérito, pero como 
estudio imparcial y justo de las cuestiones administra- 
tivas sometidas á su resolución, no es lo que parece, 
y tan desfavorables juicios mereció en las Provincias 
vascongadas, que, á imitación del Ministerio, la Dipu- 
tación de Alava, en sesión de 14 de Mayo de 1892, 
acordó aprobar un escrito presentado por los Diputa- 
dos D. Benito de Guinea y D. Tomás Salazar, hacién- 
dole suyo la Diputación, ordenando se publique ínte- 
gro dicho escrito y que se haga público, imprimiendo 
y circulando, en forma de folleto, el particular del acta 
de la sesión celebrada el 4 de Diciembre de 1891. 

Este folleto, impreso por orden de la Diputación 
alavesa, contiene un concienzudo examen de la Real 
orden, cuyos erróneos juicios corrige, y cuya doctrina, 
opuesta á la autonomia administrativa de las Provin- 
cias vascongadas, combate. 

Los ilustrados Diputados de Alava califican de de- 
plorable dicha R. O., que «consideran una de las dis- 
posiciones más perjudiciales entre las muchas que, con 
prevención contra este noble solar vascongado, se han 
dictado.» Juicio tan severo se basa en las manifesta- 
ciones contenidas en la parte expositiva de dicha so- 
berana disposición, en el orden legal que presupone, 

El concepto erróneo de que se parte en los informes, 
y se repite con insistencia en la parte expositiva de la 
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KR. O,, consiste en suponer que toda la especialidad del 
régimen administrativo de las Provincias vascongadas 
nace de la necesidad de admitir en sus Diputaciones 
facultades en el orden económico diferentes á las demás 
del Reino, en la medida indispensable para que el Con- 
cierto económico pueda ser cumplido de un modo pre- 
cario y subordinado á la duración del repetido Concier- 
to. Es decir, que la R. O. supone que las Diputaciones 
vascas no tienen facultades administrativas que no 
tengan relación con la tributación ó impuestos, siendo 
una verdad innegable que el pais vascongado, desde 
la más remota antigiiedad, disfrutó de la autonomía 
administrativa, que fué opuesto á la centralización, y 
que no obstante la Ley de 1876, sin interrupción, vino 
ejercitando por mediación de los nuevos organismos 
provinciales, que sustituyeron á los forales, en las atri- 
bucio1nes administrativas, las económico-administrativas 
y las simplemente económicas que anteriormente ejer- 
cieron éstos. 

Para refutar tal supuesto de la R. O. se alega y afir- 
ma como tesis en el folleto de la Diputación vitoriana, 
que las Diputaciones vascongadas tienen todas las atri- 
buciones administrativas y económicas de las Diputa- 
ciones y Juntas forales, excepto aquellas que han sufri- 
do expresa modificación. Sustentan esta doctrina con 
los siguientes argumentos, cuya verdad ya dejamos 
expuesta en el lugar oportuno: 

1.2 Que el carácter de la Ley de 21 de Julio no es 
de disposición abolitoria, sino modificadora de los fue- 
ros, que en tal concepto se establecia en su art. 4.” la 
siguiente autorización: «Se autoriza al (robierno para 
que dando en su día cuenta á las Cortes y teniendo 
presentes la Ley de 19 de Septiembre de 1837 y la Ley 
de 16 de Agosto de 1841 y el Decreto de 29 de Octu- 
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bre del mismo año (1), proceda á acordar con audien- 
cia de las provincias de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya, 
si lo juzga oportuno, todas las reformas que en su an- 
tiguo régimen foral lo exijan asi el bienestar de los 
pueblos vascongados, como el buen gobierno y la se- 
guridad de la nación.» El objeto de dicha Ley, según 
expresó el Sr. Cánovas á los comisionados de las pro- 
vincias en la sesión de y de Mayo de 1876, fué hacer 
extensivos á los habitantes de las mismas los deberes 
de acudir al servicio de las armas y de contribuir á los 
gastos del Estado, autorizando, por lo demás, al Go- 
bierno, no para abolir, sino para reformar nuestro régi- 
men foral en la parte necesaria. 

2. Que la Real orden de 12 de Diciembre de 1877, 
dictada por el Gobierno en uso de la autorización con- 
cedida, reconoció la necesidad de que las funciones que 
han de ejercer las Diputaciones y Ayuntamientos de 
las provincias se rijan por principios distintos á los de 
las leyes Generales del Reino, y, como consecuencia, 
la misma Real orden en sus resoluciones 1.* y 2.*, pre- 


(1) La de tg de Septiembre de 1837, dispuso que cesaran los orga- 
nismos forales en las Provincias vascongadas y que en su lugar se cons- 
tituyeran con ellas las Diputaciones provinciales; la de 16 de Agosto de 
1841, es la modificatoria de los Fueros de Navarra, y que aún rige, de- 
terminando la organización de los Ayuntamientos y Diputaciones de la 
misma, reconociendo á unos y otras atribuciones especiales, y el R. D. 
de 29 de Octubre del mismo año, dictado para la organización de las 
Provincias vascongadas, establece en su art. 4.2 que habrá en las mis- 
mas Diputaciones provinciales, nombradas con arreglo al art. 69 de la 
Constitución y á las Leyes y disposiciones dictadas para todas las pro- 
vincias, que sustituirán á las Diputaciones generales, Juntas provin- 
ciales y particulares, declarando el art. 6.2 que dichas Diputaciones 
provinciales ejercerán las funciones que hasta entonces habían desem- 
peñado en las provincias vascongadas, las Diputaciones y Funtas fo- 
rales, 
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ceptuó que, para el establecimiento de arbitrios en los 
pueblos de estas provincias, se estará á lo que ordene 
la Diputación, previa aprobación del Gobernador; doc- 
trina que amplió en el sentido conocido la Real orden 
de 8 de Junio de 1878. 

3." Que el Real decreto de 4 de Noviembre de 
1879, al restablecer las garantias constitucionales y re- 
nunciar las facultades extraordinarias y discrecionales 
concedidas al Gobierno por la Ley de 1876, confirmó 
de una manera terminante las disposiciones orgánicas 
y complementarias de dicha ley, á cuya categoría per- 
tenecían las dos RR. OO. citadas, que no han sido vá- 
lidamente derogadas hasta el día. 

4. Que el art. 14 de la Ley de presupuestos del 
Estado de 29 de Junio de 1887, modificó la cuarta dis- 
posición transitoria de la Ley provincial de 22 de 
Agosto de 1882, confirmando á las Diputaciones vas- 
congadas el uso de las facultades económicas junta- 
mente con las administrativas que venian ejerciendo, 
articulo cuyo precepto, como el de otros muchos de 
leyes similares, ha tenido mayor alcance y subsisten- 
cia que lo que se supone en uno de los informes en que 
se basa la Real orden, y de cuyo artículo se prescinde 
en ésta, siendo el último precepto aplicable á la ma- 
teria. 

Despúes de razonar lógica y ampliamente cada uno 
de estos argumentos, terminaban los autores del informe 
presentado en la Diputación de Vitoria, pidiendo: 

1.2 Se entablara el correspondiente recurso solici- 
tando del Gobierno que declare que la R. O. de 8 de 
Ayosto de 1891, no quiso hacer innovación alguna res- 
pecto á las atribuciones administrativas, y ni aun á las 
económico-administrativas, que de derecho y hecho 
vienen ejerciendo las Diputaciones y Ayuntamientos 
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vascongados, tanto por la Ley de 21 de Junio de 1876 
y disposiciones orgánicas reglamentarias de la misma, 
que declaró subsistentes el R. D. de 4 de Noviembre 
de 1879, como asi bien por lo dispuesto en el art. 14 de la Ley 
de presupuestos de 29 de Junio de 1887. 

2. Que no habiendo renunciado el Gobierno por el 
Real decreto de 4 de Noviembre de 1879, más que ála 
autorización concedida en el art. 6.” de la Ley de 21 de 
Julio de 1876, mas no á las restantes, procedía se nom- 
braran Comisionados en forma para tratar con el Gro- 
bierno, en la audiencia que éste debería conceder al 
pais, para la modificación de sus fueros, en cuya parte 
comprendían que no estaba cumplida la Ley del 76. 

Dichos extremos proponian se sometiesen á acuerdo 
de la Diputación, á consulta con los señores Diputados 
generales, Padres de Provincia y exdiputados provin- 
ciales, y últimamente á conferencias con las Diputacio- 
nes hermanas. 

Annque dicho informe de 23 de Noviembre de 1891 
fué elevado á acuerdo unánimemente en la sesión de 4 
de Diciembre, las conferencias con las Diputaciones 
hermanas no llegaron á efectuarse por pequeñas dife- 
rencias de criterio que separaban á las Diputaciones 
de Vizcaya y Guipúzcoa de la de Alava, en lo relativo 
á dicha Real orden, y, vistas las dificultades surgidas 
para que los acuerdos tomados en Diciembre de 1891 
se llevaran á la práctica, en 14 de Mayo de 1892, la 
Diputación de Vitoria decidió publicar lo actuado para 
que el país juzgase su correcto proceder. 


CAPÍTULO XIII 


Disposiciones posteriores á la Real orden de 8 de Agosto de 1891 y 
doctrina que desenvuelven.—Modificaciones introducidas por el Real 
decreto de 16 de Febrero de 1893 en el Concierto económico de 1887. 
—Otras disposiciones. 


Disposiciones 
posteriores á la Real orden de 8 de Agosto de 1891 
y doctrina que desenvuelven 


La primera disposición posterior á la de 8 de Agosto 
de 1891 que tenemos que mencionar, esla Real orden 
dictada por el Ministerio de la Gobernación, con fecha 
15 de Octubre de 1891, con motivo de un recurso de 
alzada interpuesto por D. José León Yurrita contra un 
acuerdo de la Corporación provincial de (ruipúzcoa, 
declaratorio de que las transacciones sobre quesos en 
las arcadas que el recurrente posee en Villafranca, están 
sujetas al arbitrio sobre pesas y medidas establecido 
con carácter obligatorio por el Ayuntamiento de dicha 
villa; y por esta Real orden se desestima la alzada inter- 
puesta, en atención á que, conforme al precepto 1.0 de 
la Real orden de 8 de Agosto de 1878, todos los acuerdos 
que tomaran las Diputaciones de las Provincias vascon- 
gadas, respecto á los medios de cubrir los Ayuntamien- 
tos sus atenciones y creación de arbitrios, son ejecuti- 
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vos si, comunicado el acuerdo al Gobernador de la 
Provincia, éste no se opone en el término de tercero día. 

La Sent. Tral. C. A. de 26 de Octubre, denegando 
el beneficio de exención á que se refiere la Ley de 21 
de Julio de 1876 por el servicio prestado en el mando 
de barcos destinados por el Gobierno para transporte 
de tropas, heridos, viveres y municiones; la R. O. de 
10 de Diciembre, mandando que las Comisiones pro- 
vinciales de las Diputaciones Vascongadas remitan á 
los Jefes de zonas las filiaciones de los mozos exentos, 
en virtud de la Ley de 21 de Julio de 1876. 

Seguía á la Real orden indicada, otra expedida en 
19 de Diciembre de ¡891 por el Ministerio de la (Go- 
bernación y comunicada á la Comisión provincial de 
Vizcaya, por la que se desestima, por improcedente, el 
recurso de alzada del Ayuntamiento de Amorebieta, 
contra un acuerdo de dicha Comisión, reformando otro 
de la Corporación municipal, relativo al pago de habe- 
res al médico D. Florencio de Lecanda. Esta disposisión 
del Poder central viene á confirmar, de una manera ex- 
plícita, las atribuciones que en materia económico-admi- 
nistrativa competen á las Diputaciones vascongadas. Á 
continuación se expidieron en 1892: 

ElR D.S,. de 3o de Enero, reconociendo la compe- 
tencia de la Diputación de Navarra para resolver un 
expediente sobre arbitrio establecido por el Ayunta- 
miento de Corella por la introducción de uva de otra 
jurisdición; la R. O. de 21 de Febrero, desestimando 
por improcedente un recurso de alzada interpuesto por 
el Alcalde de Musques contra acuerdo de la Comi- 
sión provincial de Vizcaya que le impuso una multa 
por desobedecer sus órdenes. 

Asimismo vino á confirmar las atribuciones que, so- 
bre presupuestos municipales, han venido ejerciendo 
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los organismos provinciales de Euskalerría, la Real or- 
den de 8 de Marzo de 1892, dictada previa consulta del 
Consejo de Estado, disponiendo que el acuerdo de la Di- 
Putación de Guipúzcoa, que declaró firme y ejecutivo el presu- 
puesto formado por el Ayuntamiento de Írún, para abonará 
la Compañía del Ferrocarril del Norte un crédito de pe- 
setas 140.047,47, Puso fin á la vía gubernativa, y contra él 
«no procede, por tanto, recurso de alzada», y que á las 
Diputaciones y Comisiones provinciales de las Provin- 
cias vascongadas corresponden las funciones que en las 
demás del Reino desempeñan los Gobernadores civiles. Si- 
guió áesta la R O. de 23 de Julio, desestimando por 
improcedente el recurso de alzada interpuesto contra 
acuerdo de la Diputación de Vizcaya, concediendo al 
Ayuntamiento de Graldácano autorización para arrendar 
el aprovechamiento de unas canteras del común. 

Sin embargo de las numerosas disposiciones del Po- 
der central que llevamos estudiadas, las favorables se 
han limitado á reconocer la legitimidad de las faculta- 
des que las Diputaciones vascongadas vienen ejercien- 
do en el orden económico, sin que ninguna, de una 
manera explicita, haya sancionado las del orden admi- 
nistrativo, que igualmente han venido ejerciendo aque- 
llos organismos, á pesar de los numerosos obstáculos 
puestos á su mermada autonomía administrativa. A lle- 
nar ese vacio vino la Real orden de 31 de Julio de 1892, 
que representa un paso más, puesto que su resolución 
alcanzó á facultades que caen dentro de la gestión pro- 
piamente administrativa de las Diputaciones. 

Dicha Real orden fué alcanzada por la Diputación 
de Vizcaya, mediante un recurso contra una providen- 
cia del Gobernador, que se negó á inhibirse en la apro- 
bación de un contrato de arrendamiento de unas can- 
teras, celebrado por el Ayuntamienio de Erandio fun- 
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dándose la superioridad, al resolver en favor de lo so- 
licitado por la Corporación vizcaína, en que además de 
tratarse de un origen de recursos para el erario muni- 
cipal, no hallándose comprendida dicha clase de con- 
tratos entre las facultades reservadas al Grobierno por 
la Real orden de 8 de Agosto de 1891, antes citada, co- 
rresponde á la Diputación conocer y aprobar el mismo. 

Esta interpretación, dice un ilustre letrado, fué suma- 
mente beneficiosa, porque autorizaba á discurrir igual- 
mente que todos los actos y atribuciones que se rela- 
cionasen, directa ó indirectamente, con la hacienda de 
los municipios y no estuviera. reservada su acción al 
Poder central, serian de la competencia de las Diputa- 
ciones vascongadas. Esta Real orden la confirmó, de 
una manera amplia, el art. 14 del Real decreto de 1”. de 
Febrero de 1894, comos veremos más adelante. Tam- 
bién fué muy favorable á nuestro régimen especial la 
Real orden de 16 de Septiembre de 1892, desestimando 
unos recursos de alzada y queja de los concejales y ve- 
cinos de Bedia contra un acuerdo de la Comisión pro- 
vincial de Vizcaya, que aprobó el empréstito proyecta- 
do por el Ayuntamiento de Bedia, por ser el asunto de 
la competencia de la Diputación provincial. Siguieron 
otras disposiciones de menos trascendencia, tales fueron: 

1892.—I.a R. O. de 25 de Agosto, del Ministerio de 
la Guerra disponiendo que los mozos exentos por virtud 
de la Ley de 21 de Julio de 1876, ingresen en Caja como 
reclutas en depósito, y se admitan como sustitutos de 
otros de la misme zona; la Ley de Timbre de 15 de Sep- 
tiembre, disponiendo que los documentos exentos del 
impuesto de timbre en las Provincias Vascongadas y 
Navarra, lo satisfagan cuando surtan sus efectos fuera 
de ellas; el R. D. de 15 de Septiembre, estableciendo 
reglas sobre el uso del timbre en las Vascongadas; la 
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R. O. de 16 Septiembre, del Ministro de la Grobernación 
transcribiendo la de 25 de Agosto anterior para su cum- 
plimiento; la de 16 de Septiembre, desestimando por 
improcedentes los recursos de queja y alzada interpues- 
tos por varios Concejales de Bedia, contra acuerdos de 
la Comisión provincial de Vizcaya relativos á la autori- 
zación y validez de un empréstito realizado por el Ayun- 
tamiento; la Ley de 25 de Septiembre, sobre el impues- 
to de Derechos reales, disponiendo cuándo y en qué 
forma se exigirá el impuesto de 0,10 por 100 sobre las 
transmisiones de efectos públicos por medio de agen- 
tes de comercio en las Provincias Vascongadas; el 
R. D. de 25 de Septiembre, determinando la aplicación 
del Reglamento del impuesto de Derechos reales y 
transmisión de bienes en las provincias Vascongadas 
y Navarra; la R. O. de 4 de Diciembre, declarando que 
son insuficientes las listas de revista para justificar los 
servicios de los voluntarios vascongados en la última 
guerra civil; la Sent. Tral. C. A. de 24 de Diciembre, 
resolviendo que no tiene derecho la Diputación de 
Guipúzcoa á la rebaja del 25 por 100 en concepto de 
bonificación por atrasos al Estado de varias cantidades 
que adeudaba, por consecuencia de la Ley de 21 de Ju- 
lio de 1876. 


Modificaciones 
introducidas por el Real decreto de 16 de Febrero de 1893, 
en el Concierto económico de 1887. 


Sin otra disposición importante, relativa al País vas- 
congado, llegamos al Real decreto de 16 de Febrero 
de 1893, que estableció las bases de modificación del 
concierto de 1887, con acuerdo previo de los comisio- 
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nados de las Provincias vascongadas, según disponía 
el art. 14 de la Ley de presupuestos de 1887. Introdu- 
jéronse dichas modificaciones como consecuencia de 
las reformas tributarias llevadas á cabo en la Ley 
de presupuestos de 3o de Junio de 1892, por el Minis- 
tro de Hacienda D. Grermán Gamazo, y por la consi- 
guiente reforma en los impuestos de timbre y derechos 
reales, la creación del impuesto del 1 por 100 sobre los 
pagos que se realicen con cargo á los créditos de los 
presupuestos del Estado, provincia ó municipio, sobre 
la fabricación de alcoholes y establecimiento de paten- 
tes de venta de este articulo. Por virtud de lo pactado 
con los comisionados vascongados acerca de la forma 
de hacer efectivos los aumentos en los impuestos con- 
certados y el modo de establecer los de nueva crea- 
ción, dispuso este Real decreto lo siguiente: 

1? Que el impuesto del 1 por 100, con cargo á los 
presupuestos provinciales y municipales, se hará efec- 
tivo en las cajas de Hacienda por las Diputaciones pro- 
vinciales, directamente y por mensualidades vencidas, 
fijándose su equivalencia para cada una de las provin- 
cias en una suma de 71.031 pesetas para Vizcaya; Ala- 
va, 12.550 pesetas y Guipúzcoa, 41.155. Los habitantes 
de las provincias que hayan de percibir cantidades con 
cargo al presupuesto de gasto del Estado, saiicfarán 
en Cada caso el impuesto antedicho en la misma forma 
que los demás contribuyentes de la nación. 

2.2 Enequivalencia de los mayores rendimientos de 
la reforma del impuesto de derechos reales, se aumen- 
tó el encabezamiento anual correspondiente á Vizcaya 
en 15 918 pesetas, el de Alava en 2.505 y el de Guipúz- 
coa en 10.094. 

3." Los encabezamientos existentes de las provin- 
cias de Guipúzcoa y Vizcaya por la contribución indus- 
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trial, se aumentarán en la primera 13.748 pesetas, y 
19.390 á la segunda, quedando subsistente el que te- 
nía Alava antes de la reforma de presupuestos de di- 
cha contribución, conforme al art. 6.* de la Ley de pre- 
supuestos de 30 de Junio de 1892. 

4.7 Los encabezamientos correspondientes á la ren- 
ta del Timbre se modificarán por virtud de la reforma 
de la Ley de 13 de Septiembre de 1892, elevándose en 
Vizcaya 7.707 pesetas, en Alava 4.349 y en Guipúz- 
coa 5.648. 

5. El impuesto sobre la fabricación de alcoholes 
que se haga en las tres provincias se hará afectivo por 
las respectivas Diputaciones, con intervención de la 
Administración especial de Hacienda y con sujeción al 
artículo 10 de la Ley de 30 de Junio de 1892. Las Di- 
putaciones ingresarán mensualmente las sumas realiza- 
das por este concepto. Respecto á las patentes de ex- 
pendición de alcoholes, las Diputaciones provinciales 
satisfarán mensualmente como encabezamiento por la 
equivalencia de las mismas: Vizcaya, 14,696 pesetas; 
Alava, 3.740 pesetas; y Guipúzcoa, 12.766 pesetas. 

6. Los aumentos expresados se harán efectivos: 
desde 1.” de Julio de 1892, el 1 por ciento sobre los pa- 
gos y concierto por las patentes de venta de alcoholes; 
desde 1.” de Octubre siguiente, los correspondientes al 
timbre y derechos reales, y el respectivo á la contribu- 
ción industrial desde 1.0 de Enero del corriente año 
(1893). 


Otras disposiciones 


Tan especial y transitorio orden de cosas, creado por 
este Real decreto, tuvo una efimera existencia, siendo 
reformado por el concierto siguiente de 1. de Febrero 


14 
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de 1894, llevado á cabo entre los representantes de las 
Provincias vascongadas y el Gobierno, por virtud de lo 
dispuesto en el art. 41 de la Ley de presupuestos del 
Estado de 5 de Agosto de 1893. Disponía este artículo 
que «el Gobierno procederá á revisar, ateniéndose á las 
reglas establecidas en el art. 14 de la Ley de presu- 
puestos de 1887 88, los conciertos celebrados con las 
Provincias vascongadas, quedando facultado para com- 
prender en ellas las contribuciones é impuestos que 
actualmente se recaudan por la administración, enten- 
diéndose que en ningún caso la cifra de los conciertos 
ha de ser inferior á la de la recaudación por estos con- 
ceptos obtenida.» El siguiente párrafo era referente á 
Navarra, pero no pudo llevarse á efecto por la levanta- 
da actitud de esta provincia. 

El párrafo 3.” disponía: «Igualmente se autoriza al 
Gobierno para condonar á las provincias aforadas los 
atrasos del impuesto de viajeros y mercancías deven- 
gados y no cobrados antes del mes de Marzo último.» 

Del nuevo concierto nos ocuparemos en el capítulo 
inmediato y en este sólo trataremos de otras disposi- 
ciones de un interés secundario, 

1893 —La R. O. de 4 de Marzo, del Tribunal de Ha- 
cienda disponiendo que las Provincias Vascongadas y 
Navarra vienen obligadas á satisfacer el impuesto de 
viajeros y mercancías, desestimando en este sentido la 
reclamación producida por las Compañias de ferroca- 
rriles y tranvías de Vizcaya; la R. O. de 29 de Abril, 
concediendo un plazo de guince días para su redención 
del servicio militar á los que se les niegue la exención 
según la Ley de 21 de Julio de 1876 y les hubiese co- 
rrespondido servir en filas, contándose dicho plazo des- 
de la notificación de la R. O. en que se niega el benefi- 
cio; la R. O. de 1yg de Agosto, desestimando por im- 
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procedente la instancia elevada al Ministerio contra 
acuerdo de la Diputación de Vizcaya que denegó una 
solicitud en que se pedía ordenase al Ayuntamiento de 
Orduña la formación de un presupuesto extraordinario 
para pago de cierta cantidad á que había sido condena- 
do por sentencia judicial. 

Por el art. 1." del R. D. de 5 de Agosto de 1893, 
aprobando un Reglamento orgánico de la Administra- 
ción económica provincial, se declaran exceptuadas las 
Provincias vascongadas y Navarra, de la organización 
del servicio económico del Estado, que preceptuaba 
para las demás provincias del reino. 

En 29 de Abril de 1893, dictóse una R. O. aclarato- 
ria de la de 28 de Febrero de 1891, á instancia de los 
señores Diputados de Guipúzcoa, disponiendo que se 
conceda quince días para poderse redimir á los mozos 
que hayan solicitado la exención del servicio militar, 
como hijos de voluntarios vascongados, y les sea dene- 
gado el beneficio concedido por el núm. 3. del art. 5.* 
de la Ley de 21 de Julio de 1876, á contar desde la no- 
tificación de la R. O. que les deniegue la gracia pre- 
tendida después de haber sido sorteados y haberles to- 
cado servir en filas. 

Finalmente, la R. O. de 16 de Diciembre de 1893, 
resolvió que procedía aplicar el impuesto de 5 cénti- 
mos por 100 sobre los titulos de la renta y otros valo- 
res, debiéndose aplicar el sello ó timbre representativo 
del pago del impuesto á todos los títulos de la renta del 
Estado y á los valores industriales y mercantiles que 
circulen en el mercado, sean ó no objeto de contrata- 
ción, y ya se hallen constituidos en depósito necesario 
Ó voluntario ó en poder de sus dueños, sin exceptuar 
los que circulen en las Provincias vascongadas y Na- 
varra, cualquiera que sea su procedencia. 


CAPÍTULO XIV 


TERCER CONCIERTO ECONOMICO 


Su historia.— Conferencias previas. —Convocatoria, viaje y primeras 
gestiones de los Comisionados vascos en Madrid.—La entrevista con 
el Ministro de Hacienda. —Cifra de aumento pedida, —Cifra ofrecida, 
—La audiencia de su Majestad.— Discusión de la cifra de encabeza- 
miento. — Aceptación de la cifra de aumento,—Texto del Real decre- 
creto de 1.9 de Febrero de 1894. 


Historia del Concierto económico de 1894.-—Conferencias 
previas. —Convocatoria, viaje y primeras gestiones de 
los Comisionados vascos en Madrid. 


En 11 de Mayo de 1893 presentó el Ministro de Ha- 
cienda al Congreso el proyecto de presupuestos yene- 
rales del Estado, y en el párrafo 2.” de su art. 17 con- 
signaba esta disposición. Igualmente procederá ¡el Go- 
bierno) á revisar los conciertos celebrados con las 
Provincias vascongadas, quedando facultado para com- 
prender en ellos las contribuciones é impuestos que 
actualmente se recaudan por la Administración, enten- 
diéndose que en ningún caso la cifra de los conciertos 
ha de ser inferior á la de la recaudación por estos con- 
ceptos obtenida.» 

Las Diputaciones creyendo que esta autorización en- 
volvia una infracción del art. 14 de la Ley de presupues- 
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tos de 29 de Junio de 1887, se reunieron en Conferencias 
en San Sebastián el 25 y 26 de Mayo, acordando una 
enmienda que fué presentada por los representantes 
vascongados y aceptada por el Ministro y la Comisión 
de presupuestos del Congreso, que llegó á ser el art. 41 
de la ley de 5 de Agosto de 1893 que dice asi: El fro- 
bierno procederá á revisar, ateniéndose á las reglas 
establecidas en el art. 14 de la Ley de presupuestos de 
1887-1888, los conciertos celebrados con las Provincias 
vascongadas etc. (El resto quedó lo mismo que el pri- 
mitivo art. 17). 

Por Real orden de 2 de Diciembre último, en cum- 
plimiento de lo preceptuado en el art. citado de la Ley 
de presupuestos, convocó el señor Ministro de Hacien- 
da á las Diputaciones Vascongadas, invitándolas á que 
designasen una representación para las reuniones que 
habian de celebrarse en el Ministerio de su cargo, á 
partir. desde el día 15 del referido mes. 

Las Diputaciones Vascongadas, siguiendo laudable 
y antigua práctica, convinieron en celebrar conferencias 
entre si, para ponerse de acuerdo antes de acudir á in- 
dicada invitación, conferencias que tuvieron lugar en 
la ciudad de Vitoria el día 13 del referido Diciembre, 
y en ellas fué parecer unánime que debiera acudirse á 
las convocadas por el señor Ministro de Hacienda, toda 
vez que las Cortes habian admitido la enmienda acor- 
dada por las Diputaciones en San Sebastián, y que por 
tanto, se sostendría el criterio de que la revisión pro- 
yectada habia de atenerse extrictamente á las reglas 
del mencionado artículo 14, habiéndose consignado 
también como aspiración común, el dar estabilidad á 
las cuotas que se fijen para evitar las molestias, tras- 
tornos y gastos que se causan al Pais con los repetidos 
cambios de sus cuotas contributivas. 
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El siguiente día 14 de Diciembre salieron de esta ciu- 
dad los Comisionados de las tres Provincias, y el día 15, 
después de haberse reunido con los señores Senadores 
y Diputados á Cortes de este País, acudieron, en unión 
de los mismos, previo atento aviso, á las cuatro de la 
tarde al despacho del señor Ministro de Hacienda, cuya 
entrevista tuvo por único objeto la presentación y los 
saludos correspondientes, habiendo manifestado el se- 
ñor Ministro que para tratar el asunto á que habia in- 
vitado á las Provincias, tenía delegadas sus facultades 
en una Comisión gubernativa, nombrada por R. O. de 7 
de Octubre anterior y compuesta de los Excmos. Se- 
ñores. D. José Ramón de Oya, Don Angel (González 
dela Peña y Don Ramón Cros, el primero Representante 
del Gobierno cerca de la Compañia Arrendataria de ta- 
bacos, el segundo Interventor general de la Adminis- 
tración del Estado y el tercero Director general de Con- 
tribuciones é Impuestos, con los cuales indicó conferen- 
ciarían los representantes de las Diputaciones Vascongya- 
das y que las diferencias que surgiesen, asi como las du- 
das que ocurrieran, €l procuraria resolverlas con criterio 
benévolo é imparcial, invitando á estos representantes 
para que designaran las horas que creyeran más con- 
venientes y eligieran el local más oportuno del Minis- 
terio, habiendo acordado reunirse en el despacho de 
dicho señor Interventor general, desde el siguiente dia 
16, á las diez de la mañana. 

Los Comisionados Vascongados, como aparece de las 
actas de su razón, celebraban continuas reuniones entre 
si, para estudiar previamente cuantas cuestiones se pu- 
dieran suscitar y con el fin de acudir á las reuniones del 
Ministerio con un solo y único criterio, como asi ocu- 
rrió siempre, afortunadamente. 

El día 16 de Diciembre acudieron á la Intervención 
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general de la Administración del Estado, donde fueron 
recibidos por la Comisión gubernativa indicada; y por 
el señor Presidente de la misma, Excmo. Sr. Don José 
Ramón de Oya, se manifestó que debía procederse al 
examen de las cuestiones objeto de la revisión, discu- 
tiendo y resolviendo acerca de cada uno de los impues- 
tos á que se contrala, 

Según una memoria leida por el Secretario Sr. Retes, 
se trataba de exigir aumento de contribución á las 
Provincias Vascongadas por los cinco conceptos indi- 
cados, Ó sea por Inmuebles, Cultivo y Ganaderia, 
Industria y Comercio, Consumos, Derechos Reales y 
Timbre y Papel sellado, de unos cuatro millones de pe- 
setas anuales, de las cuales aproximadamente se exi- 
glan unas 000.000 pesetas á la provincia de Alava, 
1.600.000 pesetas a la de (ruipúzcoa y 1.800.000 pesetas 
á la de Vizcaya. Se dijo que por lo que se deducía de 
la Memoria leida, el Gobierno trataba de hacer una re- 
visión completa de los encabezamientos de las Provincias 
Vascongadas, sín atenerse d las reglas y bases establecidas 
por la Ley y an para verificar dicha revisión, se servia de 
datos exageradísimos y hucla comparaciones que no 
podían admitirse en razón y justicia. 

Esto motivó una divergencia fundamental entre la 
Comisión gubernativa y la vascongada, la primera que 
quería partir de los datos acopiados en la Memoria como 
si tratara de hacer un nuevo Concierto y la segunda que 
queria hacer la revisión conforme al art. 41 de la Ley de 
Presupuestos, partiendo del concierto último y toman- 
do por base de las modificaciones las alteraciones sen- 
sibles de la riqueza de las provincias en las bases de 
imposición, consignadas en los presupuestos del Esta- 
do. Insistieron ambas en sus respectivos puntos de vis- 
ta, amenazando la Comision vascongada con retirarse 
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al Pais y la gubernativa en dar por concedida la audien- 


cia á las Diputaciones y que se aplazarían por Decreto 
los tributos que habian de concertarse. 


Entrevista con el Ministro de Hacienda 


Los Comisionados vascongados, antes de llegar al 
rompimiento, indicaron que deseaban tener una confe- 
rencia directamente con el señor Ministro, para repro- 
ducirle lo expuesto. 

Concedida audiencia por el señor Ministro, se presen- 
taron en su despacho á la hora designada ambas Comi- 
siones y aquél manifestó que estaba á su disposición 
para oirles. El señor (ruinea, en nombre de todos los 
Representantes vascongados, reprodujo la protesta 
acostumbrada contra la infausta Ley de 21 de Julio de 
1876, que se les propone no una revisión, sino la fijación 
de nuevas cuotas, sin tener para nada en cuenta las ba- 
ses preceptuadas para verificarlo; reproduciendo y am- 
pliando las razones pertinentes para demostrarlo. El 
Ministro, á su vez, reprodujo las aducidas por la Comisión 
del Gobierno y añadió que se dejará á un lado la cues- 
tión de principios, quedando cada uno en su lugar, y si 
fuese á ponerse de acuerdo en una cifra que los Comi- 
sionados podrian aplicar al concepto que tuvieran por 
conveniente, y de este modo podria establecerse el en- 
cabezamiento por algunos años. Los señores Arteche, 
Guinea y Machimbarrena, contestaron que el criterio 
gubernamental podría sostenerse con arreglo al art. 17 
del proyecto de Ley de presupuestos; pero una vez ad- 
mitida la enmienda que forma parte del art, 41 de la 
Ley aprobada, y que su ánimo no era llegar á un rom- 
pimiento, perjudicial para todos, que no tendrían incon- 
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veniente en acudir al medio propuesto por el Ministro, 
pues desde luego reconocen que, tanto la provincia de 
Vizcaya como la de Guipúzcoa, habian tenido desde 
1887 aumento en su riqueza, y en proporción á él ofre- 
cerían la cantidad de aumento que les correspondería. 

El señor Ministro replicó que podia, por tanto, reanu- 
darse la discusión, tratando, no de principios, y si sólo 
de cifras, lo cual creía fácil y conveniente, pues estaba 
dispuesto á dar á las Provincias la estabilidad que ape- 
tecian. 

Los Comisionados vascongados creyeron convenien- 
te oir á los señores Senadores y Diputados á Cortes de 
las tres provincias; al efecto se les invitó á una reunión 
y en ella se convino en que visitaran al señor Ministro 
de Hacienda, como lo hicieron, para manifestarle la in- 
teligencia que daban al art. 41 de la Ley de presupues- 
tos, y con la contestación queles diese, volverían á reu- 
nirse con los Comisionados. 


Cifra de aumento pedida 


Que efectivamente al siguiente día se reanudó la 
reunión después de conferenciar con el Ministro, y como 
las impresiones de los Representantes, respecto de los 
propósitos del Ministro, una vez convenida la cifra, 
sobre la forma de efectuarse la revisión de las cuotas 
en futuros conciertos, con sujeción al art. 41 de la repe- 
tida Ley, los Comisionados acordaron acudir al siguien- 
te día á verse con los Delegados del Ministro, para re- 
coger la cifra que se les prometió, lo cual se efectuó, 
y dichos señores manifestaron que la cifra de aumento 
para las tres Provincias Vascongadas, sería de 1.600.000 
pesetas anuales. En oposición á dicha cifra, los Comi- 
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sionados ofrecieron entregar la que las Provincias Vas- 
congadas deberían satisfacer con arreglo á los aumen- 
tos de su riqueza. 


Cifra ofrecida 


Nuevamente se reunieron los Comisionados con los 
representantes en Cortes, manifestándoles la citra ante- 
rior y teniendo en cuenta que del Censo de la población 
de 1877, Vizcaya ha tenido un aumento en su población 
de derecho de 36.016 habitantes y en su población de 
hecho de 45.075 habitantes; y que Guipúzcoa ha tenido 
un aumento de su población de derecho de 11.321 ha- 
bitantes y en su población de hecho de 14 649 habitan- 
tes; y que Alava ha tenido una disminución en su po- 
blación de derecho de 792 habitantes y en la de hecho 
de 645, no podían ofrecer más aumento por razón de los 
cinco conceptos generales encabezados que 500.000 pe- 
setas anuales Vizcaya y 200.000 Guipúzcoa, quedando 
Alava con las mismas cuotas y que se ofrecería á los 
señores Directores, el citado aumento de 700.000 pe- 
setas. 


Audiencia de Su Majestad 


En tal situación, que estaban en el caso de visitar á 
S, M. la Reina Regente para ofrecerle sus respetos y 
exponerle el estado del asunto, así como á los señores 
Presidente del Consejo de Ministros y Ministro de la 
Gobernación. 

Pedida y señalada audiencia por S. M, tuvo lugar á 
las seis de la tarde del 21 de Diciembre, y después de los 
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saludos de rúbrica, los Comisionados expusieron los tér- 
minos de la cuestión y las dificultades que encontraban 
especialmente en el Ministro de Hacienda: S. M. les 
dijo que haría todo lo que le fuera posible para que pu- 
dieren marchar complacidos, que estimaba muchisimo 
al País Vascongado y que hablaría al Ministro de Ha 
cienda para que diera al asunto una solución satisfacto- 
ria y que haría idénticas recomendaciones al señor Pre- 
sidente del Consejo. 

El siguiente día 22 visitaron al señor Presidente, 
quien dijo que creía que todo se arreglaria á medida de 
los deseos de los Comisionados, si hacían algún mayor 
sacrificio, con lo cual se respetarian las facultades ad- 
ministrativas y especialmente las económicas, é influiría 
por que se hiciese un arreglo satisfactorio y justo. Al 
siguiente día 23 fueron los Comisionados al Ministerio 
de Hacienda, para saber si se acepataba la cifra por ellos 
ofrecida, y se les manifestó por los señores Directores 
por encargo del señor Ministro, que cun sentimiento no 
podía recibirlos por encontrarse enfermo, y que al rea- 
nudarse las conferencias hacia el 8 de Enero después 
de las fiestas de Navidad, procuraria tener estudiada el 
Ministro una fórmula de compensación á la baja que ha- 
bía indicado á los Comisionados. 


Discusión de la cifra de encabezamiento 


El día 3 de Enero se trasladaron á Madrid los Comi- 
sionados y el día 8 en la primera reunión con los dele- 
gados del Ministro, se discutió la cifra sin llegar a un 
acuerdo, exponiendo la idea de que podia establecerse 
una cuota con aumentos progresivos; los Comisionados 
en su domicilio convinieron en que no podía aceptarse 
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lo del aumento progresivo por ser una perturbación para 
la administración provincial y municipal, y que por lo 
tanto había de establecerse una cuota fija cuando menos 
por diez años y que si se accedía á eso y que se hicie- 
ran las revisiones sucesivas con sujeción á las reglas 
del art. 41 antes citado, se podía aumentar. 

El 12 de Enero, en una reunión, los Comisionados, 
ofrecieron elevar por parte de Vizcaya 125.000 pesetas 
á las 500 000 que tenían ofrecidas y 50.000 por Gruipúz- 
coa. Los delegados del Ministro, el día 13, contestaron 
que no aceptaban; habiéndose retirado los Comisionados, 
los Representantes en Cortes manifestaron que el señor 
Ministro les esperaba para tener una conferencia, en la 
que les manifestó que, por consideración á S. M. y al 
señor Presidente del Consejo, reducia la cifraá 1.400 000 
pesetas, la cual llevaria al Consejo de Ministros, Trata- 
do por éste el asunto, autorizó al Presidente para que 
resolviera la cuestión, con cuyo objeto invitó á una reu- 
nión á los Comisionados, la cual tuvo lugar el 19 de 
Enero á las cinco de la tarde, en la que expuso que como 
árbitro, no quería dar la razón á ninguna de las dos par- 
tes, y por ello proponía la cifra de 1.000.000, pudiendo 
distribuirse la diferencia de 125 000 pesetas, entre las 
tres provincias: 25.000 para Alava y $o0.000 para cada 
una de las otras dos. los Comisionados contestaron que 
no podían pasar de 875.000 pesetas. 


Aceptación de la cifra de aumento 


Reunidos particularmente los Comisionados y ante 
el convencimiento de que era inevitable un rompimien- 
to, sino se aceptaba la última cifra, acordaron consultar á 
las Diputaciones, y cuando los Comisionados iban á em- 
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prender el viaje, los señores Marqueses de Urquijo y 
Aldama y don Víctor Chávarri, indicaron que podría 
llegarse á una concordia razonable, elevando á un millón 
de pesetas el aumento, siempre que el Gobierno conce- 
diera mayor plazo de duración á las cuotas que se fijaran. 
Comunicada la idea al Presidente del Consejo y al Mi- 
nistro de Hacienda, el Gobierno, á cambio de ese aumen- 
to, concedía tres años más de aumento de las cuotas como 
inalterables, ó sea hasta 1.” de Julio de 1906, pagando 
1.000.000 de pesetas anuales más sobre las cuotas vi- 
gentes, proposición que fué aceptada, conviniendo en 
que había de satisfacerse pagando Vizcaya 700.000 pe- 
setas más y Guipúzcoa 300.000, quedando Alava con 
las mismas cuotas. 

En sucesivas conferencias se trató del encabezamien- 
to de los impuestos que se venian recaudando por la 
Hacienda, se llegó á un acuerdo respecto del impuesto 
sobre sueldos provinciales y municipales, al de viaje- 
ros y mercancias, al de carruajes de lujo y al de con- 
signaciones de las empresas de ferrocarriles para gas- 
tos de inspección; se estudiaron también los otros im- 
puestos y no se llegaron á encabezar los unos, como 
por ejemplo, el creado sobre los naipes y minas, por la 
naturaleza y clase del impuesto, y otros como el de cé- 
dulas personales, por hallarse arrendadas en Alava y 
en Vizcaya. 


Texto del Real decreto de |.* de Febrero de 1894 


REAL DECRETO.—... Vengo en decretar lo siguiente: 
Art. 1.7 Se aprueba el Concierto económico celebra- 
do entre los representantes de las Diputaciones pro- 
vinciales de Vizcaya, Guipúzcoa y Alava y la Comisión 
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del Gobierno nombrada por Real Orden de y de Octu- 
bre próximo pasado. 

Art. 2.* En virtud del referido concierto, queda mo- 
dificado el establecido para las referidas provincias por 
la Ley de presupuestos de 29 de Junio de 1887, altera- 
do á su vez por Reales Decreios de 16 de Julio de 1888, 
24 de Septiembre de 1889 y 16 de Febrero de 1893, 
fijándose los cupos de las contribuciones de inmuebles, 
cultivo y ganaderia, industrial y de comercio, derechos 
reales, papel sellado, consumos, 1 por 100 sobre los 
pagos y patentes de alcoholes, en las siguientes can- 
tidades: 

Contribución de Inmuebles, cultlvo y ganaderia. — Vizcaya, 997.297; 
Guipúzcoa, 797.706; Alava, 575.000. 

Industrial y de Comerclo.— Vizcaya, 499.747; Guipúzcoa, 
310.416; Alava, 38.194. 

Derechos reales. -- Vizcaya, 420.694; (ruipúzcoa, 197 868; 
Alava, 17.535. 

Papel sellado. — Vizcaya, 67.732; Gruipúzcoa, 40.200; Ala- 
va, 20.000. 

Consumos. — Vizcaya, 680.646; (ruipúzcoa, 500.511; Ala- 
va, 209.387. 

1 por 100 sobre los pagos. —Wizcaya, 71 931; Cruipúzcoa, 
41.135; Alava, 12.350. 

Patentes de alcoholes. — Vizcaya, 110599; Gruipúzcoa, 12 766; 
y Alava, 3.7.0. 

Art. 32 Del total del cupo concertado en cada pro- 
vincia se deducirán, en concepto de compensaciones, 
las cantidades siguientes: Vizcaya, 644.574; Gruipúzcoa, 
598,017; Alava, 347 243. 

Art. 4. Quedan también concertados entre la Ta- 
cienda pública y las referidas Diputaciones provincia- 
les en los cupos que se expresan, los impuestos si- 
sientes: 
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Sueldos provinciales y municipales, — Vizcaya, 126.332; Guipúz- 
coa, 62 448; Alava, 24.907. 

Tarlfas de vlajeros y mercancías, — Vizcaya, 275.718; Guipúz- 
coa, 15.000; Alava, 6.864. 

Carruajes de lujo. — Vizcaya, 10000; Guipúzcoa, 6.000; 
Alava, 1.500. 

Asiguaciones de las empresas de ferrocarriles para gastos de Inspección. — 
Vizcaya, 36.800 y Álava, 9.250. 

Art. 5." Las demás contribuciones é impuestos qué 
no son, por ahora, objeto de concierto, incluso la indus- 
trial, que grava las Compañías y Sociedades de Seguros, 
y el de 0,05 por 100 sobre la circulación de títulos, cu- 
yos productos no se hallan comprendidos en los cupos 
que se fijan en el presente Decreto para la Contribución 
industrial y de comercio y papel sellado, serán admi- 
nistrados y recaudados directamente por la Hacienda 
pública en la forma que disponen sus respectivos re- 
glamentos. 

Art. 6. Los cupos fijados por el impuesto sobre ta- 
rifas de viajeros y mercancias comprenden las lineas 
férreas siguientes: 

Vizcaya. —Bilbao á Portugalete, Triano á Memerea, 
Cadagua, Bilbao á Las Arenas, Bilbao á Durango, Du- 
rango á Zumárraga, Amorebieta á Guernica y Peder- 
nales, laa Robla á Valmaseda, luuchana á Munguía, El- 
góibar á San Sebastián, Las Arenas á Plencia. 

Tranvias.—Bilbao á las Arenas y Algorta, Bilbao á 
Santurce. 

Guiréscoa. — Tranvía de San Sebastián á Pasajes y 
Renteria 

Alava —VFerrocarril Anglo Vasco-Navarro. 

Las cifras de este concierto son susceptibles de 
aumento ó disminución; en razón á las nuevas lineas 
que se exploten y á la prolongación que sufran las exis- 


— 224 — 
tentes, ó en virtud de las que cesen en la explotación 
en todo ó en parte. 

Los aumentos á este concierto especial se regularán 
tomando por base los productos obtenidos en el primer 
año, que servirán de tipo en éste y en el segundo y 
tercer año, hasta que, conocido el resultado de este últi- 
mo, se fije la cantidad definitiva anual que se exigirá 
en lo sucesivo. Al establecer estos aumentos se tendrán 
en cuenta las disminuciones que correspondan por las 
empresas de carruajes que cesen por aquella causa. 

Las hajas á que dieren lugar las líneas que cesen en 
la explotación serán proporcionales al tipo concertado. 

Art. 7.0 En el cupo fijado por este impuesto se com- 
prende tanto la vía terrestre como la maritima ó fluvial, 

Las Diputaciones respectivas cobrarán este impuesto 
é inspeccionarán su recaudación en la forma que esti- 
men más conveniente, pudiendo exigir de las Adminis- 
traciones de Aduanas, Compañías de ferrocarriles y de- 
más empresas de transportes cuantos datos necesiten 
para las comprobaciones que crean procedentes, con el 
fin de evitar cualquiera defraudación. 

Art. 8" Las Diputaciones provinciales ingresarán 
en el Tesoro público los aumentos correspondientes al 
corriente año económico de 1893-94, en la forma si- 
guiente: 

El 40 por 100 en el mes de Abril próximo, y el 60 
por 100 en el de Junio siguiente. 

Art. 9.* Las respectivas Diputaciones provinciales 
responderán en todo tiempo al Estado del importe total 
de los cupos que cada provincia deba satisfacer. 

Art. 10. Cualquiera otra nueva contribución, renta 
ó impuesto que establezcan las leyes sucesivas y que 
no tengan relación con las encabezadas, obligarán tam- 
bién á las provincias referidas en la cantidad que les 
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corresponda satisfacer al Estado, y se harán efectivas 
en la forma que el Gobierno determine, oyendo previa- 
mente á las respectivas Diputaciones provinciales. 

Del mismo modo, si las leyes sucesivas suprimieran 
alguna contribución, renta é impuesto de los encabeza- 
dos, se dejará de satisfacer el cupo correspondiente, á 
no ser que, al suprimirse un impuesto, se establezca 
otro en equivalencia, representando la misma cuantía, 
en cuyo Caso no se hará alteración alguna. 

Art. 11. Lascuotas señaladas serán inalterables has- 
ta 1.* de Julio de 1906, y, pasada esta fecha, podrán mo- 
dificarse con sujeción á lo dispuesto en el artículo 41 
de la Ley de presupuestos vigente, oyendo, como en él 
se determina, á las Diputaciones provinciales, salvo lo 
establecido en los articulos 6.” y 10. 

Art. 12. Para el pago de las cantidades concertadas 
por los impuestos de sueldos y asignaciones provincia- 
les y municipales, tarifas de viajeros y mercancias, ca- 
rruajes de lujo y asignaciones por gastos de inspección, 
correspondientes al actual año económico, se computa- 
rán á las Diputaciones las cantidades realizadas por la 
Administración por valores del presupuesto de 1893-94, 
desde 1.” de Julio de 1893. 

Art. 13. Elingreso y formalización de las cantida- 
des que deberán abonar las respectivas provincias se 
verificarán en la Administración especial de Hacienda, 
por cuartas partes, dentro del mes siguiente al venci- 
miento de cada trimestre, excepción hecha del último 
de cada año económico, cuyas operaciones tendrán lu- 
gar precisamente dentro del mes de Junio, quedando 
sujetas dichas corporaciones, si retrasasen el cumpli- 
miento de esta obligación, á los procedimientos de apre- 
mio establecidos ó que se establezcan contra deudores 
á la Hacienda 


15 
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Art. 14. Las Diputaciones provinciales de Vizcaya, 
Guipúzcoa y Alava continuarán investidas, asi en el 
orden administrativo, como en el económico, de todas 
las atribuciones que vienen ejerciendo. 

Dado en Palacio á 1. de Febrero de 1894.—MARÍA 
CRISTINA.—El Ministro de Hacienda, Germán Gamazo.» 
—(Gac. de 7 de Febrero). 


CAPÍTULO XV 


TERCER CONCIERTO ECONOMICO 


(CONTINUACIÓN) 


Análisis de sus disposiciones: Duración del Concierto, inalterabilidad 
de las cuntas y forma de revisarlas.—Principales disposiciones que 
contiene. —Facultades que reconoce á las Diputaciones provincia- 
les. —Deficiencias de la fórmula sancionada. —Necesidad de deter- 
minar el uso de las atribuciones de las Diputaciones vascas. 


Análisis de sus disposiciones 
Duración del Concierto, inalterabilidad de las cuotas 
y forma de revisarlas 


Ya hemos dicho que el orden transitorio creado en el 
régimen tributario de las Provincias vascongadas por 
la reforma del Concierto económico de 1887, llevada á 
cabo por el Real decreto de 16 de Febrero de 1893, 
tuvo término breve con el concierto celebrado entre los 
representantes de las Diputaciones de Vizcaya, Gui- 
púzcoa y Alava y la Comisión de Gobierno nombrada 
por Real orden de 17 de Octubre de 1893, que mere- 
ció ser aprobado por el Real decreto de 1.” de Febrero 
de 1894. 


— 228 — 

Este Concierto es más oneroso que los precedentes, 
puesto que grava con mayores sumas á las provincias 
de Vizcaya y Guipúzcoa por los diversos impuestos; 
pero, en cambio, es de duración más dilatada y el que 
mejor reconoce las atribuciones de las Diputaciones. 

En el Real decreto inserto se reconoce que el enca- 
hezamiento es por tiempo indeterminado, y aun las 
cuotas en él fijadas son inalterables hasta 1.* de Julio 
de 1906, de forma que, sea cualquiera la alteración de 
la riqueza en las provincias ó la modificación de las bases 
de imposición, no podrán alterarse las cuotas hasta que 
llegue dicha fecha, con lo cual se ha conseguido la esta- 
bilidad que se deseaba, estabilidad que no ha de ser 
perjudicial dentro del actual orden de cosas, sino, al 
contrario, beneficiosa á las provincias, en primer lugar 
por evitarse los continuos cambios que en estos últi- 
mos años ha venido sufriendo su tributación, y en se- 
gundo porque no es de suponer que en referido perío- 
do disminuya el Estado las contribuciones que exige 
por los conceptos encabezados; esta inalterabilidad se 
consigna en el art. 11 de dicho Real decreto, en el cual 
no se preceptúa que, llegado el plazo indicado, ha de 
verificarse la modificación de cuotas, sino que, por el 
contrario, se dispone que, aun después de transcurrido 
dicho plazo, deberán continuar las cuotas indicadas sin 
modificación, á no ser que alguna de las partes, por 
existir alteraciones sensibles en la riqueza de las pro- 
vincias ó en las bases de imposición, solicite que se 
proceda á su modificación, puesto que referido artículo 
dispone que, pasada dicha fecha, podrán modificarse las 
cuotas, con sujeción á lo dispuesto en el art. 41 de la 
Ley de presupuestos vigente, oyendo, como en él se 
determina, á las Diputaciones provinciales; y estas re- 
glas á que ha de sujetarse, según dicha cita, son las 
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contenidas en el penúltimo párrafo del art. 14 de la Ley 
de presupuestos de 29 de Junio de 1887, que dice asi: 
«Las cuotas señaladas en el cuadro del párrafo 1.* podrán 
modificarse, oyendo á las Diputaciones, por alteracio- 
nes sensibles en la riqueza de las provinciasó en las 
bases de imposición consignadas en los presupuestos 
del Estado, en la proporción que corresponda á aque- 
llas alteraciones. El art. 11 mencionado concluye esta- 
bleciendo dos excepciones, que son las contenidas en 
los articulos 6.* y 10 del mismo, excepciones que vie- 
nen á confirmar la inalterabilidad de las cuotas en di- 
cho periodo; el art, 6.” se refiere al impuesto de viaje- 
ros y mercancias, y estando esta contribución tan ex- 
puesta á inodificaciones, por apertura de nuevas vías 
férreas Ó cesación en la explotación de las mismas, 
habia que establecer, para evitar Comisiones sucesivas, 
las reglas que habian de aplicarse en los aumentos ó 
disminuciones que ocurran con dicho motivo, y á este 
efecto se consignan en el artículo indicado. 

Como se ve, quedó consignada en este Concierto la 
estabilidad indefinida de la forma de tributación y la 
inalterabilidad de las cuotas por un periodo de trece 
años, asi como la forma en que ha de verificarse la mo- 
dificación de las mismas en el caso de que, subsistien- 
do la situación actual, convenga á alguna de las par- 
tes, pasado dicho periodo, la modificación, por concu- 
rrir alguna de las circunstancias que precisan para que 
pueda verificarse. 


Principales disposiciones que contiene 


En virtud del nuevo concierto quedó modificado el 
anterior, fijandose nuevos y más elevados cupos para 
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la contribución de inmuebles, cultivo y ganadería, para 
la industrial y de comercio, para los derechos .reales, 
papel sellado y consumos que figuraban concertados 
en 1887, y para el impuesto del 1 por roo sobre los pa- 
gos y de patentes de alcoholes que fueron objeto de la 
reforma de 1893, así como para los nuevamente concer- 
tados sobre sueldos provinciales y municipales, tarifas 
de viajeros y mercancias, carruajes de lujo y asigna- 
ción de las empresas de ferrocarriles para gastos de 
inspección. 

Del total del cupo concertado para cada provincia 
se deducirá, en compensación, la cantidad correspon- 
diente, que varía en cada una de ellas. 

Las demás contribuciones é impuestos que no sean 
objeto de concierto, inclusa la industrial, que grava las 
Compañias de seguros, y 0,05 por 100 sobre la circula- 
ción de titulos, cuyos productos no se hallan compren- 
didos en los cupos del presente decreto, serán adminis- 
trados directamente por la Hacienda pública, en la for- 
ma dispuesta por los respectivos reglamentos. 

Para el impuesto de tarifas de viajeros y mercancías, 
se tomaron por base contributiva los ferrocarriles ya 
construídos que al efecto se enumeran, y se dispuso 
que las cifras eran susceptibles de aumento ó disminu- 
ción, en razón á las nuevas líneas que se exploten, óá 
la prolongación que sufran las existentes ó en virtud 
de las que cesen en la explotación en todo ó en parte. 
Los aumentos por tal concepto se harán con vista de 
los productos del primer año, que servirán de base para 
el segundo, y en vista del resultado de la explotación, 
en el tercero se fijará la cantidad definitiva anual que 
se exigirá en lo sucesivo. Al establecer estos aumentos 
se tendrán en cuenta las disminuciones que correspon- 
dan por las empresas de carruajes que cesen por aque- 
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lla causa. Las bajas á que den lugar las líneas que ce- 
sen serán proporcionales al tipo concertado. 

En el cupo fijado por este impuesto se comprende la 
vía terrestre, marítima y fluvial. 

Las Diputaciones respectivas cobrarán este impues- 
to é inspeccionarán su recaudación en la forma que es- 
timen más conveniente, pudiendo exigir de las adminis- 
traciones de Aduanas, Compañias de ferrocarriles, etc. 
y demás empresas de transportes cuantos datos sean 
necesarios para las comprobaciones que crean proce- 
dentes, con el fin de evitar cualquiera defraudación. 

Disposición especial.-—Las Diputaciones ingresarán los 
aumentos correspondientes al corriente año, el 40 por 
100 en el mes de Abril, y el 60 por 100 en el de Junio 
siguiente. 

Para el pago de las cantidades concertadas nueva- 
mente por los impuestos de sueldos y asignaciones 
provinciales y municipales, tarifas de viajeros y mer- 
cancías, carruajes de lujo y asignaciones á las empre- 
sas de ferrocarriles, para gastos de inspección corres- 
pondientes al año 1893-94, se computarán á las Diputa- 
ciones las cantidades realizadas por la Administración 
desde 1.” de Julio de 1893, por valores del presupuesto 
de 1893-94. 

Las disposiciones comunes de este concierto son exacta- 
mente las mismas de los anteriores. Así, la previsión de 
que si alguna nueva contribución se crease se extende- 
rá á estas provincias, como si se suprimiera alguna 
de las existentes para las demás provincias del Reino, 
se suprimirá para éstas, á no ser que fuere sustituida 
por otra, en cuyo caso ésta la reemplazará; como la re- 
lativa á la obligación de pagar que contraen las Dipu- 
taciones y la responsabilidad consiguiente, la de hacer 
el ingreso y formalizar las cuentas por cuartas partes 
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al mes siguiente de cada trimestre, excepto el ingreso 
de la cantidad del último trimestre del año económico, 
que se hará en el mes de Junio; y, finalmente, la de que 
las Diputaciones provinciales de las tres provincias 
continuarán investidas de las mismas facultades que 
vienen ejerciendo para determinar el modo y forma de 
hacer efectivos los cupos de los respectivos impuestos 
concertados. 


Facultades que reconoce á las Diputaciones provinciales 


El art. 14 y último de este Concierto disponía que 
«las Diputaciones de Vizcaya, Guipúzcoa y Alava con- 
tinuarán investidas, así en el orden administrativo, como 
en el económico, de todas las atribuciones que vienen 
ejerciendo.» 

El dignisimo é ilustrado expresidente de la Diputa- 
ción de Vizcaya, D. José María Arteche, al dar cuenta 
á ésta del Concierto económico, hacia el merecido elo- 
gio de esta disposición consignada en él. Es, en efecto, 
la que de un modo categórico reconoce y sanciona las 
facultades que han venido ejerciendo en el orden eco- 
nómico y en el administrativo, en las dos clases de 
asuntos sobre que se ejercita, y fases en que se desen- 
vuelven la vía gubernativa, siendo la primera que admite 
tal amplitud en las funciones autónomas de las Dipu- 
taciones vascongadas. 

El ministro de Hacienda, D. Germán Gamazo, que 
suscribió ese Decreto, fué muy explicito en este par- 
ticular en las conferencias celebradas con los comisio- 
nados de estas provincias; con franqueza les manifestó 
que sería exigente en el cupo que habian de satisfacer 
las provincias por cada uno de los impuestos; pero que 
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en cuanto á facultades de las Diputaciones, las dejaría 
con la mayor amplitud y aceptaría para fijarlas la fór- 
mula que le propusieran los representantes de ellas. Es- 
tos redactaron la disposición que había de consignarse 
en el concierto en los términos que aparece en el ar- 
tículo 14, consecuentes con la práctica seguida por las 
Diputaciones en la dirección de los asuntos de la pro- 
vincia, y de acuerdo con la doctrina sostenida contra 
las resoluciones dadas por el Poder central, ya comen- 
tadas, que desconocían el uso que de derecho y de he- 
cho venían haciendo los repetidos organismos. Ésta fór- 
mula era sustancialmente la misma acordada en las con- 
ferencias de San Sebastián, celebradas en el mes de 
Septiembre de 1893. 


Deficiencias de la fórmula sancionada 


Los representantes, al fijar la fórmula que debía 
de abarcar cuantos asuntos habian decidido por si las 
Diputaciones, temerosos de no comprenderlos todos en 
una enumeración casuística, que por el momento hu- 
biera sido peligrosa ó expuesta á pecar de insuficiente, 
optaron por una fórmula general, dentro de la que, por 
necesidad, tenian que caer cuantos hubieran resuelto. 
Mas si esto fué una ventaja que acredita de perspica- 
ces á nuestros representantes, en cambio en la practi- 
ca tiene un gravísimo inconveniente que, lejos de ob- 
viar lo que á todo trance se quiso evitar, deja siempre 
en pie la duda y es motivo de recursos cada asunto 
que ya anteriormente no ha sido resuelto á favor de los 
organismos provinciales. La causa es muy evidente. 
Como las prácticas de las Diputaciones vascongadas 
son para los extraños á ellas muy desconocidas; como 
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nuestras corporaciones, inspiradas en un criterio tradi- 
cional de conservar oculto su propio mecanismo, de no 
revelar nunca á los extraños la clave del organismo fo- 
ral, han mantenido y conservan con prudente reserva 
cuanto á ellas concierne, resulta que muchas veces la 
práctica inveterada es desconocida al Ayuntamiento 
interesado ó al abogado que inspira las reclamaciones, 
quien ante la dificultad de lograr un perfecto estudio 
de ella y la facilidad en que está de aplicar la Ley Mu- 
nicipal y Provincial que estudió en su carrera y tiene á 
mano en folletos, diccionarios Ú revistas, opta por lo 
fácil y aconseja, unas veces al particular y otras á 
los Ayuntamientos, la interposición de un recurso que, 
en realidad de verdad, no hubiera aconsejado, de ha- 
ber conocido los asuntos de que las Diputaciones vas- 
congadas vienen conociendo, como legítimas sucesoras 
de las Juntas generales, sean de indole administrativo 
ó bien del orden económico. 

No hay que decir que, como el recurso ha de resol- 
verse en Madrid, y allí los altos centros de la adminis- 
tración no están tampoco bien penetrados de la com- 
plejidad de asuntos de naturaleza diversa, que paternal 
y sencillamente resuelvan las Diputaciones vasconga- 
das, sin las trabas del complicado expedienteo, con 
aplauso general del pais, resuelven el recurso que has- 
ta atlí llega por analogía con otros ya decididos, ó con- 
forme á las tendencias centralistas ó descentralizado- 
ras del Ministro ó del Gabinete imperante. 

De todo esto, como es consecuencia natural, se ori- 
ginan con frecuencia recursos, y nacen resoluciones 
contradictorias, en pugna muchas veces con el estado 
de derecho, y casi siempre con el de hecho, 
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Necesidad de determinar el uso de las atribuciones 
de las Diputaciones vascas 


Para salvar tales inconvenientes, para evitar que 
esta pequeña autonomía esté, á cada paso, en tela de 
juicio, hasta en los actos más elementales sobre que se 
ejercita, urge, cada día con más intensidad, que se fije 
y publique cuál es hoy y cuál ha sido antes la 
potestad de las Diputaciones provinciales vasconga- 
das; que se determine cuál es el uso y la costumbre 
guardada en el ejercicio de sus atribuciones, bien so- 
bre materias del orden administrativo, como del orden 
económico ó cualquiera otro que estuviese sometido á 
su especial conocimiento. 

Para llegar á esta determinación, dificil, como siem- 
pre que se trata de fijar el uso ó la costumbre en una 
materia dada, hay en ésta un medio, por fortuna muy 
hacedero, práctico y hasta auténtico é indubitado, no 
tan sólo para los propios, sino también para los ex- 
traños. 

Las Diputaciones, como reflejo y testimonio de sus 
actos, tienen los expedientes en que se estampan las 
resoluciones, y los libros de actas en que se consignan 
sus acuerdos. Pues bien; ábranse unos y otros, hágase 
de ellos una generalización, una sintesis en que se 
abracen y comprendan todos debidamente clasificados, 
bien por la materia á que se refieren ó por el orden ad- 
ministrativo ó económico á que pertenecen, y la incer- 
tidumbre y la indeterminación que lleva consigo la 
frase «continuarán investidas..... de todas las atribucio- 
nes que vienen ejerciendo», usada por el ari. 14, y cu- 
yas consecuencias se han dejado sentir en los años 
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transcurridos, habrá desaparecido; dése á esa sintesis, 
clasificación ó enumeración, publicidad y carácter ofi- 
cial, y se habrá dado un gran paso en favor de la auto- 
nomía administrativa, último resto que hoy defendemos 
y único que disfrutamos. Déjense las cosas como hoy 
están, y la cadena de resoluciones contradictorias y 
opuestas á nuestra autonomía no se romperá, y la tela 
de Penélope, tejida con ellas por defensores y adver- 
sarios, se hará cada dia más complicada, enredosa y 
perjudicial. 

Sin tener la pretensión, ni mucho menos, de haber 
penetrado en las veladas sombras que cubren las prác- 
ticas administrativas y económicas de nuestras Dipu- 
taciones, que, por nuestro alejamiento de ellas, nuestra 
inexperiencia y escasez de conocimientos, no hemos 
podido adquirir, al fin de este trabajo, y como aspira- 
ción del que esto escribe, que teme no ver satisfecha, 
consignaremos una enumeración de aquellos asuntos 
más importantes de que conocen nuestras lDiputacio- 
nes, de las reglas de procedimiento gubernativo en las 
mismas seguido y de las relaciones que, como conse- 
cuencia de unos y otras, unen á los A yuntamientos con 
la Diputación provincial en las tres provincias herma- 
nas. Con esto habremos dado á conocer nuestras débi- 
les fuerzas, y, con el ejemplo, incitaremos á inteligen- 
cias superiores á ocuparse en esta tarea, fecunda en 
beneficios para el noble Pais vasconyado. 

Por ahora, una vez puesto de manifiesto el mal, nos 
limitaremos á comprobarle con ejemplos prácticos, es- 
tudiando las Reales órdenes dictadas con posterioridad 
al Concierto de 1894. 


CAPÍTULO XVI 


Jurisprudencia administrativa 


posterior al Concierto económico de 1894 


R. O de 3 de Febrero, sobre el Puerto de Pasajes. —Otra de 26 de Abril, 
del impuesto transitorio sobre el azúcar nacional,—Otra de 17 de Octu- 
bre, acerca del impuesto de derechos reales en Vizcaya. —Otra de 14 
de Noviembre.—Otra de 30 de Marzo de 1895, sobre nombramiento 
de empleados y dependientes del Ayuntamiento de Vitoria.—Otra de 
3 de Febrero de 1897, sobre pago de alcances á un párroco de Gue- 
taria y otra sobre un empréstito municipal de Deva. 


No faltó al publicarse el R. D. de 1. de Febrero de 
1894, quien creyese que con el precepto contenido en 
su art. 14, se había pronunciado la última palabra sobre 
las atribuciones de las Diputaciones vascas; pero el tiem- 
po bien pronto se encargó de demostrar que esa fórmu- 
la, si en teoria satisfizo á los más exigentes, en la prác- 
tica defraudó las ilusiones de los menos ilusos, dándose 
después de ella los mismos Ó más repetidos conflictos, 
y las reiteradas y contradictorias resoluciones del Poder 
central. 

Para demostrar esta verdad bastará la enumeración 
de las mismas por el orden cronológico que han tenido 
de producirse. 
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R. 0. de 3 de Febrero, sobre el Puerto de Pasajes 


En 3 de Febrero de 1894 se expidió una R. O. por 
el Ministerio de Fonento admitiendo el recurso de alza- 
da interpuesto por la Sociedad del Puerto de Pasajes, con 
fecha 20 de Mayo de 1893, contra el acuerdo de la Di- 
putación de Guipúzcoa de 28 de Abril de dicho año, por 
el que denegó la prórroga solicitada por esta Sociedad, 
para la terminación de las obras del segundo grupo del 
indicado puerto, como dictado sin atribuciones para 
ello, y decidiendo, entre otros extremos, que habiendo 
sido otorgada la concesión de referencia por Decreto 
de 8 de Febrero y Ley de 12 de Mayo de 1870, con 
arreglo á estas disposiciones y á la Ley de aguas deben 
resolverse todas las cuestiones que se susciten durante 
el tiempo de la concesión. 

Como se ve, esta R. O. niega la intervención de las 
Diputaciones provinciales en los asuntos de puertos, 
que han sido objeto de concesión, desconociendo la 
práctica seguida por las Diputaciones de Vizcaya y 
Guipúzcoa de entender en cuanto hace relación á las 
obras de los puertos de la costa, que por no ser, por lo 
común, de interés general, interesan á una municipali- 
dad ó á la provincia, cuya gestión económica y admi- 
nistrativa son las llamadas á fiscalizar y dirigir pater- 
nal y sabiamente. La misión de las Diputaciones vas- 
congadas, en materia de obras de puertos, ha sido no 
sólo inspectora, sino protectora, dispensándolas, hasta 
el dia, importantes subvenciones, otorgadas, no con 
arreglo á las prácticas generales del Reino, sino con- 
forme á las reglas autónomas ó especiales de cada pro- 
vincia. 
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En un Real decreto de 29 de Marzo de 1894, sobre 
el impuesto de los vinos, se exceptúan desde luego de 
sus disposiciones á las Provincias vascongadas y podrá 
exceptuarse la de Navarra, conforme al art, 41 dela vi- 
gente Ley de presupuestos. 


Real orden de 26 de Abril 
del impuesto transitorio sobre el azúcar nacional 


A esta Real orden siguió otra dada el 26 de Abril de 
1894, por el Ministerio de Hacienda, resolviendo que 
es obligatorio en las Provincias vascongadas, como en 
las demás, el pago del impuesto transitorio sobre el 
azúcar de producción nacional, porque en el encabeza- 
miento celebrado con las Diputaciones provinciales en 
28 de Febrero de 1878, no estaba comprendido este im- 
puesto creado por la Ley de presupuestos de 1872. Esta 
disposición dictóse evacuando una consulta elevada por 
el Delegado de Hacienda de San Sebastián, para que 
por la Dirección general se declarase si una fábrica de 
refino de azúcar, establecida en dicha ciudad, debería 
pagar el impuesto transitorio que grava el azúcar de 
producción peninsular. 

En 20 de Julio, por Real orden, se suspendió el in- 
greso en Caja de los mozos del reemplazo de 1893, y 
confirmando, en este extremo, la Real orden de 28 de 
Febrero de 1891. 


Real orden de 17 de Octubre 
acerca del impuesto de derechos reales en Vizcaya 


En 17 de Octubre de 1894, dictóse otra Real orden, 
resolviendo una exposición de la Diputación provincial 
de Vizcaya interesando diversas concesiones relacio- 
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nadas con el acuerdo de la misma de arbitrar, por 
medio del establecimiento del impuesto de derechos 
reales, los recursos necesarios para cubrir el cupo coh- 
tributivo que la está asignado para atender á las nece- 
sidades del Estado, por virtud de lo pactado en el Con- 
cierto vigente. 

Con motivo de la considerable elevación que tuvie- 
ron los cupos de los diversos impuestos por lo estipu- 
lado en el Concierto de 1. de Febrero, la Diputación 
de Vizcaya, no bastándola los ingresos ordinarios para 
cubrir las nuevas atenciones, creyó conveniente arbi- 
trar mayores recursos, implantando el impuesto de 
derechos reales, utilizando para ello el Reglamento 
del ramo que rige para el resto de España, con las im- 
portantes y acertadas modificaciones que juzgó opor- 
tunas; mas para que dicho recurso produjese sus natu- 
rales resultados, para sostener los mismos medios de 
investigación usados en Castilla, acudió á los Ministe- 
rios de Hacienda, Gobernación y Gracia y Justicia, para 
que le prestaran eficaz apoyo y se expidiesen las ór- 
denes convenientes á las autoridades administrativas, 
funcionarios del orden judicial, sus auxiliares y Nota- 
rios de Vizcaya, para que cumpliesen los deberes que 
el reglamento general les impone, y, al propio tiempo, 
para que se facultase á la Diputación para proponer la 
multa en que incurran dichas autoridades y funciona- 
rios é imponer las multas procedentes á los Alcaldes 
y Secretarios que no coadyuvasen á la acción inves- 
tigadora. 

Por el Ministerio de Hacienda se resolvió, denegan- 
do la fijación, imposición y exacción de multas que 
pretendía la Diputación (es decir, que se abdicase á su 
favor la potestad correccional), que se ordenara á los 
funcionarios dependientes del ramo que presten á di- 
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cha Diputación foral el auxilio que ésta les reclame, y 
que se signifique á los Ministerios de la Gobernación y 
Gracia y Justicia la conveniencia de que, por los fun- 
cionarios dependientes de los mismos, se presten análo- 
gos servicios á la indicada Diputación. 

En 6 de Diciembre, se decretó Auto del Tral. C. A. dis- 
poniendo que la representación en juicio de los Ayun- 
tamientos de Navarra debe acomodarse á lo dispuesto 
para los demás de la Nación; en 11 de Diciembre, la 
R. O. declarando que los mozos exentos en virtud de 
la Ley de 21 de Julio de 1876 deben quedar libres de 
todo servicio militar; en 13 de Marzo de 1895, la Sen- 
tencia Tral. C. A. declarando que la Diputación provin- 
cial de Navarra no tiene competencia para otorgar la 
concesión del ferrocarril de Marcilla á Mendigorría. 


Real orden de 14 de Noviembre 


En 14 de Noviembre, el Ministro de Gracia y Justi- 
cia publicó otra Real orden, transcribiendo la anterior 
á los Registradores de la Propiedad de Vizcaya, para 
que, por su parte, cuniplan los deberes de dicho Regla- 
mento, y la Diputación del Señorio encuentre en dichos 
funcionarios la cooperación que necesita. 

La Diputación tenia facultades para crear por si, con- 
forme al Reglamento que creyere más oportuno, el 
impuesto de Derechos reales; pero, deseando alcanzar 
un apoyo eficaz, acudió al Poder central, que parcial. 
mente le otorgó, sin lesionar sus atribuciones sobre los 
funcionarios, á quienes moralmente se les obligaba por 
las disposiciones á facilitar los datos necesarios á la 
realización del impuesto; pero no consiguió la potestad 
correccional que deseaba recabar sobre aquellos fun- 
cionarios que más directamente obligados estaban á la 


16 


Diputación y que.más eficazmente podían auxiliar su 
acción fiscal, cuales eran los alcaldes y secretarios de 
Ayuntamiento. 


Real orden de 30 de Marzo de 1895 
sobre nombramiento de empleados y dependientes 
del Ayuntamiento de Vitoria 


En 3o de Marzo de 18095 se expidió una Real orden, 
muy importante, por el Ministerio de la Gobernación 
en el recurso de alzada interpuesto por la Diputación 
de Alava contra la providencia del Sr. Gobernador ci- 
vil de la provincia, suspendiendo el acuerdo de dicha 
Corporación de 21 de Diciembre de 1894. 

Esta R. O. revestía interés por la indole del asunto 
sobre que versaba, que fué objeto de un recurso ordi- 
nario de alzada interpuesto por la Diputación de Alava 
y de una solicitud colectiva de las tres Diputaciones 
elevada á la Presidencia del Consejo de Ministros, pi- 
diendo se aclarasen algunos conceptos contenidos en 
la providencia del Gobernador sobre las atribuciones 
de las Diputaciones vascongadas. El Consejo de Esta- 
do emitió dictamen, declarando que procedía confirmar 
la providencia del Gobernador, por no aducirse en el 
expediente pruebas de las ordenanzas ó costumbres 
locales del Municipio de Vitoria, y que no hay motivo 
para la instancia, por no tratarse de mermar las atribu- 
ciones que á las Diputaciones competen. Pero el Con- 
sejo de Estado, al fundamentar este dictamen ó infor- 
me, incurrió en el error de creer que el artículo 14 del 
Concierto económico vigente, sólo tuvo por fin confir- 
mar la legislación anterior, única que cita para fijar las 
atribuciones de las Diputaciones, siendo así que modi- 
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ficó y amplió ésta, extendiéndola á las facultades del 
orden administrativo, que siempre habían sido denega- 
das, reconociéndolas solamente en el orden económico 
que esta disposición confirma. 

El Ministro de la Gobernación, no conformándose 
con dicho informe, resolvió: 1.” Que no habia motivo 
para tomar resolución sobre la exposición dirigida por 
los Presidentes de las Corporaciones provinciales vas- 
congadas. 2.” Que se procediese á abrir una informa- 
ción para comprobar cuál es el carácter y atribuciones 
que en el régimen municipal de Vitoria tienen los car- 
gos de Procurador Síndico, Regidores y Alcalde para 
el nombramiento de personal, y si las funciones y juris- 
dicción respectiva de cada uno de ellos es compatible 
ó está comprendida dentro de las facultades que reco- 
noce á las Diputaciones vascongadas el régimen vigente. 

En una palabra; el Ministro de la Gobernación sentó 
la mala doctrina de reputar el Concierto de 1894, con- 
firmatorio de las disposiciones del Poder central, regu- 
ladoras de las atribuciones de las Diputaciones, cuando 
es una disposición modificativa y más amplia que las 
precedentes. Pero, en cambio, reconoció la autonomia 
del régimen municipal de Vitoria, de acuerdo con su 
derecho consuetudinario, porque en caso de ser cierta 
la existencia de la costumbre alegada en el expediente, 
que debería comprobarse en la información que man - 
daba abrir, la confirmaba, si no era incompatible con 
las atribuciones de las Diputaciones vascongadas. Es una 
Real orden incolora que poco ó nada concreto dice más 
que poner de manifiesto la dificultad de interpretar las 
palabras del art. 14 del R. D. de 1.* de Febrero de 1894 
por quien no conoce las funciones del orden adminis- 
trativo y del económico, que han ejercitado las Dipu- 
taciones forales con anterioridad al mismo. 
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Con posterioridad se dieron otras disposiciones de 
menos importancia; tales fueron: 

1895.—La Ley de 2 de Abril, estableciendo las reglas 
y formalidades que han de tenerse en cuenta para otor- 
gar la exención del servicio militar á los comprendidos 
en la Ley de 21 de Julio de 1876; la R. O. de 16 de 
Mayo del Tral. Gubernativo de llacienda, declarando 
exentos de satisfacer directamente al Estado por los 
contribuyentes en concepto de impuesto de Derechos 
reales, unos titulos de la Deuda pública, acciones del 
Banco de España y de la Compañia Arrendataria de 
Tabacos, domiciliadas en Vitoria, y transmitidas por 
título hereditario; la Ley de 30 de Junio, sobre impues- 
to á los naipes; la R. O. de 16 de Julio, mandando que 
las Comisiones provinciales de las Diputaciones Vas- 
congadas pasen á los Jefes de zonas las filiaciones de 
los exentos por la Ley de 21 de Julio de 1876, que és- 
tos sean sorteados para la fijación del contingente, y 
situación de los que deban sustituirlos; la R. O de 14 
de Noviembre, estableciendo que los exportadores de 
las Provincias Vascongadas y de Navarra deben pro- 
veerse de certificados en que consten satisfacen los 
arbitrios que como comerciantes exigen en la localidad 
las respectivas Diputaciones; el Auto de y de Diciem- 
bre del Tral. C. A., declarando que la facultad que 
ejerce la Diputación provincial de Gruipúzcoa al aprobar 
un arbitrio sobre billetes de espectáculos públicos es- 
tablecido por el Ayuntamiento de San Sebastián, noes 
discrecional, sino reglada, 

1896.—La Sent. Tral. €. A. de 16 de Enero, declaran- 
do que á las Diputaciones y Comisiones provinciales de 
las Vascongadas compete conocer y resolver en alza- 
da los acuerdos y decisiones de los Alcaldes y Ayun- 
tamientos sobre creación y exacción de arbitrios, inci- 
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dencias y cuestiones que se premuevan; la R. O. de 30 
de Abril, determinando á quiénes alcanza la exención 
del servicio militar, como comprendidos en la Ley de 
21 de Julio de 1876, y modo de acreditarla documental- 
mente; lo R. O. de r.* de Septiembre, sobre aplicación 
en las Provincias Vascongadas y Navarra, del Regla- 
mento general del impuesto de Derechos reales y trans- 
misión de biehes; el R. D. de 25 de Septiembre, dispo- 
niendo que los documentos exentos del impuesto del 
Timbre en las Provincias Vascongadas y Navarra, lo 
satisfagan cuando surtan sus efectos fuera de ellas; el 
RD. de 25 de Septiembre, disponiendo no tiene apli- 
cación en las Provincias Vascongadas y Navarra, el 
Reglamento del impuesto sobre billetes de viajeros, 
transportes terrestres y fletes marítimos, mientras no 
salgan de sus límites jurisdiccionales; la R. O. de 25 de 
Septiembre, señalando la forma en que las Diputacio- 
nes provinciales de Guipúzcoa y Vizcaya han de cobrar 
el impuesto sobre viajeros y fletes que no salgan de 
sus aguas jurisdiccionales, y manera de hacer la liqui- 
dación entre ellas y el Estado; la Sent. Tral C. A. de 
20 de Octubre, declarando que la representación en 
juicio del Ayuntamiento de Marcilla (Navarra) debe 
acomodarse á lo dispuesto para los demás de la Nación, 
la Sent. Tral. €. A. de 19 de Noviembre, revocando el 
acuerdo de la Diputación provincial de Guipúzcoa que 
aprobó un presupuesto extraordinario del Ayuntamien- 
to de Irún sin oir á la Compañía del ferrocarril del Nor- 
te, en cuyo favor y para cobro de un crédito se ordenó 
la formación de dicho presupuesto, y dispone se cum- 
pla con lo prevenido en el art. 144 de la Ley municipal; 
la R. O. de 24 de Noviembre, declarando que los Ayun- 
tamientos de Guipúzcoa no están sujetos al pago del 
20 por 100 del producto de sus bienes de propios; el 
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R. D. de 23 de Diciembre, fijando las reglas que deben 
tenerse presente por los Ayuntamientos y Comisiones 
mixtas de reclutamiento de las Provincias Vasconga- 
das respecto de los mozos exentos con arreglo á la Ley 
de 21 de Julio de 1876. 


Real orden de 3 de Febrero de 1897 
sobre pago de alcances á un párroco de Guetaria 


A la anterior disposición siguió la Real orden de 3 
de Febrero de 1897, dictada por el Ministerio de la Gro- 
bernación en el recurso de alzada interpuesto por el 
Ayuntamiento de Guetaria contra un acuerdo de la 
Diputación de Guipúzcoa, que le ordenó satisfacer al 
párroco D. Ramón de Aizpuru 3.575 pesetas por dota- 
ción del clero correspondiente á los años 1872 y 1873, 
formando presupuesto extraordinario en el caso de que 
no tuviera recursos bastantes en el ordinario. 

Se dejó por dicha Real orden sin efecto el acuerdo 
de la Diputación, fundándose en que la cuestión que se 
ventilaba se refiere á un punto de derecho en el que no 
están de acuerdo la Diputación de Guipúzcoa y el 
Ayuntamiento de Gruuetaria y que es completamente ajeno 
á las facultades exclusivas de aquella Corporación en materia 
de presupuestos y cuentas municipales, por lo que se 
estima que el Ministerio de la Grobernación tenía com- 
petencia para conocer del recurso y dictar en el fondo 
la resolución que estime justa. 

De nuevo vino á evidenciar esta Real orden los in- 
convenientes que consigo lleva la fórmula abstracta y 
ambigua del art. 14 del R. D. de 1.” de Febrero 
de 1894. El Ministerio de la Gobernación considera que 
es completamente ajeno á las facultades de la Corporación 
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de Guipúzcoa el entender de un asunto como el que se ven- 
tilaba en el acuerdo que ante él mismo se impugnaba, 
lo cual acredita, si no una ignorancia inconcebible, un 
olvido indisculpable, toda vez que depende y es conse- 
cuencia de la manera de sostener el culto y clero en las 
Provincias vascongadas, antes de que esta atención se 
declarase carga general del Estado, y por éste directa- 
mente se pagase como en el resto del territorio na- 
cional. 

Bien sabido de todos es que el culto y clero corría 
a cargo de las provincias, y que asi como la última 
reunión concejil de cada parroquia, en sus modestas 
asambleas al aire libre, acordaba la manera de hacer el 
reparto de lo que le correspondia pagar conforme al 
cupo asignado al Ayuntamiento ó á la Feligresia, asi 
las Juntas primero, y las Diputaciones respectivas más 
tarde, conocieron de todo lo concerniente al culto y 
clero de la provincia, y á las reclamaciones é inciden- 
cias que eran consecuencia del mencionado servicio. 
Quien otra cosa diga ó suponga acredita no conocer la 
administración tradicional del País vascongado. 

Como se desprende de estas breves consideraciones, 
y salvando el respeto merecido á la disposición del 
Poder central, entendemos que no estuvo en su lugar. 
Si el recurso hubiese surgido de que la Diputación ha- 
bía entendido en una reclamación nacida actualmente 
entre un párroco y un Municipio, por supuestos débi- 
tos de éste hacia á aquél en el desempeño de su minis- 
terio parroquial, el proveido de que nos ocupamos €s- 
taría en su lugar; pero como se trata de una deuda 
nacida con anterioridad á la abolición de los fueros y la 
incautación del pago del culto y clero por el Estado, 
claro y evidente es que la Diputación usó de las fa- 
cultades que siempre tuvo como superior inmediato y 
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único del Municipio de Guetaria, para decidir la legi- 
timidad del débito, porque en la época á que éste se re- 
fiere, era de indole administrativa la deuda, y bajo la 
misma jurisdicción habia de ventilarse, como se venti- 
laron otras milidénticas á ella, Olvidóse el Ministro 
de la Gobernación del tiempo y del país para quien 
daba la resolución. 

Otras disposiciones de menos importancia, en este 
año, fueron: 

La R. O. de 26 de Febrero, haciendo extensivos á 
los Ayuntamientos de Alava y Vizcaya, lo dispuesto 
por la R. O, de 24de Noviembre de 1896, eximiendo 
del pago de 20 por 100 del producto de sus bienes de 
propios á los Ayuntamientos de Guipúzcoa; la R. O. de 
5 de Abril, declarando que las Diputaciones provincia- 
les de Guipúzcoa y Vizcaya tienen derecho á percibir 
integramente el impuesto por los viajeros y mercancías 
que salgan por vias terrestres, fluviales ó marítimas 
fuera de su jurisdicción, derogando en este sentido el 
Reglamento general del Impuesto de 25 de Septiembre 
de 1396; la R. O. de 1.* de Junio, disponiendo que las 
fábricas de fluido eléctrico sitas en las Provincias Vas- 
congadas y Navarra satisfagan contribución cuando 
transmitan la electricidad á otras provincias, en la pro- 
porción que éstasatilicen el fluido; la R, O. de 17 de 
Diciembre, declarando no es aplicable en Navarra el 
Reglamento de 18 de Mayo de dicho año sobre Conta- 
dores provinciales y municipales. 


Real orden sobre un empréstito municipal de Deva 
Por demás digna de mención especialisima es 


otra Real orden expedida por el Ministerio de la Go- 
bernación, en el mes de Agosto de 1897, con motivo 
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del recurso de alzada promovido por varios vecinos de 
Deva, contra un acuerdo de la Diputación de Guipúz- 
coa, que aprobó un empréstito municipal de dicha villa, 
en cuya R. O., entre otras cosas, se decía: 

«Visto el R. D. de 4 de Enero de 1883 y la R. O. de 
8 de Agosto de 1891; 

Considerando que el edicto llamando al vecindario, 
que deseara tomar parte en el empréstito aportando 
capitales, adolece de una porción de requisitos necesa- 
rios é indispensables exigidos por las disposiciones le- 
gales que se refieren á la materia, y especialmente 
el R. D. de 4 de Enero de 1883; 

Considerando que, fijando el tipo de interés en un 
cinco por ciento, se perjudican los intereses del vecin- 
dario de Deva, como se ha demostrado en el presente 
caso, ofreciendo capitales que cubran más de la mitad 
del empréstito á un interés menor que el señalado por 
el alcalde en su edicto, y gue lo eguitativo y justo en toda 
buena administración es consignar entre las condiciones el 
interés máximo, pero nunca como único y exclusivo, 

S. M. el Rey (q. D. g.) y en su nombre la Reina Re- 
gente del Reino, ha tenido á bien anular todo lo hecho 
en este expediente para el empréstito de las veinte mil 
pesetas, ordenando se abra nueva suscripción, ajustán- 
dose á las prescripciones legales sobre la materia y sín 
fijación de tipo único 6 exclusivo.» 

Tan deleznable y caprichoso es el fundamento de 
esta disposición, que podemos conceptuar el motivo 
que se invoca para anular la emisión del empréstito 
anunciado en el Municipio de Deva, de vano pretexto 
para inmiscuirse el Poder central, sin competencia para 
ello, en un asunto de interés local y de lleno sometido 
al régimen autónomo de las Provincias vascongadas, 
sancionado por el último Concierto. 
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Comentando, con mucho acierto, esta disposición, 
decía El Noticiero Bilbaíno en su número del 14 de Sep- 
tiembre de 1897: «¿Es legal que se proceda á subastar 
el interés de las obligaciones que se han de emitir? ¿No 
es un absurdo económico el que en una sola y única 
emisión haya distintas deudas, y por consiguiente di- 
versos tipos de interés, como ha ocurrido, puesto que 
habiéndose dado cumplimiento á la estupenda disposi- 
ción gubernativa, se ha realizado el empreéstito con 
sumas ofrecidas al 4 y medio por 100, tipo fijado como 
máximo, y otras al 4?» 

Serían ilegales el empréstito de aduanas y el filipino 
emitidos con el tipo de interés de un 3 y un 6 por 100 
y los de todos los Ayuntamientos. 

Además se funda enla R. O. de 8 de Agosto de 
1891, que restringió (méjor dicho negó) las atribucio- 
nes administrativas de nuestras Corporaciones provin- 
ciales, en cuanto exige la autorización del (Gobierno 
para contratar toda clase de empréstitos en las provin- 
cias hermanas, cuya resolución pugna con el criterio 
de la Diputación de Guipúzcoa, la cual acordó en 12 
de Noviembre del mismo año «que amparándose la 
Diputación en la 4.* disposición transitoria de la ley 
Provincial y en el art. 14 de la ley de presupuestos de 
1887-88, autorice los empréstitos municipales y realice 
los suyos propios, en la misma forma que hasta ahora, 
no procediendo á solicitar la autorización del Gobierno 
más que en los casos en que los empréstitos proyec- 
tados envuelvan enajenación ó hipoteca de bienes in- 
muebles ó derechos reales ó titulos de la Deuda pú- 


blica.» 


CAPÍTULO XVIil 


Movimiento de la opinión pública en España con motivo de la concesión 
de la autonomía á Cuba y Puerto-Rico.—Real orden de 18 de Diciem- 
bre de 1897, sobre Contadores provinciales y municipales.—Arbitra- 
riedades del Gobernador de Vizcaya y reclamaciones que motivó,— 
Real orden de 30 de Enero de 1898, sobre suspensión de los Con- 
cejales de Sestao y aprobación de sus cuentas.— Impugnación de la 
doctrina que contiene, 


Movimiento 
de la opinión pública en España, con motivo de la concesión 
de la autonomía á Cuba y Puerto-Rico 


Antes de proseguir el examen de las disposiciones 
emanadas del Poder central que directamente se rela- 
cionan con el país euskaro, no podemos menos de hacer- 
nos cargo de cierta agitación producida en la opinión 
pública por efecto de la publicación de los Decretos de 
concesión de la autonomía á Cuba y Puerto-Rico el 24 
de Noviembre de 1897. 

Con tal motivo y por ciertas tendencias politicas, 
echóse á volar la idea de celebrar en diferentes puntos 
de la Peninsula reuniones con el fin de reclamar la con- 
cesión de los Fueros para los antiguos Reinos de Espa- 
fia que los disfrutaban. 

El Anunciador Vitoríano, en su número correspondien- 
te al día 3 de Diciembre de 1897, inició una campaña 
que fué objeto de varios articulos, insertos en días pos- 
teriores, justificando la idea de que había llegado el 
momento, en vista de la política que el Gabinete del 
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señor Sagasta observaba con las colonias, de solicitar 
en debida forma la concesión de los Fueros 4 las Pro- 
vincias vascongadas, reuniéndose para ello los que 
quieren que se observen nuestras veneradas leyes y 
están al frente de los destinos del país.—La principal 
razón alegada para ello, era que á nosotros de derecho 
nos pertenecían los Fueros y los podíamos reclamar 
con justicia pacificamente, nó dándose el caso que acon- 
tecia con Cuba, á quien se otorgaban libertades cuando 
luchaba con las armas en la mano para sacudir el yugo 
de la madre patria, Decía á este propósito el menciona- 
do periódico del día 7 de Diciembre: «Quien ha dado á 
Cuba rebelde constitución tan amplia como la que se 
ha publicado en la Gaceta y que basándose sólo en la 
distancia á que se encuentra de España, considera ne- 
cesario al buen régimen de las provincias del Ultramar; 
quien á aquellas provincias da autonomía política, admi.- 
nistrativa y económica rayana en la independencia, sos- 
teniendo que no por ello se rompe la unidad de la patria, 
no debe ni puede, con lógica, negar al solar vasconga- 
do, por otra clase de consideraciones, acaso más impor- 
tantes, la restauración del régimen foral, que no rompe 
la unidad nacional, ni es más que el restablecimiento 
de un derecho desconocido en momentos de ofuscación, 
ante la presión de los que injustamente atribuían á este 
Pais la contienda civil, que ensangrentó la patria.» 

De esta doctrina y la que con insistencia siguió des- 
arrollando Z/ Anunciador Vitoriano, se hicieron cargo 
varios colegas donostiarras y bilbaínos, insistiendo en 
que las Diputaciones debian abordar de frente la cues- 
tión, tendiendo á alcanzar dentro del actual orden de 
cosas la mayor autonomia posible, ya en el orden eco- 
nómico ó ya en el administrativo, juntamente con la 
autonomía municipal, mientras que otros más avanza- 
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dos pedían la restauración foral en todos los órdenes. 

Al mismo tiempo en Cataluña se hacia propaganda 
de las ideas regionalistas; en Alcañiz se había celebrado 
una asamblea regional, el 24 de Octubre, y en ella pro- 
nunció un discurso el rico propietario de la provincia de 
Teruel D. José María Catalán de Ocón, del que se hizo 
una gran tirada para repartirla por las provincias de 
Aragón, Cataluña y Valencia. Se anunciaban asimismo 
nuevas asambleas en poblaciones importantes, en las 
que los ideales regionalistas habían de ser tratados por 
las figuras más salientes del regionalismo, presentán- 
dolos como única tabla de salvación en un país como 
este, donde los políticos, una vez que obtienen su acta 
de Diputados, no se cuidan del distrito que representan, 
votan tributos que agobian al contribuyente, dejando 
perecer en la miseria á los pueblos por falta de elemen- 
tos tan valiosos para su agricultura, como canales de 
riego y pantanos, Bancos agricolas y Sociedades de 
crédito local. La asociación el Fomento del Trabajo Na- 
cional, de Barcelona, acordó elevar razonada instancia 
á los poderes públicos, para que, por vía de ensayo, se 
celebrase un Concierto con la Diputación provincial de 
Barcelona, para la fijación de cupo y cobro de las con- 
tribuciones de inmuebles, cultivo y ganaderia, la indus- 
trial y de comercio, para acallar justas quejas de los 
contribuyentes y obtener beneficios para el Tesoro pú- 
blico. 


Real orden de |5 de Diciembre de 1897, 
sobre Contadores provinciales y municipales 


Pero, ¡qué contraste! Mientras á Cuba, alzada en ar- 
mas, se la otorgaban libertades sin pedirlas, y en Espa 
ña, y especialmente en Vasconia, se suspiraba por ellas, 
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no tan sólo no se respetaban las escasas que ésta dis- 
frutaba, sino que se pisoteaban con las medidas del Go- 
bierno central, presidido por el Sr. Sagasta, y las del 
Gobernador de Vizcaya, delegado del mismo. Los me- 
ses de Diciembre de 1897 y Enero de 1898 fueron fe- 
cundos en arbitrariedades contra la escasa autonomía 
vascongada. 

En la Gaceta del dia 22 de Diciembre de 1897 apare- 
ció una Real orden de 18 de igual mes, declarando que 
no rige en las Provincias vascongadas el Reglamento 
de 18 de Mayo del mismo año, relativo al nombramien- 
to de Contadores provinciales y municipales. 

Esta medida gubernativa, que tendía á centralizar la 
provisión de cargos de Contadores provinciales y mu- 
nicipales, causó la natural sorpresa y justa indignación 
de las Diputaciones vascongadas, que siempre usaron 
como una de sus atribuciones, y de las esenciales en 
toda buena administración, de la de hacer los nombra- 
mientos de sus empleados libremente, sin sujetarse á 
traba de nadie y menos del Gobierno nacional. En toda 
organización autónoma los destinos han de entregarse 
á los naturales del pais, y nuestros antepasados, que se 
distinguieron por su criterio práctico, no olvidaron esta 
máxima fundamental de buen gobierno, hallándose es- 
tablecido por costumbre y por derecho escrito que los 
cargos de la administración del pais, habrian de pro- 
veerse en naturales y vecinos del mismo. 

Pues bien; á herir tan sabia disposición vino la Real 
orden del Poder central en los momentos referidos en 
que á Cuba otorgaba, no la autonomía, sino la indepen- 
dencia disfrazada. Tal falta de consecuencia y de lógi- 
ca dió lugar á que celebrasen conferencias nuestras 
Diputaciones provinciales y enviasen á Madrid comi- 
sionados, con el propósito de recabar del Gobierno 
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la facultad, para los Ayuntamientos vascongados, de 
nombrar, sin sujeción al art. 156 de la vigente Ley Mu- 
nicipal, los Contadores de fondos municipales. 

Manda ese articulo de la Ley Municipal que la orde- 
nación de los pagos corresponderá siempre al Acalde, 
mas la intervención, necesariamente en las poblaciones 
cuyos presupuestos no bajen de 100.000 pesetas, corre- 
rá á cargo de un Contador nombrado por el Ayunta: 
miento de entre los que hubieren sido aprobados en 
oposición pública celebrada en Madrid, conforme á las 
disposiciones reglamentarias dictadas al efecto. 

El nombramiento de Contador reconoce que es de la 
incumbencia del Ayuntamiento, sin otra limitación que 
la de tener que ser elegido el agraciado entre los apro- 
bados en pública oposición por el Tribunal designado 
por el Gobierno, limitación establecida por la presun- 
ción de que el funcionario así nombrado reunirá con- 
diciones de capacidad bastante para inspirar confianza 
al Gobierno de que su alta inspección ó función tute- 
lar tiene debido cumplimiento. 

Pero tal doctrina de la alta inspección gubernativa 
tiene aplicación respecto al resto de España, pero no 
en cuanto al Pais vascongado, que por su situación es- 
pecial, de antiguo goza de la capacidad de administrar- 
se, sin más superior, ni más inspección que la paternal 
de sus Diputaciones provinciales, 

En efecto; en el periodo de transición que atravesa- 
mos, una de las prescripciones de los Conciertos econó- 
micos consiste en declarar á las Diputaciones vascas 
responsables al Estado, directa ó exclusivamente, en 
los órdenes administrativo y económico, como á su vez 
lo son los Ayuntamientos á las respectivas Diputacio- 
nes, por el reparto que hayan de hacer y los intereses 
municipales que hayan de administrar. 
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Confirmando esta doctrina, dictáronse multitud de 
disposiciones, estatuyendo, que los acuerdos de las Di- 
putaciones vascongadas, en todo lo que se relaciona 
con presupuestos y cuentas municipales, son válidos 
y ejecutivos, sin que el Gobierno tenga otra interven- 
ción, por mediación de los (sobernadores, que la de 
ver si en dichos presupuestos se consignan las canti- 
dades necesarias para los gastos obligatorios que enu- 
mera el art. 73 dela Ley Municipal. Al amparo de este 
estado legal, las Diputaciones y Municipios vasconga- 
dos han venido ejerciendo funciones económicas y ad- 
ministrativas, sin la intervención del Poder central, y 
entre ellas, la de nombrar sus contadores á aquellas 
personas que por su honradez y Condiciones especiales 
juzgaban más aptas para el desempeño de cargo tan 
delicado. Y como tal estado de derecho vino á confir- 
marle y ampliarle el art. 14 del Concierto económico, 
que reconoció á las Diputaciones vascongadas cuanias 
facultades del orden económico ó administrativo ve- 
nían ejerciendo, y como una de ellas ha sido la de efec- 
tuar esos nombramientos de Contadores, resulta que el 
Poder central, por medio de la referida R..O. de 18 de 
Diciembre, trata de derogar un R. D. y de desconocer 
una obligación solemnemente contraída. Que tal cosa 
no puede hacer en pura doctrina constitucional y en 
rigorosos principios jurídicos, es evidente; pero dura 
est lex, sed est lex; y cuando no hay otra razón para apo- 
yar la arbitrariedad, se invoca la fuerza (guía nominor 
leo) para obligar á su cumplimiento. 

Tan contrario es el sistema de administrar del (Go- 
bierno español comparado con el vascongado, que las 
Diputaciones de este Pais siempre reconocieron, y en 
el día reconocen, la autonomía municipal, dejando á los 
Ayuntamientos plena libertad para que se organicen 
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de una manera que juzgen más apropiada á sus intere- 
ses, nombrando sus contadores y demás empleados, sin 
contar para nada con la Diputación, á pesar de que, 
siendo éstas las responsables ante el Gobierno de las 
cuotas concertadas, ellas deben ser las capacitadas para 
ejercer sobre los municipios la vigilancia sobre el modo 
de cumplirse en estas provincias los derechos y deberes 
de la administración municipal. 

Al fin, la enérgica protesta, á la par que justa, de las 
Diputaciones vascongadas, obtuvo'el éxito que era de 
esperar, conservando la libertad de nombrar sus Con- 
tadores, merced á dos Reales órdenes que se dicta- 
ron (1). Como casi todas las emanadas del Gobierno de 
Madrid adolecen de defectos, bien sea por ignorancia 
ó malicia de sus autores, que parcos en reconocer dere- 
chos, consignaron en ellas conceptos tan poco favora- 
bles á este País, apreciaciones tan erróneas, respecto á 
las atribuciones de los organismos provinciales, que 
nuestros representantes hicieron la consiguiente pro- 
testa y llamaron la atención del Ministro sobre los 
errores materiales y de concepto cometidos al redac- 
tarlas. 

El Ministro de la Gobernación, convencido de la ra- 
zón de la protesta, se disculpó en que, por la premura 
con que se extendió la última Real orden, se estampa- 
ron concepios qne no había necesidad de expresarlos, 
y que no hubiera habido inconveniente en suprimirlos; 
pero, de todos modos, añadió, la Real arden reconocía la 
doctrina vigente en las provincias vasco-naVvarras, y que 
esto debía tranquilizar á las Diputaciones. 

En vista de tales manifestaciones, éstas se dieron 
por satisfechas, redactándose un acta, en que consta- 


(1) Real orden de 18 de Diciembre de 1897. 
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ran estos extremos, por los representantes que estaban 
en Madrid. 


Arbitrariedades del Gobernador de Vizcaya 
y reclamaciones que motivó 


Pero á este conflicto, casi simultáneamente acompa- 
ñió otro, nacido de la sed de mando y de los compromi- 
sos electorales del Poder central, expresados en este 
pais por mediación de sus delegados los Gobernadores; 
conflicto, acaso, de mayor importancia en el mismo 
orden de ataque al régimen administrativo especial. La 
suspensión inopinada del Ayuntamiento de Sestao y la 
ejecución de otras tropelias con diferentes Ayuntamien- 
tos, llevadas á cabo por el Gobernador de Vizcaya, 
dieron lugar á una protesta del Presidente interino de 
la Diputación de Vizcaya y á la celebración de confe- 
rencias de las tres Diputaciones hermanas en Bilbao el 
día 20 de Enero de 1898. 

Al tener noticia la Corporación provincial de Vizca- 
ya de la comunicación del Sr. Gobernador, suspendien- 
do al Alcalde y siete concejales de Sestao, reunióse el 
día 15 de Enero, bajo la presidencia de D. Gustavo Co- 
breros, y en la sesión se acordó elevar una instancia al 
Ministro de la Gobernación, participarlo á los comisio- 
nados que se hallaban en Madrid y provocar la reunión 
de conferencias, ante el temor de que se adoptaran en 
otros pueblos determinaciones análogas á la de Sestao, 
para, en dichas conferencias, acordar la línea de con- 
ducta más conveniente para la conservación de las fa- 
cultades privativas que gozan las Diputaciones en el 
orden administrativo y en el económico. 

Apenas fué recibida en Madrid la instancia suscrita 
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por el Presidente interino de la Diputación de Vizcaya, 
los comisionados la presentaron al Sr. Sagasta, quien, 
á su vez. la transmitió al Ministro de la Gobernación, 
que la enviaba en consulta al Consejo de Estado. 

Por las activas gestiones del Senador vitalicio señor 
Zabala, el Consejo de Estado emitió informe favorable 
á la instancia, reconociendo la invasión en las atribu- 
ciones económico-administrativas de la Corporación pro- 
vincial, cometida por el Gobernador, en virtud de lo cual 
se proponía la reposicion de los concejales suspensos. 

Mientras esto tenía lugar, los Comisionados de las 
Diputaciones hermanas llegaban á Bilbao para celebrar 
las conferencias en que se había de tratar del proceder 
del Gobernador de Vizcaya, con motivo de la intrusión 
que significa el asunto de Sestao y el hecho de pedir á 
los Ayuntamientos de Portugalete, Santurce y Gralda- 
mes datos relativos á la administración municipal, de la 
determinación de los puntos dudosos en las relaciones 
con el Poder central y las Diputaciones y de la fijación 
de las atribuciones de los Municipios, las de las Dipu- 
taciones y las omnimodas facultades de éstas, mediante 
la formación de un cuerpo legal. 

El dia 20 comenzaron las conferencias y se llevó con 
gran sigilo lo en ellas tratado, hasta que en la sesión 
del 27 de Enero dió cuenta de todo el Presidente de la 
Diputación de Vizcaya. 

En cuanto á lo de Sestao, en la primera conferencia 
los congregados acordaron elevar una protesta colecti- 
va, firmada por los Presidentes de las tres Diputacio- 
nes, designando para redactarla á los Sres. Salazar, re- 
presentante de Alava; Machimbarrena, de Guipúzcoa, 
y Cruceño, de Vizcaya; los cuales, en la segunda con- 
ferencia, presentaron el documento, que mereció apro- 
bación unánime de todos los reunidos. 
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Este documento de protesta, dirigido al Presidente 
del Consejo de Ministros con fecha 24 de Enero, que 
era enérgico en el fondo, aunque correcto y respetuo- 
so en la forma, centenía abundante cita de disposicio- 
nes legales sobre la fijación de las atribuciones de las 
Diputaciones en el orden económico; hacía detallada 
historia de cada una de las intrusiones en que había 
incurrido el Gobernador civil de Vizcaya, y, finalmente, 
dada la insistencia con que hacia algún tiempo se ve- 
nían repitiendo actos semejantes, con notoria temeri- 
dad «y manifiesto peligro de que sobrevengan graves 
perturbaciones, los Comisionados creían un deber sa- 
cratísimo acudir á la defensa de sus legítimos derechos, 
considerando como uno de sus bienes más preciados, 
garantia y amparo de sus intereses, la autonomía de su 
administración, que quedaba desconocida por los actos 
del Gobernador, qué siendo el más obligado á amparar- 
los con su autoridad y á cumplirlos con su justicia, los 
atacaba con actos impremeditados que significan un 
desconocimiento del régimen especial de estas provin- 
cias % un evidente menosprecio de las atribuciones de 
sus Diputaciones. Y, en vista de todo esto, terminaban 
suplicando al Sr. Presidente del Consejo de Ministros 
que tomase las medidas oportunas para poner inmedia- 
to remedio al actual estado de relaciones entre la auto- 
ridad gubernativa y la Diputación provincial de Vizcaya. 


Real orden de 30 de Enero de 1898 
sobre suspensión de los Concejales de Sestao 
y aprobación de sus cuentas 


Esta protesta obtuvo como satisfacción una Real or- 
den, dictada el 8 de Febrero de 1898, que contiene 


— 261 — 

conceptos y apreciaciones erróneos, nada favorables á 
nuestra autonomía administrativa y económica. 

Efectivamente; después de enumerar las disposicio- 
nes legales en la protesta colectiva, se decia: «A pesar 
de lo claras y terminantes que son las precedentes dis- 
posiciones, tenemos el sentimiento de manifestar á Vue- 
cencia que el Gobernador de Vizcaya, no satisfecho 
con decretar la suspensión del alcalde y siete conceja- 
les del Ayuntamiento de Sestao, fundándose en inco- 
rrecciones que supone cometidas en asuntos puramente 
económicos, cuales son.que el Ayuntamiento ha sepa- 
rado á un depositario y nombrado otro en sesión subsi- 
diaria; que posee un arca con tres llaves, que están en 
poder del depositario; que no se dispone de los fondos 
en la forma señalada por la Ley; que unos son los esta- 
dos mensuales de caja y otras las existencias, y que el 
Ayuntamiento acordó la consolidación, ampliación y 
rectificación de la carretera de Burceña á Santurce 
(obra que fué aprobada y subvencionada por la Dipu- 
tación, por su reconocida utilidad y tratarse de una 
calle travesia). Se indicaba también que, con fecha 13 
de Febrero, dirigió el Gobernador una comunicación al 
alcalde de Santurce, exigiéndole la remisión inmedia- 
ta de un expediente referente á la creación de un arbi- 
trio sobre la pesca, aprobado ya por la Diputación; una 
certificación del acta de la sesión en que el mismo 
Ayuntamiento acordó ceder á la Cofradía de San Pedro 
los derechos impuestos á la pesca que desembarca en 
el puerto de aquella villa, y asimismo la remisión del 
expediente de construcción de obras de la alcantarilla 
del puerto y copia de los anuncios de subastas y actas 
de remates que hubieron de preceder á dichas obras; 
que el 10 del propio mes el mismo Grobernador pidió al 
Ayuntamiento informe sobre la falta de caja con tres 


— 262 — 
llaves para la custodia de caudales, y el 18 de igual 
mes hizo idéntica petición al de Graldames, y además 
sobre si es cierto que este Ayuntamiento consiente que 
sus fondos estén depositados en el Banco de Bilbao á 
nombre del Secretario y de un vecino del mismo 
pueblo.» 

Pues bien; no obstante la protesta y ser evidente la 
invasión del Gobernador en las atribuciones de las Di. 
putaciones vascas, el Gobierno de Madrid no desairó 
á su representante en Vizcaya, porque al fundamentar 
la R. O. dijo: Primero. «Que el art. 159 de la Ley Mu- 
nicipal es aplicable en Vizcaya, por donde no cabe duda 
que, como afirma el Gobernador, las llaves de la Caja 
municipal deben estar en poder del Alcalde, del Inter- 
ventor y del Depositario», contra lo que sostenian las 
Diputaciones y la prensa vascongada, y contra lo que 
la costumbre tiene sancionado. Segundo. «Que las Di- 
putaciones no tienen facultad para aprobar obras públi- 
cas de los Municipios de Euzkalerria, que procede trami- 
tarlas con arreglo á la Ley deobras públicas, elevándolas 
integramente á la aprobación del Gobernador, puesto que no 
se trata de materia económica.» Tercero. «Que la única 
autonomía que el Gobierno reconoce es la que se des- 
prende de la Ley Provincial del 82, es decir, la econó- 
mica, y eso mientras exista el Concierto económico, lo 
cual equivale á negar terminantemente la autonomía ad- 
ministrativa solemnemente estipulada en el Concierto 
del 94, y admitir la económica de un modo aparente, 
porque sólo aparentemente estamos exceptuados del 
pago de las contribuciones é impuestos generales. 
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impugnación de la doctrina que contiene 


Es la R. O. que comentamos una de las dictadas con 
más ligereza y animadversión á nuestro régimen espe- 
cial. Sienta como premisa la que ninguna otra disposi- 
ción ha invocado: «que conforme al art. 1. del R. D. 
de 5 de Mayo de 1877, son aplicables en Vizcaya las 
leyes del Reino, salvo cuando se trate de excepciones 
taxativamente declaradas, como sucede en lo relativo 
al Concierto económico y á las facultades que, respee- 
to del mismo, fueron reconocidas por disposiciones 
posteriores. Olvidase el carácter penal y esencialmente 
transitorio del R. D, de 5 de Mayo del 77; se olvida el 
artículo 14 del R. D. de 1.” de Febrero de 1894, que no 
puede interpretarse de ningún modo por dicha dispo- 
sición, ni por las dictadas con anterioridad-á él; dicho 
artículo, de más valor y eficacia que la R. O. de que 
tratamos, reconoció sin ambajes, en primer lugar, la 
autonomía administrativa de las Diputaciones vasconga- 
das, al decir que continuarían investidas de todas las atribu- 
ciones que venían ejerciendo en el orden administrativo». Pre- 
cepto que no se puede interpretar evocando disposicio- 
nes del Poder central, que lejos de reconocer vinieron 
negando esas facultades. Para precisar éstas, no hay 
más principio ni más regla que la práctica de las Dipu- 
taciones, la costumbre seguida en ellas y secundada 
por los Municipios, que lejos de ajustarse á las dispo- 
siciones del Poder central, pudo más en ellos el hábito 
y la sumisión al Poder paternal de la Diputación, que 
no la nueva autoridad del Grobernador, que sobre ellos 
trató constantemente de ejercerse. Lo vago, lo indeter- 
minado y desconocido para el Poder central ha sido ese 
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derecho consuetudinario que ha regulado y regula las 
atribuciones de las Diputaciones y sus relaciones con 
los Municipios vascongados en. todos los asuntos de 
indole administrativa. 

Ateniéndonos á la práctica de las Diputaciones, como 
medio único de interpretar y dar valor á las palabras 
«continuarán investidas de todas las atribuciones que 
venían ejerciendo en el orden administrativo», tenemos 
que. decir que la Real orden es improcedente, porque 
en Vizcaya no rige ni se aplica el art. 159 de la Ley 
Municipal; los Ayuntamientos han sabido guardar per- 
fectamente sus caudales sin necesidad de esa caja me- 
tálica, de tres llaves, que se preceptúa. Las obras mu- 
nicipales se han hecho y siguen haciéndose con la apro- 
bación de la Diputación y no la del Gobernador, con 
sujeción á las reglas establecidas por la primera y no 
á los preceptos de la Ley de obras públicas, que se 
aplica únicamente en lo que no contrarie aquéllas. 

Así es que, si dicha R. O., conformándose con el 
informe del Consejo de Estado, alzó la suspensión del 
Alcalde y siete Concejales de Sestao, fundada en que 
las Diputaciones son las llamadas á conocer de los pre- 
supuestos y cuentas municipales, mientras subsista el 
Concierto económico, y que el Gobernador no tiene 
atribuciones para inmiscuirse en materias económicas 
de estas Provincias, en cambio desestimó los otros dos 
extremos fundamentales de la protesta, desconociendo 
el carácter administrativo de las obras públicas y de la 
existencia de la Caja, por cuyo motivo su apreciación 
y corrección era: de la incumbencia de la Diputación, 
en vez de ser, como dicha R. O. supone, del Gober- 
nador. 


CAPÍTULO XVII 


Disposiciones posteriores al Concierto de 1894 


(Continuación: año de 1898). 


Disposiciones dadas á principio de dicho año.—Artículo 8,9 de la Ley 
de Presupuestos de 28 de Junio de 1898, sobre gastos de Guerra.— 
Real orden de 9 de Agosto, aceptando el donativo de las Provincias. 
—Real decreto de 7 de Agosto de 1898, sobre Juntas de Puertos, — 
Concierto del impuesto transitorio de luz eléctrica y de gas en Viz- 
caya.— Concierto con la Diputación de Guipúzcoa del mismo impues- 
to.—Nueva disposición del año 1899 sobre archiveros y bibliotecarios. 
—Concierto entre el Estado y la Diputación de Alava sobre el im- 
puesto transitorio de luz y gas. 


Disposiciones dadas á principio de dicho año 


Continuando el examen de las disposiciones emana. 
das del Poder central, es necesario citar el Real decre- 
to de 1. de Febrero de 1898 sobre organización del 
servicio de investigación, administración y venta de 
bienes y derechos del Estado, el cual preceptúa en el 
párrafo 2.* del artículo primero, que «en las Provincias 
vascongadas y en Navarra se encargará de dicho ser- 
vicio un empleado de la administración especial desig- 
nado por el administrador». 
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Asimismo, por el Ministerio de Hacienda se expidió 
otra Real orden en 22 de Enero, no publicada hasta el 8 
de Febrero 1898, evacuando la consulta elevada por el 
administrador especial de Hacienda de la Provincia de 
Navarra, en la que se dispone «que la dirección del 
procedimiento de apremio contra deudores del Estado, 
en las Provincias en que no existen agentes ejecutivos 
nombrados de Real orden, siga encomendada á la auto- 
ridad local, como delegada de la Administración, con- 
forme ordenaba el art. 9.” de la Instrucción de 20 de 
Mayo de 1884. 

En el mismo año se dictaron: 

1895.—La Sent, Tral. C. A. de 31 de Enero, resolvien- 
do se atenga á lo dispuesto en la R. O. de 4 de Marzo 
de 1881 para declarar la elegibilidad para cargos con- 
cejiles en las Provincias Vascongadas; la R. O. de 16 
de Febrero, fijando la situación de los mozos que tienen 
concedida la exención, según la Ley de 21 de Julio 
de 1876, y de los que la tienen pendiente de resolución; 
la R. O. de 21 de Abril, mandando que los mozos que 
alegaren y no justificaran la exención, ingresen en filas 
con arreglo á lo preceptuado en la precedente dispo- 
sición; la Sent. Tral. C. A. de 16 de Junio, revocando 
los acuerdos de la Diputación provincial de Guipúzcoa 
y Ayuntamiento de San Sebastián sobre creación de un 
impuesto á los billetes de espectáculos públicos, por 
considerar que deben atenerse á lo que establece la Ley 
municipal; la R. O. de 23 de Junio, invitando á las 
Diputaciones provinciales vascongadas á celebrar con- 
ferencias con el Gobierno para la exacción del impues- 
to sobre el alumbrado y recargos transitorio y de guerra. 

De mayor importancia, aunque de carácter económi- 
co, por su influencia en lo pactado en 1.* de Febrero 
de 1894, es la Ley de presupuestos y el Real decreto 
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y Real orden que la siguieron, para la exacción de los 
recargos creados por aquélla, 


Artículo 8.” 
de la Ley de Presupuestos de 28 de Junio de 1898 
sobre gastos de Guerra 


La Ley de presupuestos de 28 de Junio de 1898 pre- 
ceptuaba en el art. 8.” que «el Gobierno concertará con 
las Provincias vascongadas y Navarra, y en armonía 
con su respectiva situación legal, el pago del recargo 
del 20 por 100 establecido en el art. 6.7 y el impuesto 
que crea en el artículo anterior. El impuesto del arti- 
culo 7. á que alude es un impuesto de consumo, creado 
con carácter transitorio, sobre los petróleos y demás 
productos minerales destinados al alumbrado, y sobre 
el consumo de luz eléctrica y luz de gas, que se exigi- 
rá con arreglo á la tarifa que en el mismo se establece, 

La misma Ley en su artículo adicional, preceptuaba 
que «el Gobierno, de acuerdo con las Provincias vas- 
congadas y Navarra, y en armonía con su respectiva 
situación legal, fijará la cantidad con que estas provin- 
cias, análogamente á las demás, habrán de contribuir 
á los gastos de la guerra, como por la presente Ley se 
establece. Como se ve, la última Ley de presupuestos 
trataba de hacer obligatorios en estas Provincias los 
recargos que por virtud de ella habian sufrido los im- 
puestos concertados, contra lo expresadamente estipu- 
lado en el art. 11 del Concierto vigente, que decía: «Las 
cuotas señaladas serán inalterables hasta 1.” de Julio 
de 1906, y pasada esta fecha, podrán modificarse con 
sujeción á lo dispuesto en el art. 41 de la Ley de pre- 
supuestos vigente, oyendo, como en él se determina, á 
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las Diputaciones provinciales, salva lo establecido en 
los articulos 6.* y 10». 

Tan extraña disposición es inconcebible cómo se 
consignó y cómo pasó sin protesta de nuestros repre- 
sentantes en Cortes, tanto en el Senado como en el 
Congreso, al aprobarse la ley. 

Ella dió margen á que el 23 de Julio se publicasen 
un Real decreto y una Real orden desenvolviendo sus 
preceptos. 

Y finalmente, invitadas por el Gobierno las Diputa- 
ciones provinciales vascongadas, y la Diputación pro- 
vincial y foral de Navarra, para concertarse para el 
pago de los recargos transitorios y de guerra, del nue- 
vo impuesto sobre el alumbrado, acudieron á Madrid 
comisionados nombrados en representación de cada 
una de ellas, para celebrar conferencias con el Minis- 
tro de Hacienda, sobre el particular. 

En estas conferencias, las Provincias vascongadas 
expusieron que no podían acceder á las pretensiones 
del Ministro, por entender que no les eran aplicables 
por envolver aumento de las cuotas del concierto eco- 
nómico aprobado por Real decreto de 1." de Febrero 
de 1894, vigente hasta el 1. de Julio de 1906, y cuyas 
cifras eran hasta dicha fecha inalterables, conforme al 
artículo 11 del mismo Decreto. Navarra, á su vez, sn 
amparó á la Ley pactada de 16 de Agosto de 1841, 
que la ponía á salvo de nuevos impuestos y la impedía 
entrar en tratos y conciertos, 

Al propio tiempo que hacían constar su derecho los 
representantes vasco-navarros, y la libertad en que se 
hallaban para no contribuir al pago de lo que se les 
reclamaba, manifestaban su acendrado patriotismo, por 
el cual no querían sustraerse á las tristes circunstan- 
cias que atravesaba la patria, y deseando contribuir 
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en parte á su alivio, voluntaria y espontáneamente 
darían las Provincias vascongadas 700.000 pesetas, y 
500.000 Navarra. 

El 28 de Junio se sancionó el Real decreto declaran- 
do no tiene aplicación en las Provincias vascongadas y 
Navarra el Reglamento del impuesto sobre tarifas de 
viajeros, transportes terrestres y fletes marítimos, mien- 
tras no salgan de sus límites jurisdiccionales. 


Real orden de 9 de Agosto 
aceptando el donativo de las Provincias 


El Gobierno, en vista de esta actitud digna y le- 
vantada, reconoció el derecho invocado, y dictó en y 
de Agosto una Real orden aceptando el donativo de 
las Provincias vascongadas, y declarando vigente y 
con su fuerza legal de obligar el concierto económi- 
co por que actualmente se rigen, en todos y cada uno 
de sus preceptos, y señalando un plazo de dos meses 
para concertar el pago del nuevo impuesto sobre el 
alumbrado, después de reunir, al efecto, los datos ne- 
cesarios; y por otra Real orden de la misma fecha, se 
resolvía, que se acepta el ofrecimiento hecho por la 
Diputación de Navarra, dando por cumplidas en esta 
forma las disposiciones citadas de la Ley de prespues- 
tos. Así quedó zanjada la dificultad nacida del anóma- 
lo precepto de la Ley de presupuestos. 


Real decreto de 7 de Agosto de 1898 
sobre Juntas de Puertos 


El Real decreto de 7 de Agosto de 1898, dictado 
con carácter provisional para la organización y régi- 
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men de las Juntas de obras de puertos, vino á poner 
una vez más en práctica las medidas de centralización, 
con grave perjuicio de la actual organización de la 
Junta de Obras del Puerto de Bilbao, que puede pre- 
sentarse como modelo en su clase, y cuya gestión acer- 
tadísima vino á entorpecer la nueva disposición, no sin 
que originase la más respetuosa y justa protesta de la 
Cámara de Comercio de Bilbao, á fin de que quedase 
inalterable la organización que actualmente tenía. 

En el mismo mes de Agosto dictóse otra Real orden 
el día 17, autorizando á la Diputación foral de Guipúz- 
coa para establecer el giro mutuo entre la Caja de 
Ahorros de dicha provincia y las sucursales que tiene 
establecidas en la misma, porque el establecimiento 
del giro está permitido á todo el que quiera plantear- 
lo; pues si bien es un servicio que el Estado utiliza, 
no constituye un monopolio á su favor, y en tal con- 
cepto, á quien lo estableciese no habría que ponerle 
otra traba que el pago de la contribución como ban- 
quero, y que los documentos que extendiese fueran de- 
bidamente timbrados, requisitos que no hay que exigir 
á la Diputación guipuzcoana, que tiene concertadas y 
paga las contribuciones industrial y de sello y timbre, 
si bien la nueva autorización concedida habrá de te- 
nerse presente para el día que se reforme el actual 
concierto. 

En 19 de Noviembre se dictó la Orden de la Direc- 
ción de Aduanas disponiendo que los Administradores 
de las Aduanas de Guipúzcoa y Vizcaya se abstengan 
de cobrar, durante el año, los recargos transitorios y 
de guerra sobre el impuesto de viajeros y mercancías, 
cuando no salgan de los límites jurisdiccionales. 

Por Real decreto de 15 de Diciembre de 1898, se 
declaró subsistente la Real orden de 5 de Abril de 1897 
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y suprimido el párrafo 2.* del art. 3. del Reglamento 
provisional de 28 de Junio de 1898 para la administra- 
ción y cobranza del impuesto sobre las tarifas de via- 
jeros y transportes terrestres y fletes marítimos, esta- 
bleciendo, como consecuencia, los derechos correspon- 
dientes á los viajeros y mercancías que salgan de las 
Provincias vascongadas. 


Concierto sobre el impuesto transitorio de luz eléctrica 
y de gas en Vizcaya 


Nuevas disposiciones de Hacienda dieron lugar á la 
aplicación en Vizcaya de los nuevos impuestos sobre 
luz eléctrica y gas, que fueron concertados por Real 
creto de 1.” de Febrero de 1899, cuyo texto es asi: 

«Artículo 1.2 Se aprueba el Concierto para el pago 
del impuesto transitorio sobre el consumo de luz eléc- 
trica y luz de gas, celebrado entre los Representantes 
de la Diputación provincial de Vizcaya y el Director 
general de contribuciones indirectas, comisionado al 
efecto por Real orden del dia 10 de Enero próximo 
pasado. 

»Art. 2.2 En virtud del referido Concierto, la Dipu- 
tación provincial de Vizcaya satisfará anualmente por 
el concepto expresado la cantidad de 60.000 pesetas. 

»Art. 3.7 El precio de este Concierto será suscepti- 
ble de aumento ó disminución, si aumentare ó dismi- 
nuyere la producción del gas ó de la electricidad en 
más del 10 por 1oo de las cifras en que se ha estimado 
la producción actual. 

»Art. 4. Para los efectos del artículo anterior, se 
establece que las 23 fábricas de electricidad existentes 
producen en las máquinas 1.483.320 kilowatts-hora de 


as — 
energía eléctrica en un año; que el valor de la electri- 
cidad útil que se produce y consume en las dependen- 
dencias de la Junta de Obras del Puerto de Bilbao es el 
de 17.000 pesetas, y el de la electricidad de las fábri- 
cas que la destinan á uso propio exclusivamente es el 
de 60.000 pesetas; y que el gas que se produce, sin 
descontar pérdidas, y se destina por el Ayuntamiento 
de Bilbao para el alumbrado público, asciende á 568.158 
metros cúbicos, obteniéndose á un precio de coste de 
15 céntimos de peseta el metro cúbico. 

» Art. 5. La Diputación provincial de Vizcaya co- 
brará el impuesto objeto de este Concierto en la forma 
que estime más conveniente dentro de las prescripcio- 
nes legales, pudiendo exigir de los fabricantes las no- 
ticias y los datos necesarios para las comprobaciones 
que juzgue oportunas, con el fin de evitar cualquiera 
ocultación. 

»Art. 6.7 La duración de este Concierto será hasta 
la terminación del Concierto general económico esta- 
blecido por el Real decreto de 1.” de Febrero de 1894, 
Ó sea hasta el 30 de Junio de 1906.» 

»Art. 7 La Diputación provincial de Vizcaya en- 
tregará en la Administración especial de Hacienda el 
precio del Concierto, por cuartas partes, dentro del 
mes siguiente al vencimiento de cada trimestre; pero 
en el último trimestre de cada año económico el ingre- 
so de la cuarta parte que corresponda al mismo deberá 
hacerse antes del día 3o de Junio, y desde luego se 
verificará la entrega de los plazos ya vencidos del pre- 
sente año económico. Si la Diputación retrasase el 
cumplimiento de dichas obligaciones, quedará sujeta á 
los procedimientos establecidos ó que se establezcan 
para la cobranza de los débitos á la Hacienda pública.» 
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Concierto con la Diputación de Guipúzcoa 
del mismo impuesto 


Fué sancionado por Real decreto de y de Febrero 
de 1899. Este decreto es enteramente análogo al ante- 
rior en cuanto á las reglas que establece, sin otra va- 
riación que la de fijar como tipo del Concierto la canti- 
dad de 40,180 pesetas, y el art. 4.” cuyo tenor literal es 
el siguiente: 

«Para los efectos del artículo anterior se establece 
que las 33 fábricas de electricidad existentes obtienen 
una recaudación por el alumbrado de 286.562 pesetas 
25 céntimos, además de 24.552 pesetas, coste del alum- 
brado público y municipal, que producen las fábricas 
de los Ayuntamientos de Irún, Tolosa, Hernani, An- 
doain y Rentería; que las fábricas que producen la 
electricidad para uso propio exclusivamente, consumen 
en su alumbrado 40.000 kilowatts-hora anuales, y que 
la fábrica de gas de San Sebastián destina 361.588 me- 
tros cúbicos, cuyo coste es de 27.697 pesetas yo cénti- 
mos para el alumbrado público y de los edificios y esta- 
blecimientos municipales y de beneficencia, y 207.341 
metros cúbicos para el alumbrado particular, vendidos, 
sin el impuesto, en 50.383 pesetas 80 céntimos. 


Nueva disposición del año 1899 sobre archiveros 
y bibliotecarios 


No había terminado la larga serie de conflictos del 
año 1898, cuando al comenzar el año actual nuevas nu- 
bes vienen á empañar el horizonte de nuestra admi- 
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nistración, en otro tiempo tranquila y ejemplo de regu- 
laridad. 

Cuando todavía la cuestión de las Juntas de puertos 
estaba sobre la mesa, plantéase la de los archiveros y 
bibliotecarios, á consecuencia de la Real orden de 25 
de Febrero de 1899, que considera dichos cargos nece- 
sarios en las Diputaciones y Ayuntamientos, en cuyos 
presupuestos próximos habrán de figurar las cantida- 
des necesarias para el sostenimiento de estos nuevos 
empleados, para cuyo desempeño habrán de ser desig- 
nados los individuos pertenecientes al Cuerpo de Ar- 
chiveros y Bibliotecarios. 

Las Provincias vascongadas, que siempre se distin- 
guieron por su espiritu previsor y su celo administra- 
tivo, no podian, racionalmente pensando, haber dejado 
abandonado el servicio importante de los archivos y 
bibliotecas. Asi fué, en efecto. Desde antiguos tiempos 
(desde que nació la amplia organización administrativa, 
estudiada (1) durante la segunda edad) las leyes y cos- 
tumbres forales atendían con celo singular á la conser- 
vación de los documentos referentes á este pais, exis- 
tiendo en cada una de las provincias su bibliotecario ó 
archivero, así como en los municipios se guardaba por 
sus secretarios, los antiguos escribanos públicos, los 
documentos concernientes á la vida oficial del Munici- 
pio y á la particular de sus asociados. 

Por modernisimas disposiciones emanadas de las ac- 
tuales Diputaciones provinciales, sucesoras dignas de 
las antiguas Juntas del país, se ha regulado con acierto 
lo concerniente á los archivos provinciales y municipa- 
les, pudiendo presentarse como modelos los del territo- 
rio vascongado. Si el Ministro de Fomento, autor de 


(1) La Autonomía Vascongada (obra 'inédita). 
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ese Decreto, hubiera recorrido nuestras provincias y 
hubiera examinado el orden y estado de nuestros ar- 
chivos, desde el más humilde del municipio hasta el 
más elevado de las capitales, hubiera advertido el pro- 
greso indudable que en ellos reina y la impertinencia 
de su Real orden que, aparte de gravar con un emplea- 
do más la esquilmada hacienda provincial y municipal, 
viene á imponer en este país, por tradición antigua au- 
tónomo, una clase dada de empleados, privándole de la 
libertad que siempre ha ejercido y que es natural en 
una administración autónoma, de designar ella misma 
los empleados que han de desempeñarla, con facultad 
omnimoda para removerlos. 

No quiere esto decir que seamos enemigos, ni tenga- 
mos que lanzar censura alguna al Cuerpo de Archiveros 
y Bibliotecarios, al que con preferencia se trata de fa- 
vorecer; lejos de eso, reconocemos de buen grado sus 
señalados servicios en el resto de España; mas en estas 
provincias la experiencia ha demostrado antes, y de- 
muestra hoy, que no son de necesidad, y que su implan- 
tación representaría, no un adelanto, sino un entorpeci- 
miento más que se opondría á la administración de ellas. 

Por estas razones, apenas conocido dicho Decreto, se 
reunieron las Diputaciones y acordaron protestar. Grui- 
púzcoa, que por propia iniciativa está reorganizando 
sus archivos municipales y se halla próxima á coronar 
obra tan meritoria, ha sido la primera en elevar una 
respetuosa protesta que no tardará en ser secundada 
por sus hermanas, que cuentan, como aquélla, con un 
cronista tan distinguido como D. Carmelo Echegaray, 
que entre sus nobles y generosos sacrificios se ha im- 
puesto la tarea de reorganizar los archivos. 

Afortunadamente, la protesta ha sido atendida por el 
nuevo (Grabinete, presidido por el Sr. Silvela, dictándose 


— 276 — 
una Real orden para dejar sin efecto, con respecto á 
este País, las de 10 de Mayo y 25 de Febrero último, 
asi como también se anuncia otra reconociendo la auto- 
nomia de la Junta de Obras del Puerto de Bilbao y su 
anterior organización. 


Concierto entre el Estado y la Diputación de Alava 
sobre el impuesto transitorio de luz y gas 


Fué aprobado por Real Decreto de 12 de Mayo 
de 1899. También este decreto es enteramente análogo 
al relativo al Concierto con Vizcaya en cuanto á las re- 
glas que establece, sin otra variación que la de fijar 
como tipo del Concierto la cantidad de 5.000 pesetas, y 
el art. 4.” cuyo tenor literal es el que sigue: 

«Para los efectos del articulo anterior, se establece 
que las diez fábricas de electricidad existentes, más las 
instaladas en algunos establecimientos balnearios y en 
fábricas de harinas para su uso propio exclusivamente, 
producen 120.000 kilowatts-hora anuales con destino al 
alumbrado, y que actualmente no se produce en la pro- 
vincia gas para el alumbrado.» 


CAPÍTULO XIX 


Disposiciones posteriores al Concierto de 1894 


(Continuación) 


Objeto del Real decreto de 24 de Abril de 1899 sobre la codificación de 
derecho foral de Vizcaya.—Acuerdo de la sesión de la Diputación del 
Vizcaya de 5 de Mayo del mismoaño.—Conferencias de Pamplona so- 
bre instrucción primaria y nombramiento de maestros. —Real decreto 
de 3o de Mayo de 1899 sobre bases para aplicar las leyes desamorti- 
zadoras en Navarra. —Real decreto de 27 de Septiembre de 1899 
sobre competencia.—Real orden de 3 de Agosto de 1899: situa- 
ción de los mozos exceptuados como hijos de voluntarios. —Síntesis 
de algunas disposiciones de 1goo: Reales Órdenes de 9, 16 y 25 de 
Octubre de 1goo sobre fábricas de Múido eléctrico, impuesto del azú- 
car y pago de atenciones de primera enseñanza. 


Objeto del Real decreto de 24 de Abril de 1899 
sobre la codificación del derecho foral de Vizcaya 


En este capitulo hemos de compendiar las demás 
disposiciones de los años 1899 y 1900 de menor impor- 
tancia, dejando para los tres siguientes el examen de- 
tallado de las conferencias previas del último Concier- 
to y el contenido de éste. 
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La reforma llevada á cabo en la Comisión general de 
Codificación, por R. D. de 17 de Abril de 1899, para. 
acomodarla á los nuevos trabajos que era preciso rea- 
lizar por aproximarse el día en que expira el término 
de diez años fijado para formular y elevar al Gobierno: 
la reforma que convenga introducir en el Código civil, 
así como para la formación de los apéndices al mismo 
que contengan las diversas legislaciones forales, y á 
fin de dar cumplimiento á lo prescrito en el art. 5.* del 
citado R. D., con el objeto de formar los proyectos de 
Ley en que se contengan las instituciones forales que 
conviene conservar en cada una de las provincias ó te- 
rritorios donde hoy existan, motivó la publicación del 
R. D. de 24 de Abril del propio año. En esta Real dis- 
posición se determinaba la constitución de las Comisio- 
nes forales y se les señalaba la misión de preparar los 
proyectos de Ley regulando las instituciones forales 
que en los respectivos países conviene conservar. 

Como Vizcaya es uno de los territorios forales, se 
ordenaba que la Comisión correspondiente había de 
componerse de cinco Vocales: tres designados por su 
Diputación provincial, uno por el Colegio de Abogados 
de la capital de la provincia y en su representación por 
su Junta de Gobierno, y otro por los Notarios de la 
misma, nombrado por el Colegio Notarial de Burgos. 
Esta Comisión había de ser presidida por el Vocal co- 
rrespondiente de la sección primera de la Comisión 
general de codificación, y cuando por incompatibilidad 
ú otra causa no pudiese hacerlo el que le corresponda, 
el Gobierno nombrará un Letrado que le sustituya en 
dicha presidencia. 

Esta Comisión, cuyos miembros tenían que ser todos 
Letrados, había de reunirse en Bilbao el día 15 de Mayo 
de 1899, y presentaria sus trabajos al Grobierno dentro 


del plazo de seis meses, contados desde la fecha de 
su constitución, á los efectos prevenidos en los artícu- 
los 6.” y 7. de la Ley de Bases de 11 de Mayo de 1888. 


Acuerdo de la sesión de la Diputación de Vizcaya 
de 5 de Mayo del mismo año 


En la sesión de la Diputación de Vizcaya del día s 
de Mayo de 1899 fueron leídos el Real decreto de 24 
de Abril último y la Real orden del 26 del propio mes, 
referentes á la organización de la Comisión especial en- 
cargada de redactar el proyecto de Ley en que se 
contengan las instituciones forales de Vizcaya que 
convengan conservar, y por el Sr, Presidente se ma- 
nifestó que procedía nombrar los letrados que en 
dicha Comisión había de representar á la Excma. Di- 
putación. 

Con tal motivo promovióse una discusión iniciada 
por el diputado Sr. Galarza, sobre si procedía, como 
este proponia, «que se gestionase del Ministro de Gra- 
cia y Justicia, que sea la Diputación provincial la que 
informe, en lugar de la Comisión especial á que se re- 
fiere ese Real decreto», porque ella es la que hoy re- 
presenta los organismos forales que han desaparecido. 
Terciaron en el debate los Sres. Arana y Cruceño; el 
primero se opuso á lo propuesto por el Sr. Galarza, 
porque hoy noes la Diputación quien tiene facultad 
para modificar nuestras leyes civiles, sino los Cuerpos 
colegisladores de España, y además que tenemos que 
acatar lo que el Grobierno mande, y, por lo tanto, ha- 
biendo éste resuelto que sea una Comisión especial, la 
Diputación no puede proponer la reforma. El segundo 
se Opuso, igualmente, sosteniendo que solamente se 
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trataba de las instituciones civiles que conviene con- 
servar y de las modificaciones que se imponen, sin que 
la Comisión pueda extender su informe á las demás 
instituciones forales, y que para el objetivo que tenía 
que cumplir, lo mismo servía la Comision que la Dipu- 
tación provincial. Insistió el Sr. Galarza en que era 
mejor que informase la Diputación, que representaba 
al País, que no una comisión especial, asesorándose 
previamente de las personas más conocedoras del De- 
recho civil foral. 

El Sr. Arana habló de nuevo para manifestar que le 
era indiferente que informase la Diputación en vez de 
la Comisión, pero que eso no se conseguiría, y por lo 
tanto lo único que se deseaba era que la Comisión ó la 
Diputación informante extienda su dictamen á los ór- 
denes judicial, administrativo, económico, etc., etc,, para 
lo cual, además de oir á la Diputación en pleno, debe 
consultar á todos los Abogados y Notarios que hayan 
hecho estudios especiales de estas materias, admitien- 
do asimismo los proyectos $ proposiciones que en for- 
ma aceptable se le presenten por cualquier hijo de 
Vizcaya, y publicando, por último, no sólo los acuer- 
dos y las actas de las sesiones que celebren, sino los 
trabajos que lo merezcan, para que la opinión se ilus- 
tre y el Gobierno se informe con las mayores garan- 
tías de acierto. 

A todo lo cual se opuso el referido Sr. Cruceño, fun- 
dándose en que el R. D, en que se pide el nombra- 
miento de esa Comisión, alude solamente al derecho 
civil que se proyecta codificar, y la Comisión que se 
nombre á eso debe ceñir su informe, al derecho priva- 
do, porque si otro fuese su carácter y hubiera de ex- 
tenderse al derecho politico ó al administrativo, no 
ésta, sino la Diputación únicamente era la llamada á 
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reorganizar la provincia y á resucitar las antiguas ins- 
tituciones, tratando directamente con el Gobierno, sin 
intervención de ninguna Comisión extraña. 

Puesta á votación la proposición del Sr. Galarza, fué 
desechada por diez votos contra dos. Á continuación 
discutióse la proposición del Sr. Arana sobre si la Co- 
misión que se nombre deberá oir á la Diputación, con- 
sultar á los Abogados y Notarios y admitir proposicio- 
nes de la personas conocedoras de las instituciones fo- 
rales, y también fué desechada por nueve votos contra 
tres, por considerarla irrealizable en el corto plazo de 
seis meses, que no permitirán el examen de los pro- 
yectos, y sería vejatoria para la misma Comisión nom- 
brada, ála cual convenía dejar en completa libertad para 
consultar á aquellas personalidades que considere más 
conocedoras de nuestras instituciones civiles. Terminó 
la discusión nombrando por aclamación para formar 
parte de la Comisión codificadora de Vizcaya, á los 
Letrados y diputados provinciales Sres. (zalarza, Bo- 
livar y Veriztajn. El Colegio de Abogados, en cumpli- 
miento del R. D. mencionado, nombró por represen- 
tante al Letrado D. Carlos de la Plaza y Salazar; en 
representación de los Notarios fué designado por el de- 
cano de Burgos, D. Francisco Quintana; como miem- 
bro correspondiente de la Comisión de Códigos, don 
Manuel de Lecanda fué quien presidió á los Comisio- 
nados, y por sus dolencias concurrió á la primera se- 
sión solamente, habiendo fallecido antes de terminar 
los trabajos. Posteriormente, por una R. O. fué desig- 
nada una Comisión especial complementaria de la pro- 
vinca de Alava, compuesta de D. Tomás Salazar, don 
Heliodoro Ramirez Arellano y D. Francisco Ayala, 
para formar el apéndice del Fuero de Vizcaya, vigente 
en los territorios de Alava. 
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Conferencias de Pamplona sobre instrucción primaria 
y nombramiento de maestros 


A fin de recabar del Poder central en favor de las 
Diputaciones vasco-navarras amplias facultades sobre 
instrucción primaria y nombramiento de Profesores 
para las Escuelas municipales, las Diputaciones vas- 
congadas, de acuerdo con las de Navarra, decidieron 
celebrar conferencias en Pamplona, en las que se tra- 
tase de este asunto. Para representar á la Diputación 
de Vizcaya, fueron nombrados Comisionados dos dipu- 
tados á quienes en la sesión del dia 14 de Junio de 
1899, se acordó conceder una amplia autorización para 
intervenir en dichas conferencias y resolver cuantas 
cuestiones se suscitaran y trámites fuera preciso llenar, 
de acuerdo con lo que opinaran los representantes de 
las provincias hermanas. 

Celebráronse las conferencias en Pamplona y en ellas 
se trató de los dos medios más apropiados para la con- 
secución del fin que habia congregado á la representa- 
ción de las Diputaciones. 

Uno de ellos era recabar del gobierno para los mu- 
nicipios la libertad absoluta de nombrar sus maestros, 
derogando las actuales leyes de instrucción en las 
provincias y conceder á las Diputaciones más amplias 
facultades para que pudieran regular y establecer una 
legislación especial relativa al Magisterio vascongado. 
Era el otro, atenerse á la legislación vigente y buscar 
dentro de ella una fórmula para que los Ayuntamientos 
pudieran nombrar maestros del pais, sin necesidad de 
que las escuelas estuvieran servidas por maestros de 
fuera del territorio vascongado, los cuales, por no po- 
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seer el vascuence y por el desconocimiento de las cos- 
tumbres vascas no estaban en condiciones de llenar 
cumplidamente su cometido. 

Los comisionados optaron por este último medio, 
tomando por base de la solicitud colectiva que redac- 
taron un Real Decreto, publicado por el Sr. Gamazo 
siendo Ministro de Fomento, sobre provisión de plazas 
de maestros de instrucción primaria, solicitando se 
introdujeran algunas variantes en el mismo, que sirvie- 
sen de garantía de que los maestros fuesen hijos del 
pais vascongado y sabrían hablar vascuence en los 
pueblos donde se necesitase, prescindiendo de este 
requisito donde no fuera necesario. Se pedía también 
la creación de un nuevo distrito Universitario en Pam- 
plona que comprendiese las cuatro provincias herma- 
nas, apoyándose en que el R. D. mencionado imponía 
á los distritos universitarios la obligación de crear una 
escuela normal de Maestros y otra de Maestras en 
cuyos establecimientos habian de celebrarse exámenes 
de reválida que habilitaran para el desempeño de es- 
cuelas dotadas con sueldo superior á 825 pesetas; y 
que en el caso de que no cumpliesen con dicha obliga- 
ción, dejaba amplia facultad á cualquiera de las capita- 
les del distrito, para que, satisfaciendo todos los gastos, 
organizara y sostuviera los indicados establecimientos. 

Como Zaragoza no había creado dichas escuelas, 
Pamplona se había adelantado á erigirlas, y, por las 
razones de origen y hermandad de las otras tres pro- 
vincias hermanas, se solicitaba la incorporación de las 
mismas al distrito independiente y su segregación del 
de Valladolid. 

Se solicitó también por los representantes la liber- 
tad de los Ayuntamientos para nombrar para sus escue- 
las maestros y maestras según lo estimen oportuno; la 
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modificación del art. 53 del R.. D, mencionado en el sen- 
tido de que se limite el número de los aprobados, 
pudiendo obtener la reválida cuantos se presenten en 
la Escuela Normal de Pamplona, siempre que lo me- 
rezcan á juicio de los examinadores; la facultad de los 
Ayuntamientos para elegir maestros para sus escuelas 
entre los que figuren en las listas, sin sujetarse al or- 
den en que aparezcan los aprobados, con lo cual se lo- 
graría que los Ayuntamientos prefiriesen á los vascon- 
gados ó á los que sepan vascuence, cuando entiendan 
que deben reunir este requisito. Y, finalmente, se acor- 
dó que en caso de obtener una resolución favorable, 
todas las demás provincias ayudarían á la de Navarra 
con una subvención para el sostenimiento de las Es- 
cuelas Normales. 

De las referidas conferencias dióse cuenta á la Dipu- 
tación vizcaina en sesión de 26 de Junio, mereciendo 
un voto unánime de aprobación y de gracias la gestión 
de los Comisionados. 


Real decreto de 30 de Mayo de 1899 sobre hases para 
aplicar las Leyes desamortizadoras en Navarra 


En 3o de Mayo de 1899 publicóse un Real decre- 
to, aprobando las bases concertadas con la Diputa- 
ción de Navarra para la aplicación en dicho territorio 
foral de las Leyes desamortizadoras. En 3 de Agosto 
del mismo año publicóse una R. O., determinando la si- 
tuación que corresponde á los mozos exceptuados como 
hijos de voluntarios vascongados, declarando: 1.” Que 
los que justifiquen su excepción queden totalmente ex- 
ceptuados del servicio militar, debiendo entregárseles 
por la Comisión mixta respectiva la certificación á que 
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se refiere el segundo apartado del núm. 3 del art. 80 de 
la Ley reformada en 21 de Octubre de 1896, 2.” Que los 
mozos que han de suplir á los exceptuados (art, 2.”, Ley 
de 18 Agosto de 1878) quedarian como reclutas en de- 
pósito, sin goce de haber alguno, á fin de que, extin- 
guidos los excedentes de cupo correspondientes de su 
reemplazo, puedan ser llamados á las filas por el Mi- 
nisterio de la Guerra en caso necesario (art. 9.%, Ley de 
1896 citada). 3.” Que los reclutas exceptuados total- 
mente por la conclusión 1.2 sean admitidos á los pue- 
blos, á cuenta de su cupo respectivo, si les tocase la 
suerte de soldados: y si por el crecido número de di- 
chas exenciones no quedara número suficiente de re- 
clutas en cada una de las tres provincias vascongadas, 
para cubrir el contingente que en el repartimiento ge- 
neral les hubiera correspondido, pierda el Ejército di- 
chos soldados, cualquiera que sea su número, sin que 
pueda acudirse, en ningún caso, para completar estos 
cupos, al contingente de las demás provincias del reino. 

También se dictó el 5 de Agosto una Real orden de- 
negando el beneficio de la exención del servicio mili- 
tar á uno que sirvió de voluntario en la contraguerrilla 
de Miranda de Ebro, por no pertenecer ésta á las Pro- 
vincias Vascongadas. 

El Real decreto sentencia de 27 de Septiembre de 
1899, resolvió que la cuestión promovida para cumpli- 
miento de una transacción efectuada, á fin de zanjar 
cuestiones relativas á un decomiso de carnes sujetas al 
pago de derechos, en virtud de arbitrio municipal plan- 
teado en la anteiglesia de Abadiano, de la provincia 
de Vizcaya, no puede someterse á juicio civil ante los 
Tribunales, ora por constituir una incidencia de la 
exacción atribuida al conocimiento de las Autoridades 
administrativas, ora porque en Vizcaya corresponde 
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conocer de lo relativo á la recaudación de los arbitrios 
á los Alcaldes, en primera instancia, y á las Comisiones 
provinciales, en apelación, 


Sintesis de algunas disposiciones de 1900 


De gran importancia y trascendencia para el país vas- 
co fueron algunas disposiciones dictadas por el Poder 
central en el año 1900, extendiendo algunos tributos, 
reglamentando otros y determinando especiales excep- 
ciones. Bastará enunciar el objeto de ellas. 

La R. O. de 10 de Marzo, accediendo á la instancia 
de las Diputaciones provinciales de Guipúzcoa y Viz- 
caya, y consignatarios de buques de San Sebastián, de 
que no se exija por las Aduanas el recargo de 20 por 100 
sobre el impuesto de transportes marítimos de viajeros 
y mercancías; la Ley de 26 de Marzo, disponiendo que 
los documentos exentos del impuesto del Timbre en las 
Provincias Vascongadas y Navarra, lo satisfarán cuan- 
do surtan sus efectos fuera de ellas; el R. D, de 27 de 
Marzo, fijando reglas análogas al R. D. de 15 de Sep- 
tiembre de 1892. 

La Ley de 27 de Marzo de 1900 sobre Registro fis- 
cal, catastro y cartillas evaluatorias, establece en su ar- 
tículo 1.* que «en todas las capitales de provincia; ex- 
cepto en las Vascongadas y Navarra, se establecerá el 
Registro fiscal de la Propiedad, que tendrá á su cargo 
la inscripción de las fincas rústicas, edificios, solares y 
ganados existentes en cada término municipal, y la 
conservación y modificación del catastro de cultivos. 

El Registro se fundará en los trabajos topográficos 
y agronómicos y en las declaraciones juradas que pre- 
sentarán los propietarios, á las que podrán acompañar 
planos los que asi lo deseen. 
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Dicta dicha Ley minuciosas disposiciones sobre la 
manera de formar el catastro por masas de cultivo y 
clases de terrenos y sobre cartillas evaluatorias de la 
riqueza rústica y pecuaria, derogando la Ley de 24 de 
Agosto de 1896. 

Nuevos preceptos de disposiciones especiales ó de 
leyes generales trataron de armonizar el sistema tribu- 
tario de derecho común, radicalmente reformado en 
este año, con el vigente ó aplicable en los territorios 
aforados. Prueba de ello son: 

El R. D. de 3o de Marzo, relativo al impuesto sobre 
las utilidades en las Provincias Vascongadas y Nava- 
rra; la Ley de 2 de Abril, relativa al impuesto de De- 
rechos reales y transmisión de bienes y su aplicación en 
las Provincias Vascongadas y Navarra; el R. D. de 10 
de Abril, sobre aplicación del Reglamento del impues- 
to de Derechos reales y transmisión de bienes en las 
Provincias Vascongadas y Navarra; la R. O. de 16 de 
Mayo, reconociendo no es aplicable en las Provincias 
Vascongadas la Ley general que dispone quede á favor 
del Estado el 20 por 100 de las enajenaciones de los 
bienes de propios de los Ayuntamientos; la R. O. de 28 
de Mayo, declarando que los valores representativos 
de empréstitos emitidos por la Diputación de Vizcaya 
y Ayuntamientos, están sujetos al impuesto de nego- 
ciación fijado por la Ley del Timbre; la R. O. de 2 de 
Julio, invitando á las Diputaciones provinciales vas- 
congadas á celebrar conferencias con el (robierno 
para tratar de los impuestos sobre transportes de 
viajeros y mercancias, y los recargos de décimas 
sobre varios impuestos; la R. O. de s5 de Julio, dan- 
do audiencia á las Diputaciones provinciales vascon- 
gadas respecto del establecimiento de varios impues- 
tos; la R. O. de 31 de Julio, relativa al destino de 


— 288 -—- 

los sustitutos de la zona de Pamplona; la R. O. de 31 
de Julio, declarándose el Gobierno incompetente para 
conocer en una reclamación formulada contra acuerdo 
de la Comisión provincial de Guipúzcoa, que dedujo 
cierta responsabilidad contra el ex-Depositario de fon- 
dos del Municipio de Hernani, al censurar la gestión 
del recurrente. 


Reales órdenes de 9, 16 y 25 de Octubre de 1900 sobre 
fábricas de flúido eléctrico, impuesto del azúcar y pago 
de atenciones de primera enseñanza. 


Por R. D. de yg de Octubre de 1900 sobre fábricas 
de electricidad en territorio exento, cuando transmitie- 
ren el flúido á otras provincias del Reino, el Ministerio 
de Hacienda resolvió que procede dejar sin efecto 
la R. O. de 1.* de Junio de 1897 y también la nota que 
se adicionó al epigrafe 178 de la tarifa 3.*, en cumpli- 
miento de dicha Real orden, estimando asi la solicitud 
deducida por la Diputación foral y provincial de Na- 
varra en su instancia de 17 de Febrero de 1899. 

La adición acordada por dicha R. O. de 1.? de Junio 
del 97 á las tarifas de 1896, ha pasado á ser nota ter- 
cera del epígrafe 178 de las aprobadas por R. D. de 2 
de Agosto del referido año de 1900, cuya nota queda 
anulada por virtud de la R. O. de yg de Octubre de 1900, 
de que tratamos. 

Por R. D. de 16 de Octubre de 1900 se estableció el 
impuesto sobre el azúcar en la provincia de Navarra, 
que se produzca y consuma en la misma, reconociendo 
á la Diputación foral facultad para cobrar dicho im- 
puesto sobre el azúcar que se consuma en la provincia. 
Se fijó en 400.000 pesetas el impuesto calculado al con- 
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sumo probable de los habitantes de la provincia, cuya 
cantidad la Diputación navarra percibiría directamen- 
te de los fabricantes, cobrando en metálico ó en paga- 
rés a go días á medida que se extraiga el azúcar de las 
fábricas, pudiendo establecer en ellas la intervención 
que estime conveniente. Una vez que la Diputación 
perciba la cantidad de ¿00.000 pesetas, la Hacienda 
percibirá en la misma forma el impuesto sobre el resto 
del azúcar que se produzca. 

Por Real decreto de 25 de Ocubre de 1900, expedi- 
do por la Presidencia del Consejo de Ministros, se auto- 
riza á los Ayuntamientos de las Provincias vasconga- 
das y Navarra, para satisfacer directamente á los Maes- 
tros de las Escuelas públicas municipales las obliga- 
ciones de personal y material, en consonancia con lo 
dispuesto en el art. 3." del R. D de 21 de Julio último, 
y á las Diputaciones de las mismas para que acuerden 
los medios de garantizar el total pago de dichas aten- 
ciones. 

Las existencias que puedan resultar en las Cajas es- 
peciales de primera enseñanza de las Provincias vas- 
congadas, creadas por el Real decreto de 15 de Junio 
de 1882, por consecuencia de la liquidación que se 
practica en virtud de la supresión de las mismas, dis- 
puesta por el art. 8. del de 21 de Julio último, ingre- 
sarán en las de las Diputaciones provinciales, con las 
formalidades debidas. 

La Diputación de Vizcaya, amparándose en esta dis- 
posición de excepción, y vistos los inconvenientes que 
el nuevo sistema de pagar á los Maestros ocasionaba 
á los Ayuntamientos y á la misma Diputación, acordó 
las reglas que deben observarse para en lo sucesivo. 
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CAPÍTULO XX 


Reforma del Concierto económico de 1894 en 1900.——Conferencias para 
realizarla: Conferencias de las Diputaciones vascas entre sí. — Confe- 
rencia previa de las Comisiones de las mismas con el Ministro de 
Hacienda.—Conferencias con la Comisión delegada del Gobierno.— 
Puntos capitales sobre que versaron éstas.—Impuesto de trans- 
portes. 


Reforma del Concierto económico de 1894 en 1900 


El Concierto económico de 1894, que regula las re- 
laciones de las Provincias vascongadas y la Hacienda, 
fué reformado en el año 1900 para el planteamiento del 
magnifico plan de la Hacienda española del Ministro 
Sr. Villaverde, desenvuelto por las sabias leyes de 
fines de Marzo y primeros de Abril de dicho año. 

Tan profunda y radical fué la transformación intro- 
ducida por el eminente hacendista Excmo. Sr. Mar- 
qués de Pozo-Rubio, que los nuevos impuestos crea- 
dos y otros que sustancialmente habia modificado, re- 
clamaban una adaptación del concierto vigente á los 
nuevos impuestos. 

Para ello publicáronse por el Ministro de Hacienda 
dos Reales órdenes: la una de fecha 2 de Julio de 1900, 
invitando á las Excmas. Diputaciones vascongadas 
para que, representadas en la forma que tuviesen por 
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conveniente, se sirvieran concurrir á las reuniones que 
habían de celebrarse en el indicado Ministerio, á par- 
tir desde el día 25 del indicado mes, con el indicado fin 
de adaptar á las nuevas disposicisnes rentísticas el 
concierto económico vigente, regulador de las relacio- 
nes de nuestras provincias con la Hacienda. Por la 
otra Real órden, del 5 del propio mes de Julio, mani- 
festaba el Sr. Ministro de Hacienda que, en el plazo 
de 13 días, se sirvieran evacuar las Diputaciones la 
audiencia que para la implantación de los nuevos im- 
puestos que se indican en la relación adjunta á la Real 
orden exige el art. 10 del Real decreto de 1.* de Fe- 
brero de 1894. 

Dada la importancia que entrañaban ambas Reales 
órdenes, en las que se mencionaban como nuevos im- 
puestos algunos ya concertados y se fijaba un plazo 
para evacuar la audiencia previa á la implantación de 
los mismos, juzgaron conveniente las Diputaciones vas- 
congadas solicitar una prórroga en el plazo para la ce- 
lebración de las conferencias en Madrid y tener antes 
conferencias entre la representación de las mismas. 

Asi ocurrió: en 24 de Julio dictáronse nuevas Reales 
órdenes, prorrogando los plazos de las conferencias 
hasta el 209 de Septiembre de 1906. 


Conferencias para realizarla: 
Conferencias de las Diputaciones vascas entre si 


Entretanto, las Diputaciones celebraron conferencias 
en San Sebastián los días 13, 14 y 15 de Julio para de- 
terminar la línea de conducta que habian de seguir en 
Madrid y examinar con detención los puntos que en 
las mencionadas Reales órdenes de 2 y 5 de Julio se 
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comprenden, y, en dichas conferencias, se adoptaron, 
con unánime aprobación de todos, los acuerdos para 
las entrevistas ulteriores ante la representación del 
Gobierno. 


Conferencia previa de las Comisiones de las mismas 
con el Ministro de Hacienda 


Transcurrido el tiempo, las tres Diputaciones envia- 
ron las respectivas Comisiones á Madrid para celebrar 
las antedichas conferencias, la mañana del 29 de 
Septiembre llegaron los Comisionados á Madrid; y des- 
pués de haber conversado entre sí, respecto del objeto 
de:su viaje, previo atento aviso y en cumplimiento de 
las Reales órdenes de convocatoria, acudieron el mis- 
mo día por la tarde al despacho del Sr. Ministro de Ha- 
cienda, que los recibió con todo género de atenciones, 
manifestándoles que, como era costumbre, habian de 
tratar los asuntos á que se refería la convocatoria con 
una representación del Crobierno, designada de Real 
orden, y que tanto él como los demás miembros del 
Gobierno, deseaban consagrar el más profundo y es- 
crupuloso respeto al Concierto consignado en el Real 
decreto de 1.” de Febrero de 1894, y no causar perjui- 
cio ninguno á los derechos que corresponden á las Pro- 
vincias vascongadas, con arreglo á su legislación es- 
pecial. Los señores Comisionados dieron entonces sin- 
ceras gracias al Sr. Ministro por la benevolencia con 
que los había recibido y principalmente por la protesta 
que acababa de hacer de su profundo respeto al Con- 
cierto vigente, y le manifestaron que estaban á su 
disposición para celebrar las conferencias á que habían 
sido invitados, suplicándole que la primera fuera cele- 
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rada con el mismo Sr. Ministro, para tratar con él 
algunos puntos que debieran resolver como prelimina- 
res á las indicadas conferencias, y, habiendo accedido 
á esta petición el Sr. Ministro, manifestó que no tenia 
inconveniente en que asi se hiciera. 

Al siguiente día tuvo lugar esta reunión con el ex- 
presado Ministro y en ella se trató principalmente de 
dos puntos; el primero, del referente á algunos impues- 
tos que se indicaban como nuevos en la Real orden de 
2 de Julio, cuando no eran más que otros antiguos mo- 
dificados, con lo cual entendían los Comisionados que 
se vulneraba uno de los extremos esenciales del Con- 
cierto, cual era la inalterabilidad de las cuotas concer- 
tadas hasta el año 1906 consagrada en el art. 11 del 
Concierto en vigor, sobre la cual no podían transigir 
ni admitir discusión. El Sr. Ministro, ante esta levanta- 
da actitud, reconoció la razón que asistía para mantener 
ese criterio, hizo nuevas protestas del más escrupuloso 
respeto á lo prevenido y suplicó á los representantes 
vascongados que trataran todos esos puntos con la re- 
presentación del Grobierno, para aclarar si, como éste 
creía, en las leyes á que la indicada Real orden alude 
se establecen impuestos nuevos, ó no, como creian las 
Diputaciones. 

El segundo punto tratado fué el referente á la forma 
en que las Diputaciones vascongadas debían evacuar 
la audiencia que para los nuevos impuestos establece 
el art. 10 del Real decreto citado de 1.” de Febrero de 
1894, pues en la Real orden de 5 de Julio parece que 
se pide un mero informe que había de evacuarse en el 
plazo de quince días, para dar por cumplida dicha dis- 
posición, mientras que las Diputaciones entiendan que 
según el referido art. 10 y la práctica constante, la 
audiencia ha de ser verbal para discutir en conferencias 
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si los impuestos que la Hacienda considera nuevos lo 
son en efecto, y en este caso, si procede exigirlos en 
las provincias, mediante Concierto. 

El Sr. Ministro reconoció que, en efecto, lo legal era - 
lo que los Comisionados indicaban, y por esta razón las 
conferencias que iban á celebrarse con los señores De- 
legados del Gobierno, no se limitarían tan sólo á los 
extremos que comprende la Real orden de 2 de Julio, 
sino que se extenderían también á los que alude la de 
5 de dicho mes. 


Conferencias con la Comisión delegada del Gobierno 


Hechas estas aclaraciones en la entrevista previa con 
el Ministerio de Hacienda, en los días sucesivos dieron 
principio las conferencias con la Comisión oficial 
gubernativa nombrada por Real orden de 1.” de Octu- 
bre, compuesta del Subsecretario del Ministerio de Ha- 
cienda D. Francisco Aparicio, D. A. Gonzalez de la Pe- 
ña, Director general de Contribuciones y D. Federico 
Arriaga, Director general de lo Contencioso. El prime- 
ro en concepto de Presidente, y los otrós dos de Voca- 
les, habiendo nombrado también para que actuara como 
Secretario al Sr. D. José María Retes. 


Puntos capitales sobre que versaron éstas 


Los puntos sobre que versó la discusión, durante las 

conferencias, fueron los siguientes: 1.” el impuesto de 
transportes; 2.*.el nuevo impuesto de recargo de déci- 
mas adicionales; 3.” el impuesto sobre las utilidades; 4.” 
el impuesto del Timbre, y 5.” el impuesto de derechos 
reales. 
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Examinaremos, con la debida separación y en el or- 
den indicado, el distinto criterio sustentado por la de- 
legación del Gobierno y de las Diputaciones y la base 
convenida sobre cada uno de estos impuestos. 


Impuesto de transportes 


La Ley de 20 de Marzo de 1900 que trata de este 
impuesto, fué el primer punto sometido á examen en 
las conferencias. 

La representación del Gobierno sostuvo el criterio 
de que en virtud de lo establecido en el art. 6.? del 
Real decreto de 1894, el Concierto de viajeros y mercancías 
era provisional, y debía modificarse á los tres años de 
celebrado, teniendo en cuenta la recaudación que se 
hubiera hecho en este periodo para fijar la cantidad de- 
finitiva y anual que se exigiría en lo sucesivo. 

Los representantes vascongados refutaron este cri- 
terio por considerarlo completamente erróneo y atenta- 
torio á lo establecido en el indicado Concierto, distin- 
guiendo para ello lo estipulado en el mismo para las 
líueas existentes, de lo concertado para las que todavía 
no habían comenzado á funcionar. Respecto á las líneas 
existentes en 1.* de Febrero de 1894, el impuesto de 
viajeros y mercancias estaba concertado como todos 
los demás impuestos comprendidos en él, con carácter 
fijo é inalterable, hasta el año 1906, y por lo tanto, los 
aumentos pretendidos por la Comisión del Gobierno 
no podían tener lugar conforme al texto y al espíritu 
del indicado Concierto, mientras éste no venciese. Que 
solamente cabian aumentos en la cuota concertada por 
la explotación de nuevas líneas férreas ó por la prolon- 
gación que sufrieran las que existian cuando se celebró 
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el Concierto, para cuyos casos solamente se fijaron las 
reglas contenidas en el art. 6. del mencionado Con- 
cierto, para por-ellas fijar los aumentos, 

Reconocieron asimismo los Comisionados que la Ley 
de 20 de Marzo que estableció el impuesto de trans- 
porte, bajo nuevas bases, suprimió tres impuestos que 
existían, cuales eran el ¿impuesto provincial de tráfico 
sobre movimiento de viajeros y mercancias, el im- 
puesto de carga y descarga, embarque y desembarque 
de viajeros y el impuesto sobre las /arifas de viajeros y 
registros de transportes de mercancias, que de ellos los 
dos primeros eran recaudados por el Gobierno y sólo 
el tercero estaba concertado. También llamaron la 
atención de que la referida Ley subdividia, para en lo 
sucesivo, el impuesto de transportes en dos secciones, 
comprendiendo la primera los pasajeros y mercancias 
por la vía maritima, y las que importan ó se exportan 
por las aduanas terrestres, y la segunda Jos viajeres y 
mercancias de todas clases que circulen en el interior del Reino 
por tierra $ por rfos; que esta segunda sección se halla 
por completo comprendida en el Concierto, y, por con- 
siguiente, que en esta parte no puede considerarse como 
impuesto nuevo el de transportes, aun tuando en la ley 
última se hayan ampliado tanto los conceptos como los 
tipos tributarios. Indicaron, por fin, que si bien, según 
el art. 7.2 del R. D. de 1.? de Febrero de 1894, el im- 
puesto concertado comprendía la vía marítima, y que 
por razón de la refundición que en la sección primera 
de las mencionadas se había hecho de diversos é im- 
portantes impuestos que venía recaudando la Hacien- 
da, no era posible que las Diputaciones continuaran 
exigiendo el impuesto de viajeros y mercancías en di- 
cha vía: maritima, estaban. éstas dispuestas, para evitar 
complicaciones, á dejar al Gobierno en libertad para que 
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recaudara directamente el impuesto de transportes 
comprendido en la sección primera, siempre que á las 
provincias de Guipúzcoa y Vizcaya se les compensara 
de alguna manera lo que venían recaudando por la ex- 
presada vía maritima. 

Expuesto así el pensamiento de los Comisionados 
vascongados acerca del impuesto de referencia, los De- 
legados del Gobierno insistieron en sus opiniones, á 
pesar de la amplia discusión mantenida, sin poder lle- 
gar á un acuerdo, si bien manifestaron los Sres. Dele- 
gados que someterian el asunto al Sr. Ministro. 

Así lo efectuaron, y éste, inspirándose en un recto 
criterio, resolvió las diferencias expuestas de confor- 
midad con las conclusiones sostenidas por los repre- 
sentantes vascongados, fundándose en que, según el 
articulo 6.” del Concierto, no. puede sufrir aumento la 
cuota asignada á las provincias por viajeros y mercan- 
cias, sino sólo por la apertura de nuevas líneas ó la pro- 
longación de las concertadas. 

En virtud de esta resolución, quedó establecido, de 
común acuerdo, que la cuota asignada á la provincia 
de Alava no podia sufrir alteración; que la de Guipúz- 
coa debia aumentarse en 700 pesetas anuales, por el 
tranvía de Irún á Fuenterrabia, y la de Vizcaya en 
100.000 pesetas, 80.000 por razón de viajeros y 20.000 
por mercancias, en virtud de la prolongación del ferro- 
carril de Bilbao á Santander, quedando con ello con- 
certados los 130 kilómetros de que consta esta linea, y 
de la Robla á Valmaseda, quedando también concer- 
tados en total de 284 kilómetros por las nuevas lineas 
de Bilbao á Eezama y del tranvia de Pedernales á 
Bermeo. 

Se determinó que no se incluirán en el Concierto 
hasta que pasen tres años, según precepto del Con- 
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cierto vigente, las nuevas lineas férreas de Castro á 
Traslaviña y de Deva á San Sebastián y el tranvía de 
Lemona á Villaro. 

Se acordó también que mientras los ferrocarriles 
nuevamente concertados en Vizcaya hagan la reduc- 
ción en las expediciones por ferrocarril en un 25 por 
ciento ó más del precio de los billetes y den publicidad 
á esta reducción, quedarán encabezados, como se ha 
hecho, al tipo del 10 por ciento, conforme á la Ley de 
20 de Marzo último (párrafo 2.” del artículo 4.*); mas si 
no mantuviesen la indicada reducción, habría que au- 
mentar al doble el encabezamiento por lo referente al 
ferrocarril que no lo hiciera. 

Se declaró que no se consideraban comprendidos en 
el Concierto los ferrocarriles exclusivamente mineros 
de la Orconera Iron Ore, Luchana Mining y el de la Com- 
pañía de Galdames, en los cuales se recaudará directa- 
mente por la Hacienda el impuesto. 

En compensación á lo que la provincia de Vizcaya 
venia recaudando por la vía maritima, se acordó que 
el Gobierno abonara á la Diputación 20.000 pesetas 
anuales, que habrán de deducirse de los aumentos acor- 
dados por razón de las nuevas líneas y prolongación de 
las que existian, y á la provincia de Guipúzcoa, como 
no había tenido aumento de consideración por estos 
conceptos, se convino en compensarla al fijar su enca- 
bezamiento por el impuesto sobre los casinos y circu- 
los de recreo, en cuyo concepto se le fijará una cuota 
bastante reducida, en atención á dicha circunstancia. 


Recargo de décimas adicionales 


En la Real orden de 2 de Julio, ya citada, y por los 
señores Delegados del Gobierno, se sostenía que de- 
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bían exigirse á las Provincias vascongadas los recar- 
gos equivalentes á una, dos y tres décimas sobre varios 
impuestos autorizados por el art. 6." de la ley de Pre- 
supuestos de 31 de Marzo de 1900, por la razón de que, 
según ellos, estos recargos son nuevos impuestos; «las 
décimas no son una contribución de inmuebles, de in- 
dustria y comercio, etc., sino un impuesto creado para 
sufragar los gastos de la guerra, si bien en la forma se 
le ha dado el de recargos sobre dichas contribuciones, 
por entender las Cortes y el Gobierno que de esta ma- 
nera era más fácil y rápida su recaudación.» 

Los representantes vascongados, con criterio cerra- 
do, rechazaron enérgicamente estos argumentos, soste- 
niendo que semejantes recargos no eran exigibles en 
dichas provincias, porque, según el art. 1o del Con- 
cierto de 1894, para que un impuesto se considere nue- 
vo y obligue en las Provincias vascongadas, es nece- 
sario que ni tenga relación con las contribuciones, ren- 
tas Ó impuestos encabezados, y la relación entre las 
décimas de que se trata y las contribuciones concerta- 
das es tan íntima y evidente como la que existe entre 
el todo y cada una de las partes que lo forman, y ade- 
más, según el art. 11 del precitado Concierto, las cuo- 
tas en él concertadas eran inalterables hasta el 1.* de 
Julio de 1906. 

No llegaron á un acuerdo ambas representaciones 
sobre este punto, y como la vascongada no estaba dis- 
puesta á continuar las negociaciones, los señores Dele- 
gados del (Gobierno acordaron someter el asunto á la 
decisión del Sr. Ministro, el cual reconoció la razón 
que asistía á las Provincias vascongadas, y declaró 
que, en virtud de los artículos citados del Concierto, 
no eran exigibles en ellas los recargos de las décimas 
adicionales indicadas. 


CAPÍTULO XXI 


Reforma del Concierto de 1894 en 1900.—Continuación de las conferen- 
cias para realizarla.—El impuesto sobre las utilidades: Puntos sobre 
que versó la discusión. —Pretensiones de la Comisión gubernativa. 
—Opiniones de las Comisiones vascongadas. —Acuerdos celebrados. 


Impuesto sobre las utilidades 


Real orden de 5 de Julio 


El Gobierno no ha puesto en duda que el compren- 
dido en la tarifa 1.* de la Ley de 27 de Marzo último, 
en cuanto se refiere al anterior impuesto sobre sueldos 
provinciales y municipales ó á la contribución de indus- 
tria y comercio, de cuyas tarifas es una segregación la 
mencionada tarifa 1.', no es exigible en estas provincias 
por figurar concertadas en los expresados tributos. Por 
estas consideraciones, la relación adjuntaá la R. O. de 5 
de Julio, comprende sólo entre los impuestos que con- 
sideraba nuevos el Gobierno, el establecido en las tari- 
fas 2.* y 3.* de dicha Ley, que se contrae á las utilida- 
des procedentes del capital y del trabajo, juntamente 
con el capital, 

Los representantes vascongados en las conferencias 
disintieron en cuanto á unos extremos de los compren- 
didos:en las referidas tarifas, declarando, en cuanto 
unos, que constitulan impuestos nuevos, y encuanto 
otros que no sucedía así. 
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Respecto al impuesto establecido en los números 1.*, 
2.2 y 3.2 y párrafo 2.* del núm. 4.” de la tarifa 2.* y los 
números 5.* y 6. de la farifa 3.%, que se refieren al im- 
puesto del 20 por 100 de los intereses de la deuda del 
Estado, del 5 por 100 de las acciones de Banco de emi- 
sión y descuento y del 3 por.too de los dividendos de 
acciones de Sociedades anónimas y Compañías de fe- 
rrocarriles, tranvías y demás concesionarias, así como 
las de navegación, y sobre las primas de amortización 
de las obligaciones de las Compañías de ferrocarriles 
y demas Sociedades anónimas, son impuestos nuevos, por- 
que ninguno estaba comprendido en el Concierto vi- 
gente, como tampoco lo está el de las primas de segu- 
ros de incendios ó de la vida, 

Por el contrario, á juicio de los representantes de las 
Diputaciones no podía clasificarse del mismo modo el 
impuesto á que se refiere el párrafo 1.” del número 4.” 
y los números 5.” y 6.” de la tarifa 2.*, que es el del 3 
por 100 sobre los intereses anuales de los empréstitos 
y obligaciones de las Diputaciones provinciales y Ayun- 
tamientos y de los Bancos, Sociedades, Compañías y 
Empresas de todas clases, así como de los intereses de 
cédulas, préstamos hipotecarios y de los constituidos 
sin hipoteca, todos los cuales venían tributando en con- 
cepto de contribución industrial, y por lo tanto no po- 
dían considerarse como nuevos, ni exigirse en tal con- 
cepto en las Provincias vascongadas. 

Este punto fué objeto de mayor estudio y de ampli- 
simas y repetidas discusiones, habiendo sido necesario 
someter los fundamentos de ambas representaciones á 
la decisión del Sr. Presidente del Consejo de Ministros, 
señor Silvela, para que lo decidiese, por no atreverse á 
hacerlo por si el Sr. Ministro. 

La representación del Grobierno se basaba para sos- 
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tener que los referidos conceptos del impuesto de utili- 
dades eran nuevos, en que habian venido á sustituir al 
impuesto de 5 céntimos por 100 sobre la circulación de 
titulos que quedó fuera del Concierto por el artículo 5.* 
del Real decreto de 1894; decían, además, que este im- 
puesto desapareció cuando en 1895 se estableció en su 
equivalencia el de 125 céntimos por 100 de los intere- 
ses ó dividendos anuales de todos los valores mobilia- 
rios, y que este impuesto ha desaparecido al aprobarse 
la Ley de utilidades, precisamente por haberse aumen- 
tado el tipo por que venian contribuyendo dichos 
valores. 

Pero dicha representación reconoció, desde luego, 
que también con motivo de la aprobación del impuesto 
de utilidades se habían suprimido conceptos de la con- 
tribución de industria y de comercio, en los cuales se 
gravaban los intereses de los valores referidos; con- 
ceptos que estaban comprendidos dentro del Concierto 
y que podian ser causa de que se hiciera una reducción 
en la cuota fijada en el mismo por industria y comercio. 

La Comisión vascongada rechazó la idea de reducir 
la cuota: del Concierto pór la contribución indicada, 
porque hubiera sido ir contra la inalterabilidad consa- 
grada en el art. 11 del Concierto y tampoco asintió á 
los fundamentos en que apoyaba su criterio la Comi- 
sión gubernativa, 

Como consecuencia del detenido estudio del asunto, 
sostuvieron con la mayor energía que el referido im- 
puesto del 3 por 100 estaba comprendido en la contri- 
bución de industria y comercio concertada en 18094 y 
no estaban dispuestos á ceder en lo más mínimo en los 
derechos que asistian á las provincias. 

Asimismo demostraron, igualmente que estando con- 
certado el impuesto del 3 por too, lo estaba el de las 
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obligaciones, en el concepto general de industria y co- 
mercio, desde el momento que las leyes generales del 
Estado acordaron exigir por aquel concepto la tributa- 
ción indicada á los expresados valores. 

En efecto, el epigrafe 11 de la tarifa 2. del Regla- 
mento de industria y comercio vigente el año 1894, 
imponía por contribución industrial el 3 por 100 sobre 
los intereses de las obligaciones emitidas por Corpora- 
ciones provinciales, municipales, Bancos, Sociedades ó 
Compañías, que és exactamente el mismo impuesto que 
se comprende en el párrafo 1.* del número 4.” de la ta- 
rifa 2.2 de la Ley de utilidades. Y corroboraba esta opi- 
nión la disposición final del Reglamento de utilidades 
que preceptúa quede sin efecto el indicado epigrafe 11 
de la tarifa 2* del Reglamento de la contribución in- 
dustrial por haber pasado este concepto á la Ley de 
utilidades. 

Los representantes vascongados rebatieron cuantos 
argumentos se les presentaron para que reconociesen 
como nuevo el indicado impuesto, é€ hicieron más; in- 
vestigaron el origen de este impuesto en relación con 
los conciertos de las Provincias vascongadas, y com- 
probaron que el q por 100 sobre los intereses de las 
obligaciones provinciales y municipales se estableció 
por primera vez en el Reglamento de la contribución 
industrial de 31 de Diciembre de 1881, epigrafe 21 de la 
tarifa segunda, y se reprodujo en el mismo número y ta- 
rifa del Reglamento de 13 de Julio de 1882; que por 
esta razón, entre otras, al modificarse en 1887 el Concier- 
to de 1878, se aumentaron las cuotas por que venian tri- 
butando las provincias por el concepto de industria y 
comercio; que por el art. 6.” de la Ley de presupuestos 
de 3o de Junio de 1892, se redujo ese impuesto del 4 
al 3 por 100, y asi'como hasta entonces venía exigién- 
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dose sólo sobre las obligaciones provinciales y munici- 
pales, en adelante se amplió el concepto á los intereses 
de las obligaciones emitidas por Bancos, Sociedades y 
Compañías, impuesto que vino á comprenderse en el 
epígrafe 11 de la tarifa segunda del Reglamento de 
contribución industrial de 11 de Abril de 1893; á con- 
tinuación de haberse ampliado el impuesto á esas últi- 
mas obligaciones, se llamó por el Gobierno á las Pro- 
vincias vascongadas para aumentar sus Conciertos por 
razón de los nuevos impuestos tributarios, y en electo, 
por Real decreto de 16 de Febrero de 1893, se aumen- 
tó el cupo que por contribución industrial venían pa- 
gando las provincias de Guipúzcoa y Vizcaya, por ra- 
zón de lo establecido en el art. 6.” de la ley indicada de 
1892, no habiéndose hecho alteración en el tipo de la 
provincia de Álava, porque en aquella época no exis- 
tían en ella obligaciones emitidas por Sociedades ó 
Compañías. 

Por último, la representación del Gobierno alegó que 
el impuesto del 3 por 100, aunque estaba consignado en 
los Reglamentos de industria y comercio, no se había 
exigido en España, á lo cual contestaron los represen- 
tantes de las Diputaciones vascas que estas le venian 
pagando desde que se estableció, como se demuestra 
por los Conciertos estipulados, y que en cuanto á las 
obligaciones provinciales y municipales debió también 
exigirse en el resto de España, porque hay una Real 
orden de 24 de Mayo de 1884 que declara á varios te- 
nedores de obligaciones provinciales de Valencia obli- 
gados á satisfacer el impuesto. 

Como conclusión se convino en que el impuesto del 
3 por 100 sobre las obligaciones provinciales y munici- 
pales se halla comprendido en el Concierto y que no 
puede exigirse en las Provincias vascongadas por vir- 
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tud de la ley de utilidades, que así se hiciera le paga- 
rian dos veces, y que dicho impuesto del 3 por 100 so- 
bre los dividendos de las acciones de Sociedades y 
Compañías, es un impuesto nuevo y exigible, si bien no 
se haría efectivo si se dictaba una disposición de carác- 
ter general aboliéndole, de conformidad con una instan- 
cia dirigida á la Dirección general de contribuciones 
por la Sociedad Electrica Aragonesa haciendo ver la 
distinta situación en que se coloca al capital que un 
particular destina á la explotación de una industria, del 
que dedica una Sociedad, pues mientras aquél no paga 
contribución, ésta debe satisfacer el 3 por 100 de los 
dividendos, lo cual está en oposición con el espiritu de 
las disposiciones legales que deben proteger la aso- 
ciación, 

El impuesto de 1'25 céntimos que viene exigiéndose 
á las obligaciones como á los demás valores en equiva- 
lencia del de 5 céntimos por 100, que quedó sin con- 
certar, se había suprimido en la Ley de Presupuestos 
de 31 de Marzo último, y por lo tanto no podía exigir- 
se á los vascongados, porque no podía hacérsenos de 
peor condición que al resto de los españoles; y además 
no es legal la exacción de un impuesto no votado por 
las Cortes. El indicado de 5 céntimos tenía, cuando el 
concierto se celebró, el carácter de impuesto de Timbre, 
y por consiguiente no guardaba relación alguna con el 
de utilidades de que se trata. 

El impuesto comprendido en el párrafo 5.” de la ta- 
rifa 2.*es una segregación de la contribución industrial, 
puesto que se hallaba establecido en la tarifa 2.2, epi- 
grafe 62 de esta tributación, y también el del párrafo 
6.” está intimamente relacionado con el epigrafe 71 de 
la tarifa 2.* de industria y comercio, por lo que ambos 
párrafos no son nuevos, y por el contrario, se hallan 
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comprendidos dentro del Concierto. Sobre estos extre- 
mos no hicieron gran oposición los delegados del Go- 
bierno, si bien no reconocieron que estuvieran concer- 
tados. 

También se les demostró que los párrafos 1.” 2.9, 3. 
y 4. de la tarifa 3." de la Ley de utilidades son una 
segregación de los números 5.%, 6.%, 7. 8.2 y 9.” de la 
tarifa del subsidio industrial y de comercio, y por lo 
tanto que se hallaban concertados, lo cual, por fin, los 
señores delegados vinieron á reconocer, y el Gobierno 
resolvió también de acuerdo con las pretensiones de 
los vascongados, lo referente al párrafo 1." del núm. 4.” 
y los números 5.* y 6.” de la tarifa 2.* de la dicha Ley 
de utilidades. 

Quedó, por consigniente, convenido que están com- 
prendidos dentro del concierto y no son exigibles en 
las Provincias vascongadas los impuestos comprendi- 
dos en el parrafo 1.” del núm. 4." y los números 5.* 
y 6.+* de la tarifa segunda, asi como los números 1.*, 
2.”, 3? y 4. de la tarifa tercera de la Ley de utilidades. 

Como los representantes del Gobierno, durante la 
discusión de los anteriores puntos, insinuasen que á la 
sombra del Concierto económico se consentian abusos 
que á todos convenía cortar, para no predisponer al 
resto de la nación contras las Provincias vascongadas, 
la representación de éstas, reconoció que debieran evi- 
tarse cuantos abusos pudieran cometerse, porque asi 
interesaba á sus representados, para lo cual estaban 
dispuestos á apoyar al Gobierno, y al efecto, se ha con- 
venido en declarar que no se considerarán comprendi- 
das en el Concierto las Sociedades y Compañías que en 
lo sucesivo se constituyan para explotar industrias 
fuera del territorio de las Provincias vascongadas, aun- 
que en éstas se establezca su domicilio, y para evitar 
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perjuicios á las sociedades constituidas hasta la fecha, 
se ha procurado dejarlas á salvo y que la declaración 
alcance sólo á las que se constituyan en lo sucesivo, 
porque entendían los Comisionados que cuando se 
constituye una Sociedad ó Compañía para explotar de- 
terminada industria, lo natural es que establezca su do- 
micilio en el punto donde tiene lugar la explotación, y 
cuando únicamente el domicilio se lleva al territorio 
donde rige una legislación especial, da lugar á creer 
que el único objeto que se proponen es evitar las leyes 
tributarias que rigen en el país donde se desarrolla la 
industria, lo cual constituye un abuso que las mismas 
Provincias vascongadas están interesadas en evitar. 


CAPÍTULO XX! 


Reforma del concierto de 1894.— Continuación de las conferencias para 
realizarla.—Puntos tratados acerca del impuesto del Timbre.—l»u- 
das acerca del impuesto de Derechos reales.— Otros impuestos, — 
Manera de formular los acuerdos.—Acta que los contiene y Real 
decreto que los sanciona.—Impuestos en parte concertados y en 
parte no concertados. 


Impuesto del Timbre 


Las conferencias versaron sobre tres puntos: el pri- 
mero, el referente al impuesto de uno por mil sobre el 
valor efectivo de las acciones y obligaciones de socie- 
dades, incluido por el Grobierno en la relación de los 
impuestos, obligatorio para éstas provincias. Después 
de detenido estudio la Comisión vascongada dedujo 
que dicho impuesto, al cual hacen relación los artículos 
174 y 175 de la Ley del Timbre de 21 de Marzo de 1900 
es el mismo que el de cinco céntimos por ciento sobre 
la circulación de títulos que quedó fuera de concierto 
por el art 5.” del Real decreto de 1894, sin más dife- 
rencia que éste se exigía sobre el valor nominal y aquél 
se devengara teniendo en cuenta el valor efectivo, 
como impuesto especial de Timbre sobre el capital re- 
presentado por las acciones y pagadero igualmente por 
años. La Comisión, por estas consideraciones, desde 
luego hubiera aceptado como obligatorio el referido 
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impuesto, si no se hubiese exigido, como se pretendía, 
el impuesto de utilidades de 3 por 100, haciéndole de- 
pender del de cinco céntimos por ciento, que quedó 
fuera de concierto; pero como, al fin, el Gobierno reco- 
noció la exención de este impuesto, no hubo motivo 
para que los representantes reconociesen que el Tim- 
bre del uno por ciento era exigible en las Provincias 
vascongadas del mismo modo que lo fué el de cinco 
céntimos por ciento sobre la circulación de títulos que 
quedó sin concierto en 1894. 

El segundo punto versó sobre el alcance de los efec- 
tos timbrados concertados. La Comisión del Gobierno, 
basándose en que en el Concierto sólo se habló del pa- 
pel sellado, pretendía sostener que el Concierto de este 
impuesto no comprende la renta titulada hoy del Tim- 
bre, sino sólo el papel sellado que se emplea en docu- 
mentos y representaciones; los representantes de las 
provincias hermanas sostuvieron el criterio opuesto, 
según el que el concierto comprende la renta hoy titu- 
lada del Timbre, excepto los sellos de comunicaciones, 
licencias de caza y pesca y algunos otros que, repre- 
sentando un servicio del Estado, venian exigiéndose 
en las provincias, aun durante la época foral, que si 
bien en el concierto se denominaba ese impuesto de 
papel sellado, era porque esa denominación tenía en 
el de 1878 y 87, sin haber tenido en cuenta las leyes 
generales. 


impuesto de derechos reales 
Sólo fué materia de discusión el impuesto estableci- 


do en la nueva Ley de derechos reales sobre las conce- 
siones de minas, ferrocarriles, tranvías, pantanos, maris- 


— 310 — 
mas, lineas telegráficas y telefónicas y aprovechamien- 
tos de aguas, etc., que por el Gobierno se pretendía 
exigir como nuevo. Mas la representación de las pro- 
vincias demostró que ya se hallaba establecido sobre los 
aprovechamientos de aguas, y que de todas maneras 
tenian concertado el impuesto de derechos reales y que 
las cuotas del encabezamiento no pueden sufrir altera- 
ción, ni por la ampliación de los conceptos tributarios, 
ni por el aumento de los tipos de tributación hasta 1906. 
Al fin se reconoció así por el Gobierno y se declaró que 
no tenia aplicación dicho concepto en las Provincias 
vascongadas. 


Otros impuestos 


Sin discusión y con la hidalguía proverbial en el país 
euskaro se reconoció como nuevo el impuesto estable- 
cido sobre los casinos y circulos de recreo por la Ley 
de 31 de Marzo de 1900; el que gravita sobre los naipes 
por el art. 9” de la misma Ley y los impuestos sobre 
la achicoria y el azúcar, creados por la Ley de 28 de 
Noviembre y 19 de Diciembre de 1899, porque son im- 
puestos que antes no existían, y que no tienen relación 
con los comprendidos en el Concierto. 

Los representantes de las Provincias vascongadas 
tenian el propósito de concertar todos los nuevos im- 
puestos, mas el Gobierno, por la naturaleza de unos y 
por las disposiciones legales que regulan otros, no se 
ha considerado con facultades para concertar estos 
nuevos impuestos, excepción hecha dei establecido so- 
bre los casinos y circulos de recreo, el cual se ha en- 
cabezado por la cantidad de mil pesetas para Alaba, tres 
mil seiscientas para Guipúzcoa, y seis mal seiscientas cuarenta 
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para Vizcaya, teniendo en cuenta especialmente para 
Guipúzcoa, al fijar estas sumas, la compensación que 
debía hacérsele por el impuesto de viajeros y mercan- 
cias por la vía marítima que ha venido cobrándose has- 
ta la publicación de la vigente Ley que ha transforma- 
do con el actual impuesto de transportes. Las provin- 
cias de Guipúzcoa y Vizcaya tienen que reclamar la 
parte que les corresponde por el tributo que cobraban 
por la vía marítima desde que se implantó la actual Ley 
de transportes hasta 1.” de Noviembre de 1900, convi- 
niéndose en que estas reclamaciones se dirijan en ins- 
tancia separada por dichas Diputaciones. 

Todos los acuerdos adoptados en las conferencias se 
consignaron en forma de conclusiones y debidamente 
numerados en artículos para que fueran el articulado 
del Real decreto que se publicó como resultado de di- 
chas conferencias. Las conclusiones se consignaron en 
el acta levantada en el despacho del Iltmo. Sr. Subse- 
cretario del Ministerio de Ilacienda, con asistencia de 
la Comisión gubernativa y las vascongadas el día 23 de 
Octubre de Igoo. 

Y el Real decreto publicando las referidas conclu- 
siones, con una breve exposición, es de fecha 25 de di- 
cho mes y año. 

La Memoria, redactada colectivamente por los re- 
presentantes de las provincias, detallando los trabajos 
y las cuestiones debatidas, acompañada de una copia 
del acta del resultado obtenido, fué sometida al examen 
y aprobación de las respeetivas Diputaciones. Habien- 
do obtenido, por acuerdo del dia 7 de Noviembre, uná- 
nime aprobación, con un amplísimo voto de gracias de 
la Diputación de Vizcaya, en el mismo día de la de Grui- 
púzcoa y del 22 de Noviembre de la de Alava. 

La nueva reforma del Concierto de 1894 estipulada 
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con el Gobierno, en las conferencias terminadas el día 
23 de Octubre de 1900 fué sancionada por Real decre- 
to de 25 de Octubre; literalmente dice: 


Acta 
COMISIÓN GUBERNATIVA Reunidos en el despacho del 
Presidente: Titmo. Sr. Subsecretario de este 
D. Francisco Aparicio. o. 
Vocales: Ministerio los señores que al mar- 


PD. A. G. de la Peña, 


> Federico de Arriaga gen se expresan, representantes 


de las Diputaciones provinciales 
de Vizcaya, Guipúzcoa y Alava, 
juntamente con los señores que 
componen la Comisión guberna- 
tiva, nombrada por Real orden 
de 1.” del actual para gestionar 
la adaptación á las leyes de Ha- 
cienda últimamente votadas por 
las Cortes de los Conciertos eco- 


COMISIÓN DE VIZCAYA 


D. Enrique Aresti. 
> Isidoro León, 
» Bernardo Unda. 


COMISIÓN DE GUIPUZCOA 


D. José Machimbarrena. 
» Anacieto Romero. 
» Luis de Echevarría. 
>» Wenceslao Orbea. 


COMISIÓN DE ÁLAVA 
D. Emilio Chillida. 


» Benito de Guinea. 
> Tomás Salazar. 
» Eliodoro Ramírez Olano. 
Secretario: 
D. José María Retea. 


nómicos aprobados por Real de- 
creto de 1. de Febrero de 1894; 
de común acuerdo, y sin perjui- 
cio de someterlas á la aprobación 


del Excmo Sr. Ministro de Hacienda, convienen en las 
siguientes bases, que han de servir de fundamento al 
Real decreto estableciendo los nuevos Conciertos eco- 
nómicos: 

Artículo 1.2 Se considera comprendido en el Con- 
cierto autorizado por Real decreto de 1.” de Febrero 
de 1894 el impuesto sobre transporte de viajeros y mer- 
cancías por las vías terrestre y fluvial, á que se refiere 
el epigrafe 2.” del art. 3." de la Ley de 20 de Marzo 
último. 

En virtud de lo establecido en el art. 6. del referido 
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Real decreto, el cupo concertado por este impuesto 
con la provincia de Vizcaya se aumenta en la cantidad 
de ochenta mil pesetas anuales por el concepto de via- 
jeros, y en la de veinte mil pesetas por el de mercan- 
cias, en razón á la prolongación del ferrocarril de Bil- 
bao á Santander, quedando con esto concertados los 
ciento treinta kilometros de que esta línea consta; asi 
como la de la Robla á Valmaseda, con los doscientos 
ochenta y cuatro kilómetros que comprende, y las nue- 
vas líneas de Bilbao á Lezama, y la del tranvía de Pe- 
dernales á Bermeo. 

El referido cupo de ochenta mil pesetas será inalte- 
rable, mientras las Compañías mantengan la reducción 
de los billetes en 25 ó más por 100; elevándose al du- 
plo, en la parte proporcional, á la línea que no haga ó 
no mantenga la reducción del 25 por 100 autorizado 
por la Ley. 

El cupo concertado con la provincia de Guipúzcoa 
por el referido impuesto de transportes de viajeros y 
mercancías por las vias terrestre y fluvial, se aumenta 
en la cantidad de 700 pesetas anuales por el tranvía de 
Irún á Fuenterrabía. 

Estos aumentos serán exigibles desde 1.” de Noviem- 
bre próximo. 

No se incluyen en el concierto hasta que pasen los 
tres años á que se refiere el art. 6.” del R. D de 1.* de 
Febrero de 1894, las lineas de los ferrocarriles de Cas- 
tro á Traslaviña, Deva á San Sebastián, y el tranvía de 
Lemona á Villaro. 

Tampoco se consideran incluidos en el Concierto los 
ferrocarriles exclusivamente mineros de la Orconera- 
Iron Ore, Luchana Mining, y Ferrocarril de Graldames, 
en los cuales el impuesto se recaudará directamente 
por la Hacienda pública. 
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Asimismo se recaudará directamente por la Hacien- 
da el impuesto de transportes por la via maritima, 

En consideración á la recaudación directa que en 
este impuesto ha de realizar el Estado, se reducirán 
20 000 pesetas del cupo concertado con la provincia de 
Vizcaya, en compensación de los derechos que por tal 
concepto deja de percibir. 

Art. 2. Queda concertado el impuesto sobre casi- 
nos y circulos de recreo, establecido por el art. 10 de 
la Ley de 31 de Marzo próximo pasado, en los cupos 
siguientes: 


Alava. .... 1 000 pesetas. 
Guipúzcoa . 3.600 » 
Vizcaya ... 6 640 » 


Art. 3” Se declara comprendido en el mencionado 
concierto de 1.” de Febrero de 1894, el impuesto de 
derechos reales sobre concesiones administrativas auto- 
rizado por el art. 2,, letra I de la Ley de 2 de Abril 
último. 

Art. 4% Se recaudarán directamente por la Hacien- 
da pública los nuevos impuestos establecidos en los 
epígrafes 1.*, 2., 3." y párrafo 2.” del epígrafe 4.” de la 
tarifa 2.* y los epigrafes 5.” y 6.” de la tarifa 3.* de la 
Ley sobre utilidades de la riqueza mobiliaria; el im 
puesto sobre los naipes establecido por el art. 9.” de la 
Ley de Presupuestos de 31 de Marzo último; el im- 
puesto sobre el azúcar establecido por la Ley de 19 de 
Diciembre de 1899; el impuesto sobre la achicoria crea- 
do por la de 18 de Noviembre último, y el impuesto de 
timbre á que se refleren los articulos 174 y 175 de la 
Ley de 26 de Marzo último. 

Se declaran comprendidos en el concierto aprobado 
por R. D. de 1.* de Febrero de 1894, por formar parte 
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en dicha fecha de la contribución industrial y de co- 
mercio, el impuesto á que se refiere el párrafo 1.” del 
epigrafe 4.0 y los epigrafes 5.” y 6." de la tarifa 2 2 de 
la Ley sobre utilidades de la riqueza mobiliaria, asi 
como los epigrafes 1.%, 2., 37 y 4” de la tarifa 3.* de la 
misma Ley. 

Art. 5 No se consideran comprendidas en dicho 
Concierto, y por lo tanto quedarían sujetas á las contri- 
buciones que según su naturaleza puedan afectarles, las 
Sociedades y Compañías que en lo sucesivo se consti- 
tuyan para explotar industrias fuera del territorio de 
las Provincias vascongadas, aunque en éstas establez- 
can su domicilio social, 

Art. 6.2 En virtud de lo dispuesto en los artículos 
10 y 11 del R. D. de 1. de Febrero de 1894, no son 
exigibles en las Provincias vascongadas las décimas 
adicionales autorizadas como recargos de la contribu- 
ción de inmuebles, correspondientes á la riqueza urba- 
na, á la industrial y de comercio; la del impuesto sobre 
pagos al Estado, las provincias y los municipios, ca- 
rruajes de lujo, consumos y el especial sobre la sal que 
establece el art. 6.” de la Ley de Presupuestos de 31 de 
Marzo último, 

Art. 7” El presente Concierto tendrá efecto hasta 
1. de Julio de 1906. 

Madrid 23 de Octubre de 1900.— FRANCISCO ÁAPARI- 
CIO. — Siguen las firmas de los asistentes. 


CAPÍTULO XXI 


Disposiciones posteriores á la reforma del Concierto en 1900 


Sentencia de 27 de Junio de 1go1 referente á Baldios y colonias agri- 
colas de Navarra. —Disposiciones especiales de la ley de presupuestos 
de 31 de Diciembre de 1901: Obligaciones del personal y material 
de primera enseñanza é impuesto de naipes. —Servicio militar en Na- 
varra: R. O, de 17 de Enero de 1902,—Acuerdo de la Diputacion de 
Navarra gravando los intereses de la deuda provincial: Auto de 30 
de Marzo de 1900.—Reglas sobre la contribución de utilidades del 
Real decreto de 29 de Abril de 1902.—Jefaturas de Obras de las Pro- 
vincias vascongadas.—Organización especial de la Administración 
provincial en las Vascongadas y Navarra, —Régimen especial de 
las Administraciones de Hacienda en estas provincias,-—Competen- 
cia de los Administradores.—Tramitación especial. —Fuero de tron- 
calidad en Vizcaya.—El Fuero militar concedido al Cuerpo de Mi- 
ñones de Vizcaya. 


Sentencia de 27 de Junio de 1901 
referente á Baldios y colonias agrícolas en Navarra 


Tratábase de un concesionario de una colonia que 
habia obtenido su privilegio por veinte años, en 1873; 
y la Diputación entendió que debía satisfacer sobre la 
finca la contribución que abonaban los demás vecinos 
de Milagro, puesto que la inmunidad que la amparó 
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hasta 1893, había cesado. El interesado no se conformó, 
por estimar que el punto de arranque de sus beneficios 
no era el año 1873, y que el acuerdo de la Diputación 
envolvía una revisión de ellos, para lo cual sólo se ha- 
llaba autorizado el Ministro de Hacienda; y pidió repa- 
ración en vía contenciosa ante el Tribunal provincial. 
Este absolvió de la demanda á la Administración, y su 
fallo le confirmó el Tribunal Central declarando que la 
Diputación foral puede y debe resolver sobre la contri- 
bución que ha de pagar una finca declarada colonia 
agricola, si entiende que se halla sometida á cuota por 
haber terminado el plazo de su privilegio; sin que esto 
implique rescisión de la concesión otorgada al terreno. 


Disposiciones especiales 
de la ley de presupuestos de 3! de Diciembre de 1901 


Dos principales contiene esta ley relativas á las Pro- 
vincias vascas; la una consignada en el artículo 13 y la 
otra en el 21, referente la primera á las obligaciones de 
primera enseñanza y la segunda al impuesto de naipes. 

Las obligaciones de personal y material de instruc- 
ción primaria que se devenguen desde 1.” de Enero de 
1902, á excepción de las correspondientes á las Provin- 
cias vascongadas y Navarra, serán satisfechas por el 
Tesoro con cargo al presupuesto de gastos del Estado. 

Queda suprimido el impuesto sobre los naipes crea- 
do por el art. 9. de la ley de 31 de Marzo de 1900. En 
su equivalencia, se adicionará al epígrafe n.” 347 de la 
tarifa 3.* de la contribución industrial una cuota espe- 
cial irreductible, ajustada á la escala siguiente: Por ca- 
da máquina, cualquiera que sea su motor, y que se des- 
tine á la impresión del contorno ó perfil de los naipes, 
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pesetas 2000: Por cada prensa á mano que se destine á 
la impresión del contorno ó perfil de los naipes, pese- 
tas 1500. Estas cuotas no podrán ser cargadas con re- 
cargo alguno municipal, ni por ningún otro concepto. 
Las fábricas establecidas en las Provincias vasconga- 
das satisfarán directamente á la Hacienda pública las 
cuotas expresadas. 


Servicio Militar en Navarra: 
Real orden de 17 de Enero de 1902 


En ella se dictan reglas alusivas á los sustitutos que 
ingrese la Diputación foral de Navarra después del 
sorteo anual, que dicen asi: 

«La Real orden circular de 31 de Julio de 1900 que- 
da modificada, en el sentido de que los sustitutos que 
presente la Diputación foral y provincial de Navarra 
serán destinados á los Cuerpos que les corresponda 
cuando debieran efectuarlo los reclutas á quienes sus- 
tituyan, sin señalar distrito determinado. 

»Los expedientes de sustitución serán tramitados 
por la zona de reclutamiento de Pamplona, en el tiem- 
po y en las condiciones que señalan la vigente Ley de 
reemplazo y el art. 199 del Reglamento dictado para 
la ejecución de la misma, quedando, en su virtud, de- 
rogada la Real orden de 16 de Septiembre de 1897, 
una vez que han desaparecido las causas que la moti- 
varon. 

»Es, al propio tiempo, la voluntad de Su Majestad, 
se llame la atención de la referida Diputación, á fin de 
que procure que los sustitutos, además de las condicio- 
nes que se exigen para su admisión, reúnan las de mo- 
ralidad que son indispensables para poder vestir el 


uniforme militar, con objeto de evitar la perniciosa in- 
fluencia que pudieran ejercer en sus costumbres sobre 
los individuos del reemplazo.» 


Acuerdo de la Diputación de Navarra 
gravando los intereses de la Deuda provincial: 
Auto de 30 de Marzo de 1900 


La Diputación foral acordó exigir el 1o por 100 so- 
bre los intereses de la Deuda provincial. Reclamaron 
algunos acreedores ante la propia Corporación, y ésta 
confirmó su anterior decisión, adoptando otra en el 
mismo sentido. Contra ambas acudieron los interesados 
al Tribunal provincial de lo Contencioso-Administra- 
tivo, que se declaró incompetente. Los actores apela- 
ron, y el Central confirma la parte dispositiva del auto 
del inferior, con imposición de costas de la segunda 
instancia á la parte apelante, porque «en los acuerdos 
de la Diputación de Navarra....., objeto de la demanda, 
no concurren los requisitos que para poder ser impug- 
nados en vía contenciosa exige el art. 1. de la Ley de 
22 de Junio de 1894, porque, siendo susceptibles de 
alzada en vía gubernativa, no habian causado estado». 


Precepto 
del Reglamento de la contribución sobre utilidades 


Uno muy importante contiene el estatuido en la dis- 
posición transitoria del Real decreto de 29 de Abril de 1902, 
que literalmente dice: 

«Las reglas contenidas en el art. 2.” de la Ley y 2.” 
también de este Reglamento, respecto de los nacionales 
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y extranjeros sujetos á esta contribución y del territorio 
en quese obtengan ó se paguen utilidades gravadas 
con ella, serán aplicables, por razón de analogía, á las Pro- 
vincias vascongadas y Navarra, que no se hallan some- 
tidas al régimen fiscal común de las demás de la Na- 
ción, y se tendrán en cuenta al celebrar con aquéllas 
Conciertos económicos, ó revisar los existentes, para 
que no se incluyan en tales Conciertos las utilidades 
sobre las cuales ha de percibir directamente la Hacien- 
da esta nueva contribución, por tratarse de utilidades 
obtenidas en territorio de las demás provincias, ó que 
sean satisfechas por personas ó entidades domiciliadas 
en el mismo, ó que, por último, se paguen en él, aun- 
que radique en las Provincias vascongadas ó en Nava- 
rra la persona ó entidad deudora.» 


Organización de la Administración provincial: Reglamento 
orgánico de la Administración económica provincial de 
4. de Septiembre de 1902. 


La autoridad económica superior de las provincias, 
excepto en las Vascongadas y Navarra, se ejercerá por 
un representante del Ministro del ramo, que se titulará 
Delegado de Hacienda. 

En las provincias de Alava, Guipúzcoa, Bizkaya y 
Navarra habrá Administraciones especiales de Ha- 
cienda, Intervenciones y Depositarias-pagadurías, re- 
fundiéndose en las Administraciones todos los servi- 
cios, excepto los que son propios de la Intervención y 
de la Caja. 
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Jefaturas de obras de las Provincias vascongadas 
y Navarra: Real decreto de 6 de Noviembre de 1903. 


Por disposición del artículo primero del Real decre- 
to de 6 de Noviembre de 1903, se mandó que los ex- 
pedientes relativos á ferrocarriles y aguas terrestres, 
que actualmente tramiten los Ingenieros Jefes de Obras 
públicas de las respectivas provincias, serán despacha- 
dos en lo sucesivo por los Jefes de las correspondien- 
tes divisiones de ferrocarriles y de trabajos hidráulicos. 

Por el art. 2.” del mismo decreto se exceptuaron los 
asuntos de aguas que afectan á los cauces públicos que 
en las Provincias vascongadas y Navarra desaguan en 
el Cantábrico, los cuales continuarán en su totalidad á 
cargo de los Ingenieros Jefes que hoy los tramitan é 
informan. 

Asimismo por el artículo 2.” de otro decreto de la 
propia fecha se ordenaba: «igualmente la demarcación 
de las Provincias vascongadas y Navarra, desempeña- 
rán, con relación á la vertiente cantábrica de las mis- 
mas, los servicios que se recomiendan á las divisiones». 


Regimen especial de las Administraciones de Hacienda en 
estas provincias. (Real decreto de 13 de Octubre de 
1903).—Articulos 1.>, 2.7, 39, 44 y 47. 


La autoridad económica superior en las provincias, 
excepto en las Vascongadas y Navarra, se ejercerá por 
un representante del ramo, que se titulará Delegado de 
Hacienda. 

En las provincias de Alava, Guipúzcoa, Vizcaya y 
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Navarra habrá Administraciones especiales de Hacien- 
da, Intervenciones y Depositarias-pagadurías, refun- 
diéndose en las Administraciones todos los servicios, 
excepto los que son propios de la Intervención y de la 
Caja. 

Los funcionarios de las Administraciones especiales 
de Hacienda en las Provincias vascongadas y en la de 
Navarra; los Administradores y los Depositarios, ten- 
drán en la parte de servicio encomendado á estas de- 
pendencias, los mismos deberes y atribuciones que los 
que le quedan enumerados respecto á los Jefes de las 
oficinas provinciales, cumpliendo además los que no lo 
son, las órdenes que éstos les comuniquen. 

El personal subalterno de aspirantes á oficiales, por- 
teros, ordenanzas y mozos de las dependencias de Ha- 
cienda, en las Administraciones especiales de las Pro- 
vincias vascongadas y Navarra y Administraciones- 
Depositarias, serán nombrados y removidos por el Sub- 
secretario del Ministerio. 

Los de las demás oficinas, por los Centros generales 
de que dependan. En los titulos que se expidan á favor 
de los nombrados se comprenderá el mandato para que 
sin necesidad de los decretos de «Cúmplase» y «Dése 
posesión» ni de otra providencia, sean aquéllos pose- 
sionados por su Jefe inmediato Esto no sucede en 
estas provincias, pues á los Administradores especia- 
les de las Provincias vascongadas y Navarra, Adminis- 
tradores de Hacienda y de Rentas, Inspectores de Ha- 
cienda, Jefes de la Abogacía del Estado y Tesoreros, 
les darán la posesión los Interventores, y á éstoz los De- 
legados de Hacienda y los Administradores de las pro- 
vincias citadas. 

A los empleados de Aduanas les darán la posesión 
los Administradores principales de las provincias y 
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á éstos los segundos Jefes de las mismas dependen- 
cias. 

Los Administradores y los Depositarios especiales 
y los Administradores Depositarios serán posesionados 
por su Interventor. 

Los funcionarios llamados á dar posesión y á certifi- 
car de ella, certificarán también en los propios títulos 
de la cesación, cuidando de que se cumplan todos los 
requisitos que prescriben las instrucciones, antes de 
autorizar los certificados de posesión ó de cese. 

La calificación de concepto en las hojas de servicio 
de los Delegados corresponde al Subsecretario del Mi- 
nisterio. 

Las de los Administradores especiales de las Vas- 
congadas y Navarra por el Subsecretario del Ministerio. 


Competencia de los Administradores especiales: Real de- 


creto 13 Octubre 1903, articulos 37, 47, 58,59 y 71. 

Los Delegados de Hacienda en otras provincias no 
pueden conocer de los expedientes de contrabando y 
defraudación á que se refiere el Real decreto de 20 de 
Junio de 1852 en los cuales seguirán conociendo las 
Juntas administrativas. 

Por el contrario, «continuarán entendiendo en única 
ó primera instancia, según que la cuantia de la recla- 
mación no exceda de 250 pesetas, ó sea superior á esta 
cantidad, los Administradores especiales de las Provin- 
cias vascongadas y Navarra, en los demás ramos direc- 
tamente administrados por la Hacienda», según precep- 
túa el art. 57 del Real decreto de 13 de Octubre de 1903, 
conteniendo el Reglamento sobre procedimiento econó- 
mico-administrativo. 
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Tramitación 


La tramitación de las reclamaciones económico-admi- 
nistrativas corresponde á las dependencias del ramo en 
las provincias, cuando se interponga contra actos de la 
Administración económica-provincial. 

A las Direcciones generales ó Centros superiores 
del Ministerio, cuando tengan por objeto la declaración 
ó reconocimiento de un derecho en asuntos propios de 
la Administración central, cuando revistan el carácter 
de apelación contra las resoluciones de primera instan- 
cia dictadas por los Delegados de Hacienda, por las 
Juntas Administrativas á que se refiere el Real decreto 
de 20 de Junio de 1852, por las Juntas arbitrales, por 
los Administradores especiales de las Provincias vascongadas 
y Navarra, y cuando se promuevan en alzada de las re- 
soluciones de primera instancia dictadas por los pro- 
pios directores generales. 

Los Directores Generales del Ministerio conocerán: 

En segunda instancia, los recursos de apelación con- 
tra las resoluciones dictadas en primera instancia por 
los Delegados de Hacienda, Juntas administrativas de 
contrabando y defraudación y Juntas arbitrales y Ad- 
ministradores especiales de las Provincias vascongadas 
y Navarra, en expedientes cuya cuantía no exceda de 
8.000 pesetas. 

El Tribunal gubernativo resolverá: En segunda ins- 
tancia, los recursos de alzada que se interpongan, así 
por los particulares, como por la representación fiscal, 
contra las resoluciones de primera instancia dictadas 
por los Delegados de Hacienda, Juntas administrativas 
de contrabando y defraudación, las arbitrales de Adua- 
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nas y las Administraciones especiales de las Provincias 
vascongadas y Navarra, en expedientes cuya cuantía 
exceda en 8.000 pesetas, ó sea inestimable y las que se 
promuevan contra las resoluciones de primera instan- 
cia de la Dirección general. 

De las resoluciones que dictan los Delegados de Ha- 
cienda y Juntas administrativas en expedientes cuya 
cuantía exceda de 1.500 pesetas, y las que adopten las 
Juntas arbitrales si la cuantía excede de 500 pesetas, 
y los Administradores especiales de las Provincias vas- 
congadas y Navarra; en asuntos cuya cuantía sea supe- 
rior á 250 pesetas, podrá apelarse ante los Directores 
generales del Ministerio ó Tribunal gubernativo, según 
lo determinado en los articulos 57 y 39, en el improrro- 
gable plazo de quince dias, contados desde el siguien- 
te al de la notificación. 

También podrá utilizarse el recurso de alzada ante 
el Tribunal gubernativo contra las resoluciones de pri- 
mera instancia de los directores generales, siempre que 
se interponga en el citado plazo. 


Cuerpo de Miñones: R. D. de 15 de Junio de 1904 


De nuevo se había reclamado por la Diputación de 
Vizcaya á virtud de acuerdo de la misma, lo referente 
al fuero militar del Cuerpo de Miñones. Accediendo á 
su solicitud, la disposición del Gobierno central resol- 
vió: Se organiza militarmente el Cuerpo de Miñones de 
la provincia de Vizcaya, quedando sujetos á la orde- 
nanza del Ejército y al Código de Justicia militar. Ten- 
drá por misión además de los servicios relacionados 
con la administración provincial, cooperar con la Gruar. 
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dia civil al mantenimiento del orden y protección de 
las personas y hacienda. 

Dicho cuerpo será destinado por la Diputación pro- 
vincial de Vizcaya, la cual, en circunstancias normales, 
regulará la clase de servicios que ha de prestar dentro 
de la provincia conforme al objeto de su instituto. De- 
penderá del Gobierno civil en lo relativo á los servi- 
cios de vigilancia y conservación del órden público á 
que de ordinario se dedique, pudiendo esta autoridad 
utilizar la fuerza de Miñones, cuando por motivos de 
orden público los crea precisos á ello previo aviso á la 
Diputación provincial para que ésta pueda atender al 
servicio administrativo que aquélla desempeña. 

Declarado el estado de guerra quedará la fuerza de 
Miñones á disposición de las autoridades militares. 

Toda resistencia será considerada como hecha á la 
Guardia civil y castigada en idéntica forma y bajo las 
mismas penas. 

Por el Ministro de la Guerra se publicará el regla- 
mento orgánico del mencionado cuerpo que con suje- 
ción á las prescripciones de este decreto ha sido redac- 
tado de acuerdo con el Ministro de la Gobernación y 
la Diputación provincial de Vizcaya. 


CAPÍTULO XXIV 


Disposiciones posteriores á la reforma de 1900 


(Continmiación) 


Impuesto del alcohol en Navarra: Bases acordadas en 1. de Agosto 
de 1904. —Negociaciones fracasadas sobre el impuesto de alcoholes 
en las Provincias vascongadas: Real orden acerca de este impuesto 
de 28 de Octubre de 1904. —Impuesto especial de inspección y vi- 
gilancia de ferrocarriles: Sentencia de 1g de Noviembre de 1904.— 
Uxenciones tributarias en Navarra según sentencia de Febrero de 
1y9o3.--Clasificación de las Jefaturas de Obras públicas en las Vas- 
congadas y Navarra. —Impuesto de alcoholes en Navarra: R. D. de 
9 de Septiembre de 1904.—Sentencia de 4 de Noviembre de 1905 
acerca del servicio militar de los vascongados.—Comisión encarga- 
da de reunir datos y antecedentes para cl nuevo Concierto econó- 
mico, Sentencia de Diciembre de 1905 sobre aplicación de la ley 
de aicoholes.—Otra sentencia de Enero de 1906 sobre servicio mili- 


tar de hijos de vascongados. —Prórroga del Concierto económico. 


impuesto de! alcohol en Navarra: 
Bases acordadas en |. de Agosto de 1904 


Publicada la reforma introducida en la renta del al- 
cohol por la ley de 19 de Julio de 1904, la Diputación 
foral de Navarra nombró una Comisión que tratase con 
el Ministro de Hacienda la forma en que se había de 
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administrar y recaudar en dicha provincia el citado im- 
puesto. Celebradas las conferencias con tal objeto en 
1." de Agosto se firmaron las bases acordadas que por 
Real decreto de 17 de Noviembre se mandaron publi- 
car como legitimo antecedente del Real decreto de y 
de Septiembre. 

Dichas bases son del tenor siguiente: 

1.* El impuesto de alcohol creado por la Ley citada, 
se establecerá y cobrará por el Estado en la provincia 
de Navarra con sujeción al reglamento que se dicte y 
órdenes posteriores sobre la cantidad producida que se 
consuma fuera de ella y por la Diputación provincial 
en virtud de la Ley de 16 de Agosto de 1841 sobre el 
alcoho! y derivados que se fabriquen y sobre los que 
se consuman en la provincia. 

2." Se fija por ahora en 400.000 pesetas anuales la 
cantidad que debe cobrar la provincia de Navarra por 
los conceptos indicados en la base anterior. 

3% La Diputación de Navarra, al efecto de facilitar 
la recaudación de la parte de impuesto que correspon- 
de al Estado y la que debe percibir la provincia, co- 
brará directamente de los fabricantes la cantidad ex- 
presada en la forma que disponga el reglamento que se 
dicte para la ejecución de la Ley, á medida que se ex- 
tingan los productos de las fábricas. Una vez cubierta 
la cantidad de 400.000 pesetas asignadas á la Diputa- 
ción, la Hacienda percibirá en la misma forma el pro- 
ducto del impuesto sobre el resto del alcohol en con- 
cepto de consumo exterior. 

4* La Diputación de Navarra podrá establecer en 
las fábricas de alcohol la intervención que estime con- 
veniente. 

5. El Gobierno dará cuenta á las Cortes de estas 
disposiciones. 
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Negociaciones fracasadas sobre el impuesto de alcoholes 


A este relativamente insignificante asunto se le dió 
una importancia excesiva elevándole á la categoría de 
cuestión batallona; sobre ella siguiéronse negociacio- 
nes que detalló admirablemente nuestro querido amigo 
don Carmelo Echegaray en una Memoria elevada á las 
Diputaciones, pero que éstas ni aprobaron, ni publica- 
ron. En la imposibilidad de dar una versión oficial de 
esas negociaciones, reproduciremos lo que un digno re- 
presentante del país, el señor Marqués de Casa-Torre, 
expone bajo el epigrate La tributación del alcohol en su 
Memoria sobre los Conciertos económicos: 

«Puesto que la utilidad del país es el fin de esta Me- 
moria y las enseñanzas de la experiencia su objeto, algo 
debo decir sobre esta materia. 

Porque los resultados estuvieron en completa contra- 
dicción con las previsiones de cuantos tenian alguna 
experiencia en estos asuntos y parecía que las Diputa- 
ciones Vascongadas, que se habian entendido con todos 
los Ministros, se habían de entender mejor, si cabe,con 
el Sr. Maura. 

Recuerdo á este propósito que en aquella famosa se- 
sión permanente sobre los suplicatorios, en que para 
hacer obstrucción hablaban las oposiciones de lo divino 
y de lo humano, el Diputado republicano Sr. Nougués 
tocó á esto punto y atacó al Sr. Maura por regionalista 
y porque pretendía hacer á las Provincias Vascongadas de 
mejor condición que á las demás. (Sesión de 29 de Noviem- 
bre de 1904.) 

Estas contradicciones merecen alguna explicación. 

Antes de empezar las conferencias con el Sr. Osma, 
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creian todas las personas algo enteradas de esta clase 
de asuntos, con quienes tuve ocasión de hablar: 

1.7 Que las Diputaciones llegarían indudablemente 
á entenderse con el Gobierno. 

2." Que aunque apoyado en poderosisimas razones 
el criterio vascongado de considerar incluida entre las 
concertadas la tributación sobre los alcoholes, no lo ad- 
mitiría el Gobierno, que consideraría á este tributo como 
trascendental innovación del sistema tributario existen- 
te y fuera de los moldes de los concertados. 

3." Que ante esta irreductibilidad de criterios se im- 
pondrian patrióticas transacciones y la aceptación de 
alguna fórmula conciliatoria. 

De ambas cosas, transacciones patrióticas y fórmulas 
conciliatorias, había precedentes, y algunos quedan 
consignados en esta Memoria. 

4. Que la proximidad misma del plazo de 1. de Ju- 
lio de 1906 hacía más deseable y más fácil á la vez, la 
inteligencia entre el Gobierno y las Diputaciones. 

Pero al lado de estas consideraciones que favorecian 
la inteligencia, hubo dos circunstancias desfavorables, 
que indudablemente contribuyeron á que aquélla fraca- 
sara, y fueron quizá la causa eficiente del fracaso: la 
desgraciada solución de continuidad entre las primeras 
y las segundas conferencias, y como consecuencia de 
ésto, que las últimas tuvieron el pie forzado de la ins- 
tancia escrita de las Diputaciones. 

Al separarse el Ministro y los Comisionados Vascon- 
gados, después de las primeras conferencias, se iban 
ensanchando las distancias morales, á medida que se 
ensanchaba la distancia material que les separaba. 

El señor Ministro dió sus últimas disposiciones, á 
solas ya con sus Directores generales, y en esas últimas 
disposiciones, que él consideró meras operaciones de 


—= 331 
contabilidad, las Diputaciones y el país vascongado 
vieron una nueva infracción del Concierto en su parte 
más delicada; la inalterabilidad de las cifras concerta- 
das hasta el 1. de Julio de 1906. Y á pesar de que esto 
se corrigió (y se corrigió con facilidad porque aunque 
las cifras aparecian variadas no fué intención del Mi- 
nistro variarlas, sino acomodar su expresión á las nece- 
sidades de la contabilidad) en la Real Orden de 28 de 
Noviembre de 1904, dadas después de las segundas 
conferencias, entretanto el mal efecto se había pro- 
ducido 

Los Comisionados vascongados á su vez, en el seno 
de las Diputaciones, se afirmaban en su punto de vista 
de no considerar como impuesto nuevo sino como in- 
cluido entre los concertados al del alcohol, y las Dipu- 
taciones vascongadas elevaban al señor Presidente del 
Consejo de Ministros una instancia fundada en ese cri- 
terio y sus conclusiones precisas, pie forzado de las se- 
gundas conferencias. 

Ya la inteligencia no era posible. Yo no sé si hubie- 
ra sido posible sin la instancia escrita; con ella acreditó 
la experiencia que no lo era. Y eso que la instancia es- 
taba escrita con gran moderación y con gran dominio 
de la materia, y la primera impresión de cuantos olmos 
su lectura fué la de que ofrecía términos razonables 
para una avenencia. Pero la experiencia acreditó, repi- 
to, que aquélla no era posible, 

Porque como las Diputaciones habían sentado y ra- 
zonado su criterio y formulado sus conclusiones con 
perfecta claridad y precisión, el Gobierno se creyó obli- 
gado á razonar y formular su resolución con la misma 
precisión y claridad. 

Y colocada la cuestión en estos términos no cabían 
ya transacciones ni fórmulas conciliatorias ni nada de lo 
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que se había hecho otras veces para salvar parecidas 
dificultades. 

Por Jo demás, ni los Comisionados Vascongados ni 
las Diputaciones pudieron evitar la desgraciada inte- 
rrupción de las conferencias, ni quizá después de esta 
interrupción, y de sus naturales consecuencias, pudie- 
ron evitar la instancia escrita en que precisaron sus 
agravios y pidieron su remedio. 

Y aquí concluiriía este capitulo, porque lv que voy á 
añadir no era necesario decirlo, pues se desprenderá 
de esta Memoria para los que la presten alguna aten- 
ción. 

Lo que voy á añadir, á pesar de creerlo innecesario, 
es que no hay contradicción alguna entre lo que dejo di- 
cho anteriormente acerca de la radical diferencia de si- 
tuación entre Navarra y las Provincias vascongadas y 
lo que dijeron en su instancia las Diputaciones, citando 
el ejemplo de aquella provincia y pidiendo una dispo- 
sición análoga á la suya. 

El ejemplo de Navarra es oportuno en la instancia 
tal como lo citan y para lo que lo citan las Diputacio- 
nes, limitándolo á impuestos concertados y al plazo de 1." 
de Julio de 1906, porque en esos impuestos, y hasta esa 
fecha, la inalterabilidad de las cuotas es tan perfecta 
en las Provincias vascongadas como en Navarra, y las 
Diputaciones sostenian que el impuesto del alcohol se 
hallaba en este caso. 

La diferencia radical consiste en que Navarra no ne- 
cesita tener para nada en cuenta ni la fecha de 1906 ni 
la naturaleza de los impuestos. Sea cualquiera la fecha 
y sean los impuestos antiguos ó nuevos, el Estado no 
puede cobrarlos /egalmente en Navarra. En las Provin- 
cias vascongadas, en cambio, todo dependía de que se 
considerase ó no como nuevo el impuesto sobre el al- 
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cohol y sobre esto versó la controversia entre el Go- 
bierno y las Diputaciones». 


El impuesto de alcoholes en las Provincias vascongadas: 
Real orden de 28 de Octubre de 1904 


La reforma de este tributo llevada á cabo por el Mi- 
nistro de Hacienda Sr. Osma en la ley de 19 de Julio y 
la Real orden dictada para su cumplimiento en 26 de 
Septiembre, dieron lugar á dudas á las Diputaciones 
vascas: á que celebrasen conferencias y á que una Co- 
misión de las tres provincias se trasladase á Madrid; 
formulase una reclamación colectiva ante la presiden- 
cia del Consejo de Ministros; tuviesen lugar largas y 
empeñadas reuniones entre los representantes de la 
Hacienda y la representación vascongada; que se inte- 
rrumpiesen las negociaciones; que se reanudaran de 
nuevo, sin llegar á una avenencia y que dando por ter- 
minadas las negociaciones y por oídas las Diputacio- 
nes se dictara la Real orden de 28 de Octubre, decla- 
rando subsistente en toda su integridad el concierto de 
1." de Febrero de 1894, tal como existia á la promulga- 
ción é implantación de la ley de 19 de Julio; y que la 
Real orden de 26 de Septiembre habrá de entenderse 
en el sentido de que no se alteran los cupos concerta.- 
dos y que la cantidad total que por ella resulta asigna- 
da á cada una de las Provincias vascongadas le será 
abonada en cuenta como equivalencia de las percep- 
ciones fiscales alteradas por la nueva ley. 


Impuesto especial de inspección y vigilancia 
de ferrocarriles: Sentencia de 19 de Noviembre de 1904 


En este año se resolvió el asunto incoado en lo con- 
tencioso-administrativo á consecuencia de la demanda 
entablada por la Compañía del ferrocarril hullero de la 
Robla á Valmaseda contra la pretensión de la Hacien- 
da que exigía el indicado impuesto, fallando el Tribu- 
nal Central que mientras subsista el Concierto econó- 
mico estipulado con las Provincias vascongadas y 
Navarra, la Compañia recurrente nada tiene que satis- 
facer á la Hacienda pública por el impuesto especial de 
inspección y vigilancia de ferrocarriles. 


Exenciones tributarias en Navarra: 
Sentencia de 24 de Febrero de 1905 


A consecuencia de lo dispuesto en el Reglamento de 
Estadistica provincial de Navarra, disfrutan de exen- 
ción temporal ciertas fincas favorecidas por las disposi- 
ciones especiales, durante el periodo que las mismas 
señalan. 

Fundada en ellas la Sociedad £lectra Yratí, dueña de 
una fábrica de electricidad sobre el río de este nombre, 
pretendió se eximiera el inmueble del pago de la con- 
tribución durante diez años. Desestimada la instancia 
por la Diputación provincial y foral, acudió la citada 
Sociedad al Tribunal provincial, que resolvió en el mis- 
mo sentido, cuya sentencia confirmó el Tribunal Supre- 
mo, en virtud de estar declarada en suspenso por el 
artículo 19 de la ley de presupuestos de 3o de Junio de 
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1892, la facultad de conceder exención ó minoración de 
contribuciones, no puede subsistir el imperio de las dis- 
posiciones reglamentarias para la aplicación del articu- 
lo 221 de la ley de aguas, reproduciendo inmunidades 
otorgadas por preceptos generales anteriores á dicha 
suspensión y comprendidos en ella. 


De la Jefatura de Obras públicas de las Provincias 
vascongadas y Navarra: R. 0. de 20 de Junio de 1905 


Vistas las circunstancias especiales de esta Región, 
la necesidad de fomentar y dar todo género de facilida- 
des á las obras públicas, por la citada Real orden se 
dispuso que la actual demarcación de Vascongadas y 
Navarra, queda dividida en dos Jefaturas de Obras, una 
de las cuales comprenderá las provincias de Alava y 
Vizcaya, que radicará en Bilbao con sus oficinas, y la 
otra las de Guipúzcoa y Navarra, con su residencia en 
San Sebastián. El personal de la oficina de Bilbao será: 
un ingeniero Jefe, dos ingenieros subalternos, dos ayu- 
dantes, un delineante, dos escribientes y un ordenanza. 
La de San Sebastián constará de un ingeniero Jefe, dos 
ingenieros subalternos, un ayudante, un escribiente y 
un ordenanza. 

Que los gastos de cada una de las Jefaturas se acre- 
diten, por mitad, á la consignación que figura en el pre- 
supuesto vigente para la demarcación de Vascongadas 
y Navarra. 

La oficina de la Jefatura de San Sebastián, se insta- 
lará en el edificio propiedad del Estado que existe ad 
hoc en San Sebastián. 


Servicio militar: Sentencia de 4 de Noviembre de 1905 


Por el fallo del Supremo se resolvió la reclamación 
formulada por don Agustín Gondra, en concepto de pa- 
dre de dos mozos de estas provincias para que se le 
aplicase la exención á que tienen derecho los mozos cu- 
yos padres defendieron en la última guerra civil la 
causa del Rey legítimo y de la Nación, y en su conse- 
cuencia se le devuelvan 3.000 pesetas que satisfizo para 
redimir á sus hijos Gregorio y Eulalio, pertenecientes á 
los reemplazos de 1893 y 1896 respectivamente. Esta 
importante sentencia declara que tiene derecho el de- 
mandante á que le sean devueltas las 3.000 pesetas, 
aunque no fué incluido en las listas de voluntarios libe- 
rales vascongados ya publicadas hasta 1903. Por tal 
circunstancia es muy digna de tenerse en cuenta para 
los casos que puedan ocurrir en que los padres de los 
mozos, con derecho á la exención, no figuren en las listas 
aunque realmente deban constar por haber defendido 
con las. armas en la mano la causa del Rey legítimo y 
de la Nación. 


Datos y antecedentes para el nuevo Concierto económico 


La Real orden del Ministro de Hacienda de 14 de 
Noviembre de 1905, creó una Comisión encargada de 
reunir datos y antecedentes para el nuevo Concierto 
económico, compuesta de los Directores generales de 
lo Contencioso y de Contribuciones, Impuestos y Ren- 
tas, del Interventor general de la Administración del 
Estado y del Representante en el arrendamiento de Ta- 
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bacos y Director general del Timbre y Giro Mutuo, ac- 
tuando de Secretario el Subdirector 2.* de la Dirección 
de Contribuciones; que se examine la conveniencia y 
oportunidad.de introducir modificaciones en el régimen 
concertado, y que del resultado de los acuerdos que se 
adopten se compendien en una propuesta general que 
se elevará al Ministerio de Hacienda en el plazo de tres 
meses á contar desde Enero de 1906. 


Sentencia de 23 de Diciembre de 1905 


Declara que la ley de 1904 sobre el impuesto del al- 
cohol es aplicable en las Provincias vascongadas, á 
consecuencia de la demanda promovida por la Socie- 
dad Ugarte, Bárcena y Aguirre pretendiendo se les 
eximiese de los derechos de consumos sobre las exis- 
tencias poseidas como fabricantes en 1. de Octubre; 
cuyas existencias están sometidas al impuesto especial 
de consumos, hasta entonces exigible, como los fabri- 
cantes no se hubieran dado de baja como tales al plan- 
tearse la Ley de 19 de Julio del mismo año; sin que 
puedan eximirse las Provincias vascongadas, por razón 
del Concierto económico. 


Prórroga del Concierto 
Real decreto de 8 de Mayo de 1906 


Hubo lugar á ella á consecuencia de lo que deter- 
mina el artículo 11 del Concierto del 94 que hablaba 
de 12 años económicos, más el corriente, alteradas las 
fechas de principio y fin de los años económicos, con- 
cordando en 1906 con los años naturales, la fecha de 
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1.2 de Julio de 1906 quedó desde entonces sustituida 
de hecho y de derecho por la de 1. de Enero de 1907, 
porque el Concierto se refiere á presupuestos enteros 
y el último á que se refería no concluía en 1.” de Julio 
de 1906 sino en 1. de Enero de 1907. Luego asi como 
respecto á la contabilidad del Estado se dictaron dis- 
posiciones para adaptar el año económico á los años 
naturales, prorrogando los presupuestos vigentes en 
1900 por medio año más, para que coincidiese la fecha 
de vigencia del siguiente con la de principio del año 
natural, era lógico que eso mismo se hiciese, como en 
efecto se hizo, con el Concierto económico. De esta 
opinión era el Marqués de Casa Torre. Para ello se 
dictó el Real decreto de 8 de Mayo de 1906, diciendo: 
«Se prorroga hasta el 31 de Diciembre próximo el ré- 
gimen económico establecido en las provincias de 
Vizcaya, Guipúzcoa y Alava por Reales decretos de 
1.2 de Febrero de 1894 y 25 Octubre de 1900. Las con- 
ferencias que habrán de celebrarse para la fijación de 
los Conciertos económicos que hayan de regir en las 
referidas provincias desde 1.” de Enero de 1907, se 
inaugurarán en 19 de Noviembre próximo». 

Por consignarse en la exposición de motivos del de- 
creto que la prórroga se otorgaba á solicitud de las 
Diputaciones Vascongadas, la de Guipúzcoa, al ente- 
rarse, protestó de esta especie respetuosamente, por 
conceptuarla inexacta y «ofensiva para pueblos que, 
como el vasco, saben hacer las cosas con seriedad y 
rapidez, sin dejar indolentemente para más tarde lo 
que puede y debe hacerse hoy», y haciendo constar 
que si no se habian efectuado las conferencias en 
Mayo, que era la época señalada por el Gobierno, des- 
pués de asistir los comisionados vascongados á la Cor- 
te, fué por deseos del Gobierno .y sus comisionados, 
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que manifestaron no estar debidamente preparados, 
con los antecedentes y datos bastantes para iniciar las 
conferencias, á cuyo deseo accedió la representación 
de las provincias, regresando á éstas. 
Ved, si no, cómo un periódico relataba la vuelta de 
los comisionados: 


<EL CONCIERTO ECONÓMICO 


Han regresado ya las Comisiones de las tres provin- 
cias hermanas. 

Por la diaria información de Madrid está enterado el 
lector de las incidencias y resultados de este viaje. 

Convencidos nuestros representantes de que el ac- 
tual Concierto económico se consideraba prorrogado 
hasta fin de Diciembre, por las razones que en otra 
ocasión hemos expuesto, creyeron que su llamada á 
Madrid, como claramente se desprendia de la Real 
orden en que se hacía el llamamiento, no podía tener 
otro objeto que el de concertar los nuevos cupos á que 
ha de ajustarse el Concierto desde primero del vinien- 
te año. 

Bien sentado que no se trataba de hacer un nuevo 
Concierto económico ni de pedir la prórroga del ac- 
tual, sino solamente de discutir y convenir cantidades, 
los diputados vascos llevaban bien preparada su labor 
para no perder el tiempo en estériles conferencias. 

El Gobierno que los llamó, que ha hecho ir á Madrid 
á la representación de este solar, lo ha entendido de 
otro modo y, como suele suceder, por inveterada cos- 
tumbre ministerial, ha dejado para mejor ocasión la 
resolución de este importante asunto, 

No han faltado en las entrevistas celebradas en la 
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Corte ni las atenciones ni las buenas palabras, que en 
eso sí que son pródigos nuestros políticos. El señor 
Moret ha manifestado no asustarle la idéa de las Jun- 
tas generales y Asambleas provinciales; pero, estas ga- 
llardías de lá frase, si no responden á un convencimien- 
to decidido y á una voluntad firme en conceder aque- 
llas Juntas, no tienen más valor que el de una irrefle- 
xión, de la cual se toma buena nota para cuando con- 
venga recordarla, 

De ahi que los representantes vascos no hayan po- 
dido mostrarse satisfechos de su viaje á Madrid. 

La prórroga, no pedida, se ha concedido. Ayer tar- 
de se firmó el Real decreto, que dimos á conocer inme- 
diatamente al público bilbaino. Los cupos actuales re- 
- girán hasta fin de Diciembre. En Noviembre empeza- 
rán las conferencias para fijar los que han de regir en 
adelante. Entonces volverán á la Corte nuestros dipu- 
tados á defender, como ahora, valientemente, los sa- 
grados intereses de Vasconia. 

El tiempo transcurrido en este viaje no ha sido ente. 
ramente perdido para los nuestros. 

Si se ha tropezado con la falta de preparación del 
Gobierno, si esta proverbial deficiencia de las altúras 
del Estado nada ha podido enseñarles, ni siquiera sor- 
prenderles por lo inesperada; en cambio, la identidad 
de sentimientos y aspiraciones ha estrechado los lazos 
fraternales de los represéntantes de Alava, Guipúzcoa 
y Vizcaya, haciendo palpitar al unisono á toda la tierra 
vasca». | 
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Servicio militar de hijos de vascongados 
Sentencia de 27 de Enero de 1906 


Resuelve un caso especial sobre derecho á la devo- 
lución del precio de redención satisfecho por un mozo 
comprendido en la exención otorgada á los vasconga- 
dos que defendieron la causa legítima del Rey y la Na- 
ción. Las circunstancias son estas: En 1882 fueron de- 
clarados exentos del servicio militar don Rafael y don 
Juan Gruardamino, como comprendidos en el caso 3”, 
artículo 5.” de la ley de 21 de Julio de 1876; pero alis- 
tado D. Rafael por la provincia de Madrid en 1887, 
fuéle denegada dicha exención, mediante Real Orden 
de yg de Mayo del mismo año. Se redimió á metálico, y 
en 1903 se acogió á la ley de 2 de Abril de 1895, para 
pedir que se le devolvieran las 1.500 pesetas, precio de 
su redención. Desestimada tal pretensión en vía guber- 
nativa, la reprodujo en la contenciosa donde el fiscal 
opuso las excepciones de incompetencia y prescripción 
de acción. El Tribunal Supremo las desestima, pero re- 
suelve: 1. Que la petición del reintegro es susceptible 
de discusión en vía contenciosa, por no referirse á de- 
fensa del territorio nacional, ni á la organización del 
ejército. 2.” Que la Real orden que denegó al mozo la 
excepción no impide la revisión de la misma, conforme 
á la ley de 2 de Abril de 1895. 3. Que si después de 
promulgada ésta dejó el interesado transcurrir dos 
años sin reclamar, quedó prescrito su derecho al rein- 
tegro ó indemnización, conforme al artículo 18 de la 
ley de contabilidad de 1870. 
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Fuero de Troncalidad en Vizcaya 
Sentencia de 20 de Enero de 1904 


En el citado año y fecha expresada se dictó una im- 
portante sentencia en pleito civil sobre derecho de tan- 
teo y retracto estableciendo la doctrina de que la sen- 
tencia que no accede á la pretensión deducida por 
algunos parientes para que se les admita á participar 
de los bienes troncales, tanteados ó retraidos por otro 
que se encuentra en igual grado que ellos, no infringe 
la ley 2.?, titulo 17 del fuero, cuando resulta que los de- 
mandantes no pidieron la nulidad de las escrituras de 
venta de tales bienes, como hubiera sido necesario para 
que su reclamación pudiera prevalecer. 

Por régimen foral según jurisprudencia del Tribunal 
Supremo, se entiende el establecido en las provincias 
que no haya sido derogado ó modificado por leyes ó 
disposiciones de carácter general obligatorio. (Senten- 
cia de 8 de Junio de 1904). 


Impuesto sobre el azúcar en Navarra 


El Real decreto de 10 de Diciembre de 1907 sobre 
percepción del impuesto por el Estado y por la Diputa- 
ción provincial y foral, según que el azúcar producido 
en la provincia se consuma fuera ó dentro de ella. res- 
pectivamente, estableciendo las siguientes reglas: Se 
fijó en 485.000 pesetas anuales el impuesto calculado al 
consumo probable de los habitantes de Navarra, duran- 
te cinco años y se revisarán á partir del quinto, contan- 
do desde la zafra actual de 1907 á 1908 inclusive, ó sea 
antes de la zafra ó campaña de 1912 á 1913. 
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Durante los cinco años, mensualmente se harán por 
la Administración y por la Diputación, estadisticas del 
consumo de azúcar en la provincia, tomando por base 
la que sale de las fábricas, la que reciben los almace- 
nistas de otras provincias y las que éstos expidan al 
extranjero ó para fuera de la provincia. Estas estadis- 
ticas se canjearán trimestralmente para que la Admi- 
nistración ó Diputación formulen los reparos ú obser- 
vaciones. La Diputación percibirá directamente de los 
fabricantes, el impuesto cobrándole en metálico ó en 
pagarés á go días fecha, á medida que el azúcar se ex- 
traiga de las fábricas. Una vez cubierta la cantidad de 
485.000 pesetas, la Hacienda percibirá en la misma for- 
ma el producto del impuesto sobre el resto del azúcar 
que produzca. 


CAPÍTULO XXV 


Provisión de los cargos de Médicos titulares en las Provincias vascon- 
gadas,—Causas del conflicto. — Cómo se inician las gestiones,— 
Cómo se plantean.—La cuestión de los Médicos de Elanchove.— 
Causa contra el Alcalde de Elanchove. —Sesión privada de la Dipu- 
tación de Vizcaya. —Reclamaciones oficiales que la siguen,—Los 
Comisionados vascos en Madrid. —Principales disposiciones de la 
Real orden de 29 de Julio de 1906.-— Reglamentación del servicio 
benéfico sanitario en Vasconia.— Incidentes que motiva. —Estado 
actual y juicio crítico del asunto. 


Provisión de cargos de Médicos Titulares 
en las Provincias vascongadas 


Las novísimas disposiciones de la Instrucción de sa- 
nidad de 12 de Enero de 1904, del Reglamento de Mé- 
dicos Titulares de 11 de Octubre del mismo año, y la 
Real orden de 16 de Abril de 1905 en la parte referen- 
te á la organización y nombramiento de los Médicos 
Titulares, dando intervención preferente y decisiva á 
la Junta central de Gobierno y Patronato de los Médi- 
cos Titulares, se juzgaron atentatorias al régimen espe- 
cial del concierto económico de las Provincias vascon- 
gadas, motivando por parte de las Diputaciones y 
Ayuntamientos diversas reclamaciones que pasamos á 
reseñar. 

Sancionaban la restricción de que limitaban la elec- 
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ción de Médicos á los aspirantes comprendidos en la 
lista de los individuos del cuerpo de Médicos, que se- 
gún la clasificación vigente en el año dentro del cual 
haya ocurrido la vacante, puedan optar á ésta. (Artícu- 
culo 107 del Reglamento). 

La Diputación de Guipúzcoa fué la primera en ini- 
ciar esas justas reclamaciones basadas en el hecho de 
que en la mayoría de los pueblos de la provincia se 
hablaba el vascuence, por lo que los Médicos que en 
ellos habían de ejercer, necesitaban poseer ese idioma, 
so pena de no poder entender á los enfermos, con gra- 
ve perjuicio para la salud y vida de éstos. 

Apoyaba su pretensión en dos precedentes legales: 
1. el art, 4. del Reglamento notarial de y de Noviem- 
bre de 1874, y la orden de la Regencia de 18 de No- 
viembre de 1870 que disponen que los cargos de no- 
tarios, párrocos y coadjutores se confieran á los que 
posean el vascuence. 

La cuestión médica se inicia en San Sebastián con 
una comunicación del Alcalde de Régil, que, en nom- 
bre de aquel Ayuntamiento, solicita de la Diputación 
que recabe del Poder central el que, al anunciar una 
vacante de Médico titular, puedan los Ayuntamientos 
vascongados conservar el derecho de exigir á los aspi- 
rantes el idioma regional á la perfección, y que sean 
las Juntas municipales las facultadas para apreciar su 
posesión. En la sesión del 14 de Noviembre de 1904, se 
acordó que pasara á informe de la Comisión corres- 
pondiente 

En las sesiones del 17 y 21 del mismo mes y año, se 
leyeron en la Diputación de Gruipúzcoa las solicitudes 
que dirigen los Aynntamientos de varios pueblos como 
la elevada por el de Régil. 

En 23 de Noviembre de 1904 la Diputación acordó 


que se encargue á la Comisión provincial, que cuando 
le pareciere oportuno, practique las gestiones encami- 
nadas á conseguir que el nombramiento y separación 
de los Médicos titulares se declaren de la exclusiva 
competencia de los Ayuntamientos, con sujeción á las 
disposiciones anteriores al Reglamento vigente, que se 
exigiese como condición indispensable para el desem- 
peño de esas plazas el conocimiento del vascuence ó 
cuando menos que se ajuste la provisión de ellas á los 
deseos de la Corporación solicitante de Régil, 

En la sesión de 15 de Mayo se expuso que Vizca- 
ya y Alava habian manifestado su conformidad. En su 
vista se remitió una exposición, firmada por las tres 
Diputaciones, al Ministerio de la Gobernación y se re- 
comendó que la apoyasen con empeño todos los repre- 
sentantos. 

Habiéndose publicado en el Poletín Oficial la Real or- 
den de 16 de Abril de :905 del Ministerio de la Go- 
bernación sobre clasificación de los pueblos de Guipúz- 
coa para el nombramiento de Médicos titulares, su Di- 
putación acordó el 25 de Mayo dirigir una circular a 
todos los pueblos de la provincia, para prevenirles que 
en virtud de la autonomía que en el orden económico- 
administrativo disfrutan los Ayuntamientos, bajo la 
única dependencia de la Diputación, no pueden afec- 
tarles las disposiciones de expresada Real orden y que 
no se hallan conformes en someterse á la obligación de 
pagar á sus facultativos titulares, el sueldo que á la 
clasificación pueda corresponder, porque no renuncian 
á la libertad de fijarlo, en cada contrato, según las cir- 
cunstancias lo aconsejan, como lo han venido practi- 
cando hasta ahora. 

Apropiándose de la iniciativa de Guipúzcoa, disfra- 
zando su fin y escudándose en derechos autonómicos 
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que violaban las modernas disposiciones sanitarias, los 
alcaldes de los cuatro distritos de Vizcaya, de Valma- 
seda, Gruernica, Durango y Marquina, se reunieron en 
las cabezas de partido, y acordaron elevar una instan: 
cia colectiva á la Excma. Diputación á fin de recabar 
el apoyo de ésta para que se gestionase la derogación 
de las disposiciones sanitarias atentatorias al régimen 
concertado por mermar la autonomía vescongada en 
cuanto á la libre facultad de los Ayuntamientos para 
fijar sueldos, nombrar y separar libremente los faculta- 
tivos titulares. Los alcaldes planteaban el problema de 
que para el país vasco, la Junta Central no tuviese nin- 
guna intervención en el nombramiento y separación de 
los facultativos titulares ó incidencias á que diesen lu- 
gar; que los ayuntamientos fuesen los que libremente 
nombraran, y que las Diputaciones provinciales cono- 
cieran de las reclamaciones á que diesen lugar las dife- 
rencias entre los Médicos y los Ayuntamientos. 

Entre las alegaciones de los Ayuntamientos y Médi- 
cos titulares, las Diputaciones vascongadas se coloca- 
ron del lado de los Municipios, apoyaron el derecho de 
éstos a nombrar los Titulares, como cualquier otro em- 
pleado municipal, y consiguientemente, en Vizcaya, 
donde primeramente se celebraron las reuniones de al- 
caldes, al recibirse en la Diputación el escrito que es- 
tos elevaron, en la sesión de la misma, hicieron uso 
de la palabra para apoyar los derechos de los Munici- 
pios, su autonomía y la de la Diputación dentro del 
régimen concertado los diputados señores Ugarte, 
Chalbaud, Ampuero, León y Urizar. Como consecuen- 
cia de lo pedido y discutido se acordó redactar una 
circular que se enviaría á los Presidentes de las Dipu- 
taciones hermanas para oponerse á la aplicación de la 
Instrucción de Sanidad y Reglamento de Médicos titu- 
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lares en el pais vascongado; y á propuesta del señor 
León se acordó que se enviase dicha circular después 
de saber si apoyaban los deseos de la Diputación de 
Vizcaya. 

Las Diputaciones hermanas se adhirieron á lo pro- 
puesto por la de Vizcaya. Se entablaron negociaciones 
y, puestas de acuerdo, redactaron una solicitud que 
en Abril de 1905 elevaron al Gobierno las Diputacio- 
nes de las tres Provincias vascongadas, contra la anli- 
cación en las mismas del Reglamento de Médicos Mu- 
nicipales, solicitando la derogación de los artículos de 
la Instrucción que se oponen á las libertad de los Mu- 
nicipios, y que se restablezca el Reglamento Benéfico- 
Sanitario de 14 de Junio de 1891, y, si esto no fuera po- 
sible, que se dictara una disposición que garantice á 
los Municipios plena libertad para cubrir las plazas de 
titulares. 

Durante esta instancia se tramitaba, siguiéronse 
aplicando en Vizcaya las novisimas disposiciones ge- 
nerales, se constituyó la Junta provincial y las Juntas 
de partido, comenzó á funcionar el Montepio de Médi- 
cos Titulares, y la casi totalidad de los Ayuntamientos 
prorrogaron sus contratos á los facultativos y farma- 
céuticos por tiempo indefinido 


La cuestión de Elanchove 


En Vizcaya ocurrió el caso singular de que el Go- 
bernador civil, como Delegado del Poder Central y 
como médico que era, se colocó del lado de la clase 
médica, sosteniendo con empeño la aplicación de las 
nuevas disposiciones. De este modo estaban de una 
parte la Diputación y los Municipios, y de la otra el 
Gobernador civil y los médicos. 
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Donde más se manifestó esta pugna, donde esta dis- 
paridad de criterio tuvo un choque, fué en la villa de 
Elanchove: allí el Gobernador, apoyando un médico 
propuesto por la Junta Central de Gobierno y Patro- 
nato, pretendia que ese médico, hijo del pueblo, des- 
empeñase el cargo de Titular y se le diese posesión 
del mismo; por el contrario, el Alcalde y la mayoria de 
los concejales, protegidos por la Diputación, sostenían 
la validez del acuerdo municipal, nombrando Titular 
á otro facultativo igualmente hijo de la localidad. 

La historia del asunto, como la referia un diario, to- 
mada de una interviu, es esta: 


<LA OUTESTIÓN DE ELANOHOVE 


UNA I¡NTERVI!IU 


La cuestión de los médicos titulares que estos días 
ha entrado en una fase aguda á consecuencia de haber 
sido citado á declarar en supuesta causa por desobe- 
diencia el señor alcalde de Elanchove, hizo que anoche 
preguntáramos á un señor diputado provincial su opi- 
nión acerca del particular. 

Comenzó diciendo que su actitud la hubiera definido 
en sesión pública manteniendo absoluta reserva en el 
terreno particular al igual que los demás compañeros; 
pero ya que el señor (zobernador había lanzado á la 
publicidad su opinión, no había razones para ocultar á 
la Prensa ni á nadie el verdadero estado de la cuestión. 


En primer lugar, es mucho afirmar que la Diputa- 
ción padece eguivocación lamentable al suponer que con 
el nombramiento de médico titular de Elanchove se 
merman los derechos del País Vascongado. Si eso fue- 


— 350 — 
ra cierto, no sólo estaría equivocada la Diputación de 
Vizcaya, sino también las de las provincias hermanas, 
y yo entiendo que es mucho más fácil que se equivo- 
que una persona que no cuatro entidades compuestas 
de respetable número de miembros. La equivocación, 
pues, está por definir. 


S1;es atentatorio para la autonomía de los Municipios 
el nombramiento de médicos titulares en la forma que 
se pretende. No hay razón alguna para decir que, ya 
que las Vascongadas aceptaron las leyes de Sanidad de 
1857 y 1891, deben aceptar ahora la Instrucción de Sa- 
nidad En aquéllas se respetaban las facultades priva- 
tivas de los Municipios en orden al nombramiento y se- 
paración y hoy se les quiere hacer torcer la autoridad 
de una Junta central en lo que respecta al primer ex- 
tremo, y se anulan esas facultades en cuanto al segun- 
do, pues cumpla bien ó mal el médico, no hay medio de 
destituir al facultativo por la imposición legal del con- 
trato ilimitado. Fundándose en esto las Diputaciones 
han recurrido al Poder central solicitando la derogación 
de los articulos de la instrucción que se oponen á la li- 
bertad de los Municipios, y que se restablezca el Re- 
glamento Benéfico Sanitario de 14 de Junio de 1891 y 
si esto no fuera posible, que se dictara una disposición 
que garantice á los Municipios plena libertad de acción 
para cubrir las plazas de titulares. 

A: 

Han salido comisiones del seno de las Diputaciones 
para gestionar su justa pretensión; se reunieron en Ma- 
drid los diputados á Cortes y senadores por las Vas- 
congadas, y, á pesar de sus trabajos, nada ha dicho el 
Poder central. El ministerio de la Gobernación contes- 
tó que la exposición de las Vascongadas fué entregada 
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al señor director de Administración local; éste, más ex- 
plícito, manifestó que si el asunto dependiera exclusiva- 
mente del ministerio de la Gobernación, ' estaría ya resuelto; 
pero que se hallaba á informe de la Junta de Patronato de 
Medicos, no habiéndolo devuelto, como no devolvió ninguno 
de dichos recursos. Poco después el ministerio de la Go- 
bernación volvió á contestar que no sufriría dilación el 
despacho del asunto, y á pesar de que han transcurrido 
seis meses de esto y se ha vuelto á insistir con comu- 
nicaciones y verbalmente, se da la callada por respues- 
ta. Este es el estado del asunto 

En cuanto al conflicto de Elanchove se han dicho las 
primeras palabras, pero no las últimas, é ignoramos 
cuáles sean éstas, Todo dependía de las gestiones que 
ahora se están practicando. Para comprender el estado 
verdad del asunto y evitar que la opinión se deje guiar 
por prejuicios infundados conviene hacer algo de histo- 
ria El Municipio de Elanchove en 1903 acordó las con- 
diciones del nombramiento del facultativo y que se pro- 
cediese á anunciar la vacante en el Boletín Oficial, como 
asi se hizo. En sesión extraordinaria celebrada por la Jun- 
ta municipalen Noviembredel mismo año recayó por una- 
nimidad el nombramiento de titular en el señor Iriondo 
y se formalizó la correspondiente escritura pública. 
Nadie recurrió en tiempo y forma contra este acuerdo; 
no se tramitó ningún recurso de alzada, y esto no obs- 
tante, el señor Gobernador civil, después de haber 
transcurrido más de un año sin oir á la Alcaldía ni á la 
Comisión Provincial notificó al Ayuntamiento que de- 
bía declarar y declaraba la nulidad del nombramiento 
del señor Iriondo y que se anunciase en forma la va- 
cante. En virtud de esta orden se desconocía la vali- 
dez de un acuerdo firme y legal y se rompía un contra- 
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to asimismo eficaz y válido entre la municipalidad y el 
titular. Después de algunos incidentes se anunció nue- 
vamente la vacante, y la Junta de asociados, bajo la pre- 
sidencia del juez municipal, acordó el nombramiento 
del señor Gáldiz. A esta Junta no asistieron el Alcal- 
de, ni el teniente, ni algunos concejales. Ese día había 
en Elanchove ocho números de la Guardia civil al 
mando, de un teniente por el temor fundado de que se 
alterara el orden público por el estado de excitación 
del pueblo, á quien desagradaba ese nombramiento. 

Fundándose en ello, el Alcalde á los pocos días sus- 
pendió el acuerdo y esta suspensión fué revocada por 
el señor Gobernador, de cuya resolución apeló el Al- 
calde al ministerio de la Gobernación. Además, contra 
el referido acuerdo de la Junta municipal apelaron ante 
el Gobernador cerca de quinientos vecinos de Elancho- 
ve. Ambos recursos están sin resolverse. 

En este estado, el señor Erquiaga, respondiendo á 
su ejecutoria de diputado vascongado, presentó la mo- 
ción, base fundamental de los acuerdos sucesivos de la 
Diputación; fué elevada á acuerdo y, en su consecuen- 
cia, la gestión del Alcalde de Elanchove no es ni más 
ni menos que la gestión de la Diputación, y eso he 
sostenido en todas las reuniones. 

No sabemos lo que saldrá de la causa criminal que 
se sigue contra dicho Alcalde. Cabe abrigar esperan- 
zas en la actitud del señor Moret, reflejada en su tele- 
grama de hoy. El asunto no admite más dilaciones y 
debe resolverse muy en breve. Mi actitud se exteriori- 
zó en la reunión de ayer, y francamente, entiendo que, 
si el Alcalde de Elanchove es procesado, debe la Di. 
putación tomar un acuerdo enérgico, pues su procesa- 
miento vendrá de haber defendido un derecho que to- 
dos entendemos afecta á la autonomía. En este parti- 
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cular, antes que nada vascongado; y aunque soy el 
último que he entrado, y con fatigas, no quiero que 
nadie me aventaje en la defensa de los sagrados inte- 
reses de nuestro solar. Y nada más. 


Reunión privada 


Los diputados fueron citados para el dia 15 de Junio, 
á fin de celebrar una sesión privada en el palacio de la 
Diputación. 

A la reunión asistieron el presidente señor Urquijo 
y los señores Salazar, Meñaca, León, Ugarte, San Pe- 
layo, Ampuero, Arruza, Arbaiza, Urizar, Marquina, Er- 
quiaga, Saralegui, Chalbaud y Anduiza. 

Según manifestaciones del señor Urquijo, tres fueron 
los acuerdos adoptados en la mencionada sesión. 

12 Pasar un telegrama al señor Presidente del Con- 
sejo de Ministros recordándole las reiteradas manifes- 
taciones que hizo á las tres comisiones de las Diputa- 
ciones vascas, al conferenciar con él, con motivo del 
Concierto económico, y los vehementes deseos de com- 
placer al Pais vasco en todas sus justas aspiraciones, 
pidiendo al Sr. Moret resuelva lo antes posible la ins- 
tancia de las tres Diputaciones sobre nombramiento 
de médicos titulares y con respecto al caso concreto de 
Elanchove, que supuesto hay dos recursos pendientes 
en lo contencioso que hasta hallarse éstos resueltos se 
suspendan las providencias gubernativas, rogándole 
evite el procesamiento del Alcalde de Elanchove que 
se anuncia, procesamiento que el pais y la Diputación 
verían con sumo disgusto. 

2.2 Dirigir al señor Gobernador civil, al cual le pasó 
en 24 de Abril último, una comunicación el señor Pre- 


23 
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sidente, comunicación que no ha sido contestada, otra, 
cuyo texto no fué conocido hasta el día siguiente. 

3" Pasar otra comunicación al señor Alcalde de 
Elanchove dándole noticia de estos acuerdos y de los 
que adoptó la Diputación al aprobar la moción del se- 
ñor Erquiaga. 

El día 15 el Presidente de la Diputación telegrafió 
al Presidente del Consejo de Ministros y éste le contes- 
tó que estudiaría el asunto de Elanchove. El 16 tele- 
grafió Urquijo insistiendo en la urgencia de que se sus: 
penda el procesamiento del Alcalde. 

Los días 16 y 18 se cruzaron varias comunicaciones 
y cartas entre Urquijo y el Grobernador, siendo la últi- 
ma de éste: 


Bilbao 19 de Junio de 1906 
Excmo. Sr. D. Adolfo G. de Urquijo 

Mi distinguido amigo: la cortesía y alta considera- 
ción que por todos conceptos me merece V., me obli- 
gan á contestar á su afectuosa de ayer. 

La publicación de su carta fecha 24 de Abril no ha 
obedecido á más móvil que el de justificar la espera á 
una conferencia anunciada, y después de ella, contestar 
debidamente al oficio de la Excma. Diputación del 23 
de Abril. 

Efectivamente que la provincia no se halla huérfana 
de representación por encontrarse V. fuera de ella, ha- 
biéndole reemplazado dignamente en su cargo los se- 
ñores San Pelayo, primero y con posterioridad don Luis 
de Salazar. 

Con cualquiera de estos señores hubiera conferencia- 
do con sumo gusto sobre toda clase de asuntos, mucho 
más sobre el tan debatido de Elanchove, y si esto les 
era enojoso, me hubiera bastado un recuerdo de esa Se” 
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cretaría para contestar á la comunicación tantas veces 
citada. 

Usted sabe que en el Gobierno civil existen siempre 
problemas que preocupan la atención del que lo des- 
empeña, y que á veces es preciso para despachar algu- 
no de ellos, un recuerdo, que se puede hacer de cual- 
quier manera. 

De V. afmo. amigo y s. s. q. besa su mano 

José de Echánove. 


El Presidente de la Diputación recibió el dia 19 el 
siguiente telefonema: 

Reciba entusiasta felicitación «Liga Foral Autono- 
mista Guipúzcoa» por actitud enérgica Diputación Viz- 
caya en incidente Elanchove.— Ucelayeta. 


Los Comisionados vascos en Madrid 


Se reunieron el día 19 de Junio de 1906 por la noche 
en el hotel París de Madrid con los representantes en 
Cortes que se mostraron identificados con las comisio- 
nes de las Diputaciones, 

De 6 á7 de la tarde conferenciaron con Moret, y el 
señor Urquijo. en nombre de los comisionados, pronun- 
ció un discurso tratando de Ja cuestión de Elanchove. 
El señor Moret le contestó que el régimen concertado 
le había merecido los mayores respetos y que tan bue- 
nos resultados ha producido hasta ahora. 

La solución de la cuestión se hará de perfecto acuer- 
do entre el Gobierno y los vascongados, publicando 
una Real orden en cuyo texto se establezca el respeto 
á la ley de Sanidad, pero en el punto concreto del nom- 


bramiento de médicos titulares que se siga igual pro- 
cedimiento que el nombramiento de Contadores. 

Al día siguiente 23, visitaron al señor Ministro de la 
Gobernación acompañados de los representantes en 
Cortes y les dijo que el Gobierno trabaja por buscar 
una solución que satisfaga todas las aspiraciones y 
deseos. 

La Junta de gobierno del Cuerpo de médicos titula- 
res, se reunió el día 22 de Junio bajo la presidencia del 
señor Canalejas. 

La reunión tuvo por objeto tratar de los proyectos 
de las Comisiones vascongadas en la cuestión referen- 
te al médico de Elanchove. 

Añadieron que la actitud de las Diputaciones no te- 
nía razón de ser, bajo el aspecto legal de la cuestión. 

Acordaron informar al Gobierno exponiéndole las 
consideraciones que creyeron pertinentes, antes que 
éste haga concesiones que pudieran perjudicar á los 
diez mil médicos que forman el Cuerpo titular. 

El día 24 de Junio manifestó el señor Urquijo que los 
comisionados no irán á ver al Gobierno hasta tanto que 
les llame Moret para darles cuenta de la Real orden 
que se publicará. 

El día 25 fué interrogado el Ministro de la Groberna- 
ción por el señor Aura Boronat y dijo que ignora cuan- 
do se firmará la Real orden, pues ha de ponerse de 
acuerdo con el Presidente del Consejo. 

El día 26 se reunió la Junta de patronato de médicos 
titulares acordando pedir al Grobierno que se respete el 
Reglamento del Cuerpo, aplicándole del mismo modo 
en todas las provincias, incluso las vascongadas. 

El señor Canalejas, presidente de dicha Junta, cele- 
bró una extensa conferencia con el Ministro de la (wo- 
bernación, quien redactó como fórmula una que aceptó 
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aquél, pero no el Presidente de la Diputación de Viz- 
caya, cuya fórmula era asi: «Se mantiene lo legislado y 
lo reglamentado respecto al Cuerpo de médicos titula- 
res, pero se concede á los Ayuntamientos vascongados 
autorización para admitir los médicos que deseen de 
entre los pertenecientes al Cuerpo de médicos titulares. 
Esos Ayuntamientos podrán contratar, fijar los sueldos 
y establecer calificaciones y categorías dentro de los 
médicos colegiados. 

La Diputación podrá resolver los desacuerdos entre 
los Ayuntamientos y la Junta de patronato, y, si recu- 
rren en alzada, entender de las mismas los Tribunales 
Contencioso administrativos provinciales», 

El señor Urquijo se negó á aceptarla sosteniendo que 
se concediese á los Ayuntamientos la libre contratación 
y nombramiento de médicos titulares. 

En vista de ello el Ministro manifestó que hablaría 
con Moret para resolver la discrepancia. 

El día 27 por la mañana trató el señor Urquijo con el 
Ministro de la hora en que, en unión de los comisiona- 
dos, habían de conferenciar con Moret. 

En la conferencia se trató del Reglamento de Secre- 
tarios de Ayuntamiento, pidiendo que no se aplique en 
estas provincias. El Ministro de la Gobernación accedió 
á ello. 

Urquijo manifestó que no admitian el art. 107 de la 
Instrucción de 12 de Enero de 1904; y si el Reglamen- 
to de 14 de Julio de 1891. 

Que se admitió en estas provincias la ley de sanidad 
de 28 de Noviembre de 1855 en cuanto á las plazas de 
médicos titulares en los pueblos. 

Lo que no pueden aceptar son las Reales órdenes de 
6 y 16 de Abril de 1905 respecto á la clasificación de 
los partidos y designación de los sueldos. También le 


propuso el Ministro una nueva fórmula al Presidente 
de la Diputación de Vizcaya que tampoco aceptó éste 
y como consecuencia se convino en redactar la Real 
erden accediendo á los deseos de los comisionados 
vascos 

El día 28 se celebró una nueva conferencia con Mo- 
ret y Quiroga Ballesteros: aquél se manifestó conforme 
con los puntos que abarca una minuta que le fué entre- 
gada con las pretensiones de los vascongados y que 
puede servir de base para redactar la Real orden que 
habrá de dictarse en el asunto. Dijo que únicamente se 
unificaron algunos extremos de la minuta para dar más 
extensión á las facultades del Grobierno en lo que se re- 
fiere á la supremacia de los Ayuntamientos sobre la 
Junta de patronato de los médicos. 

En el mismo día visitó al Presidente del Consejo una 
Comisión de médicos. 

La minuta entregada á Moret el día 28 es la misma 
que aparece como texto de la Real orden de 29 de Ju- 
nio de :906. 

Dado el giro del asunto, el Gobernador civil de Viz- 
caya, señor Echánove, el día 28 estuvo en Madrid para 
dimitir su cargo, como lo realizó ante la resolución 
adoptada por el Gobierno. 

Vista la solicitud presentada por las Comisiones de 
las Diputaciones de Vizcaya, (ruipúzcoa y Alava, inte- 
resando de este Ministerio que quede sin efecto la Ins- 
trucción de Sanidad de ¡2 de Enero de 1904 y Regla- 
mento de médicos titulares de 12 de Octubre del mis- 
mo año, en cuanto vulneran el régimen legal estableci- 
do en dichas provincias en virtud del Concierto vigente, 

La parte dispositiva de la Real orden dice asi: 
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Principales disposiciones 
de la Real orden de 29 de Junio de 1906 


«5. M. el Rey (q. D. g.) ha tenido á bien, accediendo 
á lo solicitado por los comisionados de las Diputaciones 
de Vizcaya, Guipúzcoa y Alava declarar sin aplicación 
en dichos pueblos la Instrucción de Sanidad de 12 de 
Enero de 1904 y el Reglamento de médicos titulares de 
11 de Octubre del mismo año, en todo lo referente á la 
provisión de las plazas de médicos titulares, nombra- 
miento y separación de éstos, y en general, cuanto se 
refiere al servicio municipal de los Ayuntamientos vas- 
congados, los cuales quedarán investidos de las mismas 
atribuciones que en orden al referido servicio han ve- 
nido ejerciendo, hasta la publicación de dichas disposi- 
ciones, si bien continuarán rigiendo en aquellas pro- 
vincias las bases y medidas generales emanadas del 
Poder central en cuanto se refieran á la higiene y sa- 
lubridad y defensa de los intereses sanitarios de la 
Nación.» 

No quedó terminada la cuestión médico-titular con la 
Real orden alcanzada por las Diputaciones; después de 
ella se planteó ante las mismas el problema dificil de la 


Reglamentación del servicio benéfico sanitario 


El 27 de Julio se celebró la conferencia de la Comi- 
sión provincial de Guipúzcoa con la representación de 
los médicos titulares, la cual hizo entrega del mensaje 
dirigido á la Corporación provincial puntualizando las 
aspiraciones de los médicos de Guipúzcoa según los 
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acuerdos adoptados en la Asamblea de Zumárraga del 
13 de Julio, para que se forme el Reglamento benéfico 
sanitario y la Comisión les manifestó que las Diputa- 
ciones hermanas procederian de común acuerdo en tan 
importante asunto, que procurarían armonizar los dere- 
chos de los municipios con los de la clase médica. 

En 19 de Octubre de 1906 la Corporación provincial 
reconociendo la necesidad de dar garantías de estabili- 
dad á los médicos, sin que se hallen pendientes de lu- 
chas locales, acordó: que se redacte, en el plazo más 
breve posible, el proyecto de Reglamento; y que se co- 
munique este acuerdo á las Diputaciones de Alava y 
Vizcaya con el objeto de señalar fecha y lugar para la 
reunión de las respectivas Comisiones, á fin de redac- 
tar un Reglamento benéfico-sanitario que ha de regir 
en las tres Provincias vascongadas. 

En 26 y 27 de Junio de 1907 se celebraron confe- 
rencias en San Sebastián, por los comisionados de las 
Diputaciones hermanas, y en ellas se acordó un pro- 
yecto de Reglamento benéfico sanitario, sometido por 
el Colegio de Médicos de Guipúzcoaá la Excma. Dipu- 
tación de aquella provincia. 

Las tres Diputaciones por medio de una circular en- 
viaron los proyectos de Reglamento á los Ayuntamien- 
tos para que informasen en el plazo de dos meses á 
contar desde el 23 de Julio, previniendo que de no eva- 
cua? ninguno, se entenderá que los Ayuntamientos 
están conformes con lo que acuerdan las Diputaciones. 

El Ayuntamiento de £/lanchove, protagonista de este 
asunto, entendiendo que el proyecto de Reglamento, 
tiene para los Municipios la misma trascendencia que 
antes tuvo la Instrucción de Sanidad, de tal modo, que 
según un letrado ese proyecto es la reproducción corregi- 
da y aumentada de aquellas disposiciones derogadas 
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por el esfuerzo de las Diputaciones, adoptó el acuerdo 
de redactar un anteproyecto de Reglamento benéfico- 
sanitario, que por medio de una circular el 31 de Agos- 
to de 1907 remitió á los demás Ayuntamientos de la 
provincia y elevó á la Diputación, en el que aparece 
el tachado texto del proyecto de Reglamento del Cole- 
gio Médico de Guipúzcoa que se considera atentatorio 
á la autonomía municipal y en letra cursiva lo que no 
aparece en él, añadido por el citado Ayuntamiento. El 
objeto era obtener la forma del anteproyecto como 
protesta á los articulos del proyecto contrario á la 
personalidad municipal. 

La Diputación de Guipúzcoa concedió tanto interés 
al asunto que nombró una Comisión especial encargada 
de buscar una solución de armonía y para ello la presi- 
dencia dirigió una circular el 7 de Noviembre de 1907 
en la que indicaba que la manera más facil y armonio- 
sa de resolver el asunto es que se «visten con la citada 
Comisión.representaciones de los Ayuntamientos, que 
bien pudiera ser designando un Alcalde por distrito, 
que llevase la voz de todos sus representados. 

Contra esta circular, nuevamente, el batallador Al- 
calde de Elanchove envió otra á los Municipios viz- 
cainos en 27 de Noviembre para que se les reconozca 
y declare que es atribución propia la de nombrar los 
médicos y disponer libremente según el comportamien- 
to que observaren como empleados. 


Juicio crítico 
En este asunto, indudablemente, hubo exageración 


por ambas partes; cada una miró con exclusivismos sus 
conveniencias; en nombre de la defensa de los sagra- 
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dos intereses públicos ó de clase se pusieron frente á 
frente soluciones antitéticas. Por los Ayuntamientos se 
decía: la Corporación paga, luego de ser libre para im- 
poner condiciones; nombrar á los médicos; separarles 
de sus cargos cuando entiendan que cumplen mal, como 
se hacía conforme al Reglamento benéfico sanitario de 
14 de Junio de 1891; sin que la Junta central imponga 
los titulares y no haya medio de destituirlos por la im- 
posición legal del contrato ilimitado. 

Por el contrario la clase médica sostenía: que el mé- 
dico titular perteneciente á un cuerpo organizado tiene 
más autoridad que hallándose á merced del cacique ru- 
ral; puede hacer cumplir las disposiciones higiénicas y 
sanitarias con más facilidad que dependiendo exclusi- 
vamente del Municipio; el nombramiento no es exacto 
que haya de hacerle la Junta Central de Patronato, la 
cual únicamente declara la capacidad de los médicos 
para ser titulares y entre los capacitados los Ayunta- 
mientos nombran ó eligen los titulares del término mu- 
nicipal; una vez obtenido el nombramiento no son amo- 
vibles por arbitrariedad ó capricho de los concejales ó 
el cacique, tampoco son inamovibles por el contrato 
ilimitado; lo que sucede es que para su remoción se 
precisa un expediente con justificación de causas lega- 
les y medios de defensa á favor del facultativo. 

¿En cuál de las dos partes está la razón? ¿qué proce- 
dimiento será mejor en la práctica? En tesis general 
no puede afirmarse: no hay ley buena para los malos 
ciudadanos; no hay organización buena para los malos 
médicos ó los perversos caciques; con cualquiera de 
ellos se correrán graves peligros, asi para la clase mé- 
dica como para la generalidad de los ciudadanos. 

Lo mismo se corre peligro con el libre nombramien- 
to que con el contrato ilimitado; bastará al médico para 
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conseguir cuanto desee y cumplir como quiera con ser 
un instrumento ciego del cacique, fiel servidor de sus 
exigencias y solicito en la asistencia á sus dolencias y 
las de sus deudos. Por el contrario, con uno ó con otro 
procedimiento, aunque el médico sea inteligente, fiel 
cumplidor de sus deberes, integro, sin incurrir en faltas 
de servicio, si no sirve ciegamente al cacique, si no le 
hace la tertulia y le adula, si no da de alta á los adver- 
sarios cuando tengan abiertas las heridas producidas 
por sus amigos ó certifica de enfermedad de éstos si 
fuesen tocados por aquéllos, al médico le serán letra 
muerta su ciencia, su experiencia, su rectitud y simpa- 
tía en el pueblo, habrá de perder el cargo de titular y 
se le condenará á emigrar. 

El asunto continúa sobre el tapete y si en breve pla- 
zo no se reglamenta el servicio médico por las Diputa- 
ciones, es posible, en fecha no lejana, renacerán nuevos 
conflictos provocados por los médicos que solicitarán 
amparo del Gobierno. 


CAPÍTULO XXVI 


Conferencias preliminares de las Diputaciones para la revisión del Con- 
cierto.—Puntos tratados.— Discursos de despedida.—Mensaje de 
adhesión de los nacionalistas. —Despedida de los comisionados de 
Vizcaya.—Su regreso. —Prórroga del Concierto económico por Real 
decreto de 8 de Mayo de 1906.—Real orden sobre aplicación de la 
ley de sargentos á la provisión de los cargos municipales de Irún. 


Conferencias de las Diputaciones 


En el Palacio de la Diputación de Vizcaya, desde el 
dia 23 al 27 de Abril de 1906, se celebraron varias con- 
ferencias entre los comisionados de las tres Diputacio- 
nes hermanas con objeto de continuar tratando de co- 
mún acuerdo, los graves problemas que afectan al 
País vascongado. Problemas de tal indole que se les 
concedió importancia en Madrid, hasta el extremo que 
un periódico atribuía á un personaje conservador la 
afirmación de que las consecuencias que ha de traer al 
partido de Moret el Concierto con las Provincias vas- 
congadas, determinará su caida. 

De esas conferencias decía un periódico: 

«Como con mucha oportunidad indica el colega do- 
nostiarra, morirán los enemigos, los detractores y los 
actuales mantenedores del amor á la libertad de Vas- 
conia, pero lo que no morirá nunca será la semilla de 
este fruto renovado en todas las generaciones, el amor 


grande é indestructible á la patria vascongada. En ese 
acuerdo seguramente habrán de inspirarse los comisio- 
nados guipuzcoanos y alaveses que ayer tarde se re- 
unieron en la Diputación de Vizcaya con el Presidente 
de ésta señor Urquijo y los demás diputados. El Go- 
bierno se ha adelantado en las negociaciones que ha- 
brán de emprenderse para la renovación del Concierto, 
pues el Ministro de Hacienda ha dirigido á las Diputa. 
ciones vascongadas la invitación á fin de que éstas en- 
vien comisiones con el fin de celebrar en Madrid el día 
1. de Mayo una ó varias entrevistas ó conferencias 
para tratar de la revisión de los Conciertos econó- 
micos. 


Puntos tratados 


La primera conferencia se celebró la tarde del 23 de 
Abril, de seis á ocho de la noche: de ella se facilitó la 
siguiente nota oficiosa: 

«Se deliberó primeramente sobre la Real orden dic- 
tada por el señor Ministro de Hacienda para convocar 
á las representaciones de las Diputaciones hermanas á 
la reunión que habrá de celebrarse en aquel Ministerio 
el día 1.7 de Mayo próximo, con objeto de tratar del es- 
tudio de las diversas partes que abarca el Concierto 
económico vigente; y se acordó acudir al Ministerio 
en la fecha indicada, dando así cumplimiento á lo que 
se previene en la mencionada Real orden. 

Se continuó después el estudio de varios puntos que 
quedaron pendientes en las últimas conferencias de 
Vitoria, y se suspendió la reunión para el 24 á las diez 
de la mañana». 

A la hora precitada se celebró la segunda conferen- 


cia, que terminó á las doce del día, de la que se facilitó 
á la prensa la siguiente nota: 

«Se ha verificado esta mañana en el Palacio provin- 
cial, y á la hora señalada, la segunda conferencia entre 
las comisiones de las Diputaciones hermanas de Grui- 
púzcoa, Alava y Vizcaya. 

Examinadas detenida y minuciosamente y en térmi- 
nos de la más perfecta armonía, varias cuestiones que 
se relacionan con los problemas más importantes hoy 
sometidos á la resolución y estudio de las Diputacio- 
nes, se ha convenido en la línea de conducta que se 
ha de seguir cuando llegue el momento de abordarlas. 

»Se ha suspendido la conferencia y se ha convenido 
en reanudarla á las cuatro de la tarde, para cambiar 
impresiones y estudiar otros aspectos de los asuntos 
que hoy ocupan la atención de los comisionados.» 

De la tercera conferencia se dió el siguiente extracto: 

«A las cinco de la tarde de ayer continuaron las con- 
ferencias que vienen celebrándose en esta villa entre 
las representaciones de las tres Diputaciones herma- 
nas de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya. 

»Se examinaron los aspectos que habian quedado 
pendientes en la reunión de la mañana, más de los 
problemas que hoy ocupan la atención de aquellas 
Corporaciones, y, con la misma excelente cordialidad 
y armonía que ha venido notándose, desde un princi- 
pio, en estas conferencias, se trazó la norma de con- 
ducta á que se han de ajustar las. Comisiones que va- 
yan á tratar con el (Grobierno sobre las materias que 
han de ser objeto de su atención, y que se examinaron, 
con toda minuciosidad y detenimiento, en sus múlti- 
ples aspectos. Hoy volverán á reunirse las Comisiones 
para cambiar impresiones acerca de diferentes asuntos 
que tienen carácter de actualidad.» 


El día 25, á las doce y cuarto, terminó la conferen.- 
cia, de la que se facilitó la siguiente nota: 

«Esta mañana, á las diez, se ha celebrado. la última 
conferencia entre las Comisiones de las Diputaciones 
hermanas de Guipúzcoa, Alava y Vizcaya. 

»Se han cambiado impresiones sobre varios asuntos 
de actualidad, aprovechando la circunstancia de ha- 
llarse congregadas en Bilbao las representaciones de 
las Corporaciones provinciales del País vascongado, y 
en la apreciación de todas ellas se ha marcado la más 
perfecta unanimidad de criterio. 

»El señor Presidente de la Diputación de Vizcaya 
ha presentado una moción, relativa á la creación de 
una Academia vascongada, que ha sido aceptada en 
principio, y de la cual se ocuparán las respectivas Di- 
putaciones.» 


Discursos de despedida 


Al final de las conferencias, se pronunciaron discur- 
sos de despedida por los respectivos Presidentes. El 
de Vizcaya decía: «Os despido hasta Madrid, á donde 
acudiremos el día 1. de Mayo, respondiendo á la invi- 
tación que el Gobierno nos ha dirigido, para examinar 
cuanto se refiere al Concierto económico y tratar de la 
revisión de los cupos y de las cantidades que pagamos 
religiosamente, con arreglo á nuestro actual estado de 
derecho. En Madrid nos presentaremos al Gobierno de 
la Nación, para defender, con verdadera energía y con 
inquebrantable tesón, expresados siempre con la más 
exquisita cortesía, nuestros sacratisimos derechos, sin 
olvidar un solo momento los sagrados deberes, que 
como españoles tenemos, de contribuir en todo aquello 


que sea justo y razonable, y teniendo en cuenta la jus- 
ticia de nuestra causa, procurando patentizar, si es ne- 
cesario, la envidiable administración de las Provincias 
vascongadas, recordando que al frente del Gobierno 
se hallan españoles eminentes, sin animosidad hacia 
las Diputaciones, interesados en la prosperidad de esta 
región; y convencidos, como estamos, del amor y ca- 
riño intensisimos que por esta noble é hidalga tierra 
siente nuestro augusto Monarca y Señor don Alfon- 
so XIII (q. D. g.), no creo expuesto augurar un éxito 
satisfactorio en las gestiones que habremos de practi- 
car para llegar á un acuerdo con el Gobierno.» 

Los señores Lili y Velasco, Presidentes de las Di- 
putaciones de Guipúzcoa y Alava, hicieron suyas las 
manifestaciones del señor Urquijo relativas á su próxi- 
ma estancia en Madrid y al propósito que alli llevaban 
de gestionar, con prudencia, si, pero con gran energía, 
con gran tesón, la defensa de nuestros intereses y de 
nuestros sacratisimos derechos. 

En el tren de las 3,50 del 25 de Abril salieron para 
San Sebastián los comisionados de la Diputación de 
Guipúzcoa. Los de Alava marcharon el 26 por la ma- 
ñana. 


Despedida de los comisionados de Vizcaya 


En el expreso del 3o de Abril salieron para Madrid 
los señores Urquijo. Salazar, León y Chalbaud, que en 
representación de la Diputación de Vizcaya van á tra- 
tar con el Ministro de Hacienda lo relativo al Concier- 
to economico. 

A despedir á los comisionados asistieron muchas y 
distinguidas personalidades, pertenecientes á todos los 


partidos políticos, llamando la atención la numerosa re- 
presentación que acudió del partido nacionalista, figu- 
rando al frente de ella los tenientes de alcalde del 
Ayuntamiento de Bilbao señores Ibarreche y Torre, 
los señores Arroyo, Cortés, Pértica y otros. 

Se hallaban también los diputados provinciales y 
otros muchos que tributaron á los comisionados una ca- 
riñosa despedida. 

Con la Comisión marcharon el cronista de las Provin- 
cias vascongadas señor Echegaray y el contador de la 
Diputación de Vizcaya señor Unda. 


Regreso de los comisionados 


En el expreso del 8 de Mayo regresaron de Madrid 
los comisionados, el Cronista y el Contador, siendo es- 
perados en la estación por el Presidente interino, va- 
rios senadores y distinguidas personalidades. 

El señor Urquijo fué á la presidencia, donde confe- 
renció con los señores que componen la Comisión pro- 
vincial. 

Los comisionados hicieron resaltar la unanimidad de 
pareceres entre los representantes de las tres Diputa- 
ciones, lamentando que el Gobierno haya aplazado para 
el otoño el tratar del fondo del asunto que les ha obli- 
gado ir á Madrid. 

Muestránse también satisfechos de la cordialidad con 
que han sido recibidos por los ministros y muy agrade- 
cidos á las atenciones que han recibido de los repre- 
sentantes á Cortes y muy especialmente de los señores 
Gandarias y Marqués de Casa Torre. 

Comentando la vuelta de la Comisión decia un dia- 
rio: (1) 


(1) «El Porvenir Vasco». —Bilbao 8 de Mayo de 1906. 
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«Esta mañana han regresado á Bilbao los comisiona- 
de la Diputación de Vizcaya y esta noche deberán lle- 
gar á Vitoria y San Sebastián los comisionados de 
Alava y Guipúzcoa respectivamente. 

Llamados por el Gobierno de su majestad y por Real 
orden para proceder el 1. de Mayo á la revisión de las 
cifras del concierto, que el Gobierno entendía podían 
ser modificadas el día 30 de Junio, las Diputaciones se 
presentaron en el día para que estaban citadas. 

Demostraron al Gobierno que las cifras no podian 
alterarse hasta el 31 de Diciembre y se llegó en este 
punto á un acuerdo. 

Pero las Diputaciones vascongadas no se limitaron á 
esto, sino que denunciadas ya por el Gobierno las ci- 
fras del concierto para el 31 de Diciembre próximo, 
manifestaron terminantemente á aquél, su deseo de 
empezar ahora la revisión, de suerte que se hiciera un 
trabajo serio y fundado, para el cual las Diputaciones 
tenian en su poder antecedentes y cifras. 

El Consejo de ministros, alegando que ha de prepa- 
rar los presupuestos; que tiene pendientes las cuestio- 
nes arancelarias y de tratados comerciales, ha creido 
que las conferencias con los comisionados vascos no 
deben empezarse hasta después del verano y á ello hay 
que amoldarse, no sin tomar nota de la gallarda actitud 
de las Diputaciones vascas, preparadas para abordar 
la revisión de los cupos del concierto y deseosas de 
hacerlo con tiempo, para que lo mismo en el orden 
económico que en el administrativo, no menos impor- 
tante, pudiera hacerse una labor detenida y perfecta. 

Esperaremos, pues, hasta el otoño y desde ahora 
hasta aquella fecha sigan las Diputaciones estudiando 
lo que á Vasconia convenga y al Gobierno debe pro- 
ponerse y unidos como un solo hombre todos los vas- 


congados, agrupémonos en derredor de las Diputacio- 
nes, para el logro de nuestros deseos y aspiraciones. 


Mensaje de los nacionalistas 


Antes del Concierto de 1906 los nacionalistas emitie- 
ron juicios que quedan consignados en el capítulo 2.%; 
permanecieron indiferentes y hasta opuestos á estos 
pactos; mas, al acercarse el momento de estipular el vi- 
gente, celebraron una asamblea, redactaron un mensa- 
je, hicieron entrega de él al Presidente de la Diputa- 
ción de Vizcaya, le comisionaron para que á su vez en- 
tregase en su nombre otros á los Presidentes de las Di- 
putaciones hermanas y á la de Navarra, y, finalmente, 
tomaron parte en la manifestación de simpatía tributa- 
da á los comisionados vascos al salir para Madrid. Una 
Comisión compuesta de los señores Ibarreche, Torre, 
Arroyo y Urrutia visitó é hizo entrega al señor Urqui- 
jo del mensaje que acordó dirigir el partido nacionalis- 
ta vasco á las Diputaciones con motivo de la renova- 
ción del Concierto económico. El texto es así: «Señor 
Presidente de la Excma. Diputación de Vizcaya.-—Es 
aspiración del partido nacionalista vasco el recabar 
para Euskeria el ejercicio de la propia personalidad me- 
diante la derogación de aquellas leyes en que los Go- 
biernos españoles conculcaron no hace aún tres cuartos 
de siglo sus derechos, sus libertades, sus fueros, bue- 
nos usos y costumbres. Esta aspiración única que inte- 
gra la doctrina del partido nacionalista obliga á los vas- 
cos que aman á su patria á trabajar uno y otro día, en 
la medida y forma que las vigentes leyes se lo autori- 
cen por el restablecimiento de aquellas otras que du- 
rante siglos hicieron del pueblo vasco un pueblo libre, 
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feliz y honrado. Mas sin abdicar de los principios que 
constituyen aquellas aspiraciones, pueden y deben los 
nacionalistas vascos, como hijos amantes que son de la 
vieja Euzkadi, desear y pretender para este pais la ma- 
yor suma de bienestar posible, dentro de su actual ma- 
nera de ser. Y á este fin, penetrados los que suscriben 
de que los proyectos que animan á la Diputación en 
sus relaciones con el Poder central, con motivo de la 
renovación del Concierto económico, cuanto en lo que 
afecta á aquellos otros de orden más superior, cuales 
son los que hacen mención á la historia y al idioma, 
unen sus votos á los de los señores diputados, deseán- 
doles el mayor éxito en sus gestiones y confiando en 
que no olvidarán, ni un solo momento, que aqui asen- 
tado junto al Pirineo, hay un pueblo y una raza dignos, 
como ninguna, por su historia, de gozar una verdadera 
y legítima libertad. Dios guarde á V. E. muchos años. 
Bilbao 29 de Abril de 1906. (Firmas).» 


Real orden sobre aplicación de la Ley de sargentos 
á la provisión de los cargos municipales de Irún 


Por Real orden se ordenó al Ayuntamiento de Irún 
que, si es cierto que no se han provisto con arreglo á 
la Ley de sargentos varias plazas de aquel Ayunta- 
miento, dé cuenta de las plazas mencionadas á la auto- 
ridad correspondiente, para su publicación y provisión 
con arreglo á la citada Ley. 

Hasta el presente, esa Ley no ha sido aplicada en 
las Provincias vascongadas, y no acredita al Gobierno 
de prudente que pretenda implantarla en los momen- 
tos actuales. 

El Ayuntamiento de Irún no se allanó al cumpli- 
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miento de esa disposición ministerial, sin agotar antes 
todos los recursos legales para conseguir su revo- 
cación. 

Por las disposiciones que regulan el régimen econó- 
mico del Pais vascongado, los Municipios de las tres 
provincias son autónomos para decidir sobre todo aque- 
Mo que afecta á su vida económica, y entre ello se en- 
cuentra la formación de las plantillas del personal de- 
pendiente de los Ayuntamientos y la regulación de sus 
sueldos, 

Asi ha sido reconocido por el Poder Central siempre 
que la materia fué puesta á discusión, y por eso se ex- 
ceptuó siempre á estas provincias del cumplimiento de 
la Ley organizadora del Cuerpo de Contadores Provin- 
ciales y Municipales, y por eso también la última Real 
orden sobre nombramiento de médicos titulares en el 
Pais vasco. 

La teoría en que esa moderna Real orden se funda, 
anularia el régimen económico concertado con el Es- 
tado, al imponer á los Ayuntamientos, y á favor de 
determinadas personas, derechos en el orden econó- 
mico, cuando es base sustancial y esencial del Con- 
cierto que sólo las Diputaciones ejercen jurisdicción, 
en lo económico, sobre los Municipios de este 
Pais. 

Además, presupone esa Real orden en el Groberna- 
dor de la provincia el derecho á intervenir en materia 
que afecta á los presupuestos municipales, puesto que 
en ellos es donde constan las plantillas, clases, cate- 
gorias y sueldos del personal municipal, y sabido es 
que la acción de la primera autoridad civil de la pro- 
vincia se limita por la Ley al exámen de los presu- 
puestos, para el solo efecto de que en ellos se consignen 
los gastos que la Ley establece como indispensables, 
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entre los cuales no se cuenta el del personal depen- 
diente de los Municipios. 

No abrigamos prevención alguna contra la digna 
clase de aspirantes procedentes del Ejército, á los cua- 
les consideramos con el mismo perfecto derecho que á 
todos los ciudadanos que sean aptos para ocupar los 
cargos municipales; pero esto no es en virtud de la 
Ley especial que en la Real orden se invoca, sino por 
razón de sus condiciones, aptitudes y competencia, es- 
timadas libremente por los Ayuntamientos. Esa es la 
buena doctrina, eso es lo que el respeto al régimen es- 
pecial económico de las Provincias impone, y eso es 
lo que de seguro ha de sostener el Ayuntamiento de 
Irún, siguiendo su tradición de buscar para su servi- 
cio el personal más idóneo, sea ó no procedente del 
Ejército, 


CAPÍTULO XXVII 


Revisión del Concierto económico en 1906 


La víspera de la salida de las comisiones vascongadas para Madrid. 
-—Despedida de los comisionados. —Discurso del señor Urquijo.— 
Viaje de las comisiones. —Los comisionados en Madrid.—Sus pri- 
meras gestiones de cortesía. —Las primeras conferencias.—Errores 
que los comisionados tuvieron que deshacer, —Sus gestiones con el 
Director de Contribuciones.—Campaña de la prensa. —La quema 
de los periódicos en Bilbao, — La manifestación pública.—La comi- 
sión socialista en Madrid, 


La víspera de la salida 
de las comisiones vascas para Madrid 


Tanto en«Guipúzcoa como en Vizcaya y Alava se 
observó extraordinario entusiasmo por acompañar 
los comisionados á la estación desde el dia anterior á 


ps 


su marcha. 

De todas partes se recibieron cartas y telegramas 
anunciando la venida de particulares y comisiones de 
los pueblos para despedirlos; se recibieron anuncios de 
los preparativos para salir á saludarlos á las estaciones 
de los pueblos del tránsito. 

Una comisión de los presidentes de la Asociación 
de propietarios, de la Cámara de Comercio, Círculo 
Mercantil é Industrial y Círculo Industrial de Bilbao, 


— 376 — 
visitó al señor Presidente para reiterarle su adhesión y 
participarle que tienen acordado asistir á la estación á 
despedirle. La Junta directiva de la Cámara de Comer- 
cio acordó despedir á los comisionados é invitar á sus 
asociados para que salgan á la estación. 

Los escritorios y comercios acordaron no abrir sus 
oficinas y establecimientos hasta después de la salida, 
y los estudiantes de la Escuela de Ingenieros, los gui- 
puzcoanos todos residentes en Bilbao y la colonia ala- 
vesa, repartieron convocatorias para que todos saliesen 
á la estación del Norte el día y hora en que los comi- 
sionados de la Diputación salgan para Madrid. 

Como si esto fuese poco el Alcalde de Bilbao publicó 
el 30 de Octubre un bando invitando, igualmente á to- 
do el vecindario para que acudiese, como lo harán los 
concejales del Ayuntamiento á despedir y tributar á la 
Comisión de Vizcaya un expresivo homenaje de simpa- 
tia y cordial adhesión. 

Los Directores de los Bancos y todos cuantos en Bil- 
bao y sus inmediaciones y en la provincia toda signifi- 
caban algo, se dispusieron con sin igual entusiasmo á 
tomar parte en imponente manifestación del dia 31 de 
Octubre. 


El día de la salida 


Desde las ocho de la mañana comenzaron á llegar al 
Palacio provincial varios alcaldes concejales de los 
pueblos y los diputados provinciales, hasta que á las 
ocho y media se puso en marcha la comitiva, compues- 
ta de los comisionados señores Urquijo, León y Chal- 
baud, de los diputados, alcaldes, concejales, empleados 
de la Diputación y periodistas. A la salida del Palacio 
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se encontró con el señor Gobernador que iba á despe- 
dir á los comisionados. 

Desde primera hora de la mañana buen número de 
establecimientos permanecieron cerrados; en el Centro 
vasco se organizó numerosa comitiva; en el Circulo 
mercantil, en el Sitio, en la Coral, en los Bancos, en la 
Cámara de Comercio, Liga vizcaina de Productores y 
en otros puntos se [lormaron grandes núcleos que se di- 
rigiero: á la estación. 

También asistió el Obispo de la diócesis y represen- 
tación de las más poderosas sociedades de Bilbao y 
márgenes del Nervión. Además asistieron todas las 
personalidades de Bilbao. 

Tan numerosa era la concurrencia que llenaba los 
andenes de salida y llegada y hubo de extenderse has- 
ta el puente de Cantalojas. 

Los comisionados fueron despedidos con vivas á las 
Diputaciones y una cerrada, nutrida y entusiasta salva 
de aplausos. 

Momentos antes de arrancar el tren el señor Urquijo 
se asomó á la ventanilla del carruaje y dirigió su pala- 
bra elocuente al auditorio por la hermosa manifestación 
de omnimoda confianza del pais á sus diputados, pues 
alli se presentaron todos los alcaldes del Noble y Leal 
Señorio de Vizcaya. También decía: «Hoy queda de- 
mostrado que en momentos como el que atravesamos, 
sabéis los vascongados deponer los egoísmos y ambi- 
ciones políticas, para uniros en estrecho lazo y como un 
sólo hombre defender los sacratisimos derechos del 
pais». 

En todo el trayecto de la provincia continuó la ma- 
nifestación con el mismo entusiasmo que en Bilbao; en 
los pueblos de las estaciones del tránsito, tanto de la 
provincia de Vizcaya como de Alava, dispararon cohe- 


tes y chupinazos y dando entusiastas vivas á las Dipu- 
taciones, á los comisionados y á los fueros. 

En Miranda se unieron los comisionados de las tres 
provincias, se cruzaron los saludos de rigor y se des- 
pidió de ellos el Alcalde de Vitoria que había acom- 
pañado á alaveses y guipuzcoanos. 

Lo mismo que ocurrió en Bilbao y su provincia, acon- 
teció en San Sebastián, Vitoria y pueblos de las pro- 
vincias respectivas, 

En Valladolid los vascongados residentes en dicha 
ciudad, en número de doscientos, salieron á la estación 
y frenéticamente aclamaban á los representantes de 
Euskeria. 

En Madrid también fueron objeto de un cariñoso re- 
cibimiento por parte de los vascongados residentes en 
la Corte. 


Los comisionados en Madrid 


A las once de la mañana del día 1.” de Noviembre 
de 1906 se reunieron en el Hotel Paris los senadores 
vitalicios y electivos de las provincias vascas y sus dl- 
putados; los que no pudieron concurrir enviaron á los 
comisionados el testimonio de su adhesión incondi- 
cional. 

Los representantes en Cortes, después de recibir el 
saludo afectuoso de las comisiones y de ofrecer á éstas 
su cooperación entusiasta, se dirigieron, en nombre de 
las mismas, á ver al señor Presidente del Consejo de 
Ministros y al señor Ministro de Hacienda, para rogar- 
les que señalen día y hora en que puedan recibir á los 
comisionados. 

El señor Ministro de Hacienda, acompañado del 
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subsecretario, estuvo por la tarde en el Hotel Paris 
para visitar á los comisionados vascongados, y no en- 
contrándolos, dejaron sus tarjetas. 

A. primera hora de la noche los diputados recibieron 
un B. L. M. del señor Navarro Reverter, citándoles 
para el día siguiente á las once de la mañana en su 
despacho del Ministerio de Hacienda. 

El día 2, á la hora señalada, fueron recibidos los re- 
presentantes vascos por el Ministro de Hacienda en su 
despacho oficial. 

El Presidente de la Diputación de Vizcaya, señor 
Urquijo, saludó, en nombre de las tres provincias her- 
manas, al señor Ministro y al Gobierno de la Nación, 
en términos sumamente afectuosos, felicitándose de 
que la persona que desempeña actualmente el Ministe- 
rio de Hacienda hubiera demostrado, aparte de sus 
condiciones financieras, el amor que siempre ha tenido 
á aquellas provincias. 

Expuso la resolución de los comisionados de llegar 
á un acuerdo equitativo en lo referonte á los tributos, 
porque las Provincias vascongadas no desean ser una 
excepción en España. 

Habló el señor Urquijo de las entusiastas despedi- 
das que á los comisionados han tributado las capitales 
de las respectivas provincias, significando con ellas 
que podrian tratar en la Corte, aparte de lo referente 
al Concierto económico, otras cuestiones de mayor 
trascendencia para las relaciones forales. 

El Ministro le contestó en términos de sincera gra- 
titud. 

Respecto á los Conciertos económicos, manifestó 
sus disposiciones de equidad y de justicia, no sólo 
para cumplir el precepto constitucional, sino las impo- 
siciones de la justicia distributiva, que ordena la apli- 
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cación de los impuestos en relación con las posibilida- 
des efectivas de cada cual, y no con las. que puedan 
apreciarse. 

Reiteró su recto criterio de concordia para llegar á 
la solución de armonia y de paz que deben reinar en- 
tre los contribuyentes y el fisco, mas especialmente en 
provincias donde el trabajo se desarrolla de modo tan 
extraordinario y eficaz que constituye un espejo y un 
ejemplo digno de imitación, no sólo para la Nación, 
sino también para el extranjero. 

Respecto de la otra fase de la misión encomendada 
á los comisionados, la consideró ajena al objeto de la 
reunión, y que podían tratarla en otro sitio y con otra 
representación del Gobierno ó de las Cámaras, pues 
en el Ministerio de Hacienda sólo se podrá hablar de 
impuestos, de tributos, de números, de proporciones, 
de Conciertos económicos, en las corferencias que, in- 
terrumpidas en el mes de Mayo, continuarán ahora. 

Terminada la reunión, el Ministro manifestó que la 
Comisión nombrada en el mes de Mayo será la misma 
que gestionará ahora el Concierto económico por parte 
del Gobierno. 

Dicha Comisión la componen el Director de Contri- 
buciones, el Director de lo Contencioso-A dministrativo, 
el Inspector general del Timbre y, como Secretario, el 
Subdirector de Contribuciones. Presidirá la Comisión 
el Subsecretario del Ministerio de Hacienda. 

Añadió el Ministro que mañana, á las once y media, 
se celebrará la primera reunión de las Comisiones. 

El Presidente de la Diputación de Vizcaya, señor 
Urquijo, visitó el día 1. al Subsecretario de Hacienda, 
quien le manifestó que, antes de reunirse las ,Comisio- 
nes, los representantes vascos podían avistarse con 
Moret y otros personajes políticos, para tratar de la 
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cuestión foral, y que deseaba se aplazasen las confe- 
rencias hasta dentro de dos ó tres días. 

Convinieron en esto el Subsecretario y el Presidente 
de la Diputación de Vizcaya, acordando que las reu- 
niones para tratar del Concierto no comiencen hasta 
el lunes ó martes. 

El Jefe del (Grobierno, por estar enfermo, no pudo, 
por el momento, recibir á los comisionados. Al día si- 
guiente le visitaron, y escribieron al Subsecretario de 
Hacienda, poniéndose á su disposición para comenzar 
las conferencias. El Subsecretario los citó para el mar- 
tes 6 de Noviembre, para que acudan á su despacho, 
con el objeto de celebrar la primera entrevista. 


Primeras conferencias en Madrid 


El día 6 de Noviembre se reunieron en el Ministerio 
de Hacienda por la mañana los comisionados vascos, 
con los directores generales presididos por el subse- 
cretario señor Requejo. 

La conferencia tuvo poca importancia, pues se limitó 
por ser la primera, á la presentación de poderes y al 
cambio de saludos. 

Tomóse el acuerdo de volver á reunirse mañana para 
comenzar á examinar los cupos, comenzando por las 
contribuciones de inmuebles, cultivo y ganaderia. 

Los presidentes de las tres Diputaciones visitaron al 
señor Maura y á los presidentes de las Cámaras. Tam- 
bién distribuidos en grupos visitaron los comisionados 
á los jefes de las distintas agrupaciones politicas con 
objeto de exponerlos sus aspiraciones, que son las del 
pais. La nota oficiosa facilitada á la prensa decía asi: 

A las once y media de la mañana se reunieron con 
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los comisionados nombrados por el Ministro de Hacien- 
da, los catorce representantes de las Diputaciones de 
Alava, Vizcaya y Guipúzcoa presididos por el Subse- 
cretario del departamento de Hacienda señor Requejo. 

Después de las presentaciones y saludos de rigor, el 
Subsecretario hizo constar ante todo los deseos del Go- 
bierno, de llegar á un término de concordia con los co- 
misionados vascongados. 

Siguió diciendo, que en aquellos momentos se halla- 
ban reunidos los vascongados con una modesta junta 
que no iba á tomar resoluciones, sino que su misión se 
limitaría á lo que los directores de los distintos depar- 
tamentos tuvieran por conveniente con relación al 
aumento que se habrá de establecer en los diversos cu- 
pos, para que una vez terminada su gestión y escucha- 
dos los razonamientos de los vascongados, se elevasen 
las conclusiones á la aprobación del Gobierno, que era 
el que había de aprobarlas ó rechazarlas, 

Manifestó que siempre los Gobiernos habían guarda- 
do toda clase de consideraciones á las Provincias vas- 
congadas, como lo había demostrado accediendo repe- 
tidas veces á la renovación de los Conciertos económicos, 
últimamente en 1894, y añadió que el hecho de pres- 
tarse ahora á las conferencias para discutir los cupos 
constituía una prueba de las buenas disposiciones que 
al Gobierno animan. J)ijo que el Grobierno estima que 
todo Concierto, como todo tratado es denuciable. Ma- 
nifestó que el actual Concierto termina en 31 de Di- 
ciembre y por lo tanto declaraba en nombre del (Go- 
bierno que si en 1.” de Enero no se había llegado á un 
acuerdo entre los comisionados vascos y el Gobisrno, 
las Provincias vascongadas quedarian sometidas al mis- 
mo régimen que las demás provincias españolas. 
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Errores que los comisionados tuvieron que deshacer 


Los comisionados no se manifestaron conformes con 
estas teorías y adujeron que el régimen del concierto 
económico para las Provincias vascongadas debe con- 
siderarse como permanente, pues obedece á un estado 
de derecho, y que solamente habian ido los comisiona- 
dos á tratar cuestión de cifras. 

Requejo manifestó que no eran aquellos momentos 
oportunos para discutir acerca de aquel particular, 
pues la Junta no tenía atribuciones para hacerlo, y aña- 
dió que había hecho aquella declaración para que los 
comisionados vascos las adoptasen eomo línea de con- 
ducta para tratar de ulteriores cuestiones. 

Manifestó después que lo que el Gobierno pediría á 
las provincias vascongadas para llegar á un acuerdo 
sería la elevación de los cupos en consumos, iudustrial y 
otros conceptos, lo cual, dijo Requejo, lo considera justo, 
porque fijense ustedes que desde la fecha en que se 
firmó el último concierto con las vascongadas, se ha 
elevado la tributación á las demás provincias en 250 
millones de pesetas, mientras que las demás provincias 
vascongadas pagan lo mismo. 

Espero, por tanto, que las vascongadas, teniendo en 
cuenta estas consideraciones, se avendrán á elevar sus 
cupos coniributivos proporcionalmente á las demás 
provincias. 

En la aciualidad, añadió, vienen pagando las Provin- 
cias vascongadas cuatro y medio millones de pesetas, 
cantidad á todas luces baja con respecto á los ocho mi- 
liones que pagan las más miserables provincias de 
España. 
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Propuso después el Subsecretario que en vez de se- 
guir reuniéndose en Comisión, en número de 18 ó 20 
personas, con objeto exclusivamente de facilitar las ta- 
reas se nombrarán subcomisiones para entenderse, res- 
pectivamente, en cada concepto, con el Director del 
departamento respectivo. Cada día se reunirá una de 
estas subcomisiones para estudiar los puntss ó tributos 
de su competencia. 

Los comisionados vascos se mostraron conformes 
con esta proposición y se convino en que mañana se 
celebre la primera reunión en una de estas subcomi.- 
siones. 

Cada subcomisión con su Director correspondiente, 
formará una ponencia y cuando éstas se pongan por se- 
parado de acuerdo, el subsecretario convocará á una 
reunión general en la que se redactarán las conclusio- 
nes que han de constituir las bases para el nuevo Con- 
cierto y que serán elevadas á la aprobación del Gobierno. 

El procedimiendo que cada subcomisión ó ponencia 
seguirá en sus trabajos, será éste: 

El Director de Hacienda de cada comisión propon- 
drá á la consideración de éstas las cifras que estima 
más justas el Gobierno. Los comisionados vascos con- 
testarán, y después se procederá por ambas partes á 
discutir las propuestas de uno y otro lado». 

El Ministro señor Reverter manifestó que el asunto 
del Concierto lo considera cuestión de gran impor- 
tancia. 

Repitió que los Conciertos no son pactos á perpe- 
tuidad, sino por plazos determinados, trascurridos los 
cuales pactos dejan de serlo, como ocurre con los tra- 
tados. 

Espera que el resultado de las negociaciones sea sa- 
tisfactorio, y por lo que pudiera ocurrir, en Madrid 
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tenian estudiada la cuestión y estaban pertrechados 
con toda clase de datos y cifras para una discusión por 
minuciosa y prolija que fuese. 

Se acordó que la subcomisión que empiece las ne- 
gociaciones sea bajo la presidencia del Director de 
Contribuciones, señor Soler, y en ella se ocuparán de 
los impuestos sobre inmuebles. 

Esta subcomisión por parte de los vascongados la 
compondrán tres diputados por cada provincia. La 
reunión tendrá lugar á las cuatro de la tarde. 


Sus gestiones con el Director de Contribuciones 


Se celebró la segunda reunión en el Ministerio de 
Hacienda á las cuatro de la tarde del día 6, con asis- 
tencia del Director de Contribuciones don Carlos Re- 
gino Soler y otros altos delegados del Ministerio y la 
representación de las tres Diputaciones vascongadas. 
No se facilitó nota oficiosa. 

Varios comisionados y el señor Echegaray dijerón 
que no habían dado nota oficiosa porque, en realidad, 
nada nuevo podían decir. 

La reunión se limitó á un cambio de impresiones 
'sobre las líneas del impuesto á los inmuebles, discu- 
tiéndose en principio algunas cifras y quedando acor- 
des en seguir mañana la misma discusión. 

Después de la conferencia, los comisionados, á las 
ocho de la noche, se entretuvieron en preparar algunos 
trabajos acerca de los temas que habían sido puestos á 
debate por el Director de Contribuciones. 

Tuvo lugar la tercera reunión el día 7 de Noviem- 
bre, de cinco de la tarde hasta las seis y media, en el 


Ministerio de Hacienda, entre el Director de Con- 
25 
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tribuciones, los delegados del Gobierno y la presen- 
tación vascongada. Nada resolvieron en la cuestión re- 
lativa á las cifras. Los vascos en cada entrevista pre- 
sentan sus trabajos sobre cada punto y el Director 
de contribuciones presenta el suyo y ambos los discu- 
ten y razonan. 

Al día siguiente no se celebró reunión porque los 
vascongados se dedicaron á estudiar detenidamente 
los extremos que les fueron presentados y deben con- 
testar, enviando al Director de contribuciones como 
fruto un trabajo escrito sobre inmuebles, cultivo y ga- 
nadería. 

Al día siguiente le mandarán otro trabajo en igual 
forma sobre contribución indirecta y consumos. 

Cuando se termine esta información escrita, celebra- 
rán una reunión magna á la que asistirá el Subsecreta- 
tario de Hacienda, con objeto de tratar en general de 
todos los extremos. 

Análogo procedimiento se seguirá con todos los de- 
más puntos que abarca el concierto económico. 

El día 9 recibieron los comisionados una comunica- 
ción del Director de Contribuciones, contestando á sus 
pretensiones sobre inmuebles, cultivo y ganadería. 

A su vez, los comisionados enviaron al Director su 
propuesta sobre el impuesto de consumos, y al otro 
dia sobre contribución territorial. 

Los mismos comisionados recibieron el día 10 un 
escrito del Director sobre los impuestos á la industria 
y al comercio. 

Aunque los informes de ambas partes no están con- 
formes en los cupos, sino que las diferencias son bas- 
tante grandes, se espera llegar á un arreglo haciéndose 
mutuas concesiones. 


Campaña de la prensa 


La labor del Zmparcial y Liberal fué altamente anti- 
vascongada; comenzó por dar carácter separatista á la 
manifestación celebrada para despedir á los Comisio- 
nados vascos; luego insistió en afirmar que el núcleo 
principal lo formaban los bizcaitarras, los mismos que 
hace un año aplaudieron á Arriandiaga que dijo que 
«el Concierto económico no es resto de las antiguas li- 
bertades vascongadas, sino gracia que concede el Gro- 
bierno, y que constituye un privilegio injusto, puesto 
que estas provincias pagan menos que otras más po- 
bres». El Liberal calificó el Concierto de fructífero privi- 
legio que se explota en Vizcaya por unas cuantas ma- 
nos, en perjuicio de la clase popular. Anunció que los 
concejales socialistas de Bilbao expondrán sus razones 
enfrente de las de los comisionados. 

El Zeraldo, reproduciendo los argumentos de los con- 
cejales socialistas y prometiéndoles su decidido apoyo, 
formó con sus consocios del ¿rsz. 

Arreció en el combate haciéndose eco de las mani- 
festaciones de los socialistas diciendo que los comisio- 
nados no representan todos los municipios; que si se 
renueva el Concierto debe garantizarse á las clases 
poco acomodadas de arbitrarias é imperialistas exaccio- 
nes; que no pueden convivir la Diputación de Vizcaya 
y el Ayuntamiento de Bilbao; que los habitantes de 
estas provincias y Navarra gocen el fuero pagando lo 
mismo que los vecinos de otras regiones, igualadas 
ante la personalidad del Estado español. 

Estas y otras afirmaciones produjeron la natural in- 
dignación en Vasconia. 


En cambio el periódico ilustrado 4 PB C saluda afec- 
tuosamente á los comisionados, y á los que decian que 
el Concierto era un privilegio los calificó de ignorantes; 
que era un régimen que podía aplicarse a las demás 
provincias; que el Estado debe ser el primero en desear- 
lo; que las demás provincias deben ponerse en condi- 
ciones de administrarse sabia y honradamente como 
las vascongadas, por virtud propia que no les ha dado 
el Estado; que sus comisionados iban á renovar un de- 
recho, en nombre de un pueblo laborioso y sensato cuyo 
elogio hacen las estadísticas al acusar su progreso mo- 
ral y material; terminaba: mejorar ese derecho en beneficio 
de quien, además de poseerle legítimamente, lo merece, 
es obra de justicia. 

El Eco de Navarra dedicó un artículo á la cuestión 
vascongada, en el que decia, entre otras cosas: 

«Vasconia tiene, no privilegios, sino derechos sacra- 
tisimos, como todos los derivados de instituciones ve- 
nerandas y seculares; Vasconia tiene en Madrid los 
representantes más legítimos y autorizados de su autó- 
noma personalidad, sus prestigiosos Diputados forales; 
que es insensato el empeño de ciertos Diputados de 
Madrid el querer ver mayor ó igual cantidad de legi- 
tima representación en otros que no tienen igual inves- 
tidura; Navarra sigue con interés esa hermosa pere- 
grinación que los vascos realizan de despacho en des- 
pacho, de Ministerio en Ministerio, en holocausto de 
algo que es la esencia de nuestra vida, porque repre- 
senta el mantenimiento de una personalidad autónoma, 
simbolo de una administración perfecta y de una orga- 
nización intachable.» 

La Asamblea de las Diputaciones de la Nación, ce- 
lebrada en Barcelona en Noviembre de 1906, acordó 
el testimonio de su simpatia por las Diputaciones vas- 
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congadas, contra el sentir de la Diputación de Santan- 
der, que llevaba poderes para formular una protesta 
contra el régimen de los Conciertos económicos. 

Un periódico guipuzcoano decía á este propósito: 

«Santander, que siempre se significó por su hostili- 
dad al pueblo vascongado, y que, al arrebatársenos los 
fueros, fué, entre todas las provincias, la que más ra- 
biosamente azuzó tan inicuo despojo, no podía quedar, 
en esta ocasión, á la zaga de nuestros enemigos. Y San- 
tander comienza á clamar contra nosotros, por boca de 
su prensa, y algunos periódicos y particularmente Za 
Alalaya, se erigen en comparsa de los frusteros y de los 
socialistas, é incurriendo en sus mismas ignorancia y 
vulgaridades, dispara bala rasa contra nuestras insti- 
tuciones seculares.» 

El Ayuntamiento de Santander acordó gestionar con- 
tra el Concierto económico y pedir la autonomía muni- 
cipal. Se dirigió á la prensa de Madrid, insistiendo 
en la supuesta desigualdad de tributación, en que el 
Ayuntamiento se dirigirá á los demás de España y de 
la provincia, para que se opongan á la concesión del 
Concierto, ó que, en el caso de contratar, lo haga por 
años, estableciendo iguales bases de tributación. 

En 47 Diario del Comercio se abogaba por que no des- 
aparezcan estos privilegios, y que se concedan á las de- 
más provincias, añadiendo que tributamos menos por 
los impuestos de achicoria y alcoholes, 

Los montañeses hicieron caso á los elementos que 
quieren entorpecer el asunto vascongado: el socialismo 
vizcaíno y la prensa madrileña del ¿rusf, 

Los socialistas vinieron á ayudarles oportunamente, 
con mucha significación, por haber salido del mismo 
País vasco, oficiando de tránsfugas, de fratricidas; ellos 
no se sujetaron ni al deber de disciplina ni al de patrio- 
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tismo regional; sus voces son voces de fuera, porque 
no representan al pueblo vasco; el socialismo es una 
cosa exótica en el Pais vascongado. 

La prensa de Santander y su Corporación municipal 
volvieron sobre sus acuerdos y manifestaciones. 


La quema de los periódicos del Trust 


El 6 de Noviembre, dice un periódico de Bilbao, (1) 
fué de bastante agitación en la Villa producida por el 
estado de ánimo en que se encuentra el vecindario á 
consecuencia de la campaña que ciertos periódicos de 
Madrid vienen haciendo desde que marcharon á Madrid 
las representaciones de las Diputaciones vascongadas 
para gestionar la renovación de los cupos del Concier- 
to económico. 

Consecuencia de aquella excitación fué la quema de 
periódicos que tuvo lugar al mediodía en la calle de 
Hurtado de Amézaga, poco después de la llegada del 
tren correo de Madrid. 

Los encargados de distribuir la prensa madrileña en- 
tre los vendedores, sacaron fuera de la estación los pa- 
quetes de los periódicos, y de pronto, y sin que aqué- 
llos pudieran evitarlo, un grupo de seis ó siete jóvenes 
que se hallaban al efecto apostados, se abalanzaron so- 
bre dichos paquetes y cogiendo los del Heraldo, Impar- 
cial y Liberal, los arrojaron por encima del murallón de 
la calle de Hurtado de Amézaga, dándose seguidamen- 
te á la fuga. Los vigilantes de policia consiguieron de- 
tener á uno de los jóvenes. 

Otro grupo de individuos que se hallaban en Hurta- 
do de Amézaga pertrechados con cortaplumas y bote- 


(1) £l Noticiero del 7 de Noviembre de 1907, 
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llas de petróleo, tan pronto como cayeron los paquetes 
de periódicos, cortaron las cuerdas que los ataban, y 
rociándolos con el contenido de las botellas, hicieron 
de la prensa del ¿7usí un auto de fe. Los periódicos que 
se quemaron fueron: todos los números de £/ Liberal, 
todos los de £/ Imparcial y parte de los de 41 Heraldo, 
y un paquete de ££ País; pero los mismos que incen- 
diaron éste por error, lo apagaron. 

La policia municipal y agentes del Gobierno detu- 
vieron á tres jóvenes que, puestos á disposición del se- 
ñor Gobernador, ingresaron por orden de éste en la 
cárcel de Larrinaga. 

Para obtener la libertad de los detenidos, comenzó 
á cundir la idea de celebrar una manifestación por la 
noche. La proposición fué bien acogida, y de ella se 
hizo eco un periódico de la tarde, y desde las seis de 
la tarde comenzó á congresarse gente en el paseo del 
Arenal. 

A las siete los grupos habían engrosado mucho y 
parte del público comenzó á marchar en pequeños gru- 
pos hacia el Ensanche. A las siete y cuarto se dió el 
grito de muera el ¿rusf y vivas á Vasconia, y en com- 
pacta masa se dirigieron al (robierno civil. 

El diputado señor Urizar, desde la calle del Correo, 
fué obligado por varios de sus amigos a ponerse al 
frente de los grupos; conferenció con el señor Canseco 
y prometió garantizar el orden, consiguiendo que se 
dejase paso franco á la manifestación. 

El señor Urizar, el concejal Urrutia y varios Presi- 
dentes de los Circulos y Juventudes cenferenciaron 
con el señor Gobernador, para pedirle la libertad de 
los detenidos. 

El Gobernador manifestó que no dependía de él, 
sino del Juzgado de 1.* instancia, pero que, por su par. 
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te, empeñaba su palabra de interponer toda su influen- 
cia en favor de la libertad de los detenidos. 

Desde los balcones del Gobierno, dirigieron la pala- 
bra el Diputado y el Gobernador á los manifestantes, 
que, en número de 5.000, esperaban el resultado de la 
entrevista, 

Los manifestantes desfilaron con el mayor orden. 


La Comisión socialista 


Los socialistas, en discursos, hojas y folletos, pedian 
«que el Concierto económico no afecta en nada á las 
atribuciones y recursos de los Municipios vasconga- 
dos, los cuales podrán ejercitar todas las que á su fa- 
vor se establecen en las leyes y disposiciones de ca- 
rácter general aplicables á los Ayuntamientos, ya dic-: 
tadas ó que se dicten en lo sucesivo, especialmente 
las de ensanche, recargos en las contribuciones territo- 
rial é industrial y sustitución del impuesto de con- 
sumos». 

La Comisión socialista pedía la intervención del Gro- 
bierno, en lugar de la que tiene la Diputación, en ma- 
teria de presupuestos y cuentas municipales, y que se 
aplique la Ley de ensanche. 

El Ayuntamiento de Santander aprobó una moción 
en que se asegura que las Provincias vascongadas con- 
tribuyen con mucho menor cantidad que las restantes 
de la Nación española por los impuestos sobre alcoho- 
les, “achicoria y azúcar, y que están exentas del im- 
puesto del timbre. 

La Región Vasca insertó una carta, protestando de la 
conducta de los socialistas, (fechada en Cegama el 22 
de Noviembre de 1906), en que se decia: «1.” Porque 
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todos los hijos de las Provincias vascongadas somos 
herederos de los fueros que nos legaron nuestros ante- 
pasados, y, por tanto, estamos obligados á defender 
nuestros derechos. 2.” Porque los socialistas vascos ni 
podemos ni debemos ser los primeros en echar la casa 
por la ventana, abandonando la defensa de nuestros fue- 
ros, de nuestros intereses y sacrosantas libertades. 
3.” Porque este abandono sólo sería posible, en benefi- 
cio de la humanidad, si se tratase de formar una Re 
pública universal, etc. 4.” Porque los socialistas, no de 
las Provincias vascongadas, sino de España, y aun del 
mundo entero, faltarian á su programa si se apartaran 
de la razón, y apartarse de ella es ir contra las preten- 
siones y trabajos de nuestros representantes.» 


CAPÍTULO XXVIII 


Negociaciones para la revisión del Concierto económico 


(Continuación) 


Las gestiones con el Director de lo Contencioso.—Su plan.—Nota so- 
bre derechos reales.—Idem sobre el timbre.—Visita al Ministro. — 
Conferencia con Navarro Reverter, —Crisis ministerial y visita al 
nuevo Ministro. —Otra crisis. —Nueva conferencia con Navarro Re- 
verter. —Plazo de duración. —Entrevista con el Presidente del Con- 
sejo de Ministros. —El asunto ante el Consejo de Ministros, —Im- 
portantes reuniones con el Ministro y representantes en Cortes.— 
La visita á Su Majestad el Rey. —Fórmula aceptada.— Juicio de la 
misma, — Diligencias, preliminares y firma del Real decreto. 


Las gestiones con el Director de lo Contencioso: 
Su plan y nota sobre derechos reales 


El día 12 terminarán los comisionados sus gestiones 
con el Director de Contribuciones; en la reunión discu- 
tirán las notas que se han cambiado y aclararán algu- 
nos puntos. 

Para después de las cinco de la tarde y una vez des- 
pache con el señor Soler, están citados con el señor Fi- 
dalgo, director de lo Contencioso, y se pondrán de acuer- 
do sobre si para tratar de los asuntos referentes á lo 
Contencioso, seguirán el mismo procedimiento de cam- 
biar notas escritas, ó celebrarán reuniones. 
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Los diputados vascongados creen que entre mañana 
y pasado podrán terminar el cuestionario de lo Conten- 
cioso y seguidamente comenzarán á trabajar con el se- 
ñor Tudela, acerca del impuesto del timbre. 

Después de cambiadas todas las notas en que se es- 
pecifican con números demostrativos las razones en que 
la Comisión se apoya, para mantener determinadas ci- 
fras en el Concierto económico, se formará con aque- 
llas un expediente que será discutido en una reunión 
magna presidida por el Subsecretario de Hacienda y á 
la que asistirán los comisionados vascos y los directo- 
res generales. 

Más tarde pasará el expediente á estudio del Minis- 
tro de Hacienda, el cual lo examinará y y conferencia- 
rá directamente con los comisionados para resolver en 
definitiva. 

En estas últimas conferencias quedará determinada 
la cuantía de los cupos y plazo por el que se ha de fir- 
mar el Concierto, pues los trabajos de ahora sólo se re- 
fieren á tratar de las alegaciones de una y oíra parte 
sobre lo que se debe satisfacer, teniendo en cuenta las 
condiciones de mayor ó menor riqueza de cada región 
interesada y los nuevos impuestos creados por el Go- 
bierno desde 1894. 

Tuvo lugar la tercera reunión el día 12, desde las 
cinco hasta las siete de la tarde, estando los comisioda- 
dos vascongados en el Ministerio de Hacienda confe- 
renciando con el Sr. Fidalgo, Director general de lo 
Contencioso, sobre asuntos que habrán de tratar. 

Sólo hablaron en lineas generales y convinieron en 
seguir el mismo procedimiento observado con el Di- 
rector de Contribuciones, de enviar notas escritas. 

Mañana enviarán los comisionados la primera nota, 
acerca del impuesto de derechos reales. 
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El día 13, por la tarde, enviaron los comisionados 
la última nota sobre derechos reales, al Director de lo 
Contencioso, Sr. Fidalgo. 


Nota sobre el timbre 


Además escribieron al Director del Timbre, señor 
Tudela, pidiendo hora para que los reciba. 

Fueron citados para el día 15, á las once de la ma- 
ñana, con el fin de tratar del impuesto del timbre. 

En el día y hora señalada se avistaron los represen- 
tantes vascongados con el señor Tudela. 

Se cambiaron impresiones acerca del impuesto del 
timbre y se convino en cambiar notas de lo que ájui- 
cio de cada una de las partes contratantes debe satis- 
facerse por este impuesto. 

Después la Comisión estuvo por la tarde en el Mi- 
nisterio de Hacienda, conferenciando con el Director 
de Contribuciones señor Soler, no sólo acerca de los 
impuestos especiales, sino también de las notas cam- 
biadas con anterioridad, esto es, sobre las sumas pro- 
puestas por contribuciones. Entre unas y otras hay 
grandes diferencias, dificiles de salvar, al parecer, pero 
nadie desconfía de conseguirlo. 

El dia 16, se cruzaron entre el Inspector del Timbre 
y los comisionados vascongados, las notas relativas al 
mencionado impuesto. 

La Comisión hace observar en su nota, que no sólo 
pagan las Provincias las cantidades concertadas direc- 
tamente, sino que por otros conceptos y cantidades 
satisfacen el impuesto del Timbre. 

El día 17 terminaron los trabajos con los Directores 
generales, tanto de los impuestos anteriormente enca- 
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bezados, como de los considerados especiales Con- 
cluída esta parte de su trabajo se dirigieron al señor 
Navarro Reverter, pidiéndole día y hora para comen- 
zar las conferencias. El Ministro los citó para el 20. 
El día 1g, los Presidentes de las Diputaciones visita- 
rotí al Ministro, cambiando impresiones acerca de la 
marcha de los trabajos. 

Mientras tanto, los Directores generales continúan 
el estudio de varios puntos que fueron puestos á dis- 
cusión y que, como el que se refiere al impuesto del 
timbre, están aún sin terminar. 

El criterio del Gobierno es que el Concierto se haga 
con arreglo al aumento de la riqueza de las Provincias 
vascongadas y en proporción á los aumentos que han 
sufrido desde la fecha en que se celebró el último Con- 
cierto, los diferentes impuestos que pagan las demás 
provincias. Por tanto, si antes pagaban éstas 16 millo- 
nes, ahora deben pagar 20 Este es el mismo punto de 
vista de los directores, los cuales para hacer sus pro- 
porciones, y en la imposibilidad de fijar con exactitud 
el aumento de riqueza de las Provincias vascongadas, 
se han valido para ello de medios indirectos, estable- 
ciendo comparaciones con otras comarcas y examinan- 
do las distintas estadisticas que se conocen por adua- 
nas y otros conceptos. 

Los comisionados vascos, conformes con este criterio 
admiten muy pequeños aumentos. Los directores exigen 
mucho más; están oyendo las concesiones de los Cgmi- 
sionados, en las reuniones que celebran. Cuando lle- 
guen á un acuerdo la Junta de Directores elevará al 
(obierno unas cifras, una memoria y un documento con 
el máximum de las concesiones que hacen los vascon- 
gados, y frente á esas cifras el Gobierno presentará las 
suyas para ver si se llega á un acuerdo. No se ha dicho 


la última palabra, las cifras propuestas sirven de pre- 
misas. 

Los comisionados estudian el impuesto de utilidades 
que pretenden encabezarlo englobado con el de la con- 
tribución industrial de comercio. 

También tratan de encabezar otros impuestos nuevos, 
excepto el de alcoholes y alguno otro semejante. 

También se pretende encabezar el de cédulas. 


Visita al Ministro de Hacienda 


El día 20, los tres Presidentes de las Diputaciones 
vascongadas estuvieron con el Ministro de Hacienda, 
á las once de la mañana, para tratar con el señor Na- 
varro Reverter acerca de las cifras que le han elevado 
los directores y también las de los comisionados. 

De las cifras de éstos se desprende que las Provin- 
cias vascongadas pagan un tanto por habitante, que 
supera bastante al que satisfacen las provincias más 
pobladas y de mayor importancia de la Peninsula. 
También resulta lo propio de los estados que los direc- 
tores generales enviaron á los comisionados. En esta 
circunstancia apoyan los comisionados sus pretensio- 
nes para pedir que entren en el Concierto los impues- 
tos que ahora cobra el (Grobierno directamente por no 
estar concertados. 

El día 21 volvieron á visitar los Presidentes de las 
Diputaciones vascas al Ministro, durante breves mo- 
mentos, por estar ocupado Navarro Reverter, hacién- 
dole entrega de un documento, lleno de datos y de ci- 
fras, que el Ministro prometió estudiar con toda aten- 
ción. Quedaron en celebrar nueva entrevista á los 
dos días. 
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El Ministro pasó toda la mañana del día 22 conferen- 
ciando en su despacho con el Subsecretario y los direc- 
tores generales, acerca de las cifras indicadas á los co- 
misionados vascongados y las que éstos entregaron á 
los directores. El Ministro se limitó á concretar cifras 
para tener conocimiento pleno de lo propuesto y de lo 
que se ha de hablar en la entrevista con los comisio- 
nados. 


Conferencia con Navarro Reverter 


El 23 visitaron al Ministro los presidentes de las Di- 
putaciones. Por la tarde manifestaba el Ministro á los 
periodistas que habia entregado una nota á los presi- 
dentes, en la que se demuestra que desde el año 1894 
han tenido los impuestos en todas las provincias un 
aumento de 283 millones de pesetas y que en el mismo 
periodo de tiempo en las provincias vascongadas sólo 
ha habido un aumento de tres millones de pesetas. 

Los comisionados vascongados dicen que la reserva 
que se han impuesto sobre cifras les vedaba entrar á 
tratar de este particular públicamente. 

Añaden que conocen las cifras del Ministro y que de 
ellas partieron para establecer el punto de vista que 
mantienen. 

La cifra de 283 millones de aumento citada por el 
Mininistro no es completamente segura. 

Los comisionados irán á ver al Interventor general y 
hacerle entrega de las cifras que presentan enfrente de 
las del Ministro; luego conferenciarán con éste. 

El día 24, los tres presidentes de las Diputaciones 
estuvieron en el Ministerio de Hacienda, pero no pu- 
dieron conferenciar con él, por estar en el almuerzo 
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con que el Presidente del Consejo obsequiaba á los 
compañeros de Gabinete, por ser día de su Santo. 

La conferencia quedó aplazada para el lunes. 

Durante el domingo, 25 de Noviembre, los represen- 
tantes vascos, siguieron tratando de los detalles, ob- 
jeto de la conferencia, que al día siguiente, á las diez, 
celebrarán con el Ministro de Hacienda. 

Después que se pongan de acuerdo con éste, se pro- 
ponen gestionar que el nuevo concierto se firme por 
mayor número de años que el que finaliza en 31 de 
Diciembre. 

Las negociaciones se llevan con gran lentitud por- 
que las dos partes se mantienen en sus respectivos 
puntos de vista, procurando sacar el mejor partido po- 
sible de su contraria. 

El día 26, los Presidentes de las Diputaciones visi- 
taron por la mañana al Ministro de Hacienda, discu- 
tiendo las cifras presentadas por aquéllos y las que 
habian presentado los Directores generales, sin llegar 
á una solución, 

El Ministro y los Presidentes convinieron en cele- 
brar nueva conferencia, para continuar el examen de 
cifras, á los dos días. 

El día 27 le emplearon los comisionados vasconga- 
dos para la formación de estados y cifras relacionados 
con el Concierto. En la noche quedó ultimado el docu- 
mento que presentarán al Ministro de Hacienda los 
tres Presidentes de las Diputaciones, en la conferencia 
que habían de celebrar con él al siguiente día por la 
mañana. 
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Crisis ministerial y visita al nuevo Ministro 


El día 28 surgió la crisis del Ministerio de López 
Dominguez. Constituido nuevo (Grobierno bajo la presi- 
dencia de Moret, el día primero recibieron los comisio- 
nados una citación del Ministro de Hacienda, señor 
Delgado, para el día siguiente por la mañana. 

Los presidentes señores Urquijo y Lili celebraron la 
entrevista el día 2 con los señores Moret y Delgado, 
haciéndoles presente que hace ya un mes que se en- 
cuentran en Madrid sin haber podido solucionar el Con- 
cierto económico y teniendo abandonados muchos asun- 
tos de interés para sus provincias y los particulares 
suyos. 

Rogáronles que cuanto antes se resuelvan los puntos 
presentados, arrancando del momento en que presentó 
la dimisión el anterior Ministro para que se llegue 
cuanto antes á la solución del problema pendiente de 
la revisión de los cupos. 

Moret y Delgado aceptaron en principio lo propues- 
to, manifestando el segundo que conferenciarán con 
Navarro Reverter, para que éste les informe del estado 
de las negociaciones, á fin de que se active la resolu- 
ción del problema á la mayor brevedad posible. 

Tan pronto como conferencien los ministros saliente 
y entrante citarán á los representantes vascos para 
proseguir las negociaciones. 


Otra crisis: Nueva conferencia con Navarro Reverter 


El día 3 surgió una nueva crisis total y las negocia- 
ciones quedaron interrumpidas. Constituido el nuevo 
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Ministerio bajo la presidencia del Marqués de la Vega 
de Armijo, fué designado Ministro de Hacienda el 
señor Navarro Reverter. 

El dia 4 juró el nuevo Ministerio y los comisionados 
vascongados quedaron satisfechos con que continúe en 
el Ministerio de Hacienda el señor Navarro Reverter 
para continuar las negociaciones en el punto donde se 
quedaron, cuando surgieron las crisis últimas, sin sufrir 
nuevos entorpecimientos que dificulten aquellas. 

Por la tarde á las siete celebraron una reunión para 
convenir los puntos que tratarán en la primera confe- 
rencia con el Ministro de Hacienda. Al día siguiente 
visitarian á-éste y al nuevo jefe. 

El día 5 los presidentes de las Diputaciones vascon- 
gadas visitaron á Reverter, con quien conferenciaron 
extensamente, y no lo volvieron á hacer hasta los dos 
días: siguientes. El Ministro manifestó: «Los vascos 
están regateando mucho y ya me voy cargando». 

El día 6 de Diciembre los comisionados vascos se re- 
unieron como de costumbre, á las siete de la noche en 
el hotel París. 

Por la tarde conferenciaron con el Interventor gene- 
ral de Hacienda quien les prometió remitir antes de las 
seis de la tarde una nota, á fin de que puedan contes- 
tar á ella en la entrevista que al día siguiente celebra- 
rían con el Ministro de Hacienda. 

Los representantes en Cortes vascongados celebra- 
ron dos entrevistas con el Ministro de Hacienda, en 
el Senado la primera y en el Congreso la segunda. 

En el Senado el señor Navarro Reverter les dijo que 
es necesario que los representantes de las Diputaciones 
vascongadas cedan algo en los aumentos para llegar á 
un acuerdo, puesto que el Estado se lo ofrece en con- 
diciones ventajosas. 
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Parece que el Ministro de Hacienda pide cuatro mi- 
llones de pesetas sobre los seis que se pagan anual- 
mente por los impuestos concertados. Los representan - 
tes en Cortes expusieron á las peticiones del Ministro, 
razones de gran peso para rechazar una cifra que á su 
juicio es muy elevada. 

Uno de los representantes dijo: «Pagamos ya cuanto 
debemos pagar, porque hay que tener en cuenta, fiján- 
dose, por ejemplo, en Guipúzcoa, que satisface once mi- 
llones por los impuestos fuera de, concierto, y esa can- 
tidad unida á lo que satisface por el Concierto, es su- 
perior á lo que satisfacen las demás provincias de Es- 
paña. 

Nosotros, decía, no nos negamos á aumentar algo, 
lo que sea equitativo; pero en modo alguno podemos 
aceptar cuatro millones de aumento.» 

El Ministro dijo á los representantes en Cortes en el 
Congreso: 

«Yo no quiero la guerra, sino la paz y la concordia; 
pero ustedes son muy intransigentes y hacen cuestión 
cerrada de las cifras presentadas.» 

Uno de los diputados, el señor Orueta, le contestó: 

«No se hace cuestión cerrada, como lo demuestra que 
se ha aceptado aumento en los tipos.» 

«Mi deseo, dijo el señor Navarro Reverter, es llegar 
á un acuerdo y hacer un Concierto para más de diez 
años, pues cinco años es poco, y luego se echa encima 
el término del plazo, obligando á realizar nuevas nego- 
ciaciones. 

Allá en el Ministerio, añadió, tengo los 7.000 ú 8.000 
números que me han entregado acerca del Concierto y 
necesito ordenarlos y estudiarlos con todo detenimien- 
to. Terminó diciendo: los comisionados vascos aprietan 
que es un dolor, pero es preciso que aflojen más la bolsa.» 
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Un representante vasco indicó que se tropieza con 
una dificultad grandisima y de trascendencia. El Minis- 
tro parte del equivocado principio de que, desde que 
se realizó el anterior Concierto de 1894 hasta ahora, la 
recaudación del Estado en todas las provincias de Es- 
paña ha tenido un aumento de 300 millones de pesetas. 
Y tomando esta base, fija un aumento exagerado por el 
total concertado á las tres provincias. 


Plazo de duración 


Respecto al plazo de revisión de las nuevas cuotas, 
los representantes vascongados pretenden que sea ma- 
yor de diez años, preferirian que fuera de veinticinco. 
El Ministro está propicio á que sea largo, pero por cada 
concesión rebaja el plazo. 

El dia 7 el Ministro manifestó: «No nos entendemos. 
Hemos suspendido las negociaciones, que son muy cor- 
teses, pero que están lejos de llevar á una solución. 

Hemos quedado cada uno en libertad de acción. So- 
meteré el asunto al Consejo de Ministros.» 

A su vez los vascongados dicen que hay gran dife- 
rencia entre las cifras del Ministro de Hacienda y las 
que presentan ellos. 

No hay todavia motivo para creer en una ruptura. 
El Ministro pedía cuatro millones de aumento y los 
vascos ofrecían dos millones; el Ministro, como última 
solución, les pidió tres y medio, pero aquellos no acce- 
dieron porque las provincias vascongadas satisfacen al 
Estado, incluyendo lo concertado, cerca de 35 millones, 
cantidad que no pagan las provincias de mayor núme- 
ro de habitantes que las vascongadas y cuya riqueza 
es cuando menos igual á la de éstas. 
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Los comisionados vascos convocaron en vista de lo 
ocurrido, para esta tarde á todos los representantes en 
Cortes de las Provincias vascas. 

A la reunión acudieron todos los diputados y sena- 
dores vitalicios y electivos. Expuestas las circunstan- 
cias difíciles en que se encuentra la renovación del Con- 
cierto económico, se tomó el acuerdo de que los repre- 
sentantes en Cortes realicen esta misma tarde gestio- 
nes oficiosas cerca del Presidente del Consejo y del 
Ministro de Hacienda. 

Los diputados y senadores expusieron á los comisio- 
nados su adhesión completa y reiteraron hallarse dis- 
puestos á secundarlos en todo momento, con entusias- 
mo y energía en la defensa de los intereses de la 
región. 

Los diputados y Senadores después de la reunión se 
dirigieron al Senado donde conferenciaron con Nava- 
rro Reverter, quien se manifestó inclinado á una solu- 
ción favorable, pero que los intereses á él confiados no 
le permitian ceder más, que ha cedido lo posible, por 
lo que mantenía la cifra de tres millones y medio como 
última condición. 

Los mismos representantes en Cortes, á las cuatro de 
la tarde, celebraron otra entrevista con el Presidente 
del Consejo en el despacho de los ministros del Con- 
greso. Le interesaron para que gestionase cerca del 
Ministro en favor de las pretensiones de los comisiona- 
dos de las Diputaciones para evitar una ruptura. 

Contestó el Marqués de la Vega de Armijo que en 
aquel momento no podia entrar á tratar el asunto y por 
ello convinieron que al día siguiente á las cinco de la 
tarde, le visitarian en la Presidencia, puesto que á las 
seis deberá celebrarse Consejo de Ministros, en el que 
se tratará este asunto. 
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Regresaron los diputados y senadores al hotel París, 
donde celebraron una nueva reunión con los represen- 
tantes, conviniendo en asistir con éstos á la entrevista 
en la Presidencia para demostrar que la cifra de los dos 
millones de aumento, es la mayor concesión que pue- 
den hacer. : 

En el mismo día 7 el Presidente de la Diputación de 
Vizcaya celebró una detenida conferencia con el Rey. 

El día 8 á las once de la mañana, se avistaron los co- 
misionados con el Ministro de Hacienda para manifes- 
tarle que no estaban rotas las negociaciones encamina- 
das á lograr la revisión de las cifras concertadas y mu- 
cho menos las relaciones personales. El Ministro con- 
testó que aunque estaban suspendidas las negociaciones 
por la imposibilidad de entenderse, estimaba en mucho 
las relaciones personales. El señor Urquijo llevó el 
asunto hacia la batallona cuestión de las cifras, tratando 
de demostrar que daban todo lo que pueden dar. El 
Ministro le atajó diciendo que en este terreno no era 
posible llegar á entenderse, que si llegaran á ofrecer 
tres millones de aumento en vez de los dos que vienen 
ofreciendo, acaso pudieran llegar á un acuerdo satis- 
factorio. 


Entrevista con el Presidente del Consejo de Ministros 


A las cinco de la tarde los comisionados y represen- 
tantes en Cortes se dirigieron á la Presidencia del Con- 
sejo, con el objeto de conferenciar con el Presidente, 
que los recibió en el salón del Consejo. 

El señor Urquijo rogó al Presidente que interpusiera 
sus buenos oficios de una manera favorable al criterio 
que la Comisión había mantenido en las negociaciones 
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habidas con el Ministro de Hacienda; le indicó la im- 
paciencia con que en las Vascongadas esperaban la re- 
solución del Gobierno, y que pudiera calmarse realizan- 
do un acto de justicia, 

El Marqués de la Vega de Armijo contestó que el 
Gobierno estudiaría el asunto en Consejo teniendo en 
ello el mayor interés. 


El asunto ante el Consejo de Ministros 


La nota oficiosa del Consejo decía: Que el Ministro 
de Hacienda presentó al Consejo todos los anteceden- 
tes relativos al Concierto económico con las Provincias 
vascongadas, en sus dos aspectos legal y financiero. 
Resumió con datos numéricos la cifra que cree indis- 
pensable se aumente sobre la actual del Concierto y 
expuso los argumentos en que fundan la suya los dele- 
gados de las Provincias vascas, de cuya competencia y 
deseos hizo elogios. 

Discutido ampliamente el asunto, el Consejo acordó 
autorizar al Presidente y al Ministro de Hacienda para 
la resolución definitiva que debe adoptarse. 

El Ministro añadió: los vascos me piden que el nue- 
vowConcierto dure veinte años. Eso es mucho, pero me 
avengo á ello con tal de que se divida en dos periodos 
de diez años, de ocho ó de siete, y se aumente un mi- 
llón por el desarrollo que tenga la riqueza. Por ese con- 
cepto he pedido cinco millones y he rebajado á cuatro. 

Los comisionados manifestaban que no transigirían y 
llegarian hasta el rompimiento. Esta es cuestión que 
ha de ventilarse en veinticuatro horas ó á lo sumo en 
cuarenta y ocho. En este término ó llegamos á un 
acuerdo ó rompemos definitivamente, añadiendo que no 
pasan de dos millones y medio. 
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Importante reunión 
con el Ministro y representantes en Cortes 


Desde las once y media de la mañana hasta la una y 
cuarto de la tarde duró la reunión celebrada el día ro 
de Diciembre con el Ministro de Hacienda. 

A la reunión asistieron los presidentes de las tres di- 
putaciones y el Senador por Guipúzcoa señor Calbetón. 

Cambiaron impresiones y todo fué inútil, pues am- 
bas partes sostienen sus respectivos puntos de vista; 
Reverter manifestó que era inútil que los representan- 
tes visitasen de nuevo al Presidente del Consejo, como 
le habían anunciado, pues él se hallaba dispuesto a no 
ceder ni un céntimo del aumento de tres millones. 


Temores de los comisionados 


En el hotel Paris conferenciaron tarde y noche, casi 
todos los representantes en Cortes de las Provincias 
vascongadas, temiendo los representantes que surja 
una Crisis y venga un nuevo Ministro de Hacienda, 
pues podría darse el caso que fuese más exigente que 
Reverter, ó que no aceptase las negociaciones llevadas 
á cabo por su antecesor. Por otra parte, si ceden, temen 
perder las ventajas que pueden obtener resistiendo, si 
continúan las negociaciones. 

Por estas razones los comisionados apresuran sus 
conferencias ayer y hoy para ver si logran las ventajas 
que se proponen obtener. 

Los comisionados deseaban que si por Reverter no 
se rebajaba la cifra de aumento, incluyera en el Con- 
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cierto los impuestos sobre la achicoria, cédulas perso- 
nales y licencias de caza. 

Reverter se negó en absoluto á esta nueva pretensión. 

Durante la entrevista el señor Urquijo argumentó 
con datos decisivos que á las Provincias vascongadas 
no les era posible satisfacer más de dos millones de pe- 
setas de aumento, y aún así consideraba esto injusto, 
pues según cifras del mismo Ministerio de Hacienda, 
Vizcaya se halla entre las provincias que figuran á la 
cabeza en pago de impuestos no concertados y lo mismo 
les ocurre á Guipúzcoa y á Alava, dándose el caso de 
que en las Provincias vascongadas se satisface por cada 
habitante cinco veces más que en el resto de las provin- 
cias españolas. 

Apoyaron estos razonamientos los otros dos Presi- 
dentes y el Calbetón, excitando éste al Ministro á que 
hiciese el Concierto en condiciones más equitativas. 

Reconoció Reverter la fuerza de los argumentos ex- 
puestos, dió por exactas las cifras leidas y manifestó 
que los comisionados vascos se hallaban perfectamente 
impuestos en el asunto que defendían, pero insistió en 
que no le era posible rebajar una sola peseta de la can- 
tidad pedida. 

La reunión de los comisionados vascos en el hotel 
París se prolongó hasta las ocho de la noche; á las sie- 
te y media enviaron una comunicación dirigida al In- 
terventor general, conteniendo un estado de las últimas 
cifras que podian ofrecer. 

El Presidente de la Diputación de Guipúzcoa dijo 
que si no lograban al día siguiente una respuesta satis- 
factoria á la nota ó un arreglo, en otra conferencia que 
celebrasen, desistirían de continuar las gestiones. 

El Ministro dijo que se habian ocupado en la entre- 
vista de la mañana de tres puntos: 
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Primero, plazo del Concierto económico; segundo, 
forma de pagar los cupos; y terceto, cuantía de los 
mismos. 

En el primer punto se habían mostrado eonformes en 
señalar veinte años, divididos en periodos de diez para 
la revisión de las cifras. 

En cuanto á la reforma de tributos no se había podi- 
do tomar acuerdo, por depender de la cuantía de la tri- 
butación. 

El Ministro dijo que los comisionados le habian ma- 
nifestado que se proponian entrevistarse con el Rey. 


Visita á S. M. el Rey 


El día 1o el señor Urquijo visitó al Marqués de la 
Vega de Armijo y convinieron en que de diez y media 
á once de la mañana irían los dos á Palacio. 

El Rey recibió al señor Urquijo, conferenciando lar- 
gamente con él. 

El señor Urquijo presentó los argumentos en que sé 
basaban los comisionados vascongados para mantener 
su actitud, citó las cifras y razonó éstas, realizando una 
labor altamente meritoria. Don Alfonso escuchó el dis- 
curso con calma y atención; prometió hablar del asunto 
con Vega de Armijo y el Ministro de Hacienda, a quie- 
nes antes recomendó la cuestión. 

El Marqués, que asistió á la mayor parte de la confe- 
rencia, le expresó que también era su deseo llegar á un 
acuerdo con los vascongados, y que asi se lo había in- 
dicado al Ministro de Hacienda. 

Se dice que el Rey, después de una larga delibera- 
ción exclamó: 

«A ver si á las dos partes contendientes les convie- 
ne esta fórmula: Puesto que están acordes en que el 
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Concierto sea por veinte años, dividiremos ese tiempo 
en dos periodos de diez años: el aumento será en el pri- 
mer período de 2.500.000 pesetas que ofrecen los comi- 
sionados, y en el segundo los tres millones que exige 
el señor Navarro Reverter. ¿Qué os parecer» 

El señor Urquijo manifestó que aceptaba la fórmula 
y el señor Marqués de la Vega de Armijo dijo que 
también, si no opone reparos el señor Navarro Reverter. 

El Rey indicó al señor Urquijo que podía visitar al 
señor Navarro Reverter y expresarle cuáles eran sus 
deseos. 


Fórmula aceptada 


Inmediatamente abandonó Urquijo la real estancia y 
en un automóvil se dirigió al Ministerio de Hacienda: 
allí dió cuenta al señor Navarro Reverter de todo lo 
ocurrido. El Ministro discutió algo, pero al cabo hubo 
de exclamar: «Me han rendido ustedes, pero no me han 
convencido.» 

Inmediatamente el señor Urquijo se dirigió al hotel 
Paris á comunicar la grata noticia á los comisionados 
vascongados y á los representantes, detallándoles mi- 
nuciosamente lo ocurrido. 

Se recibió la noticia por todos con verdadero júbilo 
y la transmitieron en multitud de telefonemas y tele- 
gramas á Bilbao, San Sebastián, Vitoria y otros pue- 
blos de las provincias. 

El Consejo de Ministros celebrado por la noche en el 
Congreso se prolongó desde las siete hasta las ocho y 
media. 

Por unanimidad se había aprobado la fórmula conve- 
nida entre el Ministro de Hacienda y los representan- 
tes de las Diputaciones vascongadas. 
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Juicio de la fórmuta 


Zomanones dijo á los periodistas que el Grobierno se 
congratulaba grandemente de la solución dada al asun- 
to, vues resultaba una solución favorable á los intere- 
ses del Estado y á las provincias concertadas. 

Reverter manifestó que juzgaba el arreglo bueno y 
conveniente, si bien no tanto como él pretendia, pero 
añadió que en muchos casos era preciso sacrificarse. 
Después de todo no hemos salido perdiendo, y para de- 
mostrarlo se puede citar un caso como ejemplo. 

Cuando Gamazo era ministro consiguió renovar el 
Concierto sacando un millón de aumento al año. Yo he 
conseguido ahora que paguen dos y medio millones 
más, mientras que la tributación de las demás provin- 
cias españolas ha tenido un aumento de 60 por 100. De 
esto, pues, se deduce que nada perdemos. 

Yo no he querido concertar más articulos que los que 
actualmente estaban concertados. Debo hacer constar 
que los comisionados vascos han hecho una defensa no- 
ble, obstinada y digna de todo elogio. 

Durante toda la tarde y parte de la noche los comi- 
sionados no cesaron de recibir visitas y felicitaciones 
por la tenacidad y entereza con que han sabido defen- 
der los intereses de sus provincias. 

Igualmente fueron felicitadisimos los representantes 
en Cortes de las provincias vascongadas, por el apoyo 
decidido que han prestado á los diputados provinciales. 

Los comisionados por su parte, motrábanse muy agra- 
decidos al Rey y al Ministro de Hacienda. 
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Diligencias previas á la firma del Real decreto 


Este les ofreció enviarles para las seis de la tarde 
una copia del decreto que mañana firmará el Rey, pero 
á la noche no la habían recibido, sin duda por esperar 
á que antes la aprobase el Consejo de Ministros. 

El decreto estará calcado en el de Gamazo de 1894. 

Se decía que pagarán las cifras conocidas en los pe- 
ríodos citados, corresponiendo á Alava un aumento de 
70 á 80.000 pesetas, á Guipúzcoa de 600 á 700.000 y á 
Vizcaya el resto hasta dos y medio millones. 

El día 11 no se firmó el Real decreto relativo al Con- 
cierto económico, porque, según dijo el Ministro de 
Hacienda, previamente falta un trámite, cual es, que 
los comisionados vayan al Ministerio de Hacienda para 
firmar el acta general de las conferencias que han cele- 
brado con los Directores generales y con el Subsecreta- 
rio del Ministerio. 

El Real decreto lo llevará el Ministro al Consejo que 
se celebrará en Palacio bajo la presidencia del Rey; 
tan pronto como lo firme don Alfonso dará traslado de 
la disposición á los comisionados vascongados. 

Como los cupos han tenido aumento se consignará la 
cifra en el presupuesto de ingresos. Si los presupuestos 
no se aprobaran, ingresaría el aumento en concepto de 
recaudación del Tesoro. 

Las gestiones realacionadas con el régimen foral em- 
pezaron el dia 14 con la visita del señor Moret. 

Los comisionados celebraron el día 12 una reunión 
preliminar de los trabajos que realizaron. 

El día 13 estuvieron los comisionados en el Ministe- 
rio de Hacienda con objeto de firmar el acta de las re- 
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uniones celebradas con los directores generales y el 
Subsecretario. 

El acta no estaba redactada ni tampoco lo estaba el 
Real decreto de encabezamiento de las cifras del Con- 
cierto. 

En los comisionados surgieron algunos escrúpulos en 
lo que respecta á las gestiones realizadas sobre el 
impuesto de utilidades. Visitaron al Ministro de Hacien- 
da, quien les dijo que el asunto carecía de importancia, 
El impuesto de utilidades figurará como en el actual 
Concierto y según lo convenido con el señor Villaver- 
de en 1900; es decir, que el tanto por ciento correspon- 
diente á las utilidades por industria, figurará en los cu- 
pos nuevos con el aumento de dos y medio millones en 
los diez primeros años y tres en los diez segundos. 

Las demás utilidades, como ocurre ahora, se pagarán 
fuera del Concierto. 

También pidieron los comisionados que se haga cons- 
tar en el Real decreto que á los veinte años se man- 
tendrá el Concierto, y para la revisión de los tipos se de- 
terminará el procedimiento que habrá de seguirse; todo 
lo cual fué aceptado por el Ministro de Hacienda. 

Hablaron, por último, delimpuesto de transportes, pero 
nó terminaron por completo; lo harán mañana de acuer- 
do con el señor Urquijo que tuvo que ausentarse á Bil- 
bao por asuntos particulares y estará de regreso. 

El impuesto de transportes apenas afecta á Ala- 
va y para Guipúzcoa sólo representa unas 6.000 pe- 
setas. 

En cambio para Vizcaya representa una fuerte can- 
tidad. 

Por la tarde los diputados provinciales y el Presi- 
dente de la Diputación de Alava visitaron á los direc- 
tores generales, quienes les manifestaron que el Minis- 
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tro redactará el preámbulo y se lo leería á los comisio- 
nados antes de someterlo á la firma del Rey. 

El día 13 á las diez de la mañana estuvieron los co- 
misionados en el Ministerio de Hacienda y tras una 
corta conferencia quedaron solucionadas las dificulta- 
des surgidas. 

Después los comisionados firmaron las actas de las 
conferencias que habían celebrado con los Directores 
generales y con el Subsecretario de Hacienda. 

Más tarde se les dió lectura del decreto que había fir- 
mado el Rey sancionando el Concierto económico cele- 
brado entre el Estado y las Provincias vascongadas, 
mostrándose con él conformes los comisionados. 

Los representantes hicieron varias visitas á Moret y 
otros personajes por los trabajos realizados en apoyo 
de sus pretensiones y el día 14 se proponían visitar al 
Ministro de Hacienda para agradecerle las atenciones 
que con ellos había tenido. 


CAPÍTULO XXIX 


Concierto económico vigente 


Real decreto de 13 de Diciemhre de 1906.—Su exposición de motivos. 
—Texto del decreto. —Aprobación del Concierto.—Cupos de las 
contribuciones concertadas. —Deducción por compensaciones.— 
Conceptos del impuesto de utilidades incluídos en el cupo de indus- 
trial. —Tarifa de la contribución de utilidades.—Cuál es la parte 
concertada del impuesto de utilidades. —Parte no concertada de la 
tarifa 1.2 —Parte concertada de la tarifa 2.? —Parte no concertada 
de la tarifa 2.?—Parte concertada de la tarifa 3.*%—Parte no concer- 
tada de esta tarifa. — Efectos comprendidos en el cupo de «papel 
sellado».—Lineas incluídas en los cupos del impuesto de transpor- 
tes, — Asignación de las Empresas de ferrocarriles para gastos de 
inspección. —Impuestos no concertados. —Sociedades y compañías 
que no están comprendidas en el Concierto.—Responsabilidad por 
el importe de cupos, —Contribuciones que se establezcan ó supri- 
man en lo sucesivo.— Duración del Concierto. —Ingreso y formali- 
zación de los cupos concertados. —Atribuciones de las Diputacio- 
nes en lo administrativo y económico.—Comunicación del decreto á 
las Cortes. 


Real decreto de 13 de Diciembre de 1906 


Una vez expuestas las conferencias preliminares de 
las Diputaciones vascongadas, sus largas y dificiles 
gestiones en la Corte para la negociación del nuevo 
Concierto, pasamos á estudiar el texto del Real decre- 
to de 13 de Diciembre de 1906 en que está contenido. 
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Aunque breve en preceptos, grande es este Concierto 
por sus antecedentes, por su contenido, por sus cuotas, 
por su duración y la trascendencia que representa para 
el territorio euskaro. 

Como para la aplicación diaria de la ley no hay nada 
más hermoso y elocuente que el texto de la misma, 
como cabeza y base de todo breve comentario que pue- 
da hacerse, expondremos á continuación el texto del 
Real decreto antecitado, lamentando que no se hayan 
impreso ni esté acordada la publicación por las Dipu- 
taciones vascas, de las actas de las reuniones y entre- 
vistas que en Madrid celebraron sus representantes» 
cuyo documento seria el más auténtico comentario, 
porque daría á conocer las opuestas tendencias de los 
representantes de las provincias y el Grobierno, y el 
criterio unánime adoptado. 

En otras ocasiones, esas actas firmadas por los re- 
presentantes respectivos se sometían á la aprobación 
de las Diputaciones una vez aprobadas, puestas de 
acuerdo las tres Diputaciones, decidían su impresión; 
en esta ocasión, esa Memoria no se ha publicado por 
la Diputación de Vizcaya, encargada de hacerlo, y como 
no se conoce, sin ella es preciso estudiar el vigente con- 
cierto. Como complemento del mismo, insertaremos 
los articulos de la ley de utilidades y del timbre sobre 
la parte de estos impuestos no concertada que forma el 
derecho aplicable hasta 1921. 

La Comisión de Vizcaya, en el mismo día que llegó 
de Madrid, en el despacho de la presidencia, dió á co- 
nocer el resultado de sus gestiones; en la primera se- 
sión pública, el presidente hizo sucinta relación de 
todo lo actuado. 

Los comisionados de Alava, en la sesión secreta ce- 
lebrada por la Diputación el 27 de Diciembre, die- 


27 


— 418 - 

ron cuenta minuciosa de las gestiones practicadas en 
la Corte y de todo cuanto con la revisión del Concierto 
económico tiene relación. 

Posteriormente el 29 del mismo mes y año el Dipu- 
tado señor Guinea propuso se acordase un amplio voto 
de gracias para los señores Senadores vitalicios y elec- 
tivos y Diputados á Cortes vascongados y para cuan- 
tas personas han prestado su ayuda y apoyo á los re- 
presentantes de las tres Diputaciones. Asi se acordó, y 
á instancia del señor González de Echávarri, además 
de las personas propuestas por el señor Guinea, en 
primer lugar á los señores comisionados. 

El señor Presidente de la Diputación de Guipúzcoa 
enteró á sus compañeros de lo actuado referente al úl- 
timo pacto con el Gobierno y á la reintegración del ré- 
gimen foral, en la sesión pública de 27 de Diciembre 
de 1906. 


Exposición del citado Decreto 


Por ser esta exposición altamente laudatoria para 
las Provincias vascongadas y para sus comisionados, 
y por contener una sintesis del espíritu reinante en 
cuanto á la duración del Concierto, cuantía y propor- 
cionalidad de sus cupos, la reproducimos integra á 
continuación: 


«Exposición. — Señor: El patriotismo de las Provin- 
cias vascongadas y la ilustración de sus celosos re- 
presentantes, ha facilitado la misión del Gobierno al 
hacer uso una vez más de la autorización contenida en 
el número 2.* del artículo s.” de la ley de 21 de Julio de 
1876, para regular, como las circunstancias de la Na- 
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ción aconsejan, el deber que la Constitución de la Mo- 
narquía y el artículo 3.” de aquella ley imponen á todos 
los españoles de contribuir á las cargas del Estado en 
proporción de sus haberes. 

Celebradas numerosas cenferencias con los repre- 
sentantes de las tres Diputaciones provinciales de 
Alava, Guipúzcoa y Vizcaya, y ampliamente discuti- 
dos todos los extremos del complejo problema, se ha 
llegado felizmente á un acuerdo sobre las cifras de los 
cupos que pueden representar una equitativa propor- 
cionalidad tributaria, así como sobre la duración del 
Concierto, un poco mayor que la del que terminará en 
31 del mes actual, si bien se divide, con prudente pre- 
visión, en dos periodos de un decenio cada uno. Con- 
viene á la paz de los pueblos que no sean frecuentes 
las renovaciones de estos conciertos tributarios, y á 
este legítimo deseo de los representantes vascongados 
ha creido conveniente acceder el Gobierno de V, M,, 
por considerar necesario el plazo solicitado para el me- 
jor planteamiento y el útil desarrollo del nuevo régi- 
men económico, que, á semejanza de lo que ocurre con 
el resto de la Nación, impone un mayor esfuerzo con- 
tributivo á las provincias vascas, bien justificado por 
la natural expansión de su riqueza, y todavía más por 
las nuevas cargas que desde hace algunos años sufren 
las demás de España. 

Cumplido de este modo el requisito de oir á la legí- 
tima representación de las Diputaciones de aquellas 
tres provincias, y sin alterar ninguna de las condicio- 
nes legales que fijan el actual estado de derecho, se 
ha llegado, por medio de recíprocas transacciones, á 
realizar el noble deseo, reiteradamente manifestado 
por V. M., de llegar á un acuerdo de mutuo beneficio 
en cuanto al Concierto económico se refiere, y forma- 
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lizado ya por unánime voto de ambas Comisiones, el 

Ministro que suscribe, con explicita y especial apro- 

bación del Consejo de Ministros, tiene la satisfacción de 

someter á la aprobación de V. M., sin perjuicio de dar 

cuenta á las Cortes, el siguiente Real Decreto. 
Madrid 13 de Diciembre de 1906. 


SEÑOR: 
A E, R. P, de V, M,, 


Juan Navarro Reverter»., 


La Exposición que se acaba de insertar fué obra del 
Ministro de Hacienda, Excmo. Sr. D. Juan Navarro 
Reverter; es altamente laudatoria para estas Provin- 
cias, y por ello ese hombre público se hizo acreedor á 
gratitud eterna. 


Texto del Real Decreto 


«Artículo 1.2 Se aprueba el Concierto económico 
celebrado entre los representantes de las Diputaciones 
de Vizcaya, Guipúzcoa y Alava y la Comisión del (o- 
bierno nombrada por Real orden de 14 de Noviembre 
de 1905. 

Art. 2.2 En su virtud, quedan fijadas las cuotas que 
por contribuciones concertadas han de satisfacer anual- 
mente las citadas Diputaciones en las siguientes can- 
tidades: 

Contribución de inmuebles, cultivo y ganadería.— Vizcaya, 
1.205.876 pesetas; Guipúzcoa, 850.000; Alava 57 5,000. 

Industrial y de comercio..—WVizcaya, 956.779 pesetas; 
Guipúzcoa, 518.448; Alava, 101.407,706. 

Derechos reales. —Wizcaya, 1.053.659,75 pesetas; Grui- 
púzcoa, 439.234,96; Alava, 35.142. 
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Papel sellado. —Nizcaya, 106.414 pesetas; Guipúzcoa, 
go.000; Alava, 40.243. 

Consumos. — Vizcaya, 830.000 pesetas; Guipúzcoa, 
603.000; Alava, 171.537,85. 

TI por 100 sobre los pagos.—Wizcaya, 96.140 pesetas; 
Guipúzcoa, 50.000; Alava, 15.060. 

Transportes por las vías terrestre y fluvial. - Vizcaya, 
545.268 pesetas; Guipúzcoa, 30.000; Alava, 10.292. 

Carruajes de Iujo.--Wizcaya, 12.000 pesetas; Guipúz- 
coa, 7.000; Alava, 2.000. 

Asignación de las empresas de ferrocarriles para gastos de 
inspección.—Vizcaya, 36.800 pesetas; Guipúzcoa, 2.350; 
Alava, 9.250. 

Casinos y ctrculos de recreo. —Wizcaya, 10.000 pesetas; 
Guipúzcoa, 7.500; Alava, 1.500. 

Impuesto sobre el alumbrado de gas, electricidad y carburo 
de calcio.--Wizcaya, 90.000 pesetas; Guipúzcoa, 65.000; 
Alava, 9.000. 

Art. 3." Del total del cupo concertado con cada Di- 
putación se deducirán, en condepto de compensaciones, 
las cantidades siguientes: Vizcaya, 044-574 pesetas; 
Guipúzcoa, 598.017; Alava, 347.243. 

Art. 4 Se considera comprendido en el concierto 
del cupo señalado por contribución industrial el im- 
puesto á que se refieren los epigrafes 1.%, 2.%, 3. 4. 
y 6.* de la Tarifa 1.? de la Ley de 27 de Marzo de 1900 
sobre utilidades de la riqueza mobiliaria, en cuanto se 
contraen á cargos ejercidos en las Provincias vascon- 
gadas, dependientes de las Diputaciones, Á yuntamien- 
tos, Bancos, Sociedades, Compañías ó cualquiera otra 
entidad constituida en dichas provincias, asi como el 
párrafo 1.” del epigrafe 4.” y los epigrafes 5.” y 6." de 
la Tarifa 2.* y los epígrafes 1.%, 2., 3." y 4.” de la Ta- 
rifa 3.* de la misma Ley. 
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Art. 5.2 En los cupos señalados por el concepto de 
Papel sellado se comprenden los efectos siguientes: pa- 
pel timbrado común judicial; pólizas y otros documen- 
tos de Bolsa; efectos de comercio; timbres especiales 
móviles; contratos de inquilinato; espectáculos públi- 
cos; papel de pagos al Estado, con excepción del des- 
tinado al pago de matrículas en los establecimientos 
de enseñanza oficial. 

Art. 6.2 Los cupos fijados por el impuesto de trans- 
portes comprenderán las siguientes líneas: 

Vizcaya.—Ferrocarril de Bilbao á Portugalete; idem 
de Triano; idem de Cadagua; idem de Bilbao á San- 
tan der; idem de Bilbao á Las Arenas; idem de Bilbao 
á Durango y á Elorrio; idem de Durango á Zumárraga; 
idem de Amorebieta á Guernica y Pedernales; idem 
de la Robla :á Valmaseda y Luchana; idem de Lucha- 
na á Munguía; ídem de Elgóibar á San Sebastián; 
idem de Las Arenas á Plencia; idem de Bilbao á Le- 
zama; idem de Castro á Traslaviña; Tranvía de Bilbao 
á Las Arenas y Algorta; idem de Bilbao á Santurce; 
idem de Pedernales á Bermeo; idem de Bilbao á Du- 
rango y Arratia. 

Guipúzcoa.——Tranvía de San Sebastián á Pasajes y 
Rentería; idem de Irún á Fuenterrabia. 

Alava.—Ferrocarril Anglo-Vasco-Navarro. 

Art. 7.7 Las cantidades concertadas por el concep- 
to de asignación de las Empresas de ferrocarriles para 
gastos de inspección y vigilancia, se entenderá sin per- 
juicio del derecho de la Hacienda á exigir de las Di- 
putaciones el importe á que asciendan las liquidaciones 
anuales que por este concepto forma el Ministerio de 
Fomento. 

Art. 8.2. Las demás contribuciones é impuestos que 
no son ojbeto de concierto serán administrados y re- 
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caudados directamente por la Hacienda pública, en la 
forma que disponen sus respectivos Reglamentos. 

Art. 9.7 No se consideran comprendidas en este 
Concierto, y por lo tanto, quedarán sujetas á las contri- 
buciones que según su naturaleza puedan afectarles, 
las Sociedades y Compañías que desde la promulga- 
ción de la ley de 27 de Marzo de 1900 se hayan consti- 
tuido ó se constituyan para explotar industrias fuera 
del territorio de las Provincias vascongadas, aunque 
en éstas tengan establecido ó establezcan su domicilio 
social. 

Art. 10. Las respectivas Diputaciones responderán 
en todo tiempo al Estado del importe de los cupos que 
cada una deba satisfacer. 

Art. 11. Cualquiera otra nueva contribución, renta 
ó impuesto que establezcan las leyes sucesivas y que 
no tengan relación con las encabezadas, obligarán tam- 
bién á las Diputaciones referidas en la cantidad que les 
corresponda satisfacer al Estado, y se harán efectivas 
en la forma que el Gobierno determine, oyendo previa- 
mente á las mismas Diputaciones. 

Del propio modo, si las leyes sucesivas suprimieran 
alguna contribución, renta ó impuesto de los encabe- 
zados, se dejará de satisfacer el cupo correspondiente, 
á no ser que al suprimirse un impuesto se establezca 
otro en equivalencia, d se recarguen ó transformen, para 
sustituirlo, los demás tributos ya establecidos, caso en el cual 
no se hará alteración alguna. 

Art. 12. Las cuotas señaladas serán inalterables 
hasta 31 de Diciembre de 1916, y desde esa fecha su- 
frirán un aumento de 500.000 pesetas hasta 31 de Di- 
ciembre de 1926. 

Pasada esa fecha podrán modificarse con sujeción á 
lo dispuesto en el art. 41 de la ley de 5 de Agosto 1893. 
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Art. 13. Para el día 31 de Diciembre de 1916, las 
Diputaciones comunicarán al Gobierno la proporcionali- 
dad con que cada una de ellas ha de contribuir por 
cada tributo al aumento total de las 500.000 pesetas re- 
feridas. 

Art. 14. El ingreso y formalización de las cantida- 
des que deberán abonar las respectivas Diputaciones 
se verificará en la Administración especial de Hacien- 
da, por cuartas partes, dentro del mes siguiente al ven- 
cimiento de cada trimestre, excepción hecha del últi- 
mo de cada año económico, cuyas operaciones ¿em- 
drán lugar precisamente dentro del mes de Diciembre, que- 
dando sujetas dichas Corporaciones, si retrasaren el 
cumplimiento de esta obligación, á los procedimientos 
de apremio establecidos ó que se establezcan contra 
deudores á la Hacienda. 

Art. 15. Las Diputaciones de Vizcaya, Guipúzcoa 
y Alava continuarán investidas, asi en el orden admi- 
nistrativo como en el económico, de todas las atribu- 
ciones que vienen ejerciendo. 

No obstante, no podrán adoptar disposición alguna tribu- 
taría que se halle en contradición con los pactos internaciona- 
les ajustados por España con las naciones extranjeras. 

Art. 16. El Gobierno dará cuenta á las Cortes del 
presente Decreto. Dado en Palacio á 13 de Diciembre 
de 1906.—ALFONSO. —El Ministro de Hacienda, Juan 
Navarro Reverter,» 


Clasificación de los Artículos 
En diez y seis artículos se compendia tan importan- 


te pacto tributario y de esos articulos hay unos gene- 
rales ó cumunes á los demás conciertos cuyo texto re- 
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producen, tales son el 1.”, 8.%, 10, 11, 14, 15, párrafo 
1.” y el 16; el 9.” también es reproducción del 5. del 
Real decreto de 25 de Octubre de 1900. 

Subsiste en el último concierto la clasificación de los 
tributos en concertados, que son los comprendidos en su 
artículo 2.% no concertados, los que administra la 
Hacienda á que hace referencia el 8.% y puede agre- 
garse una nueva clase de ¿impuestos mixtos, en parte 
concertados y en parte no, los enumerados en los articu- 
los 4.%, 5., 6. y 7. También mantiene el decreto de 
1906 un artículo 3.” para detallar las compensacio- 
nes, el 6.” para enumerar las lineas concertadas, el 12 
para fijar la duración y revisión de sus cuotas. Contie- 
ne un artículo nuevo, el 13, para expresar la fecha en que 
las Diputaciones comunicarán al Gobierno la propor- 
cionalidad en que cada una ha de contribuir por cada 
tributo al pago de 500.000 pesetas concertadas de au- 
mento; el 5.” referente al papel sellado, el 7.” á las asig- 
naciones de las empresas de ferrocarriles para gastos 
de inspección. Y un íxciso nuevo que es el 2.* parrafo del 
articulo 15 por el que las Diputaciones no podrán adop- 
tar disposición alguna tributaria, que se halle en con- 
tradicción con los pactos internacionales ajustados por 
España con las naciones extranjeras. 

A continuación reproducimos el texto del concierto 
con la adición de los epigrafes puestos á sus artículos 
(1), con cuyos epigrafes se facilita notablemente la 
busca de los preceptos legales, su mejor inteligencia y 
comentario. 


(1) Según el Boletín Furídico- Administrativo. 
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Aprobación del Concierto 


«Art. 1.7 Se aprueba el Concierto económico cele- 
brado entre los representantes de las Diputaciones de 
Vizcaya, Guipúzcoa y Alava y la Comisión del Gobier- 
no nombrada por Real orden de 14 de Noviembre 
de 1905». 

Convenido el Concierto económico, el señor Ministro, 
en cuanto á la redacción del Real decreto, envió á los Co- 
misionados su proyecto, que no les gustó nada, por los 
términos en que se hallaba concebido, y que, en su vis- 
ta los Comisionados formularon un anteproyecto que 
enviaron al Ministro y fué aceptado por éste, salvo al- 
gunas supresiones ó variaciones que introdujo, y que 
si bien los Comisionados tuvieron á última hora temo- 
res de que no saliera el decreto, tal como se habia for- 
mulado, no se realizaron, afortunadamente, esos temo- 
res, y el Real decreto se publicó en la forma por 
ellos proyectada. Sirva esto de explicación general. 

El precedente artículo es reproducción de los inser- 
tos bajo igual número en el Concierto económico de 
1894 y sus reformas posteriores. 

Su importancia se reduce á aprobar el Rey, á pro- 
puesta del Ministro de Hacienda, de acuerdo con el 
Consejo de Ministros, el Concierto económico celebra- 
do por los representantes vascos y la Comisión del (zo- 
bierno. 
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Cupos de las contribuciones concertadas 


«Art. 2. En su virtud, quedan fijadas las cuotas que 
por contribuciones concertadas han de satisfacer anual- 
mente las citadas Diputaciones en las siguientes canti- 
dades: 

Contribución de inmuebles, cultivo y ganadería.—Nizcaya, 
1.205.876 pesetas; Guipúzcoa, 850.000; Alava, 575.000. 

Industrial y de comercio.—Nizcaya, 956.779 pesetas; 
Guipúzcoa, 518.448; Alava, 101.407,76. 

Derechos reales. —Vizcaya, 1.053.659,75 pesetas; Gui- 
púzcoa, 439.234,96; Alava, 35.142. 

Papel seltado.— Vizcaya, 106.414 pesetas; Guipúzcoa, 
9go.o000; Alava, 40.243. 

Consumos.-— Vizcaya, 830.000 pesetas; Guipúzcoa, 
605.000; Alava, 171.537,85, 

1 por too sobre los pagos.—Wizcaya, 96.140 pesetas; 
Guipúzcoa, 50.000; Alava, 15.060. 

Transportes por las vías terrestre y fluvial. —Wizcaya, 
545.208 pesetas; Guipúzcoa, 30.000; Alava, 10.292. 

Carruajes de lujo.—Vizcaya, 12.000 pesetas; Gruipúz- 
coa, 7.000; Alava, 2,000. 

Asignación de las empresas de ferrocarriles para gastos de 
inspección. —Wizcaya, 36.800 pesetas; Guipúzcoa, 2.350; 
Alava, 9.230. 

Casinos y círculos de recreo.—NWVizcaya, 10.000 pesetas; 
Guipúzcoa, 7.500; Alava, 1.500. 

Impuesto sobre el alumbrado de gas, electricidad y carburo 
de calcio, —Nizcaya, go.000 pesetas; Guipúzcoa, 65.000; 
Alava, 9.000.» 

Concuerda este artículo con el 2.” del Real decreto 
de 1.” de Febrero de 1894 y con los Reales decretos de 
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1899 sobre conciertos del impuesto de la luz y con el 
1% y 2. del Real decreto de 25 de Octubre de 1900, 
cuyos preceptos sintetiza, incluyendo en Concierto 
los impuestos enumerados en éstos y en aquél, excepto 
el impuesto titulado Patentes de alcoholes, Altera la deno- 
minación del de tarifas de viajeros y mercancías por el 
de transportes por las vías terrestre y fluvial. Lo que 
varía entre el presente artículo y sus precedentes, son 
la cuantía de las cuotas asignadas á cada tributo que 

ha sufrido una elevación total de 2.500.000 pesetas. 


Deduccción por compensaciones 


«Art. 3." Del total del cupo concertado con cada Di- 
putación se deducirán, en concepto de compensaciones, 
las cantidades siguientes: Vizcaya, 644.574 pesetas, 
Guipúzcoa, 598.017; Alava, 347.243.» 

Es idéntico al 3." de los Conciertos de 1887 y 1894. 


Conceptos del impuesto 
de utilidades incluídos en el cupo de industrial 


«Art. 4.2 Se considera comprendido en el Concier- 
to del cupo señalado por contribución industrial el im- 
puesto á que se refieren los epigrafes 1.%, 2. 3.2 4. y 
6. de la Tarifa 1.* de la ley de 27 de Marzo de 1900 
sobre utilidades de la riqueza mobiliaria, en cuanto se 
contraen á cargos ejercidos en las Provincias vascon- 
gadas, dependientes de las Diputaciones, Ayuntamien- 
tos, Bancos, Sociedades, Compañias ó cualquiera otra 
entidad constituida en dichás provincias, asi como el 
párrafo 1.” del epigrafe 4.” y los epígrafes 5.” y 6." de la 


— 429 = 
Tarifa 2.* y los epigrafes 1.%, 2., 3." y 4.” de la Tarifa 
3. de la misma ley.» 

Concuerda con el art. 4." del Real decreto de 25 de 
Octubre de 1900, pero le separan notables diferencias, 
por lo cual merece un detenido estudio. En el último 
Concierto se varia la extructura y los preceptos del ar- 
tículo similar de 1900 dividiéndole en dos articulos que 
son el 4.” y 5.2 El artículo de 1goo comenzaba por de- 
cir la parte del impuesto de utilidades que se recauda- 
ría por la Hacienda, asi como los impuestos sobre los 
naipes, el azúcar, la achicoria y el timbre que cobraría 
directamente el Estado; y en su último párrafo especi- 
ficaba la parte del impuesto de utilidades que se ha de 
entender concertada. 

Por el contrario, en el vigente Concierto tanto en su 
artículo 4.” como en el 5.” se define solamente la parte 
del impuesto de utilidades y del timbre que respecti- 
vamente se ha de entender concertada; la no concertada 
por exclusión se entiende que es toda la no pactada 
con sujeción al precepto del artículo 8.* 

A fin de especificar bien en los ¿impuestos mixtos la 
parte concertada y la no concertada, procede hacer un 
estudio detenido de los preceptos legales concordantes 
de la ley de utilidades examinando las 


Tarifas de la ley de utilidades 


Esta importantísima ley tributaria grava las utilida- 
des que se obtienen en recompensa de servicios perso- 
nales, los intereses y toda clase de productos del capi- 
tal y el que rinda la industria con el concurso del capi- 
tal y del trabajo; por eso consta de tres tarifas: la Ta- 
rifa 1.* alusiva á las utilidades procedentes del trabajo per- 
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sonal; la 2.2 á las utilidades procedentes del capital, y 
la 3.? á las utilidades procedentes del trabajo juntamente con 
el capital. 

Cada una de estas tarifas constan de diversos epigra- 
fes numerados, y cada número de distintos apartados 
ó letras. La tarifa 1.* consta de siete epigrafes; el núme- 
ro 1. de los apartados letra A á la D inclusive; y el 
número 2.* de las letras A á la D. 

La Tarifa 2.* consta de seis epigrafes, sin apartado ó 
letra en ninguno de éstos. 

La Tarifa 3. consta de cinco epígrafes: el número 2.* 
tiene los apartados letras A y B, y el número 4.” los 
apartados letras 4 y B. 

Sentadas estas premisas veamos ahora 


Cuál es la parte concertada del impuesto de utilidades? 


A esta pregunta contesta el artículo 4.” del Concierto 
económico de 1906 en los términos transcritos más 
arriba. Según dicho articulo se entienden concertados 
todos los números menos el 5.* y 7.” y los conceptos 
respectivos de la tarifa primera, equivalentes al anti- 
guo impuesto sobre sueldos de empleados provinciales y 
municipales. Los números ó epigrafes no incluidos son 
el 5." sobre los sueldos de los Grenerales, Jefes y oficia- 
les del ejército y armada y sus asimilados, y el 7.* re- 
ferenté al descuento sobre los honorarios de los regis- 
tradores. Por consiguiente, la parte concertada y que 
no cobra el Estado es: 
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Tarifa l.* 


1.7 El 1o por 100 de los sueldos, dietas, asignacio- 
nes, retribuciones ó gratificaciones ordinarias ó extra- 
ordinarias que disfruten: 

4. Los directores, gerentes, consejeros, administra- 
dores, comisionados, delegados ó representantes de 
los Bancos, Compañías, Sociedades, Montes de Piedad, 
Cajas de Ahorros y Corporaciones de todas clases. 

No están comprendidos en esta disposición los jefes 
ó directores, cualquiera que sea su denominación, de 
las sucursales que dichas entidades establezcan ó ten- 
gan establecidas, siempre que estos funcionarios figu- 
ren en el escalafón de empleados del establecimiento 
respectivo disfrutando de sueldo fijo, pues en tal caso 
contribuirán como empleados, con arreglo al núm. 2. 
de esta tarifa, á menos que se trate de sucursales de 
Sociedades extranjeras, cuyos jefes se considerarán 
como directores á los fines de esta contribución. 

B. Los administradores, bajo cualquier nombre ó 
concepto, de fincas, censos, foros ú otras rentas perte- 
necientes á cualquier clase de personas ó Corporacio- 
nes, estimándose, si no constase debidamente justifica- 
da la retribución, en un 5 por 100 del importe de las 
rentas Ó ingresos de la Administración. 

C. Los Administradores habilitados del clero sobre 
el importe líquido de sus asignaciones. 

D. Los habilitados ó apoderados de clases que per- 
ciban su haber del Estado, excepto los empleados que 
lo sean de sus respectivas dependencias. 

2.2 El 5 por 100 de los sueldos, dietas, asignaciones, 


— 42 
retribuciones ó gratificaciones ordinarias ó extraordi- 
narias que disfruten: 

A. Los empleados de Bancos, Compañías, Socieda- 
des, Montes de Piedad, Cajas de Ahorro, Corporacio- 
nes de todas clases, casas de banca, de comercio y par- 
ticulares. 

Bb. Los agentes de las Compañías de seguros nacio- 
nales ó extranjeras, por los seguros efectuados ó que 
se efectúen en lo sucesivo. 

C. Los artistas dramáticos ó líricos. 

D. Los toreros, pelotaris y los que en circos, tea- 
tros, plazas de toros, frontones ó salones, ejecuten tra- 
bajos gimnásticos, acrobáticos, ecuestres, de prestidi- 
gitación ú otros semejantes. 

Se exceptúan de esta imposición todos los jornales 
y los haberes inferiores á 1.500 pesetas. 

3.” Los haberes de las clases pasivas del Estado, 
civiles y militares, Casa Real, provincias y Municipios, 
contribuirán con arreglo á la siguiente escala: 

Hasta 1.500 pesetas, el 15 por 100; de 1.501 á 2.500, 
el 16 idem; de 2.501 á 5.000, el 18 idem; de 5.001 en 
adelante, el 20 idem. 

4. Los sueldos, sobresueldos, dietas y gastos de 
representación de las clases activas civiles, y de los. 
presidentes y vocales de corporaciones administrativas, 
contribuirán en la proporción siguiente: 

Hasta 1.500 pesetas, el lo por 100; de 1.501 á 2.500, 
el 12 idem; de 2.501 á 5.000, el 14 idem; de 5.001 á 
7.500, el 16 idem; de 7.501 á 12.500, el 18 ídem; de 
12.501 en adelante, el 20. 

Las gratificaciones, haberes de temporeros, premios 
é indemnizaziones, contribuirán con el 12 por loo de 
la cantidad percibida, 

6. Los sueldos, haberes y asignaciones de los em- 
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pleados de las Diputaciones provinciales y Ayunta- 
mientos contribuirán en la proporción fijada en la si- 
guiente escala: 

Hasta 1.000 pesetas, el 6 por 100; de 1.001 á 5.000, 
el 12 idem; de 5.001 en adelante, el 16 idem. 

Los maestros de instrucción primaria continuarán 
exentos del impuesto. 


Parte no concertada de la Tarifa 1.2 


De esta tarifa no se hablaba para nada en el art. 4." 
del Real decreto de 25 de Octubre de 1900. 

No se entenderá concertada y por lo tanto los com- 
prendidos en ella, aunque vivan ó ejerzan sus cargos en 
territorio de las tres Provincias vascongadas, pagarán: 

5 Los generales, jefes y oficiales del Ejército y 
Armada y sus asimilados, con arreglo á la siguiente 
escala: 

Capitanes y subalternos, 5 por 100; jefes, 10 idem; 
generales de brigada, 14 idem; los demás generales, 
18 idem. 

Las clases de tropa y sus asimilados quedarán exen- 
tos de todo impuesto. 

Las gratificaciones, haberes de temporeros, premios 
é indemnizaciones contribuirán con el 12 por roo de la 
cantidad percibida. 

7.2 Los registradores de la propiedad contribuirán 
sobre las dos terceras partes del importe de los hono- 
rarios que perciban en la proporción fijada en la si- 
guiente escala: 

Registradores de cuarta clase con fianza hasta 1.125 
pesetas, 10 por 100; registradores de cuarta clase con 


28 
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fianza superior á 1.125 pesetas, 12 idem; registradores 
de tercera clase, 14 idem; registradores de segunda 
clase, 16 idem; registradores de primera clase, 18 idem. 


Parte concertada de la tarifa 2.2 


De esta Tarifa que comprende seis epigrafes, sola- 
mente se concertó él párrafo 1.* del epigrafe 4. y los 
epigrafes 5.” y 6.” totalmente. 

El párrafo 1.* del epigrafe 4.* dice asi: 

4. El 3 por 100. 

De los intereses anuales de los empréstitos y obliga- 
ciones de las Diputaciones provinciales y Ayuntamien- 
tos y de los Bancos, Sociedades, Compañias y Empre- 
sas de toda clase. 

5.2 El 3 por 100. 

De los intereses de las cédulas y préstamos hipote- 
carios, tomándose para éstos, como base para la liqui- 
dación, el rédito legal cuando no se hayan pactado in- 
tereses. 

6.2 El 3 por 100. 

De los intereses de préstamos sin hipotecas consig- 
nados en escritura pública ó documento privado, to- 
mándose la base del rédito legal cuando no consten los 
intereses pactados. 


Parte no concertada de la Tarifa 2.2 


En las Provincias vascongadas como en el resto de 
España, se pagarán: 

1.2 El 20 por 100 de los intereses de las deudas del 
Estado siguientes: 
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La perpetua al 4 por 100 interior y exterior, la amor- 
tizable al 4 por 100, las acciones de obras públicas y de 
carreteras, las obligaciones del Tesoro sobre la renta 
de Aduanas, los billetes hipotecarios de Cuba, las obli- 
gaciones del Tesoro de Filipinas y toda nueva deuda 
del Estado que en adelante se emita. 

Quedan exceptuadas: la deuda consolidada al 5 por 
100 reconocida á los Estados Unidos de América, la 
perpetua al 4 por 100 reconocida á Dinamarca, las obli- 
gaciones del Tesoro y demás efectos que representen 
deuda flotante, las anualidades de los préstamos de la 
casa Rothschild y de la Compañia Arrendataria de Ta- 
bacos, los intereses de depósitos necesarios y la deuda 
perpetua exterior estampillada, propiedad de extranje- 
ros, hasta que se modifique la declaración de 28 de Ju- 
nio de 1882. También pagaran el 20 por 100 de sus 
asignaciones los perceptores de cargas de justicia. 

2. El 5 por.100. 

De los dividendos de las acciones de los Bancos de 
emisión, descuento y, en general, de todos los Bancos, 
ya operen sobre bienes inmuebles, ya sobre valores 
mobiliarios. 

3. El 3 por 100, 

De los dividendos de las acciones de las Sociedades 
anónimas de todas clases, y los de las Compañías de 
ferrocarriles ó que exploten tranvías, canales y demás 
concesiones, sean ó no revertibles al Estado ó a los 
Municipios, y á los de acciones de las Compañias anó- 
nimas dedicadas á la navegación. 

Las acciones de las Sociedades anónimas mineras 
pagarán el 2 por 100 sobre el importe de los dividendos. 

De las primas de amortización de las obligaciones de 
Compañías de ferrocarriles y de las demás Sociedades 
anónimas, 


— 436 — 


Parte concertada de la tarifa 3.2 


Está concertada casi toda ella, pues de sus cinco epi- 
grafes ó números sólo quedan fuera de concierto el 5.” 
y 6.”, en cambio están concertadas en totalidad y no se 
pagarán en las provincias vascongadas. 

1. El 13 por 100 de las utilidades líquidas que ob- 
tengan los Bancos de emisión, descuento, y, en gene- 
ral, todos los Bancos, ya operen sobre bienes inmue- 
bles, ya sobre valores mobiliarios. 

2.7 El 12 por 100. 

A. De las que obtengan las Sociedades por accio- 
nes, excepto las mineras, y las que encargadas por 
arrendamiento ó concierto de servicios propios del Es- 
tado, tengan estipulada con él la exención de la contri- 
bución industrial. Esta excepción no afecta á los con- 
ceptos de la tarifa 2.* 

B. De las que perciban las Compañías anónimas 
que exploten tranvías y demás concesiones, no siendo 
de ferrocarriles, sean ó no revertibles al Estado ó á los 
Municipios. 

3. El 7 por 100 de las utilidades que obtengan las 
Compañías anónimas de ferrocarriles y las dedicadas 
á la explotación de canales y á la navegación. 

4 El6 por 100. 

A. De las que obtengan las Sociedades de produe- 
ción y consumo. 

Quedan exceptuadas de este impuesto las Socieda- 
des cooperativas de crédito de producción y consumo 
de las clases obreras. 

B. De los beneficios líquidos anuales que obtengan 
las Sociedades cooperativas de crédito. 
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Parte no concertada de la tarifa 3.3 


El número 5.” ó sea: El 2 por 100 de las primas de 
los seguros efectuados ó que efectúen en España las 
Compañías de seguros de incendios, nacionales ó ex- 
tranjeras, y todas aquellas cuyo fin sea la reparación ó 


indemnización de daños ó perjuicios sobre las cosas ó 
propiedades, cualquiera que sea su organización. 


Efectos comprendidos en el cupo de «papel sellado» 


Art. 5.2 En los cupos señalados por el concepto de 
Papel sellado se comprenden los efectos siguientes: pa- 
pel timbrado común judicial; pólizas y otros documen- 
tos de Bolsa; efectos de comercio; timbres especiales 
móviles; contratos de inquilinato; espectáculos públi- 
cos; papel de pagos al Estado, con excepción del des- 
tinado al pago de matriculas en los establecimientos 
de enseñanza oficial. 

Respecto á este impuesto aparecia concertado en 
1894 por la totalidad correspondiente á los documen- 
tos redactados y Sociedades existentes en pais exen- 
to. Con la radical transformación y notable extensión y 
elevación que sufrió en 1900 se decía en el art. 4.” del 
Real decreto de 25 de Octubre de 1900: se recauda- 
rán directamente por la Hacienda pública los nuevos im- 
puestos.. .. y el impuesto del timbre á que se refieren los ar- 
tículos 174 y 175 de la Ley de 26 de Marzo último. Veamos 
el contenido de estos artículos. Conforme con ese inci- 
so el nuevo pacto fija el papel concertado, pero no men- 
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ciona varias de sus clases ni esos artículos de la ley de 
timbre. 

Las clases de timbres no incluidas en Concierto, son: 
los pagarés en bienes desamortizados, licencias de 
caza, de uso de armas y de pesca, timbres de correos, 
tarjetas postales, tarjetas de la unión postal, timbres 
de telégrafos, papel de multas municipales, papel de 
multas por infracción de la ley electoral. 

Art. 174. Las acciones, obligaciones y demás valo- 
res de que trata esta sección, devengarán anualmente, 
por razón de timbre de negociación, el uno por mil de 
su valor efectivo, al tipo medio de su cotización en el 
año precedente ó del tiempo menor transcurrido desde 
la emisión. En los que no se coticen se tomará como 
base el capital que á razón de 5 por 100 resulte del in- 
terés ó dividendo satisfecho dentro del año precedente, 
debiendo, al efecto, la entidad interesada justificar en 
legal forma aquellos extremos, y en su defecto, el va- 
lor nominal, deducida, en su caso, la parte no desem- 
bolsada. El pago se hará en metálico por las entidades 
interesadas, como responsahles directas para con el 
Tesoro. 

Art. 175. Las Sociedades extranjeras por acciones 
quedan obligadas al pago del mismo impuesto de uno 
por mil anual sobre el capital que destinen á sus ope- 
raciones en España. Al efecto, la persona ó entidad 
que haya de representarlas legalmente en España, dará 
conocimiento á la respectiva Delegación de Hacienda, 
en el plazo de un mes á contar desde el día en que co- 
mience sus operaciones de la razón social bajo que la 
Sociedad esté constituida; clase de operaciones á que 
se dedique é importe del capital destinado á las mis- 
mas, justificándolo en legal forma, y enlo sucesivo, 
de los aumentos ó disminuciones que este capital ten- 
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ga. La Delegación de Hacienda instruirá el oportuno 
expediente de comprobación, y oido el parecer del 
Abogado del Estado, lo elevará al centro directivo del 
ramo para la fijación del capital que debe tributar. 
Estas sociedades se considerarán comprendidas en el 
artículo 158, relativo á los libros de contabilidad, pero 
sólo en cuanto á los libros Diario, Mayor y Copiador 
de cartas y telegramas. 

Los articulos transcritos de la ley del timbre de 1900 
concuerdan con algunas variantes con el 169 y 170 de 
la ley definitiva del timbre de 1906. 


Lineas incluidas en el impuesto de transportes 


Art. 6.2 Los cupos fijados por el impuesto de trans- 
portes comprenderán las siguientes líneas: 

Vizcaya.—Ferrocarril de Bilbao 4 Portugalete; ídem 
de Triano; idem de Cadagua; idem de Bilbao á San- 
tander; idem de Bilbao á Las Arenas; idem de Bilbao 
a Durango y á Elorrio; idem de Durango á Zumárraga; 
idem de Amorebieta á Guernica y Pedernales; idem 
de la Robla á Valmaseda y Luchana; idem de Lucha- 
na á Munguía; ídem de Elgóibar á San Sebastián; 
idem de Las Arenas á Plencia; idem de Bilbao á Le- 
zama; idem de Castro á Traslaviña; Tranvía de Bilbao 
á Las Arenas y Algorta; idem de Bilbao á Santurce; 
idem de Pedernales á Bermeo; idem de Bilbao á Du- 
rango y Arratia. 

Guipúzcoa.-—Tranvía de San Sebastián á Pasajes y 
Rentería; idem de Irún á Fuenterrabía. 

Alava.—Ferrocarril Anglo-Vasco-Navarro. 

Concuerda este artículo con el 6. del Real decreto 
de 1. de Febrero de 1894, pero en este artículo trans- 
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crito se comprenden en el Concierto vigente las lineas 
férreas de Bilbao á Santander, la de Bilbao á Durango 
y Elorrio, la de la Robla á Valmaseda y Luchana, la de 
Bilbao á Lezama y la de Castro á Traslaviña; así como 
los tranvías de Pedernales á Bermeo. Idem de Bilbao á 
Durango y Arratia. Idem de Irún á Fuenterrabía que 
no se incluían en el de 1894 en totalidad ó en parte. 

En el Concierto de 1894 se hablaba de los cupos fija- 
dos por el impuesto sobre tarifas de viajeros y mercancias 
y en el actual se denomina de otro modo, diciendo: /os 
cupos fijados por el impuesto de transportes comprenderán 
las siguientes líneas. 

Las cuestiones prácticas motivadas por el impuesto 
de transporte las examinaremos en el tomo 3.* : 


Asignaciones de las empresas 
de ferrocarriles para gastos de inspección 


Art. 7. Las cantidades concertadas por el concep- 
to de asignación de las Empresas de ferrocarriles para 
gastos de inspección y vigilancia, se entenderá sin per- 
juicio del derecho de la Hacienda á exigir de las Di- 
putaciones el importe á que asciendan las liquidaciones 
anuales que por este concepto forma el Ministerio de 
Fomento. 

Este artículo es nuevo porque desde 1894 que se 
concertó el impuesto sobre asignaciones de las empre- 
sas de ferrocarriles para gastos de inspección, la Ha- 
cienda no tenía intervención, pero por el nuevo pre- 
cepto tiene derecho á exigir de las Diputaciones el im- 
porte á que asciendan las liquidaciones anuales que por 
este concepto forma el Ministerio de Fomento. 
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Impuestos no concertados 


Art. 8. Las demás contribuciones é impuestos que 
no son ojbeto de concierto serán administrados y re- 
caudados directamente por la Hacienda pública, en la 
forma que disponen sus respectivos Reglamentos. 

Es completamente semejante en su contenido aunque 
distinto en su letra al artículo 5.* del Concierto anterior 
de 1894. 


Sociedades y compañias 
que no están comprendidas en el Concierto 


Art. 9” No se consideran comprendidas en este 
Concierto, y por lo tanto, quedarán sujetas á las contri- 
buciones que según su naturaleza puedan afectarles, 
las Sociedades y Compañias que desde la promulga- 
ción de la ley de 27 de Marzo de 1900 se hayan consti- 
tuido ó se constituyan para explotar industrias fuera 
del territorio de las Provincias vascongadas, aunque 
en éstas tengan establecido ó establezcan su domicilio 
social. 

Concuerda literalmente con el que tenía el número 
5." en el Real decreto de 25 de Octubre de 1900. 


Responsabilidad por el importe de cupos 
Art. 10. Las respectivas Diputaciones responderán 


en todo tiempo al Estado del importe de los cupos que 
cada una deba satisfacer. 
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Es idéntico al 9.” del Concierto de 1894, sin otra va- 
riante que el haber suprimido al hablar de las Diputa- 
ciones, el epiteto de provinciales. 


Contribuciones 
que se establezcan ó supriman en lo sucesivo ' 


Art. 11. Cualquiera otra nueva contribución, renta 
ó impuesto que establezcan las leyes sucesivas y que 
no tengan relación con las encabezadas, obligarán tam- 
bién á las Diputaciones referidas en la cantidad que les 
corresponda satisfacer al Estado, y se harán efectivas 
en la forma que el Gobierno determine, oyendo previa- 
mente á las mismas Diputaciones. 

Del propio modo, si las leyes sucesivas suprimieran 
alguna contribución, renta ó impuesto de los encabe- 
zados, se dejará de satisfacer el cupo correspondiente, 
á no ser que al suprimirse un impuesto se establezca 
otro en equivalencia, d se recarguen ó transformen, para 
sustituirlo, los demás tributos ya establecidos, caso en el cual 
no se hará alteración alguna. 

Es igual al párrafo 1. del artículo 10 con las varian- 
tes de sustituir las palabras provincias por Diputaciones 
y respectivas por la de las mismas. 

En el párrafo 2.* las palabras subrayadas al final son 
nuevas y sustituyen ventajosamente aclarando las 
que en equivalencia figuraban en el párrafo 2." del ar- 
tículo ro del precedente Concierto, que eran asi: repre- 
sentando la misma cuantía, en cuyo caso no se hará altera- 
ción. Es decir, que antes, para que no se hiciese altera- 
ción, se exigía que el nuevo tributo representase la 
misma cuantía, mientras que ahora, aunque la cuantía 
no sea la misma, aunque se recarguen Ó transformen los 
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impuestos que han sido concertados, no se hará altera- 
ción 6 modificación del Concierto durante el plazo de 
duración del mismo. 


Duración del Concierto 


Art. 12. Las cuotas señaladas serán inalterables 
hasta 31 de Diciembre de 1916, y desde esa fecha su- 
frirán un aumento de 500.000 pesetas hasta 31 de Di- 
ciembre de 1926. 

Pasada esa fecha podrán modificarse con sujeción á 
lo dispuesto en el art. 41 de la ley de 5 de Agosto 1893. 

Concuerda con el art. 11 del Real decreto de 1.* de 
Febrero de 1894 con dos modificaciones, una en su ex- 
tructura y otra en la letra de su parte final de sus pá- 
rrafos 1.” y 2.” En cuanto á la extructura, el artículo 
concordante constaba de un párrafo y el vigente le for: 
man dos, En el párrafo primero después de declarar las 
cuotas señaladas hasta 31 de Diciembre de 1916, se 
añade, y desde esa fecha sufrirán un aumento de 300.000 
pesetas hasta 31 de Diciembre de 1926. 

Las palabras subrayadas al final del párrafo 2.” del 
presente artículo son nuevas y sustituyen ventajosa- 
mente á las que contenía el mencionado articulo 11 de 
1894, Ley de presupuestos vigente, oyeudo, como en 
él se determina, á las Diputaciones provinciales, salvo 
lo establecido en los articulos 6.* y to. 

Art. 13. Para el dia 31 de Diciembre de 1916, las 
Diputaciones comunicarán al Gobierno la proporcionali- 
dad con que cada una de ellas ha de contribuir por 
cada tributo al aumento total de las 500.000 pesetas re- 
feridas. 

Es completamente nuevo, sin precedente, nace como 
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legitima consecuencia del aumento que han de sufrir 
las cuotas convenidas desde 1916 de 500.000 pesetas, 
cuyo aumento no habiéndose prorrateado es preciso 
que, llegada esa fecha, le distribuyan entre si, fijando 
la proporcionalidad en que han de contribuir por.cada 
tributo. 


Ingreso y formalización de los cupos concertados 


Art. 14. El ingreso y formalización de las cantida- 
des que deberán abonar las respectivas Diputaciones 
se verificará en la Administración especial de Hacien- 
da, por cuartas partes, dentro del mes siguiente al ven- 
cimiento de cada trimestre, excepción hecha del últi- 
mo de cada año económico, cuyas operaciones ¿en- 
drán lugar precisamente dentro del mes de Diciembre, que- 
dando sujetas dichas Corporaciones, si retrasaren el 
cumplimiento de esta obligación, á los procedimientos 
de apremio establecidos ó que se establezcan contra 
deudores á la Hacienda. 

Este artículo es igual al 13 del Concierto de 1894 sin 
otra variante que la de poner Diciembre en lugar de Ju- 
nio, como consecuencia de haberse amoldado el año 
económico al año natural. 


Atribuciones de las 
Diputaciones en lo administrativo y económico 


Art. 15. Las Diputaciones de Vizcaya, Guipúzcoa 
y Alava continuarán investidas, así en el orden admi- 
nistrátivo como en el económico, de todas las atribu- 
ciones que vienen ejerciendo. 
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No obstante, no podrán adoptar disposición alguna tribu- 
taria que se halle en contradicción con los pactos internaciona- 
des ajustados por España con las naciones extranjeras. 

El párrafo 1. de este artículo es igual al artículo 14 
del Concierto de 1894 sin otra variación que la de 
haber suprimido la palabra provinciales. 

El párrafo 2. es nuevo y de tal importancia y trans- 
cendencia que reconoce la autonomía económica y ad- 
ministratva de las Diputaciones vascongadas hasta el 
grado máximo, declarándolas soberanas y autorizadas 
para adoptar disposiciones tributarias con respecto á 
los extranjeros, con tal que no contradigan los tratados 
internacionales ajustados por España con las naciones 
extranjeras. Con esa limitación en justo respecto á lo 
pactado por el Estado español, pueden hacer, en lo que 
en nada afecte ó lesione á esos pactos, cuanto las Cor- 
poraciones provinciales estimen justo y conveniente á 
sus intereses. 


Comunicación de este decreto á las Cortes 


Art. 16. El Gobierno dará cuenta á las Cortes del 
presente Decreto. Dado en Palacio á 13 de Diciembre 
de 1906.—AÁLFONSO.—El Ministro de Hacienda, Juan 
Navarro Reverter.» 

Es completamente igual al artículo final de los Reales 
decretos de 28 de Febrero de 1878 y 25 de Octubre de 
1goo. 


CAPÍTULO XXX 


Opiniones acerca del Concierto económico de 1906: De La Gaceta del 
Norte.—De El Globo.—De Aberri.—De Orueta —Disposiciones 
posteriores á dicho Concierto: Sentencia de 12 de Enero de 1907 
sobre aplicación de la ley de lo contencioso en Navarra. —Real or- 
den de 10 de Diciembre de 1907 sobre percepción del impuesto 
sobre el azúcar.—Real orden sobre el impuesto del timbre en Viz- 
caya.—Real orden de 11 de Marzo de 1908 sobre competencia del 
Gobernador y Comisión provincial en obras de cementerios en 


> 


Vizcaya. 


Expuesto brevemente el contenido del Concierto vi- 
gente, sus concordancias y preceptos complementarios 
en el capitulo precedente, sin perjuicio de analizar se- 
paradamente sus nuevos mandatos en el tomo 3.”, pa- 
samos á consignar las diversas opiniones emitidas 
acerca de su importancia para el País vasco y las dis- 
posiciones legales dadas con posterioridad, comenzan- 
do por el 


Juicio de «La Gaceta del Norte» 
«Sobre el Concierto económico» 


Como es asunto este del Concierto económico que 
interesa vivamente al País vascongado, creemos pres- 
tar un servicio á nuestros lectores y satisfacer su legí- 
tima curiosidad exponiendo datos y consideraciones 
que les permitan formarse juicio exacto acerca del con- 
venio que acaba de realizarse entre los representantes 
de la Hacienda Pública y los dignos comisionados que 
designaron las Diputaciones de Vizcaya, Gruipúzcoa y 
Alava. 
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En lo que respecta á las cifras, nos ceñiremos única- 
mente á Vizcaya, porque suponemos que nuestros dig- 
nos colegas de Guipúzcoa y de Alava ilustrarán á sus 
lectores en lo que afecta á los compromisos que sus 
ilustres Diputaciones han contraído en materia tribu- 
taria. 

Los aumentos que ha experimentado Vizcaya en sus 
cupos, y el total de lo que se le asigna desde 1.” de 
Enero de 1907, aparecen en la siguiente relación, con 
la cual se puede formar concepto exacto de las obliga- 
ciones tributarias que pesaban y pesarán sobre el solar 
vizcaíno: 


AUMENTO TOTAL 
Territorial .............. 208.579,00| 1.205.876,00 
Industria y Comercio ..... 272.910,00 766.361,00 
Derechos reales.......... 632.905,75| 1.053.059,75 
Papel sellado............ 38.682,00 100.4 14,00 
Consumos... ...o.ooo.mo... 278.968,001 830.000,00 
1 por 100 sobre pagos .. 24.209,00 96.140,00 
Impuesto sobre sueldos de 
empleados provinciales y 
municipales....... o. 04.086,00 190.418,00 
Viajeros y mercancías..... 189.350,00|  545.208,00 
Carruajes de lujo......... 2.000,00 12.000,00 
Asignaciones de ferroca- 
rrileS .......ooooo.oo.o.. » 36.800,00 
Alumbrado.............. 30.000,00 90.000.00 
Casinos y Círculos de re- 
TOO cor 3.300,00 10.000,00 
Sumas....| 1.745:309,75| 4-942.930,75 
Dedúcense por compensaciones........ 644.574,00 
Cupo liquido, pesetaS..........o.oooo.. 4.308.302,75 
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Es de advertir que el impuesto sobre sueldos de em- 
pleados provinciales y municipales se ha englobado en 
la contribución sobre utilidades, que en la parte que ha 
sido concertada se ha incluido en el cupo de la contri- 
bución industrial y de comercio. 

Para comparar esta revisión del Concierto con la que 
se hizo en 1894, conviene separar á un lado los aumen- 
tos que se han introducido en el.impuesto de viajeros 
y mercancias por transportes de ferrocarriles, y en el 
del alumbrado de gas, electricidad y carburo de calcio. 
Hecha esta deducción, que asciende á 229.550 pesetas, 
los aumentos ahora introducidos por las contribucio- 
nes, que pueden considerarse de carácter general, son 
de 1.515.759,75 pesetas, y en 1894 fueron de 700.000 
pesetas. No hay que olvidar que de entonces acá se 
han aumentado los tipos de tributación, con lo cual 
dicho se está que, aun á igual riqueza imponible, co- 
rrespondería una suma de contribución más elevada. 
Asimismo ha de tenerse muy presente que en 1894 la 
revisión de los cupos se hizo á los siete años, y ahora 
se ha hecho á los trece, es decir, que ha habido un pe- 
ríodo de tiempo que llega casi al doble del anterior 
para que la riqueza haya adquirido su natural expan- 
sión. Otra consideración que viene á reforzar las ante- 
riores, para la más exacta apreciación -del éxito que 
han alcanzado nuestros comisionados, es que en 1894 
se concertaron los cupos por trece años, y ahora se 
conciertan por veinte, si bien con un aumento que se 
introducirá á los diez años, y que no está previamente 
señalado. Es inútil encarecer las ventajas que siempre 
trae consigo todo convenio que alcance una mayor du- 
ración, pues nada hay más opuesto al progreso de los 
medios de producción que la inestabilidad del régimen 
tributario. 
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Hechas estas consideraciones con la Gaceta de Ma- 
drid á la vista para no dejarnos guiar por impresiones 
puramente personales, que son muy expuestas á error, 
algo hemos de añadir que, por más que no se refiera á 
guarismos, no deja de encerrar, á nuestro juicio, muy 
alta importancia, ya que en estas cosas que afectan á 
la personalidad histórica de nuestro pueblo tenemos 
por indudable que, sin desatender los intereses mate- 
riales, antes bien mirándolos cuidadosamente, y procu- 
rando fomentarlos con empeño, ha de procederse con 
sujeción á lo que enseña aquel sabido y antiguo refrán, 
tan hondamente expresivo: Por el fuero, no por el huevo. 

Nos referimos á los términos verdaderamente satis- 
factorios para los vascos en que se halla redactado el 
preámbulo del Real decreto referente al Concierto eco- 
nómico. No estábamos acostumbrados á ver empleado 
ese lenguaje por los Gobiernos de Madrid, lo cual hace 
que nos felicitemos de la nueva orientación que en él 
se marca, y que infunde alientos y esperanzas, si nos- 
otros sabemos defender sin alharacas extemporáneas, 
pero con dignidad y entereza, nuestros derechos, pro- 
clamándolos siempre muy alto, y no avergonzándonos, 
como no se han avergonzado nuestros dignísimos comi- 
sionados de expresar ante los ministros las condicio- 
nes en que se verificó la unión del Solar vascongado á 
la Corona de Castilla. 

Cuando se sabe hablar ese lenguaje, viril y respe- 
tuosamente, los mismos Gobiernos comprenden toda 
nuestra significación é importancia; y asi el señor Na- 
varro Reverter, en la audiencia oficial que dió á las co- 
misiones de las Diputaciones vascongadas, después que 
se hubo publicado en la Gaceta el Real decreto de re- 
ferencia, habló en términos que deben recogerse, por- 
que no sólo ponderó las excelencias de la raza vasca, 
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fuerte y serena, y la inteligencia y patriotismo de sus 
representantes, sino que se felicitó de haber llegado, 
como él vivamente ansiaba, á una solución de concor- 
dia entre los dos paises, y anunció que había resuelto 
elevar la categoría de los administradores especiales de 
Hacienda de Vizcaya, (ruipúzcoa y Alava, porque en- 
tendía que los embajadores (frase textual) que la Ha- 
cienda pública enviase á un país como éste, habían de 
ser, por su altura, dignos de la tierra adonde venían. 

De todas estas manifestaciones tan halagúeñas para 
nosotros, y que hemos averiguado por conducto fide- 
digno, se deduce una enseñanza: que los pueblos que 
quieren ser respetados, lo son, si ellos saben mostrarse 
siempre dignos y celosos guardadores de sus derechos. 


Juicio crítico del Concierto económico por «El Globo» 


El Globo publicó un artículo en Diciembre de 1906, 
titulado Sacrificio injusto, en el que se afirma: que en el 
Concierto económico que se acaba de ultimar ha sido 
desatendida y perjudicada la Hacienda, sentándose un 
funesto precedente y afirmándose un régimen de ex- 
cepción, de privilegio, en perjuicio de las provincias no 
concertadas. Ocupándose del artículo otro diario (1), 
dice: 

«Mal se avienen estas manifestaciones con las he- 
chas por otros periódicos madrileños, según las cuales 
las Provincias vascongadas acaban de ser recargadas 
en sus cuotas contributivas en un 60 por 100, cifra á 
la que no alcanza ninguna otra provincia de España. 

Lo que ha ocurrido en este asunto es que el Minis- 
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tro de Hacienda pretendió imponer cuotas á su capri- 
cho, haciendo caso omiso de las cifras que los comisio- 
nados le expusieron y cuya veracidad ha reconocido 
noblemente. 

El Globo no dice verdad al asegurar que los vascon- 
gados se fijaron ellos mismos el cupo que habrán de 
pagar, no consintiendo que les fuera señalado con co- 
nocimiento de sus medios de tributación. Con cifras y 
datos claros y convincentes demostraron que no po- 
dían admitir un aumento mayor de dos millones. Harto 
sacrificio han realizado transigiendo con el aumento 
que se les ha fijado sobre esos dos millones. 

El País, contra lo que £/ G/obo supone, no puede 
creer que nosotros no podemos tributar mucho más. 

Aparte de que aquí no se trata de creencias, sino de 
cifras. Y con cifras puede demostrarse lo contrario de 
lo que se supone que el país cree. 

Nosotros, en cambio, tenemos derecho á creer que 
los tiros de 41 Globo no van contra los vascongados, 
sino «contra los que han intervenido en el asunto, sa- 
crificando al Ministro de Hacienda». 


El Concierto económico juzgado por «Aberri» 


El semanario nacionalista 4óerr¿, en cambio, cierra 
contra los representantes de las Diputaciones, diciendo 
que lo que han hecho no es fuerismo, ni intransigencia, 
ni energía, ni nada. 

Dice que los comisionados debieran haberse negado 
á todo aumento en el cupo, y si el Gobierno se empe- 
ñaba en imponerlo, regresar al pais á dar cuenta de su 
conducta. 

Termina el artículo, diciendo que á la solución de la 
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segunda, que creen que debiera haber tenido la prime- 
ra, miran los nacionalistas con mayor interés, pues de- 
sean la reintegración foral. 

Y os esperamos á la vuelta, añaden. Nosotros segui- 
mos teniendo confianza en los comisionados vasconga- 
dos, la misma que nos inspiraban cuando en la reunión 
de Zumárraga redactamos y firmamos el documento de 
adhesión. 

Sabíamos que forzosamente el primer asunto á dilu- 
cidar seria el de la cuestión de los ochavos, como pin- 
torescamente la denomina el semanario nacionalista. 
Los comisionados vascos fueron llamados por el Minis- 
tro de Hacienda para la cuestión de los cupos. 

En ese terreno han defendido cuanto les ha sido po- 
sible, los intereses del pais vascongados. Una ruptura, 
sólo hubiera servido para que el Gobierno nos' condu- 
jera á la igualación, en la forma que en 1876 nos des- 
pojó de lo que en 1839 fué respetado. 

Ahora no debemos hacernos ilusiones de que ha de 
llegarse á la reintegración foral. Partidarios decididos 
de ella somos y celebrariamos que la obtuvieran, pero 
tampoco creemos que está eso en manos de los comi- 
sionados y que lo procedente es tener en cuenta los 
trabajos que realicen para poderla juzgar y para «espe- 
rarla á la vuelta». 

De la misma opinión que nosotros es el semanario 
Euskalduna, puesto que después de consignar que las 
cuotas representan interés material, muy por debajo de 
los otros intereses morales, por cuya pronta solución 
deben trabajar los comisionados. 
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Opinión de Orueta 


No hemos de entrar en el examen de las cifras de 
esa obra económica; buenas ó malas, son lo que han 
podido ser. En ese punto, justo es confesarlo, nada pue- 
de pedirse á nuestros comisionados, que fueron bien 
preparados, llevando el asunto bien estudiado para 
ceder en lo justo, pero para no transigir en lo que 
pudiera haber de exagerado en los avances del fisco. 
Tanto vizcainos, como guipuzcoanos y alaveses, sos- 
tuvieron con datos irrecusables y con razonamientos 
incontestables las cifras de los cupos y solicitaron, 
como era su deber, el concierto de otros nuevos, á los 
que no se pudo llegar por desear sólo el Estado en 
aquel momento renovar los ya concertados anterior- 
mente. Sucedió al final algo de lo que sucede siempre: 
el señor Navarro Reverter habilísimo Ministro de Ha- 
cienda y muy deferente con los comisionados, discutió 
cuanto pudo, que, dadas sus condiciones personales de 
inteligencia y saber, era bastante; los comisionados lle- 
garon á una cifra máxima posible, el Ministro pidió 
otra más elevada por las razones de siempre, por la duda 
de no quedarse corto y evitar un clamoreo general 
del Pais, que desconociendo el asunto en sus funda- 
mentos cree siempre que pagamos poco, por el natural 
deseo de una mayor recaudación de ingresos' para sus 
presupuestos, y por último, por la presión de algunos 
otros elementos politicos, especialmente los conserva- 
dores, que no ocultaban su deseo de hacer pagar caro 
este Concierto á los vascongados. 

Pero fué gran suerte para nuestro país el tratar con 
un Gobierno liberal de más amplio y conciliador crite- 
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rio, y llevadas ambas cifras extremas, la del Ministro 
y la de los comisionados á Consejo de Ministros presi- 
dido por el general López Dominguez, no se adoptó la 
máxima del señor Navarro Reverter, y dando faculta- 
des al Ministro se abrió el camino de una conciliación 
que con ulteriores negociaciones y la amistosa inter- 
vención de $. M. el Rey, que deseaba se llegase á un 
acuerdo, quedó zanjada en un término medio entre am- 
bas aspiraciones. 

Los vascongados aceptaron esta cifra con la convic- 
ción de que por el momento era elevada; pero que te- 
niendo en cuenta su inalterabilidad por largos años, en 
ese transcurso de tiempo pudiese representar un pro- 
medio más razonable, y tuvieron en ello buen acierto, 
como unánimemente se lo dió á entender á su vuelta el 
Pais. 

Bajo ese aspecto y dentro del régimen de conciertos, 
fué, pues, un trato aceptable, sobre todo, por su estab: li- 
dad, que permite al pais mayor tranquilidad y previsión 
para lo futuro, y le da garantia de tiempo para desen- 
volver su administración y orientarla debidamente. 


Sentencia de 12 de Enero de 1907 


Es de interés conocer sus resoluciones de aplicación 
para casos análogos en que se entable recurso conten- 
cioso en las Provincias vascongadas ó Navarra, contra 
las resoluciones de sus Diputaciones. 

La Sociedad Vinícola Navarra no satisfizo el impues- 
to de alcoholes elaborado en la fábrica de Campanas, y 
la Diputación provincial acordó que suscribiese dos pa- 
garés comprometiéndose á entregar en la Tesorería 
19.697 pesetas 62 céntimos por las responsabilidades 
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que había contraido, uno á noventa días y otro á seis 
meses fecha. La Sociedad acreditando que había entre- 
gado los dos pagarés, entabló recurso contencioso ad- 
ministrativo contra el anterior acuerdo. 

El Tribunal resolvió: 1.” Que la ley de lo contencioso- 
administrativo rige en toda España, y por lo tanto, en 
la provincia de Navarra, y exige cuando se trata de 
dicutir responsabilidades pecuniarias el previo pago de 
su importe para poder sustanciar el recurso. 2.” Que el 
Real decreto de y de Septiembre de 1904 sujetando di- 
cha provincia al impuesto de alcoholes, no obsta á la 
necesidad de efectuar el ingreso previo de las respon- 
sabilidades, impuesto por consecuencia y tal tributo; 
Y 3.” Que la omisión de tal requisito arguye la incom- 
petencia del Tribunal y no defecto en el modo de pro- 
poner la demanda. 


Real orden de 10 de Diciembre de 1907 


Versa sobre percepción del impuesto por el Estado 
y por la Diputación provincial y foral, según que el 
azúcar producido en la provincia se consuma fuera óÓ 
dentro de ella, y establece los preceptos siguientes: 

El impuesto del azúcar seguirá cobrándose por el Es- 
tado en la provincia de Navarra, con sujeción al Re- 
glamento general, sobre la cantidad de azúcar produ- 
cida que se consuma fuera de ella; y por la Diputación 
provincial, en virtud de la ley de 16 de Agosto de 1841, 
sobre el azúcar que se consuma en la misma provincia. 

Se fija en 485.000 pesetas anuales el impuesto cal- 
culado al consumo probable de los habitantes de Na- 
varra, 

Este cálculo, y la cantidad que en consecuencia se 
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asigna á la Diputación, regirán durante cinco años, y 
se revisarán á partir del quinto, contando desde la 
zafra actual de 1907 á 1908 inclusive, Ó sea antes de 
la zafra ó campaña de 1912 á 1913. 

Durante los cinco años industriales, campañas ó za- 
fras estipulados, se harán mensualmente por la Dipu- 
tación provincial estadísticas del consumo de azúcar 
en la provincia, tomando al efecto las cantidades que 
para la misma salgan de las fábricas alli establecidas, 
las que los almacenistas reciban de otras provincias y 
las que éstos expidan para el extranjero ó para fuera 
de la provincia. Estas estadisticas se canjearán tri- 
mestralmente para que la Administración y la Diputa- 
ción provincial formulen los reparos ú observaciones 
que procedan. 

La Diputación provincial de Navarra percibirá, 
como hasta ahora, directamente de los fabricantes, 
el impuesto expresado en el art. 2.”, cobránbolo en me- 
tálico Ó en pagarés á noventa días, á medida que el 
azúcar se extraiga de las fábricas. Una vez cubierta la 
cantidad de 483.000 pesetas, la Hacienda percibirá en 
la misma forma el producto del impuesto sobre el resto 
del azúcar que se produzca. 

La Diputación provincial de Navarra podrá estable- 
cer en las fábricas de azúcar de la provincia la inter- 
vención que estime conveniente. 

El Gobierno dará cuenta á las Cortes de estas dis- 
posisiones. 

Dado en Palacio á 10 de Diciembre de 1907 (Gaceta 
11 id.) 
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Real orden de ll de Marzo de 1908 


Es interesante porque señala la linea divisoria en 
cuanto á la competencia de las Comisiones provincia- 
les vascongadas y del Gobernador y Ministro de la 
Gobernación, para conocer y revisar los acuerdos muni- 
cipales relacionados con la construcción de cementerios. 

Fué dictada en el siguiente caso: 

El Ayuntamiento de Munguía remitió á la Comisión 
provincial de Vizcaya el proyecto de cementerio sus- 
crito por un maestro de obras, al efecto de que autori- 
zase el gasto; proyecto que le fué devuelto para que le 
autorizase facultativo competente, condición que, á jui- 
cio de la Comisión, no concurría en un maestro de 
obras. El que había suscrito el proyecto interpuso con- 
tra este acuerdo recurso de alzada y pasado el expe- 
diente al Consejo de Estado, éste opinó y el Ministro 
resolvió que procede estimar nulo el acuerdo de la Co- 
misión provincial de Vizcaya, como dictado con incom- 
petencía, todo ello sin perjuicio de las facultades que á 
la Corporación citada corresponden por virtud del régi- 
men económico especial de las Provincias vascongadas 
para examinar y resolver en oportunidad, en cuanto al 
aspecto económico, de la pretensión formulada por el 
Ayuntamiento de Munguía. 


Real orden de 18 de Febrero de 1908 
sobre el impuesto del timbre 


En virtud de la instancia dirigida al Gobierno por la 
Diputación provincial de Vizcaya exponiendo que las 
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nuevas obligaciones contraídas por la provincia hacia 
el Estado, con motivo de la úliima renovación del Con- 
cierto económico, la impelen á procurar otros recursos, 
además de los ordinarios, como medio de satisfacer las 
sumas concertadas, acordando al efecto el impuesto de 
timbre provincial, adoptando el Reglamento general 
del Estado con las modificaciones que las circunstan- 
cias de tiempo y lugar imponen. 

Por Real orden de la Presidencia del Consejo de 
Ministros, se dispuso que por los Ministerios de Gra- 
cia y Justicia y de Hacienda se hagan extensivas al au- 
xilio solicitado por la Diputación provincial de Vizca- 
ya, para la más completa exacción del arbitrio del tim- 
bre provincial, las disposiciones que sobre derechos 
reales fueron adoptadas en RR. OO. de 17 de Octubre 
y 14 de Noviembre de 1894 por los mismos departa- 
mentos. 


CAPÍTULO XXXI 


La reintegración foral.—Sus antecedentes.— Opinión de Orueta.-- Dis- 
curso del Conde de Urquijo.—Relato del señor Gascue.—Confe- 
rencia de Urízar.—La enmienda al proyecto de Ley de Administra- 
ción local. —La enmienda aprobada en las conferencias de Bilbao. 
—Contra enmienda á ella.—Criterio de los Diputados y Senadores. 


La reintegración foral.-—Sus antecedentes 


No es este un problema nuevo, aunque en el día por 
su forma reviste tendencias opuestas y representa cier- 
to pugilato entre la Diputación y los Municipios. Para 
probarlo, expondremos el proceso, así en sus anteceden- 
tes como en su desenvolvimiento y estado actual. 

Después de abolido el régimen tradicional de las 
provincias Vascongadas, fué una aspiración natural de 
sus antiguos organismos la recuperación de lo perdido. 
Sustituidas las Juntas generales y las Diputaciones fo- 
rales por las Diputaciones provinciales, aún subsistió 
el deseo de reconquistar lo perdido, siguió siendo la 
reintegración foral un problema latente que se exterio- 
rizó en diversas ocasiones al pactar con el Gobierno 
las comisiones vascongadas. Precisamente en 1887 los 
Ayuntamientos de Alava, reunidos por la Diputación 
para oir su parecer, declararon que debía pedirse la 
restauración del régimen administrativo foral; en las 
conferencias de Bilbao de Diciembre de 1886 las comi- 
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siones de las tres provincias hermanas acordaron pedir 
que regiesen de nuevo en estas provincias los anti- 
guos organismos forales. 

Para realizar este deseo, en la primera entrevista 
celebrada en Madrid con el Ministro de la Gobernación, 
el Excmo. Sr. D, Fernando León y Castillo, los repre- 
sentantes vascos cumplieron el encargo conferido por 
sus Diputaciones, y en Alava también por sus Ayun- 
tamientos, entregando al señor Ministro la nota oficio- 
sa consignando el deseo del Pais vasco de retrotraer 
las cosas al ser y estado en que se hallaban á la publi- 
cación de la ley de 21 de Julio de 1876, con la restau- 
ración de su ponderada administración, con sus Juntas, 
sus Diputados y demás Corporaciones forales. El señor 
León contestó que daría cuenta al Consejo de Ministros 
del deseo de las tres provincias. 

Pocos días después se celebró la segunda conferen- 
cia, declarando el señor León y Castillo, que el acuer- 
do unánime del Consejo de Ministros había sido deses- 
timar las peticiones formuladas, no queriendo dar un 
paso atrás en la cuestión vascongada, sino partir del 
statu quo. Uno de los Comisionados por Guipúzcoa ma- 
nifestó que no aceptándose las proposiciones, no podían 
entrar en discusiones, retirándose reiterando sus ante- 
riores manifestaciones. 

En 1893 cuando volvieron los Comisionados á Ma- 
drid para estipular el tercer concierto dieron principio 
á las negociaciones formulando la acostumbrada pro- 
testa de sin perjuicio de los derechos que asistan á las 
Provincias vascongadas, los cuales dejan siempre á 
salvo, al comparecer ante el Gobierno para tratar y 
discutir las cuotas que deben satisfacerse dentro del 
orden de cosas que se les ha impuesto y que dichas 
provincias soportan, 
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Con posterioridad distintos Diputados de las tres 
provincias en diversas sesiones y en particular en una 
moción suscrita por el señor ralarza, en Vizcaya; por 
los señores Itarte, Pavia y otros diputados en Gui- 
púzcoa y antes de tomar posesión don Angel Zava- 
la y don Pedro Chalbaud pidieron se gestionase la res- 
tauración de los organismos forales. 

Al aproximarse la renovación del concierto vigente, 
como si todo lo expuesto fuese poco, el problema de 
la reintegración foral toma nueva fase, y asi como an- 
tes sirvió de bandera de ciertos partidos, en ese mo- 
mento solemne se convirtió en voto unánime del País, 
expresándose en el acuerdo de los Ayuntamiento vas- 
congados y en la asamblea magna de la prensa en re- 
presentación del país vasco, celebrada en Zumárraga 
el 27 de Octubre de 1906. En esa reunión se redactó 
un mensaje, en nombre del Pais, de adhesión á los Co- 
misionados de las Excmas. Diputaciones de las tres 
provincias hermanas que van á Madrid á renovar los 
cupos del concierto económico y á cuanto Jas mismas 
se proponen recabar en beneficio de la tierra. 

Al relatar en otro capitulo las gestiones de los Co- 
misionados, dejamos expuesta la forma en que estos 
hicieron presente al Grobierno su doble misión, y que 
su jefe el señor Moret dijo: que no le asusta la idea de 
las Juntas generales y Asambleas provinciales, pero 
queremos ahora reproducir el fundamento de la reinte- 
gración foral y el relato de lo hecho por los Comisiona- 
dos tal como los expone uno de los representantes del 
país que los acompañó, cuya versión podemos calificar 
de auténtica. 

Asimismo expondremos la idea de la reintegración 
foral según uno de los Diputados de Vizcaya, y como 
en el día bajo forma distinta se gestiona y se discute 
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el asunto, con ideas distintas y tendencias opuestas da- 
remos cuenta de ellas para que el lector y la posteridad 
las juzguen en su día. 


Opinión de Orueta 


El señor Orueta, después de narrar y juzgar las ges- 
tiones de los comisionados vascos para estipular el úl- 
timo Concierto, añade: 

«Tuvieron las gestiones un segundo aspecto sobre 
este régimen aceptado como provisional. 

Tenemos unas Diputaciones que no son las forales, 
ni están nombradas y residenciadas por las Juntas, sino 
de elección general y en forma que desgraciadamente 
deja mucho que desear en punto á pureza de sufragio. 
Estas Diputaciones, sin ser forales, tampoco son las 
provinciales de la Nación, ni tienen, como aquéllas, una 
responsabilidad inmediata ante superior que rendir, y 
en gran parte son autónomas é irresponsables de un 
modo efectivo. 

Sucede, además, que hallándose esa autonomía é 
irresponsabilidad mal definida, tampoco tienen las Di- 
putaciones para con los Ayuntamientos la autoridad 
efectiva que fuera precisa en un sistema bien orde- 
nado. 

Que recogiendo el mandato del País respecto á ges- 
tionar la reintegraclón foral, lo cumplieran como man- 
datarios, trasmitiendo ese deseo al Gobierno, después 
de terminadas las gestiones obligatorias y oficiales del 
Concierto. 

Desde luego se observó entre los comisionados, en 
su. gran mayoría, que lo tenían por poco menos que 
irrealizable. 
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Todos convinieron en que convenía no mezclar am- 
bas Cosas, no fuese que lo de la reintegración hiciese 
peligrar al Concierto. 

Nuestros representantes se limitaron, pues, á entre- 
gar una instancia al Jefe del Gobierno sobre la reinte- 
gración foral; primero al señor Moret, que prometió es- 
tudiarla y tratar sobre ella, y después al general López 
Dominguez, que prometió lo mismo después de termi- 
narse las negociaciones del Concierto. 

En esa entrevista solemne, primera de los comisio- 
nados y representantes en Cortes, namerosísima, con el 
señor Moret, fué cuando este hizo la famosa manifesta- 
ción «de que á él, como hombre de gobierno, no sólo 
no le asustaban las Juntas generales, sino que le pare- 
cian en nuestro Pais convenientes y necesarias», mani- 
festación que asombró á algunos centralistas presen- 
tes, que no podían creer lo que oían en labios del 
señor Presidente del Consejo de Ministros y en un 
acto oficial, y que confirma la evolución de ideas, en 
este punto de nuestros gobernantes, sobre los antiguos 
moldes centralistas. Y siguieron las negociaciones del 
Concierto, y terminado éste..... aquí terminó esta his- 
toria. 

Nuestros comisionados se marcharon de Madrid sin 
gestionar nada serio respecto al encargo del Pais; ape- 
nas hicieron unas indicaciones al Ministro de la Gober- 
nación; quedaron en volver en seguida, en los primeros 
días de Enero, y aún les indicó el señor Conde de Ro- 
manones que les esperaba y trataría con sumo gusto; 
pasaron esos días y no volvieron; pasaron varias sema- 
nas de Enero y vino la caida del partido liberal. 

Fué esto un grave error y una gran pena, pues la 
ocasión era propicia y el Gobierno el más favorable po- 
sible; pero el encargo del País está en pie, y las Dipu- 
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taciones están en deuda para cumplirlo debidamente; 
perdida aquella oportunidad. favorable, procede ahora. 
meditar bien sobre lo que ha de hacerse, que induda- 
blemente ha de ser otra cosa que lo que á continuación 
se hizo, que fué no ocuparse fnás del asunto, y sí de 
hacer manifestaciones católicas y anticatólicas y de 
exacerbar las pasiones y divisiones entre vascongados 
y alejarlos de lo que es su primordial interés». 


Discurso de Urquijo 


El día 23 de Diciembre decía, entre otras cosas, el 
ilustre presidente de la Diputación de Vizcaya, nuestro 
querido amigo: 

«No era solamente esta la misión que recibimos del 
pueblo. Llevamos otro mandato, queríamos la legítima 
devolución de nuestros derechos, de nuestros buenos 
usos y costumbres ¿Por qué no había de ser asi? 

Penetrad en la santa casa de Guernica, leed todos 
los discursos de los que fueron señores de Vizcaya y re- 
yes de España, y en todos veréis que se cantan alaban- 
zas á nuestra manera de ser. 

Penetrad ahora donde vive aquél árbol que no mori: 
rá mientras aliente un sólo vasco, y encontraréis tam- 
bién un álbum donde todas las firmas ilustres contem- 
poráneas expresan su admiración hacia nuestro pais. 

Si antes y ahora alababan nuestra manera de ser y 
nuestro régimen administrativo, ¿qué duda cabe de que 
debe pedirse la reintegración de aquellos tiempos? Si 
no lo pidiéramos seríamos indignos hijos de nuestros 
mayores. 

Estos sentimientos vuestros, que son los nuestros, 
fueron causa de que en las entrevistas que celebramos 
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con López Dominguez, Moret, el gran amigo de los 
vascos, Armijo y cómo en el regio Alcázar dijéramos 
que íbamos á ocuparnos y á trabajar por la reintegra- 
ción de nuestros fueros. 

Cuando terminamos la labor del Concierto, nos diri- 
gimos al Ministerio de la Gobernación, donde encon- 
tramos los mejores deseos. 

Nuestra divisa ha de ser hablar poco y hacer mucho. 

La Diputación de Vizcaya espera que en breve se 
publique una disposición manifestando que el Gobier- 
no quiere oir por escrito las aspiraciones de este país. 

Cuando llegue este momento, esperamos que el país 
reunido en juntas generales, redactará sus aspiraciones 
y nosdarálasinstruccionesconcretas que crea oportunas. 

Recordad nuestra historia, recordad las glorias que 
habéis conquistado en la historia de España y recordad 
que por vuestro carácter noble, que por vuestras tra- 
diciones jamás podéis abrigar en vuestros pechos odios 
ni rencores, sino profundo é inagotable amor y unid 
conmigo al grito de viva España un ¡Viva Vizcaya! 
¡Vivan nuestros fuerosl» 


Discurso de Gascue 


En la séptima sesión celebrada el día 27 Diciembre 
1906 en la Diputación de Guipúzcoa el presidente se- 
ñor Grascue expuso que los Comisionados llevaban otro 
asunto á Madrid, pues, además de la cuestión económi- 
ca, tenían mandato de la Diputación para trabajar allí 
por la realización de las aspiraciones del país vascon- 
gado en el orden foral. Añadió que es público y noto- 
rio que los Comisionados abordaron este asunto desde 
el primer momento, habiendo expuesto al señor Minis- 


30 


— 466 — 
tro de Hacienda, en su primera conferencia, que lleva- 
ban allí los dos asuntos, el económico y el foral, y con- 
testándoles el señor Ministro que este último no era de 
su incumbencia; y expusieron también al señor Presi- 
dente del Consejo de Ministros, General López Domín- 
guez, el propósito que llevaban de tratar del asunto 
foral, así como hicieron presente el mismo propósito á 
S. M. el Rey, y si bien acerca de esta cuestión cambia- 
ron mutuas impresiones, los Comisionados no pudieron 
hacer nada en concreto al principio, porque estaban 
verdaderamente obsesionados con las gestiones relati- 
vas al concierto económico; pero que tan pronto como 
se hizo el concierto, empezaron de nuevo los trabajos 
referentes á la cuestión foral, consignando los puntos 
que habían de resolverse. Expuso que no iba á entrar 
en detalles, y que se limitaría á manifestar que los Co- 
misionados entendían que en este punto tentan que 
obrar con cierta libertad, respecto de las instrucciones 
recibidas de la Diputación; en primer lugar, por tener 
que ajustar su conducta á las circunstancias del mo- 
mento, y en segundo lugar, por la necesidad de ir de 
común acuerdo con las Comisiones de las Diputaciones 
hermanas, por todo lo cual, creyeron que lo que debían 
tratar de conseguir era la reintegración de los organis- 
mos forales, ó sea de las Juntas 6 Asambleas y de las 
Diputaciones forales elegidas por aquellas. Dijo que el 
restablecimiento de este régimen para gobierno del 
País vascongado, ningún perjuicio podría acarrear al 
resto de España, por lo que no debía ser mirado con 
prevención, mientras que el sistema actual de las Di- 
putaciones, con las omnimodas facultadas de que gozan, 
podrían acarrear á la larga dificultades que ya han aso- 
mado en Vizcaya y que aquí podrían surgir más ade- 
lante. Expuso que los Comisionados de Guipúzcoa lle- 
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vaban el dictamen evacuado por la Comisión de Fue- 
ros y aprobado por la Diputación; pero que por las 
razones arriba apuntadas, creyeron que podían obrar 
con cierta libertad, y se propusieron conseguir todo lo 
más posible en orden á la reintegración foral, con la 
condición previa de mantener la unión con las Provin- 
cias hermanas, y que con este pensamiento se entabla- 
ron gestiones oficiosas, procurando dar carácter legal 
á lo que se consiguiera, y huyendo de tropezar con es- 
collos que todos conocen. Afirmó que no han venido 
descontentos de estas gestiones, y que lejos de encon- 
trar hostilidad en algunos centros, parece que se ve 
con buenos ojos la reclamación de estas Provincias, lo 
cual se comprende, porque á nadie perjudica lo que se 
pide. Manifestó que esperan que en breve se realizarán 
las promesas que se les hicieron y que antes de mucho 
tendrá que reunirse de nuevo la Diputación para tomar 
acuerdos relacionados con este asunto, llegándose aca- 
so á consultar acerca del mismo la voluntad del Pass. 


Conferencia de Urizar 


El día 2 de Febrero de 1907 el diputado provincial 
don Francisco de Urizar dió su anunciada conferencia 
en el Centro Vasco de Bilbao. 

Comenzó el orador dando las gracias á la Junta por 
haberse fijado en él para la inauguración de las confe- 
rencias y á la concurrencia por honrarle con su presen- 
cia y sus aplausos. Que su situación allí parecia violen - 
ta por ostentar la investidura de un cargo que le obliga 
á intervenir en las discusiones del contenido del tema, 
discusiones hasta la fecha secretas, por cuyo motivo le 
era imposible levantar el velo de ellas; que á eso se 
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unia las gestiones que sus compañeros estaban practi- 
cando, pero que esa violencia estaba algo atenuada 
porque lo que él iba á exponer eran opiniones pura- 
mente personales, ó su manera de sentir en el particular. 

Entrando de lleno en el tema, habló de la situación 
del País lleno de esperanzas y de alientos; que después 
de una época de Pasión parece que amanece el día de 
Gloria y se oyen las primeras notas del Hosanna á la 
resurrección del Fuero; pero que era necesario no de- 
jarse dominar demasiado de esas esperanzas y alientos, 
ni ver sin nubes la aurora de ese día, pues aunque mu- 
cho se habla de la reintegración foral, cada cual la en- 
tiende al gusto de sus aficiones políticas y cada partido 
en la medida de su amor al Pais, por cuyo motivo facil- 
mente pudiera suceder que se apagaran los entusias- 
mos cuando se pretendiera en la práctica plantear las 
bases para la consecución de nuestras libertades. 

Que para unos supone la no aplicación en Euskeria 
de los Reglamentos del Estado, el libre nombramiento 
de médicos y maestros, etc., en una palabra, de todos 
los empleados, la facultad de las Diputaciones para re- 
gular la tributación con más libertad que la actual, pero 
nada más. 

Que para otros supone la abolición de la ley de 21 
de Julio de 1876, y que no se podría poner en tela de 
juicio la sinceridad de los prosélitos de esta opinión, 
pero que no bastaba ese programa para reparar la le- 
sión causada en nuestro derecho. 

Que para los demás la reintegración necesariamente 
venía á ser la derogación de la ley de 25 de Octubre 
de 1839, única que ha causado estado, pues su deroga- 
ción es la vuelta al imperio libérrimo de las benditas 
Juntas generales, y que esta era la verdadera doctrina 
confirmada por la Historia y la razón. 
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Que el primer concepto no es reintegración ni es 
nada; que vienen á ser concesiones con carácter de pri- 
vilegio que se podían conceder á cualquier provincia, 
y que lo que nosotros pedimos es el derecho, no el pri- 
vilegio. Podrá éste aceptarle como mal menor y transi- 
toriamente, pero sin dejar de trabajar para conseguir 
lo que es nuestro. 

Que reintegración supone siempre y es su carácter 
distintivo la obolición de una ley; si la del 39 será ple- 
na, si la del 76 menos plena ó restringida. 

En cuanto al primer grupo, indicó que siendo conce- 
siones administrativas, las Diputaciones, con plena per- 
sonalidad y con la autoridad que les daba la confianza 
que el Pais había depositado en ellas, podian pedirlas, 
pues es labor de decreto. Que respecto al segundo y 
tercero las Diputaciones podian pedirlas, porque el de- 
recho de petición á nadie le es negado, pero que no 
podían defenderse alli donde debieran concederse, esto 
es, en el Parlamento, siendo por consiguiente necesa- 
ria la intervención de los representantes en Cortes. 

Que en el caso concreto se encontraban las Diputa- 
ciones como se encuentra el ciudadano que tiene dere- 
cho á interponer una acción ante los Tribunales, pero 
que no puede defenderse á sí sino ostenta el titulo de 
abogado. 

Que muchos, quizá los más, los frios y los egoistas, 
no quieren plantear la cuestión en el Parlamento por- 
que entienden que las antesalas, la adhesión á los per- 
sonajes, finos modales y dulces palabras son el medio 
más eficaz para coronar el éxito. 

En elocuentes frases, que se cerraron con aplausos 
estrepitosos, recordó que hace un siglo que llevamos 
ese procedimiento, cuya nulidad la práctica ha demos- 
trado que hace falta caldear el Parlamento y acostum- 
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brar á aquellos oídos con el eco vibrante de los anhe- 
los de una raza y de un pueblo que llora la dicha per- 
dida y ansia recuperarla, y terminó por recordar á Ir- 
landa y Hungria que en el Parlamento consiguieron 
sus derechos, no sin sacrificios. 

Que la forma de plantear la reintegración foral es 
presentando al Congreso el oportuno proyecto de ley, 
que habría de redactarse en Asamblea á la que concu- 
rriesen las Diputaciones y representantes en Cortes. 
Allí triunfaría un criterio ú otro, pero al fin un criterio 
que habría de ser la norma de obrar. 

Que la enfermedad del País vasco ha sido el desco- 
nocimiento de su propio derecho unido á las decep- 
ciones. 

Que lo segundo que se necesita en el País es la se- 
lección. 

Que hay muchos que no quieren las Juntas genera- 
les por venir de ellas su anulación politica, pero que 
disimulan sus sentimientos con la capa de fuerismo, 
y hay que desenmascararlos; y que siendo la caracte- 
rística de la reintegración las Juntas con la plenitud de 
sus facultades, quien éstas no pide, no quiere la reinte- 
gración. 

Terminó con un fogoso y brillante párrafo, diciendo 
que el Parlamento, y sólo el Parlamento, es el terreno 
de la lucha. Que es necesario que alli se levante la voz 
sin desmayos, con abstracción completa de extraños 
compromisos, con la serena energía del cumplimiento 
del deber; pues aun cuando allí despreciaran, se hicie- 
ra el vacio en derredor y persiguiera con el insulto, 
todos saben lo que eso supone ante el título envidiable 
de hijo benemérito de Euzkadi». 
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La enmienda al proyecto de Ley de Administración local 


También en el año 1907, con motivo de la presenta- 
ción á las Cortes del citado proyecto de Administra- 
ción local, las Corporaciones provinciales dentro de su 
seno y en conferencias celebradas por las de las tres 
provincias hermanas, discutieron minuciosamente el 
tema de la reintegración foral. 

Tres criterios principales se sostuvieron por las Di- 
putaciones en las Conferencias que han celebrado con 
motivo del proyecto de ley de Administración local. 

1.7 Pedir la restauración integra de los fueros, el 
fuero por el fuero, sin ambajes ni modificaciones. 2.” So- 
licitar la restauración de la forma foral, esto es el ro- 
paje del antiguo régimen, el organismo foral sin más 
atribuciones que las que tienen las actuales Diputacio- 
nes; Ó lo que es lo mismo, una parodia del fuero, como 
ahora con gráfica expresión, se la denomina: y 3” Me- 
joras administrativas dentro del actual proyecto de Ad- 
ministración local, sin tocar para nada al fuero. 

Por la 1.* solución votaron 4 diputados, por la 2.* se 
inclinaron las tres Diputaciones. 

Para traducir en una fórmula esa solución redactaron 
dos enmiendas: La una acordada en las conferencias de 
San Sebastián, decia: «Teniendo en cuenta las especia- 
les atribuciones de las Diputaciones vascongadas, pro- 
venientes del Concierto económico, se autorizará por 
las Cortes al Gobierno para que oyendo á la represen- 
tación de las Diputaciones y teniendo en cuenta las 
circunstancias y tradiciones, determine la forma en que 
deben constituirse y funcionar sus organismos admi- 
nistrativos». 
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La otra conforme con lo que proponía el diputado 
por Marquina era asi: «Las Diputaciones de las Pro- 
vincias vascongadas y sus Munipios se constituirán 
y funcionarán con arreglo á sus usos y costumbres 
tradicionales. De no conseguir la 1.4 se gestione la ad- 
misión de ésta». 

Reunidas las Diputaciones en Vitoria confirmaron y 
ratificaron la fórmula de San Sebastián y aceptaron la 
de Acillona, más difícil de conseguir. 


Enmienda aprobada en las conferencias de Bilbao 


Teniendo noticia extraoficial las Diputaciones de 
que el señor Maura no aceptaba ninguna de ellas por 
vagas y porque todo lo queria dejar ultimado al apro- 
bar el proyecto, el 29 de Noviembre de 1907 redacta- 
ron otra nueva enmienda las tres Diputaciones en las 
conferencias de Bilbao, manteniendo las primeras, 
siu orden de preferencia y que dice asi: «La dispo- 
sición 4.2 adicional del proyecto de ley sobre régi- 
men de la administración local será sustituida con la 
siguiente enmienda: Art. 1. Se restablecen las Juntas 
generales de Alava, Guipúzcoa y Vizcaya, que se reu- 
nirán en su forma tradicional, quedando autorizadas, 
una vez constituidas, para introducir las reformas que 
crean necesarias, atendiendo á las circunstancias de la 
época, previa la aprobación del Gobierno. 

Art. 2.7 Esas Juntas nombrarán las Diputaciones 
generales, en el modo y forma que lo han verificado, 
con arreglo á sus tradiciones». 

En la sesión secreta celebrada por la Diputación de 
Vizcaya el día 5 de. Diciembre, presentaron una con- 
tra enmienda los diputados disidentes señores Urizar, 
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Marquina, Erquiaga y Larrauri que fué desechada por 
diez votos. 


Contra enmienda 
Excmo. Sr.. 


Previas estas observaciones, pedimos respetuosa- 
mente que se modifique y complete la nueva enmien- 
da en la forma siguiente: 

Art. 1.2 Los Municipios rurales de Alava, Guipúz- 
coa y Vizcaya nombrarán y organizarán sus Ayunta- 
mientos según derecho consuetudinario; y los de las 
villas y ciudades de las mismas provincias, con suje- 
ción á las Cartas de fundación y Ordenanzas escritas ó 
de costumbre. 

Art. 2.7 Estos Municipios disfrutarán de completa 
autonomía en el gobierno, administración y mejora de 
los intereses comunales, y en este orden sólo estarán 
subordinados á las Juntas generales, y por su delega- 
ción á las Diputaciones generales. 

Art. 3. Se restablecen las Juntas generales de 
Alava, Guipúzcoa y Vizcaya, que se reunirán en tiem- 
po, lugar y forma tradicionales. 

Art. 4. Las Juntas nombrarán las Diputaciones ge- 
nerales, según práctica constante, y ambas ejercerán 
las demás atribuciones de uso y costumbre. 

Palacio de la Diputación á 5 de Diciembre de 1907. 
—Excmo. Sr.: Francisco de Urizar, forge de Marquina, 
Eustaquio de Erquiaga, Alipio de Larrauri, 

Fué rechazada esta proposición por diez votos con- 
tra cinco. 
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Criterio de los Diputados y Senadores vascos 


Habiéndole dado cuenta á los representantes en 
Cortes de la fórmula acordada por las Diputaciones que 
habían de apoyar en su día cuando se discutiera el 
proyecto de Administración local en los Cuerpos Co- 
legisladores, á instancia razonada del Diputado por 
Bilbao don Fernando M.* de Ibarra, no la aceptaron, 
mostrando más intransigencia y más fuerismo que las 
Diputaciones. Por disentir del parecer de éstas, reuni- 
dos en Madrid los representantes en Cortes el 19 de 
Diciembre de 1907, redactaron una acta que contiene 
cinco particularidades ó consejos: 

1” Que en las enmiendas no se haga referencia 
ninguna al régimen foral, porque no se de pretexto á 
que asientan á la modificación del mismo en forma con- 
traria á fuero. 

2.7 Que en la enmienda aprobada en San Sebastián 
en Junio de 1907 y en 29 de Noviembre en Bilbao se 
involucra el fuero, y debe hacerse en la forma expues- 
ta en la enmienda del Diputado por Marquina, ó pedir 
la derogación de la ley de 1876. 

3.” Hacer la protesta foral sin presentar enmienda. 

4." Que no siendo aceptada la del citado Diputado 
de Marquina, ni la de la ley del 76, pudiera presentarse 
otra sin hacer alusión al régimen foral, niá las tradi- 
ciones, dejando en pie la protesta, y concretándose á 
la organización de Diputaciones y Ayuntamientos den- 
tro del régimen del Concierto. 

5 Que para ilustrar á las Diputaciones conviene 
explorar al (robierno sin presentar enmienda alguna, 

Recibida el acta en Vizcaya, y, previa una sesión y 
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cambio de impresiones, se acordó celebrar una reunión 
en Zumárraga con los representantes de las demás pro- 
vincias. Después de esa reunión se decia por referen- 
cia del Diputado provincial de Guipúzcoa señor Olazá- 
bal: «Guipúzcoa no transige; reintegración foral, no 
parodias de fuero». 

Por lo que se desprende de un articulo de un perió- 
dico (1) en el Congreso subsiste la enmienda redactada 
por las Diputaciones en 29 de Noviembre del año an- 
terior. 


(1) £l Noticiero Bilbaíno, 13 Noviembre 1908. 


CAPÍTULO XXXII 


La reintegración foral y la autonomía municipal.—Los Conciertos eco- 
nómicos municipales. —Su impugnación por el presidente señor Sa- 
lazar.—Oposición del señor Ampuero.—La opinión de los Ayunta- 
mientos. —Asamblea de los Ayuntamientos de Vizcaya.—Reunión 
definitiva. —Acuerdo de la Diputación sobre las conclusiones de la 
Asamblea.-—El desecha la enmienda de las Diputaciones al proyec- 
to de Administración local.—La entrevista con Maura. —Actitud de 
Guipúzcoa.-——La enmienda del señor Vega Seoane. —La enmienda de 
Llorente,—Dudas que suscita, —Alarma infundada.—Moción de To- 
rre en el Ayuntamiento de Bilbao.—Acuerdo de éste.—Las cuatro 
mociones de la Diputación.—El acuerdo de ésta.—Circular sobre 
la autonomía municipal.—El problema intrincado ó la alarma in- 
fundada.-—Acuerdos de los Ayuntamientos de Guipúzcoa y Alava. 
—Los comisionados del Ayuntamiento de Bilbao en Madrid.-—Opi- 
nión del señor Maura. 


La reintegración foral y la autonomía municipal 


Durante el año 1908 el tema de la reintegración foral 
continúa sobre el tapete, pero toma una nueva fase en 
Vizcaya con motivo de la moción presentada por el di- 
putado señor León el 11 de Junio último, proponiendo 
la reforma radical de la tributación provincial y que se 
otorgue á los Ayuntamientos la Autonomía municipal. 

Se inicia la petición por el Ayuntamiento de Bilbao, 
necesitado de revestir su complicada gestión adminis- 
trativa de mayor suma de facultades, se concreciona y 


— 4717 — 
desenvuelve con mayor amplitud, aunque con finalidad 
distinta en 1906 en un folleto y varias hojas repartidas 
por el partido socialista, con motivo de la renovación 
del Concierto económico. 

Más tarde, en 1908, la moción de León plantea en el 
seno de la Diputación de Vizcaya el problema de la 
concesión de la autonomía económica á los Ayunta- 
mientos. 

La moción de León del 11 de Junio fué discutida du- 
rante las sesiones de la Diputación de Vizcaya de los 
días 22, 24 y 29 de Junio, defendiendo el contenido de 
la moción los señores Larrauri, Erquiaga, Urizar y 
León. Combatieron la moción el presidente señor Sala- 
zar y los diputados señores Ámpuero y Ustara. 

Toma cuerpo esta misma idea en un folleto aprobado 
por el Ayuntamiento de Elanchove, solicitando 


Los Conciertos económicos municipales 


El Alcalde de Elanchove, basaba la autonomia eco- 
nómica administrativa represcritada por los Conciertos 
económicos municipales, en la historia del periodo foral; 
en que la autonomía era consustancial al sistema de los 
fueros; en la ley de progresión, pues si antes tuvieron 
autonomía los Municipios, el progreso de estos tiempos 
exige que la disfruten ahora; en las exigencias de la 
opinión favorable á la obtención de independencia y au- 
tonomía, especialmente en materias económico-admi- 
nistrativas: en la razón de las economías, pues la recau- 
dación de los tributos no costaría nada á la provincia; y 
en la analogía ó equidad, pues si para la Diputación es 
bueno concertar con el Gobierno las cuotas contributi- 
vas, por lo mismo debe ser ventajoso, conveniente 
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y necesario el poder verificar los Municipios vizcainos 
Conciertos económicos con la Diputación. 


Impugnación del señor Salazar 


El dignísimo Presidente de la Diputación se opuso á 
la moción del señor León y á los Conciertos munici- 
pales: 1: Porque es un error el pretender que la vida 
provincial pueda hacerse en el siglo XX en la misma 
forma que en el siglo XVI. 2. Que es un error el pre- 
tender que la libertad de los pueblos pueda hacerse 
en el siglo XX con la misma amplitud que en el si- 
glo XVI. 3. Que una entidad pobre siempre tendrá 
que ser esclava. 4.” Que es imposible y antiprestigioso 
el que la Diputación deje reducida su vida á los in- 
gresos que los pueblos quieran entregarle. 5.” Que si 
ha habido dificultades para cobrar á los Ayuntamien- 
tos el contingente provincial, habrálas aún mayores si 
á los pueblos se reconoce la autonomía. 6. Ha de fa- 
vorecer la autonomía municipal el caciquismo. 7.” Que 
la autonomía tiende á formar una provincia raquítica y 
pobre, mientras que lo que se debe pretender es hacer 
de Vizcaya una provincia rica y poderosa. 8.” Que la 
Diputación queda imposibilitada de toda iniciativa, 
pues cualquier gasto que quiera introducir repercutirá 
sobre los pueblos, haciendo imposible el apoyo que pu- 
diera prestarle á la construcción del ferrocarril directo 
de Bilbao á Madrid y á otras empresas semejantes. 9.” 
Que los Municipios vizcaínos no eran libres para sepa- 
rarse de Vizcaya cuando tuvieran por conveniente; y 
10. Que los apoderados de los pueblos para las Juntas 
generales, una vez nombrados, representaban, más que 
al pueblo que los había elegido, á Vizcaya, al estilo 
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de los Diputados á Cortes y Diputados provinciales 
actuales, que aunque elegidos por distritos, represen- 
tan ya á la provincia, ya á la nación. 


Oposición del señor Ampuero 


Este ilustre Diputado combatió la autonomía mu- 
nicipal: r.* Porque con ella se anula la vida de la Hacien- 
da provincial tal y como debe ésta entenderse, con sus 
propios recursos y sus titulos privativos. 2.” Porque 
juzgaba difícil que la provincia pueda responder al Es- 
tado con los cinco millones de pesetas próximamente 
con que directa y exclusivamente responde al Estado. 
3." Porque es prematura la moción del señor León, por 
cuanto hay presentadas enmiendas por la Diputación 
al proyecto de ley de Administración local. 


La opinión de los Ayuntamientos 


El Presidente frente al plan económico propuesto en 
la moción del señor León era partidario de la tributa- 
ción directa y para llegar á su planteamiento se redac- 
taron los Reglamentos del impuesto de inmuebles, con- 
tribución industrial y de comercio é impuesto de utili- 
dades, se enviaron á los Ayuntamientos por medio de 
circulares juntamente con la moción del señor León, 
para que los municipios estudiasen y decidieran por cuál 
de las dos soluciones extremas optaban, á cuyo efec- 
to en las cabezas de distrito se reunieron los comisio- 
nados, designaron una ponencia, y ésta redactó un in- 
forme. 
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La Asamblea 


Para dar cuenta del informe y discutirle se celebró 
la Asamblea de los Ayuntamientos vizcaínos en el sa- 
lón de actos del Instituto, los días 16 y 17 de Noviem- 
bre 1908. Á esa reunión todos los Municipios, menos 
el de Bilbao, mandaron sus representantes, como lo hi- 
cieron la Cámara de Comercio y la Asociación de Pro- 
pietarios. 

Los Ayuntamientos dando una prueba de su alto 
sentido práctico al contestar á las preguntas y consul- 
tas hechas por la Corporación provincial no se decidie- 
ron por lo que proponía el señor León ni tampoco por 
lo que sostenía el Presidente señor Salazar. Inspiraron 
sus contestaciones en un criterio ecléctico; lejos de 
apetecer una honda transformación y una autonomía 
completa quieren mantener su actual estado con lige- 
ras variantes, según se desprende del informe evacua- 
do, cuyas resoluciones son: 

1.2 Que se conserven los actuales impuestos indi- 
rectos tanto provinciales como municipales. 

2.7 Que se forme un catastro ó estadistica de la ri- 
queza de la provincia, de la que se encargará cada 
pueblo en la parte correspondiente á su jurisdicción, 
en la forma que al efecto se reglamente; pero bajo la 
inmediata inspección de la Excma. Diputación. 

3.” Que la Excma. Diputación forme sus presupues- 
tos como hasta el presente y que el déficit que aparez- 
ca en ellos lo reparta entre los pueblos con el carácter 
de contingente provincial, bajo la base actual en opi- 
nión de los distritos de Bilbao (excepto la capital) y 
Guernica (excepto Bermeo) y bajo la base de la riqueza 
que arroja la estadística general ó catastro, los de Du- 
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rango, Valmaseda, Marquina y el pueblo de Ber- 
meo. 

4.” Que sólo se acepten condicionalmente los regla- 
mentos propuestos por la Excma, Diputación para la 
recaudación de las contribuciones industrial y de in- 
muebles con las enmiendas que luego se expresarán; 
pero siendo los pueblos encargados de la cobranza 
cuando lo crean necesario y con el carácter de secun- 
dario, en la forma para si propuesta por la Excma. Di- 
putación y dentro de los límites que se señalen. 

5. Que las cantidades que los pueblos recauden 
por el concepto expresado en el apartado anterior (ex- 
cepto el 5 por 100 por industrial y 2,80 por 100 de in- 
mueble, cultivo y ganadería, que para cubrir las nece- 
sidades de los Ayuntamientos propone en sus enmien.- 
das el de Bilbao) no las podrán destinar á otro fin que 
al de contingente provincial. 

6. Que los vecinos que se crean perjudicados con 
el reparto de cuotas, puedan alzarse para ante la exce- 
lentísima Diputación, entendiendo ésta, como lo hace 
hoy, en todo lo que afecte á la aprobación de los pre- 
supuestos, etc., sin mermar ninguna de las atribucio- 
nes que hoy tienen sobre los pueblos, reconociéndola 
como superior jerárquico que es á estos fines. 

7. Que se unifiquen los impuestos municipales por 
graduación alcohólica sobre vino y alcoholes de impor- 
tación en la provincia, bajo la base de la percepción por 
la Excma. Diputación y de compensación á los pueblos 
pequeños damnificados. 

8. Quede no aceptarse por la Excma. Diputación las 
anteriores conclusiones, se entienda que los pueblos que 
representan los que suscriben, rechazan los proyectos 
de Reglamentos para la recaudación de las contribucio- 
nes industrial y de inmuebles, cultivo y ganadería. 


31 
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Asi bien aceptaron las enmiendas propuestas por el 
Ayuntamiento de Bilbao á los proyectos de Reglamen- 
tos y propusieron las siguientes: 

* Que se aclare en el artículo 3. del Reglamento 
de contribución de inmuebles, que los caserios y todos 
sus pertenecidos forman una sola finca; y que al capí- 
tulo 4.” que se refiere á la rebaja por razón de huecos y 
reparos, se adicionó «que á los caseríos con sus perte- 
necidos se deducirá el 10 por 100 por dicho concepto.» 

2* Que se incluya entre las excepciones del articu- 
lo 9.* de dicho Reglamento los propios de los pueblos 
y los montes poblados de árboles mientras subsistan 
éstos, exceptuando los frutales, aunque sean propiedad 
de particulares. 

” 3,2 Que la valoración de las utilidades de cultivo, 
inmuebles y ganadería, se haga en la misma proporción 
que la de industria y comercio. 

A continuación el Presidente señor Salazar pronun- 
ció un discurso aludiendo á las contestaciones de los 
Ayuntamientos, con las cuales no está plenamente con- 
forme; también habló del déficit de 1908 por la baja de 
los ingresos y el aumento progresivo de los gastos; del 
impuesto de timbre y del de tránsito, sobre si deben 
ser Ó no transitorios; del de consumos, que defendió, y 
que su supresión nada mejoraria á la clase trabajadora; 
elogió la actitud de los pueblos y la importancia del ca- 
tastro; se manifestó contrario al contingente provincial y 
examinólas demáscontestaciones paraterminardiciendo 
que el objeto de la Asamblea es que delibere sobre 
unas preguntas que se han de presentar. Luego se ocu- 
pó de la repoblación de los montes, calculando en 2.000 


1. 


pesetas de gastos la repoblación del arbolado, durante 
cuarenta años, por hectárea de terreno; y en 5.000 pe- 
setas los productos que puedan obtenerse. Se dió lec- 


tura á las diecinueve preguntas; se nombró la Comisión 
de régimen económico que había de contestarlas, for- 
mada por un representante de la Cámara de Comercio, 
otro de la Asociación de Propietarios y dos por cada 
uno de los cinco distritos de Vizcaya; y otra Comisión 
de repoblación del arbolado formada por dos individuos 
de cada distrito, 

La primera Comisión nombró presidente al señor Al- 
zola y la segunda á don Antonio Allende. 

El día 17 se reunió de nuevo la Asamblea; se leyó 
una moción del señor Artiñano que éste apoyó verbal- 
mente; también se leyó otra del Alcalde de Elanchove 
y luego el dictamen de la Comisión. 

Leido el dictamen de la Comisión de régimen econó- 
mico, á instancia del señor Ugarte se acordó suspen- 
der la Asamblea, mientras los representantes consul- 
ten y sepan el criterio que han de seguir; imprimir los 
dictámenes emitidos y que la Diputación convoque la 
Asamblea á su 


Reunión definitiva de los Ayuntamientos 


El día 3o de Noviembre tuvo lugar, siendo presidida 
por el señor Salazar con asistencia de varios diputados, 
los miembros de las Comisiones y representantes de la 
Cámara de Comercio y Asociación de Propietarios. 

Se notó la menor asistencia de los representantes de 
los pueblos y se leyeron los acuerdos de algunos Ayun- 
tamientos excusando su asistencia. Se trataron varias 
cuestiones previas, se leyeron tres enmiendas de la Cá- 
mara de Comercio y una del señor Artíñano. Seguida- 
mente se puso á debate el dictamen de la Comisión de 
régimen discutiendo punto por punto, en orden numé- 
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rico, las.dieciséis preguntas y sus contestaciones. En la 
sesión del día 30 de Noviembre se llegó á la pregunta 
sexta; el 1. de Diciembre se terminaron éstas y el día 
2 se analizaron las conclusiones sobre la repoblación de 
los montes. Finalizó la Asamblea rogando el señor 
Allende que la Diputación remita á los pueblos hojas, 
modelos é instrucciones relativas á la forma como han 
de hacer el catastro. El señor Salazar declara que este 
es el propósito de la Diputación; que en la próxima se- 
sión que celebre la Corporación se aprobará el Regla- 
mento; seguidamente se imprimirán los modelos y se 
remitirán sin pérdida de tiempo. Pocos días después, 
en 15 de Diciembre, se adoptó sobre los asuntos dis- 
cutidos por la Asamblea el siguiente 


Acuerdo de la Diputación 


Consistió en aprobar una moción del presidente se- 
for Salazar que resume los trabajos de la Asamblea, 
contiene sus acuerdos referentes al informe de la Co- 
misión de régimen económico y los hace suyos excep- 
to dos de ellos, relativos á la enmienda del señor Artí- 
ñano; también acepta los trabajos de la Comisión sobre 
repoblación del arbolado. 

Las conclusiones de dicha moción dicen asi: 

1.* Quedan subsistentes, por ahora, los impuestos 
que tiene establecidos la Diputación, sin que esto su- 
ponga que más tarde puedan ser modificados ó supri- 
midos. 

2." Se procederá inmediatamente á la confección de 
la estadistica de la riqueza de la provincia, tanto terri- 
torial como industrial y de comercio, pecuaria y de 
profesiones, en la forma que explican los Reglamentos, 
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encargando á los Ayuntamientos todo el trabajo que 
estén en condiciones de ejecutar, aunque siempre bajo 
la dirección de la Diputación, empleando los modelos 
que ésta les facilite. Se encarece á los pueblos hagan, 
con la mayor brevedad, los trabajos que se les enco- 
mienden y entreguen cuanto antes en la Diputación lo 
que hagan, para que ésta pueda activar á su vez los 
suyos. La Comisión de Hacienda queda encargada de 
fijar plazos á los pueblos para la terminación de los 
trabajos cuando lo crea necesario. 

3.* La estadística que se forme estará sujeta á una 
revisión anual, durante los cinco primeros años, des- 
pués de estar terminada, y después continuará revisán- 
dose cada cinco años, sin perjuicio de las altas y bajas 
en la tributación, que podrá hacerse en todo tiempo. 

4.* Una vez terminado el catastro se suprimirá el 
actual contingente, y su importe lo mismo que lo nece- 
sario para cubrir el déficit de los presupuestos provin- 
ciales, se cubrirá con un repartimiento entre los pue- 
blos, proporcional á la riqueza que contengan. La Di- 
putación para girar este reparto, hará un cálculo en 
forma tal, que la cantidad girada á cada pueblo sea la 
resultante de la multiplicación de una tarifa de la con- 
tribución directa por la riqueza que arroje la estadisti- 
ca del pueblo, tarifa que será la misma para todos los 
pueblos y señalará el límite máximo que los pueblos 
podrán exigir á los contribuyentes. 

5." Los pueblos quedarán obligados á ingresar inte- 
gramente en la Tesorería provincial el importe de las 
cantidades que les corresponda en el reparto, dentro de 
las fechas que les señale la Diputación, y si algún pue- 
blo deja alguna vez trascurrir tres meses después de la 
fecha en que debe hacer el pago sin realizarlo por com- 
pleto, la Diputacion se reserva el derecho de cobrar en 
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lo sucesivo directamente de los contribuyentes el com- 
pleto de la tarifa fijada, derecho que conservará hásta 
que el pueblo solicite volver á encargarse del cobro del 
impuesto, pero no se dará curso á esta solicitud hasta 
que el pueblo tenga satisfechos todos sus atrasos. 

6.2 Los pueblos, mientras paguen por completo la 
parte que les corresponde en el reparto, quedarán en 
completa libertad, dentro de las reglas que fije la Di- 
putación para la exacción de cada impuesto, para re- 
caudar los fondos necesarios para cumplir con aquella 
obligación en la forma que juzguen más conveniente; 
pero en el cobro de los impuestos directos han de su- 
jetarse, además de no excederse nunca á la tarifa que 
fije la Diputación, ó que cuando la tarifa que impongan 
á los contribuyentes sea menor que la máxima, se con- 
serve siempre la proporcionalidad fijada por la Diputa- 
ción entre los diferentes impuestos directos, rebajando 
todos ellos en la misma proporción y sin favorecer á 
unos contribuyentes con perjuicio de otros. 

7 El impuesto de utilidades creado por la excelen- 
tisima Diputación en su acuerdo de 22 de Mayo del co- 
rriente año continuará en la misma forma en que en- 
tonces se creó, debiendo ser cobrado, por consiguiente, 
directamente por la Diputación y sólo sobre las socie- 
dades anónimas, obligaciones, etc., á que aquél acuer- 
do afecte, pasando á la contribución industrial las de- 
más tarifas concertadas por la ley de utilidades del Es- 
tado; pero queda en suspenso la exacción de este im- 
puesto hasta que, terminada la estadística de las demás 
riquezas, se plantee la contribución directa, si antes los 
apuros del erario provincial no exigen tomar otra de- 
terminación. 

8.2 Se nombra una Comisión especial encargada de 
estudiar la tributación municipal sobre bebidas, con en- 
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cargo de que se comunique con los pueblos y propon- 
ga á la Diputación una resolución durante el mes de 
Marzo lo más tarde. 

9. La Diputación agradece á los pueblos su acuer- 
do de que continúe con las atribuciones que viene ejer- 
citando sobre los pueblos, á pesar del proyecto de ley 
que contiene variaciones esenciales, pues esta declara- 
ción de los pueblos será de gran provecho para lograr 
la aprobación del artículo transitorio que figura en el 
proyecto de ley. 

10. Se autoriza á la Comisión de Hacienda para que 
entienda, con carácter ejecutivo, en todo lo relacionado 
con la estadística, encargándola que proceda con la ma- 
yor actividad de que sea capaz á dar instrucciones á 
los pueblos acerca de lo que tienen que hacer, proce- 
diendo á la impresión de modelos, haciendo los nom- 
bramientos de personal que considere necesarios, y 
obrando en todo lo referente á este asunto con plena 
autoridad é independencia de los demás organismos de 
la Diputación para realizar cuanto antes todas las ope- 
raciones del catastro, 

11. Se aprueba todo lo acordado en la Asamblea 
respecto á la repoblación forestal, pasando sus acuer- 
dos á serlo de la Diputación. 

Los acuerdos de la Asamblea acerca del arbolado que 
hace propios la Diputación son estos: 


Dictamen de la Comisión de Repoblación del arbolado 


Contiene breve preámbulo, y sus conclusiones son 
las siguientes: 

1.2 Será un capítulo obligatorio en la confección de 
los presupuestos municipales la consignación de cierta 
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cantidad para la repoblación de los montes comunales, 
fijandose como minimum un 2 por 100 de su totalidad 
de ingresos. 

2 Si algún Ayuntamiento, por la mucha extensión 
de sus montes, viese que su repoblación con la consig- 
nación indicada se efectuaba lentamente, puede volun- 
tariamente aumentar la consignación en la forma que 
sus atenciones se lo permitan; pero en el caso que re- 
nuncie á este mayor gasto, la excelentisima Diputación 
por sí, se encargará de la repoblación en la parte que 
crea más conveniente, fuera de la municipal obligato- 
ria, una vez hechas las demarcaciones parcelarias que 
se mencionan más adelante. 

3 La parte repoblada por la excelentisima Diputa- 
ción queda sujeta al pago de un 15 por 100 de los ren- 
dimientos líquidos de todos sus aprovechamientos á los 
Ayuntamientos respectivos, entendiéndose este 15 por 
100 libre de todo gasto, excepto del impuesto de utili- 
dades á que pueden estar sujetos. 

4. Los montes, para repoblarlos, se dividirán en 
parcelas, siendo los Ayuntamientos los encargados de 
fijar sus límites, atendiendo á las necesidades locales, 
agricolas y ganaderas. 

5. En todas las parcelas sometidas á la repoblación 
será obligatorio su cierre en condiciones tales, que im- 
pidan la entrada de todo ganado, manteniéndolo en tal 
estado en tanto que los árboles por su desarrollo se de- 
fiendan por sí mismos, 

6.+ La elección de plantas para la repoblación de 
los montes estará sometida á la Dirección técnica pro- 
vincial, de acuerdo con los Ayuntamientos respectivos. 

7% Todos los montes actualmente poblados de ár- 
boles, asi como los que se repueblen en adelante, ya 
sean comunales ó particulares, estarán incluidos entre 
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las exenciones de todo gravamen contributivo mientras 
los aprovechamientos no consistan en la tala definitiva, 
total ó parcial del monte poblado, en cuyo caso estarán 
sujetos al impuesto ó impuestos vigentes en la provincia. 

8.2 Se recuerda á la excelentísima Diputación y 
Ayuntamientos la necesidad de formar planos de todos 
sus montes comunales. 

9. Que por la excelentísima Diputación, á la ma- 
yor brevedad, se proceda al establecimiento de la guar- 
dería forestal. 

10. Que igualmente por la misma Corporación se 
establezcan viveros, conforme lo tiene dispuesto en su 
Reglamento de montes. 

11. Si algún pueblo tiene arrendados sus montes co- 
munales queda exento de estas disposiciones hasta la 
terminación de su contrato, pero sin que puedan veri- 
ficar nuevos contratos. 

12. Se ruega á la excelentisima Diputación que va- 
liéndose de sus representantes en Cortes, se llegue á 
modificar la ley de montes, en el sentido de que fiján- 
dose las zonas hidrográficas se declaren éstas de utili- 
dad pública, con la expropiación forzosa consiguiente, 
para proceder á su inmediata repoblación. Sin perjuicio 
de que los Ayuntamientos desde luego gestionen y 
obliguen, si cabe, á esos particulares, dentro de los de- 
rechos y atribuciones que la vigente legislación les 
confiere. 

13. Además de la repoblación de los montes se rue- 
ga á la excelentisima Diputación proceda á la planta- 
ción de árboles adecuados á lo largo de su extensa red 
de carreteras. 

14. Todos los aprovechamientos y demás conceptos 
aquí no consignados se someterán á los Reglamentos 
vigentes de montes y de guarderia de la provincia. 
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Con las conclusiones transcritas se solucionaba al 
parecer la debatida cuestión de la autonomia munici- 
pal en Vizcaya, y se señalaba la línea de conducta de 
la Diputación provincial en materia tributaria; mas en 
realidad sólo produjeron un breve paréntesis, para que 
renaciese de nuevo el problema, con más vigor y pu- 
janza por ser 


La enmienda de las Diputaciones vascas desechada 


En el mes de Febrero de 1909 los Comisionados de 
las Diputaciones se trasladaron á Madrid cuando la 
discusión del proyecto de ley de Administración local 
estaba para terminar; el día y celebraron una reunión 
en el Hotel Paris y el 10 otra con los representantes 
en Cortes. En ambas se emitieron diversas opiniones 
acerca de las gestiones que habían de practicar ante el 
Gobierno, propeniendo unos, que debiera pedirse la 
admisión de la enmienda presentada para conseguir el 
restablecimiento de la organización foral, otros que se 
aclare el artículo adicional del proyecto y algunos que 
se procuren obtener ciertas ventajas. 

El señor Ampuero (don Joaquin) indicó que el articu- 
lo 3.” adicional de la ley del Régimen local es vago, 
pues sólo dice que se conservan las actuales atribucio- 
nes de las Diputaciones vascongadas. Si subsisten és- 
tas en toda su integridad no hay peligro alguno, si las 
Diputaciones otorgan á los Ayuntamientos vascos la 
autonomia, pues no se puede creer que se hallan para 
ello menos capacitados que los del resto de la Nación, 
á los cuales se concede en la nueva ley esa autoncmia. 
Lo procedente es aclarar el adicional en el sentido de 
que subsiste el stalu quo, también con respecto á las 


— 491 — 
relaciones de las Diputaciones vascongadas con sus 
Ayuntamientos, ya que aquellas responden al Gobier- 
no de los cupos concertados. 

Con vista de esto y las manifestaciones de otros Di- 
putados el Sr. Llorente propuso que al artículo 3.” adi- 
cional se añadiese el inciso que aclarará y aquietará á 
los Ayuntamientos toda sombra de pretexto para rebe- 
larse, inciso que dirá: «en sí propias y en sus relacio- 
nes con los municipios». Añadió que es partidario de la 
autonomía municipal, pero que en este caso trata de 
salvar los restos de las instituciones forales. 

Los señores Ibarra y marqués de Casa Torre hicie- 
ron constar lo que el Presidente del Consejo les había 
manifestado, y que ellos habían transmitido á debido 
tiempo esta manifestación de que el Gobierno no po- 
día aceptar la enmienda porque consideraba mejor el 
mantener el actual sistema de Administración provin- 
cial y municipal de las vascongadas. 

Sin embargo, la mayoría de los concurrentes insistió 
en la necesidad de conocer directamente la opinión del 
señor Maura sobre la enmienda, y así acordóse deter- 
minando pedirle hora inmediatamente. 

Se encargó de ello el marqués de Cubas, quien visi- 
tó al Presidente del Consejo, expresándole los deseos 
de los representantes de las vascongadas. 

Aquél les contestó que les recibiría en su domicilio 
después de la sesión del Congreso. 


La entrevista con Maura 
A las siete y media de la tarde acudieron á la casa 


del señor Maura todos los representantes en Cortes y 
comisionados que asistieron á la reunión de la mañana, 
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excepción hecha de los señores marqués de Urquijo é 
Ibarra, asistiendo también los diputados á Cortes don 
Estanislao de Urquijo y los señores Diaz Aguado, 
Salaberry y marqués de Santillana. 

El señor Guinea saludó al señor Maura en nombre 
de los comisionados de las provincias vascongadas, y 
le recordó que el año pasado, en nombre de éstos, ha- 
bía tenido el honor de presentar una nota que contenía 
las aspiraciones de las Diputaciones vascongadas, aña- 
diendo que el deseo de ellas era conocer el pensamien- 
to que el Gabinete tuviera acerca de la citada nota ó 
el concepto que le habia merecido. 

El señor Maura agradeció el saludo y manifestó que, 
según había expresado á los representantes en Cortes 
de las vascongadas, el criterio del Grobierno era mante- 
ner el statu guo en las Provincias vascongadas, respe- 
tando la especialidad que en ellas existe. 

Añadió que si consideran que el proyecto de ley de 
Administración altera el actual estado de dichas pro- 
vincias ú ofrecé algunas dificultades, deben concretar 
sus observaciones, 

El señor marqués de Casa Torre confirmó las mani- 
festaciones del señor Maura, de las que añadió habia 
dado cuenta á los comisionados. 

Volvió á indicar el señor Maura que el Gobierno no 
quiere crear dificultades á las Provincias vascongadas, 
que á causa de su administración no necesitan reformas 
como lo necesitan las demás provincias, á cuyo pensa- 
miento obedece la ley que se discute. 

El señor Guinea le hizo observar la necesidad de un 
organismo en relación con sus tradiciones y con los 
fines que las Diputaciones realizan y que diera á éstas 
mayores prestigios; organismo en cuya necesidad se 
viene insistiendo, por ser deficiente el actual mudo de 
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ser, por lo que consideraban que este era el momento 
más indicado para ello, reconociendo la creación de 
unas Juntas elegidas por el país, las cuales nombrarían 
las Diputaciones que seguirian administrándose como 
en la actualidad, evitándose conflictos á éstas, pues te- 
niendo tal organismo vida legal, respondería á los sen- 
timientos del pais. 

El señor Maura insistió en que no desea introducir 
modificaciones ni alteraciones en el régimen vigente, y 
añadió que la ocasión actual la consideraba mala para 
plantear esa cuestión, por las consecuencias que ten- 
dría y porque cualquier ataque al proyecto que se dis- 
cute crearía nuevas dificultades. 

El señor Guinea, después de agradecer al señor Mau- 
ra sus francas declaraciones, le indicó que el artículo 
adicional del proyecto que mantiene el statu quo, se re- 
fiere, á su juicio, á.las atribuciones que tienen actual- 
mente las Diputaciones como tales y cerca de los 
Ayuntamiéntos; es decir, que comprende la Hacienda 
provincial y municipal. 

El señor Maura lo confirmó, añadiendo que no se 
trata de introducir modificación alguna en la vida ac- 
tual que tienen las Diputaciones. 

La ley, añadió, hace una excepción del precepto ge- 
neral para las Provincias vascongadas. 

Terminó indicando que no ha visto que produzca al- 
teración alguna, pero que si la produjera le concreten 
los comisionados las modificaciones y las estudiará. 

Insistió en decir que la ocasión presente es la menos 
adecuada para hacer petición alguna, pues se aprove- 
Charían de ella para crear dificultades los que atienden 
á sus intereses políticos y que en este momento el pro- 
pósito del Gobierno era decidido y firme. Al retirarse 
el señor Ampuero (don José Joaquin), indicó al señor 
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Maura que las Diputaciones no cejaban en su propósito 
de alcanzar lo que consideraban necesario; replicándo- 
level Jefe del Gobierno que en todas ocasiones atenderá 
lo que sea justo. 
Con esto se dió por terminada la entrevista. 


La actitud de Guipúzcoa 


El resultado de la entrevista tenida con el señor 
Maura y la declarada actitud de éste hacia los propó- 
sitos de los representantes de las vascongadas fué 
causa de la reunión que se celebró en el Hotel París 
después de aquélla. 

A ella asistieron los representantes de las tres pro- 
vincias. 

Cambiaron impresiones nuevamente sobre esta im- 
portante cuestión, exponiendo diferentes criterios. 

Los comisionados de Gruipúzcoa entienden que no 
pueden ni deben aceptar modificación alguna en el cri- 
terio ya marcado y conocido. 

Sostienen integramente la enmienda presentada. 

Dicen que esa enmienda, oportunamente entregada 
al señor Maura, fué aprobada por las tres Diputaciones 
vascas en las reuniones y conferencias previamente ce- 
lebradas y no puede modificarse. 

Declaran también que han recibido el mandato cate- 
górico de la Diputación de Guipúzcoa en pleno de no 
admitir modificación alguna que no corresponda al es- 
píritu de la legislación foral. 

En vista de la contestación dada por el Presidente 
del Consejo de Ministros, mostraron su criterio de radi- 
cal intransigencia, creyendo deberían darse por termi- 
nadas las gestiones. 
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Los representantes de Vizcaya defendieron su crite- 
rio, opuesto al de los comisionados guipuzcoanos. 

Afirmaron que debían solicitarse algunas modifica- 
ciones, planteadas por medio de enmiendas. 

Lo que más defendieron fué lo relativo á una aclara- 
ción que solicitan referente á las relaciones que han de 
tener los Municipios respecto de las Diputaciones para 
evitar que algunos Ayuntamientos puedan acogerse á 
la nueva ley eludiendo la intervención de las Diputa- 
ciones. 

También los representantes de Vizcaya deseaban 
gestionar otra enmienda, encaminada á permitir que se 
aumentase el número de diputados provinciales. 

Nuevamente se opusieron á esto los representantes 
de Guipúzcoa, insitiendo en que no debía seguirse ese 
procedimiento conciliador, dada la actitud en que se 
había colocado el señor Maura. 

Mostraron su propósito decidido de suspender toda 
nueva gestión. 

Los representantes de la Diputación de Alava mos- 
tráronse plenamente conformes con el criterio defendi- 
do por los guipuzcoanos. 

En vista de esta disparidad de criterio, uno de los co- 
misionados recordó precedentes y dijo que siempre que 
se habían tratado cuestiones de interés común para las 
provincias hermanas, se había ido de acuerdo y las 
minorías se sometian al acuerdo de las mayorías. 

Los representantes de Vizcaya cedieron ante esta 
cousideración. 

Por ello se dieron como oficialmente terminadas las 
gestiones, aceptándose el criterio de Guipúzcoa. 

Después de esto se planteó entre los reunidos la 
cuestión de si debían presentar en el Parlamento la-en- 
mienda redactada por las tres Diputaciones, para que 
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fuese oficialmente aclarada en el Parlamento y des- 
arrollar después la campaña que se estimase procedente. 

Un comisionado manifestó que como el señor Maura 
se había negado rotundamente á la aceptación de la 
enmienda y habia dicho que era inoportuno el momen- 
to actual para plantear esta cuestión, creia que no de- 
bía presentarse la enmienda en el Parlamento para evi- 
tar el que se creasen dificultades que entorpeciesen el 
día de mañana los trabajos que pudieran practicarse 
para solicitar las modificaciones deseadas. 

A indicación de un señor comisionado, no recayó 
acuerdo sohre esta cuestión. 


La enmienda del señor Vega Seoane 


El diputado por Pego (Alicante) señor Vega Seoane, 
oriundo de Gruipúzcoa, presentó una enmienda al ar- 
ticulo 1. adicional del proyecto de Administración lo- 
cal pidiendo que se declarase exceptuada de la dero- 
gación de dicho artículo la ley de 21 de Julio de 1876, 
pues ya que se habia cumplido en lo adverso proponía 
se cumpliera en lo favorable al país vasco. 

Los representantes en Cortes de estas provincias no 
suscribieron dicha enmienda, por ser la citada ley del 
76 antiforal, y de todos los lados de la Cámara protes- 
taron en la sesión de la tarde del 16 de Febrero de 1909, 
á pesar de que el Gobierno y el Presidente de la Cá- 
mara popular tenían empeño de que no hablaran y de 
terminar cuanto antes aquel debate. 

, El señor Seoane decía que la parte favorable de la 
ley era el artículo 4.”, cuyo cumplimiento era necesa- 
rio pedir, porque en él se autorizaba al Gobierno para 
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conservar los organismos forales y se le obligaba á res- 
petarlos. Pero como dice con gran acierto el señor Iba- 
rra (1) aparte de que los organismos solos no sirven 
para nada foral, ese artículo 4. no fué sino un lazo ten- 
dido para que las autoridades legítimas del País vasco 
prestaran cooperación foral á la ley, transigiéndose de 
esta suerte la cuestión histórica. Y las autoridades fo- 
rales se negaron valientemente á prestarla y desapare- 
cieron por no prestar cooperación foral á aquella ley 
abolitoria, pues si bien es verdad que las Juntas y Di" 
putaciones Generales no han sido suprimidas por nin- 
guna ley hecha en Cortes, sino por disposiciones mili- 
tares ó gubernativas, no es menos cierto que fueron di- 
sueltas las de Vizcaya por haberse negado á cum- 
plir la ley de 21 de Julio y las de Alava y Guipúzcoa 
por haberse negado á ejecutarla cuando en Noviembre 
de 1877 se dictó el Real decreto que había de ponerla 
en ejecución. 


La enmienda de Llorente 


Textualmente dice asi: 

«Los diputados que suscriben tienen el honor de so- 
meter á la aprobación del Congreso, la siguiente en- 
mienda al artículo 3.” adicional del proyecto de ley de 
régimen local. 

Dicho artículo quedará redactado del modo si- 
guiente: 

Las Diputaciones de las Provincias Vascongadas y 
Navarra serán investidas en si propias y en sus rela- 
ciones con los Municipios de sus actuales atribuciones 


(1) La cuestión Vascongada, pág. Lo, 
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en cuanto difieran de lo que establece la presente ley, 
conservando la última su constitución, organización y 
régimen especiales. 

Palacio del Congreso 12 de Febrero de 1909.—AÁAnt- 
ceto Llorente.— Celestino Alcocer.—El marqués de Casa-To- 
rre. — Manuel Senantes.—Joaquin Llorens.-— Rafael Díaz 
Aguado y Salaverry.— Fernando María de Ibarra». 

Hecha entrega de ella al señor Maura por el señor 
Llorente para que la examinase previamente, y si la 
estimaba aceptable, se presentase en el Congreso al día 
siguiente 14 de Febrero de 1909; después de estudiada 
por el Presidente del Consejo, manifestó á los indivi- 
duos de la Comisión dictaminadora del proyecto de 
Administración local que le parecia pertinente la acla- 
ración que en ella pide referente á las relaciones que 
los Ayuntamientos han de mantener con las Diputa- 
ciones. Les aconsejó que aceptasen la enmienda que 
pasó á ser el art. 3.” adicional del proyecto aprobado 
por el Congreso en dicho dia. Su texto es así: 

Las Diputaciones de las Provincias vascongadas y 
Navarra seguirán investidad de sus actuales atribucio- 
nes en sus propias facultades y en sus relaciones con 
los Ayuntamientos en cuanto difieran de lo que establece la 
presente ley, conservando la última su constitución, or- 
ganización y régimen especiales. 

La aprobación de la enmienda de Llorente por el 
Congreso y la del resto del proyecto de Administración 
local produjo los efectos siguientes: la aparición de un 
artículo titulado (1) Problema intrincado, exponiendo las 
dudas acerca de la inteligencia del síalu quo y de la en- 
mienda de Llorente; la presentación de la moción de 
Torre en el Ayuntamiento de Bilbao; el acuerdo de 


(1) £l Porvenir Vasco. 
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éste; la presentación de cuatro mociones en la Diputa- 
ción de Vizcaya y el aplazamiento de la resolución del 
asunto por ésta; una agitación en la opinión general de 
que dan elocuente testimonio los articulos publicados 
en la prensa y los acuerdos de los Ayuntamientos de 
Guipúzcoa y Alava. 

De todo ello surge un recrudecimiento del proble- 
ma de la autonomía municipal, representando un pugi.- 
lato entre la situación actual de los Municipios vascos 
hacia su Diputación y el nuevo estado de derecho 
creado por la ley de Administración para los Ayunta- 
mientos del resto de España. La situación administra. 
tiva de este País, por punto general, conceptuada más 
ventajosa que la de los demás pueblos de la Península, 
viene á colocarse en una inferioridad tal, que juzgando 
los Municipios la autonomía panacea salvadora pará el 
porvenir, la reclaman á la Diputación. Pasemos á 
examinar el proceso por las 


Dudas que suscita 


Se hallan contenidas en un articulo inserto en el 
Porvenir Vasco del 15 de Febrero de 1909, en estos tér- 
minos: 


«PROBLEMA INTRINOADO 


Ya ha resuelto el Congreso, mejor dicho el Gobierno, 
lo que dió en llamarse cuestión vascongada; se negó 
en redondo á restablecer el régimen foral, que existe 
de derecho, aunque no de hecho, mas en cambio acep- 
tó una enmienda por la que se sujeta á los Municipios 
vascongados á las Diputaciones provinciales, que con- 
tinuarán ejerciendo sus actuales atribuciones, á pesar 
de lo que disponga la ley de Administración local. 
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Más claro, se declara legal y permanente el statu quo 
ó sea la organización y funcionamiento de los organis- 
mos municipales y provinciales de esta región, tal cual 
existen; es decir, que se establece una dictadura, á la 
que han de someterse los Ayuntamientos vascongados, 
en tanto que sus colegas del resto de España disfruta- 
rán de la autonomía que les concede la nueva ley. Des- 
igualdad que será muy liberal, pero que no por eso es 
menos irritante y depresiva para nuestros Municipios. 

Séase lo que se quiera de esto, que es de aprecia- 
ción y cada cual juzgará según su criterio y su mayor 
ó menor cariño á la libertad y á la igualdad ante la ley, 
se nos ocurre que esa enmienda plantea problemas de 
difícil solución, si no se aclaran y concretan sus limites 
antes de promulgarse la nueva ley. Nos limitaremos á 
plantearlos, dejando á personas competentes el diluci- 
dar cada uno de los extremos que abarcan nuestras 
dudas, que son los siguientes: 

A virtud de esa enmienda ¿pierden los Municipios 
vascongados la plenitud de autonomía que la nueva 
ley otorga á los demás de España? 

Si la conservan ¿á qué queda limitada la acción de 
la Diputación? Si la pierden ¿es absoluta la limitación ó 
sobre qué puntos y objetos podrá ser ejercida la acción 
soberana de la Diputación? 

Más todavía: esas atribuciones que se dice ejercen 
las Diputaciones ¿cuáles son y de qué poder ó facultad 
dimanan? 

No pueden ser las generales de las Diputaciones 
provinciales, porque éstas no gozan de facultades espe- 
ciales en relación con los Municipios, fuera de los ca- 
sos expresamente marcados en las leyes; luego han de 
ser especiales. Si lo son, ¿podrá decirse quién las dele- 
gó y sobre qué asuntos recaen? 


— sor — 

¿Se limitan estrictamente al cumplimiento del con- 
cierto económico y no pueden salirse de la esfera pro- 
piamente limitada de cuanto al Concierto se refiere? 
¿Proceden del régimen foral? Si esto último se afirma 
¿habrá quien nos diga en qué ley del Fuero, en qué 
acuerdo de las Juntas generales se contiene? Porque 
no conocemos otras ni más fuentes de derecho foral 
que esas, fuera de la costumbre, y es demasiado sabido 
que en la gestión económica de los municipios, jamás 
radicó en la Diputación atribución, ni facultad especial 
alguna. 

Esperamos se aclare todo esto, pues la cuestión es 
demasiado trascendental para no establecer desde lue- 
go la doctrina legal, evitando conflictos de jurisdicción, 
que luego de provocados tienen difícil arreglo». 

Para resolver las dudas planteadas en el precedente 
artículo, para interpretar rectamente la enmienda de 
Llorente y evitar la desviación de la opinión pública, 
escribimos (1) el siguiente artículo: 


«ALARMA INFUNDADA 


No merece otro calificativo un razonado artículo pu- 
blicado en las columnas de este diario suscrito por Z, 
en el que inspirado su autor en acendrado patriotismo, 
abriga dudas acerca de la situación legal creada á los 
Municipios vascongados con motivo de la aprobación 
por el Congreso de la enmienda del diputado señor 
Llorente, que suscribió con otros el diputado por Bil- 
bao. Dudas que el articulista traduce en varias pregun- 
tas, algunas con relativa confusión ó redundancia. 


tu) En £! Porvenir Vasco de 18 de Febrero de 1909. 
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Para juzgar con acierto de las cosas lo primero es 
conocerlas, -y á este intento téngase por premisa el 
texto de la citada enmienda, para hacer deducciones: 
«Las Diputaciones de las Provincias vascongadas y 
Navarra seguirán investidas de sus actuales atribucio- 
nes, en sus propias facultades y en sus relaciones con 
los Ayuntamientos ex cuanto difieran de lo que establece 
la presente ley, conservando la última su constitución, 
organización y régimen especiales». 

De las palabras transcritas se deduce sin género de 
dudas: 

1.2 Que la Diputación de Navarra conservará su 
actual constitución, organización y régimen especiales. Se 
mantiene el statu quo. 

2.2 Que las Diputaciones de las Provincias vas-. 
congadas no conservarán su actual constitución y or- 
ganización y régimen (salvo las facultades especiales) 
que tienen conforme á la vigente ley provincial. Que- 
da modificado respecto á esos extremos el statu quo. 

3." Que unas y otras Diputaciones seguirán inves- 
tidas de sus actuales atribuciones, tanto en los asuntos 
que le son propios como en sus relaciones con los 
Ayuntamientos, en cuanto difieran de lo que establece la 
presente ley. Es decir, que en las facultades especiales que 
venían ejerciendo las Diputaciones vasco-navarras, que 
no otorga ó reconoce la nueva ley á las Diputaciones 
de derecho común, se mantiene en absoluto el statu quo. 

4. Quelas Diputaciones vasco-navarras en las atri- 
buciones que la Ley de Régimen local sanciona, siem- 
pre que no se opongan á las especiales que vienen ejer- 
ciendo, quedan sometidas á su imperio, 

5. Que la constitución y organización de los Muni- 
cipios de Vasconia y Navarra se acomodará á la Ley 
de Administración. 
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6. Que los Municipios de las Provincias vasconga- 
das y Navarra quedan sometidos á la jurisdicción de 
las Diputaciones respectivas, como hoy están, en cuan- 
to á las atribuciones de las mismas que difieran de lo que 
establece la nueva ley de Régimen local. 

7. Que los citados Municipios adquieren las atri- 
buciones de los demás de España, siempre que no se 
opongan las nuevas disposiciones á las facultades espe- 
ciales sobre los mismos que conservan las Diputaciones, 
conforme al número tercero precedente. 

Sentada esta doctrina inconcusa, mientras no haya 
un precepto legal que modifique el artículo tercero adi- 
cional del proyecto, se contesta correlativamente á las 
preguntas de Z de este modo: 

Los Municipios vascongados no adquieren la plenitud 
de la autonomia que la nueva ley otorga á los demás 
de España. 

La acción de las Diputaciones en sus relaciones con 
dichos municipios queda limitada al ejercicio de las 
atribuciones sui generis ó especiales que hoy tienen, en 
todos los asuntos de que vienen conociendo, en cuanto 
difieran de las que la ley de Administración reconoce á las 
demás de España. 

Los Municipios vasco-navarros adquieren la autono- 
mía novisima en aquellos asuntos ú objetos que no 
continuarán sometidos á las facultades especiales de 
las Diputaciones. 

Esas facultades especiales que vienen ejerciendo las 
Diputaciones del territorio vasco-navarro, son todas 
aquellas que no tienen las del resto de España, deno- 
minadas económicas, consignadas en sus Reglamentos 
respectivos, provenientes de su capacidad para estipu- 
lar Conciertos económicos, aplicarlos y hacerlos cum- 
plir, y las llamadas administrativas que constantemente 
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han venido ejerciendo, como sucesoras de los organis- 
mos forales. 

Esas atribuciones económicas se basan en la Real 
Orden de 8 de Junio de 1878, piedra angular del régi- 
men especial que disfrutamos, en los Conciertos econó- 
micos de 1878, 1887, 1894 y 1906, y jurisprudencia ad- 
ministrativa complementaria. 

Las facultades administrativas especiales proceden 
de que las Provincias vascongadas fueron fierra aparta- 
da aunque siempre del pendón de Castilla, que supieron 
mantener la autonomía administrativa después de la 
unión; y aunque existieron representantes del Monarca, 
como Señor de ellas, no tuvieron nunca á su cargo la 
parte administrativa del pais, sino el corregimiento polí- 
tico como entonces se decia. 

Abolido el sistema foral, el pais vascongado, amante 
fiel de su tradición, contra todas las dificultades opues- 
tas por el poder central, supo mantener incólume la tra- 
dición, y los Municipios continuaron sometiendo al co- 
nocimiento de sus Diputaciones y no del Gobernador 
multitud de asuntos administrativos. Controvertidas y 
negadas estuvieron por mucho tiempo las atribuciones 
administrativas, hasta que expresamente las sanciona- 
ron varias Reales órdenes y los conciertos de 1894 y 
vigente. 

Navarra tiene también en su ley especial de 1841 
disposiciones complementarias y la costumbre invete- 
radas. 

Las atribuciones especiales no se han limitado nunca 
en la práctica al cumplimiento del Concierto económi- 
co, se han extendido mucho más, y ahi están los archi- 
vos de las Diputaciones después del 76 para demos- 
trarlo. 

Proceden en la parte administrativa, en mucho, del 
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estado autonómico del país bajo el régimen foral, y en 
algo de las nuevas necesidades y prácticas consuetu- 
dinarias. 

Contra lo que se afirma por Z. esincuestionable que los 
organismos forales conocieron sobre multitud de asun- 
tos administrativos, como culto y clero, beneficencia, 
obras, montes, plantaciones, etc., etc., según puede ver- 
se en las leyes ú ordenanzas forales y en los libros de 
actas de las Juntas. 

Tales son muy brevemente expuestas las observacio- 
nes que francamente, según mi leal saber y entender 
expongo al público, sin perjuicio de indicar que ellas 
tienen más amplio desenvolvimiento en el estudio es- 
pecial «Costumbres Administrativas de la Autonomía 
Vascongada», libro que publiqué hace algunos años.» 

Para formar idea del efecto producido por la moción 
de Llorente en las Corporaciones oficiales, insertare- 
mos la 


Moción de Torre en el Ayuntamiento de Bilbao 


Fué presentada en la sesión del dia 16 de Febrero, é 
inspirándose en un criterio radical y de hostilidad á la 
gestión de la Diputación y de los representantes en 
Cortes, proponía la adopción de los siguientes acuer- 
dos: 

1.7 El Excmo. Ayuntamiento de Bilbao solicitará 
del Gobierno de S. M. que al aprobarse la ley de Ad- 
ministración local en el Senado, sea aclarada la en- 
mienda del diputado señor Llorente admitida por el 
Congreso de diputados, en el sentido de que los Muni- 
cipios vizcaínos disfrutarán absolutamente de los dere- 
chos que la citada ley concede á los Municipios espa- 
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fíoles, armonizándolos con las facultades concedidas á 
la Diputación de Vizcaya. 

2.2 Para la realización de estas gestiones nombrará 
de su seno una Comisión de señores concejales que se 
traslade á Madrid y solicite lo que antecede, gestiones 
que ha de realizar por si, sin ayuda ni colaboración de 
los representantes en Cortes de Vizcaya, que no han 
sabido ó querido defender los derechos tradicionales 
de las Corporaciones Municipales vizcainas. 

No obstante lo expuesto, V. E. acordará lo que crea 
conveniente.—Bilbao 16 de Febrero de 1909». 

Esta moción y los artículos de Zi Porvenir Vasco 
dieron lugar á la publicación de una serie de escritos 
en toda la prensa vascongada, y muy especialmente en 
la de Bilbao, examinando bajo distintos puntos de vis- 
ta el problema de determinar si los Ayuntamientos ad- 
quieren ó no la autonomía del nuevo proyecto de ley 
de administración local, si la deben obtener y el pro- 
cedimiento para conseguirla, dadas las facultades re- 
conocidas por el mismo á las Diputaciones vasco-na- 
varras. 


Acuerdo del Ayuntamiento 


La moción del teniente Alcalde señor Torre pasó á 
informe de la Comisión de Gobierno Interior del A yun- 
tamiento que le emitió con fecha 1.” de Marzo, y en se- 
sión del día 5 se leyó dicho informe, en el que se pro- 
ponía: 

«1.2 El Excmo. Ayuntamiento acuerda que proce- 
de solicitar del Senado la adición del siguiente párrafo 
segundo al artículo 3. adicional del proyecto de ley de 
Régimen local: 
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«Los Ayuntamientos de las Provincias vascongadas 
disfrutarán de todos los derechos y atribuciones que 
reconoce esta Ley á todos los de España, sustituyendo 
sus Diputaciones al Gobierno, á sus delegados y á las 
Juntas creados por esta Ley en materia económico-ad- 
ministrativa». 

2. Parala realización de estas gestiones se nom- 
brará una Comisión de señores concejales que se tras- 
lade a Madrid, invitando á la Excma. Diputación á que 
apoye y secunde la petición del Ayuntamiento y nom- 
bre también una Comisión de su seno que se una á la 
Municipal y recabe el apoyo de los señores represen- 
tantes en Cortes por Vizcaya. 

3" Que teniendo en cuenta el estado en que se en- 
cuentra la discusión del proyecto de ley, se ruegue á 
la Diputación que resuelva lo más conveniente y opor- 
tuno para el día 15 del corriente. 

4. Que se acepten por el Ayuntamiento las repre- 
sentaciones que para el mismo asunto le confieran los 
demás Municipios de Vizcaya. 

Vuecencia, no obstante este informe y con mayor 
ilustración, resolverá, como siempre, lo que estime más 
justo y acertado. 

Casas Consistoriales de Bilbao á 1.” de Marzo de 
1909. 

Tbarreche.—Acebal.— Torre.— Villanueva Solís.—Arán- 
solo.—Elguezabal —Nava.—Abaunza». 

El concejal señor Carretero propuso la modificación 
de que no se invite á la Diputación y no se recabe el 
apoyo de los representantes en Cortes y que se supri- 
ma el punto tercero del informe. Se aprobó esta en- 
mienda salvo en el particular acordado de que se soli- 
citase el apoyo de la Diputación. En la misma sesión 
del 5 de Marzo de 1909 se nombró la Comisión para ir 
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á Madrid á gestionar ante el Gobierno en pro del 
Ayuntamiento, compuesta de los señores Aránsolo, 
Balparda, Bengoa y Carretero. 

La Diputación, en sesión del 11 del citado mes, acor- 
dó no apoyar lo que pretende el Ayuntamiento de 
Bilbao. 

Por renuncia del señor Aránsolo quedaron los otros 
tres comisionados para ir á Madrid. 

Mientras tanto proseguía la campaña en la prensa, 
que no nos es dable resumir por su mucha extensión, 
y para dar idea de ella, insertaremos dos artículos que 
publicamos (1) en defensa de la gestión de los repre- 
sentantes y comisionados vascongados, al propio tiem- 
po que en explicación de la enmienda de Llorente, ba- 
jo el título de 


«EL PROBLEMA INTRINOADO Ó ALARMA INFUNDADA 


En contestación á nuestro articulo asi titulado y acla- 
ración á las alusiones dirigidas al mismo por La Gaceta 
del Norte, el autor del «Problema intrincado» consagra 
cuatro artículos de gran mérito á sustentar y resolver, 
según su manera de apreciar la cuestión legal, hacien- 
do amplias disquisiciones históricas, que ilustran y des- 
vían al lector del punto debatido. 

No por impugnación, ni afán de polémicas, más si 
por el deber que todos tenemos de contribuir al escla- 
recimiento de la verdad y á la defensa de los sagrados 
intereses del Pais, evitando torcidas y peligrosas inter- 


(1) El Porvenir Vasco del 24 y 26 de Marzo de 1909. 
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pretaciones con grave daño de sus intereses, con mer- 
ma de la autoridad de las Corporaciones vascongadas, 
tomamos hoy la pluma para ratificarnos en todas sus 
partes en el artículo primeramente publicado y desva- 
necer las afirmaciones gratuitas ó poco meditadas de 
nuestro insigne compañero en esta honrosa labor. 

Coincidimos con Z., según ya expusimos, en que las 
Diputaciones y los Municipios vascongados no conser- 
varán su actual constitución y organización, contra lo 
sustentado por el distinguido articulista de La Gaceta 
del día 17. 

En cuanto al funcionamiento conservarán las Dipu- 
taciones el actual, respecto á las atribuciones que vie- 
nen ejerciendo que difieran de las que sanciona la nueva 
ley de Administración local, tanto en lo que respecta á los 
asuntos propios, como á sus relaciones con los Muni. 
cipios. 

Estos, á su vez, conservarán su actual funcionamien- 
to, en los asuntos que hoy tienen dependencia de la 
Diputación, porque ésta ejerza atribuciones que difie- 
ran de las expresamente consignadas en la novisima 
ley de Administración. 

No suscribimos, por contradictorio é inadmisible el 
aserto de Z. que dice: Y como hemos de suponer que esa 
nueva ley se aplicará aquí como en las demás regiones de Es- 
paña, deducimos lógica y necesariamente que el statu quo, á 
que alude, no varía la organización ni el funcionamiento 
actual, Este es un supuesto contrario al texto del ar- 
ticulo tercero adicional del proyecto aprobado en el 
Congreso. 

Tampoco podemos suscribir, como dice Z en su ar- 
tículo II, que la confusa redacción de la enmienda con- 
tenida en el artículo citado, sea á fin de desviar la luz 
para á la sombra alcanzar el objeto perseguido, que no es 
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otro ni más que arrancar á los Municipios su vida legal para 
someterlos á las arbitrariedades de las Diputaciones. Es de- 
masiado grave esta afirmación para dicha, sin ofensa 
á la lealtad y nobleza, nunca desmentida, de los hijos 
de Vasconia, en cuyo patriotismo no cabe imaginar el 
mezquino móvil de redactar una enmienda en pro de 
su país para someter los Municipios á las arbitrarieda- 
des de las Diputaciones. 

Igualmente disentimos de Z. respecto al desnivel en 
que quiere colocar á los diputados vascongados, bajo la 
airosa situación de los navarros, porque éstos han sa- 
bido salvar la constitución, organización y régimen especial, 
sin repárar en que Navarra tenía todas esas especiali- 
dades, mientras que las Diputaciones vascongadas no 
tenían constitución ni organización especial, que mal po- 
dían salvar sus diputados; en cambio, éstos han salva- 
do el régimen especial, único que conservaban, y ese con 
el statu quo subsistirá en toda su extensión, tanto por 
lo que de especial tenía para las Diputaciones conside- 
radas en si, como para las Diputaciones consideradas 
como organismos superiores de los Ayuntamientos. El 
éxito pues, ha sido el mismo para unos y otros diputa- 
dos: los que más tenian más han pedido y conservado 
y los que poco tenían que defender, lo poco lo han sa- 
cado ileso. Pasamos á refutar el 

Gran error de Z., de sostener que no gozan las Dipu- 
taciones provinciales de atribuciones 6 facultades especiales. 

Sustentar esto es negar la evidencia, es contradecir- 
se asimismo, y no bastan para disculpar la inexactitud 
de la proposición los esfuerzos de la dialéctica, las ex- 
cursiones históricas al campo foral y las afirmaciones 
fantásticas y altamente ofensivas á la lealtad y nobleza 
vasca, como la de que «es muy fácil, sencillisimo, hacer 
creer en Madrid y en las Cortes que las Diputaciones gozan 
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de atribuciones especiales y que son de abolengo foral; porque 
allí nada saben de nuestras cosas, desconocen en absoluto 
nuestra organización social y el funcionamiento de los orga- 
nismos, etc., y aceptan como verdad jurídica, lo que en 
realidad no lo es y sí sólo un castillo fantástico, levan- 
tado por la oligarquía que padecemos». Decir esto, su- 
poner que á Madrid y Vasconia las separa una muralla 
ó una frontera de impenetración, de incomprensión, como 
decía de Cataluña el publicista Brossa, es vivir soñan- 
do, es olvidarse que estamos en el siglo XX, de que en 
el actual momento histórico se conocen y se saben los 
sucesos á millares de leguas, á los pocos instantes de 
ocurridos, que están discutidos todos los problemas ju- 
rídicos y que la organización vascongada, por lo origi- 
nal, ha sido estudiada por los sabios nacionales y ex- 
tranjeros y que en no pocas ocasiones, á Comisionados 
vascongados les ha sorprendido el acabado conoci 
miento, el arsenal de datos de este país y su riqueza, 
que poseen en Madrid, acaso mayor que el estudiado 
por eruditos escritores indigenas. 

Para entrar de lleno en la demostración de la exis- 
tencia de las facultades especiales, réstanos dejar aclara- 
do el punto de que las Diputaciones provinciales vascon- 
gadas son sucesoras de los organismos forales, en el ejer- 
cicio de atribuciones, para la administración del pais, 
entiéndase bien, no en su constitución ni en su origen, ni 
en nada más. Pensar otra cosa seria profesar una here- 
jía foral, desconocer el antiguo régimen y confundir 
cosas antitéticas, pero negar la sucesión del ejercicio 
de la administración del territorio euskaro es cerrar 
los ojos á la evidencia, es negar la realidad y ésta, 
quien reflexione, no puede desconocerla so pena de 
caer en el absurdo. 

Como en mi primer artículo y en la enmienda que en 
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él examinaba se trataba de funciones de las Diputacio- 
nes vascas afirmé su especialidad, en parte como suce- 
soras que eran y son, sin género de duda, de los orga- 
nismos forales; sin confundir entonces ni hoy el origen, 
la constitución y organización de aquéllos y éstos. 

Como decir tratándose de medios de locomoción que 
las diligencias son sucesoras de las galeras, como el 
tren lo es de las diligencias y el automóvil del ferroca- 
rril, no es identificar unos y otros, ni menos entender 
que del coche surge el tren ó de éste el automóvil. 
Nada de esto. 


TI 


Atribuciones especiales de las Diputaciones vascongadas 


La existencia de esas facultades especiales en las 
Diputaciones vascongadas es la nota caracteristica del 
régimen concertado, y contra lo que Z supone al negar- 
las, vamos hoy á demostrar su ejercicio por las Dipu- 
taciones en el doble carácter de organismos adminis- 
trativos de las provincias respectivas y de superiores 
jerárquicos de los Ayuntamientos, y en ambas fases 
distinguiremos las facultades económicas de las mera- 
mente administrativas. 

Hay especialidad en esas atribuciones; cuando con 
personalidad jurídica pactan con el Gobierno el pago 
de los tributos generales, función no ejercida hasta el 
día por las Diputaciones de las demás provincias espa- 
ñolas; cuando se reúnen en conferencias, según práctica 
tradicional, y estudian en común los asuntos de interés 
general; cuando como poder legislativo acuerdan la 
creación de algún nuevo impuesto provincial, la modi- 
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ficación ó supresión de los existentes; cuando discuten 
y votan el presupuesto provincial, que como ley eco- 
nómica ha de regir la gestión financiera de la Diputa- 
ción; cuando examinan, censuran y aprueban sus cuen- 
tas, sin que en ellas intervenga otra autoridad; cuando 
reparten entre los Ayuntamientos de la provincia las 
contribuciones generales concertadas con el Estado; 
cuando deciden con carácter inapelable las reclama- 
ciones que se hicieran contra los repartos; cuando re- 
dactan y aprueban los reglamentos por que se ha de 
regir la recaudación y exacción de los impuestos que 
establecen en las provincias respectivas: y cuando for- 
man los Reglamentos para la organización y régimen 
interior, creando dependencias distintas á las de otras 
Diputaciones de la Nación, como las de Seguros mu- 
tuos, Arcas de misericordia y Viveros, en Alava; Ex- 
pósitos, Obras públicas, Derechos reales y Timbre, en 
Vizcaya; Obras provinciales, Administración de arbi- 
trios y Cuerpo de Miqueletes, en Guipúzcoa. 

También ejercitan facultades judiciales que no com- 
peten á las demás cuando deciden las apelaciones con- 
tra los acuerdos de los Ayuntamientos en materia eco- 
nómica y administrativa, ó bien cuando en segunda 
instancia dictan sentencia en los juicios verbales se- 
guidos ante las Alcaldías sobre infracciones tributarias. 

En particular, ha de tener atribuciones administrati- 
vas especiales la Diputación de Vizcaya, que posee un 
ferrocarril como el de Triano, fuente principal de sus 
ingresos; que cuenta con una extensisima red de ca- 
rreteras, que impone y recauda impuestos del timbre y 
derechos reales, que no tiene otra; que subvenciona la 
construcción de lineas férreas, de puertos, hospitales, 
templos y escuelas de Artes y Oficios; que inspecciona 
y dirige la acción administrativa de sus Municipios; 
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que interviene en el aprovechamiento de los bienes co- 
munales; que reglamenta la beneficencia provincial y 
municipal, estando ambas dotadas de establecimientos 
admiración de los extraños y justo motivo de orgullo 
de los naturales; que fomenta la agricultura y ganade- 
ría; que entiende en las reclamaciones del culto y clero 
y de créditos de la última guerra civil; que cuenta con 
un Cuerpo armado y con un presupuesto de gastos 
más-elevado que otra en España. 

Asimismo, la Diputación de Guipúzcoa, que dispone 
de un puerto cual el de Pasajes, venero de riqueza; que 
ha creado la Caja provincial de Ahorros, la Institución 
social más beneficiosa de España; y que instala el telé- 
fono provincial. ¿Cómo ha de compararse y confundirse 
con la Diputación de Salamanca ó la de Soria? 

Finalmente, Alava, con su administración ejemplar, 
desenvolviéndose en un suelo pobre, con una Granja 
modelo, escuela práctica de Agricultura y manantial 
inagotable de riqueza, sus seguros contra incendios 
de oficios rurales, sus arcas de Misericordia y otras 
instituciones especiales y típicas; ¿cómo no ha de ejer- 
cer atribuciones en armonía con las mismas? 

Si de las Diputaciones vascas consideradas en sí, 
pasamos á examinarlas en sus relaciones con los A yun- 
tamientos, hallaremos que ejercitan atribuciones espe- 
ciales, en el orden económico, que no las da la ley mu- 
nicipal: cuando aprueban los presupuestos municipales, 
sean ordinarios, extraordinarios ó adicionales; cuando 
conocen de todas las funciones que integran la gestión 
financiera de los Ayuntamientos; cuando examinan y 
censuran las cuentas municipales; cuando regulan y 
aprueban la exacción de los Arbitrios é impuestos mu- 
nicipales; cuando conceden ó niegan la autorización para 
contratar empréstitos y para conocer de las inciden- 
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cias que motivan los créditos y débitos de los Muni- 
cipios. 

Si del orden económico pasamos al administrativo 
nos encontramos que las Diputaciones vascongadas en- 
tienden: en la aprobación de los expedientes para la 
ejecución de las obras municipales, en los de aprove- 
chamientos comunales, en los de roturación y apro- 
vechamientos forestales, en los de arrendamiento de 
canteras, en los de subvención de hospitales munici- 
pales, templos y Escuelas de Artes y Oficios, en las 
antiguas reclamaciones del pago del culto y clero, de 
créditos procedentes de la última guerra civil, y, final- 
mente en la administración de cárceles de partido, del 
manicomio de Bermeo, del Colegio de Sordo-mudos y 
Ciegos, Escuela de Capataces y Escuela de Ingenieros 
Industriales. 

Contra la ingerencia de la Diputación en las funcio- 
nes económicas de los Municipios protestaron éstos en 
los años 1886 al 88, alegando su autonomía foral, para 
librarse del rigor desplegado en el examen de las cuen- 
tas municipales, pero en esos años la Diputación pre- 
sidida por el señor Alzola, desplegó un celo plausible 
y gracias á su rectitud y acierto, se encauzó el servicio 
y cesó la anarquía económica que muchos Ayuntamien- 
tos padecían. 

Con posterioridad la Diputación ha seguido ejercien - 
do la tutela administrativa que la ley confería á los go - 
bernadores, modificándola, de un modo muy atenuado, 
en armonía con el derecho indígena. 

Bajo esta tutela los Municipios han disfrutado de re- 
lativa autonomía, que les permite nombrar por sí sus 
empleados, fijando en sus reglamentos las condiciones 
de capacidad, formar sus presupuestos, censurar sus 
cuentas, proyectar y ejecutar las obras, crear nuevos 
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impuestos y modificar los existentes, administrar sus 
montes y cuantos bienes constituyan el patrimonio 
municipal, pero no ejecutar estos actos arbitrariamente, 
sino ajustándolos á sencillas reglas de procedimiento, 
que una vez observadas, obtienen la aprobación de la 
Diputación. 

En esta situación legal intermedia entre la centrali- 
zación del resto de España y la moderna autonomia de 
la ley de Administración local, la administración vas- 
congada ha sido tenida por modelo; las Diputaciones 
y Ayuntamientos han creado su hacienda particular; 
las obras públicas, las de Caminos, ferrocarriles y puer- 
tos han tenido amplio desenvolvimiento; la instrucción 
ha progresado y la beneficencia ha llegado á un grado 
tal de adelanto, como jamás se conoció. Olvidarse hoy 
de esta obra de progreso y buena administración, rea- 
lizada bajo el régimen concertado, al amparo de la au- 
toridad paternal y generosa de las lDiputaciones, para 
pedir la emancipación absoluta de los Municipios, crear 
á aquellas una situación dificil para solventar sus com- 
promisos, y exponernos á las contingencias de una ra- 
dical y peligrosa innovación, es cambiar lo bueno co- 
nocido, por lo nuevo ignorado, es despreciar lo tantas 
veces ponderado, para caer con la autonomia, mal 
practicada, en el desorden, en la anarquía ó en la tira- 
nía municipal. 

Antes de dar este paso peligroso bien merece re- 
cordar la contestación dada por los Ayuntamientos a 
la moción ofreciéndoles la autonomia, que se piense 
sin precipitación lo que armonice los Municipios con 
las Diputaciones, puesto que la inalterabilidad aproba- 
da en el Congreso y la soberania de que disfrutan las 
corporaciones provinciales vascas, permiten que se or- 
ganice y reglamente el ejercicio de las facultades espe- 
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ciales que integran el régimen concertado como mejor 
responda al bien de Vasconia que todos anhelamos». 

Otro de los efectos de la aprobación de la enmienda 
de Llorente fué la presentación en la sesión del 27 de 
Febrero de 1909 de 


Las cuatro mociones de la Diputación de Vizcaya 


Suscritas cada una de ellas por comisionados que es- 
tuvieron en Madrid á gestionar la aprobación de la ad- 
misión de la enmienda de las Diputaciones vascas, y 
que habían prestado su asentimiento á la enmienda de 
Llorente. 

Por la primera moción, suscrita por el presidente se- 
ñor Salazar, se pedía que se acordase solicitar del Sena- 
do que se amplíe el número de diputados provinciales 
que se asignan á Vizcaya en el proyecto de Adminis- 
tración local. 

Esta idea la expuso el señor Salazar en el seno de 
las entrevistas celebradas en Madrid con los comisio- 
nados de las Diputaciones hermanas, entre los que no 
halló eco, pues lo mismo los de Guipúzcoa que los de 
Alava contestaron que ellos creían suficiente para la 
administración de ambas provincias el número que 
las correspondía, sin que hubiera necesidad de elevarle 
á cincuenta ó sesenta que el señor Salazar indicaba. 

Por la segunda moción, del señor León, que se con- 
sulte á los Ayuntamientos para que emitan su juicio 
acerca de la ley de Administración local; que se pon- 
gan de acuerdo los de cada distrito; que una comisión 
de éstos exponga sus aspiraciones; que la Diputación 
acceda á ellas 6 convoque á una Asamblea; que se so- 
meta á ella la celebración de juntas anuales que inter- 
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vengan en la administración provincial y en todo lo 
que se refiera al régimen especial. 

Por la tercera moción, obra del señor Alonso, se pro- 
ponia la creación de una Asamblea de Ayuntamientos 
con el número de representantes en proporción al nú- 
mero de sus electores; que el límite de la autonomia 
municipal sea el derecho de todo contribuyente que se 
considere lesionado para acudir á la Comisión provin- 
cial y después á la Diputación, sin que éstas tengan 
otra intervención que la de exigir un certificado en que 
conste que en el presupuesto municipal se incluye la 
cantidad necesaria para pagar á la Diputación y en ca- 
so negativo ésta obligara á ello. 

Por la cuarta moción del señor Urizar, se proponía 
que se consultase á los Ayuntamientos, en el plazo de 
dos meses, qué facultades autonómicas les son necesa- 
rias para el desenvolvimiento de la gestión municipal; 
que los mismos especifiquen las modificaciones que la 
nueva ley introduce en el régimen y funcionamiento 
municipal, y que en el plazo de dos meses manifiesten 
si optan por la nueva ley ó se conforman con el régi- 
men vigente. 

Tan opuestas tendencias ponen de manifiesto la con- 
fusión y diversa manera de apreciar la subsistencia del 
statu quo por los mismos diputados, provocando el 


Acuerdo de la Diputación sobre ellas 


Afortunadamente el caos que revelan tuvo feliz so- 
lución con el dictamen de las comisiones de Régimen 
y Hacienda elevado á acuerdo en la sesión del 11 de 
Marzo de 1909. En este dictamen estudiado el asunto 
con serenidad se decidió: 
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1? Que hasta tanto que no sea ley el proyecto de 
Régimen local de que se trata, ó se halle ya en el Se- 
nado ultimándose su discusión, y esto para evitar sus- 
picacias de cualquier género, nada deben hacer ni las 
Corporaciones municipales ni la excelentisima Diputa- 
ción, puesto que, aunque no es de presumir, puede su- 
frir modificaciones de importancia. 

2.7 Que una vez llegado este momento, la Diputa- 
ción y los Ayuntamientos deben estudiar dicha ley con 
el detenimiento que requiere, para una vez hecho este 
estudio serio ver el modo y forma de desarrollar en 
esta provincia el funcionamiento municipal en armonía 
con la vida provincial, á fin de que los Municipios viz- 
cainos gocen de las ventajas que de dicha ley pueden 
serles aplicables, según su criterio, y de las que deben 
disfrutar con árreglo al régimen especial que nos rige: y 

3.” Que cuando este momento llegue, consideran los 
firmantes que será ocasión precisa para determinar en 
su caso, de un modo claro, cuál habría de ser en ade- 
lante el sistema administrativo que más convenga á 
nuestro estado por lo que respecta al funcionamiento 
de los Municipios en su régimen administrativo mu- 
nicipal. 

El diputado señor León entendía que debía agregar- 
se á dicho extremo 3.” lo siguiente: 

Se determinará, igualmente, la intervención que pue- 
dan ó deban tener los referidos Municipios en la Ad- 
ministración provincial, dentro de ese mismo régimen 
y forma de ejecutarlo. 

Como consecuencia de ese acuerdo, ampliando el 
mismo, la lliputación remitió á los Ayuntamientos la 
siguiente 
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Circular sobre la Autonomia municipal 


«Si las Diputaciones actuales, al igual que sus pre- 
decesoras, tienen demostrado cumplidamente que no 
sólo se han preocupado, en sus reclamaciones á los Po- 
deres públicos, en lograr que fuesen reconocidos sus 
derechos y respetada su autonomia económica, sino 
también la de los Municipios vascos, consiguiendo 
para éstos unas veces el que gocen de libertad en la 
designación de sus facultativos, quitándoles las trabas 
á que les sujetaba la Instrucción de Sanidad; otras, 
igual facultad en el nombramiento de su personal, ges- 
tionando la no aplicación de la llamada ley de Sargen- 
tos, ni la legislación general de contadores y archive- 
ros, ya alcanzando el que satisfagan directamente á los 
maestros de las escuelas públicas las obligaciones de 
personal y material, etc., ¿cómo es creible atribuir con 
fundamento que, llegada una ocasión propicia de al- 
canzar otra clase de ventajas, habrá de emplear sus 
armas para perjudicarlos? No; el alcance del artículo 
adicional no ha sido debidamente interpretado; los que 
en él suponen la existencia de miras egoístas por parte 
de las Diputaciones están equivocados, pues éstas al 
pedir su aprobación en la forma como ha quedado re- 
dactado, no litigaban con los Municipios, sino con el 
Poder público, variable según los tiempos, y puesto 
que el actual mostraba su empeño en mantener el statu 
quo, de ahí la aclaración, como medio de evitar que 
algún día pudiera pretender el Gobierno central some- 
ter en todo á su autoridad á los Municipios vasconga- 
dos, á pretexto de que la exención no iba más allá de 
las facultades de las Diputaciones en sus relaciones 
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con el Estado para el cumplimiento del Concierto eco- 
nómico. 

Confien los Municipios en su Diputación, que solem- 
nemente les anticipa y asegura que al convertirse en 
ley lo que por ahora no pasa de proyecto, ha de proce- 
der á un estudio serio y detenido de sus preceptos, que 
unido al que de su parte habrán de realizar ellos, ser- 
virá de base para determinar el modo y forma de 
desarrollar en esta provincia el funcionamiento munici- 
pal en armonía con la vida provincial, reconociendo á 
los Municipios vizcainos las facultades que, con arreglo 
á su criterio, pueden serles aplicables entre las consig- 
nadas en dicha ley, y señalando las que hayan de dis- 
frutar, según el régimen que nos rige. 

Espera la Diputación de Vizcaya que serán atendi- 
dos sus consejos por los Municipios, que éstos se pe- 
netrarán del noble fin á que van encaminadas dichas 
indicaciones, y que ni remotamente cabe sospechar 
exista interés personal en favor de ninguno de los 
miembros de la actual Corporación provincial, ya que 
estando próximo á terminar su mandato, otros serán, 
seguramente, los que habrán de comenzar á su plan- 
teamiento». 


Actitud de los Ayuntamientos de Guipúzcoa y Alava 


A semejanza del Ayuntamiento de Bilbao, el de la 
capital de Guipúzcoa, en sesión del día 17 de Marzo 
aprobó un informe para que se gestione á fin de que 
por el Senado se aclare el articulo 3.” adicional de la 
ley de Administración local, adicionando un párrafo 
que diga: : 

«El Ayuntamiento de San Sebastián y los demás 
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Ayuntamientos vascongádos que se unan á esta peti- 
ción, disfrutarán de todos los derechos y atribuciones 
que concede esta ley á todos los de España, sustitu- 
yendo la Diputación de Guipúzcoa á sus delegados y á 
las Juntas creadas por esta ley en materia económico- 
administrativa». 

Se aprobó el informe y que la Comisión autora sea 
la que haga entrega al Presidente de la Diputación, 
señor Carrión, del acuerda del Ayuntamiento. 

El día y de Marzo último tuvo lugar la reunión de 
representantes de los Ayuntamientos de Guipúzcoa de 
más de 3.000 almas que aprobaron el acuerdo del 
Ayuntamiento de Tolosa de que se encomendara en el 
asunto incondicionalmente á la Diputación. Todos los 
representantes, menos los de San Sebastián y Guipúz- 
coa, terminada la reunión se dirigieron á la Diputación 
á demostrar su adhesión en medio de vivas patrió- 
ticos. 

El día 18 de Marzo se celebró la Asamblea de Ayun- 
tamientos de la provincia de Alava para tratar de la 
petición de la autonomía á la Diputación, y caso de 
que no la concediese, acudir á los Poderes públicos 
pidiendo para Vasconia los mismos derechos que se 
conceden á los demás Ayuntamientos de Castilla en la 
nueva ley. Asistieron 52 representantes de otros tantos 
Ayuntamientos de los 86 que forman la provincia. 

El concejal señor Villanueva presentó una moción 
para que se pida la creación de una Junta con faculta- 
des superiores á las de la Diputación y el encabeza- 
miento de todos los tributos municipales con la Dipu- 
tación. Después de movida discusión, la moción de los 
Concejales de Vitoria quedó aprobada por y2 votos de 
igual número de Ayuntamientos. 

En virtud de ese acuerdo se redactará una instancia 
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que se elevará á la Diputación y firmarán los Ayunta- 
mientos favorables á la autonomía.- 

En el teatro de Arriaga de Bilbao el exalcalde y 
reputado jurisconsulto señor Balparda dió una confe- 
rencia de gran mérito el 20 de Marzo. Con especial 
competencia estudió la autonomía municipal, expo- 
niendo que el Ayuntamiento se ha encontrado desam- 
parado de la Diputación; que esta adoptó acuerdos en 
contra de sus Ordenanzas; que favorece la política 
rural; que Bilbao necesita obtener los beneficios de la 
ley de ensanche; y abogó porque el Ayuntamiento 
acuda al Poder central, único que puede conceder la 
autonomía, y que con esto no hará más que imitar á la 
Diputación que ha acudido á aquél para conseguir sus 
aspiraciones. 


Los Comisionades del Ayuntamiento 
Entrevista con Maura 


El día 29 de Marzo llegaron a Madrid los Comisio- 
nados señores Balparda, Bengoa y Carretero. Confe- 
renciaron con el señor Maura el día 31, entregándole 
una nota razonada expresiva de los deseos del Ayun- 
tamiento de Bilbao. Les contestó Maura que el pre- 
cepto de la ley de Administración local para nada 
afecta á las Provincias vascongadas, ni aun en lo que 
se refiere á la organización de los Ayuntamientos. 

Que ellos tenían un régimen especial que no podía 
tocarse en uno sólo de sus extremos, y que por eso 
quedaba intacto, lo cual no quiere decir que el Gobier- 
no renuncie á abordarle cuando llegue á hacerse una 
opinión en aquellas provincias y él lo estime oportuno. 

Que, por consiguiente, como en el Congreso no se 
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había tratado de este problema, el Senado no podía 
introducir la innovación que el Ayuntamiento de Bil- 
bao desea, no entrando él por su parte en el fondo del 
asunto. 

Que en cuanto á que fuera la ley y no la Diputación 
provincial la que fijara las atribuciones de los Ayunta- 
mientos, aquella Corporación no tiene tal facultad si 
no hay ningún artículo de la ley que autorice á pen- 
sarlo. 


CAPÍTULO XXXI! 


Resumen de las doctrinas expuestas acerca de los Conciertos económi- 
cos. —Falta de principio orgánico en el contenido total.—Clasifica- 
ción de las disposiciones dictadas sobre el asunto. — Disposiciones 
generales. —Disposiciones especiales.—Disposiciones favorables y 
adversas al rígimen autónomo. — Idea de crear una Junta general: 
diversas opiniones.— Carácter circunstancial y transitorio de la si- 
tuación creada.—Adición: R. O. convocando á las Diputaciones 
para el último Concierto. —Acta oficial de! Concierto vigente. 


Resumen de las doctrinas expuestas acerca de los Concier- 
tos económicos.---Falta de principio orgánico en el con- 
tenido total. 


Hemos expuesto con la extensión que ha sido posible 
las Reales disposiciones dadas para fijar el sistema tri- 
butario de las Provincias vascongadas, sus relaciones y 
compromisos con el Estado, apuntando al mismo tiem- 
po diferentes cuestiones que de continuo han surgido 
en la aplicación del especial régimen administrativo de 
las mismas, en su relación con la legislación adminis- 
trativa común. 

Después de tan prolijo y árido estudio, fácil es ad- 
vertir los defectos que en este verdadero montón legis- 
lativo existen, nacidos de dos vicios capitales. Es el 
uno, que se viene legislando sin reconocer principio 
fijo y orgánico, contenido en una ley y desenvuelto por 
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un Reglamento ó por Reales órdenes; y es el otro, que 
todas cuantas disposiciones existen, se han fundido, se 
han agrupado por yuxtaposición, formando un todo in- 
forme inorgánico y abigarrado, porque las partes que 
le forman son productos circunstanciales, hijos muchas 
veces de la pasión política, de la infiuencia ó de los pre- 
juicios de escuela. Por estos motivos la legislación que 
fija y determina las relaciones económicas de las Dipu- 
taciones vascongadas con el Poder central, y las atri- 
buciones que á aquéllas competen, forman un caos, en 
el que existen soberanas disposiciones distintas en 
espiritu y tendencia, que, sin embargo de su heteroge- 
neidad, se ha pretendido y pretende sumarlas, haciendo 
de esa anarquía legislativa un cuerpo legal de doctrina. 

Absurdo irrealizable, porque el principio jurídico de 
que la ley posterior deroga y modifica la anterior, ler 
posterior derogat anteriorem. claudica en este caso, pues 
sin interrupción y en una misma Real orden se ha pre- 
tendido amalgamar, lo que muchas veces es imposible, 
las diversas disposiciones citadas en ella en apoyo de 
una determinada resolución. Y ese mal inveterado de 
legislar siempre sin derogar expresamente lo anterior 
ó aceptarlo de un modo explicito, ha dado lugar á que 
con frecuencia se repitan resoluciones contradictorias, 
emanadas del mismo centro administrativo, sancionan- 
do una lo que otra contradice más tarde. 


Clasificación de las disposiciones dictadas 
sobre el asunto 


Ante la imposibilidad de hacer una sintesis ó gene- 
ralización rigurosamente exacta, preferimos clasificar 
las disposiciones por la autoridad que envuelven: en 
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generales, que son aquellas Leyes ó Reales decretos 
referentes á la materia, que han obtenido la sanción de 
las Cortes ó del Rey; y especiales aquellas que, con la 
sanción del Poder ejecutivo, resuelven casos aislados 6 
cuestiones prácticas, sirviendo como de aclaración ó 
completamente á las primeras. 


Disposiciones generales 


¿Cuáles son las disposiciones generales? En compen- 
dio diremos que la Ley de 21 de Julio de 1876, en su 
artículo 4.”, «autoriza al Gobierno para que, dando en 
su día cuenta á las Cortes, y teniendo presentes la Ley 
de 19 de Septiembre de 1837 y la de 16 de Agosto 
de 1841 y el R. D. de 29 de Octubre del mismo año, 
proceda á acordar, con audiencia de las provincias de 
Alava, Guipúzcoa y Vizcaya, si lo juzga oportuno, to- 
das las reformas que en su antiguo régimen foral lo 
exijan, así el bienestar de los pueblos vascongados, 
como el buen gobierno y la seguridad de la Nación». 
El art. 5.? de la misma Ley autoriza también al Gobier- 
no para dejar al arbitrio de las Diputaciones los me- 
dios de presentar los respectivos cupos de hombres; 
para hacer las modificaciones de forma que sean convenientes 
respecto al pago de contribuciones, rentas € impuestos; para 
conceder, en casos determinados, la exención del servi- 
cio militar, y para dispensar, en los casos que se indi- 
can, del pago de los nuevos impuestos. Y por el art. 6.* 
se le concedían al Gobierno las facultades extraordina- 
rias y discrecionales que exija la exacta y cumplida 
ejecución de la Ley. 

En virtud de estas autorizaciones, el Gobierno de la 
Nación dictó las disposiciones oportunas respecto á la 


= 528 — 

imposición y pago de las contribuciones, rentas é im- 
puestos, y á las facultades de las Diputaciones provin- 
ciales vascongadas, como fueron la R. O. de 12 de Di- 
ciembre de 1877, en la que disponía que para la crea- 
ción y establecimiento de arbitrios en los pueblos de 
estas provincias, se estará á lo que ordene la Diputación, 
previa aprobación del Gobernador, y que en la fecha 
que determina el art. 150 de la Ley Municipal, se remi- 
tan al Gobernador los presupuestos para el solo efecto 
de que vea si se consignan en el de gastos todas las 
partidas obligatorias, y en el de ingresos las que ha- 
yan obtenido la aprobación antes mencionada. 

El Concierto económico pactado con las Provincias 
vascongadas, y publicado en el Real decreto de 28 de 
Febrero de 1878, establecía el modo y forma de contri- 
buir estas provincias al levantamiento de las cargas 
generales del Estado, y concedía á las Diputaciones fo- 
rales las facultades necesarias para hacer efectivas las 
contribuciones, rentas é impuestos por los medios auto- 
rizados para realizar el de la contribución de inmue- 
bles, cultivo y ganadería del corriente año, y por cual- 
quier otro que el Gobierno les otorgue, en vista de las 
propuestas que las mismas Diputaciones le dirijan; 
siendo, á la vez, responsables las Diputaciones, en todo 
tiempo, al Estado, del importe de las cuotas que deben 
satisfacer conforme al Concierto. 

El 8 de Junio de 1878 dictóse otra Real Orden por la 
Presidencia del Consejo de Ministros, ampliando para 
estas provincias la referida de 12 de Diciembre del año 
anterior, en el sentido siguiente: los acuerdos de las 
Diputaciones provinciales serán ejecutivos si después 
de comunicados al Gobernador de la provincia, éste no 
se opone, en el término de tercero día; si se opusiera 
á la ejecución de dichos acuerdos y la Diputación no se 
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conforma, se consultará el caso al Gobierno, para que 
adopte la resolución que corresponda; que los presu- 
puestos de los Ayuntamientos se remitirán á la Dipu- 
tación, quien, después de aprobados, los pasará al Go- 
bernador, dentro de los quince días siguientes, para 
que vea si en ellos se han consignado todos los gastos 
obligatorios, y si la parte de ingresos está conforme 
con lo aprobado por la Diputación; y, finalmente, que 
las Diputaciones tendrán el derecho y deber de obligar 
á los Ayuntamientos á que rindan sus cuentas, err un 
periodo que no exceda de noventa días, después de 
terminado cada ejercicio. 

Estas disposiciones fueron confirmadas, y adquirie- 
ron carácter general ó de ley, por virtud del Real de- 
creto de 4 de Noviembre de 1879, declaraudo que con- 
servan su valor y eficacia todas las disposiciones orgá- 
nicas ó reglamentarias aplicables al cumplimiento de 
la Ley de 21 de Julio de 1876, mientras no fueran ex- 
presamente derogadas. 

En armonía con estas disposiciones, las Diputaciones 
de las Provincias vascongadas continuaron investidas 
de mayores facultades que las de otras provincias en 
la administración del País, así en el orden económico 
como en el administrativo, no dependiendo su eficacia 
de la subsistencia del llamado Concierto económico, 
sino de la ejecución de la Ley de 1876, en relación 
con las de 19 de Septiembre de 1837 y 16 de Agosto 
de 1841 y el Decreto de 29 de Octubre del mismo año, 
citados en su artículo 4.” 

Estas atribuciones viéronse confirmadas, aunque sólo 
en el orden económico, por la cuarta disposición tran- 
sitoria de la Ley provincial de 29 de Agosto de 1882, 
que á la letra dice asi: «Mientras subsista el Concierto 
económico consignado en el Real decreto de 28 de 
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Febrero de 1878, y las Diputaciones hayan de cumplir 
las obligaciones que les impone el mismo, se conside- 
rarán investidas dichas Corporaciones, no sólo de las 
atribuciones consignadas en los capítulos VI y X de 
la Ley provincial, sino de las que, con posteridad á dicho 
convento, han venido ejerciendo en el orden económico para 
hacerlo efectivo.» 

Precepto tan terminante fué confirmado y ampliado 
por el articulo 14 de la ley de presupuestos de 29 de 
Junio de 1887, que, al establecer de una manera defini- 
tiva la forma especial en que estas provincias han de 
contribuir á las cargas de la Nación, disponía en su úl- 
timo párrafo: «Para el cumplimiento de las obligacio- 
nes anteriormente consignadas, las Diputaciones de las 
tres provincias se considerarán investidas, no sólo de las 
atribuciones establecidas en la l.ey Provincial, sino de 
la que con posterioridad al R. D de 28 de Febrero de 1878, 
han venido disfrutando.» Entiéndase bien que con arreglo 
á la letra de este párrafo y á los precedentes para su 
redacción, opinamos que no sólo reconoció las atribu- 
ciones del orden económico, que la 4.* disposición tran- 
sitoria de la Ley Provincial les otorgaba, sino también 
todas aquellas económico-administrativas, ó meramente 
administrativas que las Diputaciones vascongadas ha- 
bían ejercido con anterioridad y posterioridad al pri- 
mer Concierto económico. 

Insistimos en esto, porque de intento y con torcida 
mala fe, se ha conceptuado á ese articulo de la 1.ey de 
Presupuestos meramente confirmatorio de la 4.* dispo- 
sición transitoria de la Ley Provincial, como así se ha- 
cía constar de un modo explícito en los informes que 
preceden á la Real orden de 8 de Agosto de 1891. 

La competencia de las Diputaciones para conocer de 
los asuntos administrativos, con independencia del Go- 
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bernador y del Poder central, fué reconocida de un mo- 
do categórico por el R. D. de 1. de Febrero de 1894, 
que al aprobar el Concierto de esa fecha, celebrado 
entre los representantes de las Diputaciones provicia- 
les de Vizcaya, Guipúzcoa y Alava y la Comisión del 
Gobierno nombrada por virtud de la Ley de presupues- 
tos de 30 de Junio de 1893, en cuyo R. D. se decía en 
su artículo 14: 

«Las Diputaciones provinciales de Vizcaya, Guipúz- 
coa y Alava continuarán investidas, así en el orden ad- 
ministrativo como en el económico, de todas las atribu- 
ciones que vienen ejerciendo.» 

Este mismo precepto ha sido reproducido literalmen- 
te en el artículo 15 del Real decreto de 13 de Diciem- 
bre de 1906, por el que fué aprobado el Concierto eco- 
nómico vigente. 

Asimismo ha tenido nueva confirmación solemne por 
el articulo 3.” adicional de la Ley de Administración 
local, que al aprobar el s/atu quo reconoce las atribucio- 
nes de las Diputaciones vascongadas en si propias y en 
sus relaciones con los Municipios. 


Idea de crear una Junta general: diversas opiniones 


Con motivo de las conferencias celebradas en Madrid 
entre los comisionados de las Diputaciones y los Re- 
presentante en Cortes, por algunos de los primeros se 
insinuó la conveniencia de crear un organismo superior 
á las Diputaciones, de carácter eminentemente popular 
que examinara los actos de éstas, especialmente los 
referentes á la aprobación de sus presupuestos y cuen- 
tas y los asuntos del país de mayor importancia ó 
trascendencia. 
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Ese organismo superior, llámese Junta general ó 
Consejo Ó Asamblea provincial, se solicitó del señor 
Maura su creación y él se negó á tratar de ese asun- 
to y á introducir ninguna innovación en el proyecto de 
Administración que entorpeciera la discusión y di- 
ficultara la aprobación. El insigne comisionado de Ala- 
va, don Benito de Guinea, manifestó: que ese organis- 
mo le podian crear las Diputaciones dandole luego 
existencia legal, como reconoció el Sr. Moret, mientras 
que si se pedía y era rechazado no habria posibilidad. 

Se mantuvieron otros varios criterios y por fin se 
convino en junta con los representantes en Cortes, en 
no realizar ninguna gestión sin contar previamente con 
su éxito y en no llevar el pleito al Parlamento, pues no 
se adelantaria nada y correría peligro la especialidad 
del régimen. 

Consecuente la Diputación de Alava con el criterio 
del señor Gruuinea, proyecta crear la Junta, como insti- 
tución eminentemente popular que residencie los actos 
de la Diputación. 

Nosotros abundamos en la opinión del Diputado por 
Alava y creemos que estando en ejercicio las Diputa- 
ciones vascongadas de la potestad reglamentaria para 
regular las atribuciones económicas y administrativas 
que ejercitan, no hay inconveniente en que reformen 
sus reglamentos y dentro de ellos den cabida, en la tra- 
mitación de los presupuestos, cuentas y asuntos gra- 
ves del pais, á una Junta ó entidad superior que los 
censure y apruebe en último grado. 

No compartiremos la opinión de aquellos que, para 
armonizar la nueva ley de Régimen local con el statu 
quo, conceptuaban solamente capacitado al Poder Cen- 
tral para otorgar la autonomía municipal, porque tal 
supuesto era incompatible con la subsistencia del ar- 
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tículo 3.” adicional aprobado, y pedir la autonomía mu- 
nicipal al Gobierno después de existir ese artículo, era 
lo mismo que destruir con una mano lo que acababa 
de hacerse con la otra. Por el contrario, dentro del 
statu quo cabe que las Diputaciones, discrecionalmente 
y según las circunstancias lo aconsejen, modifiquen sus 
propias facultades y otorguen mayor expansión á la 
esfera de los Ayuntamientos. 

Tampoco suscribimos la opinión de los que, apo- 
yados en manifestaciones que se dice son del señor 
Maura, creen que el síatu guo para las Provincias vas- 
congadas representa la conservación de la organiza- 
ción, constitución y funcionamiento actual de los A yun- 
tamientos y Diputaciones. Esto era mucho conceder, y 
mientras del articulo 3.” adicional de la precitada ley 
de Administración local no desaparezca la palabra ul- 
tima, que refiere esas especialidades á la Diputación 
de Navarra, Ó las manifestaciones de Maura sean ofi- 
cial ó prácticamente confirmadas, mantenemos la opi- 
nión expuesta en nuestro primer artículo Alarma in- 
fundada. 


Disposiciones especiales 


¿Cuáles son las disposiciones especiales? Todas las 
Reales órdenes emanadas del Poder central para re- 
solver los conflictos surgidos entre éste ó sus Delega- 
dos y las Diputaciones provinciales vascongadas, que 
forman la confusa jurisprudencia práctica que fija y de- 
termina sus relaciones reciprocas y las facultades es- 
peciales de dichas Diputaciones. 

Esas Reales órdenes son muchas, y, sin pretender 
mencionarlas todas, las clasificaremos por la indole de 
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la resolución que contienen, en favorables, adversas y 
mixtas, con relación al régimen especial ó autónomo 
de las Provincias vascongadas. 

Son favorables las Reales órdenes de 12 de Diciem- 
bre de 1877 y 8 de Junio de 1878, que ya hemos dicho 
que tienen carácter legislativo; las de 17 de Mayo, 29 
de Julio, 27 de Agosto de 1887 y 8 de Noviembre del 
mismo año; las de 1.” de Febrero y 16 de Abril de 1890; 
19 de Diciembre de 1891, 3 y 8 de Marzo, 31 de Julio 
y 23 de igual mes de 1892; 19 de Agosto de 1893; 1.” de 
Marzo de 1894 y 30 de igual mes de 18ys. 

Fueron adversas: la Real orden de 9 de Octubre de 
1880 y Cuantas en ésta se inspiraron, como las de 21 
de Marzo de 1882; las cuatro Reales órdenes de 3 de 
Abril de 1882; el informe del Consejo de Estado de 3 
de Mayo de 1882 y la Real orden consiguiente; las de 
17 de Octubre de 1894, 3 de Febrero y 6 de Abril 
del mismo año y la de 3 de Febrero de 1897, é igual- 
mente el auto del Tribunal Contencioso-administra- 
tivo de yg de Diciembre de 1895 y las sentencias del 
mismo de 19 de Noviembre de 1896 y 16 de Julio de 
1898. 


Carácter circunstancial de la situación creada 


Unas Corporaciones como las Diputaciones provin- 
ciales vascongadas, que tantas vicisitudes han atrave- 
sado en reducido número de años; que con tanta fre- 
cuencia han visto amenazadas, cercenadas y hasta ne- 
gadas sus facultades, distrutan efímera existencia au- 
tónoma, tienen por base sus atribuciones una serie de 
disposiciones opuestas y contradictorias, como inspira- 
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das en distintas ideas y espiritu diverso, y como conse- 
cuencia de todo, su estado actual no ofrece condiciones 
de estabilidad y fijeza. A la manera que el reflujo de las 
aguas denota un estado transitorio, el flujo y reflujo de 
las atribuciones que ejercitan estas Diputaciones, retra- 
ta una transición, un orden de ideas que ha de terminar 
para comenzar otro, que sea principio ó desarrollo de 
una época de armonía entre la vida provincial vascon- 
gada y la nacional ó central. ¿Cuándo llegará esa edad 
ó momento de armonía? Aunque al imperfecto entendi- 
miento humano no le es dable predecir los sucesos fu- 
turos, que sólo son conocidos por Dios, en el orden ló- 
gico de las ideas, y por deducción de las opiniones y 
tendencias reinantes, es factible sin pasar de meras con- 
jeturas, más ó menos probable, confiar en un próximo 
y definitivo arreglo, en el que la vida provincial halle 
amplio desenvolvimiento, sin perjuicio de los intereses 
del Estado nacional. Que ese momento será el anhelado 
de la restauración ó reivindicación de las libertades 
perdidas, no lo dudamos, si bien al renacer han de ha- 
cerlo con nueva vida y con fisonomía especial, no con 
aquella que tuvieron, por más que la savia vivificante 
sea la misma. 

Mientras ese momento no llegue, como las Corpora- 
ciones provinciales existen en la realidad y tienen una 
vida con fines propios que cumplir, es necesario estu- 
diar el derecho tal como es, y, una vez compendiadas 
las disposiciones que forman la cadena interminable 
que vamos recorriendo, afirmar cuáles y cuántas son 
las funciones de indole diversa que desempeñan las 
Diputaciones de estas provincias, conforme al estado 
de derecho y á su particular modo de funcionar. 

Como adición de este capitulo y complemento del 
estudio del Concierto vigente, insertaremos la Real 


orden convocando á los comisionados vascos para es- 
tipularle y el acta que contiene el Concierto ó pacto. 


Texto de la R. 0. de 22 de Octubre de 1906 


«Excmo. Sr.: Debiendo inaugurarse en primero de 
Noviembre próximo, según el R. D. de 8 de Mayo del 
corriente año, las conferencias suspendidas, que ha- 
brán de celebrarse para la fijación de los Conciertos 
económicos que hayan de regir, desde primero de 
Enero de 1907, en las Provincias vascongadas, Su Ma- 
jestad el Rey (q. D. g.) se ha servido disponer se in- 
vite á esa Diputación, á fin de que concurran á este 
Ministerio, en la fectra indicada, los individuos de su 
seno que ostentan su representación.—Dios guarde 
á V. E. muchos años. —Madrid 22 de Octubre de 1906, 
-—J. Navarro Reverter.--Sr. Presidente de la Diputación 
Provincial de Vizcaya.» 


Copia del Acta de la sesión 
de Concierto económico con las Provincias vascongadas. 
12 de Diciembre de 1906 


«Ministerio de Hacienda.— Acta de Concierto econó- 
mico con las Provincias vascongadas.-— Representan- 
tes del Gobierno: Presidente, Excmo. Sr. 1). Federico 
Requejo, Subsecretario; Vocales, lltmo. Sr. 1). Anto- 
nio Fidalgo de Sánchez Ocaña, Director (reneral de 
lo Contencioso del Estado; Jltmo. Sr. D. Carlos Re- 
gino Soler, Director General de Contribuciones, Ren- 
tas é Impuestos; Jltmo. Sr. D. José M." de Retes y 
Muyrani, Interventor General de la Administración 
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del Estado; Sr. D. Federico García Patón, Segundo 
Jefe de la Representación del Estado en el Arrenda- 
miento de Tabacos y Dirección General del Timbre y 
Giro Mutuo; Secretario, Sr. D. Eduardo Ródenas y 
Martinez, Segundo Jefe de la Dirección General de 
Contribuciones, Impuestos y Rentas. Representantes 
de las Diputaciones: Vizcaya: Presidente, excelentí. 
simo señor don Adolfo (Gabriel de Urquijo; Diputa- 
dos, don Isidoro León, don José Joaquín de Ampuero, 
don Pedro Chalbaud; Guipúzcoa: Presidente, excelen- 
tísimo señor don Ramón M.* de Lili; Diputados, don 
Francisco de Zabala, don José de Itarte, don Joaquín 
de Carrión; Alava: Presidente, don Eduardo Velasco; 
Diputados, don Benito de Guinea, don Isidoro Sáenz 
de Santa Maria, don Braulio Montejo. 

»Reunidos en el despacho del Iltmo. Sr. Subsecre- 
tario de este Ministerio los señores que al margen se 
expresan, representantes de las Diputaciones Provin- 
ciales de Vizcaya, Guipúzcoa y Alava, juntamente con 
los señores que componen la Comisión gubernativa, 
nombrada por Real orden de 14 de Noviembre de 1905, 
para preparar un nuevo Concierto económico con las 
referidas provincias, se leyó, y quedó aprobada, el acta 
de la sesión anterior, de 3 de Noviembre del corrien- 
te año. 

»El señor Presidente manifestó que, como resultado 
de las entrevistas celebradas con el Excmo. Sr. Minis- 
tro, por no haberse llegado á un acuerdo en las verifi- 
cadas con los respectivos Directores Generales, se ha- 
bia redactado é iba á darse lectura de un proyecto de 
Real decreto, acomodado á lo tratado con dicho señor 
Ministro por los representantes de las Diputaciones 
interesadas. 

Dada lectura del proyecto, dichos señores represen- 


tantes encontraron sus diferentes artículos ajustados á 
lo convenido en dichas entrevistas, menos en cuanto á 
los tres puntos siguientes, respecto de los cuales decla- 
raron que había habido alguna mala inteligencia pues- 
to que se omitía su resolución en los términos que ellos 
creían estar definitivamente acordados. 

En primer lugar quedaba omitido el precepto que 
era necesario para que los conceptos de la contribución 
de utilidades, que hasta aqui se habian entendido con- 
certados mediante el cupo de indusirial, continuasen 
concertados en la misma forma y comprendiera también 
el mismo cupo, dentro del aumento que éste va a tener, 
el tributo sobre los sueldos y asignaciones provinciales 
y municipales. 

En segundo lugar veian omitidas, por lo relativo al 
impuesto de transportes terrestres y fluviales, las pro- 
longaciones de algunas de las líneas comprendidas en 
el Concierto vigente y cuyas prolongaciones esperaban 
ver incluidas en el futuro. 

Por último, tampoco encontraban un precepto que 
consideraron siempre necesario, el cual repitiera, en la 
esencia, el contenido del mismo articulo 11 del ac- 
tual Concierto aprobado por el Real decreto de 1.* de 
Febrero de 1894. 

Expuso el señor Presidente que no era oportuno de- 
liberar, puesto que en el estado en que se hallaba el 
asunto, la Comisión gubernativa no tenía facultades 
para resolver si el proyecto leido se acomodaba exac- 
tamente ó en algo difería de lo que los señores repre- 
sentantes tenían convenido con el señor Ministro, y 
propuso, y así se acordó, suspender la sesión y some- 
ter á su superior resolución las dificultades surgidas. 

Hecho asi, se reanudó la sesión y en ella se dió lec- 
tura del proyecto de Real decreto, el cual obtuvo la 
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aprobación de los representantes de las tres provin- 
cias interesadas, cuyo proyecto dejamos estudiado en 
los capitulos precedentes y damos por reproducido en 
este lugar. 

Madrid 12 de Diciembre de 1906.—A. E de Urquijo. 
—fJosé Joaquín de Ampuero. —Pedro Chalbaud Errazquin.— 
Isidoro León.—foaquín Carrión.—Eduardo Velasco.— Bent- 
lo de Guinea.—Isidro S. de Santa María.— Braulio Monte- 
¡0.—Federico Requejo.— Antonio Fidalgo,—C. R. Soler. — 
J. M? de Retes.—Federico G. Patón.—El Secretario, 
Edúardo Ródenas. — Aprobado por S. M.: El Ministro de 
Hacienda, /. Navarro Reverter --Es copia: El Secretario, 
Eduardo Ródenas. 


CAPÍTULO XXXIV 


El Régimen tributario de Navarra. —Razón de su estudio.—Momentos 
de su historia.—¿La incorporación de Navarra fué por conquista? 
—Diversas opiniones, —La ley de 29 de Octubre de 1839.—La lev 
de 16 de Agosto de 1841 es una ley paccióonada.—Distinta situa- 
ción de las Provincias vascongadas.—l.a lealtad de Navarra, —Con- 
ducta de los Gobiernos con Navarra. —Tributos generales que paga 
Navarra. —Tributos concertados por la lev de 1841.—Tributos en- 
cahezados posteriormente. 


Régimen tributario de Navarra. 
Razón de su estudio 


Después de haber tratado, con la extensión que se 
merece, el tema de Los Conciertos económicos de las Pro- 
vincias vascongadas, es lóyico y natural que digamos 
algo en dos capitulos aparte del régimen tributario de 
Navarra por las razones siguientes: 1.* Que al publicar 
la edición anterior en el texto del primer tomo y en el 
segundo, incluíamos muchas de las disposiciones leya- 
les referentes á Navarra, como lo hacemos en el pre- 
sente trabajo. 2.” Que la situación de ésta us especial, 
como la del Pais vasco, dentro del territorio nacional. 
3.* Que dentro y fuera de Vasconia, por personas ilus- 
tradas, y hasta de las esferas oficiales, se confunde la 
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situación de Navarra con la de las Provincias vascon- 
gadas, á pesar de ser distinta. 4.* Que en el proyecto 
de ley de Administración local y en otras muchas le- 
yes tributarias, la situación de Navarra y Vasconia es 
objeto de un mismo ó análogo precepto de excepción, 
que para comprenderle es necesario fijar el estado le- 
gal de Navarra, para que no se confunda su causa con 
la causa vascongada. Y 5.? Que la necesidad de este 
análisis es tanto mayor cuanto en los tratados genera- 
les de derecho administrativo no se deslinda bien este 
asunto, ni hay obra especial que se ocupe del mismo. 


Epocas de su historia 


Para la mayor claridad en la exposición, distingui- 
remos en la historia de Navarra'cinco hechos que de- 
terminan otros tantos periodos ó épocas distintas: 
1.” El de su unión á Castilla. 2. El de la promulgación 
de la ley de 1841. 3." El de su modificación en 1876 y 
1877. 4.” El de su desconocimiento y defensa en 1893. 
5.” El de su reconocimiento y respeto en 1900, 1904 
y 1909. 

Primitivamente Navarra formó un Reino distinto, 
un Estado independiente, con organización especial, 
hasta que al comenzar la edad moderna se unió á Cas- 
tilla para formar con los demás territorios de la Pe- 
nínsula Ibérica la gran Nación española; pero no se 
unió quedando confundida y anulada, perdiendo su 
personalidad y su propia fisonomia; nada de eso: la 
unión ó incorporación se efectuó en condiciones espe- 
ciales, dando lugar ála existencia de un Virreinato 
con sus cortes, su administración económica, sus tri- 
bunales de justicia, etc., etc. 
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La incorporación de Navarra á Castilla 
Diversas opiniones 


No han faltado autores de historia que hayan queri- 
do desnaturalizar, con prejuicios de escuela, el acto 
histórico de la unión, fundamental del estado político 
de Navarra, reduciéndole á un hecho de conquista, lle- 
vada á cabo por los Reyes Católicos, en lugar de re- 
conocer que fué un acto de habilidad y astucia del Rey 
don Fernando el Católico, como afirman los escritores 
navarros. 

De la primera opinión son los que, hablando de los 
dos partidos navarros de agramontes y beamonteses, 
escriben: 

«Como franceses que eran los Reyes de Navarra, 
favorecieron los intereses de Luis XII; y de tal mane- 
ra se adhirieron á el, que el Papa Julio Il, jefe de la 
Liga Santa, los excomulgó, absolviendo á sus vasallos 
de la obediencia, y cedió en propiedad el reino á quien 
lo conquistase. No dejó perder la ocasión de Rey Ca- 
tólico, y en muy pocos días el Duque de Alba se apo- 
deró de todo el reino (1512) y que fué incorporado al 
de Castilla, y los reyes de España fueron representa- 
dos en aquella por sus virreyes. En 1521 Enrique Al- 
bret, con auxilio del rey de Francia, intentó recuperar 
sus estados, ocupó á Pamplona y llegó hasta Logro- 
ño; pero los franceses fueron batidos en Esquiroz y 
Navarra quedó en poder de Carlos l». 

Por el contrario, el señor los Arcos, en su memo- 
rable discurso de defensa de Navarra, sostiene: 

«Se unió Navarra por el matrimonio de doña Blanca 
con Juan Il, y á la muerte de aquélla surgió la idea de 
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conservarlo por tres proyectados y fracasados matri- 
monios, ocasionando la división del Reino en dos par- 
tidos de agramonteses y beamonteses. 

El Reino de Navarra no vino á formar parte de la 
Corona de Castilla por conquista; se unió por medios 
rastreros, empleados por el monarca Fernando el Ca- 
tólico, usando de la bula apócrifa en que suponía que 
el Papa Julio 11 había excomulgado á los Reyes de 
Navarra en 1512. 

La unión se llevó á efecto, conservando después de 
incorporado su autonomía, todo su carácter de Reino 
y sus fueros, según consta en ley primera de la Novi- 
sima Recopilación de las leyes de Navarra y en el 
pacto de unión, contenido en la capitulación de Pam- 
plona con el Duque de Alba, en acta de las Cortes de 
Burgos de 1515, y en el juramento prestado por Fer- 
nando el Católico de conservar y respetar sus fueros, 
usos y costumbres; juramento que se repitió por todos 
los monarcas hasta Fernando VII. 

Los inonarcas no tenian derecho más que al dona- 
tivo voluntario que las Cortes acordaban, y los Reyes 
de Castilla no podian tener otros tributos y derechos, 
ni los tuvieron. 

Así continuaron las cosas hasta el siglo XIX, en 
que el señor Conde de Ezpeleta, en representación de 
Fernando VII, juró en 1817 con las mismas salvedades 
y respeto á los fueros que lo hizo Fernando el Católico. 

Verificada la anexión de Navarra á Castilla por los 
medios y procedimientos de Fernando el Católico, es 
muy general la idea de que, con la única diferencia de 
estar regida por virreyes, siguió aquélla en el goce de 
sus antiguas libertades y franquicias, con arreglo á las 
condiciones estipuladas en la capitulación de Pam- 
plona. 
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Asi se verificó, en apariencia; pero el espíritu abso- 
lutista y la atracción centralizadora se empezaron á 
ejercer desde entonces, y han venido labrando, sin in- 
terrupción, hasta el día, aprovechando todas las opor- 
tunidades de lograr sus propósitos absorbentes. 

En vano recurrieron los repúblicos navarros á las 
garantias de la Sobrecarta y Promulgación. 

Consistia la primera en la facultad de no obedecer 
las cédulas y provisiones reales, hasta que el Consejo 
de Navarra, después de oir á la Diputación del Reino, 
declarase no contenian nada opuesto a los fueros; y era 
la segunda el derecho de impedir la impresión de toda 
ley ú ordenanza que no se hallase arreglada á lo pedido 
en Cortes. 

La garantia de la Promulgación quedó anulada por 
Felipe IV, y la Sobrecaría, aunque fué suspendida por 
Real orden de 1.” de Septiembre de 1876, no pereció 
hasta 14 de Mayo de 1829, en tiempo de Fernando VI! 
el Deseado. 

De idéntica manera fueron barrenándose la mayor 
parte de los derechos de los navarros. 


La ley de 25 de Octubre de 1839 


Este estado legal se prolongó hasta la ley de 23 de 
Octubre de 1839, en cuyo articulo”1.” se dijo: «Se con- 
firman los fueros de las Provincias vascongadas y Na- 
varra, sin perjuicio de la unidad constitucional de la 
monarquía.» 

En el artículo 2.” se añadió: «El (robierno tan pronto 
como la oportunidad lo permita y oyendo antes ú las Pro- 
vincias vascongadas y Navarra, propondra á las Cortes la 
modificación indispensable que en los mencionados 
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fueros reclamen el interés de las mismas, conciliado 
con el general de la Nación y la Constitución de la Mo- 
narquíia.» 

Este artículo quedó sin aplicación en las Provincias 
vascongadas; en Navarra tuvo aplicación cumplida. 

En 28 de Noviembre de 1840, los comisionados de 
Navarra, con autorización de su Diputación, pidieron y 
el Gobierno accedió á que los Ayuntamientos de aque- 
lla provincia se elijan por las leyes que rijan ó regir 
puedan para las demás. 

A consecuencia del artículo 2.” de la ley de 1839, el 
Gobierno llamó a los comisionados de Navarra; acudie- 
ron al llamamiento y se llegó á un acuerdo con los re- 
presentantes del Gobierno, que está contenido en la 
ley de 16 de Agosto de 1841. 

Por esta ley se modificó profundamente el tratado de 
incorporación de I515: Navarra perdió su autonomía; 
su virreinato quedó convertido en provincia como las 
demás españolas; perdió las Cortes propias; desapare- 
ció su Tribunal supremo de Justicia y su Consejo su- 
premo, con cuyo acuerdo, oyendo á la Diputación era 
necesario se sobrecartasen todos los documentos que 
habían de tener alli ejecución; el donativo voluntario se 
transformó en contribución obligatoria; se implantaron 
las quintas, las aduanas y el estanco del tabaco; se re- 
organizó la Diputación, la administración provincial y 
los Tribunales de justicia, y se fijaron los impuestos 
con que Navarra habia de contribuir á la Hacienda. 


Carácter de la ley de 1841 


Esta ley fué paccionada ó concertada porque se hizo 
con comisionados de ambas partes; después de estipu- 
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lado el convenio se lo mandaron á la Diputación para 
ver si merecia su aprobación, á fin de que, caso afirma- 
tivo, pudiera ser presentado á las Cortes, y como esto 
era condición sine qua non para elevarlo á las Cor- 
tes, sin su aprobación no se hubiera presentado y no 
hubiera sido ley. Para probarlo basta leer la R. O. de 
7 de Diciembre de 1840, dirigida á los comisionados 
navarros, suscrita por don Manuel Cortina, que dice: 
Remito á V. SS. de orden de la Regencia provisional 
del Reino, el Concierto definitivamente acordado para 
modificar los fueros de la provincia de Navarra, á fin 
de que remitiéndolo á aquella Diputación, pueda apro- 
barlo, y procederse en consecuencia á formalizarlo 
como corresponde. 

En otras varias fechas, en diversas resoluciones, y 
en 22 y 25 de Enero de 1871, el señor Sagasta, siendo 
Ministro de la (zobernación, reconocía á la ley del y1 
carácter de paccionada y la necesidad de obrar de 
acuerdo con Navarra, respetando sus fueros; en 1876 
otro tanto reconocía Cánovas del Castillo siendo Pre- 
sidente del Consejo de Ministros. 

La prenotada ley sin consentimiento de Navarra no 
puede modificarse: como antes de esa época si hubo 
modificación en los fueros de Navarra, fué con acuerdo 
de Navarra, asi deberá ésta consentirlo posteriormen:- 
te. Si para modificar sus fueros cs necesario oirla por 
la ley del año 39, no puede entenderse cumplido ese 
trámite con la materialidad de escucharla, oir es aten- 
der sus razones, es contar con su beneplácito. La repe- 
tida ley tiene carácter orgánico y constitucional para 
Navarra, por estar basada en la ley del año 39 y ésta 
en el convenio de Vergara y en las promesas del (re- 
neral en Jefe del ejército español don Baldomero Es- 
partero, que en su proclama prometió la conservación 
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de los fueros, los cuales se reputaron leyes constitu- 
cionales, por lo cual los monarcas, en el advenimiento 
al Trono, los juraban, como juran hoy la Constitución. 

La ley del año 39 sabido es que era para que se res- 
petara en toda su integridad, ó lo menos con reformas, 
el régimen foral de las Provincias vascongadas y Na- 
varra, que era compatible con la unidad constitucional. 

Hasta 1841, decia el señor Los Arcos, nosotros go- 
zábamos de la plenitud, casi absoluta, de nuestra in- 
dependencia, de nuestra autonomia; no teníamos de 
común con la Nación española más que la dinastía, un 
mismo Monarca para Navarra y España; nosotros te- 
níamos nuestras Cortes, todos los organismos de un 
Estado independiente. le todo ello les quedó la ley, 
engendro raquitico y miserable, que no les dejó más 
que el último resto y el último vestigio de todo lo que 
hasta entonces habian disfrutado. Ley maldecida en 
su origen, pero ley que reconcentra hoy todo el cariño 
del pueblo navarro á sus fueros, con la que han con- 
servado una ¿Administración local modelo, cuando se 
la compara con la del resto de España, ó se la quiera 
corregir ó alterar. 

Es el único resto de la pasada grandeza, de la his- 
toria y el único medio de conservarla es no hacer creer 
que tratamos de buscar de lo que tienen; sólo con pru- 
dencia pueden conservarse. 


Distinta situacion de las Provincias vascongadas 


Hallanse las Provincias vascongadas en muy distin- 
to caso por no haber legalizado su situación ni cum- 
plido, por lo tanto, con la obligación impuesta á con- 
secuencia del convenio de Vergara, en la ley de 25 de 
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Octubre de 1839, según la cual aquellas provincias en- 
viaron también sus comisionados á Madrid á tratar con 
el Gobierno; pero no concluyeron ningún acuerdo. 

La explicación la da don Pablo llarregui en su pre- 
ciosa memoria sobre la ley de modificación de los 
fueros de Navarra. 

«Eran, dice, los comisionados de las Vascongadas 
personas de reconocido mérito y competencia para 
evacuar el negocio que se les había encomendado, 
pero de celo tan exagerado por la conservación inte- 
gra de los privilegios de su Pais, que desde la primera 
junta se convencieron los navarros que el objeto de los 
primeros era aplazar el arreglo por tiempo indefinido. 
Y cuando después de otras conferencias vieron confir- 
mada su primera opinión, creyeron que, si habian de 
adelantar algo en su respectivo asunto, era indispensa- 
ble separarse de los vascongados y negociar solos el 
arreglo con el Gobierno». 

Navarra era la única provincia de España cuya si- 
tuación respecto del Poder central estaba garantida 
por la solemnidad de un pacto. 

La conducta de Navarra en defensa de sus leyes se 
compendia en este lema: 


Nadie las mueva 
que estar no pueda con Orlando d prueba. 


Esa ley es intangible, según los navarros, y no pue- 
de modificarse por otra ley hecha sólo por la sobera- 
nía de las Cortes con el Rey, sin acuerdo previo con 
Navarra. Puede reformarse, en un periodo constitu- 
yente, por otra ley análoga, pero no por un precepto 
cualquiera. Es una ley que representa un verdadero 
periodo de transición, una consecuencia del paso de lo 
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que se llama el antiguo régimen al nuevo de libertad, 
constitucional ó representativo; es el enlace que une 
el sacrificio de la constitución histórica, en aras de 
la unidad constitucional. la modificación de esa ley 
puede realizarse por imposición de la fuerza, que ven- 
ga á ser expresión de soberanía y del derecho; por- 
que los hechos, y la fuerza expresada en los hechos; 
pueden ser una expresión de nuevas organizaciones 
históricas, algo que, con el transcurso del tiempo, vie- 
ne á expresar la legitimidad y el derecho. 


La lealtad de Navarra 


Desde su incorporación á España, no podrá citarse 
comarca alguna que haya sido más noble y más leal 
con el resto de la patria española. 

Por su lealtad los reyes navarros tomaron parte en 
las batallas de Calatañazor, Las Navas y Algeciras. 
En 1521 hicieron armas los navarros con sus herma- 
nos del otro lado del Pirineo. Distinguiéronse también 
en la guerra de la Independencia y en Wad-Ras. Ter- 
minada la primera guerra civil, el general carlista Val- 
maseda intentó reproducirla, y los navarros apagaron 
el movimiento. El general O'Donell, en 1841, intentó 
sublevarse en Pamplona, y los mismos navarros le hi- 
cieron huir. En 1854 al 56, por todas partes había par- 
tidas; en Navarra tranquilidad completa. En 1856 al 
68, en Navarra hubo tranquilidad; en el resto de la 
Nación hubo continuos pronunciamientos, y la Revo- 
lución se enseñoreaba de España. 

Navarra ha sido siempre el más acrisolado ejemplo 
de lealtad y el más firme apoyo de la legitimidad. Los 
actuales habitantes de este fidelísimo Reino se glorian 
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de los mismos sentimientos de sus progenitores. La 
obediencia y los sacrificios que éstos prestaron á los 
Reyes de Castilla son los mismos que deben y están 
dispuestos á hacer por la patria, lo mismo que los de- 
más españoles, siempre que se le respeten y guarden 
sus fueros. En 1841 perdió su autonomía, su virrey, sus 
Cortes propias, su Tribunal Supremo de Justicia, su 
Consejo Supremo, su donativo voluntario se cambió en 
contribución fija y obligatoria, y el servicio militar 
de voluntario pasó á ser forzoso; Navarra, sin embargo, 
siguió y sigue fiel á España. 


Conducta de los Gobiernos de España con Navarra 


Por punto general ha sido de completo respeto y 
observancia al pacto-ley del 41. En algunas ocasiones 
se han intentado interpretaciones económicas de la 
ley del 41, pero la administración central, en época de 
los grandes hacendistas Mon y Bravo Murillo, hizo 
justicia á Navarra. 

En 1877 se alegó la necesidad de variar el régimen 
económico de la provincia de Navarra, pues como de- 
cia el señor Cánovas «la revisión de dicha ley seria de 
todos mudos inevitable, aunque no obligasen además 
á ello las nuevas y especiales condiciones en que los 
sangrientos y costosisimos acontecimientos de los últi- 
mos años han colocado á todas las provincias de Es- 
paña, incluso la de Navarra; que el Gobierno ha con- 
vocado á sus comisionados para oir de ellos cuanto se 
le ofrezca y parezca sobre la satisfacción de tal nece- 
sidad». 

A consecuencia de esto se nombró un Comisario 
Regio, que fué el señor Conde de Tejada Valdosera y 
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Navarra, por medio de su Diputación de R.O., protestó 
que no podía oir, ni oiría sobre la segunda parte del 
artículo de la ley de 1876 que se refería á los impues- 
tos, y á lo único que podian prestarse era á que al arti- 
culo 25 de la ley de 1841 se le diera la interpretación 
de que si variaba la riqueza en aumento, pudiera au- 
mentarse la cuota única; si bajaba tendria derecho para 
pedir que se disminuya esa cuota. 

En 1893 el señor (ramazo, siendo Ministro de Ha- 
cienda, intentó desconocer la precitada ley, pero la re- 
presentación en Cortes de Navarra defendió con elo- 
cuencia y razones incontestables su eficacia, logrando 
un señalado triunfo que es conocido por la gamazada. 

La Diputación foral y provincial de Navarra está 
obligado, por sagrado juramento, no solamente á cum- 
plir laley de 16 de Agosto de 1841, sino á sostener en 
todas las esferas su cumplimiento. El art. 17 del pro- 
yecto de ley de presupuestos de 1893 no sólo era atenta- 
torio en el fondo, sino también agresivo en la forma á 
la existencia legal de Navarra, con relación á dicha ley 
de 16 de Agosto de 1841, además inequitativo é injusto 
bajo el punto de vista económico, é inconveniente é in- 
oportuno bajo el punto de vista politico, tratándose de 
tan viriles funcionarios como los que formaban y siem- 
pre han formado la Diputación toral y provincial de 
Navarra, de tan honrados ciudadanos no es de esperar, 
no se puede abrigar la sospecha de que han de faltar al 
juramento que tienen dado. 


Tributos generales que paga Navarra 


Los ingresos á que contribuye Navarra como las 
demás provincias son: el impuesto de minas, grande- 
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zas y titulos, cédulas personales, sueldos del Estado, 
donativo de clero y monjas, de pagos al Estado; la 
renta de aduanas; el de consulados, el impuesto so- 
bre el azúcar de producción extranjera; el de tarifas 
de viajeros y mercancías; los sellos de correos y telé- 
grafos; el de fabricación y venta de naipes y de pólvo- 
ra; los monopolios explotados por el Estado como el 
tabaco, las cerillas fosfóricas, la lotería, la Casa de la 
Moneda, el giro mutuo, el producto de la Gacefa, el de 
apartados de correos, telégrafos y teléfonos, y el de la 
redención á metálico del servicio del Ejército y de la 
Armada. 


impuestos concertados por Navarra 


No paga directamente al Gobierno la contribución 
de inmuebles, cultivo y ganadería; la industrial y de 
comercio; el impuesto de derechos reales y transmisión 
de bienes; el impuesto de consumos; el de azúcar que 
se consuma dentro de Navarra; el especial del consumo, 
dentro de la provincia, de aguardientes, alcoholes y 
licores, el de timbre del Estado, fuera de los efectos 
timbrados de correos y telégrafos; el de sueldos de 
empleados provinciales y municipales; el de fabrica- 
ción de pólvora y de naipes. 

Decía el señor Los Arcos, en 1893, después de una 
amplia demostración: «en Navarra pagamos tanto como 
el que más pague al Tesoro», además casi todos los 
pueblos tienen que contribuir también para la extin- 
ción de su considerable deuda. 

La Diputación de Navarra es casi un gobierno de 
aquella provincia, puesto que ella presupuesta, distri- 
buye, recauda y hace, respecto de Navarra, casi todo lo 
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que el Gobierno hace respecto de España, y, además, 
hace lo mismo que corresponde á otras Diputacio- 
nes provinciales. A pesar de ello, teniendo perfecta- 
mente atendidos sus servicios, es una provincia que 
tiene su presupuesto más reducido que el de muchas 
provincias que no tienen tantas atenciones y que las 
pocas las desempeñan mal. 


CAPÍTULO XXXV 


Tránsito del sistema foral al nuevo régimen tributario de Navarra. — 
Examen de la ley de 1841 modificando los fueros: atttoridad mili- 
tar: administración de justicia: constitución y organización de !os 
Ayuntamientos: idem de la Diputación: autoridad superior guber- 
nativa: aprovechamiento de montes: servicio militar.—Situación de 
las Aduanas.—Estanco del tabaco y de la sal.—Exención del pa- 
pel sellado.—Estanco de la pólvora.—Contribución única encabe- 
zada.—Culto y clero.—Disposiciones especiales de la Diputación 
de Navarra. —Modificaciones de la ley de 1841.— Convenio Tejada 
Valdosera.—Intento fracasado de 1893.—Suma que paga Navarra. 
—Ultimos conciertos de los impuestos sobre azúcares y alcoholes. 
—Subsistencia del regimen foral por la ley de administración local. 


Tránsito del sistema foral al nuevo régimen 


Después de estudiada brevemente la historia tribu- 
taria de Navarra en el capítulo precedente, vamos á 
examinar en éste las disposiciones legales, que forman 
el derecho vigente, para fijar las relaciones económicas 
de aquel antiguo Reino con la Hacienda española. A 
ese fin comenzaremos por reseñar las disposiciones 
dictadas para que tuvicra lugar el cambio del sistema 
foral al nuevo régimen. 

Confirmados los fueros por la ley de 1839, y ordena- 
da la modificación de los mismos, de acuerdo con Na- 
varra, se dictaron otras disposiciones de carácter tran- 
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sitorio mientras se llevaba á cabo el proyectado arre- 
glo. Entre ellas figuran: el Real decreto de 16 de No- 
viembre de 1839, para que Navarra nombrase por el 
método establecido para las Diputaciones provinciales, 
una Diputación compuesta de siete individuos, uno 
para cada Merindad y dos más por las de mayor po- 
blación, con las atribuciones de la antigua Diputación 
del Reino, y, en lo que con ellas fuesen compatibles, 
las que señala la ley general, y las del Consejo de Na- 
varra, sin perjuicio de la unidad constitucional; que la 
elección de Senadores y Diputados se efectúen confor- 
me á las leyes generales; que los Ayuntamientos se 
reuniesen conforme á fuero y costumbre; y que la 
nueva Diputación. nombre dos ó más individuos con 
los cuales pueda conferenciar el Gobierno sobre el arre- 
glo de fueros. La Real orden de la Regencia de 28 de 
Noviembre de 1830, dada á instancia de Navarra, des- 
pués de expresar con satisfacción esta señal inequivoca de 
la buena fe y lealtad con que el citado Cuerpo provincial se 
propone obtener la debida armonía entre los Fueros de Na- 
varra y la Constitución del Hstado, mandando que las ope- 
raciones electorales preliminares y demás para la elec- 
ción de concejales se hiciesen según las leyes que re- 
glan en todas las provincias de la Monarquía. 11 Real 
decreto de 15 de Diciembre de 1840 comprendía otras 
medidas que habian de regir provisionalmente en Na- 
varra, hasta que, por medio de una ley, se verificase la 
modificación de sus fueros, como en efecto se efectuó 
por la de 16 de Agosto de 1841, cuyo examen procede- 
remos á hacer. 
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Examen de la ley de 1841: Autoridad militar 


El mando puramente militar estará en Navarra como 
en las demás provincias de la Monarquía á cargo de 
una Autoridad superior nombrada por el Gobierno, y 
con las mismas atribuciones de los Comandantes gene- 
rales de las demás provincias, sin que nunca pueda to- 
mar el título de Virrey ni las atribuciones que éstos 
han ejercido (1). 


Administración de justicla 


La Administración de justicia seguirá en Navarra 
con arreglo á su legislación especial en los mismos tér- 
minos que en la actualidad, hasta que teniéndose en 
consideración las diversas Leyes privativas de todas 
las provincias del Reino, se formen los Códigos gene- 
rales que deban regir en la Monarquia (2). 

La parte orgánica y de procedimiento será en todo 
conforme con lo establecido ó que se establezca para 
los demás Tribunales de la Nación, sujetándose á las 
variaciones que el (robierno estime convenientes en lo 
sucesivo. Pero siempre deberá conservarse la Audien- 
cia en la capital de la provincia (3). 

El Tribunal Supremo de Justicia tendrá sobre los 
Tribunales de Navarra, y en los asuntos que en éstas 
se ventilan, las mismas atribuciones y jurisdicción que 
ejerce sobre las demás del Reino, según las Leyes vi- 
gentes ó que en adelante se establezcan (4). 


(0) (2) (3) (4). Artículos 1.9%, 2.9, 3.% 4. 
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Constitución y organización de los Ayuntamientos 


Los Ayuntamientos se elegirán y organizarán por 
las reglas generales que rigen ó se adopten en lo suce- 
sivo para toda la Nación (1). 

Las atribuciones de los Ayuntamientos relativas á la 
Administración económica interior de los fondos, de- 
rechos y propiedades de los pueblos se ejercerán bajo 
la dependencia de la Diputación provincial, con arre- 
glo á su legislación especial (2). 

En todas las demás atribuciones, los Ayuntamientos 
estarán sujetos á la Ley general (3). 


Constitución y organización de la Diputación 


Habrá una Diputación provincial que se compondrá 
de siete individuos nombrados por las cinco merinda- 
des, esto es, uno por cada una de las tres de menos po- 
blación, y dos por la de Pamplona y Estella que la tie- 
nen mayor, pudiendo hacerse en esto la variación con- 
siguiente, si se alterasen los partidos judiciales de la 
provincia (4). 

La elección de Vocales de la Diputación deberá ve- 
rificarse por las reglas generales, conforme á las l.e- 
yes vigentes ó que se adopten para las demás provin- 
cias, sin retribución ni asignación alguna por el ejerci- 
cio de sus cargos (5). 

lla Diputación provincial en cuanto á la Administra- 
ción de productos de los propios, rentas, efectos deci- 


(1) (2) (3) (4) (5). Artículos 5.%, 6.2, 7.2, 8,9, 9,% 


males, arbitrios y propiedades de los pueblos y de la 
provincia, tendrán las mismas facultades que ejercía el 
Consejo de Navarra y la Diputación del Reino, y ade- 
más las que siendo compatibles con éstas tengan ó 
tuvieren las otras Diputaciones provinciales de la Mo- 
narquía (1). 

La Diputación provincial de Navarra será presidida 
por la Autoridad superior politica nombrada por el 
Gobierno (2). 

La Vicepresidencia corresponderá al Vocal de- 
cano (3). 

Esta organización de la Diputación fué confirmada 
por el Real decreto de 21 de Enero de 1871, que dis- 
puso que los cinco Vocales fuesen elegidos por los 
cinco distritos judiciales, que los de Pamplona y Este- 
lla elegirán dos, dividiéndose para ello en dos distri- 
tos electorales; y que la Diputación provincial de Nava- 
rra desempeñará todas las atribuciones que las leyes confieren 
á la Comisión provincial. 


Autoridad superior gubernativa 


Habrá en Navarra una Autoridad superior politica 
nombrada por el (zobierno, cuyas atribuciones serán 
las mismas que las de los Jefes politicos de las demás 
provincias, salvas las modificaciones expresadas en los 
artículos anteriores, y sin que pueda reunir mando al- 
guno militar (4) 


(1) (2) (3) (4). Articulos 10, 11, 12, 13. 
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Aprovechamiento de montes 


No se hará novedad alguna en el goce y disfrute de 
montes y pastos de Andia y Urbaza, Bárdenas ni otros 
comunes, con arreglo á lo establecido en las Leyes de 
Navarra y privilegios de los pueblos (1). 


Servicio militar 


Siendo obligación de todos los españoles defender 
la patria con las armas en la mano cuando fueren lla- 
mados por la Ley, Navarra, como todas las provincias 
del Reino, está obligada en los casos de quintas ó re- 
emplazos ordinarivs ó extraordinarios del Ejército á 
prestar el cupo de hombres que le corresponda, que- 
dando al arbitrio de su Diputación los medios de lle- 
nar este servicio (2). 


Situación de las Aduanas 


Permanecerán las Aduanas en la frontera de los Pi- 
rineos, sujetándose á los Aranceles generales que rijan 
en las demás Aduanas de la Monarquía, bajo las con- 
diciones siguientes: 

1.* Que de la contribución directa se separe á dis- 
posición de la Diputación provincial, ó en su defecto 
de los productos de las Aduanas, la cantidad necesaria 
para el pago de réditos de su deuda y demás atencio- 


1 (2) (3). Artículos 14, 15, 16, 
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nes que tengan consignadas sobre sus tablas, y un tan- 
to por ciento anual para la amortización de capitales 
de dicha deuda, cuya cantidad será la que produjeron 
dichas tablas en el año común de 1829 á 1833, ambos 
inclusive. 

2. Sin perjuicio de lo que se resuelva acerca de la 
traslación de las Aduanas á las costas y fronteras de 
las Provincias vascongadas, los puertos de San Sebas- 
tián y Pasajes continuarán habilitados, como ya lo es- 
tán provisionalmente, para la exportación de los pro- 
ductos nacionales é importación de los extranjeros, 
con sujeción á los Aranceles que rijan. 

3." Que los contrarregistros se han de colocar á 
cuatro ó cinco leguas de la frontera, dejando absoluta- 
mente libre el comercio interior sin necesidad de guías, 
ni de practicar ningún registro en otra parte después 
de pasados aquéllos, si esto fuese conforme con el sis- 
tema general de Aduanas (1). 


Estanco del tabaco 


La venta del tabaco en Navarra se administrará por 
cuenta del Gobierno como en las demás provincias del 
Reino, abonando á su Diputación, ó en su detecto re- 
teniendo ésta de la contribución directa la cantidad 
de 87.537 reales anuales con que está gravada para 
darla el destino correspondiente (2). 


(1) (2). Artículos 16 y 17. 
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Estanco de la sal 


Siendo insostenible en Navarra después de traslada- 
das las Aduanas á sus fronteras, el sistema de libertad 
en que ha estado la sal, se establecerá en dicha pro- 
vincia el estanco de este género por cuenta del Go- 
bierno, el cual se hará cargo de las salinas de Nava- 
rra, previa la competente indemnización á los dueños 
particulares á quienes actualmente pertenecen y con 
los cuales tratará (1). 

Precedida la regulación de los consumos de cada 
pueblo, la Hacienda pública suministrará á los Ayun- 
tamientos la sal que anualmente necesitaren al precio 
de coste y costas, que pagarán aquellas Corporaciones 
en los plazos y forma que determine el (robierno (2). 

Si los consumidores necesitaran más cantidad que la 
arriba asignada, la recibirá al precio de estanco de los 
toldos que se establecerán en los propios pueblos para 
su mayor comodidad (3). 

En cuanto a la exportación de sal al extranjero, Na- 
varra disfrutará de la misma facultad que para este trá- 
fico licito gozan las demas provincias, con sujeción á 
las formalidades establecidas (4). 


Exención del papel sellado 


Continuará como hasta aquí la exención de usar de 
papel sellado de que Navarra está en posesión (5). 
Este articulo se completa por la R. O. de 29 de 


(1) (2) (3) (3) (5). Articulos 18, 19, 20, 21, 22. 
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Abril de 1852 y disposiciones posteriores, según las 
que deben ser reintegrados los documentos otorgados 
en Navarra para que surtan efecto fuera. 


Estanco de la polvora y azufre 


El estanco de la pólvora y azufre continuará en Na- 
varra en la forma que actualmente se halla estable- 
cido (1). 

Jas rentas provinciales y derechos de puertas no se 
extenderán á Navarra mientras no llegue el caso de 
plantearse los nuevos Aranceles, y en ellos se esta- 
blezca que el derecho de consumos sobre géneros ex- 
tranjeros se cobre en las Aduanas (2). 


Contribución única encabezada 


Navarra pagará, ademas de los impuestos antes ex- 
presados, por única contribución directa, la cantidad 
de 1.800.000 reales. Se abonarán á su Diputación pro- 
vincial 300.000 reales de los expresados 1.800.000, por 
gastos de recaudación y quiebras que quedan á su 
cargo (3). 


Culto y Clero 
La dotación del Culto y Clero en Navarra se arre- 


glará a la l.ey general y á las instrucciones que el (ro- 
bierno expida para su ejecución (4). 


(1) (2) (3) 14). Articulos 23, 24, 25, 26. 


Disposiciones de la Diputación de Navarra 


Por la Circular de la Excma. Diputación foral de 
Navarra sobre organización de Ayuntamientos de esta 
provincia y sus atribuciones en materia económico-ad- 
ministrativa, publicada en 19 de lnero de 1844, se dis- 
puso que la ley sobre Ayuntamientos sólo tenga apli- 
cación en lo que respecta á la elección de los mismos 
Ayuntamientos y su organización, mas no en lo relati- 
vo al ejercicio de sus atribuciones en la administración 
económica interior de Jos propios, rentas, efectos veci- 
nales, arbitrios, fondos, derechos y propiedades de los 
pueblos y de la provincia que debe ejercerse bajo la 
dependencia de la Diputación provincial, conforme al 
Diccionario de los fueros y leyes publicado en 1828 
por don José Yanguas y Miranda, y á la ley paccio- 
nada. 

Según Real orden de 5 de Abril de 1845, las leyes 
generales de la Nación deben observarse y cumplirse 
por los Ayuntamientos de Navarra en todo lo que no 
se oponga á la paccionada de 16 de Agosto de 1841. 

Por otra Circular de 3 de Noviembre de 1862 se 
mandó que los Ayuntamientos de Navarra deben bus- 
car, estudiar y conocer sus atribuciones económico-ad- 
ministrativas en las leyes privativas de este Reino y 
no en las generales, debiendo ejercerlas bajo la depen- 
dencia de la Diputación. 

Análoga doctrina se reiteró por la R. O. de 17 de 
Abril de 1877. Acuerdo de 28 de Noviembre de 1879 
y 2 de Junio de 1890. 
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Modificaciones posteriores 


El estado legal creado por la ley del 41 continuó sin 
alteración hasta la conclusión de la última guerra car- 
lista: por Real orden de 6 de Abril de 1876, en quinto 
lugar, se decía: «Que quince dias después de reunidos 
los Comisionados de las tres provincias, hasta ahora 
exentas del cumplimiento de la ley de 25 de Octubre 
de 1839, concurrirán también á Madrid los de la de 
Navarra, que desde ahora quedan convocados, á fin de 
preparar la modificación que en la ley de 16 de Agos- 
to de 1841 hacen el trascurso del tiempo y las actuales 
circunstancias indispensable. Inmediatamente después 
de oidas las cuatro provincias referidas, presentará el 
Gobierno en uno ó varios proyectos de ley á las Cortes, 
la resolución total y, bajo todos sus aspectos, definitiva 
de la grave cuestión constitucional y administrativa á 
que esta importante disposición se refiere». 

En armonía con ese precepto, en. la ley de presu- 
puestos de 21 de Julio de 1576 se consignó el art. 24, 
por el que: «Se autoriza al (robierno para dar, desde 
luego, á la contribución de inmuebles, cultivo y gana- 
dería en la provincia de Navarra la misma extensión 
proporcional que en las demás de la peninsula, y para 
ir restableciendo en ella, con las modificaciones de for- 
ma que las circunstancias locales exijan, una exacta 
proporción entre los ingresos de aquella provincia por 
todos conceptos y las demás de la Peninsula». 

A consecuencia de las disposiciones mencionadas, 
se nombró un Comisario Regio, al señor Conde de Te- 
jada VWaldosera, el cual pactó con la Diputación de 
Real orden de Navarra el Concierto conocido en Na- 
varra con el nombre de 
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Convenio Tejada Valdosera 


Hállase contenido en el Real decreto de tg de Fe- 
brero de 1877, que fija el estado de derecho vigente. 
Le insertamos. 

«En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 24 
de la Ley de presupuestos de 21 de fulio de 1876, se 
señala á la provincia de Navarra, como cupo de contri- 
bución de inmuebles, cultivo y ganadería para el pre- 
sente año económico, la cantidad de dos millones de pe- 
setas, quedando refundida en esta cifra la de 1.350.000 
pesetas que venía satisfaciendo por la directa y la de 
Culto y Clero, que le fueron asignadas en virtud de la 
Ley de 16 de Agosto de 1841 y Real orden de 29 de 
Septiembre de 8349. 

La Diputación provincial continuará encargada del 
reparto, cobranza é iugreso de la mencionada suma en 
las Cajas del Tesoro, abonándosele por los gastos y 
quiebras de todas clases que le origine este servicio, 
el 5 por loo de aquélla, ó lo que es lo mismo, 100.000 
pesetas, en vez de las 75.000 que tiene señalado ac- 
tualmente. 

La Diputación entregará desde luego en la Caja de 
la Administración económica de la provincia el impor- 
te de los trimestres vencidos, y sucesivamente lo hará 
de los demás á medida que se vayan devengando, pu- 
diendo, si no lo verificase, ser compelida al pago por 
los medios que para estos casos establecen las instruc- 
ciones vigentes. 

El Estado se hace cargo del total importe de las 
atenciones del Culto y Clero de la provincia, devenga- 
das desde 1.” de Julio último. Esto no obstante, el payo 


de las mismas se verificará, mientras otra cosa: no 
se determine, por la expresada Corporación con las 
formalidades establecidas ó que se establezcan, tomán- 
dosele en cuenta del repetido cupo, si bien deducien- 
do el producto de Cruzada que viene aplicándose al 
indicado objeto. 

Las cantidades que justifique haber abonado al Cle- 
ro por asignaciones personales y gastos del Culto co- 
rrespondienles al actual año económico, deducida la 
parte de la renta de Cruzada que se hubiese destinado 
al pago de dichas obligaciones, se computarán y for- 
malizarán como ingreso verificado á cuenta del cupo 
de contribución. 

La contribución de pan para el Ejército que viene 
exigiéndose á la provincia de Navarra, en virtud de 
lo dispuesto en Reales órdenes de 14 y 30 de ¡Abril 
de 1876, dejará de satisfacerse por la misma, desde 
que produzca todos sus efectos este Decreto. Las can- 
tidades que haya pagado por tal concepto se le admi- 
tirán en descargo de la cuenta de contribución de 
inmuebles, cultivo y ganaderia que se le hija para el 
corriente año económico, á cuyo efecto se harán las 
formalizaciones necesarias á este fin. 

En virtud de la autorización concedida al Crobierno 
en el referido art. 24 de la Ley de presupuestos de 21 
de Julio último, los generales de ingresos y gastos vi- 
gentes en la actualidad se considerarán modificados 
con arreglo alas disposiciones de este Decreto, del 
cual se dará en su día cuenta á las Cortes». 

El y de Mayo de 1677 el Crobierno dió cuenta á las 
Cortes que habia aprobado el Convenio del señor Con- 
de de Tejada Valdosera. Este hombre público, discu- 
tiendo con el I)uque de Mandas y el señor Sanz y Es- 
cartin en la Academia de Ciencias Morales y Politicas, 


le negaba el carácter de pacto ó convenio á la disposi- 
ción transcrita. 

La contribución única é invariable establecida en 
ese convenio fué confirmada por el párrafo 1.*, del ar- 
tículo 8.” de la ley de presupuestos de 11 de Julio de 
1877, en los términos siguientes: 

«La provincia de Navarra seguirá satisfaciendo 
anualmente al Estado en concepto de cupo de contri- 
bución de inmuebles, cultivo y ganaderia la cifra de 
dos millones de pesetas que le asignó para el año eco- 
nómico de 1876-77 el Real decreto de 19 de Febrero 
último. 

Se autoriza al Gobierno para que, oyendo á la Dipu- 
tación, vaya estableciendo en la misma provincia opor- 
tunamente y con las modificaciones de forma que las 
circunstancias locales exijan, las demás contribuciones, 
rentas é impuestos ordinarios y extraordinarios con- 
signados ú que se consignen en los presupuestos ge- 
nerales del Estado para las demás de la Nación, siem- 
pre que no se hallaren planteados en la repetida pro- 
vincia, pudiendo hacerlo por medio de encabezamien- 
tos, si lo considerase conveniente á los intereses gene- 
rales del pais y a los de la provincia». 

Se decia en 1893 por el (robierno que los represen- 
tantes navarros habian consentido sin discusión esta 
autorización. El diputado señor los Arcos explicaba el 
hecho de este modo: 

«El 27 de Abril de 1577 se presentó la ley de presu- 
puestos, el y de Junio dió dictamen la Comisión, y en 
él no se decía nada de Navarra, y el 23 de Jfunio, a úl- 
tima hora de la tarde (cuando la Cámara esta Casi de- 
sierta y nadie se entera), se leyó el artículo 8." de la 
ley de presupuestos de 1577-78, y á las dos de la tarde 


del día siguiente estaba aprobado; cuando los repre- 
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sentantes llegaron al Congreso, no pudieron discutir, 
pero ni consintieron ni creyeron que jamás pudiera 
aplicarse». 


Intento fracasado 
de alterar la tributación de Navarra 


El régimen especial económico de la provincia de 
Navarra pretendió el Ministro de Hacienda don (zer- 
mán Gamazo alterarle en 1893, consignando en el pro- 
yecto de ley de presupuestos el art. 17, que decía: «El 
Gobierno usará inmediatamente la autorización que le 
otorga el art. 8.” de laley de 11 de Julio de 1877, para 
aplicar á la provincia de Navarra las contribuciones, 
rentas é impuestos que actualmente rigen, y los que 
por la presente ley se crean en las demas provincias». 

De la autorización de 1833 decía el diputado señor 
Mella: «Los hechos, la costumbre y la tradición que 
han venido aqui observando todos los (robiernos que 
se han sucedido en ese banco, han derogado aquella 
autorización del 77, jamás planteada; y por lo tanto, si 
no existe esa autorización, 0 la lógica es una palabra 
vana, Ó debe continuar en todo vigorla ley pactada 
de 1831». 

De haber legado á ser ley este articulo, se hubiera 
igualado Navarra al resto de la Nación. 

La primitiva redacción se alteró, reconociendo im- 
plicitamente que tal autorización no existe, y en la ley 
de 5 de Agosto se decía en su artículo 41: 

«El Gobierno podrá concertar con la Diputación de 
Navarra sobre los extremos á que se refiere este ar- 
ticulo das contribuciones € impuestos que actualmente 
se recaudan por la Administración cuidando de concií- 


liar las circunstancias especiales de esta provincia con 
los intereses generales de la Nación». 

El pretendido Concierto no se llevó á cabo por la le- 
vantada actitud de Navarra y su razonada defensa en 
las Cortes, aplicándose solamente el impuesto de cinco 
céntimos sobre la circulación de títulos de la renta y 
otros valores. 

Navarra se negó á concertar por creer excesiva é 
injusta la cuota que paga y concertándose hubiera 
mermado la parte vigente de la ley de 1841. 


Suma que paga Navarra 


El Diputado señor Los Arcos hizo un minucioso es- 
tudio de lo que tributa lan provincia de Navarra y la 
de Lérida, de similares condiciones. Fl señor Guelben- 
zu, en un estado minucioso, demostraba que con el 
gobierno propio de Navarra por su Diputación, que 
cuida por sí de las carreteras y obras públicas, econo- 
miza el Estado. . . . . . . . +. 3.296.595 ptas. 

Recauda anualmente . . . . 2.678.811 » 
Cobra de contribución directa. 2.000.000 » 


Total que satisface Navarra. 8.275.506 ptas. 


Desde la fecha del 93, la recaudación del Estado se 
ha elevado considerablemente en Navarra, como lo dan 
á conocer las Memorias del Banco de España en sus 
apéndices, bajo el número 2, Servicio de Tesorería del 
Estado. 


Asi, por ejemplo, aparece que el ingreso á metálico 
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por cuenta del Tesoro, desde 1. de Enero á 31 de Di- 
ciembre de 1904, fué de . . . . 6.443.019,14 ptas. 
que con la economía liquida del 

Estado calculada por el señor Guel- 

benz... . .. . . . . +. 3.296,595 » 


elevaron la tributación de Navarraá  9.740.214,14 ptas. 


Desde 1.* de Enero á 31 de Diciembre de 1905 los 
ingresos fueron 6.29.4.192,71 pesetas. 

Desde 1.” de Enero á 31 de Diciembre de 1906 los 
ingresos fueron 5.746.496,91 pesetas. 

Y en 1907 y 1908 ocurrió una cosa análoga. 

A las expresadas sumas hay que agregar lo que re- 
cauda la Compañia Arrendataria de Tabacos por ta- 
baco, timbre y giro mutuo, que ascendió en 1904 
á 1.119.661,71, en 1907 á 1.012.685,72 y en 1908 a 
1.028.694,89, y así en los demás años. 


La desamortización en Navarra 


Por la ley de 1841 se reconoció á la Diputación de 
Navarra la facultad que por fuero tenia para el goce y 
disfrute de los montes y pastos de los montes comunes; 
por la circular de 3o de l)iciembre de 1869 publicó la 
Diputación las bases aprobadas por 5. A. el Regente 
del Reino para el aprovechamiento de los montes de 
Urbasa, Andia, Encía y Aralar. 

En uso de esas atribuciones, ha venido y viene co- 
nociendo la Diputación en todo lo referente á la admi- 
nistración, disfrute y fomento de los montes de la pro- 
vincia, dictando las disposiciones que juzya más acer- 
tadas, y gracias á su fecunda iniciativa y plausible celo, 
la riqueza forestal se halla perfectamente atendida en 
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Navarra, sin experimentar los funestos efectos de la 
desamortización, en el grado que los montes del resto 
de España. 

Habiendo surgido algunas dificultades con motivo 
del obstinado empeño de) Gobierno de aplicar en Na- 
varra las leyes desamortizadoras y de la razonada acti- 
tud de la Diputación de mantener incólume la ley pac- 
cionada del 41, se dictó la ley de 18 de Junio de 1898, 
en cuyo artículo único se autorizaba al Gobierno para 
resolver, de acuerdo con la Diputación foral, las dif. 
cultades originadas por la aplicación de las precitadas 
disposiciones desamortizadoras. 

Consecuencia de esa ley fueron las negociaciones 
habidas entre el Gobierno y la Diputación, que tuvie- 
ron su aprobación en el Real decreto de 30 de Mayo 
de 1899, que publicó las bases concertadas y cuyo tex- 
to es asi: 

«Artículo 1.7 Se aprueban las bases concertadas 
entre el Director general de propiedades y derechos 
del Estado, en nombre del Ministro de Hacienda y los 
representantes de la Diputación provincial de Nava- 
rra, para resolver las dificultades surgidas en la apli- 
cación de las leyes desamortizadoras en dicha provin- 
cia, con arreglo á lo dispuesto en la J.ey de 28 de Ju- 

. nio de 1898. 

Art. 2." En virtud del expresado acuerdo y para 
llevar á efecto la desamortización civil en Navarra, se 
constituirá una Junta de ventas, compuesta del (zober- 
nador, presidente; cuatro diputados provinciales, desig- 
nados por la Diputación, y el Administrador de Ha- 
cienda en la provincia. En casu de empate será decisi- 
vo el voto del Gobernador. 

Art. 3. La clasificación de los montes exceptua- 
bles de la venta por causa de utilidad pública, se hará 
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en la provincia dle Navarra, obedeciendo á los mismos 
preceptos y criterio cientificos que ha guiado la forma- 
ción del Catálogo en el resto de las provincias de Es- 
paña. Dicha clasificación se hará por dos ingenieros 
de montes, nombrados respectivamente por el Gobier- 
no y la Diputación provincial de Navarra, pasando su 
propuesta á la Junta designada en el articulo anterior, 
cuyo acuerdo se elevará al Ministro de Fomento. Esta 
declaración de utilidad pública causará efectos legales 
al objeto de obtener la expropiación forzosa en el in- 
terior de los montes para la repoblación forestal. La 
Diputación consignará anualmente en sus presupues- 
tos una cantidad para la adquisición y repoblación de 
los terrenos clasificados de utilidad pública. 

Art. 4.7 La clasificación del resto de los montes 
públicos pertenecientes á la provincia ó á los pueblos, 
se hará por la mencionada Junta de ventas, previa la 
formación de expediente instruido por comisiones téc- 
nicas, de las cuales formará siempre parte un ingenie- 
ro de montes. De los dictámenes de estas comisiones, 
nombradas por la Diputación provincial, se dará vista 
a los pueblos interesados, elevándose con las alega- 
ciones presentadas á la Junta de ventas, cuyos acuer- 
dos tendrán la eficacia que les concede la Real Orden 
de 6 de Junio de 1861. 

Art. 5.” La clasificación de excepción por causa de 
utilidad pública, será definitiva en la provincia de Na- 
varra, surtiendo, en cuanto á la exclusión de las ven- 
tas, los propios efectos que en el resto de la Península. 
La declaración de excepción por otras causas, podra 
ser revisada por la Junta de ventas, siempre que cam- 
bien las condiciones agronómicas que determinaron su 
clasificación. 

Art. 6. La venta de los bienes y derechos no ex- 


— 573 — 

ceptuados, se realizará por la Junta de ventas en cuan- 
tos casos proceda, previo deslinde y tasación de la 
finca en subasta pública, y con sujeción á las formali- 
dades establecidas en la legislación vigente, excep- 
tuándose los casos de cesión temporal y los de adjudi- 
cación á censo ó6 á los poseedores con diez años de an- 
telación. 

Art. 7. El producto integro de las ventas de los 
bienes y derechos no exceptuados corresponde en to- 
talidad á los pueblos propietarios, conforme á lo decla- 
rado en Reales órdenes de 24 de Mayo de 18509, 21 de 
Marzo de 1861 y 26 de Mayo de 1897, debiendo inver- 
tirse en inscripciones intransferibles de la Deuda pú- 
blica en la misma forma y álos propios efectos que 
determina la legislación vigente. 

Art.s. La Diputación provincial ajustará el trata- 
miento de los montes exceptuados como de utilidad 
pública al criterio cientifico y á los preceptos técnicos 
de la legislación general del ramo, reservándose el (ro- 
bierno la alta inspección que le corresponde, El rógi- 
men de los montes no comprendidos en la categoría 
anterior, se acomodará á lo prevenido en los artículos 
6." y to de la Ley de 106 de Agosto de 1841. 

Art. y Cualquier incidencia que veurra al aplicar 
los preceptos del presente decreto, se resolverá en la 
forma prevista en la Ley de 28 de Junio de 154s». 


Ultimo Concierto del impuesto sobre azucar 


Con motivo de la creación del impuesto del azúcar 
por la ley de Octubre de 1899, nuevas dudas nacieron 
acerca de su aplicación en Navarra, que se soluciona- 
ron satisfactoriamente en el Concierto estatuido en el 


Real decreto de 16 de Octubre de 1900, reconociendo 
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y aplicando rectamente la ley de 1841, sin perjuicio de 
los intereses mutuos de la Hacienda y de la Diputación, 
que dice asi: 

«Artículo 1.? Elimpuesto del azúcar, creado por la 
ley de 19 de Octubre de 1899, se establecerá y cobrará 
por el Estado en la provincia de Navarra, con sujeción 
al reglamento de 2 de Enero de este año y órdenes 
posteriores, sobre la cantidad producida que se consu- 
ma fuera de ella, y por la Diputación provincial, en vir- 
tud de la Ley de 16 de Agosto de 1841, sobre el azúcar 
que se consuma en la provincia. 

Art. 2." Se fija, por ahora en 400.000 pesetas anua- 
les el impuesto calculado al consumo probable de los 
habitantes de la provincia de Navarra. 

Art. 3. La Diputación provincial de Navarra per- 
cibirá directamente de los fabricantes el impuesto ex- 
presado en el artículo anterior, cobrándolo en metálico 
ó pagarés á noventa días, á medida que se extraiga el 
azúcar de las fábricas. 

Una vez cubierta la cantidad de 400.000 pesetas, la 
Hacienda percibirá, en la misma forma, el producto del 
impuesto sobre el resto del azúcar que se produsca. 

Art. 4. La Diputación de Navarra podrá estable- 
cer en las fábricas de azúcar la intervención que estime 
conveniente. 

Art. 5." El Gobierno dará cuenta á las Cortes de 


estas disposiciones.» 
Concierto de los impuestos especiales sobre alcoholes 
El último pacto tributario, concierto ó acuerdo entre 


el Gobierno nacional y la Diputación de Navarra que 
hemos de mencionar, es el referente al impuesto de al- 
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coholes, en el que se mantiene la fiel observancia del 
convenio-ley de 1841, haciéndole compatible, con un 
espíritu de justicia y transigencia, con los derechos de 
la Hacienda general. 

Con la publicación de la ley de 19 de Julio de 1904, 
siendo Ministro de Hacienda el señor Osma, por la 
que se reformaban los impuestos especiales sobre el 
alcohol, surgieron análogas dificultades á las que na- 
cieron con motivo de la ley de 19 de Octubre de 1899 
sobre el impuesto del azúcar, para armonizar aquélla 
con el pacto-ley de 1841. 

Al amparo de la ley paccionada, entendía la Dipu- 
tación de Navarra que la cuota del impuesto corres- 
pondiente al concepto de fabricación no podía cobrarse 
por el (robierno de S. M. en aquella provincia, ni la de 
consumo por lo que al del interior de la misma provin- 
cia se refiere, al mismo tiempo que no podía menos de 
reconocer en el Poder Central indiscutibles facultades 
para cobrar lo correspondiente al consumo de fuera de 
Navarra. 

Sobre la base del mutuo respeto á los derechos de 
ambas partes, los Comisionados de la Diputación de 
Navarra llegaron con facilidad á entenderse con la Co- 
misión gubernativa, y convinieron en 1. de Agosto de 
1904 las bases por las que se habia «de regir el impues- 
to de alcoholes en Navarra. 

«Artículo 1.5 El impuesto de alcoholes creado por 
la Ley de 19 de Julio último se establecerá y cobrará 
por el Estado en la provincia de Navarra, con sujeción 
al Reglamento de 7 de Septiembre de este año, sobre 
la cantidad producida que se consuma fuera de ella, y 
por la liputación provincial, en virtud de la Ley de 16 
de Agosto de 1841, sobre el alcohol que se consuma en 
la provincia. 


Art. 2.2 Se fija por ahora en 400.000 pesetas el im- 
puesto equivalente al consumo probable de alcoholes 
y aguardientes en la provincia de Navarra». 

Art. 3. La Diputación provincial de Navarra per- 
cibirá el impuesto directamente de los fabricantes has- 
ta llegar á la cantidad expresada en el art. 2.” Una vez 
cubierta la expresada cantidad, la Hacienda percibirá 
en la misma forma el producto del impuesto sobre el 
resto del alcohol que se produzca. 

Art. 4. La Diputación de Navarra podrá estable- 
cer en las fábricas la intervención que estime conve- 
niente. 

Art. 5 El Gobierno dará cuenta á las Cortes de 
estas disposiciones». 

Como legitima consecuencia se publicó la circular 
de la Excma. Diputación foral y provincial de 22 de 
Septiembre de 1904, manifestando á todos los nava- 
rros: 1. Que son de aplicación en Navarra, en virtud 
del pacto con el Gobierno de la Nación, mediante el 
cual se deja incólume el principio de la autonomía eco- 
nómico-administrativa, á la vez que se armonizan los 
intereses de la provincia con los del Estado, la ley de 
alcoholes de 19 de Julio último y los Reglamentos 
para su ejecución de 7 del actual; 2.? Ordenando la pre- 
sentación de relaciones juradas, por triplicado, á la pro- 
pia Diputación, en el tiempo y por las personas ó so- 
ciedades que cita; 3.” Declarando quedan exentas, des- 
de 1.* de Octubre, del pago de la contribución directa 
todas las fábricas, alambiques y calderas existentes en 
Navarra para la producción de alcoholes, aguardientes 
y licores, dándose de baja en los catastros; y y.” Man- 
dando recoger las relaciones juradas á los Alcaldes, y 
su remisión, de oficio, á la Diputacion. 

Habiendo observado algunas omisiones de importan- 
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cia en el R. D. de g de Septiembre, la Diputación ges- 
tionó que se subsanasen, porque no se publicaron como 
antecedente del mismo las bases acordadas en 1.* de 
Agosto del mismo año con la Comisión designada por 
aquella provincia, subsanación que se obtuvo mediante 
nuevo R. D., de fecha 17 de Noviembre de 1904. Todo 
ello se insertó en la Circular de la Diputación de 21 
de igual mes, dando cuenta al País de las citadas bases, 
que dejamos copiadas en las página 238 de este tomo. 

Dióse otra circular, el 6 de Diciembre de 1904, por la 
Administración de Hacienda de Navarra, sobre coope- 
ración, por los alcaldes, en cuanto afecta á la venta de 
alcohol, y ordenando exijan los mismos á los arrenda- 
tarios de consumos las guías ó vendis, según los casos, 
en la circulación de alcoholes, aguardientes y licores, 
á la llegada de las expediciones á los pueblos respec- 
tivos, remititiendo dichos documentos á la Adminis- 
tración de la Renta más cercana. 

En 21 de Febrero de 1905 se tomó el acuerdo de la 
Diputación foral y provincial, declarando haber visto 
con agrado la constitución de la Asociación que indica, 
para la defensa de derechos navarros frente á la ley 
de alcoholes, y que además prestará á la misma la pro- 
tección que demanda. 

En 11 de Octubre de 1905 se publicó la R. O. del 
Ministerio de Hacienda declarando que los almacenis- 
tas y fabricantes de alcoholes y aguardientes estable- 
cidos en Navarra tienen obligación de presentar las 
declaraciones de altas y bajas en las oficinas de Ha- 
cienda, sin perjuicio de cumplir lo que dispusiere la 
Excma. Diputación foral acerca del particular. 

Por otra circular de la Delegación de Hacienda de 
Navarra se publicó la R. O. de 29 de Julio de 1907, del 
Ministerio de Hacienda, sobre el alcohol. 
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Publicada la ley de 10 de Diciembre de 1908, el re- 
glamento de igual fecha y la circular del 12 del propio 
mes, reformando la tributación del alcohol en el sen- 
tido de reducir y unificar las cuotas, conceder libertad 
en la obtención de los derivados del alcohol y simpli- 
ficar los procedimientos de administración hasta el lí- 
mite estrictamente legal para asegurar este recurso 
fiscal, nacieron dudas y dificultades sobre el alcance 
que el Poder Central quería dar á los nuevos precep- 
tos legales en territorio de Navarra, y que la provincia 
no apreciaba con igualdad de criterio, por lo que nom- 
bró la Excma. Diputación una Comisión de su seno que 
se trasladó inmediatamente á Madrid. 

Para tratar del asunto fueron comisionados los Dipu- 
tados señores Lasantas, Amorena y Oroz, quienes en- 
tregaron al señor Ministro una detallada nota, en la 
que minuciosamente hacían constar las proposiciones 
que como bases de arreglo presenta el pueblo navarro, 
y las que, ájuicio de los mismos, pueden tácilmente 
solucionar el asunto, dejando á salvo los derechos fo- 
rales y nacionales. 

El Ministro y personal subalterno las estudiaron, y 
contestaron con otra nota. 

El conflicto surgió porque la Diputación se consi- 
dera suficiente para administrar el impuesto sin inter- 
vención del Estado, avisando á este cuando la suma 
recaudada ascienda a la cifra que el Ministro trata de 
concertar con la provincia. 

González Besada propone, y quiere imponer, la in- 
tervención simultánea de empleados del Estado con 
los de la Diputación, temiendo, sin duda, que de no 
ser asi, recaudada ya la cantidad determinada, no se 
dé conocimiento de ello al Estado. 

El día 16 de Enero, la Diputación dió cuenta minu- 
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ciosa de las gestiones que los comisionados han reali- 
zado cerca del Gobierno, y de los reparos que, á juicio 
de la Corporación, deben proponerse á la enmienda 
presentada por el señor González Besada. Dió á cono- 
cer las enmiendas que, á su juicio, deben hacerse res- 
pecto de aplicar la ley y reglamentos de alcoholes. 

Expuesto el criterio por la Diputación, la asamblea 
lo aprobó por unanimidad, no encontrando reparo al- 
guno en Jos motivos que la Diputación ha tenido para 
no aceptar la proposición del Ministro de Hacienda. 

El Consejo aplaudió su proceder, y declaró que es- 
tará siempre incondicionalmente al lado de la Diputa- 
ción para apoyar con entereza sus determinaciones. 

El estado legal le constituye el Real decreto de y 
de l'ebrero de 1909, revisando lo estatuido, rebajando 
la cuantía de la suma que la Diputación percibe en 
concepto de consumo de alcoholes en la provincia, y 
dictando, á la vez, algunas disposiciones reglamenta. 
rias, para apreciar dicho consumo con la mayor apro- 
ximación posible. 

Está concebido en estos términos: 

«Art. 1.7 El impuesto de alcoholes, modificado por 
la ley de 10 de Diciembre de 1908, seguirá cobrándose 
por el Estado, en la provincia de Navarra, sobre la 
cantidad que, producida en la misma provincia, se con- 
suma fuera de ella, y por la Diputación provincial, en 
virtud de la ley de 16 de Agosto de 1841, sobre los 
alcoholes y patentes de derivados que se fabriquen y 
sobre los que se consuman en la provincia. 

Art. 2.” Se fija, por ahora, en 140.000 pesetas anua- 
les la cantidad que debe cobrar la provincia de Na- 
varra por los conceptos indicados en el artículo an- 
terior. 

Art. 3." La Diputación de Navarra cobrará direc- 


— 580 — 
tamente de los fabricantes la cantidad expresada, á 
medida que se extraigan los productos de las fábricas. 

Una vez cubierta la cantidad de 140.000 pesetas, 
asignada á la Diputación, la Hacienda percibirá los 
productos del impuesto sobre el resto del alcohol, en 
concepto de consumo exterior. 

Art. 4.7 La Diputación podrá establecer en las fa- 
bricas de alcohol la intervención que estime conve- 
niente. 

Art. 5.” El canon de 140.000 pesetas, que se asigna 
á la Diputación, podrá modificarse después de tres 
años, contados desde el presente inclusive. 

Art. 6.7 Durante estos tres años, se harán mensual- 
mente, por la Diputación provincial y por la Adminis- 
tración, estadisticas del consumo del alcohol en la pro- 
vincia, bien para establecer el promedio correspon- 
diente de consumo ó bien para adoptar el régimen de 
cobranza que en adelante convenga.» 


Subsistencia 
del régimen foral por la ley de Administración local 


Todas las especialidades de la Diputación de Nava- 
rra y su régimen tributario se conservan inalterables 
por la nueva ley de Administración, El articulo 3.* adi- 
cional del proyecto de Administración local dice tex- 
tualmente: 

«Las Diputaciones de las Provincias vascongadas y 
Navarra seguirán investidas de sus actuales atribucio- 
nes en sus propias facultades y en sus relaciones con 
los Ayuntamientos, en cuanto ditieran de lo que esta: 
blece la presente ley, conservando la última (Navarra) 


su constitución, organización y régimen especiales. 
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El señor Maura, explicando esta disposición, mani- 
festó que el proyecto de Administración local, en sus 
disposiciones adicionales, mantiene el statu quo; que no 
tratará lo que afecta á la cuestión foral, pues á los co- 
misionados claramente les dijo que no juzgaba perti- 
nente la ocasión para ello; que su propósito era no ad- 
mitir enmienda alguna que afecte al proyecto de Ad- 
ministración local esencialmente. 

Maura, contestando á Vega Seoane, decia: «Porque 
¿qué más ha podido hacer la ley para no dar lugar ob- 
jetivo, positivo, externo, al asunto, que decir, desde el 
primer día hasta ahora, que el Gobierno en las Provin- 
cias vascongadas no altera nada, y, por lo tanto, su- 
prime las cuestiones de esta ley para Navarra y las 
Provincias vascongadas? ¿Hay cosa mas categórica?» 

Luego añadia: «Sigue el statu quo; es decir, que no 
se altera el régimen de las Provincias vascongadas por 
esta ley. 

Posteriormente, contestando á la siguiente pregunta 
del mismo Sr. Vega respecto á que Navarra conserva 
su constitución, organización y régimen especiales: 
«¿Está S. 5. dispuesto á hacer esto extensivo á las Pro- 
vincias vascongadas?» El señor Presidente del Consejo 
de Ministros: «Lo hemos dicho aludiendo á una en- 
mienda redactada por otros Diputados.» 

Los comisionados por Navarra presentaron al señor 
Maura una fórmula, en que se consignaba que la Dipu- 
tación de Navarra seguirá investida de sus actuales 
atribuciones en sus propias facultades, conservando su 
constitución, organización y régimen especiales, con- 

forme ú la ley de 16 de Agosto de 18.41: mas el Presidente 
del Consejo aceptó la enmienda suprimiendo el último 
inciso, referente á la ley de 1841. 

Los navarros pretendian que la ley de Régimen lo- 
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cal confirmase una vez más la ley paccionada del 41; 
pero Maura dijo que él quería reconocerla, mas no con- 
firmarla, pues el pensamiento del Gobierno había sido 
conservar el statu quo. 


Conclusiones 


Estudiada la actual situación de las Provincias vas- 
congadas y Navarra, trazaremos un paralelo, para que 
resalten sus analogías y diferencias. 

En Navarra su autonomia económico-administrativa 
moderna nace del pacto-ley de 16 de Agosto de 1841; 
en las Provincias vascongadas surge de la autoriza- 
ción contenida en el número 2.* del artículo s.* de la 
ley de 21 de Julio de 1876, base del Concierto econó- 
mico de 28 de Febrero de 1878 y de todos los poste- 
riores. 

La Diputación foral y provincial de Navarra tiene 
una organización, una constitución y un funcionamien- 
to especial, como no hay otra en España, nacido de la 
ley pactada en 1841; la constitución y organización de 
las Diputaciones vascongadas es la misma que las del 
resto de España; su funcionamiento, sin embargo, es 
muy distinto, acomodado á los usos y tradiciones del 
Pais y á las necesidades del Concierto económico. 

La constitución y organización de los Ayuntamien- 
tos navarros y vascongados son idénticas a las que 
tienen los del resto de España; su esfera de acción es 
más amplia y su funcionamiento distinto al de éstos. 

La autonomia económico-administrativa de la Dipu- 
tación de Navarra se acomoda al convenio-ley de 1841, 
al convenio de Tejada Valdosera, de 1877, á los pac- 
tos tributarios sobre desamortización, de jo de Mayo 
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de 1899, sobre el impuesto del azúcar, de 1900, sobre 
el impuesto de alcoholes, de 1904, y negociaciones del 
actual año 1909, á las leyes forales de Navarra y sus 
prácticas consuetudinarias. 

La autonomia vascongada tiene por norma los Con- 
ciertos económicos de 1878, 1887, 1894, 1900 y 1906, 
la jurisprudencia administrativa que los aclara y com- 
pleta, los reglamentos especiales de cada una de las 
Diputaciones y sus prácticas consuetudinarias. 

Los tributos encabezados por Navarra son: la con- 
tribución única, en 1.800.000 reales hasta 1877; desde 
esa fecha se elevó á 2.000.000 de pesetas; el impuesto 
del azúcar, calculado en 400.000 pesetas por el consu- 
mo probable de los habitantes, y el del alcohol, calcu- 
lado también en ¿00.000 pesetas por el consumo de 
los mismos habitantes de Navarra. 

En la contribución única é invariable de Navarra se 
comprenden: la contribución de inmuebles, cultivo y 
ganadería; la industrial y de comercio; el impuesto de 
derechos reales y transmisión de bienes; el impuesto 
de consumos, salvo el de azúcar y alcoholes; el impues- 
to del timbre; el de sueldos de empleados provinciales 
y municipales, y el de fabricación de pólvora y de 
naipes. 

Las Provincias vascongadas tienen concertados: la 
contribución de inmuebles, cultivo y ganadería; la in- 
dustrial y de comercio; los derechos reales; el papel 
sellado; los consumos; el uno por cien sobre los pagos; 
los transportes por la vía terrestre y fluvial; los carrua- 
jes de lujo; la asignación de las empresas de ferroca- 
rriles para gastos de inspección; el impuesto de casi- 
nos y circulos de recreo; el impuesto sobre el alumbra- 
do de gas, electricidad y carburo de calcio. 

La Hacienda cobra directamente en Navarra: los im- 
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puestos de minas; los de grandezas y títulos; el de cé- 
dulas persunales, sueldos del Estado, donativos del 
clero y monjas; el de pagos al Estado; la renta de 
Aduanas; el de consulados; el impuesto sobre el azú- 
car que se exporta fuera de la provincia; el de alcoho- 
les que no se consuman dentro del radio de la misma; 
el de tarifas de viajeros y mercancias; los sellos de co- 
rreos y telégrafos; el de fabricación y venta de naipes 
y de pólvora; los monopolios explotados por el Estado, 
como el tabaco, las cerillas fosforinas, la lotería, el giro 
mutuo y la Casa de la Moneda, el producto de la Ga- 
ceta, el de apartado de correos, telégrafos y teléfonos, 
y el de la redención á metálico del servicio del Ejér- 
cito y de la Armada. 

La acción fiscal del Poder Central en Navarra es más 
extensa que en las Provincias vascongadas, por ser 
menor el número de los tributos encabezados con el 
Estado. 

En Vasconia se cobran por el Erario nacional: la ren- 
ta de Aduanas; las cédulas personales; los impuestos 
mineros; la contribución de utilidades, en la parte no 
concertada; el impuesto sobre alcoholes; el impuesto 
del timbre, en la parte no concertada; la renta de taba- 
cos, las cerillas, la lotería, el giro mutuo del Estado y 
los demás monopolios de la Casa de la Moneda; el pro- 
ducto de la Gaceta de Madrid; el de apartado de correos, 
telégrafos y teléfonos, y la redención á metálico del 
servicio del Ejército y de la Armada, salvo lo corres- 
pondiente á los hijos de los voluntarios vascongados 
que defendieron, con las armas en la mano, la causa de 
la legitimidad. 

Con tan escasas y sencillas diferencias del régimen 
tributario de Vasconia y de Navarra del general de 
España, las Provincias vascongadas durante la vigen- 
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cia de los Conciertos económicos, y Navarra desde su 
ley paccionada, cumpliendo las obligaciones constitu- 
cionales á que se hallan sujetos todos los españoles, 
han desenvuelto y perfeccionado una administración 
ejemplar, superior á la general de España y á otras 
extranjeras muy ponderadas. 

La administración vascongada y navarra tendrá al- 
gunos defectos de detalle, como los tienen todas las 
obras de los hombres, pero apreciada en conjunto, por 
su resultado total, es imponderable, merece el aplauso 
y la admiración de cuantos intensivamente la estudian. 

Durante el periodo contemporáneo, objeto de nues- 
tras investigaciones, aunque se haya dado al pueblo 
vasco y al pueblo navarro la organización constitucio- 
nal, arrebatándoles la tipica y especial de sus Fueros, 
los nuevos organismos han sabido inspirarse en el es- 
piritu tradicional del País, en ese sufragio universal 
de los siglos, para modelar su administración en un 
troquel distinto, para darla vida, para dotarla de' ha- 
cienda propia, pretendiendo siempre aproximarla, en 
el fondo, en la esencia, al ideal pasado, al antiguo ré- 
gimen foral. En este generoso intento, las obras públi- 
cas, la instrucción, la beneficencia, la agricultura, el 
comercio y la industria á la moderna han merecido la 
paternal ayuda de los organismos provinciales, llegan- 
do á un grado tal de desenvolvimiento, que merecen 
justo encomio y la admiración de los extraños. 

Conságremonos todos los vascongados y navarros 
á conocer, perfeccionar y continuar la obra, sin igual, 
de nuestra administración honrada y celosa; ampute- 
mos los defectos que la rodean; aspiremos á desarro- 
llarla y extenderla á la totalidad de nuestros intereses; 
pero ejerzamos esa nobilísima misión patriótica, como 
dignos hijos de nuestros antepasados, indisolublemen- 
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te unidos á la Nación española, demostrando que, al 
lado del amor á la Patria grande, subsiste, incólume y 
acendrado, el amor á la pequeña Patria, para que con 
orgullo podamos ostentar los timbres gloriosos, con- 
quistados en la Historia, de Muy Nobles y Muy Leales. 

La vida de estas provincias, su prosperidad y por- 
vernir, su felicidad toda, estriba en una cosa: que las 
dejen administrar todos sus propios intereses. Conser- 
vemos y mejoremos cuanto tenemos con esa aspiración, 
y quiera Dios que alcancemos lo que nos corresponde 
de derecho. 
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